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NTRODUCCION 
Cediendo á los ruegos de la amistad más 
que al impulso propio, doy nuevamente á la 
estampa estos Estudios de mi juventud. Ha-
biéndolos escrito hace más de treinta años 
para la Eevista M Derecho Moderno, que di á 
luz con mi nombre, adolecen, sin duda, de de-
fectos, hijos no sólo de mi insuficiencia, sino 
de la índole de las publicaciones periódicas, 
en las cuales suele escribirse con harta pre-
mura y, por lo tanto, sin el esmero de forma 
y la corrección que fueran de desear. 
Pero, después de tan largo período de años, 
he vuelto á leer estos artículos de mi antigua 
Revista, y no habiendo encontrado en ellos 
ningún hecho cuya realidad hayan desmentido 
nuevos descubrimientos históricos, ni ningún 
juicio ni pensamiento que los progresos de la 
ciencia jurídica obliguen á modificar esencial-
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mente, he autorizado su nueva publicación en 
los mismos términos en que tuvo lugar la pri-
mera. 
Si otras ocupaciones más perentorias no me 
lo impidieran, tal vez habría revisado algunos 
de estos trabajos, mejorando su forma, corri-
giendo imperfecciones del estilo y ampliando 
puntos determinados. Pero sírvame de discul-
pa ante el lector benévolo, la consideración 
de que lo que ahora le ofrezco no es una obra 
acabada, sino diversos artículos de una anti-
gua Revista, escritos en diferentes tiempos, 
sin unidad en su conjunto y hasta sin la pre-
tensión de que se vea en cada uno de ellos 
una completa monografía. 
Pido también al que por estos escritos haya 
de juzgarme, que se coloque, no en la época 
presente, sino en la que ellos vieron por pr i -
mera vez la luz pública, tanto con relación á 
mi persona, cuanto al estado que entonces te-
man en España los conocimientos histérico-
jurídicos. No quiero decir con esto que la his-
toria de la legislación española no hubiera 
sido ya entonces objeto de profundos y dete-
nidos estudios, ni que después se haya enri-
quecido tanto como necesitaba para ser com-
pleta. 
El período de esta historia, correspondiente 
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al de la monarquía visigoda, que es la mate-
ria del presente volumen, habla sido ya ex-
puesto por muchos escritores, pero no sin de-
jar en él grandes vacíos, que los documentos 
conocidos no alcanzaban á llenar , ni sin sus-
citar graves dudas y controversias que la sana 
crítica no lograba resolver. Además de los 
historiadores generales de España, habian 
ilustrado la historia especial de nuestro dere-
cho, en el período á que aludo, Villadiego (1), 
Frankenan (2), publicando con su nombre la 
obra de Lucas Qortes; Fernandez Mesa (3), 
Castro (4), Prieto y Sotelo (5), Jovellanos (6), 
Sempere (7), Martínez Mariana (8), Burriel (9), 
Lardizábal (10) y otros. Pero en sus obras, lo 
mismo que en mis Estudios sobre esta materia, 
quedaron muchos hechos desconocidos y no 
pocos problemas de resolución controvertible 
y dudosa. ¿Qué hemos adelantado después? 
(1) Forum antiqmis Gothorum, 1600, 
(2) Sacra Themidis Hispanise arcana. 
(3) Arte Mstórica legal, 1747. 
(4) , Compendio histórico del Derecho, 1765. 
(5) Historia del Derecho real de España, 1808. 
(6) Sobre las leyes visigodas. 
(7) Historia del Derecho español. 
. (8) Ensayo histórico-crítico sobre la antigua legislación de 
Castilla, 1808. 
( 9 ) Cartas eruditas y críticas. 
(10) Discurso preliminar al Fuero Juzgo publicado por la 
•A-cademia española, 1815. 
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¿Qué nuevas luces han venido desde entonces 
á iluminar este oscuro período de nuestra his-
toria jurídica? 
Todas las dudas y dificultades con que tro-
pezaban los historiadores, provenían de la 
insuficiencia de los documentos originales, in-
dispensables para resolverlas. ¿Qué nuevas 
fuentes históricas se han descubierto en los 
últimos treinta años, que no pudieron tener 
presentes los que escribieren antes? Conocían-
se ya todos los Códices del Fuero Juzgo latino 
y castellano que habían sobrevivido á la incu-
ria de los siglos. Eran igualmente conocidos 
numerosos manuscritos de la ley romana o 
Breviario de Alarico, que habia regido en Es-
paña cerca de dos siglos. Las primitivas co-
lecciones de Cánoaes de la Iglesia española, 
habían sido dadas ya a la estampa. Las cróni-
cas más antiguas y muchos documentos origi-
nales que contienen noticias relacionadas con 
la historia del derecho, estaban al alcance de 
todos. Pero en ninguna de estas preciosas 
fuentes de nuestra legislación se hallaban to-
das las noticias necesarias para seguir paso á 
paso, con criterio seguro, todos sus progresos 
y vicisitudes, y para resolver todas las duda | 
que nacen de ellas mismas. 
El primer problema, que hasta ahora no ha 
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podido resolver con entera exactitud la cien-
cia histórica, es el que se propone señalar la 
fecha y el nombre del monarca godo, en cuyo 
reinado se recopiló el Fuero Juzgo en la for-
ma en que lo conocemos. Este Código fue ob-
jeto, al parecer, de tres clases de trabajos: el 
de su redacción primitiva; el de revisión y re-
fundición de sus leyes, ordenándolas sistemá-
ticamente en libros y títulos, y corrigiendo los 
textos, ya para aclararlos, ya para ampliar 
su sentido, y el de la mera inserción de nue-
vas disposiciones legales en sus lugares cor-
respondientes. ¿Pero quiénes fueron los reyes 
que decretaron estas reformas legislativas? 
He aquí lo que ha originado graves cuestio-
nes entre los eruditos, sin que hasta ahora 
pueda decirse que se ha dado á todas cumpli-
da y fundada solución. 
Que Eurico fue el primer compilador de las 
leyes góticas, parte de las cuales se halla en 
el Forum Judicum, no es dudoso, puesto que 
según San Isidoro, fué el primer monarca que 
redujo á escritura las leyes no escritas de su 
pueblo. Tampoco puede dudarse que Leovi-
gildo corrigió las malas leyes de Enrice; agre-
ó muchas omitidas en su colección escrita, y 
aprimió no pocas superfinas. Pero no sabe-
mos si Eurico dio á su compilación la forma 
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ordenada y sistemática de un Código, ó se l i -
mitó á escribir sin me'todo ni arte las costum-
bres de su pueblo, aunque esto sea lo más 
probable. También se ignora si Leovigildo 
hizo ya lo primero, y en caso afirmativo, si el 
sistema de división y clasificación de las leyes 
que empleó es el mismo que ha llegado hasta 
nuestros dias en el Fuero Juzgo, no habiendo 
hecho otra cosa sus sucesores que corregirlas 
é insertar otras nuevas en sus lugares respec-
tivos. 'No sabemos, pues, si el Código que po-
seemos es el mismo que ordenó Leovigildo 
aumentado y corregido después, ó si es obra 
de alguno de los monarcas, también legislado-
res, que le sucedieron. 
La misma duda nos ofrece la reforma legal 
de Recaredo, pues no sabemos si este monarca 
se limitó á suprimir las malas leyes de Leovi-
gildo, ó si redactó un Breviario ó compendio 
de las leyes antiguas, incluyendo en e'l las su-
yas propias, como afirma Lucas de Tuy, ó si 
no hizo ley alguna, según pretende demostrar 
Lardizábal en su discurso preliminar al Fuero 
Juzgo. 
Si hubiera de creerse la nota que precede 
al título preliminar de este Código en su edi-
ción castellana, según varios códices de la 
misma, este libro fue hecho en el cuarto con-
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cilio de Toledo por 66 obispos, en presencia 
del rey Sisenando en el año m de su reinado. 
Esta inexactísima noticia, según reconocen 
todos los historiadores, lia dado lugar á creer 
que el libro á que se refiere es todo el Fuero 
Juzgo y no el título preliminar del misino, y 
por lo tanto, que el Código entero fué orde-
nado y dispuesto por el rey Sisenando en el 
coocilio citado. Juzgando así Villadiego, atri-
buyó á aquel monarca todas las leyes que 
aparecen sin nombre de autor en los antiguos 
manuscritos. 
Chindasvinto es el rey que, según todos los 
códices, contribuyó con mayor número de le-
yes propias al Código visigodo, según hoy se 
conoce; y tanto de esta circunstancia, cuanto 
de lo que él mismo dice en alguna de sus le-
yes y del objeto que tuvo su reforma, se pue-
de inferir fundadamente que dió su última 
forma al Forum Judicum. Cien leyes de éste 
llevan su nombre, y según afirma una de ellas, 
fueron incluidas en un Código dividido en sé-
Ties, esto es, títulos ó capítulos. Y como uno 
de los fines de aquella revisión legal fué abo-
lir el uso del derecho romano en los tribuna-
les, que lo aplicaban á los españoles, sustitu-
yéndolo con una legislación común y única 
para godos y romanos, hubo de ser necesario 
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refundir hasta cierto punto en ella una parte 
principal de la de ambos pueblos. Pero si ya 
existia un Código redactado en forma, bien 
pudo el nuevo legislador mantener toda su 
antigua estructura, corrigiendo y reformando 
lo que creyera necesario para su objeto, su-
primiendo y aumentando leyes con el mis-
mo fin. 
También Recesvinto juzgó necesario refor-
mar el Código de su padre Chindasvinto. Así 
resulta del Tomo régio que presentó al conci-
lio vm de Toledo, en el cual proponía á los 
Padres que reformaran las leyes injustas ó 
insuficientes y suprimieran, con, su consenti-
miento, las superfinas. Mas no puede asegu-
rarse que esta revisión se verificara alterando 
el sistema y la estructura del Código vigente. 
Verdad es que Recesvinto envió en consulta 
á San Braulio, obispo de Zaragoza, un códice 
dividido en títulos, que era la forma en que á 
la sazón se solian ya escribir y ordenar las le-
yes; mas de aquí no se infiere necesariamente 
que aquel códice contuviera un nuevo Código 
de su invención, pues pudo comprender el 
mismo vigente con las correcciones y adicio-
nes del mismo monarca, ó tal vez algún escri-
to sobre diferente materia. Lo que sí resulta 
de una introducción á la lev 2.a, tít. I.0, lib. 2.* 
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que copian por nota á la misma, once códices 
de los que consultó la Academia para su edi-
ción del Fuero Juzgo, es que Recesvinto man-* 
dó observar las leyes comprendidas en el libro 
de su referencia por el rey su padre, desde el 
segundo año de su reinado, las antiguas y las 
que «él mismo babia promulgado ante los sa-
cerdotes de Dios y el oficio palatino, con el 
asenso universal de los oyentes;» todo lo cual 
prueba una revisión legal intencionada, pero 
no la formación de un nuevo Código. 
Si es de Ervigio la ley i.a, tic. I.0, lib. 2.° 
del Forwn Judicuiv, según afirman todos los • 
códices latinos, aquel Rey enmendó y aclaró 
las leyes contenidas en ellos fifi lioc libroj, y 
añadió otras suyas, colocándolas en sus res-
pectivos títulos (et ordinatis titulis positaj, y 
mandando que rigieran en esta forma desde 
el 12 de las Kalendas de Noviembre del año 
segundo de su reinado. Verdad es que casi 
todos los códices castellanos atribuyen esta 
ley á Recesvinto; pero más fe deben merecer-
nos ios latinos, ñi pues existia ya entonces 
una compilación de leyes ordenadas en títulos 
y series, debió ser obra de alguno de los mó^ 
narcas precedentes, y la de Ervigio se limitó 
á corregirlas y aumentarlas. 
Egica, por último, siguiendo el ejemplo de 
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algunos de sus predecesores, pidió al conci-
lio xvi de Toledo, que corrigiera, aclarara v 
suprimiera todo lo que hallara injusto, os-
curo 6 superfluo en las leyes, respetando las 
establecidas desde Chindasvinto ¿asta Wam-
ba; pero ni en las actas de aquel sínodo, ni en 
ningún otro documento antiguo, se halla noti-
cia alguna de que tal revisión se llevase á 
efecto. E l Fuero Juzgo latino contiene sola-
mente ocho leyes de Egica, y en ninguna de 
ellas se hace la más ligera alusión á haberse 
corregido las demás. La opinión de Lardizá-
bal que atribuye á aquel monarca la última 
redacción del Código, carece de fundamen-
to (1). 
De todo lo dicho, se infiere que no se puede 
señalar con evidencia la fecha y el nombre del 
monarca en cuyo reinado se recopiló por pr i -
mera vez, en la forma en que hoy lo conoce-
mos, el Forum Judicum. Lo único que puede 
sostenerse, entrando en el camino de las con-
geturas, es que los autores de esta obra no fue-
ron Eurico ni Leovigildo, aunque trajeran á 
ella los primeros materiales; que pudo ser 
Recaredo ó tal vez Chindasvinto, y que Re-
cesvinto, Ervigio y Egica, corrigiendo algunas 
(1) Véase el número I X , pág. 171 de este tomo. 
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leyes, suprimiendo otras y agregando las pro-
pias, mantuvieron en su forma actual el Có-
digo de sus predecesores. 
Aún es más difícil señalar con evidencia, 
el origen 6 el autor de cada una de las leyes 
contenidas en el Fuero Juzgo. Como saben 
todos los que han manejado este Código, sus 
leyes llevan ya la nota de antiguas ó el nom-
bre de alguno de los reyes, ó ya carecen de 
toda indicación de origen y de autor. Pero 
de estas diversas notas surgen cuestiones muy 
difíciles. ¿De dónde proceden las leyes cali-
ficadas de antiguas? ¿De dónde las que ca-
recen de toda indicación? ¿Quienes son los 
verdaderos autores de las nuevas leyes á las 
cuales señala cada códice uno diferente? 
Para averiguar el origen de las leyes anti-
guas cuando se escribieron los artículos que 
ahora se reproducen en este volumen, no ha-
bla otros documentos que su propio contexto, 
la introducción que precede á una ley, si aca-
so no es apócrifa, pues que sólo se halla en 
tres de los códices castellanos, en la cual se 
dice que las leyes antiguas proceden de los l i -
bros de los romanos, y la autoridad de escri-
tores modernos que apoyaron esta interpreta-
ción. Pero después se han descubierto otros 
textos más antiguos de parte de las mismas 
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leyes que llevan dicha nota en el Forum Judi-
cum, lo cual permite fijar mejor el juicio que 
debe formarse de su origen. 
En el año de 1847 vio la luz pública en Ale-
mania un fragmento de las leyes visigodas, 
según se hallaban redactadas antes de venir al 
estado en que hoy las conocemos (1). He aquí 
ahora cómo se descubrió el manuscrito que lo 
contiene. Sabido es que en la Edad Media, 
por ser el pergamino muy costoso, se solía 
emplear el que ya habia sido anteriormente 
escrito, después de borrar su contenido, en la 
copia de otras obras, y que en la edad moder-
na, con el uso de ciertos reactivos, se hace 
desaparecer la segunda escritura, restaurando 
la primitiva. En la Biblioteca nacional de 
Francia existia uno de estos palimpsestos, en 
el cual, para copiar el tratado De Viris illus-
tribus de San Jerónimo, se habia empleado la 
vitela de un comentario de Virgilio, dos hojas 
del Código Teodosiano, otras de un elogio de 
un emperador romano y nueve hojas de un 
Código escrito al parecer en el siglo v ó v i en 
cuadernos de 16 páginas en folio, las cuales 
(1) Die Westgothische Anticua oder .Das Gesezbucli Eec-
cared des erten bruchstücke herausgegeben yon Friedrich 
Blume.—Halle 1847. 
ESTUDIOS JURÍDICOS. X V I I 
hablan sido recortadas, para reducirlas al 
menor tamaño que se. dio al códice de San 
Jerónimo. Estas nueve hojas formaban'dos 
cuadernos: uno de 16 páginas en cuatro hojas 
del décimo cuaderno' del primitivo manuscri-
to, y otro de 10 páginas pertenecientes al cua-
derno undécimo del mismo, aunque falto de 
tres hojas que desaparecieron coa los recor-
tes. Tenia cada página 23 líneas, y cada lí-
nea 35 letras, poco más ó ménos. Cada pá-
gina debia contener dos capítulos ó leyes. 
Este manuscrito se hallaba antes del año 825 
en el Monasterio francés de Corbie, puesto que 
hace mención del abad Abelardo, que murió 
en aquel año. Luego pasó, no se sabe en qué 
tiempo, al Monasterio de San Germán de los 
Prados de París, cuyos rnonges descifraron 
en 1750 el comentario de Virgilio, que publi-
caron, el fragmento del Código Teodosiano, 
y una parte importante de las leyes visigodas, 
la cual desapareció sin que hasta ahora se, 
haya sabido su destino. En 1839 emprendió 
Knust la obra difícil de volver á descifrar ei 
manuscrito, pero murió sin concluirlo. Por 
último, Blume, sirviéndose de los trabajos de 
aquel erudito, logró restablecer el texto que 
se ocultaba en el pergamino, aunque no sin 
dejar grandes lagunas, que no habia permití-
Eat. juríd. 1 * / 
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do llenar, el color oscuro dado á la vitela con 
los reactivos empleados antiguamente para 
restaurar su contenido. 
Pero este documento, que parecia deber di-
sipar muchas dudas de las que ofrece la his-
toria de la legislación visigoda, si bien resuel-
ve algunas, ha dado origen á otras no menos 
graves. Causa es de ello quizás la pequeñez 
del fragmento encontrado y la pérdida de la 
mayor parte de la obra á que corresponde. 
Por el se vé que esta se hallaba dividida en 
párrafos numerados, cada uno de los cuales 
contenia una ley. No hay indicio de ninguna 
otra división en títulos y libros como la del 
Fuero Juzgo. Solamente se notan entre algu-
nos de estos párrafos ciertos epígrafes iguales 
á los del Fuero, pero sin numeración (1). El 
fragmento empieza con la segunda parte del 
capítulo que debia tener probablemente el nu-
mero 276, puesto que siguen á él sin interrup-
ción el 277 y el 278. La numeración de los 
párrafos era, sin duda, correlativa en el ma-
nuscrito original, pero no resulta así en el 
fragmento, por hallarse tan mutilado. Para 
formar juicio de la gran parte perdida de la 
(1) E n el capítulo 278 se vé un epígrafe que dice- I > 
üwa.ijjn ei capitulo 320; Ttt, de successíonibus. 
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obra, basta advertir qué lo conocido llega al 
párrafo 339 y el fragmento sólo contiene 46 
incompletos, lian podido, por tanto, llegar 
hasta nosotros más de 284 leyes. 
Aunque sin expresa división en títulos ni 
en libros numerados, obsérvanse, sin embar-
go, agrupadas, al menos en el fragmento, las 
disposiciones legales que versan sobre una 
misma materia. Así las dos primeras que han 
podido leerse en el manuscrito, tratan del do-
minio de la tierra y de los siervos entre godos 
y romanos. Las siete leyes siguientes se refie-
ren al comodato, al depósito y al préstamo, 
contratos que en los pueblos bárbaros no so -
lían estar entre sí bien deslindados. Los cator-
ce párrafos que siguen á continuación, com-
prenden leyes sobre las permutas y las ven-
tas. Un fragmento sin numero que precede 
al párrafo 306 y los ocho siguientes, prescri-
ben reglas sobre las donaciones, incluyendo 
las regias, las hechas á la Iglesia ó por la 
Iglesia, y las que se verificaran entre cónyu-
ges. Los últimos catorce párrafos, muchos de 
ellos incompletísimos, tratando las sucesiones. 
Todas estas leyes concuerdan con otras 
iguales ó semejantes del Forum Judicum, en-
tendiendo por semejantes todas aquellas que 
conservando el sentido de las primeras, lo am-
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plían, lo restringen ó modifican, añadiendo 6 
suprimiendo palabras ó frases. De estas cua-
renta y seis leyes, treinta y siete llevan en el 
' Fuero Juzgo latino la nota de antiguas, cinco 
aparecen con el nombre de Chindasvinto, y 
cuatro carecen de nota y rubrica. Que mu-
chas de ellas contienen disposiciones análogas 
á las del derecho romano no puede negarse, 
resultando algunas copiadas del Breviario de 
Alarico; ¿pero cuál fué el monarca que prime-
ro las adoptó introduciéndolas en la legisla-
ción visigoda? ¿Quién fué el autor ele la colec-
ción legal que las contiene y cuyos fragmen-
tos poseemos? Villadiego atribuye á Eurico ó 
á Leovigildo todas las leyes notadas de anti-
guas en el actual Fuero Juzgo. Admitiendo ó 
no este supuesto, y considerando que llevan 
aquella nota en el Fuero casi todas las descu-
biertas últimamente, se han dividido las opi-
niones de los eruditos respecto al autor y á la 
fecha de la colección legal que las contenia. 
Los benedictinos de San Mauro, autores del 
Nouveau traite de diplomatique, el profesor de 
la Universidad de Breslau Gaupp, y el de la de 
Tolosa Batbie, opinan que el fragmento en 
cuestión formaba parte del primitivo Código 
de Eurico. Fúndanse en que el carácter de su 
letra pertenece más bien al siglo v en que vi-
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vjó aquel monarca, que al v i en que reinaron 
los otros legisladores. Añaden que el manus-
crito primitivo no se babria inutilizado para 
emplearlo como vitela antes del ano 825, si 
hubiera contenido la legislación usual de aquel 
tiempo, ni contendría los errores que manifies-
ta, si hubiera sido un documento auténtico de 
Ja legislación vigente. Por último, en su sim-
ple división en párrafos numerados, en su 
mal.ordenada clasificación de las materias, en 
su estilo conciso y en su latin algo más puro 
que el que se usaba en el siglo vn, ven aque-
llos escritores una grande semejanza con los 
Códigos bárbaros de su tiempo. Así es, que 
entre las leyes de los bávaros se hallan hasta 
treinta y seis, las cuales, aunque con amplia-
ciones y divisiones posteriormente introduci-
das en ellas, concuerdan con otras góticas. 
Mas no piensan así otro eruditos como 
Merckel y el mismo Blume, que ha restaura-
do el palimpsesto intitulándolo resueltamente 
Meccaredi WisigotJiorum Regís antiqua legum 
collatio. Fúndase: 1.°, en que estas leyes de-
bieron ser hechas por un sólo soberano, puesto 
que pertenecen á un Código sistemáticamente 
ordenado, sin darse en ellas noticia alguna de 
su origen. 2.°, en que este Código es poste-
rior al siglo v, puesto que en su párrafo ó ca-
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pítulo 285, conforme con la ley 8.a, tít. 5.% 
libro 5.° del Forum, se copia un fragmento del 
Breviario de Aladeo promulgado en el año 506. 
3.°, en que debió ser obra de un rey cuyo pa-
dre hubiera sido también legislador, lo cual 
no puede aplicarse durante todo el siglo vir 
más que á Recaredo, hijo de Leovigildo, re-
formador de la legislación euriciana y ni aun 
en el siglo vn tiene razonable aplicación, por-
que los tres reyes que durante él sucedieron 
á sus padres, reinaron tan corto tiempo, que 
no tuvieron el necesario para terminar aque-
lla obra. Tales fueron Liuva, que reinó del 601 
al 602, Recaredo I I que ocupó el trono sólo 
en 601, y Tulga que disfrutó el sólio del 640 
al 41, y respecto á Recesvinto, no puede ha-
ber duda, puesto que sus obras como legisla-
dor son bien conocidas. 
Por último, otro autor moderno, el juriscon-
sulto Petigni, no conformándose con ninguna 
de las dos opiniones expuestas, atribuye la 
compilación de que se trata á Alarico, el su-
cesor de Eurico, autor del Breviario de leyes 
romanas que lleva su nombre. Así pretende 
salvar la dificultad con que tropiezan los que 
la suponen obra de Eurico, por no haber este 
tenido por padre á ningún legislador; y Ala-
rico, como hijo de Eurico, si hubiera sido el 
ESTUDIOS JURIDICOS X X I I I 
autor de tales leyes, habría podido aludir á su 
padre en ellas. Pero esta opinión carece de 
todo fundamento. ¿Qué prueba ni qué indicio 
hay de que Alarico, después de hacer un Có-
digo para los godos, redactase otro para los 
romanos? 
Las otras dos opiniones, si por una parte 
tienen á su favor razonen atendibles, por otra 
dan lugar á graves dudas. Hay leyes en el 
fragmento que no pueden ser de Eurico. 
Además de las que citan otras disposiciones 
semejantes promulgadas por el padre de su 
propio autor, hay algunas dadas á favor de la. 
Iglesia y en cumplimiento de lo que prescri-
ben sus cánones, que no pueden ser obra de 
un rey arriano, perseguidor de los católicos, 
como se verá más adelante. 
Las dificultades que se ofrecen para atribuir 
á Eurico la colección legal de que se trata, 
impiden también reconocerla como de Leovi-
gildo. Tampoco este monarca pudo hablar en 
sus leyes, de las dictadas por su padre, puesto 
que no fué hijo de ningún legislador. Tampo-
co es de presumir que procurase el cumpli-
miento de los cánones el que, como arriano, de-
testaba y perseguía á la Iglesia católica. 
Para aceptar la opinión de Merckel y de 
Blume en esta controversia, hay sin duda 
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buenas razones. No se puede negar á Recare-
do, con bastante fundamento-, el título de legis-
lador. Lucas de T u j , que escribió en el si-
glo XIII, le atribuyó la formación de un Bre-
viario ó compendio de las leyes góticas (1). 
Ambrosio de Morales supone también la exis-
tencia de una colección de leyes hecha por 
aquel piadoso príncipe, pues al dar noticia de 
la de Egica, dice que éste mandó se prescin-
diera de las «recopilaciones viejas de Eúrico, 
Leovigildo y Recaredo.» Cironio asegura que 
este monarca derogó por impías las leyes de 
su padre Leovigildo (2); y aunque no cita en 
su apoyo más que el canon 16 del concilio n i 
de Toledo, que trata de otra cosa, tal era en 
su tiempo la tradición histórica.' E l Códice 
Emilianense y las dos primeras copias del 
For um que vieron la luz pública en las edi-
ciones de Piílieo y Lindembrogio, ponen en 
..nombre de Recaredo una ley (la 2.a, tít. 5.°, 
libro 3.°); el Códice Legionense le atribuye 
otra diferente (la 5.a, tít. 5.°, lib. 6.°); el Có-
dice de San Juan de los Reyes otra diversa 
(la 2.a, tít. I.0, lib. 12), y Villadiego en su 
edición del Fuero, otra distinta (la 1.a, tít. I.0, 
(1) Cronicón mundi, anno 601. 
(2) Obeervat. jur. canonici, lib. S.», cap, 2» 
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libro 12), si bien todos los demás códices con-
sultados por Lardizábal señalan á estas mis-
mas leyes otros autores. Mas si aún parecie-
ren de fe dudosa todas estas- rubricas, no es 
posible negarla muy cumplida al texto mismo 
de la ley 13, tít. 2.°, l ib. 12, que lleva el 
nombre de Sisebuto, en el cual se cita expre-
samente otra promulgada por Recaredo, la 
cual prohibía á los judíos poseer siervos cris-
tianos. Sobre todos estos indicios y noticias, 
está, por último, la tradición, que ha conside-
rado siempre á Recaredo como uno de nues-
tros reyes legisladores. 
Pero son dos las cuestiones que sobre este 
punto se suscitan: una, si aquel monarca fué 
autor de algunas leyes; otra, si formó con 
ellas y con las antiguas, una compilación de la 
cual era parte el fragmento recientemente 
descubierto. Lardizábal en su discurso preli-
minar al Fuero Juzgo, resuelve negativamente 
la primera de estas cuestiones. A l ver omitido 
el nombre de Recaredo en la mayor parte de 
los códices que consultó; al considerar que 
San Isidoro no hizo en su historia mención al-
guna de sus leyes al referir sus buenas obras, 
cuando no olvidó hacerla de las leyes de sus 
predecesores Eurico y Leovigildo; y al obser-
var que ningún historiador contemporáneo ó 
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poco posterior da la referida noticia, no duda 
en excluir á Recaredo del número de nuestros 
legisladores. 
Mas, á pesar de estos argumentos, cuya 
fuerza no desconozco, Recaredo, convertido al 
catolicismo y sucediendo á un monarca arria-
no perseguidor de la Iglesia, al menos en al-
gunos períodos de su reinado, debió verse en 
tal necesidad de revocar y enmendar leyes 
á la sazón vigentes, que la razón se niega 
á admitir que dejase de promulgar algunas 
suyas exigidas por las circunstancias. Sólo la 
restitución de los bienes ocupados á las igle-
sias y á los católicos, que es un hecho bien 
comprobado por todos los historiadores, bas-
taba para forzarle á legislar sobre esta mate-
ria. Además, Recaredo al dar en el concilio m 
de Toledo fuerza de leyes á los cánones ya re-
cibidos y á las decretales de los Pontífices, 
sancionó con su autoridad, como se verá lue-
go, muchas constituciones sobre materia pu-
ramente civil, que hablan sido obra de la Igle-
sia. Las bases del Derecho penal y del enjui-
ciamiento se hallaban precisamente en ellas, 
y desde entonces lo que sólo obligaba la con-
ciencia de los católicos, fue á la vez ley civil 
común, cuya inobservancia debia penarse con 
confiscación de bienes y destierro. 
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Pero de que Rccaredo decretase algunas le-
yes, no se sigue que mandase hacer con su 
nombre una compilación general de todas las 
videntes en su tiempo, ni menos que esta com-
pilación fuese la que contenia el fragmento 
del palimpsesto. De lo primero no hay más 
prueba que la aseveración del Tíldense antes 
referida, consignada en una obra escrita siete 
siglos después, y adoptada por historiadores 
posteriores. Lo segundo se apoya sólo en 
congeturas deducidas de las condiciones exter-
nas del manuscrito, y en alguna vaga indica-
ción de parentesco entre los autores de unas y 
otras leyes. 
Sin embargo, debo reconocer que el ha-
llazgo del palimpsesto viene á añadir algunos 
grados de probabilidad y de verosimilitud á 
la opinión de los que afirmaban la existencia 
de la colección recarediana. Porque si el Có-
digo cuya existencia prueba el fragmento, 
contiene las leyes que notan como antiguas 
los Códices del Fuero Juzgo, pero retocadas, 
correa idas ó ampliadas; si no puede negarse 
que la redacción, el sentido y el estilo de las 
leyes del palimpsesto revelan mucha mayor 
antigüedad que sus similares y las de los reyes 
posteriores á Recaredo, y este monarca no 
pudo me'nos de ser legislador ¿que' dificultad 
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habrá para presumir que el- manuscrito que 
contenía las primeras, sea el mismo compen-
dio de las leyes góticas que le atribuyó el Tu-
dense? Compendiosas y concisas son^ en efec-
to, las que ha dado á conocer este manus-
crito. Las que entre ellas reconocen los dere-
chos y privilegios de la Iglesia, revelan un 
autor católico. Las que haciendo mención de 
otras leyes, demuestran que quien las ordena-
ba era hijo de otro rey legislador, convienen 
perfectamente con las circunstancias del hijo 
de Leovigildo. Verdad es que San Isidoro, di-
ligente historiador, omitió dar noticia de sus 
leyes; ¿mas por reparable que esta omisión sea, 
lo será menos que el silencio que guardó tam-
bién aquel santo historiador sobre el martirio 
de San Hermenegildo ocurrido en su tiempo? 
Ignoramos las razones que pudo tener para 
callar este hecho memorable. ¿Quien sabe las 
que tendría también para no hacer mención 
de las leyes de Eecaredo en su brevísima 
historia de los reyes godos? 
Infiérese de todo lo dicho que Recaredo 
pudo ser el autor de la colección, mas no por 
eso me atrevo á asegurar resueltamente como 
Merckel y Elume, que lo fuera, porque todos 
los indicios alegados en apoyo de esta afirma-
ción no constituyen una prueba irrefragable. 
• ESTUDIOS JURÍDICOS. X X I X 
Otro tanto puede decirse de Eurico y de 
Leovigildo, si se reconoce que algunas de las 
leyes comprendidas en la compilación antigua 
pertenecen á reyes posteriores y fueron por tan-
to recopiladas en su tiempo. Esta compilación 
puede-ser la de Eurico, pero no en su primiti-
vo estado, sino en el que tuviera bajo alguno 
de los reyes posteriores; puede ser la de Leo-
vigildo en que se refundió la de Eurico, pero 
sin las adiciones y correcciones que en ella hi-
cieron después otros monarcas. N i Eurico ni 
Leovigildo pudieron decir en la ley 277 según 
el palimpsesto, que es la 1.a, tít. 3.°, libro 10, 
del Forum, que permanecieran los términos y 
linderos de las tierras y heredades «como 
' nuestro padre de gloriosa memoria, dispuso en 
otra ley;» frase que resulta suprimida en la 
ley correspondiente, según todos los códices 
posteriores de las visigodas (1). Tampoco 
pudo decir ninguno de aquellos monarcas en 
la ley 277, que es entre aquellas, la 3.a, títu-
lo 2.°, lib. 10, que «no se abrieran de nuevo 
las causas falladas en tiempo de su padre:» 
frase suprimida también en el texto corres-
pondiente del Forum (2). N i es tampoco vero-
(1) Esta ley no tiene rúbrica ni nota en ningún códice, ex-
cepto en el Toledano gótico que lleva la de Antigua. 
12) Esta ley tiene la nota de Ant iqm en todos los códices 
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símil que dos príncipes tan heréticos y tan 
perseguidores de la Iglesia suscribieran la lev 
306 antigua, ó sea la 3.% tít. I.0, lib. 5.° mo-
derna antes citada, que prohibe vender las 
cosas eclesiásticas fuera de los casos y en la 
forma qué permiten los cánones (1); ni la 307, 
conforme con la 4.a del mismo título y libro! 
que manda restituir á la Iglesia los bienes de 
ella que»disfrutaran sus clérigos y servidores 
cuando pasaran al estado de seglares (2); ni la 
335, igual á la 12.a, tít. 2.°, lib. 4.°, que con-
cede á las iglesias y monasterios la sucesión 
abintestato de los clérigos y monges que mu-
rieran sin parientes con derecho á heredar-
les (3). Suprimidas estas y otras leyes de la 
compilación, pudiera esta ser una de las dos 
primeras que se promulgaron, esto es, la de 
Eurico con las alteraciones introducidas en, 
ella por sus sucesores hasta después de la con-
versión de Kecaredo, o la de Leovilgildo con 
las mismas alteraciones; pero con esta solu-
ción no conseguiríamos lo que deseamos, que 
ménos en el de San Juan de los Reyes, que no tiene nota al-
(1) Sin rúbrica ni nota en todos los códices 
T P ¿ L ^ I 1 ? í n5ta en todos los códices5 mónos en el Leg onense y el de Cardona que tiene la de Antiqua. 
CnVrL * rU nriCa f ^ V ^ P t o en el Legionense y en el de tardona que lleva la de Antiqua. 
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es fijar la época y el reinado á que corresponde 
el manuscrito, para deducir de aquí el estado 
de la legislación en aquel tiempo y sus poste-
riores progresos. 
Menos razón hay para atribuir el Código 
en cuestión á alguno de los reyes sucesores de 
Recaredo. Muchos de estos hicieron sin duda 
leyes, pero de ninguno hasta Chindasvinto se 
puede asegurar que promulgara una nueva 
colección de todas las vigentes en su tiempo. 
De que Gundemaro hiciera algunas leyes so-
bre la inmunidad eclesiástica, si son suyas las 
que se le atribuyen, y de que Sisebuto fulmi-
nase otras contra los judíos, no se sigue que 
ordenaran para ello un nuevo Código, cuando 
por otra parte ningún documento ni ningún 
escritor lo asegura, ni lo indica. Sisenando 
dictó con el concilio xv de Toledo leyes políti-
cas y leyes en favor de la Iglesia, algunas de 
las cuales fueron incluidas en el moderno 
Fuero Juzgo; mas ninguna noticia auténtica 
hay de que formulase un Código. Lo mismo 
hizo Chintila con los concilios v y vi toledanos; 
pero tampoco dejó memoria de rey codifica-
dor. De los demás príncipes que reinaron 
hasta Chindasvinto no se sabe siquiera que or-
denasen nuevas leyes. A l llegar á Chindasvin-
to, nos encontramos con un rey legislador y 
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reformista, pero que fué aütor de otra compi-
lación nueva que sustituyó probablemente á 
aquella, cuja procedencia investigamos. 
Si, pues, no es posible señalar con cumpli-
da evidencia el autor de la antigua compila-
ción; si entrando en el camino de las conge-
turas y de las probabilidades más ó menos 
justificadas hallamos sólo tres monarcas que 
pueden haber sido los compiladores; si para 
suponer que lo fuesen dos de ellos, Eurico y 
Leovigildo, seria menester admitir que su 
obra no existe sino reformada posteriormente 
en el manuscrito cuyo fragmento poseemos; 
y si el tercero, ó sea Reearedo, es el único 
soberano en quien la crítica- histórica no en-
cuentra obstáculos insuperables para atribuir-
le la compilación en el estado en que la cono-
cemos, debo concluir que el primero de nues-
tros reyes católicos es también el que más 
probablemente ordenó y promulgó aquella 
primera redacción del Forum Judicim, 
Mas si se pretende saber qué nuevas luces 
ha traido á la historia del derecho visigótico 
el descubrimiento del antiguo manuscrito, 
diré que algunas, pero muy pocas para las 
que se necesitan. Por él se puede formar j u i -
cio del espíritu y tendencia de las reformas 
que iban haciéndose en las leyes, á medida que 
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se modificaba y cambiaba el estado social de 
la nación. Examinando las concordancias y di-
ferencias que existen entre las pocas leyes del 
palimpsesto y las del Forum Judicum, se pue-
da juzgar con acierto del ideal de aquellas re-
formas. Admitido el hecho de que la compila-
ción antigua es anterior á la derogación de 
las leyes romanas, decretada por Chindasvin-
to, y que por lo tanto estaba destinada á re-
gir solamente entre los godos, se advierte en 
muchas de sus leyes el propósito de introdu-
cir en ellas algo de lo que en las romanas ha-
bía más conforme á la equidad y de más ge-
neral aplicación, así como todo lo que podia 
favorecer á la igualdad cristiana y la libertad 
individual. Comparando, por ejemplo, el ca-
pítulo 285, párrafo 2.° de la más antigua co-
lección con la ley 13, tít. 4.°, lib. 5.° del Fue-
ro, donde tiene la rúbrica de Chindasvinto, 
se vé que el primero atribuye al señor el dere-
cho de anular la venta hecha sin su consenti-
miento, por el siervo, restituyendo el precio, 
mientras que la segunda distingue con mucha 
justicia en este caso, las cosas propias del se-
ñor de las del peculio del siervo, las inmue-
bles ó los esclavos de las muebles y semo-
vientes, determinando, según estas circunstan-
cias, la validez de la venta y la responsabili-
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dad de sus autores. E l capítulo 285, párrafo 3.°, 
manda al comprador de un siervo que acusa 
de algún delito al señor que lo vendió, devol-
verlo á este con el precio recibido, para que 
le castigue ó se inquiera la verdad de la acu-
sación. L a ley 14, tít. 4.°, libro 5.° del Fuero 
lo reproduce, pero añadiendo que no sea ator-
mentado el siervo ni creido si hubiere acusado 
también á otros que hubieran sido sus señores. 
E l capítulo 300 no permite reclamar su liber-
tad al ingenuo que se vende ó permite ser 
vendido por otro para participar de su precio, 
porque como dice el texto, no es digno de ser 
libre el hombre que se enagena. La ley 10, 
título 4.°, lib. 5.° del Fuero, contiene la mis-
ma prescripción, pero añadiendo que si el 
vendido ó sus parientes devolvieran al com-
prador el precio recibido, podrá aquel recupe-
rar su libertad. E l capítulo 306 disponía, se-
gún he dicho antes, que si los servidores de 
la Iglesia que disfrutan como tales algunos de 
sus bienes, se hicieren seglares ó abandonaren 
su servicio, pierdan la posesión en que estu-
vieren. L a ley 4.a, tít. I.0, lib. 5.° del Fuero, 
después de copiar esta disposición, añade que 
nunca pierda la Iglesia su derecho sobre los 
bienes que diere á sus cle'rigos en usufructo, 
por larga que sea la posesión de estos, porque 
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así lo mandan los cánones; y que los hijos y 
las mujeres de los cle'rigos puedan por merced 
especial, continuar disfrutando los bienes que 
sus padres ó maridos poseyeran de la Iglesia. 
Aunque dictado sólo para los visigodos el 
Código cuyo fragmento poseemos, nótase en 
la mayor parte de sus leyes el influjo del de-
recho romano, según era ya en el siglo vi. Ma-
nifiéstase este influjo, ya en la simple adop-
ción de disposiciones tomadas del Breviario de 
Alarico, ya en las modificaciones introducidas 
en ellas, inspiradas en su propio espíritu. Ro-
manas son las leyes que prohiben y anulan 
la venta de cosa litigiosa (cap. 246, párrafo 2.° 
del manuscrito). También lo es el que impone 
á los padres viudos la reserva de ciertos bie-
nes á favor de sus hijos (cap. 321). Las que es-
tablecen el usufructo de viudedad (cap. 322) 
tienen el mismo origen, aunque con algunas 
diferencias. L a que permite á los padres y 
abuelos disponer del tercio de su herencia en 
favor de alguno de sus hijos ó nietos, y del 
quinto con entera libertad (cap. 327), está 
inspirada también por los legisladores ro-
manos. Los capítulos que siguiendo en par-
te y en parte reformando la legislación impe-
rial, establecen la igualdad entre los agnados 
y los cognados, los varones y las mujeres, en 
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la sucesión intestada de los parientes (327 
y 328), tienen sus semejantes, aunque con 
algunas diferencias, en el Breviario de Ala-
rico. E l cap. 308 del palimpsesto declaraba 
irrevocable la donación hecha de presente. 
Chindasvinto introdujo esta ley en su Có-
digo , pero añadiendo que el mismo valor 
tendría la entrega de cosa lejana, siguiendo 
en esto al Derecho romano. L a prescripción 
de treinta años, según este derecho, pasó tam-
bién al visigodo, pero acompañada de otra de 
cincuenta años á favor de los siervos fugitivos 
y de las suertes ó heredades señaladas á los 
godos y á los romanos después de la conquista 
(cap. 277). La ley romana que prohibía la 
venta de los hijos, á menos que estuviesen en 
la lactancia y sus padres en extremada po-
breza, fué también adoptada por nuestros pri-
meros legisladores, pero sin esta excepción 
inhumana (cap. 247). E l Breviario de Alarico 
prohibía el matrimonio entre romanos y go-
dos (tít. 14, lib. 3.°, Cód. Theodos.); no se 
sabe si entre las muchas leyes visigóticas an-
tiguas perdidas habría alguna sobre esta ma-
teria, pero conocida es la de Recesvinto que 
permitió tales matrimonios, siendo esta una 
de las que más debieran contribuir á la fusión 
de las razas que poblaban á España. 
ESTUDIOS JURIDICOS, X X X V I I 
Aún pudiera citar otros muchos ejemplos, 
pero los señalados bastan para demostrar 
cómo penetraban en la legislación visigótica 
las nuevas ideas de equidad en las relaciones 
sociales, las de igualdad ante Dios y ante la 
Justicia, y las de la libertad y la dignidad 
humanas. Entre el Derecho romano, según el 
Código de Alarico, y el Derecho visigótico, á 
pesar de haberse este inspirado, hasta cierto 
punto, en el primero, hay notables diferencias 
producidas por el influjo de aquellas ideas. 
Entre las más antiguas leyes de los godos co-
nocidas, según puede inferirse del breve frag-
mento de ellas que poseemos, y sus análogas 
en el último Código visigodo, existen también 
diferencias en el mismo sentido. Lástima 
grande que no podamos medir con exactitud 
su importancia, por haber desaparecido la ma-
yor parte de aquellas antiguas leyes en su 
redacción primitiva. 
Pero si la escasa luz que arroja el palimpses-
to no alcanza á disipar las sombras que oscu-
recen la historia de la legislación visigótica, 
sirve al menos para confirmar mucho de lo 
que ya se sabia ó se presumía de ella. No sa-
bemos hoy más de lo que sabíamos cuando se 
escribian los ESTUDIOS que ahora vuelven á 
ver la luz, sobre la verdadera genealogía de 
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las leyes del Fuero Juzgo, pero sí podemos 
confirmar, por ejemplo, que el Código que le 
precedió anterior á Chindasvinto, regia tan 
sólo entre los godos, por mas que en el se ha-
llaran vestigios de la legislación romana. Bas-
ta recorrer los breves capítulos del restaura-
do manuscrito, para convencerse de que van 
dirigidos á un pueblo enseñoreado de otro, si 
bien no ya en los primeros tiempos de su do-
minación, sino en aquellos en que esta se ha-
llaba asegurada, faltando sólo consolidarla 
con medidas de justicia. El legislador no con-
fundia todavía á los godos con ios romanos, 
como sucedió más tarde, pues distinguía en-
tre ellos, al señalar á cada uno los límites de 
su derecho en los casos en que podían ser con-
trarios sus recíprocos intereses, según su res-
pectiva condición de indígenas ó de extran-
jeros. 
Otro de los documentos descubiertos después 
de la primera publicación de estos ESTUDIOS y 
que dan también alguna luz sobre el estado de 
la legislación visigótica y romana antes de la 
derogación de esta última, es una colección de 
fórmulas de los actos y contratos que se usa-
ban en aquellos remotos tiempos. E l erudito 
Eugenio de Roziere la halló inserta en el lla-
mado Codex Ovetensis que posee la Biblioteca 
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nacional de Madrid, y la dio á la estampa en 
París en 1854. Este importante manuscrito 
contiene la genealogía de los reyes visigodos, 
la falsa división de obispados atribuidaáWam-
ba, los cronicones de Sebastian de Salamanca; 
Sa'n Julián de Toledo; Sampiro de Astorga; 
Wulsa y Pelayo de Oviedo, y la colección de 
fórmulas á que aludo. Fué redactada por el 
mismo Obispo Pelayo en los primeros años 
del siglo xn. Su original existia en la catedral 
de Oviedo, de donde lia desaparecido hace ya 
muchos años, pero lo copió Ambrosio de Mo-
rales en el viaje que por orden del rey Feli-
pe I I hizo á las iglesias de España en 1572, y 
esta copia es la que se conserva en nuestra 
Biblioteca nacional bajo el número F. 58. 
Comprende este manuscrito cuarenta y seis 
fórmulas, no todas completas, de los actos y 
contratos más usados en su tiempo en Espa-
ña. Hubieron de ser compuestas cuando godos 
y romanos se reglan por diferentes leyes, y 
no estaba aún prohibido invocar y aplicar las 
imperiales. Así algunas fórmulas citan las 
sentencias de Paulo, otras la estipulación de 
la ley Aquilia, otras la ley Pappia Poppea (!)> 
(1) Fórmulas i, TI y vn. 
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y otras oponen el Derecho civil al pretorio (1). 
Las formulas de los testamentos, las ventas, 
las donaciones y la insinuación de estos actos 
en la curia revelan la aplicación del Derecho 
romano. La fórmula de la constitución de dote 
hecha por el marido á la mujer (el morgenga-
bej (2), y la que reconoce la facultad del hom-
bre libre para disponer de su persona, redu-
ciéndose á la servidumbre (3), demuestran la 
existencia de instituciones germánicas. Era , 
pues, esta, una colección compuesta para el 
uso de romanos y de godos. 
Abundan en este formulario las cartas de 
manumisión, que eran el procedimiento más 
sencillo y también el más usado en aquel 
tiempo, para dar libertad á los siervos (4). Las 
hay con la cláusula de quedar el manumitido 
dueño de su peculio y sin ella, por más que 
en uno y otro caso conservase el liberto aquel 
derecho, como el señor no hubiese dispuesto 
lo contrario, según la legislación visigótica. 
Las escrituras de venta de esclavos contienen 
la declaración de no tener estos ninguno de los 
(1) Fórmula xxi. 
(2) Fórmula xx. 
(S) Fórmula objurgationis, xxxn. 
# ) Fórmulas n, ni, IT, T y vi. 
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vicios que las invalidaban, según la ley roma-
na (1). 
Entre las varias fórmulas de carta dotal, 
unas están redactadas conforme á la ley ro-
mana, citándose en ellas la ley Julia y Pappia 
Poppea (2), otras están perfectamente ajusta-
das á la ley visigótica que señala minucio-
samente las cosas en que debia consistir la 
dote (3). Una de estas fórmulas, escrita en 
versos exámetros latinos (4), señala todas estas 
cosas que eran diez mancebos, diez mancebas, 
diez caballos, dos mulos y algunas armas se-
gún ordenaban las antiguas leyes góticas f i r -
dinis ut Qetici est et morgingeba vetustij (5). 
Añade á 'estos presentes, campos, tierras, vi-
ñas, prados, olivares y otras riquezas. Figura 
asimismo en el manuscrito una donación en-
tre cónyuges (6), la cual era permitida en 
(1) Tales eran que el siervo vendido estuviera fugitivo, 
fuese vicioso y mal inclinado, ó adoleciera de algún defecto 
corporal. 
(2) Fórmulas xiv y XY. 
(8) L . 6, tít. I.», lib. 3.o, For. Judie, atribuida á Keces-
vinto, aunque con la nota de Antigua. 
(4) Fórmula xx. 
(5) Conforme con la ley citada del Fuero, ménos en el 
número de caballos, pues el texto legal permite hasta veinte, 
omitiendo los dos mulos y añadiendo mil sueldos en ves-
tidos. 
(6) Fórmula xvi. 
X L I I BIBLIOTECA JUDICIAL. 
derecho visigótico, por más que en el romano 
no lo fuese, sino cuando por ella no se empo-
breciese el donante. 
En las formulas de los testamentos, dice el 
testador que quiere que valgan conforme al 
derecho civil ó el pretorio, y si no como codi-
cilos (1). Hay fórmulas también para el tes-
tamento mancomunado entre cónyuges, en 
cuya virtud donaba recíprocamente sus bienes 
el primero que falleciere al superviviente (2), 
lo cual estaba permitido por una novela de 
Valentiniano. Una ley del Código Teodosia-
no, comprendida en el Breviario de Alarico» 
mandaba tomar acta de los testamentos en la 
respectiva curia, en los tres dias siguientes al 
del fallecimiento del testador. Para cumplir 
con este precepto, aparece también en la co-
lección la fórmula correspondiente (3). 
He dicho en otro lugar que las leyes visi-
góticas confundían la permuta con la venta, 
diferenciándose mucho en esto del derecho 
romano. En comprobación de tal aserto, 
puede ofrecerse una fórmula de permuta, en 
la cual se dice que aunque según la ley, tiene 
(1) Fórmulas xxi y xxn. 
(2) Fórmulas xxm y XXIT. 
(3) Fórmula xxv. 
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la conmutación fuerza de venta, es oportuna 
hacerla constar por escritura (1). También es 
prueba concluyente del uso que se hacia de 
]a ley visigótica que permitia al ingenuo ven-
der su libertad (2), cosa ya prohibida por el 
derecho romano, la fórmula de enagenacion 
voluntaria de un hombre libre (3). En ella 
dice el otorgante, que aunque la ley no per-
mite á ninguno rebajar su estado, ésta prohi-
bición no tiene efecto contra aquel que se ha-
lla oprimido por la miseria. Parece, por lo 
tanto, que en esta fórmula, se recuerda por 
una parte la ley romana, y por otra se hace 
uso de la libertad gótica. 
La emancipación de los hijos, según la an-
tigua legislación romana, exigia, como es sa-
bido, multitud de formalidades y ceremonias, 
que representaban la venta y la doble ó triple 
manumisión del emancipado, con intervención 
del comprador y del libripende. Según el Bre-
viario de Alarico, la mayor parte de estás so-
lemnidades no estaba ya en uso, pero se de-
bían hacer las emancipaciones ante la curia, el 
(1) Fórmula XXVII. 
(2) L . 10, tít. 4.o, lib. 5.o, For Jud., que es el cap. 300 df, 
la colección de leyes antiguas visigóticas. 
(3) Fórmula xxxn. 
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pretor ó el presidente de la provincia. La for-
mula de este acto lia venido á demostrar el uso 
de otro procedimiento más sencillo y fácil, el 
áe una carta escrita por el padre al hijo, sig-
nificándole su voluntad de emanciparle, me-
diante la intervención del precio simbólico, 
eonsistente en algunas monedas (1), único 
vestigio que habia quedado del antiguo de-
recho. 
L a ley visigótica, que prohibía enagenar 
la cosa litigiosa, tiene su aplicación en la 
fórmula incompleta del escrito de demanda, 
que debia dirigir al juez contra la enagena-
eion verificada, el litigante perjudicado por 
ella (2). • 
L a fórmula del precario (3) da á entender 
que este contrato solia hacerse únicamente á 
favor de los pobres, y señala la decima de los 
frutos como la retribución acostumbrada en 
todos ellos. Hay además en la colección otras 
varias fórmulas de actos y contratos, de que 
no ^g0 mérito, por no hallar en ellas ningu-
na circunstancia digna de notarse. 
Estos documentos presentan, pues, en acción 
(1) Fórmula XXXIY. 
(2) Fórmula x x x v . 
(3) Fórmulas xxxyi y xxxnr. 
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una parte importante del derecho que se usa-^  
ba en España bajo la monarquía visigoda. 
Los más están ajustados á la ley romana; de 
lo cual puede inferirse que en el tiempo en 
que se redactaron, eran los qne tenian más 
general aplicación: los ménos se refieren a la 
legislación visigótica, sin duda porque enton-
ces y entre godos, era poco frecuente el uso 
de la escritura. Aquellos invocan el testimo-
nio de la ley Aquilia, que daba fuerza legal a 
todas las obligaciones consignadas por escrito: 
estos cuando aluden á alguna ley es de las 
comprendidas en el Código visigótico. Pero m 
unos ni otros documentos dan luz para resol-
ver con evidencia las dudas que pesan todavía 
sobre la historia de nuestra legislación, en el 
período á que aquellos se refieren. Con todos 
estos descubrimientos no se puede aún saber 
con certeza quienes fueron los verdaderos 
autores de las leyes del Fuero Juzgo que los 
diversos manuscritos del mismo atribuyen a 
monarcas diferentes: cuáles son las genuinas 
de Eurico, Leovigildo y Becaredo: en que íor-
ma intervinieron los concilios en la redacción 
de las leyes que les pedia el soberano y que 
no constan de sus actas, y otras cuestiones 
que nacen de la comparación de noticias con-
signadas en los documentos históricos mas 
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auténticos NoS faltan, en fin, los medios de 
convertir las congeturas más ó menos justifi-
cadas en asertos plenamente probados 
MadrW, Octubre de 1884. 


ORIGENES DEL DERECHO ESPASOL 
De las leyes de Etirico. 
Sistema político de los bárbaros con los pueblos vencidos.—Coexistencia 
del derecho romano y del derecho germánico. —Inmovilidad de la ley 
romana y progresos de la ley germánica.-Eurico no fué el primer legis-
lador.—Lo que contenía su Código.—Fusión dé las dos razas y dé las 
dos legislaciones.—Dificultades de la empresa de Eurico.—Origen dé la 
lucha entre los varios elementos que vinieron á constituir más tarde el 
derecho español. 
Cuando los bárbaros se apoderaron del Imperio 
de Occidente, no destruyeron ni exterminaron los 
reinos que conquistaban, ni sometieron á la escla-
vitud á sus pobladores, sino que se limitaron á to-
mar para sí el gobierno y los dos tercios de las tier-
ras, dejando á los vencidos el tercio restante, sus 
costumbres y el uso de sus propias leyes. Así es, 
que con el establecimiento de los visigodos en nues-
tra Península, vivieron en ella unidos, pero sin con-
fundirse, por espacio de muchos años, dos naciones 
distintas en origen, en usos, en costumbres y en le-
yes. Los españoles, romanos á la sazón, se goberna-
ban por las constituciones de los antiguos empera-
dores; los visigodos, por las costumbres y leyes no 
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escritas, conservadas y trasmitidas por la tradición 
desde que abandonaron los bosques de la Germanía 
para buscar entre nosotros una tierra más rica y un 
clima más benigno. 
No es fácil esplicar esta tolerancia de los vence-
dores con los vencidos. Ella es común á todos los 
bárbaros que cayeron en el siglo iv sobre el Impe-
rio de Occidente. ¿Procede, como quieren algunos, 
del amor á la libertad que era propio de los germa-
nos? Se concibe que los vencedores conservaran su 
derecho, guiados por esa pasión, pero con ella no se 
esplica al mismo tiempo que permitiesen el uso del 
suyo á los pueblos conquistados. ¿Nace de senti-
mientos de humanidad y filantropía? Los germanos 
miraban al extranjero como una presa propia del 
primer ocupante, y esta costumbre se compadece 
mal con aquel sentimiento filantrópico. Pero la ne-
cesidad y las ideas umversalmente recibidas entre 
los pueblos germánicos, esplican hasta cierto punto 
el fenómeno. Los bárbaros permitieron á los roma-
nos el uso de sus leyes y de sus costumbres, porque 
así facilitaban su establecimiento sobre el territorio 
que iban conquistando, y porque así como en las 
naciones modernas el derecho se determina por el 
territorio, entre ellos se determinaba por el origen y 
condición de las personas que hablan de usarlo. El 
derecho no era patrimonio de cada tierra, sino de 
cada tribu ó reunión de hombres que tenían comu-
nidad de origen, y que hablaban una misma lengua. 
Donde quiera que la tribu fuese, lo llevaba consigo, 
sin que participaran de él los extranjeros que la ad-
mitían en su territorio, ó los que la buscaban en el 
suyo para ingerirse en ella. En suma, el derecho se 
consideraba entre los bárbaros como personal, á di-
ferencia de hoy, que es mirado en todas partes como 
territorial. En los primeros siglos de la Edad media 
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se vivia bajo una ú otra ley, según el origen y con-
dición de cada uno, y no según el territorio en que 
se moraba. Posteriormente^ cada-uno ha vivido con-
forme á la ley del país en que habita, cualquiera 
que fuese su condición ó su origen. En este supues-
to ¿qué tiene de extraño que los visigodos conside-
rasen natural y hasta de justicia estricta el permi-
tir á los españoles el uso de sus costumbres y de sus 
leyes? Los visigodos trajeron como personal su pro-
pio derecho, y como personal autorizaron el que á 
la sazón estaba rigiendo en la Península. Veamos 
ahora la suerte que corrieron ambos desde que em-
pezaron á vivir juntos. 
La legislación no puede permanecer estacionaria, 
porque siendo el reflejo de las necesidades, de las 
costumbres y de las ideas de cada época, tiene que 
seguir todas las trasformaciones y vicisitudes de las 
ideas, de las costumbres y de las necesidades. Por 
eso cuando los visigodos se establecieron sobre la 
parte meridional de Francia y la septentrional de 
nuestra Península, pasando así de la condición de 
tribu errante á la de nación conquistadora, asentada 
sobre un territorio, debieron variar sus costumbres, 
•crecer sus necesidades, y, por consiguiente, aumen-
tarse el número y modificarse la calidad de sus le-
yes. De aquí se deducen dos consecuencias: una, 
que debió ser preciso reformar la legislación anti-
gua, nacida de un estado social, diferente y apro-
piada á necesidades distintas: otra, que no estando 
escrita esta legislación, la memoria y la tradición de 
los hombres no era ya depósito seguro para ella. La 
historia, concuerda exactamente con esta deducción. 
San Isidoro y todos los historiadores posteriores 
aseguran que Eurico, que reinó en el último tercio 
del siglo v, fué el primero que dió leyes escritas á 
ios godos, los cuales se hablan regido hasta enton-
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ees por costumbres y leyes no escritas. (1) Esta reco-
pilación es la más antigua de que tenemos memoria-
Han supuesto algunos historiadores que Eurico 
no fué solamente el primer compilador de leyes es-
critas, sino el primer legislador de los visigodos. No 
es necesario que nos detengamos mucho en refutar 
una opinión que carece de todo fundamento. Todos 
los pueblos de la tierra, antes de tener Código, han 
tenido leyes no escritas, trasmitidas de unas genera-
ciones á otras por la tradición. ¿Por qué hablan de 
esceptuarse los godos de esta ley común á la huma-
nidad? Si Eurico hubiera sido el primer legislador, 
de seguro no habría sido el primero que escribiese 
las leyes de su pueblo. 
Pero dicen los escritores que reputamos: «San 
Isidoro afirma que los godos se reglan antes de Eu-
rico tan sólo por costumbres y usos, moribus et con-
suetudlne: luego hasta su tiempo no hubo leyes.» In-
terpretación errónea, según ha demostrado con mu-
cho juicio el Sr. Lardizabal en su discurso preliminar 
al Fuero Juzgo. La palabra usos, según el mismo San 
Isidoro en sus etimologías, quiere decir ley no escri-
ta ó costumbre introducida desde la antigüedad (2), 
y como no habia de darle el santo una significación 
distinta en su Historia de los godos, no puede dudar-
se de que en el testo citado aludiera á las leyes no 
escritas. Este era por otra parte el uso de las nacio-
nes bárbaras: cuando la tradición era insuficiente 
para conservar y trasmitir sus leyes, las reduelan 
á escritura. Así lo dice Rotari, rey de los longobar-
(1) Sub hoc rege legum statuta in scriptis habere coepe-
runt, nam antea tantum moribus, et consuetudine rege ban-
tur. (S. ISIDORO, Sist. Goth. in Eurico.) 
(2) Mos vero est vetustate probata consuetudo sive lex 
non ecripta. (S. ISIDORO, Etimol., cap. 2.°, lib. 10.) 
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dos en el epílogo de su edicto: «leges patrum nosiro-
rum qum escripia} non erat condidimus. Y por último 
San Isidoro, hablando de Leovigildoj dice, que re-
formó la legislación insertando muchas leyes que 
habían sido omitidas por Eurico: lo cual prueba 
que este monarca recopiló y escribió muchas leyes 
vigentes, pero omitiendo algunas que estaban tam-
bién en uso (1). 
Algunos autores han asegurado que esta compila-
ción se decretó en una asamblea de setenta prelados 
entre los cuales se hallaba San Severo, obispo dé 
Barcelona. Mas para convencerse de la falsedad de 
esta opinión, bastar notar que en tiempo de Eurico 
no había en España tai número de obispos aun 
cuando se cuenten entre ellos todos los arríanos (2) 
Es por otra parte indudable que aquel monarca vi-
vió en grande enemistad con ios prelados cristianos 
como lo prueba la carta que escribió contra él ai 
Papa Bonifacio el obispo Sidonio Apolinar con-
temporáneo suyo; y como no pudo mónos de ser 
atendida la persecución que en su tiempo padecie-
ron los católicos. Eurico era arriano: ¿había de con-
sultar sus leyes con los prelados católicos? San Se-
vero, si existió, lo cual dista mucho de ser cosa ave-
riguada, era obispo católico: ¿hahia de concurrir con 
los jefes de una secta herética á la formación de 
las leyes? 
, ^ ^ ^ e hizo Eurico, según San Isidoro, fué re-
ducir las leyes á escritura, es claro que lo que debió 
contener su colección, eran los usos y costumbres 
tuSL-íf legl?US qU0que eaqU8e Eurico incondite consti-
(2) FLOREZ, España sagrada, t. 29, trat. 65, cap 4.o 
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de los godos. Valémonos de estos argumentos de 
inducción, porque la historia no nos ha trasmitido 
noticia alguna del contenido de este Código, ni hay 
escritor antiguo ni moderno que diga haberlo leido. 
Tan escasas noticias tenemos de las costumbres de 
los godos primitivos, que es imposible formar una 
idea cabal de lo que contendría la compilación de 
Eurico. Sin embargo, de dos especies de fuentes po-
demos tomar algunas que nos den luz sobre el pun-
to que tratamos de averiguar, á saber: las historias 
particulares de los godos, que escribieron Jordán, 
obispo de Rávena y Juan Magno, y los escritos de 
Julio César y Cornelio Tácito. Según Jordán, los re-
yes, pontífices - y caudillos de los godos debian ser 
escogidos precisamente entre las dos familias de los 
Amalos y de los Baltos. El rey Boroista dió á la na-
ción el título de cabelluda, porque el cabello largo 
era un signo de nobleza que los godos celebraban 
con multitud de versos y de canciones. 
Según Juan Magno, las mujeres godas se acos-
tumbraban desde sus primeros años al manejo de 
las armas, marchaban á caballo á la guerra, y esta-
ban siempre tan dispuestas á servirse de la rueca 
como de la espada. Exhortábanse mútuamente antes 
de entrar en los combates, é inflamaban el ánimo de 
sus maridos para que acudiesen á la guerra. Los 
godos acostumbraban tomar sus mujeres, menos 
para el regalo de sus cuerpos, que para que fuesen 
sus compañeras de fatigas. El marido era quien 
daba la dote á la mujer, á fin de que esta no pre-
tendiese avasallarle, fiada en la necesidad que tenia 
de sus riquezas. 
Lo que cuentan Tácito y Julio César de las cos-
tumbres de los germanos es aplicable también á los 
godos^  como que formaban parte de aquella nación. 
Según el primero de estos historiadores, los germa-
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nos pasaban su vida ocupados en la caza y ios ejer-
cicios de la milicia: desde niños se acostumbraban 
á los trabajos más duros. Estimaban en mucho el 
celibato, porque creian que aumentaba la estatura 
y daba vigor al cuerpo. «Desconocen la agricultu^ 
ra, continúa el historiador, y la propiedad de las 
tierras: así es que los magistrados y príncipes seña-
lan todos los años la tierra y lugar que ha de ocu-
par cada familia. Cuando una ciudad ofende ó se 
defiende en una guerra, eligen sus caudillos con po-
der de vida y muerte. En tiempo de paz no se co-
noce ningún magistrado común, y los pleitos se de-
ciden por los príncipes ó jefes de los pagos. Se re-
puta laudable el robo hecho fuera de los límites de-
una ciudad como ejercicio adecuado para disminuir 
la inacción de los jóvenes. Los que no siguen á la 
guerra al caudillo son considerados como traidores 
y pierden el derecho de testificar. Es infame el que 
viola la hospitalidad, porque la persona de un hués-
ped se tiene por sagrada.» 
Oigamos ahora á Cornelio Tácito: 
«Los germanos eligen sus reyes entre los nobles: 
sus caudillos entre los valientes. Los reyes no ejer-
cen la potestad absoluta. Sólo los sacerdotes tienen 
derecho de reprender, citar y azotar, y esto no como 
pena impuesta por el caudillo, sino suponiendo que 
los dioses lo ordenan así. Creen que en las mujeres 
hay algo divino y providencial, y por eso respetan 
sus consejos y oyen con interés sus respuestas: tie-
nen fé en los auspicios y las suertes, y consultan el 
vuelo de las aves y aun los presagios y avisos de 
los caballos. Los asuntos políticos de poca impor-
tancia se tratan entre los próceros: los graves entre 
todos los hombres libres. Asisten armados á las 
juntas nacionales, y los sacerdotes son los que impo-
nen silencio en ellas. El rey y los próceros, más bien 
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aconsejan que mandan en estas reuniones.—Los 
traidores y los prófugos son ahorcados: los cobardes 
y los infames sumergidos en el cieno.-—Los delitos 
graves se castigan con multas que se aplican á fa-
vor del rey, de la ciudad, del querellante ó de los 
parientes. Los príncipes que administran justicia en 
.cada pago, son elegidos en los concilios ó juntas na-
cionales. Estos jueces son asistidos por cien compa-
ñeros elegidos entre la plebe con consejo y autori-
dad. Los jóvenes no toman las armas hasta que la 
ciudad los declara idóneos para ello.—Existe entre 
los compañeros una gran emulación, y es vergonzo-
so para ellos no igualar en valor al príncipe á quien 
acompañan, así como sobrevivirle retirándose. Se 
reputa cobardía, adquirir con el sudor de la frente 
lo que puede ganarse con la sangre; y así es, que 
los más belicosos encargan el cuidado del campo y 
de la á las mujeres, los viejos y los enfermos.— 
Son severos en sus matrimonios: se contentan con 
una sola mujer, excepto algunos pocos que no por 
liviandad, sino por nobleza, celebran muchos matri-
monios.—-El marido es el que da la dote y no la 
mujer. El padre y los parientes aprueban las dona-
ciones esponsalicias, que se hacen generalmente 
ofreciendo el marido á la mujer algunos ganados, 
y ésta á su marido algunas armas y un caballo. 
En la ceremonia se advierte á la mujer, de que es 
la compañera de trabajos y fatigas de su mari-
do, por medio de un símbolo, que consiste en la 
presentación de dos bueyes uncidos, un caballo 
enjaezado, y las armas necesarias para combatir.'— 
Los maridos castigan á las mujeres adúlteras, cor-
tándoles el cabello, desnudándolas, echándolas de 
su casa á presenciado los parientes, y azotándolas en 
público.—No se conoce la testamentifaccion, por lo 
que son herederos forzosos de los que mueren sus 
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hijos y parientes.—La pena del homicidio consiste 
en pagar á la familia del muerto cierto número de ca-
bezas de ganado.—Los siervos no se emplean en 
los oficios domésticos de las casas, sino las mujeres 
y los hijos. Rara vez azotan á los esclavos, y si al-
guna vez los matan, es en un momento de ira. No 
conocen el préstamo á interés.» 
Hé aquí los principios en que debió fundarse el 
Código Euriciano. Seguramente se hallaron en él 
muchas de las costumbres que hemos referido, 
puesto que algunos siglos más tarde, volvemos á 
encontrarlas en las leyes de la monarquía goda. Lo 
que dice Tácito sobre la dote, el adulterio, la pena 
de la decaí vacien, los traidores y prófugos, son leyes 
de nuestro Forum judicum. Algunas otras de las 
costumbres referidas, son con ciertas modificacio-
nes, el fundamento de leyes más recientes que' se 
hallan en el mismo libro: y, por último, aquellas 
costumbres de que posteriormente no se hallan ves-
tigios, ó no fueron escritas por Eurico, ó se perdie-
ron después en las trasformaciones que sufrió la le-
gislación. 
Réstanos tratar ahora del objeto social y político 
que se propuso probablemente Eurico al escribir su 
Código. Así como dos pueblos no pueden vivir mu-
cho tiempo juntos sin uniformar sus costumbres, así 
tampoco dos legislaciones pueden regir largo tiempo 
en un mismo territorio sin confundirse y mezclarse, 
uniformándose también. Por lo tanto, desde el mo-
mento en que se introdujo en España el derecho 
germánico, debieron notarse síntomas de aproxima-
ción entre él y el derecho romano, así como hubo 
tendencias á fundirse en una sola las dos razas que 
habitaban la Península. El pensamiento de esta fu-
sión es casi tan antiguo como la monarquía goda, 
y si bien no llegó á realizarse hasta los últimos 
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años de ella, de su existencia dan solemne testimo-
nio la historia, las leyes y los decretos de los conci-
lios. La raza conquistadora experimentó muy luego 
el influjo de la conquistada, tomó muchas de sus 
costumbres, y se amoldó en cierto modo á su civili-
zación. En esta circunstancia convienen casi todas 
las tribus bárbaras que arrancaron la Europa del 
poder de ios romanos. El progreso de aquella época 
consistía en adoptar los elementos que habia apro-
vechables en la civilización romana, y á la cabeza 
de este progreso marchaban por lo común los reyes. 
Así es que la reina Amalasunta fué insultada de sus 
súbditos, porque hacia educar á la romana á su 
hijo Atalarico, heredero del trono de Italia. E l rey 
Sigerico fué asesinado en 416, por suponérsele afec-
to á los romanos; y aún pudiéramos citar otros 
ejemplos en comprobación de la misma verdad. Si 
pues la tendencia hacia la fusión existia, y los reyes 
solian ser los primeros en alentarla, nada de parti-
cular tiene que Eurico procurase los medios de rea-
lizarla. Entre ellos ninguno tan poderoso como la 
abolición de los derechos personales y el estableci-
miento de una legislación uniforme. Tal vez Eurico, 
después de haber arrojado á los romanos de España 
y extendido sus dominios, aspiró como los ostrogo-
dos á convertir en un solo derecho territorial los 
dos derechos personales, seducido por la esperanza 
de hacer una sola nación de todos sus vasallos, y 
calculando que esta empresa contribuiría á su gloria 
tanto como sus conquistas. Mas este proyecto no 
podia concebirse sino de uno de estos dos modos: ó 
fundiendo ambas legislaciones, de manera que en 
la mezcla no predominase ninguna, ó dando decidi-
damente la preferencia á alguna de las dos. Lo pri-
mero era imposible, porque ninguno de los dos pue-
blos habría consentido en despojarse de la mitad de 
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sus costumbres: lo segundo no era fácil, porque 
ninguno de ellos tampoco habría convenido en sa-
crificar al pueblo enemigo el todo ó la mayor parte 
de su legislación. Así, pues, aunque dos legislacio-
nes cuando rigen juntas tienden necesariamente á 
confundirse, y esta tendencia existia de hecho en 
nuestra Península, la empresa de uniformarlas en 
un sólo Código era prematura, y no podia menos de 
fracasar. 
Veamos ahora si la historia viene en apoyo de 
esta congetura. 
Hemos aludido anteriormente á unas palabras de 
San Isidoro, de las cuales se deducen para nuestro 
propósito, consecuencias muy importantes. Dice el 
santo obispo, que Leovigiido corrigió las malas 
leyes de Eurico, restableció las omitidas por este 
monarca, y suprimió muchas que eran superfinas. 
Se comprende fácilmente, que leyes que eran nece-
sarias en tiempo de Eurico, fuesen superfinas en el 
de Leovigiido. ¿Pero qué motivo pudo tener aquel 
príncipe para omitir las que no solamente estaban, 
vigentes en su tiempo, sino que se reputaron nece-
sarias en el de Leovigiido? Hé aquí lo que no dice 
la historia, pero sobre lo que se puede raciocinar con 
alguna probabilidad de acierto. Suponer que estas 
omisiones nacieron del arbitrio ó del olvido de los 
compiladores, no es nada probable, porque no pare-
ce posible que un Código tan sucinto como no pudo 
menos de ser el de Eurico, pues todo él cabria en un 
solo pergamino, se olvidara insertar muchas leyes, y 
que nadie se hubiera acordado de reparar esta omi-
sión hasta cien años más tarde. Preciso es suponer 
por lo tanto, que estas omisiones debieron ser una 
consecuencia del principio ó sistema que presidió á 
la redacción de la obra, que no fué accidental, y que 
debió ser una de sus circunstancias características. 
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La supresión debió hacerse, pues, ó porque las leyes 
que comprendía no estaban de acuerdo con las cos-
tumbres ó los intereses de los que habían de obede-
cerlas, ó porque no acomodaban al soberano. No 
parece posible que las leyes suprimidas chocaran con 
los hábitos y costumbres de ios visigodos, puesto 
que ó continuaron en uso, ó volvieron á estarlo por 
lo menos un siglo más tarde, y las leyes que se de-
rogan por no estar en armonía con la civilización, 
no se restablecen sino con suma dificultad y nunca 
al cabo de cien años. Si los godos no querían ya es-
tas leyes en tiempo de Eurico, ¿cómo habían de 
tolerarlas en tiempo de Leovigildo? Tampoco puede 
suponerse que no acomodaran al extenso poder de 
Eurico las leyes que suprimió, porque si así fuese, 
mucho menos habrían agradado á otro monarca más 
poderoso que él y no menos celoso de su soberanía» 
Pensar que por demasiado favorables á la potestad 
real fueran suprimidas, seria asimismo error grave, 
pues Eurico, que fué uno de los monarcas que más 
fortalecieron aquella autoridad, no había de despo-
jarse gratuitamente de los medios de consolidarla; 
si los godos hallaban buenas estas leyes, otros serian 
los que no las juzgaban aceptables, y estos otros no 
pudieron ser sino los españoles. Luego es harto pro-
bable, que la omisión á que nos referimos, así como 
las otras leyes que Leovigildo juzgó necesario supri-
mir por supérfluas, tuvieran por objeto acomodar el 
Código Euríciano á las costumbres y necesidades de 
ios españoles. 
Para conseguirlo debió darse cabida en esta colec-
ción á muchas leyes romanas, suprimiéndose algu-
nas godas. Estas mudanzas no podían satisfacer á 
los godos, ni á los españoles; de donde debió resul-
tar que el nuevo Código no llegara á estar en obser-
vancia entre estos últimos, como se infiere de 
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habérseles dado en el remado siguiente una nueva 
recopilación de sus propias leyes. Por eso al tratar 
Leovigildo de reformar la legislación, hallando que 
los españoles se regían por un Código propio, y 
proponiéndose tan solo mejorar el vigente entre los 
godos, juzgó oportuno restablecer las leyes; que con 
objeto de acomodar su Código á los españoles habla 
suprimido su antecesor Eurico. Luego si algo puede 
deducirse de las escasas noticias históricas que po-
seemos del tiempo de que vamos tratando, es la ver-
dad de nuestra congetura, á saber, que Eurico se pro-
puso sujetar á unas mismas leyes á todos sus vasallos. 
Hé aquí el origen de la lucha entre los elementos 
constitutivos del derecho en el primer período de su 
historia. Los pueblos que viven unidos tienden á 
confundirse: las leyes que rigen juntas tienden á 
uniformarse. Las costumbres góticas pugnan por 
absorber las leyes romanas, y para conseguirlo no 
ceden al principio sino una parte pequeñísima de 
sus pretensiones, esto es, las pocas leyes que consin-
tió Eurico en no escribir en su Código, y que más 
tarde restableció Leovigildo, y las que agregó de las 
extrañas que el mismo monarca declaró superfinas. 
Con una concesión tan mezquina la fusión no era 
posible, y por eso no se realizó. Tiempo vendrá des-
pués en que las costumbres góticas sean menos exi-
gentes, y será distinto el resultado. 
I I . 
Estado del derecho romano en España en el momento de la irrupción 
de los Mrteros. 
Hemos visto en nuestro anterior artículo el origen 
de las costumbres germánicas, su introducción en 
nuestra Península, y los primeros pasos de su histo-
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ria, hasta que Eurico las recopiló en un Código de le -
yes. Ahora nos corresponde hacer este mismo exá-
men sobre el elemento romano, segundo manantial de 
nuestro derecho. Por fortuna respecto á él no esca-
sean, como en el anterior, los datos históricos, y no 
tendremos que acudir á congeturas para explicar 
ciertos hechos importantes, como nos sucedía en el 
último artículo. Cúmplenos averiguar por lo tanto 
el estado del derecho romano en España; así como 
el del derecho canónico en el momento de la irrup-
ción de los bárbaros, antes de seguirlos en su desar-
rollo, y de examinar su influencia recíproca, sus 
combinaciones y su fusión definitiva. 
La introducción en España del derecho romano 
data desde su conquista por Roma. Pero el derecho 
romano no fué siempre el mismo: distínguense en 
él tres períodos diferentes, y es preciso saber en 
cuál de ellos se hallaba cuando los bárbaros inva-
dieron nuestra Península. Como nos proponemos 
examinar su competencia con el derecho germáni-
co, debemos hacer patente lo que era en el momento 
de comenzar la lucha. En el primer período se dis-
tingue el derecho romano por su carácter aristocrá-
tico, religioso y formulario; en el segundo, por su 
carácter filosófico; en el tercero, por su carácter 
cristiano. Explicaremos lo que significa cada una de 
estas calificaciones. 
El derecho romano primitivo es obra de un pa-
triciado religioso, militar y político, que, aspirando 
á la dominación universal, lo consideraba y estable-
cía únicamente como un medio de poder y de con-
quista. La justicia y la equidad se sacrificaron en 
él á los intereses políticos. Este derecho no tenia 
por objeto hacer á los hombres justos, sino ciuda-
danos útiles al Estado. Así es, que hablaba siempre 
en nombre de la autoridad, en vez de hacerlo en el 
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de la justicia: se dirigia á la imaginación de los 
hombres por medio de formas materiales, en vez de 
dirigirse á la ^ inteligencia por medio del razona-
miento; y exigía qne el hombre sometiera su volun-
tad y su,razón al conjunto de creaciones artificiales 
y fórmulas arbitrarias que lo constituían, en vez de 
requerir la obediencia, apelando á los sentimientos 
de justicia. 
He aquí las pruebas de esta verdad. El origen y 
fundamento de la familia, no era precisamente la 
relación natural que hay entre un ascendiente y sus 
descendientes, sino la declaración arbitraria de la 
ley que puso bajo la potestad de un hombre á otros 
que debian reconocerle por jefe. Así es, que no bas-
taba ser hijo para estar bajo la potestad del padre, 
ni esposa para estarlo bajo la del marido, al paso que 
muchas personas que no tenian ninguna de estas 
circunstancias estaban á veces bajo la misma potes-
tad. No pertenecían á la familia los que no eran na-
cidos de justas nupcias, ni los emancipados, ni los 
que sufrían la capitis, disminución; pero sí estaban 
en ella los arrogados, los descendientes de segundo 
y posteriores grados, y los hijos de la mujer del pa-
dre. Las justas nupcias no bastaban para que la 
mujer entrase en la familia de su marido, pues por 
ellas solamente quedaba en la suya propia bajo el 
nombre de matrona. Pero si al matrimonio seguía 
un año de posesión de la mujer por el marido, ó si 
babia sido celebrado aquel con la ceremonia reli-
giosa de la confarreacion ó con la fórmula de una 
venta ficticia, la mujer pasaba al poder de su mari-
do, y se hacia mater familias. La autoridad del pa-
dre no era privada y doméstica, como parece exi-
girlo el vínculo de la generación y el del cariño, 
sino pública y absoluta, según era consecuencia 
forzosa de la ficción legal que consideraba á los hi-
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Jos como cosas de sus padres. De aquí el derecho 
de vida y muerte de éstos sobre sus descendientes, 
sobre su mujer y sobre todas las personas que esta-
ban en su familia; su dominio sobre las cosas que 
aquellas adquirían, y su facultad de darles tutor 
para después de su muerte. Pero no todos los hom-
bres eran capaces de este derecho; ni los esclavos., 
ni los libertos, n i los extranjeros gozaban de la pa-
tria postestad, sino los ciudadanos, esto es, la aris-
tocracia. 
Si de las personas pasamos á las cosas, hallare-
mos que el dominio verdadero, que era el quirita-
rio, no existia sino sobre aquellas cosas que en los 
tiempos primitivos de Roma se consideraron dignas 
de ser poseídas, como los fundos rústicos y urbanos, 
los fundos itálicos, los esclavos y los, cuadrúpedos 
que pueden emplearse en el servicio del hombre. 
Estas cosas se llamaron mancipi, y nadie podia ad-
quirirlas sino el ciudadano romano, ni enagenarlas 
sin ciertas solemnidades; y el que sin ellas las com-
praba, no tenia derecho á la eviccion, ni se hacia 
dueño de las mismas, mientras no las usucapiera. 
Pero todas las demás cosas no conocidas ó no apre-
ciadas en los orígenes de la civilización se trasmi-
tían de unos á otros, si no con tanta seguridad, 
con menos solemnidades. La tradición natural era 
suficiente para hacerles mudar de dueño. 
En los contratos, lo que obligaba al hombre no 
era la conciencia ni la justicia, sino la palabra: uti 
lingua numupassit ita jus est, dicen las Doce Tablas. 
La facultad de heredar se consideraba como una 
consecuencia de la patria potestad, y como esta, no 
se extendía sino sobre los agnados, y en ellos, con 
exclusión de todos los demás parientes, debia recaer 
la herencia. 
Pero con el engrandecimiento de la república y 
ESTUDIOS JURIDICOS. 17 
el progreso de la civilización crecieron las necesida-
des, se multiplicaron los intereses, y por consiguien-
te, no podian satisfacer á unas ni á otros la estre-
chez y rigorismo del derecho antiguo. La introduc-
ción de la filosofía epicúrea produjo la incredulidad 
religiosa: la introducción de la filosofía estoica con-
tribuyó, con sus tendencias espiritualistas, al des-
crédito de las fórmulas materiales y groseras que 
tomaban la voz de la justicia, y ambas sectas pro-
clamaron la equidad como la ley suprema del Es-
tado. Estas doctrinas variaron la faz del derecho, el 
cual desde esta época perdió el carácter religioso 
que le distinguía en la anterior, pero conservando 
aún en gran parte su carácter civil, y admitió la 
equidad como suplemento de la ley, y con ella llegó 
á formarse en poco tiempo una legislación casi nue-
va. Este derecho, que por oposición al antiguo se 
llamó no extricto, representaba la noción de la jus-
ticia, aplicada á los negocios de la vida, prescin-
diendo del interés político ó individual del Estado. 
Así es, que en este período se extendió el derecho 
de ciudadanía á todos los súbditos libres del impe-
rio, lo cual acabó con el carácter aristocrático de la 
legislación. Concluyeron las ceremonias civiles y re-
ligiosas del matrimonio, siendo suficiente el cariño 
de los cónyuges para perfeccionarlo y que produjo 
todos sus efectos : se concedieron á los casados pri-
vilegios numerosos, con el fin de multiplicar la es-
pecie, y sin consideración acaso á los intereses de la 
familia. Se permitió á los ingénuos el matrimonio 
con las mujeres libertas; se obligó á los padres á 
consentir en el matrimonio de sus hijos, se limitó la 
libertad del repudio, y se autorizó el concubinato. 
Los derechos de la patria potestad se redujeron a! 
de corregir el padre moderadamente á sus hijos. El 
derecho de testar, reservado en un principio á los 
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padres de familia, se extendió á los hijos. A la for-
ma antigua del testamento per ees et Uhram, se sus-
tituyó la forma pretoria, la cual, si no daba la he-
rencia, daba la bonorum possessio. El padre pudo 
preterir á sus hijos; pero el pretor entonces suponía 
que estaba loco, y daba á éstos la posesión de sus 
bienes. Para librarse de las fórmulas rigorosas de la 
institución de heredero y de los legados, se inventa-
ron los codicilos y los fideicomisos. Las cosas man-
cipi conservaron todavía sus antiguos privilegios; 
pero las nec mancipi, favorecidas por el pretor, lle-
garon á poseerse casi con las mismas ventajas: al 
lado de la usucapión, que protegía á las primeras, 
ge levantó la prescripción, que aseguraba la propie-
dad de las segundas, sin más diferencia que la de 
exigir mayor tiempo de posesión. Conociendo los 
jurisconsultos que era necesario remontarse á una 
justicia abstracta superior á las palabras, admitie-
ron en la interpretación de los contratos la circuns-
tancia de la buena fe. A las únicas fuentes de las 
obligaciones, los contratos y los delitos clasificados 
y formulados en términos rigorosos, se agregaron 
otras fuentes nuevas, nacidas de la equidad, como 
ninguno se puede enriquecer en perjuicio de otro, etc.; 
y á los delitos y los contratos se juntaron los casi-
contratos y los casi-delitos. A las acciones de la ley, 
con sus fórmulas simbólicas, sus ademanes deter-
minados y sus palabras sacramentales, sucedieron 
fórmulas más sencillas y menos estrechas. 
En estas circunstancias apareció el cristianismo 
sobre la tierra predicando una doctrina más pura, 
más perfecta y más inteligible que la de los estéleos 
y la de los platónicos, aunque con la misma tenden-
cia espiritualista. Esta coincidencia explica por qué 
muchos paganos profesaban sin saberlo algunas 
doctrinas del evangelio; y por qué hizo el cristianis-
ESTUDIOS JURIDICOS. 19 
Hio tan rápidos progresos en el mundo. Séneca ha-
blaba de Dios como pudiera hacerlo un cristiano, y 
enseñaba que había entre todos los hombres una 
especie de parentesco natural, muy parecido á la 
fraternidad universal de los discípulos de Jesús. 
Ulpiano, que hacia crucificar á los cristianos/habla-
ba muchas veces su lenguaje creyendo expresarse 
en el de los estoicos. La esclavitud, decia Florenti-
no, es «una institución del derecho de gentes, por la 
cual se sujeta un hombre al dominio de otro contra 
U mturalem.» Alejandro Severo adoraba á Jesu-
cristo al lado de Abraham y de Orfeo, y sin ser cris-
tiano tenia siempre en la boca esta máxima evangé-
lica: «no hagas á otro lo que no quieras para ti:» 
palabras que hizo grabar en las paredes de los edi-
ficios públicos, y en las de su propio palacio. Los 
platónicos alejandrinos del Oriente no podian mé-
nos de simpatizar con el esplritualismo brillante y 
simbólico de San Juan Evangelista: los estóicos cíe 
Occidente no podian menos de admirar las máxi-
mas conformes á sus ideas que hallaban en las epís-
tolas de San Pablo y el desprecio*con que los cris-
tianos miraban el dolor y la vida. Así fué tan rápi-
da en una y otra parte la propagación de la fé, aun 
entre las personas que más se distinguian por su 
saber y su ilustración. El cristianismo predicaba 
la igualdad de todos los hombres, ofrecía consuelos 
á todos los desgraciados, y hablaba el lenguaje del 
corazón en vez de hablar el de la filosofía: por eso 
cundió tan pronto entre las clases ínfimas, ignoran-
tes y menesterosas. |Magnífico espectáculo el de 
una religión que nacida en uno de los rincones más 
oscuros del mundo, predicada por doce hombres de 
la clase más ínfima de la sociedad, se levanta en 
poco tiempo sobre las ruinas del imperio más culto 
y poderoso de la tierra! ¡Admirable ventaja la de 
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una religión que tan fácilmente se hace aceptar de 
los sábios como comprender de los ignorantes! 
Pero el espíritu del cristianismo estaba en contra-
dicción con el antiguo derecho civil; sus principios 
de fraternidad universal y de buscar la justicia an-
tes en el corazón que en las acciones de los hom-
bres, no se avenían con el carácter aristocrático y 
formulario de la legislación; del cual, á pesar de las 
reformas introducidas por los edictos de los pretores, 
quedaban todavía vestigios numerosos. El cristia-
nismo debia, pues, luchar con el derecho antiguo, y 
como este se hallaba considerablemente debilitado 
por la incredulidad que le habia quitado su presti-
gio religioso, y por la filosofía que lo habia despo-
jado de las formas solemnes que lo conservaban, de-
bia ser el ménos fuerte en el combate y sucumbir 
al cabo. 
Así es que en el segundo período el principio de 
la equidad vive al lado del principio rigorista y for-
mulario del derecho civil sin tocarlo en la aparien-
cia, y ambos sin confundirse ni embarazarse entre sí. 
Pero en el tercer período, la religión del Crucificado 
sube al trono, la equidad filosófica se convierte en 
justicia cristiana, y aunque esta hace el oficio que 
antes desempeñaba aquella, es ensanchando consi-
derablemente la esfera de su acción, penetrando en 
el terreno del jus quiritarmm, combatiéndolo, modifi-
cándolo y obligándole á transigir en los puntos más 
esenciales de su dogma. Esta modificación del dere-
cho civil por el cristianismo, y la transacción á veces 
entre ambos, son las circunstancias que distinguen 
principalmente al derecho romano en su tercera 
época, que empieza con la conversión de Constan-
tino. 
Obra más perfecta hubiera sido la de acomodar 
desde luego el derecho á todas las máximas y ten-
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dencias de la nueva religión; pero esto no era posi-
ble en aquellas circunstancias, porque si bien el pa-
ganismo estaba desacreditado como culto, se con-
servaba en las costumbres y en las preocupaciones 
del pueblo; y cambiar los hábitos de un país es mu-
cho más difícil que variar las creencias y trastornar 
las instituciones. Por otra parte, la Iglesia no tenia 
aún la organización fuerte y vigorosa que algunos 
siglos más tarde le dió el imperio absoluto del mun-
do. Tenia que vivir bajo el amparo del poder tem-
poral, y este vínculo la sujetaba á veces y embara-
zaba sus movimientos, Las heregías turbaron muy 
pronto su reposo, y la obligaron á cuidar antes del 
establecimiento y consolidación del dogma que de 
la corrección de las costumbres por medio de la re-
forma del derecho. Por eso transigió el cristianismo 
en tiempo de Constantino, por lo ménos con algu-
nas prácticas de la antigua legislación que no eran 
conformes enteramente con su doctrina y su espí-
ritu. 
Veamos ahora cómo ejerció su influjo la nueva 
religión sobre las principales instituciones del dere-
cho. Los cristianos en los siglos de su persecución 
por no someterse á la autoridad de los Tribunales 
gentiles, tomaban á los obispos por arbitros de sus 
diferencias, y estos las decidían atendiendo más á 
la buena fé que á la letra de la ley, más á la equi-
dad que á los preceptos del derecho extricto. Tan 
general llegó á hacerse esta costumbre, que los obis-
pos solían pasar todo el dia concillando disensiones, 
y aun muchos gentiles acudían á su tribunal, se-
gún refieren los escritores de aquella época. Además 
los obispos eran los defensores de las personas mi-
serables ó débiles: como tales mediaban entre los 
señores y los esclavos, el padre y sus hijos, y toma-
ban bajo su protección á los menores y á las viu-
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das. Sus decisiones fueron poco á poco introducien-
do en las costumbres la nueva jurisprudencia cris-
tiana, y así cuando Constantino subió al trono, halló 
preparados á los pueblos para recibir sus reformas. 
: E l cristianismo halló al matrimonio envilecido en 
las leyes dadas por Augusto para la propagación de 
las familias y en las costumbres, que lo considera-
ban como negocio de interés. En efecto, Augusto 
para acabar con la corrupción y el celibato, habia 
concedido á los casados privilegios exorbitantes: 
tales como el de un sitio preferente en los teatros; 
que el cónsul que tenia más hijos era el primero 
que tomaba las fasces; que el padre que tenia tres 
hijos en Roma, cuatro en Italia y cinco en las pro-
vincias, quedaba exento de cargas personales; que 
las mujeres ingenuas que tenian tres hijos, y las l i -
bertas que tenian cuatro, quedaban libres de la tu-
tela perpétua á que las condenaba la ley antigua; 
que los esposos que tenian tres hijos, podían dejarse 
por su muerte la totalidad de sus bienes; que los cé-
libes no pudiesen percibir nada por el testamento 
de un extraño, y los casados sin hijos nada más 
que la mitad de lo que se les dejase, y otras prero-
gativas que seria prolijo enumerar. Pero lo cierto es, 
que con ellas se hizo intervenir al fisco y sus delato-
res en los negocios privados de las familias, y se 
convirtió el matrimonio en una especulación v i l , 
«n un infame tráfico. «Cásanse los romanos, escri-
bia Plutarco, y procuran tener hijos, no para tener 
herederos, sino para tener herencias.» El cristianis-
mo, que elevó eí matrimonio á sacramento, y no lo 
autorizó sino como el resultado de la libre voluntad 
del hombre, no podia transigir con esta degrada-
ción, y Constantino derogó todas las leyes dadas 
contra los célibes, sustituyendo á las nupcias fun-
dadas en la codicia, las que únicamente eran com-
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patibles con la moral del evangelio, las de la libre 
elección. Teodosio el jó ven, fué más lejos aún, y 
convencido de que el mejor medio de favorecer la 
propagación de las familias, es dejar desarrollarse 
libremente los sentimientos de la ternura recíproca,, 
derogó también las leyes que fijaban la cantidad 
que podían dejarse mútuamente los esposos según 
el número de hijos que tuviesen. 
El cristianismo halló también el divorcio tan ar-
raigado en las costumbres, que no pudo desterrarlo 
de la sociedad, sino al cabo de muchos años de 
combate. En los tiempos en que la mujer era pro-
piedad del marido, era muy natural que tuviese este 
derecho de repudiarla, y no solamente lo hacia, sino 
que las costumbres no repugnaban que el marido 
prestase su mujer á otro hombre con el objeto ele 
proporcionarse un heredero. Catón prestó su mujer 
Porcia, por cierto tiempo,, á su amigo Hortensio, 
conformándose en esto, según dicen Estrabon y 
Plutarco, con los usos antiguos. Cicerón repudió á 
su mujer Terencia á fin de casarse con otra rica que 
pagase sus deudas. Augusto recibió á Livia de mano 
de su esposo, estando embarazada de seis meses. 
Paulo Emilio, al repudiar á su hermosa mujer, dijo: 
«mis zapatos son nuevos, están bien hechos, y sin 
embargo, tengo necesidad de mudármelos: nadie 
más que yo sabe dónde me hacen daño.» Como el 
marido ganaba la dote cuando el divorcio se verifi-
caba por culpa de la mujer, sucedía con mucha fre-
cuencia, que hombres sin honor y sin fortuna, se 
casaban con mujeres ricas, pero de torpe vida, para 
repudiarlas luego y despojarlas de su hacienda. M 
escándalo, por último, llegó á tal exceso^ que hizo 
decir á Séneca en el tratado de los beneficios: «¿Qué 
mujer puede ya avergonzarse de pedir el divorcio 
cuando algunas muy ilustres no cuentan los años 
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por el número de los cónsules, sino por el de sus 
maridos?» 
Para cortar estos abusos, trató, aunque inútil-
mente Augusto, de imponer restricciones al divor-
cio. El cristianismo fué quien ios combatió de fren-
te declarando indisoluble y perpetuo el vínculo del 
matrimonio, aunque al trasladar esta máxima á la 
legislación civil no lo hizo bruscamente, sino poco á 
poco, y transigiendo en cierto modo con las cos-
tumbres. Constantino no se atrevió á condenarlo de 
una manera absoluta, y la iglesia misma no des-
aprobó su conducta. Lo que hizo aquel emperador 
fué quitar á los esposos todo pretesto frivolo para 
divorciarse, mandando: 1.° que la mujer no se sepa-
rara de su marido, sino cuando éste era homicida, 
mágico ó violador de sepulcros, so pena de perder 
su dote, sus donaciones esponsalicias y ser desterra-
da á una isla. 2.° Que el marido no pudiera repu-
diar á su mujer, sino cuando era adúltera ó hechi-
cera, ganando en ambos casos su dote, y pudiéndo-
se volver á casar. Honorio concedió esta facultad al 
marido, áun por faltas ligeras de la mujer, pero en-
tonces no ganaba aquel sino la donación, ni podia 
volverse á casar hasta dentro de dos años. Hemos 
dicho que la iglesia no debió desaprobar esta con-
ducta de los emperadores cristianos, porqu/3 ella 
misma no se atrevió alguna vez á ordenar la indiso-
lubilidad, contentándose con aconsejarla. El conci-
lio de Arlés de 314, dice en uno de sus cánones: «á 
los maridos jóvenes que aprenden á sus mujeres en 
adulterio, debe aconsejárseles, en cuanto sea posi-
ble, que mientras aquellas vivan no tomen otras.» 
Así transigieron al pronto las antiguas costumbres 
que miraban el matrimonio como un mero contrato 
consensual, y la nueva religión que lo establecia 
como vínculo indisoluble superior á los caprichos y 
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antojos de los hombres. Pero las leyes de Constan-
tino y Honorio, fueron un progreso inmenso en el 
sentido de las nuevas doctrinas espiritualistas. ¡Qué 
diferencia tan profunda entre el matrimonio disolu-
ble, por el sólo consentimiento mútuo, y el matrimo-
nio que dura perpétuamente, mientras una falta 
muy grave de los cónyuges no lo disuelval Si siguié-
ramos la historia de esta institución, veríamos como 
bajo los emperadores posteriores á Honorio, adelan-
tó aún mucho más la doctrina evangélica, pero esto 
sucedió cuando las constituciones imperiales no ve-
nían ya á España, y no hace á nuestro propósito. 
El concubinato autorizado por Augusto, elevado 
á la condición de unas nupcias de segundo órden, 
era la plaga de la sociedad romana. Sin embargo, 
tan arraigado en las costumbres como el divorcio, el 
•cristianismo no lo combatió desde luego cuerpo á 
cuerpo, pero le impuso trabas poderosas. Constanti-
no, para convertirlo en matrimonio, dispuso que los 
hijos nacidos de él fuesen legitimados por el solo 
hecho de casarse sus padres, y para dificultarlo 
mandó que los hijos ilegítimos no heredasen nada 
por testamento, y qué no fuesen elevados á ninguna 
dignidad los hombres que tuviesen concubinas. 
Cuando el cristianismo subió al trono, halló ya 
muy limitados los derechos de la patria potestad, 
pero todavía eran excesivos y no conformes con la 
máxima de San Pablo, que escribiendo á los colo-
senses les decia: «Vosotros los que tenéis hijos no 
uséis de rigor con ellos ni los tratéis de manera que 
se lleguen á irritar y ser de ánimo apocado.» De 
acuerdo con estos principios, Constantino mejoró la 
condición de los hijos, concediéndoles la propiedad 
de los bienes procedentes de la herencia materna, y 
reservando al padre nada más que el usufructo, y 
eso mientras no pasase á segundas nupcias, y asi-
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milando los bienes adquiridos por el hijo en el ser-
vicio del palacio del príncipe, á los de su peculio 
castrense sobre los cuales tenia pleno dominio. Pero 
como aún las costumbres no estaban enteramente 
de acuerdo con estas saludables innovaciones, toda-
vía se conservó al padre el derecho de dictar sen-
tencia contra sus hijos con la intervención del ma-
gistrado, y el de venderlo cuando estaba en la lac-
tancia. 
La sucesión en la antigua Roma, era, según digi-
mos antes, propia de los agnados, porque ellos so-
lamente componian la familia. E l cristianismo que 
proclamó el imperio de la equidad sobre el rigoris-
mo de las leyes civiles, no podia aceptar esta conse-
cuencia de la organización de la antigua familia ro-
mana, así como el principio de donde se deducía. 
Constantino concedió á la madre que no gozare el 
jus líberomm, esto es, el derecho de heredar á sus 
hijos cuando llegaba á tener cierto número de ellos, 
la facultad de heredar la tercera parte del caudal de 
sus hijos en compañía de los tíos agnados, sus hijos 
y nietos, excluyendo á los otros agnados más remo-
tos. Valentiniano llamó á los hijos á la sucesión de 
su abuelo materno en unión con los herederos suyos 
de éste, reservando sin embargo la cuarta parte de 
la herencia para los agnados. El mismo emperador 
dispuso que la madre fuese preferida en la herencia 
á los hermanos consanguíneos de su hijo, en el caso 
de que fuesen emancipados. Así luchaba la equidad 
natural con los vestigios del derecho civil en el pe-
ríodo que trascurrió desde Constantino hasta Justi-
niano, que fué quien acabó definitivamente con 
aquellos recuerdos. Cuando este emperador dió á 
sus vasallos el famoso sistema de las sucesiones que 
aún se conserva, ya se habian hecho en el mismo 
sentido grandes y trascendentales reformas. La re-
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ligion cristiana no hacia diferencia entre agnados y 
cognados, porque el vínculo del parentesco era sa-
grado igualmente, cualquiera que fuese su origen, 
y firme en su espíritu de igualdad, borró las distin-
ciones que existían entre personas que debían pro-
fesarse el mismo afecto. 
Pero la ley civil, aunque animada del mismo es-
píritu, no rompió desde luego con todas las tradi-
ciones antiguas, sino que transigió con ellas hasta 
que Justiniano vino al mundo para borrarlas com-
pletamente de los Códigos. 
Hé aquí el estado del derecho romano cuando los 
bárbaros introdujeron en nuestra España su dere-
cho consuetudinario, y cuando Eurico quiso proba-
blemente sujetar á los españoles á su nuevo Código. 
En el derecho romano entonces luchaban esforza-
damente el elemento cristiano y progresivo con el 
elemento pagano y estacionario. Aún no habia ven-
cido completamente el primero, pero sí llevaba ya 
la mejor parte en la contienda, cuando ocurrió la 
invasión de los godos, vándalos, alanos y suevos, los 
cuales trajeron consigo los gérmenes de un nuevo 
derecho, que ocupando en la lucha el lugar del ele-
mento pagano, perpetuó la contienda aún por algu-
nos siglos. 
Eurico, después de haber estendido sus conquis-
tas sobre una parte de Francia y la mayor de Es-
paña, quiso poner el sello á su dominación con un 
nuevo Código de leyes. Enemigo acérrimo de los im-
periales, perseguidor encarnizado de los cristianos, 
trató de sujetarlos á un nuevo derecho público, 
civil y penal, sin tener bastante en cuenta sus cos-
tumbres, sus tradiciones y sus intereses. Esta mu-
danza tendía á cambiar de pronto y radicalmente 
las relaciones entre el gobierno y sus súbditos, la 
organización de las familias, la condición civil de 
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las personas, la administración de la justicia y hasta 
las ideas de lo justo y lo injusto. En efecto: ¡qué di-
ferencia tan profunda entre el derecho romano, pro-
ducto de una civilización adelantada, de la filosofía 
y del cristianismo, y el derecho bárbaro, obra infor-
me de un pueblo que apenas habia pasado del esta-
do de tribu al de nación! 
El derecho germánico, según puede conocerse por 
ios escritos de César y Tácito, tenia con el romano 
primitivo muchos puntos de semejanza. Aunque no 
aristocrático y formulario como él, era igualmente 
religioso. Producto de un pueblo educado para la 
guerra y la conquista, sacrificaba como el derecho 
romano la equidad y la justicia á los intereses po-
líticos, y como él pugnaba con el estado de civiliza-
ción en que se hallaba el imperio, aunque no siem-
pre por las mismas causas. El padre de familias 
germano, era un pequeño rey en su casa: el padre 
de familias romano no tenia ya más derechos que 
los de corregir moderadamente á sus hijos: la escla-
vitud en Germania se reduela al derecho del señor 
para percibir un cánon del producto de la industria 
de su siervo: los señores de esclavos en Roma, aun-
que ya sin derecho de vida y muerte, tenían domi-
nio pleno sobre ellos. Aunque los germanos se con-
tentaban con una sola mujer, habia algunos pode-
rosos que tenían muchas por lujo: la poligamia era 
condenada expresamente entre los romanos. Los 
germanos no conocían la testamentifaccion; en el 
imperio era este uno de los derechos más aprecia-
dos. En la. Germania el medio casi único de adquirir 
el dominio era la conquista y la permuta: en Roma 
las ganancias de la guerra eran ordinariamente para 
el Estado, y se conocían otros medios diferentes para 
adquirir el dominio. Según el derecho germánico, la 
pena casi única para todos los delitos era la compo-
ESTUDIOS JURIDICOS. 29 
sicion pecuniaria y la venganza personal el remedio 
para evitarlos en lo sucesivo: el derecho romano 
habia ya establecido una justicia verdaderamente 
penal en la acción pública que se daba contra la 
mayor parte de los delitos, y en vez de autorizar la 
venganza privada, la consideró como motivo para 
que quien la ejercitase cayera de su derecho. Ahora 
bien, obligar al pueblo que vivia bajo estas condi-
ciones que revelan una civilización adelantada á 
cederlas repentinamente por las otras propias, tan 
solo de la infancia de la sociedad: obligarle á que 
deje las leyes cultas por la de una tribu errante, era 
un acto inaudito de tiranía, que el mismo Eurico no 
se atrevió tal vez á llevar á cabo cuando conoció' 
todos sus peligros. 
Si los españoles hubieran cambiado las leyes ro-
manas, por las costumbres góticas, habrían hecho 
un retroceso en la marcha de su civilización. Verdad 
es que algunas de aquellas costumbres eran más 
conformes con el espíritu del cristianismo que ei 
antiguo jus quiritanum. La condición de la mujer y 
la constitución de la familia, eran más conformes 
con la nueva jurisprudencia cristiana, que con el 
espíritu del antiguo derecho romano; mas por eso 
sobrevinieron á la contienda entre estos diferentes 
derechos. El romano, modificado y tras formado por 
el cristianismo, representaba el porvenir: el germá-
nico, tal cual Eurico pudo presentarlo en su Código, 
era para los españoles imágen de lo pasado y de un 
pasado extraño á ellos mismos. Nuestros padres lo 
resistieron por esta razón y porque la ocasión escogi-
da por el rey visigodo era inoportuna. Desde esta 
época el derecho romano siguió en cada país una 
suerte distinta. En Oriente siguió los impulsos de! 
cristianismo, poniéndose al cabo en perfecta concor-
dancia con él: en España siguió también la suerte 
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«leí cristianismo, pero pasando antes por muchas 
Vicisitudes. 
I I I . 
Examen crítico y filosófico del Breviario de Marico. 
Hemos expuesto en el anterior artículo en qué se 
hallaba el derecho romano en España al tiempo de 
la invasión de los bárbaros: le hemos visto en lu-
cha abierta con el cristianismo, pero siempre per-
diendo terreno y á punto de ceder por completo á 
su influencia. El derecho germánico toma parte en-
tonces en la contienda: Eurico escribe su Código 
con objeto de establecer su predominio:, los españo-
les lo resisten por amor á sus costumbres y á sus 
instituciones antiguas, y el rey probablemente no 
se atreve á insistir en su proposito. Como ya no ve-
nían á España las constituciones de los emperado-
res de Constantinopla, el derecho romano queda es-
tacionario y no sigue progresando en el sentido de 
la nueva civilización introducida por el cristianismo. 
Faltándole la voz viva de la autoridad que lo ponia 
en ejercicio, empiezan á caer en desuso algunas de 
sus prácticas. Por otra parte, el nuevo derecho gó-
tico autorizado por la ley escrita, debia servir de 
subterfugio á aquellos á quienes no favorecía el de-
recho romano. Este mismo se componía de fuentes 
tan diversas y á veces tan contradictorias, que no 
era fácil dar en muchos casos litigiosos con la deci-
sión de la ley. Regían entonces á la vez entre los 
españoles los Códigos Gregoriano, Hermogeniano y 
Teodosiano, y las sentencias de Paulo, Papiniano, 
Gayo, Modestino, Ulpiano, y otros jurisconsultos: de 
modo que en Occidente así como en Constantino-
pía existia aquella carga de muchos camellos que 
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dijo Justmiano, pedia formarse con las leyes recogi-
das para la formación de las Pandectas. De aquí 
una confusión lamentable en la jurisprudencia, la 
inseguridad de todos los derechos, la infracción de 
los deberes más sagrados y el desórden en la so-
ciedad. 
En estas circunstancias subió al trono Al arico I I , 
rey pacífico, nada aficionado al tumulto de las bata-
llas, desgraciado en ellas cuando para su mal tuvo 
que aceptarlas del enemigo, pero justo y tolerante 
con sus vasallos, amigo de ios cristianos aunque él 
no lo fuese, y partidario de la civilización romana. 
Conociendo este monarca que era imposible im-
poner á los españoles y á los franceses sujetos á su 
dominio la ley de su antecesor, temiendo por el des -
contento de las nuevas provincias francesas que el 
mismo Eurico liabia agregado á la corona, y de-
seando poner término á la confusión del derecho, 
concedió expresamente á los romanos el uso del suyo 
propio, refundiéndolo en un nuevo Código, y redu-
ciéndolo á preceptos claros y terminantes. Para efec-
tuarlo ordenó á una, comisión de jurisconsultos que 
con el acuerdo de personas escogidas del clero y la 
nobleza, recogiesen y recopilasen las leyes romanas 
á fin de quitar de ellas todo motivo de oscuridad y 
confusión, y evitar las cuestiones y disputas que 
alargaban y entorpecían los pleitos. Hiciéronlo así 
los jurisconsultos, y terminada su obra fué someti-
da á la aprobación de los obispos y de algunos no-
bles legos romanos. Aniano, ministro del rey, la re-
frendó, el conde Goyarico la promulgó (1) y ense-
(1) Sayigny cree que Goyarico debió ser también el con-
de Palacio que presidia la comisión de jurisconsultos encar-
gada de formar el Código, fundándose en una frase que se 
baila en varios Códices que dice así: Ordenanti inlusiri vira 
Goyarico. 
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guida fué enviada á los gobernadores de las provin-
cias para que fuese el único Código que rigiera en 
sus Tribunales. 
Hó aquí el decreto ó conmonitorio que dirigió Ala-
rico al conde Timoteo al enviarle su Breviario. Como 
este documento encierra casi todas las noticias que 
poseemos acerca de la formación de este Código, 
nos hemos decidido á insertarlo íntegro, traducido 
exactamente de la copia que publicó Godofredo. 
«En este libro se contienen leyes y especies de de-
recho sacadas del de Teodosiano y otros varios libros, 
esplicada, según lo mandó el rey Alarico el año 22 
de su reinado, por intermedio del ilustre varón el 
conde Goyarico.—Copia oficial.--Conmonitorio al 
conde Timoteo.—Trabajando con el favor de Dios 
en provecho de nuestros pueblos, hemos determina-
do corregir con mejor deliberación las cosas injus-
tas que se hallan en el derecho; y tomando el pare-
cer de los sacerdotes y personas de la nobleza, que-
remos disipar la oscuridad del derecho antiguo y de 
las leyes romanas, de modo que no quede en ellos 
ninguna disposición antigua que sea origen de dis-
putas diarias y de una multitud de pleitos. Decla-
rados estos puntos y recopiladas en un libro por va-
rios jurisconsultos las leyes escogidas é interpretadas 
con toda claridad, han merecido el asentimiento de 
los venerables obispos y de los nobles romanos de 
las provincias elegidos por Nos. Suscrito el libro tu-
vimos á bien enviarlo al conde Goyarico para que 
lo pusiese en observancia, á fin de que con arreglo 
á él se decidan todas las causas que se ofrezcan, 
pues, es nuestra voluntad que ningún otro texto de 
leyes 6 de derecho pueda citarse en los pleitos, sino 
este que remitimos firmado de nuestra órden por el 
espectable Aniano. Mandárnoste, pues, cuidar de que 
en los Tribunales de tu jurisdicción no se presente 
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ni admita ninguna otra ley ni fórmula de derecho, 
bajo pena, si no lo hicieres así, de muerte ó confis-
cación de tus bienes. Y para que todos tengan pre-
sente nuestra voluntad y sepan la pena en que in-
curren los desobedientes, hemos mandado incluir 
nuestro decreto en todos los ejemplares que envia-
mos de este libro.—Aniano, varón espectable, por 
mandado del gloriosísimo rey Alarico nuestro se-
ñor, ha dado y firmado este Código compuesto en 
Aduris (1) de las leyes de Teodosiano, de las senten-
cias del derecho y de otros varios libros en el año 
22 de dicho rey.—Cotejado.—Dado en Tolosa á 2 
de Febrero del año 22 del rey Alarico.» 
Esta compilación se llamaba en su tiempo, unas 
veces Lex romana, otras Lex Theodossi, sin duda 
porque su parte más importante y su principio ha-
blan sido sacados del Código Teodosiano, Hasta el 
siglo xv i no se le dió el nombre de Breviarium ó Bre-
viarium Alaridamm. Savigny observa con este mo-
tivo, que el autor más antiguo que le llama de esta 
manera es Contio, que escribió en 1566, y después 
los correctores del decreto de Graciano, en una nota 
al 0. 21. C. 2, Q. 9. La copia más completa que se 
conoce del Código, es la publicada en Basilea por 
Juan Sicardo en 1528, y se intitula de esta manera: 
Godicis Theodosianilibri X V I . Un códice manuscri-
to de antigüedad remotísima, que vió Juan Daniel 
Ritter, editor y anotador del Código Teodosiano, 
tenia una inscripción de escritura más moderna, que 
decia así; Origindlia legun, pero como le faltaban las 
primeras y las últimas hojas, no se sabe cuál seria 
su título primitivo. 
(1) Oreemos con Savigny que Aduris, llamada hoy Aire e» 
ia trascuña, no es el lugar donde Aniano autorizó el Código, 
«mo en el que se reunieron los jurisconsultos para formarlo. 
Est, juríd. , 4 
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El conmonitorio copiado arriba, ocupa en casi 
todos los manuscritos el principio del Código y el 
refrendo al fin. El Códice que poseia Sirmondo, otro 
que este mismo autor cita de la Biblioteca Real de 
París, y el de la misma Biblioteca consultado por 
Savigny, lo insertan de dicho modo. Pero Ritter 
dice que después de la palabra constringat del con-
monitorio, sigue el texto del Código y después de él 
las palabras anianus vir, etc. 
Ignóranse los nombres de los jurisconsultos que 
tomaron parte en la formación de esta obra: pero 
no es cierto, como se ha creido en otro tiempo, que 
fuese Aniano uno de los principales. Aniano, como 
ministro y gran rofrendatario del rey, fué quien 
cotejó y suscribió todos los ejemplares que se en-
viaron á los condes, dándoles así carácter oficial. 
Los que han supuesto á este funcionario colabora-
dor principal del Código, se fundan en las palabras 
de suscricion Anianus... hunc codicem... edidi, sin 
advertir que edere era el término sacramental em-
pleado en aquel tiempo para certificar las copias 
auténticas de cualquier rescripto. Tampoco se infie-
re del conmonitorio que Goyarico trabajase mate-
rialmente en la compilación de las leyes. Tal vez 
bajo su jurisdicción lo harían los jurisconsultos en-
cargados especialmente de la obra: ¿pero cómo habia 
de ser un godo capaz de más prolija tarea? La ins-
trucción jurídica que manifiestan los autores del 
Breviario no era propia en aquellos tiempos sino de 
jurisconsultos romanos. 
Mandó Alarico, según se ha visto, insertar este 
conmonitorio en todas las copias de su libro; y, sin 
embargo, la mayor parte de las que han llegado 
hasta nosotros carecen de ella, así como de la sus-
cricion de Aniano. ¿Cómo explicaremos esta falta? 
¿Acaso no son dichos manuscritos copias fieles del 
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Breviario? Esto no puede suponerse. El conmonito-
rio se conserva en un Códice antiquísimo de aquel 
Código que poseyó el famoso Ramoneto, presidente 
del Parlamento de París, y aunque no lo contenían 
los cuatro que tuvo á la vista Sicardo en su edición 
del Breviario hecha en 1528, lo copian otros mu-
chos, si bien las más veces abreviado y desfio-urado 
y el alemán Hanel, á quien cita Savigny, asegura 
liaberlo naiiado en veinticuatro manuscritos de 
aquel Código. La omisión, sin embargo, de los de-
más Códices puede explicarse por varias causas 
Como el conmonitorio y el refrendo eran las circuns-
tancias que daban carácter oficial á los ejemplares 
del Breviario, no lo necesitaban-sino aquellos que 
habían de estar en uso en los Tribunales: todos los 
demás que se sacaran para el servicio privado de 
ios particulares, no hablan menester aquellos requi 
sitos, y los copiantes para abreviar su trabaio hu-
bieron de omitirlo. El número de las copias Autén-
ticas debió ser mucho menor que el de las privadas-
luego no es extraño que de estas últimas se conser-
ven mas que de las primeras. Por otra parte, se nota 
que casi todos los Códices que omiten el conmonito-
rio traen su origen de Alemania y Francia, y fueron 
escritos en tiempo en que ya los reyes visigodos 
Habían perdido la mayor parte de síis dominios en 
este país, es decir, cuando ni el conmonitorio ni la 
suscncion daban fuerza ó autoridad alguna á las 
leyes contenidas en ellos. Un año después de pro-
mulgar su Código perdió Alarico el trono y la vida 
sm que sus sucesores vol vieran á recuperar nunca 
iasjrovincias de Francia que él había poseído, ex-
cepto la que l evó después el nombre de Languedoc. 
^e aquí debió resultar que el Breviario perdiera su 
autoridad, como obra del monarca godo, en una 
gran parte del territorio en que antes la tenia, aun-
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que todavía la conservasen sus leyes por el origen 
respetable de que emanaban. Siendo esto así, el 
conmonitorio y el refrendo habían caducado, y no 
es de extrañar por lo tanto que los desechasen los 
copiantes. 
Aparece del edicto que los compiladores recibie-
ron el encargo de corregir y enmendar las leyes de 
ios romanos y el derecho antiguo, esto es, que ha-
bían de sacar sus textos de dos fuentes distintas, á 
saber: las constituciones de los príncipes, que era lo 
que en aquel tiempo se entendía por leyes, y los 
escritos de ios jurisconsultos, que era á la sazón el 
derecho (jus). Por eso en el epígrafe que precede al 
conmonitorio se lee leges sive species JÜRIS, y en el 
conmonitorio mismo LEGUM romanarum et antiqui 
JÜRIS obscuristas: más adelante, mdla alia ¡ex ñeque 
JUKIS formula, y en la suscricion de Theodosiani 
LEQIBUS atque sentencüs JÜRIS. El desempeño de la 
obra concuerda exactamente con este encargo. En 
ella ocupan el primer lugar las leyes que sondas 
constituciones sacadas del Código Teodosiano y las 
Novelas de Teodosio, Valentiniano, Mayoriano, Mar-
ciano y Severo. Después siguen los escritos de los 
jurisconsultos, esto es, el jus antiquum, al cual per-
tenecen los fragmentos de la Instituta de Gayo, las 
sentencias de Paulo, los fragmentos del Código Gre-
goriano y el Hermogeniano, que eran, según dire-
mos luego, obras sin autoridad pública, y una sen-
tencia de Papiniano. 
Han disputado largamente los eruditos sobre si 
eran estas las únicas leyes y especies de derecho 
contenidas en el Breviario primitivo, ó bien si había 
algunas más que no aparecen en la mayor parte 
de las copias que han llegado hasta nosotros. Sa-
vigny ha sostenido que las materias indicadas eran 
las únicas que formaron el Breviario original, y el 
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orden en que las hemos apuntado, el seguido por 
los compiladores. Fúndase en que todos los manus-
critos que se conservan de épocas muy cercanas á 
la formación del Código, convienen exactamente en 
cuanto á su contenido, y no es de presumir que los 
copiantes se atreviesen á omitir una parte conside-
rable, cuando era ley vigente, aunque por negligen-
cia ú otras causas, suprimiesen algunos conceptos 
que creian repetidos ó mejor expresados en la inter-
pretación. Los cuatro manuscritos que sirvieron 
para la edición de Sicardo, presentan no pocas omi-
siones parciales; pero en cuanto al fondo y órden de 
las materias, concuerdan perfectamente. Esta mis-
ma conformidad se observa entre los índices ó ta-
blas de los títulos y materias de todos los Códices; y 
si se hubieran perdido algunos fragmentos, es im-
posible que dejaran de mencionarse en algunos de 
los dichos índices. 
Los que sostienen la opinión contraria, se fundan 
en que el comentario del Código Teodosiano se re-
mite algunas veces á textos que no se hallan en la 
colección, como sucede en la interpretación de una 
ley sobre dotes, que alude á un pasaje de Paulo que 
no se halla entre sus sentencias (1). No puede su-
ponerse que estas leyes estaban vigentes, aunque 
no se hallasen en el Breviario, porque el conmonito-
rio prohibió alegar ninguna no contenida en él: lue-
go faltan algunos fragmentos en los manuscritos 
que se conocen. Para contestar Savigny á este argu-
mento, supone que los diversos jurisconsultos que 
trabajaron en la redacción del Breviario, dividieron 
«ntre sí la tarea, tomándose cada uno la de exami-
nar y escoger una parte determinada de la obra, j 
que alguno hizo referencias á otros en lo que redac-
: !l) L- dote reddenda, tít. 13, lib. 3.o 
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taba antes de conocer el trabajo de los demás. La 
esplicacion es ingeniosa, pero no satisface completa-
mente, y así es, que el mismo Savigny se ha visto 
precisado á confesar, que por lo menos, es probable 
se baya perdido una parte del fragmento de Papi-
niano. En efecto, apenas se concibe que habiendo 
puesto á contribución á* este jurisconsulto, uno de 
los más famosos en aquellos tiempos, y de los que 
más libros ha escrito, no se tomara de todos ellos, 
sino una sentencia de tres líneas. Savigny hace va-
rias hipótesis para esplicar esta circunstancia, tal, 
por ejemplo, como la de que pudieron ser interrum-
pidos los compiladores antes de concluir su trabajo, 
ó la de que creyendo concluida su tarea, no inserta-
ron este fragmento, sino por respeto al nombre de 
Papiniano; pero estas explicaciones no son más sa-
tisfactorias que la anterior. Nosotros creemos, en 
vista de los argumentos referidos, que efectivamente 
no contribuyeron á la formación del Breviario más 
leyes que las del Teodosiano y las Novelas, ni más 
jurisconsultos que los citados; pero al mismo tiem-
po, nos parece probable que se haya perdido alguna 
parte de Jas materias sacadas de dichas fuentes. 
Esta pérdida, sin embargo, ha debido ser de poca 
monta, puesto que ni se nota por los índices, n i se 
advierte más que por un sólo pasaje de la interpre-
tación. 
En este supuesto, podemos considerar como casi 
completo el Código Alariciano que poseemos; y sien-
do la edición de Sicardo la más fiel de sus copias, 
según el parecer de todos los eruditos que han con-
sultado los originales, expondremos, con arreglo á 
ella, el órden y análisis de sus materias. El Código 
Teodosiano es el principio y base esencial del Bre-
viario. Eedactóse aquel Código, como es sabido, en 
el año de 438, de órden del emperador Teodosio 11» 
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por tina comisión de ocho jurisconsultos. E l objeto 
de su formación fué sacar del olvido las leyes de los 
emperadores, restituirlas á su texto genuino, pur-
gándolas de los errores con que las hablan viciado 
los copiantes, y abreviarlas en lo posible, reducién-
dolas á un sólo libro. Los jurisconsultos encargados 
de la obra, tomaron por norma el Código Gregoria-
no, el cual habia sido compuesto á su vez por el mé-
todo del cdipto perpetuo, y dividiéndolas en libros, 
títulos y leyes, recopilaron casi todas las constitu-
ciones de ios emperadores cristianos desde Constan-
tino hasta Teodosio. Pero no son los diez y seis l i -
bros completos del Código Teodosiano los que se 
hallan en el Breviario, sino algunos títulos de cada 
libro y una parte de las leyes de cada título. Así es, 
que del libro primero se hallan 29 leyes, cuando 
en el Código Teodosiano, según lo ha publicado Go-
dofredo, habia 37; del segundo, 82, teniendo, según 
la edición citada, 93; del tercero, 50; del cuarto, 39; 
del quinto, 23; del sexto, 2; del sétimo, 1; del octa-
vo, 20; del noveno, 72; del décimo, 16; del undéci-
mo, 29; del duodécimo, 11; del decimotercio, 3; del 
décimocuarto, 1; del décimoquinto, 4, y del décimo-
sesto, 13. Son pocos los títulos que comprenden más 
de dos ó tres leyes y frecuentes lo que contienen 
una sola. En el principio de cada título hay un epí-
grafe sobre la materia de que trata; en el de cada 
ley, el nombre de su autor y el del magistrado á 
quien fué dirigida, y al fin, la fecha de su promul-
gación. Como los compiladores se propusieron abre-
viar la suma de las leyes, sin alterar el sentido de 
los textos, reprodujeron fielmente en esta parte las 
constituciones que insertaron, como puede verse, 
confrontándolas con el Código Teodosiano. Y lleva-
ron hasta tal punto su escrupulosidad, que por no 
mutilar ninguna ley, insertaron completas algunas, 
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de las cuales sólo estaba vigente una parte, advir-
tiéndolo así en la interpretación (1). 
Alguna vez, sin embargo, faltaron á este sistema, 
abreviando la ley, ó suprimiendo parte de ella, como 
se observa confrontando la que empieza: adulterii 
acusatione, según el texto del Breviario, con la cita 
de la misma ley en la Gollatio hgum llomanarum et 
Mosaicarum, t. V, § 3.°, y como lo advierte la inter-
pretación de la ley Ohristianorum ad aras, diciendo 
que se emite la párte que trata de ios maniqueos, 
por hallarse mejor tratado este punto en las Nove-
las. Pero estas excepciones de la regla general son 
rarísimas, y se explican por la circunstancia de ha-
ber sido varios los jurisconsultos que contribuyeron 
á la formación de la obra. 
Siguen luego once leyes nuevas, ó Novelas del 
emperador Teodosio, distribuidas en diez títulos, 
cada uno con su epígrafe correspondiente, sobre di-
versos puntos de derecho administrativo, civil y pe-
nal. Después se insertan doce Novelas del empera-
dor Valentiniano, divididas en otros tantos títulos, 
bajóla misma forma que las anteriores, tratando 
también de materias inconexas. En seguida cinco 
Novelas de Marciano, dos de Mayoriano y una de 
Severo Augusto, todas dispuestas bajo el mismo 
método que llevamos dicho. Estas nuevas leyes 
fueron promulgadas después del Código Teodosiano, 
esto es, desde 438 hasta 465, en que murió el em-
perador Severo, en cuyo tiempo, España y Francia 
dejaron de obedecer á los emperadores romanos, y 
Eurico dió á una y otra su Código de leyes. Y como 
(1) Así dice la interpretación de la ley Si quis agere, títu-
lo 4.o, lib. 4o <Extrema pars legis istias ileo non habetar 
scripta (en la interpretación) vel expósita quia Novella lege 
calcatur.» 
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las Novelas de Mayoriano y Severo son las cons-
tituciones más modernas que se encuentran en el 
Breviario, creemos que las leyes de los emperadores 
siguieron viniendo á España hasta algunos años 
después de mediado el siglo v, en cuya época per-
dió Roma sus dominios en la Península, dividién-
dose ésta entre los godos, los vándalos y los suevos. 
Pero no se crea que las Novelas recopiladas por 
Alarico en su Código, son todas las que promulga-
ron los emperadores desde la publicación del Teo-
dosiano hasta el reinado de Severo. Los autores del 
Breviario hicieron con las leyes nuevas lo mismo 
que con la obra de Teodosio; esto es, entresacar 
aquellas disposiciones que á su juicio debian con-
servarse en práctica, desechando todas las que no 
Ies parecieron convenientes; y no sabemos si para 
desgracia ó fortuna de los españoles, del cúmulo in-
menso de leyes publicadas en aquel tiempo, fueron 
poquísimas las que merecieron los honores de la in-
serción en el nuevo Código. 
Después de las Novelas insertó Alarico en su Có-
digo los primeros libros de la Instituta de Gayo, ju-
risconsulto que floreció á fines del siglo I I de la era 
cristiana, y cuya fama ha llegado hasta nosotros 
por los fragmentos de las obras que incluyó Tribo-
niano en el Digesto. Trata el primero de estos libros 
del estado civil de las personas, y el segundo do las 
cosas; pero no se insertaron completos, como puede 
observarse comparándolos con las instituciones de 
dicho jurisconsulto, encontradas pocos años hace en 
ia biblioteca de Verona, y publicadas ya en España. 
Es digno de notarse que el jurisconsulto encargado 
de recopilar este fragmento, siguió un sistema dis-
tinto del de sus colaboradores; pues en lugar de re-
producir fielmente el texto, explicándolo ó modifi-
cándolo después con la interpretación, Juzgó prefe-
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rible alterar el texto mismo, insertando en él sus 
propias sentencias, ó mutilándolo cuando lo juzgaba 
conveniente. Por eso es este el único fragmento que 
carece de comentario al pié. 
Vienen en seguida los cinco libros de las senten-
cias recibidas de Julio Paulo, jurisconsulto no mé-
nos famoso que el anterior, cuyos escritos ilustraron 
la ciencia del derecho en la primera mitad del si-
glo m . Escribió Paulo esta obra para la instrucción 
de su hijo; y tal fué el crédito que adquirió con el 
tiempo, que tuvo fuerza obligatoria en todos los tri-
bunales del imperio romano, y Triboniano incluyó 
una parte considerable de ella en el Digesto. Los 
compiladores del Breviario la aprovecharon casi 
toda; de modo que este fragmento y los del Código 
Teodosiano componen la mayor parte de dicho l i -
bro. Hemos confrontado la edición comentada que 
hizo Cuyacio de las sentencias de Paulo con la del 
Breviario de Aniano, y si se exceptúan algunas^ 
muy pocas, de dichas sentencias, que no se hallan 
en este Código, y sí en el jurisconsulto francés, con-
cuerdan en todo lo demás, así en la redacción como 
en el órden en que están dispuestas las materias. 
Las sentencias de Paulo son disposiciones breves 
del derecho romano, escritas con admirable preci-
sión, sobre casi todas las materias del derecho civil 
y penal. 
Tomaron también los redactores del Breviario va-
rios fragmentos de cinco libros del Código Grego-
riano, obra privada de un jurisconsulto del siglo iv, 
que no tuvo nunca como tal Código, autoridad en 
los Tribunales, aunque no careciesen de ella las le-
yes que contenia por emanar de los emperadores. 
Todo lo que se conoce de este libro es la parte que 
se halla en el Breviario; y esta se reduce á una ley 
del libro I , promulgada por el emperador Gregoria-
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no; cuatro del segundo, distribuidas en tres títulos,, 
y que se atribuyen á los emperadores Valeriano, F i -
lipo, Galieno y Alejandro; once leyes del tercer l i -
bro, divididas en cinco títulos, en los cuales se leen 
los nombres de Diocleciano, Constantino, Gordiano, 
Maxiraiano y Valeriano; cinco leyes del tercero j 
una del dócimotercio, atribuidas también á varios 
de los dichos emperadores. Nada más se sabe del 
Código de Gregorio ó de Gregoriano, que debió te-
ner en su tiempo alguna importancia; pues de los 
fragmentos que han llegado hasta nosotros, se in-
fiere que hubo de ser una obra de legislación bas-
tante completa. Sin embargo, tanta ha sido su des-
dicha, que ni Triboniano incluyó en el Digesto nin-
gún fragmento de ella, ni se sabe el nombre de su 
autor á punto fijo. 
Después de este fragmento siguen en el Breviario 
dos leyes del Código Hermogeniano. Esta obra se 
debió, como la anterior, al estudio privado de un 
jurisconsulto, y no tuvo tampoco más autoridad en 
los Tribunales que la particular que correspondiese 
á cada una de las leyes que contenia. Su autor fué 
sin duda el jurisconsulto Hermogeniano, que flore-
ció probablemente á fines del siglo n ó principios 
del tercero. Hállanse en el Digesto algunos frag-
mentos de este jurisconsulto, pero de otras obras 
que escribió y no de su Código. 
Últimamente, concluye el Breviario con una sen-
tencia de Papiniano, jurisconsulto del siglo m , cu-
yos escritos contribuyeron en gran manera á la 
obra del Digesto. Es esta sentencia breve y concisa 
el único fragmento que se halla en nuestro Código 
de aquel jurisconsulto famoso. Con ella se cierra la 
obra, sin más nota,'firma ni fecha, según la edición 
de Sicardo; pero en otros manuscritos hay una nota 
que dice así: Explicit líber jurüicus es diversorum 
44 BIBLIOTECA JUDICIAL. 
sententüs élucidatus, y en los otros códices citados an-
teriormente, se halla en este lugar el refrendo y sus-
cricion de Aniano. 
Pero todos los fragmentos del derecho romano 
que hemos citado no componen sino la mitad de 
nuestro Código. Acompaña á ellos la interpretación, 
que según dijo Alarico en su conmonitorio, habla 
mandado escribir á los compiladores, dándole igual 
autoridad que á las leyes. No puede dudarse de que 
esta interpretación sea la misma á que se refirió 
Alarico, porque así se deduce de varios lugares de 
ella. Citaremos entre otros el que está al pié de la 
ley Teodosiana, que da fuerza obligatoria á los es-
critos de varios jurisconsultos. Dicen así los intér-
pretes: «Hemos' elegido de los Códigos Hermoge-
niano y Gregoriano, y de los escritos de Gayo, Pa-
piniano y Paulo, todo lo que es necesario para deci-
dir las causas en los tiempos presentes.» No puede 
decirse de un modo más expreso que eran unos 
mismos los compiladores y los intérpretes. 
Esta interpretación tenia la misma autoridad que 
el texto interpretado, porque además de ser auténti-
ca se la habla dado expresamente el monarca visi-
godo en su conmonitorio. Quihus ómnibus enudeaüs, 
dice este documento, ea qrm excerpla sunt, vel cla-
fiori iulerpretationecomposita... y más adelante, jux-
ta cjus seriom universa causarum sopiatur intentio. 
De modo que la interpretación.hacia parte integran-
te del Código. Como hecha para aclarar ó explicar 
las disposiciones de sus leyes, antes debia estarse en 
caso de duda á ella que al texto. Si alguna vez no 
habia conformidad entre arabos, la decisión de los 
intérpretes debia ser preferida á la voluntad de los 
legisladores. Las leyes insertas en el Breviario de-
cían lo que la interpretación declaraba, y así no ha-
bla que cansarse en estudiarlas para penetrar su 
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sentido ó la intención de sus autores. Los jueces 
para sentenciar los pleitos debían acudir antes á la 
interpretación, y solamente en el caso de que esta 
fuese muda, tenian necesidad de consultar el texto 
de la ley romana (1). 
La forma ordinaria de la interpretación es esta. 
En seguida de cada constitución ó sentencia de 
derecho escriben los compiladores interpretatio y 
debajo un párrafo, en el cual, salvas las ocasiones 
en que se altera ó modifica el sentido del texto, su-
primiendo los fundamentos que suelen servir de 
introducción á las leyes y particularmente á las No-
velas, se repite, parafrasea y explica en estilo vulgar 
la disposición que precede. Por lo común es más 
breve la interpretación que la ley, excepto cuando 
explica los términos legales usados en esta, como 
sucede en lo que tratando de la validez de las dona-
cienes y de las que se hacen por causa de muerte 
entre vivos y bajo condición, ios intérpretes explican 
con este motivo lo que son tales donaciones, y los 
casos en que tienen "ó no fuerza las cláusulas condi-
ciouales (2). Pero de esto hay pocos ejemplos, por-
que lo mas frecuente es que la interpretación con-
tenga en frases breves y palabras precisas la misma 
doctrina de la ley precedente, empezando algunas 
en estos términos: IUEC ¡ex dicit ó hcec lex prmcipit 
Muchas veces juzgando los compiladores que la ley 
era suficientemente clara, no la interpretaron y pu-
sieron á continuación de ella esta nota: hmc lex in~ 
vrSl FueT tan célebres las interpretaciones en la Edad 
Media que algunos copiantes del mismo tiempo omitieron en 
el Breviario las leyes á que se referían, insertando únicamen 
te su inscripción y su fecha. 
InP LeX JDonatio sive Mreeta, tít. 5.o, lib. 8.0, Cód. Theod., 
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terpretatione non eget Aunque en verdad no siempre 
tuvieron razón. 
Cúmplenos examinar ahora el pensamiento, espí-
ritu y tendencia que presidieron á la redacción del 
Breviario. 
Hemos visto en el artículo último el estado en que 
se hallaba el derecho romano en España después de 
la introducción del cristianismo. Los godos lo encon-
traron en lucha con el espíritu aristocrático, pagano 
y rigorista del derecho antiguo: lo hallaron además 
viciado en la práctica por la confusión de sus doc-
trinas, el cúmulo inmenso de sus orígenes y la difi-
cultad que para saberlo y hacerlo observar encon-
traban los nuevos magistrados. En-este supuesto 
pudo Alarico seguir uno de estos tres caminos: hacer 
una nueva recopilación contraria á la tendencia del 
derecho moderno y favorable á la del antiguo: ha-
cerla introduciendo en ella el elemento germánico 
mezclado con el romano, y redactarla en el mismo 
sentido de la nueva influencia cristiana que ya pre-
dominaba en el derecho. 
E l primero de estos sistemas, ni cabia en la cabe-
za de un godo, ni se acomodaba con las necesidades 
de la civilización. La sociedad romana habia des-
echado el culto pagano, los emperadores habían aca-
bado con la aristocracia, y la filosofía y el cristianis-
mo, habían desacreditado las fórmulas y el rigoris-
mo de la antigua jurisprudencia. Los godos eran 
completamente extraños á las tradiciones que ha-
bían mantenido largos siglos este carácter en el de-
recho. No habia, pues, motivo alguno para, que este 
retrocediera de su estado bajo el cristianismo al que 
tenia en tiempos de la república. 
E l segundo de los sistemas enunciados, fué sin 
duda el que siguió Eurico al escribir su Código, y ya 
hemos visto cómo sucumbió y los motivos que hubo 
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para que los españoles lo desecharan. Proponiéndose 
Alarico hacer un Código para estos únicamente y 
amaestrado con la experiencia de su antecesor, ha-
bría sido absurdo seguir el mismo camino. Por eso 
el Breviario fué un verdadero cuerpo de derecho ro-
mano, en cuya composición no ejerció apenas influ-
jo alguno el derecho gérmanico. Cuya ció, escribiendo 
á Franconeto, presidente del Parlamento de París, 
sospechaba que Alarico hubiese impuesto á los ro-
manos bajo la forma de interpretaciones de su anti-
guo derecho, la misma jurisprudencia gótica, cor-
rompiendo y viciando para ello la doctrina de la 
legislación romana. 
Pero esta sospecha carecía de fundamento. Ver-
dad es que algunas veces, según diremos más ade-
lante, modificaron los intérpretes el sentido de los 
textos, pero^ estas modificaciones ó no eran esencia-
les ó se hacían en el espíritu del nuevo derecho ro-
mano. El único rastro algo visible del derecho ger-
mánico que hallamos en todo el Código, es una 
interpretación sobre los homicidas que se refugian 
á las iglesias, y otra sobre los dias feriados. Es no-
tabilísima la primera, porque los romanos no admi-
tían la composición como pena, y, sin embargo, en 
medio de un Código de leyes romanas se halla esta, 
que es eminentemente bárbara. Entre los germanos 
cada hombre tenia su precio, cada daño su estima-
ción, y aunque los godos fueron muy tolerantes con 
los vencidos, no quisieron llevar su tolerancia hasta, 
el punto de absolverlos de pagar el precio del homi-
cidio. Por eso después de una Novela de Valentinia-
no que trata del homicidio voluntario y de su inter-
pretación, añaden los compiladores otra interpreta-
ción, que dice así: «Acerca del precio del hombre 
muerto debe aguardarse la voluntad del soberano; 
y porque sobre esto nada dispuso la ley romana, 
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mandó nuestro señor Teodorico, rey de los francos, 
que si un ingénuo mata á otro y se acoge á la igle-
sia, quede esclavo de los parientes del muerto, y 
pierda todos sus bienes, la mitad en favor de los 
mismos parientes y la otra mitad para sus here-
deros. El que tomando asilo en la iglesia se defen-
diere con armas, será tratado como dispone la ley 
Teodosiana, lib. 9.°... Si un ingénuo mata á un 
siervo y toma asilo, pagará según fueren las cir-
cunstancias del muerto, esto es, si es cómico ó pla-
tero, 100 sueldos; si sirve á la mesa, 60; si es herre-
ro, 50; si carpintero, 40, y si trabajador del campo, 
pastor ó tiene otro oficio, 30. El homicida volunta-
rio hallado fuera de la iglesia debe ser condenado, 
ora sea ingénuo ó siervo, y siendo esto último, si 
toma asilo, indultada la vida por aquel á quien él 
mismo mata.» (Aquí faltan también algunas pala-
bras, por lo cual no es bastante claro el sentido de 
esta última frase.) Este mismo texto se halla copia-
do exactamente en el Papiano, colección de leyes 
que dieron los borgoñeses á sus súbditos romanos 
entre 517 y 534, y con algunas variantes en la ley 
borgoñona dada en 517 á la nación del mismo nom-
bre. Como uno y otro Código son posteriores al Bre-
viario y tomaron de él una gran parte de sus doc-
trinas, es probable que la citada sobre el homicidio 
se sacara ele la misma fuente. ¿Pero no es también 
posible que fuese intercalada por los copiantes del 
Breviario muchos años después de su promulga-
ción, tomándola de la ley borgoñona ó del Papiano? 
Esta duda es irresoluble. 
La interpretación citada arriba sobre los dias fe-
riados, revela también de una manera indudable 
el influjo de las costumbres góticas. El Código Teo-
dosiano ordenaba que hubiese en cada año dos me-
ses de vacación en los tribunales, uno en verano y 
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otro en otoño. Los intérpretes fijaron los días en 
que debían empezar dichas vacaciones, añadiendo 
que el príncipe podia variarlos según su voluntad y 
las circunstancias de cada provincia. Tal era en 
efecto lo costumbre entre los godos, pues Recesvinto 
en la ley del For. Jud. que determinaba, celebrar las 
vacaciones de verano desde el xv de las kalendas 
de Agosto hasta igual fecha de las de Setiembre, 
dispuso que en la provincia de Cartagena se antici-
pasen dichas ferias, celebrándolas desde el xv de 
las kalendas de Julio hasta el mismo dia de las de 
Agosto. 
Pero lo cierto es que estas pequeñas diferencias 
no bastan para asegurar que Alarico pretendiera 
corromper en su interpretación el sentido de los 
textos, ni menos imponer á los romanos el derecho 
germánico. Era el Breviario una ley romana en toda 
la extensión de la palabra, con la circunstancia de 
conocerse en algunos de sus pasajes que habia sido 
recopilada de órden de un monarca visigodo y para 
un pueblo que no vivia ya bajo la dominación de 
Roma. 
No quedaba, pues, más sistema acertado y posi-
ble, que el de redactar el nuevo Código bajo los aus-
picios de la nueva influencia cristiana que domina-
ba ya en el derecho desde mucho tiempo antes, si-
guiendo el impulso que le habían dado Constantino 
y sus sucesores. Ya hemos visto lo que era el dere-
cho romano en su tercera época: pues bien; conser-
vándolo del mismo modo, y despojándolo aún más 
de los vestigios del jus quirüarium, era como única-
mente podía ser aceptable para las nuevas socieda-
des cristianas. Alarico lo comprendió así; del mismo 
modo lo entendieron los jurisconsultos á quienes 
encomendó su obra, y en su consecuencia, el Bre-
vianum, sin añadir nada al derecho romano por los 
Est. jurícl. \ 
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fragmentos que de él contenia, y por los que des-
echó, fué una verdadera reforma de aquel derecho 
con la misma tendencia de las que antes habian aco-
metido los emperadores cristianos. E l pensamiento 
que dominó, pues, en la formación de este Código, 
fué: 1.° Despojar el derecho de los vestigios que aun 
todavía conservaba del carácter pagano, aristocráti-
co y rigorista de la jurisprudencia antigua. 2.° Re-
ducirlo en cuanto era posible á las doctrinas y pre-
ceptos que lo habian reformado y alterado bajo el 
influjo de la religión cristiana. 3.° Acomodarlo á la 
situación creada por la caida del imperio romano y 
la conquista de los bárbaros. 4.o Ponerlo al alcance 
de los nuevos jueces que tenian el encargo de apli-
carlo y de hacerlo observar, y no habian adquirido, 
sin embargo, la instrucción necesaria para ello. Es-
tas cuatro proposiciones quedarán demostradas ana-
lizando las principales materias contenidas en el 
Breviario, comparándolas con las desechadas por los 
compiladores, y examinando el espíritu y carácter 
general de la interpretación. 
E l derecho nuevo estaba contenido todo en el Có-
digo Teodosiano y las Novelas de los emperadores: 
el derecho antiguo en los escritos de los antiguos 
jurisconsultos. Por lo cual, si se quería que en el 
Breviario predominara el derecho nuevo sobre el 
antiguo, era necesario tomar mucho de aquel y muy 
poco de éste. 
Así lo hicieron, en efecto, los compiladores; la 
base y principio del Breviario es el Código Teodo-
siano y las Novelas: las sentencias de Paulo, la ins-
tituta de Gayo y demás materiales que lo compo-
nen, no son más que su complemento. Diez y seis 
libros comprendía el Código Teodosiano, y de todos 
ellos hay fragmentos en el Breviario, al paso que de 
Gayo no contiene más que dos libros mutiladísimos, 
ESTUDIOS JÜKÍDICOS. 51 
4el Gregoriano cinco leyes, y de Papiniano una sola 
sentencia, omitiendo al mismo tiempo sacar mate-
riales del cúmulo inmenso de libros de jurispruden^ 
cia que existian á la sazón, la mayor parte de loa 
cuales tenian autoridad. De Paulo, que era el juris-
consulto más moderno, contiene el tratado íntegro 
de sus sentencias: de Cayo y Hermogeniano que flo-
recieron en el siglo ir, fragmentos más escasos. Así 
es, que del elemento antiguo, poco ó nada quedó 
en el Breviario, al paso que el nuevo elemento tuvo 
cabida en él cumplidamente. 
Los emperadores cristianos hablan declarado in-
disoluble el matrimonio con muy raras escepciones, 
y como asunto de libre elección entre los cónyuges. 
Gayo todavía hablaba como de estar en uso en 
su tiempo el matrimonio por confarreacion y poi 
coempcion: distingnia en tres las nupcias y el connu-
Mum: decía que era lícito el matrimonio con la hija 
del hermano, y sostenía otras doctrinas del derecho 
antiguo. Pero los compiladores suprimieron toda la 
parte de su instituta que trataba del matrimonio, y 
tomaron las leyes del Código Teodosiano, que lo de-
claraban indisoluble, excepto en tres casos que refe-
rimos en el anterior artículo: las que lo prohibían 
entre parientes dentro del cuarto grado, entre per-
sonas de distinta religión, y entre bárbaros y roma-
nos; las que declaraban nulos los esponsales con-
traidos por coacción, y las que prohibían solicitar 
<1 el príncipe que mandara casarse á alguno con per-
sona determinada. Una sola sentencia tomaron de 
Papiniano, y era contraria al espíritu del derecho 
antiguo, á saber: que las donaciones entre marido 
J mujer se constituyen, no sólo por las palabras, 
smo por la voluntad. 
En los libros de los jurisconsultos se leian aún 
doctrinas favorables á la antigua patria potestad;, 
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pero Alarico, desechándolas, escogió las leyes impe-
riales más contrarias á ella. En su consecuencia, se 
declaró nula la venta que hiciera el padre de su 
hijo; se concedió á los hijos naturales la facultad de 
heredar la dozava parte del caudal del padre, con-
curriendo con hijos legítimos; se permitió á los hijos 
que hablan sido vendidos por sus padres en la in-
fancia, reclamar su libertad cuando llegaran á la 
mayor edad; se limitó considerablemente esta facul-
tad de los padres para vender á sus hijos, y se to-
maron otras providencias favorables á estos. 
También subsistía aún en el derecho romano la 
antigua diferencia entre los libertinos, segun da 
cual, unos eran dediticios, otros latinos junianos y 
otros ciudadanos. Asimismo se conservaban muchas 
restricciones de la manumisión Pero los autores del 
Breviario, siguiendo el espíritu del cristianismo, 
contrario á la esclavitud, adoptaron todas las leyes 
hechas con esta misma tendencia, y recopilaron las 
que permitían la manumisión en las iglesias; la que 
declaró que no debia ponerse en cuestión el estado 
de aquel que hasta los diez y seis años habia sido 
tenido por libre; la que previno que los libertos 
ingratos para con sus patronos no volviesen á la 
esclavitud de los herederos de estos, y la que prohi-
bió á. los judíos tener á su servicio siervos cris-
tianos. 
Con las conquistas del imperio se habia creado 
una nueva especie de servidumbre, en la cual vino 
á convertirse al cabo de algunos siglos la antigua 
esclavitud. Hablamos de los colonos de las tierras, 
los cuales seguían siempre la suerte del campo que 
cultivaban, y con el cual se enagenaban haciendo 
parte de su valor. Los hijos de los colonos pertene-
cían también al señor de la tierra que trabajaba su 
padre, con la diferencia respecto á los esclavos, de* 
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.que si los padres de este hijo pertenecian á señores 
.distintos, el señor del padre tenia los dos tercios de 
su propiedad y el de la madre el tercio restante. 
Eran además los colonos objeto de prescripción, y 
la mujer libre que se casaba con alguno de ellos, se 
hacia de su condición. Esta institución, que por una 
parte era conforme con las antiguas costumbres 
germánicas, y por otra fué la transición de la escla-
vitud á la libertad de los hombres, no podía menos 
de ser favorecida por un legislador germano, y que 
pretendía continuar en el derecho el movimiento de 
progreso á que hablan dado impulso los emperado-
res cristianos. 
En los libros de los jurisconsultos y aun en los 
edictos de los emperadores, se conservaban muchos 
vestigios de la testamentifaccion antigua. Hallábase 
•en ellos el remedio de la honorum possessio para 
favorecer álos hijos contraías injusticias de la ley, 
el rigorismo supersticioso de. la unidad de contexto 
y de otras formalidades de que hablamos en el ca-
pítulo precedente. Los compiladores del Breviario, 
prescindiendo de todas las fórmulas, insertaron la 
ley Teodosiana que abolla la honorum possessio, de-
clarando que el padre heredaba á su hijo, así como 
el hijo á su padre; la que declaró que la unidad de 
contesto en los testamentos, no habia de entenderse 
tan rigorosamente como la comprendían los anti-
guos; la que abolía la antigua costumbre de dejar 
alguna manda á los emperadores en todos los tes-
tamentos; la que permitía testar en favor de la 
iglesia á las personas dedicadas á ella, y otras leyes 
y prácticas jurídicas dictadas por el mismo espíritu. 
El mismo sistema siguió el Breviario respecto á las 
sucesiones intestadas. También se hallaban en los 
libros de los jurisconsultos vestigios numerosos de la 
antigua sucesión de los agnados; pero los compilado-
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res los desecharon casi todos, admitiendo únicamente 
el sistema de sucesión de los emperadores cristianos. 
La madre, por consiguiente, heredó á sus hijos en 
el tercio, aunque no tuviese jus Uherorum-, á la hija 
emancipada sus hijos; á los abuelos, sus hijos y nie 
tos, hijos de hija difunta, perdiendo estos el tercio 
en favor de sus abuelos y tios carnales; los cónyu« 
ges entre sí no teniendo hijos; la iglesia al clérigo; 
al militar el regimiento, y por falta de todos el fisco. 
Los compiladores tomaron del derecho antiguo 
las obligaciones verbales, pero introduciendo en los 
contratos el principio de la equidad y la buena fé, y 
admitiendo como fuente de obligación la voluntad 
manifiesta de obligarse. E n su consecuencia recopi-
laron la ley que daba fuerza á los pactos; la que li-
braba de toda responsabilidad al deudor que hacia 
cesión de sus bienes, cuando habia perdido parte de 
su hacienda por una desgracia involuntaria: la que 
declaró nulos los contratos que validos de su poder 
arrancáran á los provinciales las personas que com-
ponian la comitiva de los gobernadores; la que con-
sideró la buena fé como el único principio regula-
dor de la accesión y otras leyes promulgadas con el 
mismo fin. 
Del enjuiciamiento antiguo nada tomaron los 
autores del Breviario. E l IV libro de la Instituta de 
Gayo destinado á esta materia, no figura para nada 
ni aun mutilado, en aquel Código, y en cambio las 
disposiciones del Código Teodosiano, son las que 
contribuyeron casi exclusivamente á formar esta 
parte de la obra. Según el derecho antiguo toda 
causa necesitaba un acusador: toda acción una fór-
mula y la pena solia ser trasmisible á los sucesores 
del delincuente. E l Breviario, siguiendo las constitu-
ciones de los emperadores, mandó que los jueces 
aseguraran al criminal aunque no se presentast 
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acusador: que las causas de las iglesias, de los me-
nores, de los desvalidos y las de posesión, no se su-
jetasen á fórmulas: que las penas no alcanzasen 
sino á los reos: que no se trasladáran á los podero-
sos las acciones que se hubieran de ejercitar contra 
los desvalidos: que no se creyese al reo que acusára 
á otro en el tormento: que los domingos saliesen 
los presos de las cárceles á recibir los consuelos de 
los cristianos: que en Páscua se diese libertad á los 
presos por causas leves: que se concediese el privile-
gio del asilo á los delincuentes que se refugiaban á 
las iglesias: que los sacerdotes no fuesen puestos á 
tormento: que los obispos no fuesen acusados ante 
los jueces legos, y otras disposiciones que revelan 
como esta la influencia benéfica del cristianismo 
sobre la legislación. 
La organización judicial sufrió las modificaciones 
consiguientes á la nueva organización política, in-
troducida por la conquista. Sin embargo, se conser-
varon aquellas instituciones del derecho romano, que 
eran más favorables á la igualdad cristiana y á la 
protección de los débiles contra los poderosos. En su 
consecuencia se conservaron aquellas instituciones 
del derecho romano, que eran más favorables á la 
igualdad cristiana y á la protección de los débiles 
contra los poderosos. En su consecuencia se conser-
varon los defensores civitatis, elegidos popularmente 
con el encargo de defender los intereses de la locali-
dad contra las invasiones de la fuerza y sentenciar 
los delitos leves. Asimismo se conservó la ley que 
mandaba residenciar á los jueces concluido el tiem-
po de su judicatura; y la que ordenó que estos 
mismos funcionarios se acompañaran de cinco hom-
bres buenos para conocer de las causas qriminales. 
Todas las leyes que hemos citado pertenecen, 
como se vé, á la nueva era en que entró el derecho 
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romano desde la aparición del cristianismo. En tiem-
po de Alarico tenian autoridad, como puede verse 
en una ley Teodosiana, los escritos de Ulpiano, Mo-
destino, Papiniano y otros jurisconsultos pertene-
cientes al segundo período de la historia del derecho. 
Sin embargo, los redactores del Breviario no tomaron 
de estas obras, sino lo que estaba en armonía con las 
constituciones imperiales; luego se propusieron des-
pojar el derecho de los vestigios de la jurispruden-
cia antigua, reduciéndolo á los preceptos y doctrinas 
que lo hablan reformado bajo el influjo de la religión 
cristiana. 
La misma tendencia se observa en la interpreta-
ción del texto, en la cual se altera á veces en parte 
la disposición de la ley por seguir el espíritu de equi-
dad contra el rigorista. Así sucede en la ya citada 
antes sobre la autoridad de los libros de los juriscon-
sultos: dice el texto que en adelante tendrían auto-
ridad legal los jurisconsultos Gayo, Papiniano, Pau-
lo, Ulpiano, Scevola, Sabino, Juliano y Marcelo; y 
como esto era incompatible con el propósito de des-
pojar al derecho de los vestigios de la jurispruden-
cia antigua que se hallaban en abundancia en las 
obras de aquellos jurisconsultos, los intérpretes de-
clararon que no tendrían autoridad, sino los frag-
nentos de Gayo, Paulo, Hermogeniano, Gregorio y 
Papiniano, recopilados en el Breviario. A la ley que 
llama á la sucesión de las mujeres á los nietos naci-
dos de la hija emancipada, añaden los intérpretes 
que este derecho es extenso á los nietos nacidos de 
hijo emancipado (1) dando en ello un testimonio de 
que la antigua* diferencia entre agnados y cognados 
era en su juicio vana y estéril. La ley que concedía 
ai patrono la herencia del liberto, cuya condición 
(1) L . Ubi aviarum, tít. I , libro 5, Int. 
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padecía menoscabo, se aplicó, según la interpreta-
ción, únicamente á aquellos libertos que sufriesen 
este perjuicio por culpa propia, esto es, por ingrati-
tud (1): lo cual fué un nuevo y no despreciable favor 
á la libertad, á costa de Ips derechos de los señores. 
Pero la conquista produjo también mudanzas ma-
teriales en el país; con ella cambió la forma del go-
bierno, la Administración pública, la organización 
de los Tribunales, y era preciso acomodar á estas 
variaciones el derecho civil. Ya no habia procónsu-
les, ni conventos jurídicos; las curias no se conser-
varon sino con modificaciones considerables; el Se-
nado no daba ya decretos; los juicios públicos ha-
bían dejado de estar en práctica, y por consiguiente 
las leyes que hablan sido escritas en el supuesto de 
existir todas estas instituciones, necesitaban modifi-
carse. Para obviar este inconveniente los redactores 
del Breviario suprimieron aquellas leyes que teman 
relación más inmediata con la organización judicial 
y administrativa del imperio romano, y así es que 
desecharon el libro I V de Gayo que trataba de las 
•acciones, y la mayor parte de las leyes del Código 
Teodosiano, relativas al derecho público. Con el mis-
mo objeto alteraron en la interpretación el sentido 
de algunas leyes, modificaron otras, y muchas las 
explicaron, prescindiendo de las doctrinas que evi-
dentemente las hablan servido de fundamento. Así 
•es, que una ley hecha para Constantinopla manda-
ba que los testamentos cerrados se abriesen ante 
los oficiales del censo; pero como en tiempo de Ala-
rico no existían ya semejantes funcionarios, los in-
térpretes del Breviario concedieron aquella autori-
dad á la curia respectiva de cada pueblo (2). Los 
(1) L . Si quis dignitate, tít. 22, lib. 2 » Int. 
(2) L . Testamenta omnium, tít. 4 o, lib. 4.o Int. 
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jefes superiores del Real patrimonio, solían en aquel 
tiempo proteger á los agentes del fisco que delin-
quian; y por eso á la ley que mandaba á los jueces 
castigar con graves penas á estos funcionarios cuan-
do abusaban de su autoridad, añadieron los intér-
pretes que lo hicieran así, aunque pretendieran im-
pedírselo los administradores principales del Real 
patrimonio (1). Según la antigua organización ro-
mana, los Gobernadores de las provincias no cono-
cían sino de las causas graves, porque las leves las 
sentenciaban otros magistrados inferiores; pero 
como estos hablan desaparecido de la nueva orga-
nización judicial, dispusieron los intérpretes que en 
las causas menores entendieran los asertores y lo» 
defensores de las ciudades (2). Así se explica tam-
bién la diferencia que se halla entre el texto de la 
ley que señala los dias feriados y su interpretación. 
Aquel se hizo cuando el imperio celebraba las ka-
lendas de Enero, los aniversarios de las fundaciones 
de Roma y Constantinopla y los cumpleaños de los 
emperadores; esta cuando, según costumbre intro-
ducida por los godos, los reyes fijaban con arreglo 
á las circunstancias de cada provincia los dos meses 
de vacaciones, destinados á recoger la cosecha, cuan-
do los preceptos de la Iglesia exigían la santificación 
del domingo y otras fiestas, y cuando debían cele-
brarse asimismo los natalicios de los reyes y los ani-
versarios de la fundación de la monarquía. Por eso 
esta interpretación concuerda ménos que otras con 
su ley respectiva, y es una de las pocas en que se 
nota clarísimamente el influjo de las costumbres 
germánicas (3). Dispone una ley del Código Teodo-
(1) Judices provindarum, tít. l.o, lib 2 ° Int. 
(2) L . Causas plurimi, tít. 1.°, lib. 2.o Int. 
(3) L . Omnes dies, tít. 8.o, lib. 2.o Int. 
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siano, que el que tome parte en las depredaciones 
de los bárbaros contra los romanos, sea quemado 
vivo. Pero cuando esta ley se insertó en el Brevia-
rio, no eran ya los bárbaros los que se entregaban 
al pillaje contra los romanos, ni estos los que hacian 
leyes contra los bárbaros; estos eran los vencedores 
y aquellos los vencidos; por lo que los intérpretes 
tradujeron la dicha ley en la forma siguiente: «el 
que ayude á los enemigos en sus devastaciones será 
condenado á la hoguera (1).» 
Pero como una de las mayores dificultades que 
tenia la aplicación del derecho romano, era hacerlo 
comprender á los Gobernadores godos, gente ruda 
en letras, y poco á propósito para comprender una 
ciencia complicada, Alarico se propuso también sim-
plificarlo, á fin de ponerlo á su alcance. La interpre-
tación llenaba cumplidamente este objeto, y por eso 
son frecuentes en ella las descripciones, definicionesi 
y explicaciones de algunas palabras y frases del 
texto. Por eso dicen los intérpretes lo que es adivi-
no, perder el derecho de agnación, reconocer la vo-
luntad del difunto, abogados del fisco, asesores, hi-
jos adoptivos, calumniador, cognitor, fianzas comi-
sorias, dolo malo, donación, jus Uberorum, hijos ute-
rinos, y otra multitud de frases y términos jurídi-
cos. Pero es de advertir que estas esplicaciones tien-
den siempre á un fin práctico y de utilidad inme-
diata, menos que á ostentar erudición. Por eso s© 
dice en ellas, casi siempre, lo que es la cosa definida 
en el tiempo en que se escribe^  ó según el estado del 
derecho romano, y iio lo que fué en épocas anterio-
res y con arreglo á leyes no comprendidas en la 
nueva compilación. Con el mismo objeto declaran 
en ocasiones los intérpretes la doctrina del texto 
(1) L . Si quis barbaris, lib. 7.o 
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con ejemplos y casos, como sucede en las leyes so-
bre la restitución in mtegrum, y sobre los cargos pú-
blicos que no pueden ejercer los clérigos. Todo esto 
y aún más era necesario para que comprendiesen 
el derecho romano los nuevos magistrados encarga-
dos de aplicarlo. 
El Breviarium, á pesar de todo fué una obra de 
gran decadencia. Revela ciertamente, según se aca-
ba de ver, un pensamiento de progreso en la civili-
zación, esto es, acomodar el derecho al, espíritu del 
cristianismo y a las necesidades creadas por él; pero 
al mismo tiempo descubre en sus autores falta de 
ciencia y erudición. 
Eran jurisconsultos romanos, y, sin embargo, 
mostraron á veces una ignorancia indisculpable del 
derecho de Roma. Su obra es un hacinamiento de 
leyes y especies de derecho redactadas sin método y 
sin más sistema que el que llevamos expuesto en 
los párrafos anteriores. La interpretación manifiesta 
á veces que sus autores no entendieron las leyes á 
que se referían. Podemos citar entre otras, la que 
trata de los obispos, en la cual, por sínodo diocesa-
no entienden los intérpretes presbíteros diocesa-
nos (1), la que esplicando la ley que mandaba que 
muerto el procurador después de contestado el plei-
to, no pasaran sus derechos al heredero, dice pun-
tualmente lo contrario (2), y algunas más que no 
recordamos por no ser demasiado prolijos. 
Veamos ahora cuál ha sido la autoridad de este 
Código. 
Uno de los primeros historiadores de nuestro de-
recho ha pretendido demostrar que el Breviario se 
(1) L . Qui suos est, tít. l.o, lib. 16. Int. 
(2) L . Si lite contestata, tít. 12, lib. 2.o Int. 
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hizo para que obligase igualmente á los godos que 
á los romanos (1); pero aunque otras razones no 
hubiera, la circunstancia de ser una ley puramente 
romana, convenceria de que dicho Código se formó 
para el uso particular de los españoles y de los fran-
ceses sujetos á la dominación visigoda. ¿Cómo era 
posible que Alarico pretendiese borrar en un dia las 
tradiciones de su nación, despojarla de todas sus 
costumbres, y abolir el Código de leyes que pocos 
años antes le habia dado su antecesor? Tan insensato, 
proyecto habria sido impracticable, así como lo fué, 
aunque con menos motivo, el de Eurico, cuando 
quiso sujetar á los romanos á las costumbres y le-
yes de los godos. Si Alarico hubiera deseado que r i-
gieran unas mismas leyes entre todos sus súbditos, 
sin duda habria introducido entre las romanas mu-
chas de los godos, como para transigir con los espa-
ñoles, lo hicieron sus sucesores Chindasvinto y Re-
cesvinto, cuando uniformaron la legislación. 
Pero además de estas razones, hay otros hechos 
que prueban haberse promulgado el Breviario para 
los subditos romanos del monarca godo. Los germa-
nos permitían á los pueblos vencidos el uso de sus 
leyes, porque respetaban la sabiduría contenida en 
ellas, y por consideración á los mismos emperado-
res romanos, con cuyo consentimiento se establecie-
ron en muchos territorios, y en España particular-
mente; pues según asegura Jornandós, escritor con-
temporáneo, permitió Honorio á los visigodos pose-
sionarse de la Península y de algunas provincias de 
Francia, con la condición de tributar á la república 
romana los auxilios que eran de costumbre (2). Pero 
(1) MES A . A r t e histórico legal. 
(2) Ut sua solatia Komanse Reipublicee uti usus exigeret 
non denegaren.—De rebus Get. c. 32. 
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íil mismo tiempo que los reyes godos respetaban el 
derecho de los pueblos vencidos, conservaban, au-
mentaban y perfeccionaban su propia legislación. 
No hay noticia alguna de que se derogasen las leyes 
de Euricp; antes al contrario, sabemos por San Isi-
doro que subsistían en tiempo de Leovigildo, puesto 
que este monarca agregó á la colección de ellas mu-
chas que hasta entonces no hablan sido escritas. 
Pero con la publicación del Breviario ¿no queda-
ron derogadas estas leyes? ¿Las palabras del conmo-
nitorio que prohiben alegar en los Tribunales nin-
gún Código más que el Breviario, no son aplicables 
también á las leyes visigodas? Así parece á primera 
vista; pero no cuando se examinan los documentos 
de la época y se penetra en el contenido del mismo 
Breviario. Alarico se propuso recopilar y enmendar 
las leyes romanas (constituciones) y el derecho an-
tiguo (Besponsa prudentum), según consta del mismo 
conmonitorio y no las leyes góticas: mandando en 
su consecuencia que ningunas otras leyes ó escritos 
de jurisconsultos, no contenidos en su recopilación, 
estuvieran en uso. Por consiguiente, lo que de aquí 
se infiere es la abolición de las leyes romanas no 
recopiladas y de ninguna manera la de las leyes 
góticas, cuyo exámen y corrección no se habia enco-
mendado á los jurisconsultos redactores del Brevia-
rio. Así es que Alarico prohibe presentar en los Tri-
bunales ningún otro libro de leyes ó de derecho: 
ñeque aliud... (Ubrum) aut de legibus aut de jure liceat 
in disceptationen proponere dice el edicto: y más ade-
lante nulla alia lex ñeque juris formula. Para que es-
tas frases fueran aplicables á las leyes de Eurico, 
seria necesario en primer lugar que estas compusie-
sen un libro, lo cual es imposible; porque aquel mo-
narca se limitó á escribir algunas costumbres de su 
nación, omitiendo muchas, según afirma San Isido-
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ro; y porque si todo el Código de los visigodos no 
formaba en el siglo vm, después que se habia enri-
quecido con las leyes romanas y las de los reyes 
gucesores de Eurico, mas que un cuaderno poco 
voluminoso, mal podia merecer el nombre de libro 
en su forma primitiva. Necesitábase, en segundo 
lugar, que en los pocos pergaminos que contendrian 
probablemente toda la legislación Euriciana se en-
cerraran algunas constituciones imperiales (leges) 
escritos de jurisconsultos (jus) ó fórmulas de dere-
cho; y delirio seria imaginar siquiera que en un 
Código bárbaro pudieran comprenderse estos ele-
mentos especiales y exclusivos del derecho romano. 
Luego lo que del conmonitorio se deduce es, que el 
legislador quiso derogar una parte de la legislación 
romana, sin aludir nunca para nada ni aun remota-
mente á las leyes góticas. 
Esto es lo que resulta del conmonitorio: veamos 
ahora lo que se deduce del mismo Breviario. Dicen 
los intérpretes en el título citado del homicidio vo-
luntario que «aunque la ley romana no contiene 
disposición alguna sobre el precio délos homicidios, 
el rey Teodorico habia establecido, etc.» y más ade-
lante: «al que refugiado en la iglesia se defendiera 
con armas, aplíquesele lo establecido en la ley Teodo-
siana; pero si el el siervo fuese muerto, etc....> Lue-
go las leyes de Teodorico estaban en observancia, y 
no debian abolirse por el Breviario; porque de otro 
modo no las hubieran citado los intérpretes como 
derecho vigente que debia suplir una falta del ro-
mano. Por otra parte, los escritores de la época su-
ponen que los godos dejaban á los pueblos vencidos 
el uso de sus leyes, y no que se sometieran á ellas 
los mismos vencedores: una circunstancia tan insó-
lita no podian haberla pasado en silencio los histo-
riadores y está en contradicción manifiesta con las 
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palabras de San Isidoro, que suponen vigentes en 
tiempo de Leovigildo las leyes dadas por Eurico. 
¿Pero quién era este Teodorico autor de la ley 
citada por los intérpretes? No pudo ser Teodorico 
hijo de Clodoveo porque no se cuenta de él que hicie-
ra leyes; tampoco Teodorico I , rey de los visigodos 
porque no fué legislador. El único Teodorico de 
quien se sabe que hizo leyes fué el rey de los ostro-
godos, y ese nunca dominó á los francos, y aunque 
gobernó en España durante la menor edad de su 
nieto Amalarico, fué sin salir nunca de Italia y algu-
nos años después de haberse escrito el Breviario. Es 
de presumir que las palabras «nuestro señor Teodo-
rico rey de los francos» hayan sido intercaladas por 
algún copiante del Breviario, ya que no se supon-
ga tomado todo el texto de la ley borgoñona ó del 
Papiano. En efecto, solamente en la edición del Bre-
viario hecha por Sicardo, se encuentra aquella frase. 
En todas las demás y en los varios textos del Papia-
no y la ley de los borgoñones, donde según hemos 
dicho, está copiada exactamente toda la intrepreta-
cion, no se hallan sin embargo semejantes palabras. 
Pero siempre seria digno de saberse de qué fuente 
sacaron los intérpretes la ley de que tratamos. 
Sidonio Apolinar, obispo francés contemporáneo, 
escribiendo contra Serénate, prefecto de las Galias, 
decía de él que «favorecía á los godos é insultaba á 
ios romanos... infringiendo las leyes Teodosianas y 
anteponiendo á ellas las Teodoricianas (1).» Como 
Serénate gobernaba en un país en que no regia eí 
edicto de Teodorico, no pudo acusarle Apolinar de 
anteponerlo algunas veces á las leyes romanas; y 
(1) Exultans Gothis, in sultans Romanis... leges Theodo-
sianas calcans, Theodoricianasque proponens. (Epist. I I , 1.) 
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como Teodorico I no fué legislador, según el testi-
nionio de San Isidoro, tampoco pudo hablar de sus 
leyes el santo obispo. 
Pero Eurico habia mandado escribir las leyes gó-
ticas, según hemos dicho, las cuales estaban en uso 
en la jurisdicción de Serénate, cuando escribía Si-
donio, ¿no es, pues, probable, que aludiese aquel 
obispo á estas leyes? y si las que regian en contra-
, posición del Código Teodosiano eran las de Eurico, 
¿no es también de creer que fuese de este monarca 
la de que vamos tratando? Da fuerza también á esta 
suposición, la circunstancia de que Eurico se llamó 
también Teodorico, como prueba Savaron en sus 
notas á Sidonio, y que tomó el primero de estos 
nombres para significar que habia sido legislador, 
porque según Grocio (1), la palabra germánica Eva-
rix ó Ewaricch ó Evaricus, se compone de ewa, 
que quiere decir ley, y rix ó ricch, que significa 
eminente ó poderoso. 
Savigny, explicando este pasaje, dice lo siguiente: 
«Aquí las palabras leges Teodoriciana, aluden 
con toda evidencia al derecho gótico impuesto á los 
romanos. En vez de aplicarse esta expresión á un 
rey ó á un Código particular, comprende general-
mente á todos los reyes visigodos, muchos délos 
cuales en esta época se llamaron, Teodorico. Ade-
más, estas palabras no deben considerarse como 
una locución usual, sino como un antítesis pueril 
sóbrelas %es Theodosianw.» Por la misma razón 
no seria extraño que los que introdujeron en el tex-
to del Breviario la frase en cuestión, para aludir al 
derecho gótico ya establecido, citaran una ley de 
Teodorico ó de Eurico. 
Queda la segunda dificultad, á saber: que el Teo-
(1) Hist. Goth. 
, / Ist. juríd, 6 
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dórico que citan los intérpretes, era rey de los fran-
cos, y estos no habian tenido entonces ningún mo-
narca legislador que se llamara así. Pero esta cir-
cunstancia confirma nuestra opinión. Eurico, aun-
que no era franco, sujetó al pueblo que llevaba este 
nombre, dominó sobre una parte considerable de él 
y reinó en todo el Mediodía de Francia. E n conse-
cuencia de esto, fué rey de los visigodos y de los 
francos á quienes venció, ¿qué tiene de extraño que 
los intérpretes expresasen estas dos circunstancias 
por aquellas palabras Theodoricus... dominus noster 
(es decir, señor de los visigodos), et rex Francorum 
(esto es, señor del pueblo franco á quien habia su-
jetado con las armas?) Si algún monarca hay fuera 
de los francos, á quien puede convenir en cierto 
modo este último título, es Eurico: luego ó el pasaje 
citado alude á él, ó es menester suponer que los ju-
risconsultos redactores del Breviario, ignoraban que 
ios francos no habian tenido ningún monarca legis-
lador llamado Teodorico, lo cual no puede imaginar-
se por absurdo. 
Réstanos tratar ahora de los diferentes textos del 
Breviario que han llegado hasta nosotros (1). Los 
hay de diferentes especies: unos son composiciones 
enteramente nuevas, formadas sobre la base de aquel 
Código en forma de compendios ó simples extractos; 
otros reproducen el Breviario textualmente, y otros 
omiten una parte de él. De la primera clase Savigny 
cita los siguientes: 1.° Summee hgum, cuaderno im-
preso en París en 1517, que es un simple compen-
dio de las interpretaciones, entre las cuales se mez-
(1) En esta parte reproducimos exactamente las noticias 
publicadas hace pocos afíos por Saviny, que es sin duda el 
autor que las ha tenido más copiosas sobre el Breviario [Eis-
tona del Derecho romano en la Edad Media, t. 2.o) 
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cía y confunde á veces el texto de las sentencias de 
Paulo, alterando en alguna ocasión su sentido. Su-
prime las inscripciones y suscriciones de las leyes 
y el fragmento de Papiniano, así como todos los pa-
sajes relativos al derecho político y administrativo, 
lo cual prueba haberse escrito la obra en un país y 
tiempo en que habia desaparecido la constitución ro-
mano gótica. 
En una ocasión inserta un texto de Justiniano 
en lugar de otro del Código Gregoriano (1): 2.° E l 
extracto de un manuscrito de Wolfenbutel diferen-
te del anterior, reducido también á las interpreta-
ciones (2): 3.° Otro extracto del mismo género he-
cho en el siglo xvi por un monge, de órden de su 
abad, y precedido de un prefacio (3): 4.° E l Brevia-
rio lombardo, compuesto á fin del siglo ix ó princi-
pios del x, que es una especie de refundición del Bre-
viario de Alarico, así del texto como de la interpre-
tación, y contiene el derecho público y privado de 
los romanos bajo la dominación de los lombardos, 
esto es, con modificaciones considerables (4): 5.° Ex-
tracto inédito escrito en Inglaterra por Guillermo de 
Malmegrburi en 1142. Es un compendio del dere-
cho romano, sacado en parte del Breviario y en par-
(1) Es un tomo en folio impreso en Ámberes, titulado así: 
«Summae si ve argumenta legum diversorum imperatorum, 
ex corpore Divi Theodosii, Novellis Di vi Valentiniani, Augus. 
Martiani, Mayoriani, Severi, praeterea Oayi et Julii Pauli Sen-
tentiis, etc.» Su editor fué Pedro iEgidio. Se conservan en las 
bibliotecas extranjeras una multitud de manuscritos de esta 
obra. 
(2) Así empieza este extracto: <I. Leges sine die et con-
solé non valere. I I . Leges ignorare nulli permissum, etc. 
(S) Este prefacio ha sido publicado por Godofredo en sus 
Prolegómenos al Código Teodosiano, tít. I.0, pág. 224. 
(4) Se halla impreso con el título de «Lex romana» en 
la colección de las leyes bárbaras de Canciani. 
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te del Código Teodosiano original. Contiene más 
Novelas que el Breviario, y los escritos de Paulo y 
Gayo sin alteraciones, faltándole los demás fragmen-
tos que se hallan en la obra de Alarico. (1). 
De los textos mutilados asegura el alemán Hanel 
haber visto hasta veintiséis en manuscrito, y entre 
ellos veintiuno abreviados sistemáticamente, y cin-
co de una manera arbitraria. Las abreviaciones sis-
temáticas consisten en suprimir el texto de las 
leyes y novelas que no tienen comentario, conser-
vando únicamente la inscripción y la suscricion de 
dichas leyes, su comentario, el texto de aquellas le-
yes que carecen de interpretación, y los escritos de 
Gayo y Paulo con una exactitud escrupulosa. Há-
llanse además diferentes fragmentos del Breviario 
en varias ediciones del Código Teodosiano (2). 
El mismo Hanel dice haber visto hasta diez y 
nueve códices manuscritos del Breviario completo; 
pero la única edición separada y completa que exis-
te de este libro, es la que hizo Sicardo en 1528, 
bajo el título de Codicis Theodosiani libri X V I qui* 
bus sunt ipsorum Principum auctoritate adjectce Nove-
ll] En este manuscrito hay una nota á manera de prefa-
cio^ que traducida dellatin dice así; «Hemos procurado no 
omitir nada de lo que hemos hallado de los príncipes dei 
Italia y Roma. Es conyeniente añadir las leyes de los roma-
nos, pero no las que hizo Justiniano, porque este seria un 
trabajo inmenso, sino las que recopiló Teodosio el menor.» ^ 
Sigue la enumeración de las Novelas y continúa «pero como' 
hay algunas más oscuras en las leyes de los emperadores,; 
hemos añadido para su inteligencia los libros de las Institu-
ías de Gayo y los de Paulo, jurisconsultos.» 
(2) Cód. Theod., por Tilius.—París, 1550.—Cod. Theod., 
por Cuyacio, tres ediciones de 1566, 1686 y 1593, en León.—• 
Cod. Theod., 1586, París.—Las dos ediciones del Cód. Theod.. 
de Godofredo, la última anotada por Ritter.—Juscivile Ante-
justinianum, Berolini, 1815. 
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,$0... y aquí signen los nombres de los diversos frag-
mentos que componen el Código. 
Hé aquí todas las noticias que podemos dar de la 
primera colección de leyes hecha para España que 
ha llegado hasta nosotros. Ella ha sido, como vere-
mos más adelante, la base principal de nuestra le-
gislación desde el siglo v hasta la promulgación de 
las Partidas. E l derecho romano de Justianiano pue-
de decirse que no fué conocido en España hasta el 
siglo XIII ó xiv, pero en cambio el derecho romano, 
ssgun existia en tiempo de Teodosio, ejerció un in-
iujo poderosísimo sobre todos los progresos y mu-
danzas que han experimentado nuestras leyes. 
IY. 
Leyes de Leovigildo. — Reformas legislativas de Eeoaredo.— 
Concilio III de Toledo. — Naturaleza é importancia de los 
Concilios nacionales. 
Aunque los historiadores no hacen mención de 
nuevas leyes desde el reinado de Alarico hasta el 
de Leovigildo, no parece probable que los siete mo-
narcas que gobernaron á España en este largo pe-
ríodo dejaran de hacer algunas. Pero, si bien el si-
lencio de los cronistas es prueba insuficiente de que 
la legislación no se aumentase en todo aquel tiem-
po, indica por lo menos que ninguno de los dichos 
monarcas se distinguió por sus leyes, pues cuando 
alguno se hizo famoso por este concepto, los histo-
riadores contemporáneos tuvieron buen cuidado de 
notarlo. Así se cuenta de Leovigildo, según hemos 
visto anteriormente, que reformó las leyes malas de 
Eurico, añadió las omitidas por este monarca y su-
primió muchas que le parecieron supérfluas. Leovi-
gildo, después de haber unido á su corona el reino 
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de Galicia, que estaba en poder de los suevos, y de 
arrojar de Andalucía á los griegos que la ocupaban, 
trasladó su corte á Toledo, aumentó y engrandeció» 
el oficio palatino, vistió la púrpura real y se dió to-
das las apariencias de monarca de una nación cul-
ta (1). ¡Qué ocasión más oportuna para llevar tam-
bién á las leyes la mano déla reforma! Los reyes 
godos que le precedieron, hablan sido más bien que 
reyes los caudillos de una tribu guerrera. Vestían 
como sus vasallos, no tenían palacios suntuosos, ni 
trono, ni el aparato real que parece inherente á la 
soberanía (2). Pero desde Leovigildo tuvieron los re-
yes godos un trono en que sentarse, un erario cuan-
tioso, una servidumbre numerosa y brillante, con-
des de las escancias ó servicio de la mesa, condes de 
los tesoros ó de la hacienda pública, condes del pa-
trimonio real, condes de los notarios, condes de los 
espatarios, ó jefes de la guardia real, condes de la 
cámara, y condes de las caballerizas, sin contar los 
duques y jefes militares de las provincias que exis-
tían desde el origen de la monarquía y otros oficios 
más humildes. Tal vez algunos de los citados se 
crearan posteriormente, pero la mayor parte provie-
nen sin duda de aquel monarca, porque son como-
la consecuencia necesaria del establecimiento de la 
corte y del ceremonial que la servia de regla. Su su-
cesor Recaredo tomó ya el prenombre de Flavio que 
no hablan usado hasta entonces sino los emperado-
(1) Era D. O. e X arnios regno Leogovallo X V I I I . Ganó 
mucha tierra é venció muchas batallas é mejoró el libro de 
las leyes. (Cronicón de Carcleña.) 
(2) iErarium queque ac flseum primus iste auxit, primus-
que etiam Inter suos regali veste opertus in solio resedit. Nam 
ante eum et habitus, et consessus communis ut populo ita et 
legibus. (SAN ISIDOB.—Iñsíor. Gothor.) 
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ros romanos (1). Un duque de provincia servia de 
camarero á Sisebuto, que reinó como es sabido vein-
ticuatro años después (2): y si hemos de dar crédito 
al concilio de Narbona, en el año 589 existia com-
pleto el oficio palatino (3). 
Estas grandes innovaciones introducidas por Leo-
vigildo, prueban que los aumentos de la legislación 
debieron ser considerables. Más de un siglo habia 
pasado desde que Eurico publicó su Código, y 
ninguna variación importante se habia hecho en él, 
puesto que los historiadores rio hacen memoria eri 
todo este tiempo de ningún monarca legislador. Si 
es cierto además que el Código de Eurico se hizo 
con el objeto de que obligase á los españoles, según 
parece probable, y no los obligó, como os cierto, de-
bía parecer muy defectuoso á los godos, únicos en-
tre quienes estaba vigente. Los nuevos territorios 
que á la sazón se unieron á la corona, debieron 
multiplicar las relaciones sociales y aumentar la ne-
cesidad de nuevas leyes. La época en que fué más 
poderoso el trono era también la ocasión más opor-
tuna de darlas. Por otra parte, el asiento de la cor-
te en una gran ciudad, el establecimiento de digni-
dades y categorías que ligaban al trono con las últi-
mas clases del pueblo, manteniéndolo al mismo 
tiempo á la distancia conveniente al prestigio de la 
autoridad, son hechos que suponen un cambio im-
portantísimo en el órden social. jCuánto no se dife-
rencia en efecto esta monarquía de aquella primiti-
(1) Cangius in dissertat. de inferioris sevis, numismati-
bus, § 36. 
(2) Biclarensis Cron. 
(3) E n este concilio se condenó á los adivinos en seis onzas 
de oro para los condes de las ciudades, los cuales, como es 
sabido, formaban parte del oficio palatino. (Collec. Canonum 
Edesice Hispance.) 
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va en que los reyes godos no eran más que ios iefes 
electivos de una tribu militar, que no se distinguían 
de sus súbditos por nmgun signo exterior conío no 
fuera eí servirse de mejores armas, que residían 
unas veces en Francia, otras en España, un año en 
mgn\ent*en Tol^o, y que andaban 
mezclados y confundidos con sus súbdítos!... ;Cómo 
habían de acomodarse á este nuevo estado social 
las leyes del primitivo? Si Leovigildo quiso poner 
en armonía la legislación con las costumbres de su 
pueblo, ¡cuantas y cuán importantes variaciones ne-
cesitaría hacer en el Código recopilado por Euricor 
Este Código, compuesto tal vez en su mayor parte 
de los usos y costumbres primitivas de la nación, 
¿cómo había de aplicarse con acierto á una sociedad 
diferente de aquella para la cual había sido hecho? 
Esto es todo lo que podemos decir acerca dé la 
naturaleza e importancia de la segunda colección de 
leyes de la monarquía goda; congeturas semeíantes 
a las que hicimos de la primera, pero fundadas en 
hechos que le dan notable verosimilitud. Ignoramos 
pues, si Leovigildo hizo este Código por sí solo ó 
bien con el consejo y acuerdo del oficio palatino, 
aunque esto último parece más probable atendida 
la costumbre de sus sucesores. 
Tampoco se sabe lo que se mandó por estas nue-
vas leyes, porque la colección Leovigildiana no 
existe, nmgun escritor da noticias circunstanciadas 
de ella, y si algunas leyes del Fuero Juzgo proceden 
de la. misma, lo cual es presumible, no se sabe cuá-
les sean lemeraria seria por lo tanto la empresa de 
asignar á Leovigildo alguna de las leyes góticas 
que se han conservado hasta nosotros, pues se ex-
pondría quien la acometiese á incurrir en los mis-
mos errores que Villadiego, el cual atribuye á aquel 
monarca todas las leyes que en la edición castella-
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na del Fuero Juzgo tienen la nota de antiguas, sin 
más razón para ello que la de decir que siendo cier. 
to que en este Código hay muchas leyes de Leovi-
gildo y de Eurico, y teniendo sus autores todas 
las demás excepto las que no tienen nota ninguna 
y él atribuye al colector del Código Sisenando, es 
claro que todas las notadas de antiguas pertene-
cen á alguno de aquellos dos príncipes. Razona-
miento falsísimo, como ha probado el Sr. Lardi-
zabal, porque las leyes que en unos Códices del 
Fuero tienen la nota de antiguas, en otros no tienen 
nota ni autor, y por el contrario, muchas que en 
unos aparecen sin autor ni nota, se escriben en 
otros con la de antiguas. ¿A cuál de estas variantes 
nos atendremos? ¿Por qué se ha de dar más fó en 
esta parte á unos Códices que á otros, cuando las 
variantes resultan entre manuscritos muy antiguos 
y muy fidedignos, como sucede por ejemplo con el 
Toledano gótico, el Emilianense, el de Cardona, el 
Complutense y el de San Juan de los Reyes? ¿Y á 
qué quedará reducida la aserción de Villadiego si se 
prueba, como lo haremos luego, que todas las leyes 
góticas que en el Fuero Juzgo tienen nota de anti-
guas, proceden del derecho romano? Sin duda exis-
ten en el Fuero Juzgo muchas leyes de Leovigildo 
tal vez entre las que no tienen nota ni autor, quizá 
entre las atribuidas erradamente á autores determi-
nados, ¿pero quién es capaz de señalarlas? 
Tampoco puede decirse con seguridad que las le-
yes de Leovigildo se hicieron únicamente para los 
godos, no constando expresamente de ningún do-
cumento , aunque esto parece lo más probable, 
puesto que entre los españoles estaba á la sazón 
vigente el Breviario de Alarico, y no se sabe que 
fuese derogado hasta el reinado de Chindasvinto, 
esto es, cerca de un siglo más tarde. Si pues el de-
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recho romano estaba en práctica entre los españo-
les, j lo siguió estando muchos años después, es 
claro que Leovigildo legisló únicamente para los 
godos, así como Alarico lo hizo tan sólo para los es-
pañoles. 
Entre los autores que han pretendido descubrir 
los orígenes de la legislación gótica, unos han su-
puesto que Recaredo revocó las leyes de Leovigildo 
por considerarlas en su mayor parte impías (1): 
otros, negando esta aserción, han asegurado que no 
hay documento alguno que compruebe que. aquel 
monarca hiciera algunas leyes (2); y otros le atribu-
yen un Breviario ó recopilación de las leyes anti-
guas con otras muchas modernas dictadas por su 
soberanía (3). Si para decidir entre estas contrarias 
opiniones atendemos á las rúbricas y notas de las 
leyes góticas que se conservan en los antiguos Có-
dices manuscritos del Fuero Juzgo, nos hallaremos 
en un laberinto inmenso de .contradicciones, porque 
es muy rara la ley respecto á cuyo autor concuer-
dan todos los dichos Códices. La primera dificultad 
que se encuentra es la de explicar las abreviaturas 
con que los copistas solían indicar los nombres de 
los reyes. Así la nota RCDS, que se halla sobre mu-
chas leyes, lo mismo puede significar Becaredus que 
Becesvindus. Pero aun prescindiendo de este incon-
veniente, si por los mencionados Códices pretende-
mos venir en conocimiento de las leyes de Recare-
do, hallaremos que algunos no le atribuyen ningu-
na, al paso que otros le conceden siete ú ocho. ¿A 
cuál texto daremos en este caso más fó siendo todos 
auténticos? Es preciso, pues, renunciar á este medio 
(1) SIDONIO APOLINAR.—Observat. jur. can. lib. 5.°, cap. 2.'» 
(2) LAUDIZAEAL, discurso citado. 
(3) LÚCAS DE TUY.—Crome, mundi, an.no 680. 
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de investigación y acudir á otras fuentes para saber 
lo que se desea. 
La conversión de Recaredo á la fe católica fué un 
acontecimiento de suma trascendencia para la na-
ción, y que va á explicarnos la parte que debió to-
mar aquel monarca en la reforma y mejora de las 
leyes. Tan importante debió ser este suceso, que la 
historia legal del pueblo gótico podia dividirse en 
dos épocas, una que termina en Leovigildo y se dis-
tingue por el carácter puramente civil del derecho, 
y otra que comienza en Recaredo y se diferencia 
notablemente de la anterior por el carácter eminen-
temente eclesiástico de sus leyes. Las que rigieron 
hasta este último monarca, debieron ser poco favo-
rables á ios cristianos, como lo prueban por una 
parte las persecuciones que estos sufrieron, y la 
enemistad que la mayor parte de los obispos católi-
cos profesaron á los monarcas godos (1). De aquí se 
infiere que Recaredo, convertido al cristianismo, no 
pudo consentir que continuaren rigiendo muchas 
de las leyes antiguas, y por lo tanto, es harto fun-
dada la opinión de aquellos que atribuyen á este 
(1) E l obispo Sidonio Apolinar escribía al papa Bonifacio 
contra Eurico lo siguiente: «Que Eurico, faltando á los trata-
dos retenga y amplifique su reino por el derecho de las ar-
mas, ni á nosotros pecadores nos es permitido acusarlo, ni á 
vuestra Santidad juzgarlo. Al contrario, pensando bien, está 
en el órden que este rico brille con la púrpura cuando Lázaro 
sufre las heridas y la lepra. Está en el órden, prosiguiendo 
la alegoría, que el jitano Faraón ande con corona y, el israe-
lita con el fardo. Está en el órden que ardamos nosotros en 
el horno de esta figurada Babilonia, suspirando por la Jeru-
salen espiritual, mientras que Assur pisotea con fausto real 
todo lo sagrado... Lo que más nos duele es que toda su pros-
peridad en los tratados y en sus consejos la atribuye al arria-
nismo cuando no es más que una felicidad mundana. » 
Sidon. Apoll, lib. 7.°, epíst. 6.a 
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-piadoso monarca una reforma considerable de la 
legislación. Así lo aseguraron el Tudense, Ambrosio 
de Morales y Cironio: el primero, escritor del si-
glo xm; el segundo, apoyándose quizá en el dicho 
del anterior, y este último en el cáno'n xv i del con-
cilio n i Toledano, aunque con escaso fundamento. 
Pero como de que un historiador escoja con poco 
acierto las pruebas de sus aserciones no se sigue ne-
cesariamente la falsedad de estas, de que Cironio se 
equivocase fundando en el lugar citado la deroga-
ción hecha por Eecaredo de muchas leyes de Leo-
vigildo, no se debe deducir en buena lógica que aquel 
monarca no tocase á la legislación antigua, si pue-
den alegarse otras pruebas que justifiquen su dicho. 
Recaredo mandó celebrar al principio de su rei-
nado el concilio m de Toledo, en el cual dió fuerza 
de leyes á los cánones ya establecidos, y decretales 
recibidos de los pontífices. Omne quod priscorum 
cmionum autoritas proUhetsit resurgente disciplina 
inhihitim, et agatar omne quod prcecepit fieri: ma-
neant in suo vigore conciliorum omnium constituía si-
mul et symdicm Sanctorum prossulúm Bomanorum 
epistolm ¿Y cuáles eran y qué disponian estos con-
cilios y epístólas de los romanos pontífices? Los con-
cilios eran aquellos cuyas constituciones formaban 
parte del derecho canónico de España; y las epísto-
las eran las dirigidas por los Papas anteriores á va-
rios Prelados para el arreglo dé la disciplina ecle-
siástica, y la reforma de las costumbres. Entre los 
concilios, se cuentan los de Calcedonia, Iliberi, 
Arles, Ancyra, Capadocia, Vicea, Constantinopla, 
Zaragoza, Cartago, Efeso, Orange (Arausicano), Or-
leans, Braga y otros muchos: sus constituciones 
comprendían una parte muy importante de la legis-
lación, si bien no sancionada aún con penas tempo-
rales por haber sido establecida durante las persecu-
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ciones de la Iglesia; pero las bases de la ley penal y 
del enjuiciamiento se encuentran en los cánones 
de estos concilios y en las decretales de los Papas. 
El concilio Niceno prohibió la usura. El Arausicano 
condenó el adulterio, el estupro, la bestialidad, el 
concubinato, el homicidio y el incesto. El Neocesa-
riense fulminó penas contra la bigamia, el incesto 
y el cóito sacrilego. El Sardicense estableció la ma-
nera de enjuiciar á los obispos. El Antioqueno pro^ 
hibió á los clérigos comparecer ante los emperado-
res sin licencia de su prelado, condenó la bigamia,, 
la usura, el matrimonio entre herejes y cristianos, 
el celebrado en tiempo de cuaresma y las fiestas 
desordenadas eii las bodas. E l Calcedonense prohi-
bió á los clérigos arrendar prédios y abogar en los 
tribunales excepto por los desvalidos; estableció la 
forma de proceder en los negocios civiles de los 
clérigos, condenólas conspiraciones y el rapto, y 
prohibió admitir sin ciertas formalidades las acusa-
ciones contra los obispos. El Cartaginense i ratificó 
la prohibición de abogar á los eclesiásticos, y pro-
hibió acusar á ningún clérigo á los que estaban 
procesados. El Cartaginense n i , prohibió á los cléri -
gos provocar juicios públicos, y ratificó las disposi-
ciones anteriores sobre la usura y los clérigos nego-
ciantes. El Cartaginense iv, prohibió á los obispos : 
litigar por cosas temporales y pronunciar senten-
cia contra los ausentes: mandó que los delitos en 
que fuera acusador el obispo se probaran ante el 
sínodo provincial: condenó á los hermanos que 
acusaran á sus hermanos: declaró sospechosa la 
disposición de los que litigaban frecuentemente, 
condenó á los sediciosos, á los que litigaran ante 
jueces infieles, á los agoreros, á los opresores de los 
pobres y á las viudas que no guardaran la castidad 
que profesaban; y mandó que en los juicios se tu-
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viera en cuenta la religión que profesaban el acusa-
dor y el acusado. E l Cartaginense v, prohibió com-
peler á los clérigos para que testificasen, y les man-
dó proteger á los débiles contra los poderosos. E l 
Cartaginense vn, declaró inhábiles para acusar á 
los excomulgados, infames, histriones,'herejes, pa-
ganos, judíos y falsos acusadores, excepto en las 
causas propias; y para ser testigos á los menores 
de catorce años, á los comensales del acusador y á 
los incapacitados para acusar. E l Arelatense i, pro-
hibió las segundas nupcias al que abandonaba á 
su mujer por adúltera, y condenó á los acusadores 
falsos. E l Arelatense m, condenó á los bigamos y 
los que repudiaban á sus mujeres. E l Arausicano 
estableció el asilo de las iglesias en favor de los 
delincuentes y de los esclavos. E l Vasense i, de-
cretó que no se oyera á los acusadores de faltas le-
ves, y que se formara causa sobre las graves. E l 
Agathense sujetó al conocimiento de los obispos 
las causas de divorcio, mandó que las iglesias de-
fendieran á los libertos, repitió á los clérigos la 
prohibición de comparecer ante los Tribunales civi-
les sin licencia del obispo, volvió á condenar á los 
homicidas y testigos falsos, declaró nulos los ma-
trimonios incestuosos, condenó á los señores que 
mataban á sus siervos, y repitió otras disposiciones 
de los anteriores concilios. E l Aurelianense í, ra-
tificó la inmunidad local de los templos, extendió 
su protección á los raptores que se acogían á las 
iglesias con las mujeres robadas, y á los siervos que 
huian de sus señores. E l Aurelianense n, repitió 
muchas constituciones de las dichas, y prohibió á 
los judíos tener siervos cristianos. E l Eleberitano 
condenó el homicidio aun involuntario, el adulte-
rio, la bigamia, el lenocinio, la prostitución, la 
usura, el incesto, la sodomía, los libelos infámate-
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fios, el falso testimonio y los juegos de tablas. E l 
Tarragonense i , prohibió actuar en los Tribunales 
los dias festivos. El Ilerdense condenó el aborto. 
Las epístolas de San Hilario y San Gelasio, y la de 
San Inocencio á Exuperio, obispo de Tolosa, confir-
maron muchas de estas disposiciones. La de San 
Celestino á los obispos délas Galias, estableció va-
rias reglas sobre el uso que debian hacer de su auto-
ridad los jueces árbitros, y la de San Gregorio á 
Becaredo contenia máximas saludables sobre ^  los 
deberes de los príncipes para con sus súbditos. 
Tales eran los cánones que el primer monarca ca-
tólico sancionó con su autoridad dándole fuerza de 
leyes y castigando su infracción con las penas tem-
porales de multa y destierro. Pero aún hay más: 
el mismo concilio m de Toledo contiene disposicio-
nes terminantes sobre la manera de proceder en las 
causas de infanticidio, sobre la superintendencia de 
los obispos en la administración de justicia y contra 
los clérigos que se sometian á la jurisdicción secular. 
Todas estas leyes ó nomo-cánones debieron pro-
ducir en la antigua legislación esenciales mudanzas. 
Al principio obligaban solamente en conciencia á 
ios cristianos; no eran verdaderas leyes del reino; 
los obispos podian compeler á su cumplimiento, 
pero únicamente con penas espirituales: y las leyes 
civiles en muchos puntos no iban tal vez de acuer-
do con ellos, puesto que el mismo concilio m dice, 
que muchos hablan caido en desuso por los trastor-
nos de la guerra y el influjo pernicioso/de las here-
gías (1). Pero, desde Recaredo las persecuciones se 
(1) E l capitulo 1.° de este concilio se funda para confir-
mar los cánones antiguos en que i n nonnullis vel hmresis vel 
.gentüitaüs necessitate per Hisjpaniarum Ecclesias canonicm 
$>mtermissus est ordo... (Collec. Canon. Eecles. Hispan.) 
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convirtieron en protección decidida, las leyes de la 
Iglesia fueron también leyes del Estado, las consti-
tuciones de los antiguos concilios que liemos men-
cionado recibieron la sanción de las penas tempo-
rales, y el concilio Toledano m convocado y con-
firmado por aquel monarca, fue el que hizo esta re-
volución importantísima en el órden de las leyes. 
Baste para conocer la parte que tuvo Kecaredo en 
aquella mudanza leer su edicto en confirmación de 
dicho concilio. Después de referir el príncipe los mo-
tivos y objeto de su convocación, manda á todos sus 
súbditos que obedezcan puntualmente los decretos 
del sínodo, enseguida inserta una suma brevísima 
de cada uno de aquellos, entre los cuales está, como 
es de presumir, el que confirma las disposiciones 
canónicas antiguas, relativas á los delitos y el en-
juiciamiento criminal, y concluye con estas nota-
bles palabras: Si quis erg o clericus aut laicus harum 
sanctionum ohediens esse noluerü; si episcopus presU-
ter diaconus aut clericus fuerit db omni consilio exco-
municattoni subjaceat; sivero laicus fuerit et honestoris 
loci persona est MBDIATATEM FACÜLTAEUM SUARUM 
AMITTAT FISCI VIRIBÜS PROFITUBAM; si vero inferioris 
loci persona est, AMISSIONE RBRÜM SÜARUM MULCTA-
TUS IN EXILIUM DEPUTETüR. De modo que las dispo-
siciones de la Iglesia relativas á los delitos y á los 
juicios quedaron sancionadas desde entonces con • 
penas de confiscación y de destierro. Todo esto ha-
bía hecho ya Kecaredo el cuarto año de su reinado:, 
¿no parecerá ahora increíble que haya quien dude 
que este monarca aumentara y variara la antigua 
legislación? ¿Se necesita más que lo dicho para te-
ner á este príncipe por uno de los más notables le-
gisladores de España? ¿Pues qué no merece este tí-
tulo el monarca que identificó en cuanto era posible 
el órden civil con el eclesiástico, el Estado con la 
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Iglesia, poniendo á disposición de esta última las 
fuerzas y poderío del primero, dando á ambos un 
legislador común, y poniendo fin á la discordia que 
habia existido basta entonces entre uno y otro? To-
dos los argumentos del señor Lardizabal para pro-
bar que no se sabe si Recaredo estableció nuevas le-
yes, corrigiendo las antiguas, se reducen á decir, 
que siendo el hecho cierto, San Isidoro no hubiera 
dejado de referirlo; y que de los códices manuscri-
tos del Fuero Juzgo consultados por la Academia, 
solamente cinco atribuyen algunas leyes, á aquel 
príncipe, y en todos los restantes no se encuentra 
ninguna nota suya. Pero el silencio de San Isidoro 
seria muy significativo, si no hubiera otras razones 
positivas contrarias á la opinión que se funda en 
él Que Recaredo hizo las leyes del concilio í n Tole-
dano, nadie ha podido dudarlo. Que las constitucio-
nes de este concilio no podian estar en consonancia 
con muchas leyes antiguas hechas bajo la domina-
ción arriana, y cuando la doctrina de la Iglesia no 
era admitida por el Estado, es también un hecho 
que á priori puede asegurarse. Luego ó desde la 
publicación del citado concilio debieron quedar sin 
observancia muchas de las antiguas leyes, ó las cons-
tituciones de aquel no se pusieron en uso; esto últi-
mo no es cierto, luego lo primero debe ser evidente. 
Más aún. E l hallar que uno ó dos códices atribu-
yen una ley á un mismo monarca, no es ciertamen-
te razón bastante para tenerla por suya cuando 
otros códices de igual autoridad la suponen de eri-
gen distinto. Pero cuando la nota de un códice está 
apoyada por otros documentos de remotísima anti-
güedad, anteriores quizá al códice mismo, ó cuan-
do en el testo de alguna ley se hace mención de su 
autor, ya no se puede dudar de la autenticidad de 
la noticia. Esto sucede precisamente con algunas 
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leyes del Fuero Juzgo, que el Sr. Lardizabal no ha 
querido atribuir á Recaredo. La ley 20, tít. 2.0, l i -
bro 4.° de dicho Código que Lindembrogio atribuye 
á aquel príncipe, y que otros códices notan con suma 
variedad, es indudablemente suya, porque esta ley 
se cita y copia en parte como de Recaredo en una 
escritura otorgada en el año 952 ( l ) .En este mismo 
documento sé cita la ley 6, tít. 2.°,. lib. 5.° Y la ley 
13, tít. 2.°, lib. 12, dice terminantemente que la an-
terior en órden fué dada por aquel monarca (2). 
Luego aun sin hacer caso de las notas de los códi-
ces^  cuya autoridad no invocamos por sus contra-
dicciones, prescindiendo de las innovaciones impor-
tantísimas introducidas en la legislación por el con-
cilio Toledano m , todavía es indudable que nues-
tro primer monarca católico estableció nuevas leyes, 
y hay documentos fidedignos con que probar esta 
aserción. 
Rebatidas las opiniones de aquellos que han ne-
gado á nuestro príncipe el título de legislador, pa-
samos á hacemos cargo del carácter ó importancia 
de sus leyes. 
La primera y más importante mudanza introdu-
cida por Recaredo, fué Ja de conceder á los conci-
lios la facultad de hacer leyes. Sabido es que los 
germanos tenían sus juntas periódicas, en las cua-
les trataban los asuntos graves del reino. También 
parece cierto que los visigodos celebraron algunos 
concilios para decidir sobre los negocios importan-
tes; ,pero estas últimas no debieron ser muy frecuen-
tes ni famosas cuando los historiadores no nos han 
dejado noticias más circunstanciadas de ellas. 
(1) F L O U E z — E s p a ñ . Sagrad., t. 34, p. 259 y 260. 
(2) Dice así la ley 13: Dudum latee constitutionis aucthori-
tas a Domino etprcedecesorw Recaredo rege. 
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Lo que sí parece indudable es que los monarcas 
:godos consultaban con sus proceres y señores prin-
cipales de la nobleza las leyes que daban á su pueblo; 
bien fuese porque los magnates intervinieran por 
derecho propio en tales asuntos, ó bien porque los 
reyes desearan algunas veces oir su opinión para 
asegurarse más del acierto. Convertidos Recaredo y 
su nación al catolicismo, era natural que el Estado 
y la Iglesia se aliaran para el gobierno de la nación, 
tanto porque en los eclesiásticos residía entonces 
todo el saber del tiempo, cuanto porque los cánones 
y doctrina de la Iglesia encerraban principios salu-
dables y máximas adecuadas al buen régimen de la 
monarquía. El abad de Valclara, historiador con-
temporáneo de aquel príncipe, dice que siguiendo el 
ejemplo de Constantino que mandó celebrar el síno-
do de Mcea después de su conversión, Recaredo con-
vocó después de la suya el concilio m de Toledo. 
Esta esplicacion parece más satisfactoria que la de 
algunos historiadores modernos; los cuales preten-
diendo buscar los orígenes de nuestras Córtes en la 
antigüedad más remota, suponen que estas fueron 
una continuación de los concilios Toledanos, así 
como estos lo hablan sido de las juntas de las tribus 
germánicas. Estos congresos, en efecto, no se pare-
cían en nada á nuestros concilios nacionales, y Re-
caredo, cuando mandó reunir el de que tratamos, es 
probable tuviera más presente el sínodo de Nicea, 
cuyo símbolo acababa de abrazar, que las costum-
bres de sus mayores en los bosques de la Germania. 
Animado por sus nuevas creencias. Heno de respeto 
hácia las tradicionesde la Iglesia, y ambicionando 
la gloria que otros monarcas hablan alcanzado fa-
voreciéndole, Recaredo se propuso ser el Constanti-
no de la fé católica en España. 
Con este objeto convocó en 589 el concilio Toleda-
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no, en el cual, juntamente con su mujer, una multi-
tud de señores godos y algunos obispos recien con 
vertidos, abjuró la doctrina arriana, y confesó el 
símbolo católico. Pero la disciplina eclesiástica y las 
costumbres públicas necesitaban reformas; porque 
según hemos dicho antes, todo lo habia inficionada 
la heregía. A l concilio tocaba disponer lo necesario 
para mejorar el órden eclesiástico, y al rey dar leyes 
civiles que pusieran en armonía á la Iglesia con el 
Estado; pero Recaredo, confiando en la sabiduría, de 
las padres del concilio, hallando entre ellos á las 
personas más distinguidas de la monarquía, enco-
mendó también la formación de las leyes que eran 
de su exclusiva competencia. Así resulta de sus pa-
labras: de ccefero autem pro irihibendis insolentüm 
morihus, mea vohis consentiente dementia, sententiis 
termínate districtiorihus, etfirmiori disciplina quae fa-
cienda non sunt prohiUte, et ea qua fieri dehent immo-
hili constituiionefirmate (1). Se infiere de aquí: 1.° que 
el concilio decretando sobre la reforma de las cos-
tumbres no obraba por autoridad propia, sino por el 
consentimiento y mandato del soberano; y por eso 
se observa que todos los cánones que tratan de dicho 
asunto, contienen la cláusula contentiente domino 
Mecaredo, annuente domino nostro Recaredo, ú otras 
semejantes: 2.° que este príncipe autorizó al concilio 
para establecer leyes civiles, á fin de que tuviesen la 
doble sanción del Estado y la Iglesia, y se asegu-
rara por esto mismo su observancia j ^ r m m discipli-
na quce facienda non suntprohite, etc., pues juzgaba, 
y con razón, que la ley hecha en concilio habia de 
ser más respetada que las que emanasen simple-
mente de la autoridad real. 
Tenemos averiguados, pues, el motivo y el objeto 
(1) Collect. Can. Ecles. Hispan. 
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de una de las más importantes variaciones hechas 
por Recaredo en el órden legal. Algunos escritores y 
particularmente el Sr. Marina (1) se han empeñado 
C11 demostrar que los concilios Toledanos eran unas 
verdaderas Córtes, con la potestad legislativa, sus 
tres brazos, nobleza, clero y pueblo y demás cir-
cunstancias de nuestros congresos de la Edad media. 
Las palabras citadas últimamente del concilio _ m 
bastan para hacer ver lá falsedad de esta aserción. 
Según se vé en dicho concilio, el rey exhortó á los 
Padres á que dispusieran lo necesario para el buen 
régimen de la Iglesia; pero respecto á las costumbres 
y negocios civiles, les dió una autorización especial; 
y por eso en los capítulos que tratan del primer 
asunto habla el sínodo en su nombre constituit 
Synodus (2) y en los que se manda algo relativo al 
segundo, habla el concilio en nombre del sobera-
no (3). Luego su potestad legislativa era meramente 
delegada y muy diferente por lo tanto de la que al-
gunos siglos después ejercían nuestras Córtes cuan-
do otorgaban tributos y hacian peticiones al sobera-
no. Si la virtud de estos congresos consistía, como 
dice Marina, en poner un dique al despotismo de 
los reyes, ¿cómo había de conseguirse esto no ejer-
ciendo los concilios una autoridad propia, ni man-
dando nada en el órden civil sino con el beneplácito 
(1) Teoría de las Córtes de León y Castilla. Part. 1.a, 
cap. I . 
(2) Así empieza el cánon 7.» que manda que en la mesa 
del obispo se lean las sagradas escrituras. Pro reverencia Dei 
sacerdotum id universa sancta constituit synodus. 
(3) E l cánon 18 tiene dos partes: la primera que manda 
celebrar concilios provinciales dos veces al año, comienza así: 
Prwcepit hcec sancta et venerabilis synodus: y la segunda que 
manda á los jueces y actores del fisco que concurran á estos 
concilios, dice que lo dispone así: ex decreto gloriossisimi do-
wini nostri. 
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del soberano? Por otra parte, los reyes godos pres-
cindían completamente de los concilios siempre qme 
querían promulgar leyes sin consultarlos; puesto que 
hay muchas en el Fuero Juzgo que emanan de la sola 
autoridad de los príncipes, ¿dónde está, pues, la de-
cantada garantía de ios concilios nacionales? 
Eran estos ciertamente un freno, aunque no muy 
seguro, para los reyes; pero no el freno de la aristo-
cracia ni el del pueblo, sino el de la religión 
El concilio m de Toledo lo suscriben únicamente 
el rey y los obispos (1); pero como algunos de los pos-
teriores aparecen firmados además por varios no-
bles y proceres, y aun se hace mención en ciertos 
cánones del consentimiento del pueblo, esto ha ser-
vido de fundamento para asegurar que aquellos 
congresos representaban á los tres brazos del Es-
tado: la nobleza, el clero y el pueblo. En cuanto 
á que el clero estaba allí digna y útilmente repre-
sentado, no cabe la menor duda; pero no sucedía lo 
mismo respecto al pueblo y la nobleza. Diez y seis 
miembros de esta última asístiermi al concilio v m 
y firmaron las actas; cuatro al ix, quince al xn, 
veintiséis al x m , diez y siete al xv, y diez seis-
ai xvi ; pero ni esto lo hacían por derecho propio, 
ó en representación de su clase, ni la costumbre 
de suscribir algunos legos las actas de los conci-
lios fué observada constantemente en todos ellos. 
Estos nobles eran una especie de comisarios que 
enviaba el rey á los sínodos, tal vez para que los 
informaran en su nombre de ios asuntos seglares 
que se debían tratar, y para que aprendiesen en 
(1) L a declaración de la fé, con la cual empieza el conci-
lio, aparece firmada por muchos nobles y señores que abju-
raron con Bfecaredo el arrianismo; pero" los cánones está» 
suscritos únicamente por el rey y 68 obispos. 
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•sus discusiones. Pruébase esto con las mismas actas 
de los concilios. Según ellas, se dirigía primero el 
rey á los Padres, á la santidad de los obispos cuan-
do encomendaba la formación de algunas leyes, y 
después á los condes y duques que estaban pre-
sentes, llamándoles elegidos por la serenidad ó por 
la sublimidad del rey, ó por el dula real, encargán-
doles que no disintieran del parecer de los prelados. 
Así decia Kecesvinto en el concilio v m : I n commu-
ne jam volis cunctis et ex divino cultu ministris ido-
neis et ex aula regia rectorihus decenter electis Y en 
otro lugar: Vos etiam ¿¡lustres viros, qiios ex officio 
palatino huic sandce synodo interesse suos prinueviis 
oUinuif adjurans oltestor ut ad tanta ventaüs 
ac discretionis justissimce formulan ita ánimos diriga-
tis ut níhíl á consensu prcesentium patrum, sanctorum 
que mrorum aliorum mentis ducentes obtunhm, etc.... 
Si los nobles hubieran intervenido en aquellas deli-
beraciones con el mismo carácter que los obispos, 
¿es posible que el rey los colocara en lugar tan se-
cundario? También da peso á esta reflexión la cir-
cunstancia de no haber asistido los proceres á nin-
guno de los concilios celebrados antes del vm, ni 
al x, ni al x i , ni al xiv, n i al xvn, porque si esta 
clase ó sus representantes tenian derecho á con-
currir á aquellas asambleas, no es de presumir 
que lo renunciasen generosamente, ó que no usaran 
de él cuando ningún motivo se sabe que tuvieran 
para ello. Es asimismo digno de notarse el escaso 
número de nobles que asistían, comparado con el 
de obispos, abades y presbíteros que firmaban (1), y 
(1). E n el concilio vm hubo 16 legos y 74 prelados entre 
obispos, Y i c a r i o s y abades: en el ix cuatro próceros y 25 
eclesiásticos. E n el ±m 26 varones ilustres y 83 obispos,, 
abades y vicarios; y por este mismo orden en todos los demás 
«oncilios á que^asistieron los oficiales palatinos. 
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tampoco es probable que si la grandeza hubiera 
ejercido un derecho propio, se habría satisfecho con 
tan limitada representación. De modo que la pon-
derada intervención de la nobleza en los concilios 
Toledanos, queda reducida á haber asistido á seis 
de ellos unos pocos condes, con el carácter de comi-
sarios regios, para corroborar la opinión de los obis-
pos. ¿Deliberaban con ellos? Parece probable que lo 
hicieran, y que no fuesen meros testigos, como al-
gunos escritores suponen; pero de aquí no se sigue 
que representaran á la nobleza, ni que su influjo en 
aquellas asambleas contrapesara nunca el de los 
prelados. 
Aún tiene menos fundamento la supuesta repre-
sentación del pueblo en nuestros concilios naciona-
les. Sucedió en algunos de estos, que deseando los 
padres dar mayor autoridad á ciertas resoluciones, 
invitaban al pueblo, que por casualidad habia con-
currido á la sesión, á que dijese amen cuando las 
publicaban. Esto se hizo en el concilio v i , al decre-
tar el capítulo 75, que trata de la elección del mo-
narca. Dijo el concilio: si placel ómnibus qui adestis 
hmc teriio reüerata senfmtia vestrce vocis eamconsen su 
Jirmate. Ab universo clero vel populo diclmn est: Qui . 
contra ham vestram dejinilionem prcesumpserü ana-
ihema... sil. Amen. Repitióse este ejemplo con otra 
ley del mismo concilio que condenaba los delitos de 
infidelidad, en el concilio vnr y en el xvi , cuando 
fueron privados de sus dignidades los nobles que 
habían sido infieles á Egica. 
Hó aquí toda la intervención del pueblo en los 
concilios Toledanos. ¿Se deducirá de estos hechos 
que aquellas asambleas no podían decidir de ningún 
asunto grave sin el consentimiento del pueblo? De-
lirio nos parece imaginarlo. ¿Pues qué los padres de 
Toledo en sus 18 concilios no resolvieron más ne-
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«•ocios graves que ios tres referidos? Y si la ceremo-
nia de decir amen el pueblo hubiera sido un requi-
sito necesario para la resolución de esta especie de 
asuntos, ¿no se baria mención de ella en otros mu-
chos lugares de las actas? Y aunque así no fuese, 
¿bastarla la aprobación de las personas que asistían 
como espectadores á aquellas deliberaciones, para 
creer que el pueblo estaba suficientemente repre-
sentado y habla consentido en los decretos que se 
promulgaban en su presencia? 
Fueron, pues, nuestros concilios nacionales unas 
asambleas político-religiosas que los príncipes solían 
convocar en los principios de sus reinados para afir-
mar su autoridad, cuando querían introducir en el 
órden político ó civil alguna mudanza considerable, 
en las calamidades públicas, y en suma, siempre que 
juzgaban necesario fortalecer su gobierno con el apo-
yo de la Iglesia. En ellos se declaraban y confirmaban 
los artículos de la fe, se daban las disposiciones con-
venientes para mantener el vigor déla disciplina ecle-
siástica, se establecían leyes penales y políticas, y 
se sentenciaban á veces las causas religiosas y po-
líticas de los altos funcionarios públicos seculares ó 
eclesiásticos. E l rey que los convocaba señalaba an-
ticipadamente en un escrito llamado tomo regio, los 
asuntos en que debian ocuparse, y particularmente 
los relativos al órden civil: con su anuencia decidían 
sobre ellos, y sus decisiones eran luego confirmadas 
y suscritas por el mismo soberano. Así es que su 
potestad legislativa en el órden eclesiástico era pro-
pia, en el civil delegada. De ella emanó en lo suce-
sivo una parte muy considerable del derecho góti-
co, según veremos más adelante. Esta confusión de 
las dos potestades civil y eclesiástica, dió á la legis-
lación un carácter eminentemente teocrático, que 
es el que k distingue en la época que analizamos. 
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Esta famosísima institución de los concilios nacio-
nales, que no tiene ejemplo en otro país ninguno, 
empezó en el concilio m . Eecaredo, convocando 
este sínodo y autorizándolo para legislar en mate-
rias profanas, fué autor de una reforma importantí-
sima en nuestro derecho público. 
Otra de las innovaciones de Eecaredo fué, según 
hemos dicho antes, sancionar con penas tempora-
les y dar fuerza de leyes á los cánones admitidos 
en España hasta su tiempo. Como estos cánones 
trataban muy particularmente de la reforma de las 
costumbres, contenían un catálogo copiosísimo de 
delitos y penas, los cuales formaban casi un peque -
ño Código penal, fuente abundantísima de nuestro 
derecho del mismo nombre. Ya hemos indicado 
arriba las materias de derecho penal de que trata-
ban los cánones confirmados por Eecaredo, y esta 
simple enumeración basta para comprender la im-
portancia y resultados de esta innovación. 
La última, en fin, se contiene en los mismos ca-
pítulos del concilio m , y es también de gravedad 
suma. En. este sínodo se confirió á la Iglesia una-
parte de la potestad judicial, que fué origen de la 
que posteriormente tuviéronlos obispos en la monar-
quía goda. Ordenóse que estos prelados conociesen 
juntamente con los jueces seglares de los delitos de 
infanticidio, y lo que es más notable aún, que dichos 
jueces asistieran todos los años al concilio provin-
cial de su territorio, juntamente con los administra-
dores del fisco, para que si se averiguase que abu-
saban de sus facultades ú oprimían á los pueblos, 
los obispos los amonestasen y corrigiesen, y si su 
autoridad no surtía efecto, diesen cuenta al prínci-
pe. Así la potestad legislativa, las leyes penales y la 
potestad judicial, de heréticas que eran, se convir-
tieron en teocráticas. La facultad de hacer las leyes 
ESTUDIOS JURÍDICOS. 91 
que residía en los príncipes, se trasladó en parte á. 
los concilios: los cánones se trasforínaron en leyes, 
y los obispos intervinieron en su aplicación y se re-
servaron la facultad de vigilar y corregir á los en-.; 
cargados especialmente de ella. Tan importante 
mudanza experimentó nuestra legislación al con-
vertirse Recaredo al cristianismo. 
V. 
Progresos de l?i legislación desde Recaredo hasta Ohindasvinto,, 
Concilios IV, 7 y VI de Toledo. 
Después de las innovaciones de Recaredo siguió 
aumentándose la legislación con las leyes de los. 
monarcas sus sucesores, y con las disposiciones de 
los concilios. Es imposible averiguar con la escasez, 
de documentos que poseemos de aquella época, to-
das las leyes que establecieron los príncipes que 
reinaron después de aquel soberano, y particular-
mente hasta Chindasvinto; pero se conocen al mé-
nos las dadas en los concilios, y algunas de las que 
por su propia autoridad promulgaron aquellos reyes. 
Daremos de unas y de otras la noticia que baste 
para formar juicio de los aumentos que recibió la 
legislación en el período de que tratamos. 
Liuva y Witerico, sucesores inmediatos de Reca-
redo, hicieron quizá algunas leyes, pero ni las colec-
ciones legales, ni los escritores del tiempo hacen 
mención de ellas. A Gundemaro, sucesor de Wite^ 
rico, le atribuyen muchos escritores la ley que esta-
blece la inmunidad de los templos y otras favora-
bles á la Iglesia. ¿Serán de él las cuatro leyes sin 
nota de autor que se hallan en el Fuero Juzgo, y 
tratan del asilo eclesiástico? El Sr. Lardizabal lo 
niega, así como el que Gundemaro hiciese leyes 
sobre la inmunidad, pero fundado en razones de 
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poco peso. Dice este erudito escritor, que «la dispo-
sición más antigua sobre asilos que se encuentra en 
España es la del concilio vi de Toledo, el cual re-
servó á los príncipes cOn la intercesión de los obis-
pos, el perdón de los que se refugiaran á las Iglesias; 
de este cánon se deduce que antes no gozaban los 
templos inmunidad, porque si la gozaran, para nada 
necesitarían los que se acogieran á ella de la inter-
cesión de los obispos: y como Gundemaro murió 
treinta años antes de la celebración de dicho conci-
lio, saca de la consecuencia el referido autor que no 
pudo hacer las leyes que se le atribuyen.» Pero todo 
este argumento se funda sobre un hecho falso, á 
saber, que en España antes del concilio vi de To-
ledo, que se celebró en el año 638, no habia ningu-
na ley ó cánon que estableciera la inmunidad local 
eclesiástica. Si el Sr. Lardizabal hubiera consultado 
la colección de cánones de la Iglesia española, vi-
gente ya en el reinado de Gundemaro, no habría 
incurrido en tal error. Por ella se sabe que hablan 
sido admitidos en España los cánones de los conci-
lios de Orange y de Orleans i celebrado el uno á 
mediados del siglo v, y el otro á principios del vi. 
Sus cánones, por consiguiente, fueron comprendi-
dos entre aquellos que confirmó y sancionó con pe-
nas temporales Recaredo en el concilio I n Toleda-
no de 589, y no podian menos de estar vigentes en 
tiempo de Gundemaro. Pues bien, el cánon v del 
concilio de Orange ó Arausicano disponía que no se 
entregaran á la justicia los que se refugiaban á la 
Iglesia (1). E l concilio de Orleans, apoyándose en los 
cánones antiguos y en las leyes romanas, dispuso 
que no fueran extraídos los reos del átrio de la Igle-
(1) Eos qui ad Ecleesiam confugeriut tradi non oportere, 
sed loci sancti reverentia et intercessione defendí. Can V. 
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sia, ni de la casa del obispo, sino después que sus 
perseguidores juraran no castigarlos con ningún gé-
nero de pena, y se compusieran con los mismos reos 
sus acusadores. Si estas leyes estaban vigentes en 
España, no fué el concilio v i Toledano el primero 
que estableció la inmunidad eclesiástica; existia ya 
en tiempo de Gundemaro, y éste monarca la confir-
mó sin duda ó la modificó, si acaso son suyas las 
cuatro leyes sin nota de autor que se conservan en 
el Fuero Juzgo sobre esta materia, ó alguna de las 
que los copiantes calificaron de antiguas. Quizá no 
es de Gundemaro ninguna de estas leyes; pero ¿qué 
motivo hay para dudar que hiciese otras parecidas, 
confirmando los cánones citados de los concilios 
Arausicano y Aurelianense? Induce también á creer-
lo así, la circunstancia de ser las leyes del Fuero 
Juzgo á que hemos aludido modificativas del dere-
cho de asilo más bien que inventoras. Unas lo nie-
gan á los que matan á sus parientes próximos, 
otras á los que en las Iglesias se defienden con ar-
mas después de refugiados, y otras á los deudores. 
¿No prueba esto que la inmunidad eclesiástica exis-
tia ya de muy antiguo, que se abusaba de ella, y 
que los legisladores se veian precisados á limitarla? 
También hizo leyes Sisebuto, sucesor de Gunde-
maro, particularmente contra los judíos, secta nu-
merosísima á la sazón en España. Empeñado en ex-
tirparla aquel príncipe, obligó á bautizarse á los que 
la seguían bajo gravísimas penas. Algunas leyes se 
conservan en el Fuero Juzgo sobre esta materia, 
que son probablemente suyas, sobre todo las 13 
y 14 del título 2.°, libro 12 (1), la 3 del título 3.° del 
(1) De la 14 particularmente no puede dudarse, porque 
la siguiente la confirma diciendo que es de Sisebuto, y las dos 
tienen en varios Códices la inscripción de este monarca. 
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mismo libro, que impone penas de decalvacion y 
azotes á los judíos que no quieran bautizarse (1), y 
otras del mismo título 2.0, si ha de creerse á Am-
brosio Morales (2). Probablemente no fueron estas 
las únicas leyes de Sisebuto, pero como no nos que-
da memoria de otras, no nos es lícito atribuirle más. 
_ Su inmediato sucesor Recaredo I I , como no reinó 
sino muy pocos dias, no tuvo tiempo probablemen-
te para ocuparse en mejorar la legislación. Suintila, 
que reinó después por espacio de diez años, es pro-
bable que hiciera algunas leyes, pero no debieron 
ser muy importantes cuando ningún historiador 
hace memoria de ellas. Por otra parte, sus guerras 
con los vascones y con los romanos le aficionaron 
más á los^  triunfos y á las conquistas que á la gloria 
dé los legisladores, y por eso no es de extrañar que 
dejase el trono sin haber tocado á las leyes estable-
cidas. 
Apoderóse luego de la corona Sisenando, el cual 
contribuyó notablemente á aumentar la legislación. 
Necesitando este príncipe asegurar su autoridad, 
que tal vez le disputaban muchos, por la manera 
con que habia sido adquirida, y deseando por otra 
parte asegurar los derechos de la Iglesia y corregir 
las costumbres, convocó el concilio iv de Toledo 
en el año 633. En él se establecieron muchas leyes 
civiles, que por haber sido sancionadas y publica-
das por Sisenando, deben ser atribuidas á este prín-
(1) E l Sr. Lardizabal cree con acierto que esta ley es de 
Sisebuto, aunque en algunos Códices tiene la inscripción de 
Ervigio. Se sabe, dice aquel escritor, que Sisebuto conminó 
con graves penas á los judíos que no quisieran bautizarse: es 
así que esta es la única ley que impone tal castigo: luego es 
de aquel príncipe y no de otro. Esto es lo más probable, pero 
no evidente. 
(2) Crónica general de España, lib, X I I , cap. 13. 
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cipe. Asistieron al sínodo 68 obispos, San Isidoro 
entre ellos, y ningún oficial palatino, prócer ni lego; 
La mayor parte de sus 75 cánones tratan de asun-
tos puramente eclesiásticos, pero los que se refieren 
á cosas profanas son harto notables. 
Este concilio extendió la jurisdicción de los obis-
pos, facultándolos para amonestar y reprender álos 
jueces y á los poderosos que oprimieran á las perso-
nas desvalidas. Aumentó los privilegios del clero, 
eximiéndole de toda especie de contribuciones y car-
gas públicas. Derogó la ley que obligaba á los ju -
díos á bautizarse; pero castigando á los que una 
vez bautizados abandonaban la fe; compeliéndolos á 
que siguieran en ella, y mandando que se les arran-
casen sus hijos para educarlos en el cristianismo. 
Prohibió á los cristianos toda comunicación con los 
judíos, inhabilitando á estos últimos para testificar 
en los Tribunales. También les privó de todo cargo 
público y de la facultad de tener esclavos cristianos. 
Estableció las obligaciones recíprocas entre la Igle-
sia y sus siervos. Después el concilio, teniendo pre-
sente los deseos de Sisenando, acudió á su defensa 
y á la de la monarquía, declarando sacrilegio todo 
acto de deslealtad, condenando álos que aspiraran al 
trono, á los sediciosos, y á los que meditaran matar 
al príncipe á perpetua excomunión, estableciéndola 
manera de elegir el soberano por los nobles y los sa-
cerdotes, y excitando al pueblo á obedecer fielmen-
te al que entonces reinaba. Por último, el concilio 
haciendo ostentación de su inmensa autoridad, acon-
sejó al rey la moderación, la humildad, la toleran-
cia, la misericordia, el abstenerse de dictar senten-
cias por sí sólo sin el acuerdo de los magistrados, y 
sin plena prueba del delito, en las causas capitales, 
declarándole anatematizado si á alguno de estos 
preceptos contraviniere. Y por si alguna esperanza 
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quedaba aún á Suintila de volver á ceñir la coronaj 
Sisenando tuvo buen cuidado de quitársela hacien-
do que el concilio le privase de sus honores y bie-
nes, aprobando así explícitamente el acto de su des-
titución. Tales fueron las leyes de Sisenando en el 
concilio iv Toledano. Adviértese por ellas cómo iba 
desenvolviéndose con la ayuda de las circunstan-
cias el carácter teocrático que habia dado Recare-
do á la legislación civil, cómo iba haciéndose cada 
dia más estrecha la alianza del Estado con la Igle-
sia, que habia de producir más adelante, según ve-
remos en su lugar, otra alianza no ménos importan-
te, la fusión, si puede decirse así, de dos grandes 
pueblos. 
Creyóse en otro tiempo que en este concilio se 
habia formado el Código que hoy conocemos con el 
nombre de Fuero Juzgo, porque así lo dice una 
nota que se halla en sus copias castellanas (1). Pero 
como no solamente carecen de ella todos los códi-
ces latinos, sino que dos de las tres noticias queda-
sen evidentemente falsas, á saber, la del número de 
obispos que asistieron al concilio, y la fecha de su 
celebración; como por otra parte en las actas de di-
cho sínodo no se hace la alusión más ligera á la 
formación de semejante Código, es indudable que 
el hecho á que nos referimos es una suposición ma-
nifiesta de algún copiante. De otro modo, ¿cómo era 
posible que ninguno de los códices latinos no diesen 
de ello la menor noticia? ¿cómo no se descubre en las 
actas rastro alguno de tan importante suceso? Esta 
(1) Dice asila inscripción: «Esti libro fo fecho de Lxvt 
obispos enno quarto concello de Toledo ante la presencia del 
rey Sisenando enno tercero anno que regno. Era nc et 
LXXXI anno.» No asistieron á este concilio 6f) obispos, 
sino 62. Tampoco se celebró en la era 681, sino en la de 671. 
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es la opinión de casi todos los críticos que han exa-
minado los Códices manuscritos del Fuero Juzgo, y 
si no insistimos más sobre ella, es por creer que no 
se necesita para demostrar su evidencia (1). 
Cliintila, sucesor de Sisenando, no contribuyó 
menos que este príncipe al aumento de la legisla-
ción por medio de los concilios. Celoso de su sobe-
ranía, y deseando asegurar la corona en sus sienes, 
mandó celebrar en el año 636, que fué el primero 
de su reinado, el concilio v de Toledo. Los cánones 
que en él se establecieron, eran leyes puramente 
civiles, excepto el primero, que mandaba hubiese en 
su reino todos los años tres dias de letanías. Los de-
más tenían por objeto la seguridad del trono y de 
la familia real amenazada constantemente de rebe-
liones, y á veces víctima suya. Hé aquí, en suma, 
sus leyes: 
l.o Se confirmaron las del concilio anterior res-
pecto á la seguridad y conveniencia de los prínci-
pes, añadiendo que los que no respetaran á Chmti-
la, su descendencia y familia en sus personas y en 
sus propiedades^ serian anatematizados. 
(1) Ambrosio de Morales, el Padre Burriel, Lardizabal y 
cuantos lian escrito con buena crítica de esta materia, se 
apresuraron á declarar la falsedad de la inscripción citada, 
pero explicándola á su manera. Morales dice que el error del 
copiante debió provenir de que la primera ley del Fuero 
Juzgo es el principio del concilio iv de Toledo, en el cual se 
dice que el rey Sisenando se juntó en Toledo con los obispos 
y señores para proveer al gobierno, etc., lo que tal vez dio 
lugar á creer que la junta se celebraba con este objeto. 
Burriel presume que acaso publicó S. Isidoro en este concilio 
•su colección de cánones, y esto dió motivo en los siglos pos-
teriores á confundir dicha colección con el Fuero Juzgo. 
¿Quién puede averiguar el origen de una impostura cuando 
tantos millares de ellas se forjaron en el tiempo en que se 
tradujo y copió el Fuero Juzgo? 
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2. ° Que incurriesen en la misma pena los que 
aspiraran al trono, no siendo de la raza goda ó no 
habiendo sido elegidos legalmente. 
3. ° Que fuesen también, excomulgados los que 
hiciesen pronósticos supersticiosos sobre la muerte 
del rey y tratasen de adjudicar su sucesión 
4. ° Que fueran asimismo excomulgados los que 
blasfemaran del rey. 
5. ° Se mandó que los príncipes conservaran á 
sus vasallos las mercedes que estos hubieran recibi-
do de sus antecesores, por servicios prestados á la 
corona. 
6. ° Que en todos los concilios que en adelante 
se celebrasen, se confirmara el capítulo del sínodo iv, 
que trata de la fidelidad debida al rey y de su elec-
ción cuando vaca la corona. 
7. ° Se concedió al monarca la facultad de in-
dultar cuando lo tuviere á bien á los que infringie-
sen alguna de las leyes anteriores. 
Así recompensaba la Iglesia los servicios que re^  
cibia del Estado. Grandes fueron sin duda la fuerza 
y explendor que la Iglesia recibió de la monarquía 
desde la conversión de Recaredo; ¿pero fueron me-
nores acaso la autoridad y firmeza que adquirió la 
monarquía por el influjo y cooperación de su aliada?. 
Los reyes defendieron á la Iglesia con su espada: 
la Iglesia favoreció á los reyes con el apoyo podero-
so de su autoridad moral. El Gobierno es en todas 
partes un compuesto de estos dos principios: el de 
la autoridad racional que influye en el país por me-
dios puramente morales, y el de la fuerza que ma-
terialmente cohibe. Cuando estos dos principios se 
reúnen hay gobierno justo y estable: cuando se se-
paran, es el gobierno ó tiránico ó imposible. Entre las 
naciones bárbaras, la autoridad moral residía en la 
Iglesia, la fuerza material en los jefes del gobierno ci-
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vil. Mientras aquella y estos vivieron separados, es 
decir, mientras la mayoría de la nación no fué cató-
lica, apenas Imbo gobierno: las guerras y las suble-
vaciones absorbieron todas las fuerzas de la mo-
narquía. De 16 monarcas que hubo desde Ataúlfo 
hasta Leovigildo, 9 murieron asesinados, 2 en 
la guerra; solamente 5 de muerte natural; y tén-
gase ' presente que cada regicidio era una revolu-
ción. Pero cuando la Iglesia y el Estado se unieron 
en el concilio i v Toledano, el principio de la auto-
ridad y el de la fuerza se hermanaron y por eso 
hubo Gobierno. Desde entonces fueron ménos las 
rebeliones; más estable y regular la monarquía; 
mejor concertadas y más en armonía las fuerzas 
varias de la máquina social. Hubo todavía desórde-
nes y revoluciones, pero de los 17 monarcas que 
remaron después de Leovigildo, 5 solamente per-
dieron el trono vencidos por la rebelión. Este nota-
ble progreso fué obra de la Iglesia aliada con la 
monarquía: lo prepararon los concilios, lo impulsa-
ron los príncipes, y los cánones arriba citados no 
contribuyeron poco á realizarlo. 
Con el mismo objeto que el anterior y para deci-
dir otros puntos de derecho eclesiástico y profano, 
convocó dos años después el mismo Chintila el 
concilio v i de Toledo. En una monarquía electiva 
amenazada siempre de regicidios y de rebeliones, 
no era extraño que pareciesen insuficientes todas 
las medidas que se tomaban para asegurar la vida 
del rey y la de su familia. Por eso en este concilio 
se renovó la prohibición de tratar de la elección del 
príncipe futuro durante la vida del presente, y el 
decreto amparando la vida y propiedad del sobera-
110 y su familia de que dimos noticia-al hablar del 
concilio anterior. 
Era también necesario realzar el prestigio de la 
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monarquía, declararla inaccesible á las personas in* 
dignas de aspirar á ella, y á los conspiradores os-
curos que la codiciaban. Con este objeto fueron ex^  
cluidos de la sucesión á la corona los que se hubie-
sen cortado el pelo y vestido el hábito monástico (1), 
los que hubieran sufrido la pena de la decalvacion, 
los descendientes de esclavos, los notados por sus 
malas costumbres, y los que no fuesen de la raza 
goda. Se mandó que fuesen respetados y obedeci-
dos los señores y próceros de la casa real, y fueren 
conminados con graves penas los que por haber 
cometido algún delito de infidencia se refugiasen á 
país enemigo. 
Pero como al mismo tiempo que la salud y exis-
tencia de la monarquía necesitaban medidas de pro-
tección, las reclamaba la seguridad de los vasallos, 
el concilio, atendiendo á ella, mandó que ninguno 
fuese condenado en juicio, sino á instancia de legí-
timo acusador, excepto por delito de infidelidad: que 
los condes y magnates tratasen con humanidad á 
sus inferiores y que se observara lo dispuesto en el 
sínodo anterior sobre conservar á los súbditos las 
mercedes recibidas del soberano excepto cuando s'e 
hicieren indignos de poseerlas por ingratitud ó des-
lealtad. 
Con objeto de promover la unidad religiosa tan 
deseada por todos los concilios como difícil de reali-
zar por completo, mandó el de que tratamos, que los 
reyes al subir al trono jurasen no favorecer á los ju-
díos, ni consentir en su reino á ninguno que no 
fuese católico, confirmando todo lo dispuesto en el 
concilio iv, respecto á aquella secta. Providencia in-
humana, impolítica y que no llegó á observarse por-
(1) Nullus sub reJigionis habitus detonsus... tyranice p r í e -
sumpsione regnun assumat... 
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que era irrealizable en un tiempo en que una parte 
grandísima de la nación no profesaba el culto ca-
tólico. 
Era así mismo necesario fijar y determinar las re-
laciones entre el Estado y la Iglesia sobre varios 
puntos que tocaban á la legislación civil, entre ellos 
el derecho de asilo y el estado de los esclavos de las 
Iglesias. Respecto á lo primero ordenó el concilio 
que los príncipes indultaran á los refugiados en los 
templos mediante la intercesión de los obispos, sien-
do esto compatible con la justicia (1), En cuanto al 
segundo punto, dispuso el sínodo que los libertos de 
las Iglesias presentasen á los nuevos obispos sus 
cartas de libertad, so pena si no lo liacian dentro de 
un año, de volver á la esclavitud, y que sus descen-
dientes quedasen bajo el patrocinio de la misma 
tlglesia,la cual podia exigir de ellos ciertos servicios, 
mediante la obligación que tomaba de educarlos y 
protegerlos. Ultimamente, para poner á cubierto los 
bienes de las Iglesias de las revueltas y trastornos 
• políticos, se dictaron entre otras disposiciones favo-
rables al clero, la de que fuesen siempre firmes é 
irrevocables las donaciones que se hicieran á los 
templos. 
A Chintila sucedió Tulga en el trono, pero su rei-
nado fué de tan corta duración, que sin duda no 
tuvo tiempo para aumentar el catálogo de las leyes 
españolas. Los historiadores, sin embargo, le atribu-
yen haber confirmado todas las disposiciones de los 
(1) Así lo dice el último período del capítulo 12, cuyo 
principal asunto no es el asilo, sino castigar á los que pasan 
iá tierra enemiga huyendo de las persecuciones de la justicia. 
Esta circunstancia prueba que el cánon no estableció el dere-
cho de asilo, sino que modificó el que ya existia respecto á 
los que lo imploran después de haberse refugiado en país ene-
migo por algún crimen que hubiese cometido. 
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concilios celebrados hasta su época, pero no se con-
servan sus decretos origiimles. Dudan muchos de la 
verdad de esta noticia, fundándose en que ha sido 
tomada de la continuación de la crónica de San Isi-
doro, que es indudablemente falsa. Pero nada tiene 
de extraño que aquel monarca confirmára con leyes 
las constituciones de los concilios, siendo esta una 
costumbre muy autorizada entre los godos, según 
veremos más adelante. Por otra parte, aunque la 
continuación de la crónica de San Isidoro no sea de 
este santo, de aquí no se sigue que sean falsas todas 
las noticias que. en ella se contienen. El que la es-
cribió, aunque viviese muchos años después del ar-
zobispo de Sevilla, pudo muy bien estar enterado 
del hecho á que aludimos, así como lo estuvo de 
otros que refirió, cuya certeza nadie ha puesto en 
duda hasta ahora. 
V I . ' 
Abolición del derecho romano—Unidad de la legislación —Colec-
ción de leyes de Chindasvinto.—Concilio V i l de Toledo. 
Hemos dicho en los anteriores artículos, que Es-
paña se rigió desde la conquista por dos derechos 
distintos, el gótico, que recopiló y escribió Eurico 
aumentado después con las leyes de sus sucesores, 
y el romano, que Alarico mandó abreviar y exponer 
en el Código que llevó su nombre. Pero con la con-
versión de Recaredo al catolicismo nació un nuevo 
derecho común, obligatorio á los dos pueblos que 
habitaban la Península, y que no hacia diferencia 
entre conquistados y conquistadores. Este derecho 
que podríamos llamar cristiano, tenia su fuente en. 
los concilios, esto es, en un legislador cuya compe-
tencia reconocian y acataban todos, y cuya autori-
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dad pesaba igualmente sobre los vencedores que so-
bre los vencidos. Así es, que la conversión de Reca-
redo estableciendo la comunidad de creencias, pro-
dujo primero un lazo de unión entre los dos grandes 
pueblos que habitaban en la Península, y esta co-
munidad de fé, produciendo una legislación también 
común, creó otro nuevo vínculo entre las dos nacio-
nes. Si los que han deplorado la influencia de la 
Iglesia sobre aquella monarquía se hubieran dete-
nido un momento á considerar estos resultados, no 
habrían sido quizá tan severos en sus juicios. E l 
gran pensamiento de la monarquía goda era fundir 
en una, si así puede decirse, las dos razas enemigas,, 
y para lograrlo no habla más medio que mancomu-
narlas en sus creencias religiosas, en sus intereses 
y en sus derechos civiles y políticos, haciendo que 
godos y españoles fuesen iguales ante la ley de^  
Dios, ante la ley civil y ante la monarquía. La Igle-
sia era la única potestad que podia establecer la 
io-ualdad apetecida. Haciéndonos católicos nos de-
claró iguales ante Dios: dándonos una legislación 
en su nombre y en el del príncipe, obligatoria para 
todos los cristianos, nos hizo iguales ante la ley; y 
haciéndonos partícipes de sus altos empleos y digni-
dades, sin distinción de origen y fortuna, y partici-
pando ella á su vez del gobierno, concedió á la raza, 
vencida un influjo en los negocios públicos, que 
equivalía á los más ámplios derechos políticos. 
Es preciso examinar el mecanismo de aquella 
monarquía para apreciar debidamente el servicio 
inmenso que prestó la Iglesia, sobre todo á los espa-
ñoles. Aunque los godos nos dejaron una parte de 
las tierras, nos conservaron nuestras leyes y respe-
taron nuestra libertad, ninguna participación nos 
dieron en su gobierno; nos consideraron como cas-
ta inferior á la suya, indigna de mezclarse con ella, 
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y como pueblo al fin conquistado. La aristocracia, 
los funcionarios públicos, los jueces y cuantos te-
man alguna influencia en la gobernación del país, 
eran de raza goda. Ni en los consejos del monarca, 
ni én las asambleas de la nación intervenían para 
nada los españoles. Los godos tenian exclusivamen-
te el derecho de mandar; sobre los españoles pesa-
ba con desconsoladora dureza la obligación de obe-
decer. Pero desde que los godos se hicieron católi-
cos varió la suerte de la raza indígena. Entonces se 
dividió el derecho de gobernar entre el rey, la Igle-
sia y la aristocracia, y como aunque el rey y los 
grandes eran godos, los obispos y el clero eran en 
su mayor parte españoles, ambos pueblos vinieron 
á participar del gobierno. La Iglesia se hizo con el 
tiempo la más influyente de las tres potestades; ade-
más los cargos de ella que daban influencia política 
eran accesibles á todo el mundo, á diferencia de la 
corona y de la aristocracia, que aun entre los godos 
no estaban al alcance sino de muy pocas personas; 
de modo que con el tiempo, los españoles no sola-
mente fueron iguales ante la monarquía sino supe-
riores á los godos, y esta mejora notable en su con-
dición política, no la debieron sino á la Iglesia. 
Mas á este resultado no se llegó en un dia, co-
menzó á prepararlo la conversión de los godos al 
catolicismo, y siguió madurándolo el nuevo, de-
recho común inaugurado en el concilio n i de Tole-
do. Esta legislación era ya bastante copiosa en 
tiempo del rey Chindasvinto, según puede verse por 
la ligera exposición que llevamos hecha de ella. 
Constituíanla muchos cánones y decretales sobre 
materias profanas que hablan sido admitidos en Es-
paña, puesto que formaban parte del Código canó-
nico á la sazón vigente, y todos los decretos de los 
cuatro últimos concilios Toledanos de que hemos 
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hecho mención. Estas leyes bastaban para compo-
ner un Código bastante completo, sobre todo en 
materia penal: favorecidas con la doble sanción de 
la Iglesia y del Estado, nada les faltaba para que 
tuviesen toda la eficacia de que es susceptible el de-
recho en un pueblo religioso. Las temia el hombre, 
porque su infracción se castigaba siempre con una 
pena temporal, ora fuese la señalada expresamente 
en muchos cánones, ora la general pecuniaria esta-
blecida por Eecaredo en el concilio iv de Toledo; y 
las respetaba el cristiano, porque además de traer 
origen de la autoridad más santa y acatada que 
conocía la Iglesia, se castigaba su infracción con 
duros anatemas. 
Entre tanto, ni las leyes romanas ni las godas 
disfrutaban la misma autoridad. Unas y otras se 
apoyaban en las tradiciones del pueblo para el cual 
hablan sido hechas, pero estas tradiciones debian 
haber perdido mucha influencia con la variación de 
las costumbres, de la manera de vivir, y de toda ci-
vilización. Las leyes godas sobre todo dirigidas á un 
pueblo amano y semibárbaro, eran menos adecua-
das aún que las romanas para este mismo pueblo 
hecho ya católico y á medio civilizar. 
Por otra parte, la coexistencia dé los tres dere-
chos, el romano, el godo y el cristiano, debia produ-
cir frecuentes dudas en los Tribunales, disputas en-
tre los hombres y confusión en la sociedad. Necesi-
tábase, por lo tanto, una reforma considerable en la 
legislación que fijase la autoridad, que la simplifi-
case y que hiciese posible su aplicación á los casos 
cada dia más frecuentes, en que se reclamaba la in-
tervención de los magistrados. Chindasvinto com-
prendió sin duda esta necesidad, y viéndose dueño 
de toda la Península, sin guerras que temer y sin 
enemigos que combatir, creyó oportuna la ocasión 
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de remediarla. Con este objeto hizo una nueva re-
copilación de leyes ó Código, aboliendo el derecho 
romano y estableciendo por primera vez en España 
la unidad legislativa. 
La historia no nos ha dejado documentos sufi-
cientes para juzgar con toda certidumbre de la obra, 
de Chindasvinto; pero dos de sus leyes que se con-
servan en el Fuero Juzgo prueban que aquel prínci-
pe hizo un nuevo Código con su correspondiente di-
visión de leyes y capítulos, el cual sustituyó al de-
recho romano que estaba en observancia. Aliena; 
gentis Jegihus, dice la ley 8.a, tít. I.0, lib. 2.° del Fuero 
Juzgo, ad exercitium ufiUtatis imbui ef permiiinms 
et optamus: ad negotíorim vero discussionem et re-
sultamus et prohibemus. Quanvis enim élogiis po-
lleant, lamen di/fimltatihus hmrent: adeo cum suffi-
ciaf ad justUke plenitudinem et perscrutatio rationum 
et competentium ordo verhorum, QUJE CODICIS IIUJÜS 
SERIES agnoscüur continere, NOLÜMUS SIVE ROMANIS 
LEGIBUS seu álienis institutionihus amodo amplius 
convexari. No puede decirse de una manera más 
terminante que esta ley hacia parte de un Código 
en el cual se disponía todo lo necesario para juzgar 
los pleitos, y que la aplicación del derecho romano 
ofrecía á cada paso dificultades que el legislador se 
proponía remover. 
Esto es evidente, pero no lo es tanto que fuese 
Chindasvinto el autor de la citada ley y el del Có-
digo á que ella se refiere. La Academia española, 
habiendo examinado una multitud de Códices anti-
guos, ha opinado que dicha ley pertenece á Chin-
dasvinto, y se la atribuye en su edición del Fuero 
Juzgo, á pesar de que tres de los dichos Códices y 
muchos de la edición castellana del mismo Fuero 
la suponen de Recesvinto, y alguno no le da autor. 
Respetamos en esta parte el juicio de la Academia, 
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por creerlo fundado en buenas reglas de crítica, y 
porque hay además otra razón para presumir que 
no debe ser de Recesvinto dicha ley. Este príncipe 
hizo otra sobre el mismo asunto, condenando con 
la multa de 30 libras de oro al que alegase las leyes 
romanas en los Tribunales (1), lo cual da á entender 
que ya anteriormente existia la misma prohibición, 
pero que habiendo algunos que la infringían, se 
hizo necesario sancionarla con penas. Lo cierto es. 
que se conservan dos leyes prohibiendo el uso del 
derecho romano, una sencilla que alega las razones 
de la prohibición, y otra que sin dar razón ninguna 
amenaza con una pena muy grave á los iníractores, 
¿Cuál de las dos es más antigua? Evidentemente la 
primera, porque si lo fuese la segunda, algo habría 
dicho del castigo determinado en la anterior. Pero 
aunque la primera sea la más antigua, todavía era 
posible que ambas fuesen de un mismo soberano, es 
decir, de Recesvinto. Esta reflexión nos dejaría en 
la misma duda, si á la circunstancia de ser más an-
tigua la ley que hemos copiado, no se agregase la 
de que la mayor parte de los Códices latinos la atri-
buyen á Chindasvinto: luego más razones hay para 
, decidirse por lo que dicen estos Códices, que por lo 
que se lee en dos ó tres en contrario; y en la necesi-
dad de escoger entre dos opiniones la más probable,, 
no dudamos' en declarar que lo es la de la Academia, 
española. 
Siendo esto así, es incontrovertible que en tiempo 
de Chindas vinto existia ya un Código completo de 
leyes que obligaba así á los godos como á los espa-
ñoles, pero no lo es tanto, aunque sí muy probable, 
que aquel soberano fuese el compilador de este Có-
(1) L . 9, tít. I.», lib. 2.o For. Jud. 
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digo. Así lo cree el Sr. Lardizabal, pero sin decir las 
razones en que puede fundarse esta opinión. Cien 
leyes han llegado hasta nosotros de aquel príncipe 
relativas á casi todas las materias propias de un Có-
digo universal. En ellas se trata estensaraente de 
los juicios, personas que intervienen en ellos, obli-
gaciones de los jueces, trámites de los pleitos prue-
bas y sentencias (1); de los contratos, pactos' testa-
mentos y sucesiones hereditarias (2); del matrimo-
nio, divorcio, dote, arras y donaciones esponsali-
cias (3); de los siervos y libertos (4); de los meno-
res (5); de los delitos contra las buenas costumbres 
contra Jas personas, la propiedad y el Estado (6); 
de las acusaciones y trámites para perseguir los de-
litos, y de otros asuntos anejos á los anteriores (7). 
Ahora bien; si Chindasvinto hizo todas estas leyes, 
tít 
L 
(2) L 6, 7, 12, 13, 14 y 15, tít. 5.P, lib. 2.o L . 9, 18, 19 y 20 
3.0, üb. 4.« L . 1, 2, 3 y 4, tít. 4.0', ]ib. 5.0 L . 6, tít. 3/, id' 
13 y 19, tit. 4.o, id. L . 5, tít. 6.0, id. For. Jud. 
tít 
r(3) L 4 6 y 10, tít. 2.o, üb. 3.° L . 4 y 7, tít. 2.0, id. L. 2, 
i . 6.0, id. L. 3, tít. 5.0, lib. 0.0 For. Jud. 
T V18' ^ 4-0' lib- 5-0 L- 6' 14 7 15, tít. 7 A lib. 5.° L. 16 17 y 18, tít. 5.o, lib. 9.o L. 17, tít. l.o, lib. 10. 
For. Jud. 
(5) L . 1 y 2, tít. 3.°, lib. 4.° For. Jud. 
(7) 
y 
L. 
L. 5, tít. 2.o, lib. 3.0 L. í, tít. l.o, lib." 12. 
L. 5 y 6, tít. l.o, lib. 6.° L. 7, tít. 8.0, lib. 3.o L. 14, 15 
• 16, tit. 5.o, üb. 6.c L. 6, tít. 6.°, id. L. 2, 4 y 6, tít. 1>, lib 6 0 
..16 tít. 5.« id. L . 8, tít. I.0, lib. 2.° L . 2, tít. 2 o üb.'3.0 
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es claro que contribuyó de una manera muy princi-
pal á la formación del Código de que hacian parte. 
En la ley sobre la abolición del derecho romano que 
hemos citado, se refiere el legislador á un Código en 
que la misma ley iba inserta; en este Código debie-
ron comprenderse también las cien leyes que se 
conservan de aquel príncipe, porque no es de creer 
que se derogase la ley romana antes de perfeccionar 
la legislación que liabia de sustituirla: luego Chin-
dasvinto fué el compilador del Código que existia 
en su tiempo, y autor de una parte muy considera-
ble de sus leyes. Que reformó toda la legislación es 
indudable, pues que hizo leyes sobre casi todas las 
materias que son objeto de un Código; luego el que 
cita en su ley sobre la derogación del derecho roma-
no debió ser el suyo. 
No puede dudarse tampoco de que las leyes de 
Chindasvinto hicieran parte del Código á que él 
mismo alude en el lugar citado. Otra ley suya que 
trata de los que daban tormento á un inocente, se 
refiere en cuanto á la pena á la contenida en el l i -
bro 6.°, título 1.°, capítulo 2.° (1), y efectivamente 
la ley 2.a del mismo título y libro en el Fuero Juz-
go que es de Chindasvinto, trata de las penas en 
que incurren los que mandan dar tormento sin su-
jetarse á lo dispuesto en las leyes. Prueba incontes-
table de que todas las de Chindasvinto formaban un 
cuerpo de derecho. 
Conocido ya el asunto de que trataban las leyes 
de Chindasvinto, veamos si podemos formar una 
idea, si no exacta, por lo menos aproximada, de la 
(1) E t si forte se innocentem facerit tormentus afligí, 
sciat se idem mandator censura illius legis noxium retineri, 
quse continetur in libro sexto, titulo primo, capitulo secun-
do ubi praecepitur, etc. 
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naturaleza, origen y tendencias de su Código. Nin-
gún escritor nos ha dejado noticia de él, lo cual no 
es extraño, atendida la escasez de documentos de la 
época de que tratamos; pero por fortuna nos quedan 
las leyes á que liemos aludido y sus textos han de 
proporcionarnos materia para entrar con algún acier-
to en esta importantísima investigación. 
Sabemos que Chindasvinto fué el primero que 
abolió en España el Breviario Alariciano: estamos 
seguros igualmente de que publicó una multitud 
de leyes nuevas sobre casi todas las materias 
que son objeto de un Código. ¿Serian estas las 
únicas que formaban el suyo? No puede ser, de nin-
gún modo, por varias razones. Primeramente porque 
no,es posible que Chindasvinto se atreviese á dero-
gar de una plumada toda, la antigua legislación, 
fundando otra enteramente nueva reducida á cien le-
yes. Esto no lo ha hecho nunca ningún legislador, 
y el de que tratamos no pudo tener razón ninguna 
para obrar de esta manera. En segundo lugar, si se 
leen con atención las leyes de Chindasvinto, se verá 
que la mayor parte de ellas suponen otras ya esta-
blecidas á las cuales sirven de complemento. Muchos 
ejemplos podríamos citar, pero para demostrar nues-
tra aserción bastan los siguientes. Cinco leyes se 
conservan de Chindasvinto contra el homicidio, que 
es, como se sabe, uno de los delitos que más han 
analizado todos los legisladores. La primera de estas 
leyes pone por condición para que el homicida invo-
luntario se exima de toda pena, la de probar ante el 
Juez q«e no era enemigo del muerto. Infiérese de 
aquí que debia haber alguna lev que castigara al 
homicida voluntario, y que al involuntario lo decla-
rara indemne de toda pena. Sin embargo, ninguna 
disposición encontramos de Chindasvinto sobre este 
«aso, y sí una ley llamada antigua, que lo resuelve 
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plenamente declarando acto punible el homicidio 
voluntario y libre de toda pena el sucedido por ca-
sualidad. ¿Qué inferiremos de aquí? Que esta ley 
Mzo parte del Código de Chindasvinto que existia 
desde la antigüedad, porque el homicidio lo castigan ' 
todas las legislaciones, y es tal vez la misma que con 
la nota de antigua se conserva en el Fuero Juzgo. 
Por otra parte el corte, la brevedad y demás circuns-
tancias de esta ley están anunciando una antigüedad 
remotísima. Las leyes del tiempo de Chindasvinto 
y de sus sucesores, se distinguen en su mayor parte 
por estar precedidas de una exposición de motivos, 
por la previsión con que señalan los diferentes casos 
^ue pueden ocurrir sobre el asunto de que tratan, 
por la minuciosidad con que determinan las circuns-
tancias que pueden agravar ó modificar el delito y 
por la precisión con que establecen las penas. Todos 
estos requisitos le faltan á l a ley en cuestión. Omnis 
homo, dice, si volúntate, non casu, occiderü hominem, 
pro homicidio puniatur (1). Todos los Códices latinos 
del Fuero Juzgo señalan esta ley con la nota de an-
tigua, excepto uno que no le dá nota ni autor. 
Otra ley de Chindasvinto sobre esta misma mate-
ria, establece la pena en que incurre el señor que 
mata á su siervo, el que aconseja matar y el que 
mata por consejo de otro á hombre libre (2). Todo 
esto supone otra ley que castigue al que mata por 
su voluntad sin intervención de consejo ageno, es 
decir, la ley antes citada, omnis homo. Ningún legis-
lador del mundo ha pensado antes en castigar al 
cómplice que al delincuente. 
Las otras tres leyes de Chindasvinto sobre el asun-
to en cuestión, tratan de las personas que pueden 
(1) Ley 11, tít. 5.o, lib. 6.° For. Jud. 
(2) Ley 12, id. id. 
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acusar de homicidio, estendiendo este derecho en 
ciertos casos á los extraños: de las condiciones y cir-
cunstancias con que se concede el derecho de asilo 
á los homicidas y de la pena del parricidio (1). De 
aquí se infiere la existencia de otras leyes que dieran 
únicamente el derecho de acusar á las personas que 
se consideraban ofendidas por el delito, de lo cual 
no era más que una excepción la que estendia este 
derecho á los estrañns respecto al homicidio: que 
establecieran con toda amplitud el derecho de asilo 
para todos los delincuentes, de cuyo derecho era 
también una modificación la que lo restringía para 
los homicidas: y que impusieran á estos en general 
una pena no proporcionada á la gravedad del parri-
cidio. Efectivamente, entre las leyes antiguas halla-
mos muchas de las que suponen las mencionadas de 
Chindasvinto. Citaremos entre otras los cánones de 
concilios de que hablamos en otro lugar, que esta-
blecian la inmunidad eclesiástica y la ley antigua 
contra los homicidas voluntarios. 
Sobre daños causados injustamente que disminu-
yen el patrimonio ageno, asunto de una multitud 
de leyes en todas las legislaciones antiguas, solo se 
conserva una de Chindasvinto, y esa trata de la 
pena que merece el que rompe ó ensucia el vestido 
ageno (2). ¿Es posible que en la recopilación de 
aquel monarca no acompañasen á esta ley otras 
muchas sobre la misma materia? ¿No seria el ma-
yor de los absurdos castigar al que mancha las ropas 
agenas, y olvidarse del que destruye mieses, rompe 
cercados ó mutila animales? Pues al mismo tiempo 
que no hallamos sobre este asunto más ley de Chin-
dasvinto que la citada, se encuentran veinticinco 
(1) L , 15, 16 y 17, lib. 6.0 For. Jud. 
(2) L , 21, tít. 4.°, lib. 8,0 For. Jud. 
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antiguas que tratan escrupulosamente de la materia. 
No queremos acumular más ejemplos: los referi-
dos bastan para demostrar que á las leyes de Chin-
dasvinto acompañaban otras hechas en tiempos 
más antiguos, que él debió recoger y ordenar. Si 
estas leyes eran anteriores á aquel soberano, de-
bían pertenecer, ó á la colección de leyes godas, 
comenzada por Eurico y enriquecida por sus suce-
sores, ó al derecho romano que estuvo vigente hasta 
Chindasvinto ó á las Constituciones de los conci-
lios. Que la mayor parte de las leyes visigodas lle-
gadas hasta nosotros con la nota de antiguas, traen 
su origen del derecho romano, es un hecho que se 
demuestra fácilmente comparando dichas leyes con 
el Breviario de Alarico. Todas las que tratan de los 
grados de parentesco están exactamente copiadas 
de este Código (1). La que concede la herencia abin-
testato á los parientes colaterales por falta de as-
cendientes y descendientes legítimos: la que decide 
que el comprador que dá señal la pierda si por su 
culpa no se verifica la venta (2), y otras muchas 
leyes que seria ocioso enumerar ahora, porque más 
adelante volveremos á tratar de ellas, fueron evi-
dentemente tomadas del derecho romano. Así lo 
creyeron también los primitivos traductores del 
Fuero Juzgo (3), y si no es apócrifa una ley que se 
encuentra solamente en algunos Códices castellanos 
del mismo Fuero, no muchas sino todas las leyes 
(1) Todo el tít. l.o, lib. 4.o For. Jad. 
(2) L . 3, tít. 2o, lib. 4.0, id. 
(3) E n una especie de discurso que precede á la edición 
castellana del Fuero Juzgo, según uno de sus antiguos ma-
nuscritos, se dice: et cuando fallares scripto, ley antigua, 
sepas que es de los libros de los romanos, que fué puesto en 
aonor de césares fieles... E t quando fallares scripto correpta, 
sepas que hay en ella algo del juicio de los romanos. 
Eat. jurld. o 
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godas que se conservan con la nota de antiguas 
fueron tomadas de los romanos (1). 
También se nota leyendo con atención las leyes 
de Chindasvinto que algunas debieron tomarse del 
derecho romano, y otras son disposiciones de aquel 
derecho enmendadas. Tales son entre otras la que 
condenaba á los falsificadores de monedas con pe-
nas más ó menos graves, según fuere la calidad del 
reo (2), la cual está tomada de una sentencia del 
jurisconsulto Paulo. La que prohibía desheredar á 
sus hijos á no ser por graves causas (3), que era 
doctrina constante del derecho romano, no siempre 
observada en España, según se dice en la misma 
ley; y la que castigaba con penas de azotes y con-
fiscación á los que consultasen á los adivinos sobre 
la muerte del rey ó de cualquier otro hombre l i -
bre (4), la cual fué tomada de otra sentencia del 
jurisconsulto Paulo, conservando de ella aún mu-
chas palabras. A veces manifiesta el mismo Chin-
dasvinto en algunas de sus leyes que corrige el de-
recho antiguo, como sucede en la que establece que 
el hijo de siervo y sierva propios de señores distin-
tos pertenezca por mitad á ambos, en la cual dice 
que ha tenido por conveniente reformar en esta 
parte el derecho antiguo (5). En otras ocasiones, 
al nombre del monarca autor de la ley sigue la 
palabra antigua, antiqua ó enmendata, lo cual da á 
entender que se ha conservado una parte y variado 
otra de lo que disponía el antiguo derecho sobre 
(1) Esta ley se encuentra únicamente en tres de los Códi-
ces castellanos del Fuero Juzgo que consultó la Academia al 
hacer su edición de este libro. Aparece como del rey Ervigio. 
(2) L . 2, tít. 4.°, lib. 7.o 
(3) L . 1, tít. 6.°, lib. 4o 
(4) L . l , t í t . 2.o, lib. 6.o 
(5) L . 17, tít. l.o, lib. 10. 
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el asunto de la ley. Así sucede en la que trata de 
la cantidad en que puede consistir la dote (1), y la 
que determina el tiempo en que puede acusarse por 
el rapto de viuda ó doncella (2). 
No es ménos evidente que Chindasvinto tomó 
una parte de sus leyes de los cánones establecidos 
en los concilios. La que condena á los que habien-
do cometido algún delito se refugian en país enemi-
go (3) trae su origen indudablemente del capítulo 
12 del concilio v i de Toledo. La que prohibe á los 
jueces actuar los domingos (4) habia sido estableci-
da anteriormente en el concilio i de Tarragona (5). 
La que declara inhábiles para ser testigos á los ho-
micidas, ladrones, criminales, etc. (6), procede del 
concilio Cartaginense v i l (7). La que condena al 
que fuerza á la mujer virgen ó viuda á contraer 
matrimonio, proviene del cap. 8.° del concilio m 
de Toledo. Y finalmente, una gran parte de las le-
yes penales, y casi todas las políticas que se conser-
van de los visigodos, traen su origen de los cánones 
de la Iglesia. 
Hemos probado, en cuanto cabe hacerlo, con los 
pocos documentos que nos quedan de la época á 
que nos referimos, los hechos siguientes: 1.°, que 
Chindasvinto fué el primero que abolió en los Tribu-
nales el uso del derecho romano; 2.°, que en su 
tiempo existia un Código completo de leyes; 3.°, que 
él fué el autor de este Código; 4.°, que en él se con-
tenían además de sus leyes otras muchas anteriores 
(1) L . 6, tít. I.0, lib. 3.° 
(2) L . 7, tít. 4.o, id. 
(3) L . 6, tít. l .o, lib. 2.o 
(4) L . 10, id., id. 
(5) Concil. Tarrac. 1, cán. ir. 
(6) L . 1, tít. 4.°, lib. 2.° 
(?) Concil. Cartag. vn. 
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d su tiempoj 5.°, que estas leyes más antiguas ba-
bian sido tomadas del derecho romano, de los cáno-
nes de los.concilios y de las leyes propias de los 
godos; y 6.°, que muchas de las establecidas nueva-
mente por el mismo soberano procedían de los mis-
mos orígenes. 
Esto basta para comprender y explicar el origen, 
naturaleza y tendencia de la reforma hecha en la 
legislación por Chindasvinto. Ya hemos dicho el 
estado de confusión y desórden en que aquella de-
bía hallarse cuando este monarca subió al trono. 
También hemos notado que la comunidad de creen-
cias y el establecimiento del nuevo derecho común 
autorizado por la Iglesia debian llevar muy ade-
lantada la obra de la fusión entre los dos grandes 
pueblos que habitaban la península. En estas cir-
cunstancias, Chindasvinto determinó poner remedio 
al desórden, fundando una nueva legislación que es-
tuviese en armonía con las nuevas costumbres y 
necesidades del país, siendo al mismo tiempo víncu-
lo poderosísimo entre las razas cuya unión era el 
norte constante de su política. Para realizar tan alto-
pensamiento, recogió los cánones de los concilios,, 
las obras de los Santos Padres (1) y las leyes que 
formaban los dos Códigos gótico y romano vigentes 
(1) Sábese de cierto que Chindasvinto se oéupó en reco-
ger las obras de los Santos Padres, y que no hallando enteros 
en ninguna (dudad de España los libros morales de San Gre-
gorio Magno, porque este pontífice no remitió á San Leandro, 
arzobispo de Sevilla, sino una parte de ellos, envió á Boma á 
Tajón, obispo de Zaragoza, para que los copiase. Obtúvolos 
al cabo Tajón, según unos, por un milagro, según otros, sin 
la intervención divina, y los trajo á la Península. Hé aquí 
una probabilidad más de haber sido Chindasvinto el autor 
del Código que existia de su tiempo.—TAJÓN, Epístola aá: 
Eügenium, entre las obras de San Eugenio I I I . 
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á la sazón en España; tomó de ellos las leyes mejo-
r e s ó más acomodadas á la civilización; desechó l a s 
que no estaban en armonía con esta; reformó las 
que sólo necesitaban reforma; concordó las que eran 
contradictorias, y él mismo proveyó con sus propias 
leyes á los casos no previstos en ninguna de las co-
lecciones del derecho antiguo. Era menester que el 
nuevo Código lo aceptasen sin repugnancia los es-
pañoles, y para no conservar una parte de la ley 
romana que los habia regido por espacio de muchos 
siglos, era también necesario que los godos lo reci-
biesen con gusto, y para eso conservar muchas le-
yes antiguas que eran la expresión de sus costum-
bres y la garantía de sus intereses. Y para enlazar 
estos d o s derechos hasta cierto punto heterogéneos, 
era indispensable una base que fuese común á am-
bos, en que los dos hasta cierto punto cupiesen y 
que tuviera más autoridad que ninguno de ellos. 
Esta base, este vínculo fué el derecho canónico, ó 
más bien ese tercer derecho común, misto de pro-
fano y eclesiástico que hemos dicho nació en los 
concilios. En este molde, si así podemos expresar-
nos, fundió Chindasvinto la legislación gótica y la 
romana, resultando una tercera que participaba de 
todas sin ser exclusivamente ninguna, pero que 
hizo posible la abolición de las anteriores. Godos y 
españoles la aceptaron, porque ambos vieron en 
ella el reflejo, de sus costumbres y sus tradiciones, 
l a s cuales, á parte de esto, se hablan ido haciendo 
hasta cierto punto comunes, merced á la religión, 
al derecho eclesiástico y al roce y trato cada dia 
M i á s íntimo y frecuente entre ellos. 
Así se inauguró en España la unidad legislativa 
Precursora de la unidad nacional que más adelante 
debia realizarse por completo. La misma empresa 
<iue Chindasvinto acometió Eurico, pero inoportu-
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ñámente, y por eso no fué estable. Eurico quiso so-
meter á unas mismas leyes pueblos con creencias, 
costumbres, tradiciones é intereses diferentes y aun 
contrarios; quiso hacer con el lazo artificial de la le-
gislación lo que no habían conseguido todavía el 
tiempo y la naturaleza, y por eso fué insubsistente su 
obra. La legislación es un vínculo fuertísimo entre 
las naciones cuando está en armonía con sus cos-
tumbres, con sus ideas y sus tradiciones; pero cuan-
do sucede lo contrario, la legislación en vez de un 
lazo estrecho es un motivo perenne de separación y 
discordia. El Código de Chindasvinto no se hallaba 
en este caso: fundábase en las tradiciones y las cos-
tumbres de los dos pueblos que hablan de obedecer-
lo, traia su origen de la legislación antigua á que 
sucedía y no chocaba con las ideas ni los intereses 
nacionales: por eso vivió largo tiempo y ha llega-
do en su mayor parte hasta nosotros. Hé aquí todo 
lo que fundado en deducciones rigorosas de hechor 
ciertos, se puede saber y juzgar del origen, natu-
raleza y tendencia de la recopilación de leyes de 
Chindasvinto. 
En el año quinto de su reinado mandó celebrar 
este príncipe un concilio nacional en Toledo, que es 
el sétimo en el órden de los de esta ciudad. Como 
no sabemos la fecha exacta del Código de que he-
mos tratado, ignoramos del mismo modo si fué an-
terior ó posterior á este concilio, aunque lo primero 
es lo más probable. Nos fundamos para creerlo así: 
1.°, en que Chindasvinto no reinó sólo más que 
siete años y el concilio se celebró en el quinto de 
ellos; 2.°, en que así como entre las leyes de aquel 
príncipe se encuentran algunas tomadas de los con-
cilios anteriores, no se halla ni una siquiera de este 
sétimo, y no parece probable que publicando el Có-
digo inmediatamente después del concilio no inser-
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tara en ól ninguno de los cánones; 3.°, en que el 
viaje del Tajón á Roma para buscar los libros mo-
rales de San Gregorio Magno, los cuales se manda-
ron recoger para formar el Código, fué anterior ál 
dicho concilio. 
No fué este ciertamente délos más interesantes 
respecto á la legislación civil, sin duda porque aca-
bando de publicarse una nueva recopilación de le-
yes Labia pocos puntos á que proveer. Pero no por 
eso dejó de establecer este concilio algunos cánones 
dignos de memoria sobre asuntos profanos y mistos, 
según era costumbre en las asambleas de su espe-
cie. Siempre temeroso Chindasvinto de las intrigas 
de sus enemigos y de la rebelión de sus vasallos; 
siempre receloso de que alguno llegase á ocupar el 
trono por los medios violentos con que él mismo lo 
babia conseguido, encargó á los Padres del concilio 
que confirmasen la ley antigua contra los que se 
refugiaban en país enemigo para conspirar contra 
el soberano. Esta ley fué establecida, como digimos 
antes, en el concilio v i . Chindasvinto la insertó 
además en su Código, y este concilio v i l volvió á 
repetirla disertando largamente sobre los males que 
los tránsfugas causaban á su patria, y agravando la 
pena en que incurrian (1). 
Habíanse quejado los pueblos de Galicia de las 
exacciones cuantiosas y vejaciones personales que 
padecian en las visitas de los obispos. En su conse-
; cuencia, mandó el concilio que los prelados en sus 
visitas no pudiesen detenerse más de un dia en cada 
iglesia, ni llevase para su servicio más de cincuenta 
caballerías. Algunos escritores, no comprendiendo la 
importancia inmensa que disfrutaba un obispo en 
; los tiempos de que tratamos, hallan exorbitante este 
(1) Oán. I . Coll. can. Eccles. Hispan. 
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número de caballos, y han llegado á creer que en 
este cánon debe leerse cinco en lugar de cincuenta. 
Pero no es así; todas las ediciones manuscritas dé 
nuestra antigua colección de cánones convienen en 
este punto. ¿Qué inferir de aquí? ¿que todos los co-
piantes se equivocaron, ó que los obispos del si-
glo vn vivían con más lujo y explendor del que su-
ponemos? Esto último nos parece más probable. 
Cada dia iba siendo mayor el influjo de la iglesia 
en la corte de nuestros reyes. Hasta este tiempo los 
obispos se mezclaban en los negocios públicos asis-
tiendo á los concilios, juzgando de algunas causas y 
respondiendo á las consultas que solian hacerles los 
príncipes y gobernadores. Desde el concilio vn en 
adelante, se aumentó esta influencia haciéndose 
más permanente, pues se mandó por uno de sus 
cánones, que por honor al trono y á la ciudad me-
tropolitana, los obispos más cercanos á Toledo vi-
niesen á residir allí cada uno un mes en el año'ex-
cepto el tiempo de la cosecha y de la vendimia.' Así 
el trono llamaba á los obispos para que le dieran 
«explendor, autoridad y prestigio: los obispos á su 
vez se acercaban al trono para consolidar su influen-
cia social y política. Nadie perdia en esta alianza 
teocrática: no la monarquía, porque no podia ase-
gurarse y ser duradera, si á su fuerza física no jun-
taba la influencia moral, buscándola donde á la sa-
zón estuviese; no la Iglesia, porque ella también te-
nia necesidad del auxilio de los poderosos, para 
asentarse y establecerse sólidamente. La persecución 
purificó á la Iglesia con la sangre de sus mártires, 
pero Dios no la permitió sino por cierto tiempo, por-
que quiso que fuese eterna su obra. Los gobiernos 
de fuerza, y así llamamos á todos los que en los pri-
meros siglos intentaron prescindir del cristianismo 
para fundar su dominación, habrían perecido aho-
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gados en un mar de sangre, si no hubieran vuelto, 
los ojos al único poder moral, inteligente y de espe-
ranzas que entonces existia en la sociedad. Así la 
teocracia que boy tanto nos asombra, fué en el si-
glo v la única forma de gobierno racional y esta-
ble; las otras que se ensayarpn fueron ó desastrosas 
ó imposibles. 
Pero aun supuestos todos estos antecedentes, es 
muy difícil, por no decir imposible, formar una idea 
«xacta del estado de la legislación en tiempo de 
Chindasvinto. Nace esta dificultad de que no sabe-
mos de cierto cuáles de las leyes visigodas que se 
conservan formaban parte de ella, pues aunque la 
compusieran las cien leyes ó poco más que los Códi-
ces más autorizados del Forum Judicum atribuyen 
á aquel monarca, no eran éstas las únicas á la sazón 
vigentes, según hemos probado en otro lugar, y se 
ignora absolutamente cuáles de las demás que se 
conservan del mismo tiempo estaban entonces en 
ejecución, y cuáles vinieron á estarlo después por 
virtud de las reformas que se hicieron posterior-
mente en el Código de las leyes. Pero como por lo 
conocido se sabe muchas veces lo que no conoce-
mos, y como aunque todas las leyes atribuidas á 
Chindasvinto no sean efectivamente suyas," lo son 
por lo menos la mayor parte; con ellas, si no es po-
sible formar una idea exacta del estado de la legis-
lación, no es difícil hacérsela bastante aproximada. 
Las leyes atribuidas á Chindasvinto abrazan las 
materias de derecho siguientes: 1.a Organización 
judicial. 2.a Enjuiciamiento. 3.a Estado natural y 
civil de las personas. 4.a Modo de adquirir el domi-
nio. 5.a Delitos contra el Estado. 6.a Delitos contra 
las buenas costumbres. 7.a Delitos contra las perso-
nas. 8 a Delitos contraía propiedad. 9.aDelitos con-
tra la religión. Como no es nuestro objeto escribir 
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la historia completa del derecho, nos limitaremos á 
dar una rápida ojeada sobre todos estos puntos, di-
ciendo lo que baste para formar una idea general 
del estado de la legislación en esta época. 
Chindasvinto no fué ciertamente el fundador de 
la jerarquía judicial de los godos; al contrario, una 
ley suya la supone ya establecida, mandando que 
ningún juez administrara justicia fuera del territo-
rio señalado á su jurisdicción, y que si algún conde 
de ciudad ú otro juez cualquiera se excediese en este 
punto sea castigado por el duque de la provincia (1). 
Infiérese de aquí que los Tribunales debian estar 
Organizados con arreglo á otras leyes en las cuales 
se determinarían los límites de la jurisdicción de 
cada magistrado y su dependencia respectiva. 
Por el contrario, el orden de enjuiciar fué obra 
casi toda de este monarca. El señaló los dias en 
que era lícito actuar en los Tribunales (2): determi-
nó los procedimientos y apremios que se debian 
emplear contra el reo emplazado que no compare-
cía en juicio (3): estableció las recusaciones man-
dando que los jueces recusados se acompañasen con 
el obispo (4): fijó trámites rigurosos á los pleitos (5): 
prohibió á todo litigante nombrar por procurador á 
hombre más poderoso que su contrario (6) y sujetó 
á los trámites comunes los negocios del fisco (7). 
Estableció un sistema de pruebas disponiendo que 
cuando otras no hubiere se defiriese al juramento de 
(1) L . 16, tít. I.0, lib. 2.° 
(2) L . 10, id., id. 
(3) L . 17, id., lib. 4.°, tít. 2.°, lib. 2.' 
(4) L . 22, id. id. 
(5) L . 23, id. id., y 2, 8 y 10, tít. 2.°, id. 
(6) L . 9, tít. 3.°, id. 
(7) L . 10, id. id. 
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las partes (1), designando los requisitos que hablan 
dé tener las escrituras para que valieran en ju i -
cio (2), fijando las calidades y circunstancias do 
los testigos, valor de sus deposiciones según su con-
formidad y número, la manera de darlas para que 
sean valederas, las penas en que incurran los testi-
gos falsos; sus cómplices provocadores y los que se 
conciertan para testificar maliciosamente, y casos 
en que valen ó no las declaraciones de los menores 
y los siervos (3). Fulminó penas graves contra los 
jueces que se negaran á oir á los litigantes, los que 
dilataran los pleitos por malicia y los que tomaran 
pór razón de costas más de la cantidad señalada (4). 
En cuanto al enjuiciamiento penal no introdujo 
Chindasvindo tantas innovaciones: sus leyes sobre 
esta materia prueban que él no hizo mas que per-
feccionar y modificar ligeramente la forma de enjui-
ciar criminalmente que ya existia. Debe notarse así 
mismo, que su reforma en esta parte tuvo por obje-
to asegurar el descubrimiento de los delitos, suavi-
zando al mismo tiempo algunas prácticas inhuma-
nas vigentes y garantizando sus derechos á la ino-
cencia. Con este objeto limitó considerablemente el 
uso del tormento, exigió ciertos requisitos y solem-
nidades antes de darlo al reo, y mandó que si ni 
aun con esto probaba el acusador su demanda que-
dase por esclavo del acusado. También restringió 
respecto á los siervos el uso de esta práctica bárba-
ra (5), obligó á los que supieran algún delito de los 
que deben llegar á conocimiento del príncipe á de-
(1) L . 6, tít. 2.°, lib. 2.o 
(2) L . 1, 6, 7 y 14, tít. 5.°, id. 
(3) L . 1, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10 y 11, tít. 4.o, lib. 2.° 
(4) L . 18, 20 y 24, tít. I.0, lib. 2.° 
(5) L . 2 y 4, tít. I.0, lib. 6.° L . 4, tít. 3.°, lib. 2.tt 
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nunciárselo (1). Estendió á todos los ciudadanos el 
derecho de acusar el homicidio, derecho que hasta 
entonces no habia pertenecido sino á los parientes 
del muerto (2): concedió la acción de adulterio álos 
hijos y parientes de la mujer adúltera (3): fijó tiem-
po para interponer la acción de rapto (4): limitó el 
derecho de asilo respecto á los homicidas (5): seña-
ló una pena grave al que para escusarse de algún 
delito alegaba no saber las leyes (6), y declaró que 
en adelante el rey no indultaría ningún reo sin el 
acuerdo de los grandes y de los obispos (7). Infiére-
se de todo esto que antes de Chindasvinto era el 
tormento una de las pruebas más frecuentes que se 
administraba por una simple acusación, y sin res-
ponsabilidad de la persona que pedia su uso. Se de-
duce también que no se procedia contra los crimi-
nales sino en virtud de acusación, que en ciertos 
casos no podian interponer más que los parientes y 
en ninguno y para nadie era obligatoria. Y se sabe 
así mismo, porque lo dice la ley 16 citada, que los 
delincuentes abusaban con escándalo de la inmuni-
dad de los templos. A estas faltas del sistema de 
enjuiciamiento penal, puso remedio el monarca y 
sin duda conservó ó suprimió sin sustituirlas con 
otras todas las demás que reglan sobre este mismo 
asunto. 
Las leyes relativas al estado civil de las personas, 
suponen que existia la antigua división del derecho 
(1) L . 5, tít. i.0, lib. 6.° 
(2) L . 16, tít. 5.°, id. 
(3) L . 13, tít. 4.°, lib. 3.° 
(4) L . 7, id., id. 
(5) L . 16, tít. 6.°, lib. 6.o 
(6) L . 5, tít. 4.°, id. 
(7) L . 6, tít. I.0, id. 
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romano de libres y siervos, casados j esposos, padres 
é hijos, pupilos y tutores; y que Chindasvinto, mo-
dificó en unos casos y confirmó en otros los princi-
pios fundamentales de aquel derecho. Declaró pues 
irrevocable los esponsales contraidos con las solem-
nidades necesarias (1), indisoluble el matrimonio ó 
inseparables los cónyuges bajo graves penas, ex-
cepto por causa de adulterio de la mujer, ó de sodo-
mía del marido, ó cuando forzare este á su mujer á 
cometer adulterio, en cuyos casos el cónyuge inocen-
te adquiría la facultad de volverse á casar (2). San-
cionó como impedimentos para el matrimonio los 
esponsales válidos, la diferencia de condición, el 
voto religioso y el parentesco hasta el sexto grado 
(3). Señaló la cantidad que por razón de dote podia 
dar el marido á la mujer y restringió las demás 
donaciones esponsalicias (4). Castigó á los siervos 
que fingiéndose libres contraían matrimonio con 
mujeres ingénuas (5). Introdujo una grande novedad 
en cuanto á la condición de los hijos. Según el de-
recho antiguo, solamente el padre tenia pátria po-
testad, pero Chindasvinto estendió este derecho 
también á la madre, por muerte de su marido, y de-
claró pupilos á los huérfanos de padre y madre me-
nores de quince años (6), señalándoles algunos pri-
vilegios (7). Añadió algunas leyes á las que ya exis-
tían sobre la condición de los siervos; tales fueron 
la que hacia responsable al señor del siervo enagena-
(1) L . 4, tít. l.0, lib. 3.° 
(2) L.,2, tít. 6.°, id., y 1. 5, tít. 5.°, id. 
(3) L . 4, tít. I.0, id., y 1. 1 y 3, tít. 5.°, id., y 1. 4, tít. 2.°, id. 
(4) L . 6, id., id., y 1. 10, id. id. 
(5) L . 7, tít. 2.°, id. 
(6) L . 1, tít, 3.°, lib. 4.° 
17) L . 2, id., id. 
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do^despues que cometió algún delito: la que decla-
ró inválidas las enagenaciones hechas por los escla-
vos (1); la que juzgó manumitido al siervo á quien 
su señor llamaba libre ante el juez; la que permitió 
manumitir con la condición de que el esclavo no 
dispusiera de su peculio; la que exigia escritura fir-
mada del rey para la manumisión de los siervos del 
fisco (2); la que declaró esclavos los hijos del siervo 
fugitivo, que diciéndose libre, casare con mujer libre, 
siguiendo en esto una costumbre contraria al dere-
cho romano, según el cual el hijo seguia siempre la 
condición de la madre; la que declaró propiedad del 
señor todo lo que el siervo adquiriese durante su 
fuga (3), y la que mandó que el hijo de dos siervos 
pertenecientes á distintos dueños fuese propiedad de 
ambos, corrigiendo el axioma antiguo que le atribula 
siempre al dueño de la madre (4). Suponiendo estas, 
leyes otras muchas que las completan, debieron for-
mar-una parte pequeña de las que establecían la 
condición civil de las personas. Sin embargo, por 
ellas se puede venir en conocimiento de cuatro cir-
cunstancias notabilísimas originales de esta parte de 
la legislación gótica, que ya existían en tiempo de 
Chindasvinto, si es que fueron introducidas por este 
monarca. La primera es, que de acuerdo con la Igle-
sia se declaró disuelto el vínculo del matrimonio en 
tres casos: por sodomía del marido, por adulterio de; 
la mujer y por obligar aquél á ésta á prostituirse. 
Según el derecho romano no era permitido el repu-
dio, sino cuando el marido era homicida, hechicero 
ó violador de sepulcros, ó la mujer se hacia adúltera, 
(1) L . 13 y 18, tít. 4.°, lib. 5.° 
(2) L . 6, 14 y 15, tít. 7.o, id. 
(3) L . 16 y 17, tít. 1.°, lib. 9.° 
(4) L . 17, tít. I.0, lib. 10. 
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alcahueta ó hechicera. La segunda, consiste en la 
pátria potestad concedida á la madre por falta del 
padre, con la abreviación del plazo de la menor edad. 
La tercera, procede del principio establecido, según 
el cual el hijo ele padres de diferente condición sigue 
la del que la tenga más baja, y siendo ambos siervos 
propios de distintos dueños pertenecía por mitad á 
bs dos. La cuarta, consiste en que sea el marido 
quien dote á la mujer, en vez de ser ella quien lleve 
la dote al marido. Innovaciones importantísimas en 
el derecho vigente entre los españoles, que tampoco 
procedía de los concilios y que sin duda fueron to-
madas de las leyes antiguas de los godos. 
Sobre los modos de adquirir y traspasar el domi-
nio, son muy pocas las leyes que puedan referirse 
con alguna seguridad á esta época. Sábese que Chin-
dasvinto estableció tres maneras de hacer testamen-
to: por escrito firmado de mano del testador y testi-
gos; por escrito firmado únicamente de mano de 
testigos rogados cuando el testador no pudiere ha-
cerlo por sí mismo á causa de enfermedad, y por 
documento escrito por el que muere en la guerra ó 
en lugar donde no puede haber testigos idóneos 
que depongan de su validez, ó bien por declaración 
hecha ante siervos, si el testador no supiere escri-
bir (1). Declaró á los varones y á las mujeres iguales 
en derecho para suceder á sus ascendientes y colate-
rales (2). Estableció la herencia forzosa de los hijos, 
nietos y biznietos respecto á los padres, abuelos y 
bisabuelos excepto en caso de deshederacion por 
causa legítima, permitiendo mejorar en el tercio á 
alguno de los hijos y dejar el quinto á las iglesias: 
obligó á la madre á reservar para sus hijos las tres 
(1) L . 1, 12 y 13, tít. 5.°, lib. 2.° 
(2) L . 9, tít. 2.°, lib. 4.° 
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cuartas partes de su dote, permitiéndole ceder lo 
restante á la Iglesia: mandó que los -hijos trajesen 
á colación, muerto el padre, las donaciones recibidas 
de él por razón de matrimonio: dispuso que los her-
manos de padre solo ó de madre sola, no hereda-
sen sino á su padre y madre respectivos (1): exclu-
yó de la sucesión de los padres á los hijos que no 
vivieran por lo menos diez dias y recibieran el bau-
tismo: permitió la libre disposición de todos sus bie-
nes á los que morian sin hijos, nietos ni biznietos: 
declaró herederos abintestato á los parientes más 
próximos, no llamando á la mujer sino para recibir 
su dote ó aquello que su marido le hubiera donado 
en vida, y estendió la facultad de heredar al hijo 
póstumo, pero solo en las tres cuartas partes de los 
bienes, si el padre antes de morir hubiere dispuesto 
de todos (2). Descúbrese claramente en estas leyes 
el influjo poderoso del derecho romano, si bien con 
tres variaciones importantes: una la de permitir á 
los padres disponer del tercio en favor de algún 
descendiente, y del quinto en beneficio de la Iglesia; 
otra la de declarar iguales para la sucesión á los 
hombres y las mujeres, y otra la de abolir la com-
plicadísima doctrina del Código Teodosiano, sobre 
el derecho de las madres á la herencia de sus hijos. 
Como el Código de Chindasvinto era, según he-
mos dicho antes, una especie de transacción entre 
el derecho romano y el gótico, parece probable que 
según este último, no hubiera herederos necesarios, 
y que el legislador para conciliar en lo posible este 
principio con la costumbre española de heredarse 
los padres y los hijos recíprocamente en una parte, 
al menos de lo que poseían, adoptó un término 
(1) L . 1, 2, S y 4, tít. 5.°, id., y 1. 18, tít. 8.°. id. 
(2) L , 17, 18, 19 y 20, tít. 2.°, lib. 4.° 
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medio, según el cual aunque se introdujo la nove-
dad de los herederos necesarios fué limitándola á 
las herencias de los padres respecto á sus hijos. 
Pero esta opinión no pasa de ser una congetura 
nuestra, aunque fundada, porque carecemos de me-
dios para comprobarla. 
Sobre los demás medios de adquirir la propiedad, 
hizo también Chindasvinto algunas leyes, que eran 
como disposiciones secundarias entre las que de-
bían regir como fundamentales en esta materia. 
Castigó al que por escritura pública transferia la 
propiedad de alguna cosa, y después declaraba ante 
testigos lo contrario de lo que habia otorgado, te-
niendo por improcedente toda demanda que en esta 
declaración se fundase. Estableció medios para 
comprobar la autenticidad de los instrumentos de 
que resultase alguna obligación (1): declaró irrevoca-
bles las donaciones entre vivos, aunque procediesen 
del rey, después de la entrega de la cosa donada 
ó de aquel signo que la representase, y revocables 
en todo tiempo las hechas por causa de muerte (2): 
anuló las ventas que hicieran los esclavos sin órden 
expresa de su señor: prohibió á los funcionarios 
que debiesen algo al fisco enagenar sus bienes so 
pena al que los comprase de pagar las deudas del 
vendedor (3): mandó que él que tuviese muchos 
acreedores pagara antes al que primero probase su 
deuda, y se diese en esclavitud á aquellos á quie-
nes no pudiera satisfacer (4); y reconoció como ma-
nera de adquirir la prescripción de treinta años, 
inventando una fórmula para interrumpir la pose-
(1) L . 14v l7 , tít. 5.°, lib. 2.° 
(2 L . 2 y 6, tít. 3.°, lib. 5.° 
(3) L . 13 y 19, tít. 4.°, id. 
(4) L . 5, tít. 6.05,id. 
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ñon cuando el que la tenia se hallaba ausente y 
no podía ser demandado (1), 
Como las leyes contra los delitos políticos solian 
hacerse generalmente en los concilios, la única que 
nos queda de Chindasvinto contra los conspiradores 
que se refugiaban en país enemigo, es la misma 
que, según hemos visto antes, se hizo en el conci-
lio v n de Toledo (2). Entre los delitos contra las 
buenas costumbres, castigó particularmente el rapto 
cometido por el siervo en mujer libre, liberta ó sier-
va, señalando, según las circunstancias, una pena 
desde doscientos azotes hasta la muerte, y una mul-
ta al señor cuando el agravio se cometía con su 
anuencia (3); impuso pena de destierro perpétuo y 
confiscación de bienes en favor de los parientes más 
próximos á los que se casaban ó cohabitaban con 
parientes dentro del sexto grado, ó con personas que 
habían hecho voto de castidad; la de castración y 
encierro á los sodomitas (4). A las adúlteras, la de 
ser entregadas á sus maridos, para que dispusieran 
de ellas á su voluntad; la de azotes y perdimiento 
de bienes al marido que obligaba á su mujer á di-
vorciarse sin causa justa, y á la mujer que á sabien-
das contrae matrimonio con hombre casado, la de 
ser entregada á la esposa legítima de su cómpli-
ce (6). Para dar seguridad á las personas, castigó 
con pena de azotes y confiscación á los adivinos, y 
los que los consultaban sobre la muerte de algún 
hombre; con la de muerte al que matara con vene-
nos; con la de 200 azotes, decalvacion y vergüenza 
(1) L . 5, tít. 2.°, lib. 10. 
(2) L . 6, tít. I.0, lib. 2.° 
(3) L . 8, 9 y 10, tít. 3.°, lib. 3.° 
(4) L . 1, 2 y 5, tít. 5.°, id. 
(5) L . 2, tít. 6.°, id. 
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¿ los hechiceros; con la del talion á los que hacían 
4afio á alguna persona por medio de encantamen-
tos (1). Señalóla misma pena del talion á los daños 
y ofensas personales que podian devolverse sin pe-
ligro de que" el mal causado en la reparación exce-
diese al del agraviado, y la de azotes ó pecuniaria, 
variable en cantidad según las circunstancias,, para 
las heridas y mutilaciones de miembro que el legis-
lador describió y especiñcó minuciosamente (2). De-
claró exento de pena al que hiriese ó matase en de-
fensa propia, ó involuntariamente, ó castigando al 
siervo sin quererle matar, ó por órden del señor 
probada competentemente; impuso pena de destier-
ro y confiscación de bienes en favor de sus parien-
tes al señor que matase á su esclavo, y las mismas 
penas, mas el duplo del valor del esclavo, al que le 
matase no siendo su señor; la de cien azotes y de-
calvacion, al esclavo que matase á alguno alegando 
haberlo hecho por órden de su señor; la de los ho-
micidas al que matase por robar; la de muerte al 
señor que mandara á su esclavo asesinar á alguna 
persona ingenua, y al hombre libre que matase por 
consejo de otro; la de azotes, decaí vacien y multa 
al que aconsejase esta muerte, y la capital y la de 
confiscación á beneficio de los parientes, á los parri-
cidas, ejecutada la primera en la misma forma en 
que se cometió el delito (3). Para la seguridad de 
las propiedades, mandó Chindasvinto que el ladrón 
fuese castigado con cien azotes, si era ingénuo pá-
gase nueve tantos del precio de la, cosa robada, si 
siervo seis tantos, y si el primero no tuviese con 
(1) L . 1, 2, 3 y 4, tít. 2.°, lib. 6.° 
(2) L . 3, tít. 4.°, id. • 
(3) L . 6, tít. 4.°, y 1. 12 y 17, tít. 5.°, id. 
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que pagar, quedara esclavo del robado (1). Castigó 
la falsificación, corrupción ó hurto de escritura, y al 
que fingiera deudas para burlar á sus acreedores 
con la pena de confiscación de la cuarta parte de 
sus bienes, ó indemnización del perjuicio causado 
por el delito, ó bien la esclavitud del delincuente 
según las circunstancias (2); á los que sacaran pren-
das sin autoridad judicial, con pena de azotes y el 
duplo del valor de la cosa tomada (3); á los que 
mancharan ó rompieran los vestidos á alguno con 
la de darles otros nuevos (4); á los que no devolvie-
ran el siervo fugitivo que tuviesen en su poder 
cuando el señor lo reclamara, con la de entregar 
otros cuatro siervos del mismo valor (5); y á los fal-
sificadores de moneda, con la de confiscación de la 
mitad de sus bienes, esclavitud, y cortar la mano, 
según fuera su condición (6). Notaremos, última-
mente, que de las leyes sobre delitos puramente 
religiosos, sólo nos ha quedado una con el nombre 
de Chindasvinto, que es la que castiga con penas 
severísimas á los monges y vírgenes que rompen la 
clausura para vivir en el mundo. Probablemente 
hizo muchas más aquel monarca tan piadoso, piero 
hubieron de ser sustituidas por las que nos quedan 
de sus sucesores Recesvinto y Ervigio. 
Si á esta suma de leyes agregamos los cánones 
de los antiguos concilios á que Recaredo dió fuerza 
obligatoria y sanción penal, y los de los concilios 
celebrados desde aquel monarca hasta Chindasvin-
(1) L . 13, tít. 2.°, lib. 7.' 
(2) L . 2 y 7, tít. 5.°, id. 
(3) L . 4 y 5, tít. I.0, lib. 
(4) L . 21, tít. 4.°, id. 
(5) L . 18, tít. 1.°, lib. 9.° 
(6) L . 2, tít. 6.°, lib. 8.° 
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lo, tendremos los elementos necesarios para formar 
una idea aproximada del estado de la legislación en 
esta época. Eepetimos que tal vez no son de Chin-
dasvinto algunas de las leyes que la Academia le 
atribuye en su edición del Forúm Judicum, pero en 
todo caso, esta diferencia no conduciría si no á separar 
algunas pocas disposiciones del cuadro que hemos 
formado de sus leyes, nunca para variar su carácter 
ni el estado que revelan en la legislación del país. 
De las leyes de este monarca que hemos referido 
y de las doctrinas legales que las mismas suponen 
establecidas, se deduce que la legislación goda tenia 
ya en aquel tiempo el carácter y cincunstancias con 
que la conocemos hoy. E l Forum Judicum es una es-
pecie de transacción entre las fórmulas y el rigorismo 
del derecho romano y las costumbres propias del 
pueblo godo, basada sobre los principios humanos y 
de sentido común del derecho canónico, y esto era 
ya la legislación en la época de que tratamos, según 
puede conocerse por la exposición incompletísima 
que acabamos de hacer. Pocos ejemplos harán esta 
verdad palpable. Chindasvinto hubo de respetar la 
organización judicial que halló existente, pero creó 
un nuevo sistema de enjuiciamiento fundado sobre 
los principios del derecho romano y canónico. Ad-
mitió las doctrinas del antiguo derecho en cuanto á 
la condición de los esclavos y de los hijos y á los 
matrimonios, pero aboliendo las viejas máximas 
partus sequitur ventrem, «la pátria potestad, no es 
propia sino de los padres.» «La-dote se debe dar 
por la mujer al marido.» Las costumbres godas 
eran sin duda más poderosas en esta parte que el 
derecho romano y por eso sobrevivieron. Aceptó las 
doctrinas del Código Teodosiano sobre contratos y 
donaciones, pero modificó, según hemos visto antes, 
fes que regian entre los españoles sobre la sucesión 
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intestada. En cuanto á las leyes criminales no des-
echó completamente las prácticas bárbaras del ta-
llón, las composiciones pecuniarias y el entregar al 
delincuente en poder de la persona ofendida, pero 
restringiendo su uso y fomentando el de las penas 
corporales encaminadas más bien á contener los 
delitos por el escarmiento, que á procurar la satis-
facción privada de los acusadores. ¿Pero á qué recor-
dar más ejemplos? Baste leer las leyes citadas ante-
riormente para ver en muchas de ellas, que el legis-
lador mismo hace mención de la costumbre qu© se 
propone reformar, atemperándose á las circunstan-
cias. Es, pues, evidente que en tiempo de Chindas-
vinto estaba ya formada la legislación gótica, puesto 
que poseia todas las circunstancias esenciales que la 
distinguen. Y así es que, como veremos enseguida, 
los monarcas que reinaron después de él no hicieron 
más que enriquecerla con nuevas leyes, pero dicta-
das por el mismo pensamiento y publicadas con la 
misma tendencia. 
V I I . 
Corrección hecha por Eecesvinto en el Código de las leyes. 
Concilios VIII, IX y X de Toledo. 
Eecesvinto, asociado al trono por su padre Chin-
dasvinto, en elafio 649, tomó el título de rey, pero 
no se sabe que hiciese ley ninguna hasta que ciñó 
solo la corona. El Código de Chindasvinto salió sin 
duda muy imperfecto aun relativamente á la per-
fección que podia exigirse en aquella época,; dejó 
muchos casos sin decidir, no pocos vicios sin casti-
gar; y Recesvinto, émulo de la gloria de su padre, 
meditó tal vez, aun viviendo este, una nueva colec-
ción de leyes. Decimos tal vez, porque el único mo-
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tivo que puede inducir á sorpecharlo, es una corres-
pondencia entre San Bráulio, obispo de Zaragoza, y 
aquel príncipe, escrita antes de la muerte de Chin-
dasvinto, de la cual resulta que Recesvinto envió 
al santo prelado para que se lo corrigiera, un Códi-
ce dividido en títulos, que tenia por objeto promo-
ver la utilidad del reino (1), y que este Códice fué 
efectivamente enmendado y devuelto por San Bráu-
lio. La circunstancia de estar dividida esta obra en 
títulos, y tener por objeto la utilidad pública, indu-
ce á creer que contuviera las leyes que todavía se 
conservan de aquel soberano; pero como consta por 
otros documentos más terminantes que dichas le-
yes se hicieron con los sacerdotes y el oficio palati-
no, esto es, con acuerdo de algún concilio, y no se 
celebró ninguno desde que Recesvinto fué asociado 
al trono hasta la muerte de San Bráulio, no puede 
afirmarse que el Códice enmendado por este santo 
(1) Per jussionem autem Serenitatis vestrse commoda regni 
vestri votis ómnibus optamus agnoscere. (S. Brául., epist. 38, 
publicada en la España Sagrada, t. 80, ap. 3.°) S. Bráulio se 
queja en esta correspondencia de la multitud de yerros que 
hablan cometido los escribientes al copiar el Códice, y anun-
cia al rey, que obedeciendo su órden lo ha dividido en títulos. 
E l Sr. Lardizabal cree que esta obra debia contener algún 
asunto sagrado, fundándose en que Eecesvinto era aficionadí-
simo á estas' materias, y en que no es de suponer que si este 
príncipe hubiera tenido hecha y aprobada por tan santo va-
ron una colección de leyes, pensase hacer otra con el con-
cilio vni de Toledo. Pero de que Eecesvinto fuere aficionado 
á las cosas de la religión, no se sigue de manera ninguna que 
el Códice que envió á S. Bráulio, tratase exclusivamente de 
ellas. Y aunque los libros religiosos cedían en utilidad del rey, 
no se dividían en títulos como los Códigos. Nada debe por 
otra parte admirarnos que Recesvinto proyectase sus leyes, 
las escribiese según se le iban ocurriendo, y que al consultar-
las después con su consejero, le encargase las dividiese y 
: distribuyese en la forma de costumbre. 
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comprendiese las leyes de aquel monarca. Sin em-
bargo, como tampoco hay fundamento para creer 
que tratase de otras materias profanas ó religiosas, 
y sí lo hay para presumir que contuviese una série 
de leyes, porque en aquel tiempo sólo se dividían 
en títulos las compilaciones de ellas, es sumamente 
probable que Recesvinto meditase reformar y mejo-
rar la legislación que escribiese al efecto un proyec-
to de leyes enviándolo á San Bráulio, varón consu-
mado en ciencia, pero que habiendo juzgado des-
pués más oportuno encomendar la obra á un conci-
lio, ó bien presentarle la ya hecha para su aproba-
ción, dejó para más adelante la publicación de sus 
leyes. 
Pero^  sea de esto lo que quiera, es lo cierto que 
Recesvinto apenas murió su padre convocó el con-
cilio vin de Toledo, uno de los más famosos en la 
historia de nuestra legislación, por haber sido el 
primero cuyas actas autorizaron con sus firmas los 
oficiales del oficio palatino que á él asistieron, y 
por los decretos que expidió el rey con su acuerdo 
y autoridad. E l objeto de su celebración lo dice Re-
cesvinto en su tomo regio. Después de anunciar que 
el símbolo de la fé, según lo hablan definido los 
concilios generales, debia ser la base de todas las 
resoluciones que se tomaran, dice el rey que era 
menester procurar que las obras y las costumbres 
de los fieles correspondiesen con esta creencia: que 
en los tiempos pasados, los obispos y toda la nación 
habian hecho juramento de no perdonar nunca á 
los traidores á la patria ó al soberano, y como esta 
decisión era contraria á la misericordia tan reco-
mendada en el Evangelio, se hallaba en el conflicto 
si indultaba algún reo de esta clase, de incurrir en 
un perjurio, y si no ejercitaba la virtud de la mise-
ricordia, de faltar también á los preceptos de Jesu-
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cristo; en su consecuencia, pedia al concilio que de-
cidiese el partido que habia de tomarse. Enseguida 
exhorta el rey á los Padres á que resuelvan con su 
anuencia justa y piadosamente sobre cualquier ne-
gocio que hubiera venido en queja á ellos; á que 
«corrijan las leyes que crean injustas ó insuficien-
tes, y supriman las supérfluas, todo con su consen-
timiento en cuanto lo exijan la justicia y las necesi-
dades públicas; á que aclaren los cánones oscuros ó 
dudosos, y en suma, á que decidan pia, justamente, 
y teniendo en consideración las reglas antiguas, so-
bre todos los negocios que se les presenten.» Luego, 
dirigiéndose al oficio palatino, dice el monarca: «Y 
vosotros, ilustres varones del oficio palatino á quie-
nes la antigua costumbre ha llamado á este santo 
sínodo, honrados de calificada nobleza, consumados 
en el ejercicio de la equidad como gobernadores de 
los pueblos; vosotros, compañeros en el gobierno, 
fieles en la adversidad, fuertes en las prosperidades, 
por quienes la justicia cumple las leyes, la miseri-
cordia las suaviza, y la equidad les arranca tem-
planza, os conjuro y ruego por el juramento de la 
sagrada fé... que dirijáis vuestros ánimos á la fór-
mula de tan justa verdad, de modo, que sin sepa-
raros del parecer de los Padres y santos varones 
presentes, hagáis todo lo que sea conforme á la jus-
ticia, á la inocencia y á la voluntad de Dios, con 
prontitud, con modestia y con buena intención; se-
guros de que cumpliendo así mis deseos, os haréis 
agradables á Dios, y por lo tocante á aquellos de 
vuestros decretos que yo confirme, yo y vosotros 
agradaremos á su Divina Majestad. Y á todos vos-
otros juntos, ministros del culto divino y magistra-
dos elegidos del áula real, os prometo mi consenti-
miento á todo lo que decidáis ó decretéis de acuerdo 
con nos, conforme á la justicia y la piedad, así como 
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ejecutarlo con la ayuda de Dios, y defenderlo con 
nuestra autoridad contra cualquiera que lo contra-
. diga.» Por último, denuncia el rey al concilio la 
mala fé de los judíos, que después de haberse bau-
tizado hablan vuelto á incurrir en sus errores, y le 
pide que ponga remedio. Veamos ahora cómo cor-
respondió el concilio á los deseos del monarca (1). 
En cuanto al juramento prestado por la nación 
de no perdonar jamás á los traidores á la pátria, 
fué larga, luminosa y profunda la discusión de los 
padres, decidiéndose al cabo de ella, que no obstan-
te el juramento, pudiese indultar el príncipe á 
aquellos criminales que lo mereciesen (2). Se conde-
nó el concubinato de los clérigos, mandando que 
las mujeres halladas en este delito fuesen vendidas, 
y sus cómplices encerrados perpótuamente en un 
monasterio (3). También se tomaron otras provi-
dencias contra la concupiscencia de los eclesiásticos, 
la ignorancia de los ordenados, y las infracciones 
del precepto que prohibe el uso de carnes en cua-
resma (4). 
Como la del concilio iv, que disponía la forma 
de elegir soberano, habia sido infringida tantas ve-
ces desde su establecimiento^ volvió á repetirse en 
este sínodo, el cual ordenó que en el lugar donde 
muriera el príncipe, se juntasen para nombrarle su-
cesor los obispos y los grandes de palacio, con cuyo 
acuerdo habia de hacerse la elección, y no por la 
intriga de unos pocos, ni con el tumulto de la plebe: 
y los elegidos hablan de ser católicos y defensores 
de la fó contra los herejes y los judíos, modestos en 
(1) Coll. Can. Ecles. Hispan. 
(2) • Sesión 2.a 
(3) Ses. 5 a 
(4) Ses. 4.a, 6.a, 8.a y 9.» 
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su vida, en sus actos y en sus palabras, moderados 
en la exacción de tributos, con los cuales debian 
proveer más á la utilidad del reino que á la suya 
propia. En cuanto á los bienes de los príncipes, dis-
puso el concilio, que los suyos personales ó adquiri-
dos antes de subir al trenes, pasasen por su muerte 
á sus herederos todos los demás, y aquellos de que 
no dispusiera expresamente, á sus sucesores en la 
corona (1). 
Ultimamente, cediendo el concilio á los deseos 
del rey en cuanto á castigar á los judíos, confirmó 
lo dispuesto contra ellos en el concilio iv de Toledo, 
de cuyo decreto hablamos en su lugar respecti-
vo (2). Siguen las firmas de los obispos, prelados y 
oficiales palatinos, y después dos decretos deReces-
vinto, confirmados por los obispos y grandes, en los 
cuales se repite, esplica y da nueva fuerza á la deci-
sión referida antes, sobre la manera de suceder en 
los bienes del soberano. 
Es, pues, evidente, según todo lo dicho, que Re-
cesvinto, juzgando que el Código de leyes dejado 
por su padre .necesitaba reforma, acudió al concilio 
para que variase en él todo lo que creyera conve-
niente. Es asimismo cierto que la reforma se hizo, 
puesto que aún se conservan setenta y cinco leyes 
de aquel soberano, á parte de las que están insertas 
en los concilios v m , i x y x de Toledo, celebrados 
bajo sus auspicios. Pero de estos hechos averigua-
dos nacen no pocas dudas. La primera, es si la re-
(1) Ses. 10. 
(2) Ses. 12. No sabemos cómo asegura el Sr. Lardizabal 
que aunque Recesvinto invitó al concilio á castigar la here-
gía de los judíos, no tomó este ninguna providencia contra 
ellos, pues si hubiera leido la sesión duodécima, habría ha-
llado que no se trata en ella de otra cosa. 
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forma se hizo de un golpe, ó bien si fué obra del 
tiempo y de las leyes que iba estableciendo el sobe-
rano á medida que se hacian necesarias. La segun-
da, es, si en el caso de haberse hecho de una vez 
esta reforma, fué decretada efectivamente por el 
concilio v i n de Toledo, ó bien por la sola autoridad 
del monarca. 
Es indudable que Recesvinto hizo una corrección 
general del Código de su padre en los primeros años 
de su reinado, porque así consta expresamente de 
una de sus leyes, y se infiere de otra que es induda-
blemente suya. En un Códice manustrito del Fuero 
Juzgo llamado el Emilianense, hallado en el mo-
nasterio de San Millan de la Cogulla, uno de los 
más antiguos que se conocen, y en todas las demás 
copias excepto una, se lee una especie de introduc-
ción á la primera ley de Recesvinto, que dice así: 
«Porque la antigüedad de los vicios exige novedad 
»en las leyes... las contenidas en este libro desde el 
»segundo arto de mi señor y padre el rey Chindas-
»vinto, de divina memoria, mandamos que valgan y 
»se observen por todas las personas y naciones suje-
»tas á nuestro imperio: de modo que desechadas 
»aquellas que no provienen de la equidad del Juez, 
»smo del arbitrio de la autoridad, y simplificadas y 
^ordenadas todas por escrito, valgan solamente aque-
l las leyes que tenemos desde la antigüedad, ó que 
>nuestro padre dispuso acertadamente para-la equi-
»dad de las sentencias y el castigo de las culpas, 
»agregadas las que Nos desde la altura de nuestro 
»trono, en presencia de los sacerdotes de Dios y de 
»los oficiales palatinos, con la inspiración y auxilio del 
»señor y el consentimiento universal de los oyentes, 
»hemos formado y distribuido en títulos para nues-
>tra gloria, y mandamos que tanto estas cuanto las 
»que en adelante se dieren, según las necesidades 
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>las exijan, tengan vigor y fuerza perpétuamente (1). > 
Aunque esta ley no se halla en el Códice llamado 
Vigilano, no hay motivo para dudar de su autenti-
cidad, porque se encuentra en todos los otros, entre 
ellos el Emilianense citado arriba, que se escribió 
diez y ocho años después del Vigilano; porque todos 
la atribuyen al mismo autor, y porque consta de 
otra ley también de Eecesvinto que el Código de 
su padre fué enmendado considerablemente de su 
órden: Illas autem causas qum antequam istce leges á 
nostra gloria emendarentur, legaliter determinatcB sunt, 
id est, secundum hgum modum qui ab anno primo 
regni nostri in prceteritis óbservatus est... dice una ley 
del Fuero Juzgo, que todos los Códices, excepto 
uno, atribuyen á Recesvinto (2). De modo que 
este príncipe, según los textos citados, enmendó 
las leyes defectuosas, suprimió las supórfluas, con-
servó las antiguas que eran útiles, y agregó otras 
suyas que hizo en presencia de los obispos, de los 
grandes de palacio, y con el consentimiento de todo 
el pueblo. Consta también que esta reforma se hizo 
sobre un libro en el cual estaban contenidas las le-
yes dadas por Chindasvinto desde el segundo año 
de su reinado, y muchas antiguas. Es asimismo evi-
dente, que la enmienda debió abrazar muchas leyes 
á un tiempo, porque produjo un nuevo estado en la 
legislación, capaz de variar las decisiones de los 
pleitos pendientes, y porque siempre que el rey alu-
de á su corrección, no se refiere á una, sino á mu-
chas leyes. Por lo tanto, aunque todas las que se 
conservan de Recesvinto no fuesen hechas á \m 
tiempo, pues no es probable que en los diez y siete 
ó diez y ocho años que reinó, después que decretó 
(1) For. Jud., pág. 5, nota 9.a, edlc. de la Acad. 
(2) , L . 12, tít. I.0, lib. 2.° 
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las primeras, no volviese á hacer ninguna otra, es 
cierto que la mayor parte deben traer su origen de 
aquella corrección general del Código de Chindas-
vinto. 
Si se hizo este en el concilio vi í r de Toledo, es 
punto todavia muy dudoso. Razones hay poderosas 
para_ creerlo así, pero también hay vivas sospechas 
que inducen á pensar lo contrario. Según se ha 
visto por el tomo régio de este concilio, el príncipe 
invitó á los obispos y grandes que á él asistieron, á 
que corrigieran las leyes injustas ó insuficientes, y 
suprimieran las supórfluas. El mismo príncipe en 
la introducción á sus leyes que arriba hemos copia-
do, dice terminantemente que las hizo «en presen-
cia de los obispos y los grandes, y con consenti-
miento de todo el pueblo.» Es así que durante su 
reinado no* se celebraron mas que tres concilios na-
cionales, y de ellos solo al primero que es el v m , 
dió el rey el encargo de enmendar las leyes y con-
currió el oficio palatino; luego en presencia de este 
concilio y no de otro debió verificar Chindasvinto 
su reforma legislativa. 
_ Este razonamiento convence, pero la consecuen-
cia rigurosa de su certeza, seria hallar en las actas 
de dicho concilio todas ó la mayor parte de las le-
yes que se conservan de aquel soberano, y esto es 
lo que falta precisamente. Una omisión semejante 
es demasiado notable para que dejemos de llamar 
la atención sobre ella. Si hemos de dar crédito á los 
numerosos Códices antiguos que se conservan del 
Fuero Juzgo, nos quedan 75 leyes de Recesvinto, 
y de ellas una solamente se encuentra en dicho 
concilio, que es la que establece la manera de suce-
der en la herencia del rey (1). Las demás versan so-
lí) L . 5, tít. l.0,lib. 2.° 
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|)re materias distintas de las tratadas en aquella 
asamblea, y si alguna hace referencia á sus decisio-
nes, es para modificarlas, estenderlas ó corregirlas,-
como sucede en la que manda que el clérigo aman-
cebado sea puesto en poder del obispo para que 
este le haga cumplir la penitencia que le imponen 
los cánones, pena de 2 libras de oro, y que la mu-
jer cómplice reciba 100 azotes (1). Ya recordará 
el lector, que lo que el concilio v m habia dispuesto 
sobre este mismo delito, era que el clérigo hiciese 
penitencia toda su vida, y su cómplice fuese ven-
dida por esclava. Si los padres presentes á la 
asamblea, fueron los autores de la recopilación de 
Eecesvinto; ¿cómo es que no solamente no se halla 
en las actas conciliares mención alguna de esta obra, 
sino que ni siquiera concuerdan las disposiciones de 
aquella y de esta que tratan de un mismo asunto? 
Si para resolver la primera objeción se dice que 
tal vez no se escribirían en las actas de los concilios 
mas que ios cánones ó disposiciones sobre materias 
mixtas de lo profano y lo eclesiástico, se alega un 
hecho, incierto, porque no hay más que abrir di-
chas actas, para ver al lado de un capitula que tra-
ta de la fé ó la disciplina, otro que contiene una 
disposición meramente civil, y á veces después de 
los cánones y las suscriciones de los obispos, de-
cretos del soberano expedidos con la aprobación del 
sínodo. Si pues Recesvinto hizo sus leyes en el con-
cilio v m ¿cómo es que solamente una de ellas se 
encuentra en sus actas? ¿por qué se inserta allí esta 
ley y no las demás? A uno de dos motivos puede 
. atribuirse esta circunstancia; ó las leyes de Reces-
vintona se hicieron en este concilio ó los concilios 
(1) L . 18, tít. 4.°, lib. 3.° ^ 
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no intervenian del mismo modo en la formación de 
todas las leyes. 
_ Por fuerte que sea la presunción, deducida del 
silencio de las actas toledanas acerca de la reforma 
legislativa de Kecesvinto, no lo son más ni aun tan-
to como la convicion que resulta de los textos cita-
dos últimamente. Por esta razón no nos atrevemos 
á suponer que el concilio v m no tuviese parte en 
la recopilación de aquel monarca. Pero de esta con-
tradicción y de otros hechos que citaremos en segui-
da, nos parece que puede deducirse esta consecuen-
cia: los concilios en la monarquía goda intervenian 
directa y principalmente con acuerdo del soberano 
en las leyes políticas, y de las que trataban sobre 
materias eclesiástico-profanas; respecto á todas las 
demás, eran ó consultados, ó promovedores; esto 
es, que tenian el derecho de iniciativa sin voto, ó 
bien eran meros autorizadores. Por eso las primeras 
se consideraban como parte integrante de sus actas, 
y las otras no tenian nunca lugar en ellas. Hé aquí 
los fundamentos de nuestra sospecha: 1.° Exami-
nando las disposiciones insertas de los concilios, se 
observa que fuera de las que tratan de asuntos de 
fé ó disciplina, todas las demás, ó son leyes políticas 
que establecen las obligaciones recíprocas entre los 
vasallos y el soberano, ó leyes que afectan á un 
mismo tiempo á los intereses del Estado y los de la 
Iglesia, ó preceptos para la reforma de las costum-
bres, sancionados únicamente con penas espiritua-
les. Si á pesar de esto consta por documentos au-
ténticos que muchas leyes de otra especie que no 
aparecen en las actas de ningún concilio, se hicieron 
coram universis Bei sacerdotibus sanctis cunctisque 
offiáis palatinis (1), es claro que alguna razón debia 
(1) Ford. Jud., pág. 5, nota 9. 
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haber para que las unas se interpolasen con los de-
cretos del concilio y las otras se escribiesen y promul-
gasen aparte. 2.° Esta razón debia ser que el sínodo 
no intervenía del mismo modo ni con igual carácter 
en la formación de todas las leyes, porque de lo con-
trario no babia motivo capaz de producir semejan-
te diferencia; pues tan civiles eran las leyes que cas-
tigaban los delitos políticos ó establecían la forma 
de suceder en los bienes del monarca, como las que 
fijaban los trámites de los juicios ó castigan los de-
litos contra la propiedad agena. Viene también en 
apoyo de esta opinión, la circunstancia de que en 
las leyes que hacen parte de las actas conciliares, 
habla siempre el concilio, unas veces por sí sólo^ y 
otras añadiendo que lo hace en la anuencia y con-
sentimiento del príncipe, al paso que en las demás 
habla el soberano unas veces por sí solo y otras ma-
nifestando que obra con la autoridad y beneplácito 
de los obispos y señores palatinos. Y no es de ex-
trañar que algunas leyes de esta clase se encuen-
tren unidas á las actas de los concilios después de 
las suscriciones, y la mayor parte carezcan de esta 
circunstancia, porque quien haya manejado los an-
tiguos códices de nuestra antigua colección canóni-
ca, habrá advertido que no acompañan á los conci-
lios más decretos de príncipes que aquellos que 
confirman todas ó algunas de sus disposiciones, 
como sucede á los dos de Recesvinto, que tratan de 
la manera de suceder en el patrimonio real (1), ó al 
de Gundemaro que establece la primacía de la Igle-
sia de Toledo y acompaña al concilio x n Toleda-
no (2). 
Sobre la manera de que intervenían los concilios 
(1) Coll. Can. Ecles. Hisp. Coluro. 442 y sig. 
(2) Id., Colum. 504. 
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en la formación de estas leyes que no se incluian 
en sus actas, nada puede aún saberse ni congeturar-. 
se con acierto. Si se atiende á la fórmula de que so-
lian usar los reyes al dirigirse á estas asambleas , 
para que enmendaran la legislación (1), parece que 
ellas eran las que redactaban las decisiones, y el 
soberano las aprobaba. Si se consideran las pala-, 
bras con que se expresan algunas leyes al manifes-
tar la parte tomada por los concilios en su forma-
ción, parece que los prelados y los grandes se l imi-
taban á autorizar con su presencia y asentimiento 
las resoluciones del monarca (2), Tal vez sucedía 
una cosa y otra, según que la iniciativa de la ley . 
partiese del rey ó del concilio, y de cualquier modo, 
es lo cierto que la participación de este último de-
bía ser menos ámplia en la formación de las leyes 
insertas en sus actas, que en las que se escribían y 
promulgaban aparte. 
Creemos, pues, en consecuencia de todo lo dicho, 
que en la corrección general de las leyes, intervi-
no el concilio v m de Toledo, así como el x n tuvo 
parte en la hecha por Ervigio, y el x v i en la de 
Egica, esto es, como legislador principal respecto á 
las leyes políticas y mixtas de profano y eclesiástico: 
como autoridad secundaria que corrobora y aprueba 
respecto á las leyes civiles ó penales propiamente 
dichas. Recesvinto decretó estas últimas en presen-
cia de los obispos y los grandes: los grandes y los 
obispos establecieron las primeras con él consenti-
miento y autoridad de Recesvinto. 
(1) In legum sententiis qnse aut deprávate consistunt aut 
ex superfluo vell indebito conjuta videntur, nostrse serenitati» 
acomodante consensu, hgec sola quse ad sinceram justitiam et 
negotiorum suflcientiam conveniunt ordinetis. 
(2) Véanse las palabras del párrafo anterior del texto. 
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Otros dos concilios mandó celebrar este mismo 
príncipe, en los cuales se tomaron varias providen-
cias tocantes á la Iglesia y al Estado. Tales fueron 
el ix y x de Toledo, á los cuales, ni presentó el 
monarca tomo regio, ni asistieron los señores del 
oficio palatino. En el primero, celebrado en 655, se 
determinaron los derechos de los patronos y sus 
descendientes, respecto á sus Iglesias (1). Se señaló 
la parte de las rentas eclesiásticas correspondiente 
Á los obispos, y se dieron reglas sobre la manera de 
distribuir los bienes de estos después de su muer-
te (2). Se mandó qne los obispos diesen libertad á 
los siervos de las iglesias que ascendieran al clerica-
to (3): que quedasen obligados al servicio de los tem-
plos los hijos que nacieran de la unión de personas 
ingónuas con libertos de las iglesias (4): que si estos 
se negaran á prestar los servicios á que están obli-
gados, se aplicasen sus bienes muebles á las iglesias 
sus patronas (5), y que estos mismos libertos no pu-
diesen enagenar nunca las cosas que poseyeren pro-
cedentes de las iglesias que los manumitieron (6). 
Se obligó á los judíos convertidos á celebrar con los 
obispos las fiestas eclesiásticas (7). Ultimamente se 
tomó una providencia rigorosa contra la concupis-
cencia de los clérigos, mandando que sus hijos no 
los heredasen y quedasen siervos de las iglesias á 
que estuvieran asignados sus padres (8). En este 
concilio, por lo tanto, no se estableció ninguna ley 
(1) Cáns. i, II y m, 
(2) Cáns. iv, y, vi, vn, vm y ix. 
(3) Cán. xi. 
(4) Cán. xni. 
(5) Cán. xiy. 
(6) Cán. XTI. 
(7) Cán. XTII. 
<8) Cán.x. 
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política, como se habia hecho en casi todos los ante-
riores, pero sí muchas de naturaleza mixta que se 
rozaban á un mismo tiempo con la Iglesia y el Es-
tado. 
Son de la misma naturaleza los capítulos del con-
cilio x celebrado un año más tarde. Tampoco asis-
tieron á él los nobles, ni el monarca le presentó tomo 
regio. Sus cánones se reducen á privar de dignidad 
y de oficio á los eclesiásticos que violasen el jura-
mento de fidelidad prestado al rey (1), á prohibir á; 
los legos que gobernasen en los monasterios (2), á 
dar algunas reglas sobre la profesión, hábito religio-
so y votos de las viudas (3), á prohibir á los padres 
que ofreciesen sus hijos á las iglesias irrevocable-
mente, hasta que cumpliesen diez años (4) y á pro-
hibir rigorosamente á los fieles que vendiesen á los 
judios siervos cristianos (5). Dos sentencias pronun-
ció también este concilio en dos cuestiones some-
tidas á su jurisdicción, de las cuales no damos más 
noticias por no venir á nuestro propósito. 
Setenta y seis leyes nuevas y tres concilios nacio-
nales, es, pues, todo lo que ha llegado hasta nos-
otros de la reforma de Recesvinto. ¿Pero qué causas 
pudieron mover á este príncipe para enmendar tan 
radicalmente un Código que contaba apenas doce 
años de fecha? ¿Fué éste mal recibido por ventura? 
Ninguna noticia nos han dejado de este hecho los 
escritores contemporáneos, n i aun los posteriores; 
pero comparando las leyes de Recesvinto con las de 
su padre, se notan circunstancias que contribuyen 
(1) Cán. n. 
(2) Cán. m. 
(3) Oáns. iv y v. 
(4) Cán. TI. 
(5} Cán. TII. 
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grandemente para aclarar este punto. Las leyes de 
Ohindasvinto tenían por objeto, según se ha visto 
en el anterior capítulo, establecer la unidad legisla-
tiva en toda la Península, sujetar á unos mismos 
juecesi á todos los españoles, regularizar los trámites 
de los juicios, estrechar la alianza entre la monarquía 
v la Iglesia para el gobierno de la república, com-
pletar y perfeccionar la legislación que ya existia de 
antiguo sobre contratos, últimas voluntades, matri-
monios, etc., y promover la reforma de las costum-
bres, agravando las penas de los delitos. Esta misma 
es la tendencia de las leyes de Reces vinto, con la 
diferencia de ser más señalada y terminante. Así es 
que Ohindasvinto para promover la unión entre go-
dos y romanos, se limitó á establecer un nuevo de-
recho, prohibiendo simplemente él antiguo, y aun 
permitiéndolo como asunto de estudio: su sucesor 
no solamente conminó con una pena gravísima al 
que invocara en los Tribunales la legislación anti-
gua, sino que arrancó con mano atrevida el último 
obstáculo que separaba á las dos razas, derogando 
la ley antiquísima que prohibía los matrimonios 
entre godos y romanos (1). Ohindasvinto estableció 
todo el órden de enjuiciar dando disposiciones sobre 
los emplazamientos, recusación, pruebas judiciales, 
sentencia, competencia de los jueces, costas y apela-
ciones. Recesvinto no hizo sino perfeccionar esta 
legislación con algunas pocas providencias sobre la 
fuerza de la cosa juzgada (2), la competencia de los 
ti ufados y jueces criminales (3), la responsabilidad 
de los Tribunales, y otros puntos menos importan-
(1) L . 2, tít. l.o, lib. 3.0 For. Jud. 
(2) L . 12, tít. l.o, lib. 2.o 
(3) L . 14 y 15, id. id. 
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tes (1). Para estrechar la unión entre el Estado y la 
Iglesia, Chindasvinto tomó por norte en su Código 
las decisiones del derecho canónico, llamó á los 
obispos á su córte, y les dió cierta intervención, 
aunque escasa, en los pleitos que se pusieran á los 
jueces para exigirles la responsabilidad (2). Reces-
vinto no solamente conservó todas estas prácticas, 
sino que dió especial encargo á los obispos para 
que amonestaran y compelieran á los jueces á en-
mendar sus providencias injustas, y si no querían 
hacerlo, para que ellos, en unión con algunos hom-
bres buenos, y de acuerdo con el mismo juez, la re-
formaran, y si este insistía en su error, para que 
juzgasen por sí mismos el negocio, sujetando des-
pués su sentencia á la confirmación del sobera-
no (3). Chindasvinto, para proteger á sus súbditos 
contra las demasías de las autoridades, impuso 
penas á las que pretendiesen administrar justicia 
fuera de su territorio, á las que no oian las quejas 
de sus subordinados, y á las que decidían contra 
derecho las causas de su competencia: prohibió á 
los hombres poderosos litigar por sí contra los des-
validos y pobres: declaró irrevocables las donacio-
nes que los vasallos recibían de los reyes, y reco-
mendó _ á los jueces la templanza y la misericordia. 
Eecesvinto, para asegurar más el objeto de estas 
providencias, declaró que el monarca y los súbditos 
estaban igualmente obligados á la observancia de 
las leyes (4), condenó la avaricia y rapacidad de los 
(1) L. 30, 31, 27, 25 y 13, id. id., y 1. 7, tít. 2.°, lib. 2.o 
(2) Si regia in hoc negotio (el de la acusación del juez) 
fuerit postulata prseceptio, remoto episcopo aliisque judici-
•bus, causam, qui fuerinto judiéis instituíi terminare eurabunt. 
L . 29, tít. l.o, lib. 2.o 
(3) L . 28, tít. l.o, id. 
(4) L. 2, tít. l.o, id . 
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príncipes que se apoderaban de la hacienda de sus 
vasallos (1), declaró nulas las sentencias que dicta-
ran los jueces por miedo ó mandato del rey (2), 
condenó á los magistrados que tomasen algo de 
sus inferiores, sin guardar las solemnidades de los 
juicios (3), mandó que los obispos y los reyes no l i -
tigasen nunca con sus súbditos, sino poniendo un 
procurador de igual jerarquía que su contrario (4), 
y tomó otras providencias que seria prolijo enume-
rar, encaminadas todas á la seguridad de sus vasa-
llos. Chindasvinto estableció tres maneras de ha-
cer testamento: por escrito hecho y firmado por el 
testador con los testigos; por manifestación de la 
voluntad, hecha ante testigos en caso de enferme-
dad, y por testamento militar. Recesvinto inventó 
otros tres modos de testar, á saber; el testamento 
signado únicamente por el testador y testigos, el 
suscrito por otra persona en nombre del testador (5), 
y el escrito de mano del testador sin testigos, por 
no haberlos en el lugar del otorgamiento (6). Chin-
dasvinto prohibió el divorcio entre los casados bajo 
penas graves; su hijo extendió la prohibición y las 
penas á las personas unidas por esponsales (7). 
Chindasvinto al tratar del homicidio, previó los ca-
sos en que este podia ocurrir, por consejo y delibe-
ración, entre hombres libres y esclavos, y por no 
ver el matador al muerto: Recesvinto amplió con-
siderablemente esta doctrina, decidiendo sobre ho-
micidio involuntario, el forzado, el de una persona 
(1) L . 5, tít. I.0, lib. 2.° 
(2) L . 27, id. id. • 
(S) L . 30, id. id. 
(4) L . 1, tít. 3.°, id. 
(5) L . 11, tít. 5.°, id. 
(6) L . 15, id. id. 
(7) L . 3, tít. e^lib.S.'» 
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distinta de aquella que el matador pretendió aco-
meter, el verificado en la persona que trata de po-
ner paz entre dos que riñen, el provocado por una 
injuria leve, y el sucedido á consecuencia de algún 
castigo corporal, impuesto por quien tenia derecho 
para ello (1). 
Respecto á las otras materias de que trataban las 
leyes de Chindasvinto, se nota en las de su sucesor 
el mismo espíritu y tendencia. Así es, que Reces-
vinto encontró los esponsales declarados irrevoca-
bles; mas como por las leyes de la Iglesia el matri-
monio es un acto voluntario, restableció una anti-
gua ley teodosiana, por la cual, la obligación proce-
dente de los esponsales duraba sólo dos años, y á 
pesar de ella, no se podia compeler á los esposos 
sino á pagar las penas á que se hubieren compro-
metido en caso de faltar á su promesa. Declaró 
nulo el matrimonio contraído con mujer de menor 
edad que el hombre, y honesto el que contrajese 
la viuda con persona de edad competente (2), en lo 
cual, por seguir las doctrinas canónicas, contradijo 
la costumbre antigua que miraba como deshonestas 
las segundas nupcias. Tal vez entre los godos se 
consideraba la dote como requisito indispensable 
del matrimonio; por eso Recesvinto confirmó esta 
costumbre, contradiciendo lo establecido expresa-
mente en el derecho romano (3). Rectificó la ley de 
su antecesor sobre el divorcio (4); estableció la doc-
trina de los gananciales, si bien no como se ha 
usado después en España, sino concediendo más 
(1) L . 1, 8, 4, 5, 6 y 7, tít. 5.°, lib. 6.° 
(2) L . 5, tít. I.0, lib. 3.° 
(3) L . 1, id., id. 
(4) L . S, tít. 8.°, id. 
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parte al cónyuge que más bienes hubiere traido al 
matrimonio, y declarando propiedad esclusiva del 
marido lo que ganare en la guerra, por medio de 
personas extrañas, por donaciones que le hiciere el 
rey, sus patronos ó sus amigos (1); garantizó á los 
pupilos contra la mala fé de sus tutores, declarando 
nulas cuantas escrituras hicieran en provecho de 
éstos, y les dió la facultad de testar desde los diez 
años, hallándose en peligro de muerte (2); ratificó 
las obligaciones de los esclavos respecto á sus pa-
tronos (3), y la ley de Chindasvinto sobre la heren-
cia de los párvulos (4). Declaró irrevocables las do-
naciones que se hicieran á las iglesias (5). Castigó 
la lesión en los contratos (6), y la mala fé en el de 
prenda (7) y el de arrendamiento (8); decidió sobre 
la prescripción de las cosas del fisco, y de aquellas 
cuyos dueños no han podido en cierto tiempo recla-
marlas (9). Las leyes sobre los delitos contra las bue-
nas costumbres ó confirman las ya dichas de Chin-
dasvinto, ó contienen disposiciones accesorias. De 
las que tienen por objeto reprimir los delitos contra 
las personas, ya hemos hablado anteriormente. Las 
que tienden á reprimir los delitos contra la propie-
dad, proponen solamente algunos nuevos casos de 
hurto (10), y tasan minuciosamente el menoscabo 
que pueden sufrir los siervos y animales por culpa 
(i 
(2 
(3 
(4 
(5 
(6 
(7 
(8 
(9 
{10 
L . 16, tít. 2.°, lib. 4.° 
L . 4, tít. 3.°, lib. 4.° y 1. 10, tít. 5.°, lib. 2.° 
L . 17 y 18, tít. 7.°, lib. 5.° 
L . 17, tít. 2.°, lib. 4.* 
L . 1, tít. I.0, lib. 5.° 
L . 6, tít. 4.°, id. 
L . 1 y 4, tít. 6.°, id., y 1. 8, tít. 5.°, lib. 7.* 
L . 19, tít. I.0, lib. 10. 
L . 4 y 6, tít. 2.°, id. y 1. 4, tít. 3.°, id. 
L . 8 y 23, tít. 3.°, lib. 7.° L . 31, tít. 4.° y 6.°, lib. 5.° 
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de alguna persona (1). Ultimamente, Recesvinto hizo 
cuatro leyes contra los herejes y judíos que blasfe-
maban de nuestra fe, los que convertidos ai cristia-
nismo volvían á sus antiguos errores, y los que 
disputan maliciosamente sobre las verdades de la 
religión (2). 
Basta esta reseña brevísima de las leyes atribui-
das á Recesvinto, para probar que el Código forma-
do por su padre, aunque enriquecido y aumentado 
con disposiciones nuevas, no recibió con ellas nin-
guna alteración esencial. El Código reformado por 
Recesvinto fué más completo, pero el mismo que 
ya encontramos en tiempo de Chindasvinto. No ha-
bla variado la organización de los Tribunales, ni los 
trámites del enjuiciamiento, ni la condición civil de 
las personas, ni los medios de adquirir y trasmitir 
el dominio, ni las circunstancias características de 
las leyes penales; antes al contrario, la reforma tuvo 
por objeto, según hemos demostrado, hacer más 
pronunciada y notoria la fisonomia y tendencia qué 
tenian ya en el reinado anterior estas partes del de-
recho. 
V I I I . 
Leyes de Warnta—Concilio XI de Toledo.—Código de Ervigio. 
Concilios XII, XIII y ZIY de Toledo. 
Subió Wamba al trono por muerte de Recesvin-
to, y aunque su elevación fué aceptada con gozo 
por toda España, no dejó de ser combatida por los 
revoltosos, que se sublevaron en la Vasconia y la 
(1) L . 7, tít. 4.°, lib. 6.° L . 9, 13 y 20, tít. 5.°, id. L . 8} 
tít. l . V i b . 8.0L. 2, tít. 4.0,id. 
(2) L . 1, 2, 3 y 4, tít. 2.°, lib. 12. 
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provincia Narbonense, y por los alárabes que con 
una expedición naval numerosa atravesaron el es-
trecho de Gibraltar ó intentaron apoderarse délas 
costas de la Península. Es famosa en nuestra histo-
ria la insurrección del general Paulo, tanto por el 
peligro en que puso el trono que Wamba acababa 
de aceptar violentamente, como por la generosidad 
y templanza con que este virtuoso príncipe se con-
dujo para castigarla. Recordamos estos sucesos, 
porque van á servirnos para explicar los motivos de 
algunas de las pocas leyes que se conservan de aquel 
soberano. Así como la historia externa del derecho 
sirve y es indispensable para entender su historia 
interna, así la historia política de cada pueblo expli-
ca y aclara la historia externa de su legislación. 
Cuentan los historiadores, que habiendo recibido 
Wamba la noticia de la traición de Paulo cuando se 
hallaba enfrente de los sublevados de la Vasconia, 
consultó con los generales y grandes de su séquito, 
si convendría volver á Toledo para levantar nuevas 
tropas, ó bien si era más cuerdo precipitar la recon-
quista de la Navarra, cayendo enseguida de pronto 
sobre la Galia Narbonense. Prevaleció al cabo este 
último parecer, y es sabido el resultado feliz que 
tuvo su ejecución para el monarca visigodo. Pero 
estos sucesos dieron ocasión á dos leyes importantí-
simas conservadas en el Forum Jndicum, una dispo-
niendo lo que habían de hacer las autoridades y ve-
cinos de los pueblos en las asonadas, rebatos ó irrup-
ciones^  de enemigos (1), y otra imponiendo penas 
gravísimas á los que siendo llamados por el rey ó 
jos duques ó condes, no acudiesen á la guerra con 
la décima parte de sus esclavos (2). La primera de 
(1) L . 8, tít. 2o, ]ib. 9.° For. Jud. 
(2) L. 9, id. id. id. 
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estas leyes conserva aún la fecha del año segundo 
del reinado de Wamba; lo cual prueba haberla he-
cho este príncipe poco después de la insurrección de 
Paulo, y hasta en el texto de ella se supone el caso 
de que se levantaran algunos rebeldes de Francia, 
de donde se deduce que al escribirla, se tenia muy 
en la memoria el levantamiento de la provincia 
Narbonense. La segunda ley, aunque carece de fe-
cha en el texto latino, la tiene en el texto castellano 
también del mismo año segundo del reinado de 
Wamba, de donde se infiere que así se leia en el ori-
ginal que sirvió, para hacer la traducción, y que, 
por lo tanto, estas disposiciones, así como las ante-
riores, se dictaron á consecuencia de los disturbios 
ocurridos en los principios del reinado de aquel so-
berano. 
Si no es errada la inscripción que se halla en una 
ley contenida tan sólo en dos de los Códices latinos 
del Forum Judicum, es también de "Wamba una 
constitución derogando otra antigua, por la cual al 
homicida voluntario ó casual se le confiscaban to-
dos sus bienes en favor de los parientes del difunto, 
y mandando que en adelante, si el homicida tenia 
hijos, fuese entregada su persona á los parientes 
del muerto, pero no sus bienes (1). Esta ley, sin em-, 
bargo, nos parece de autenticidad sospechosa por 
no hallarse más que en el Códice Complutense y 
en el de San Juan de los Reyes; y no el Emilianense 
ni en el Vigilano que son los más antiguos. Por otra 
parte, las leyes que conocemos de Wamba son difu-
sas, y la de que tratamos está escrita en términos 
breves y precisos; últimamente, si se compara el es-
tilo de aquellas con el de ésta, parece que correspon-
den á distintos tiempos. 
(1) Kot. 3, L . 18, tít. 2o, lib. 12. For. Jad. 
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Otras dos leyes se conservan de Wamba pertene-^  
cientes al año cuarto de su reinado, una castigando 
álos obispos y demás personas eclesiásticas que se 
apropiaran los bienes de las iglesias^ y aboliendo 
respecto á ellos la prescripción de treinta años (1), 
y otra prohibiendo á los libertos de las iglesias, bajo 
graves penas, contraer matrimonio con personas in-
génuas (2). La primera de estas leyes concuerda 
exactamente con un cánon del concilio xr de Tole-
do, del cual hablaremos enseguida. Pero estas leyes 
no formaron parte en su tiempo de ninguna colec-
ción, antes al contrario, de la circunstancia de lle-
var cada una distinta fecha, se deduce que fueron 
expedidas como constituciones sueltas que dió aquel 
soberano cuando las circunstancias las exigieron. 
Además reunió Wamba el concilio x i de Toledo, 
provincial de la Cartaginense, en el cual se arregla-
ron varios puntos de liturgia y disciplina, cuya nar-
ración no hace á nuestro propósito, y se tomaron 
algunas providencias contra los escesos de los ecle-
siásticos, y particularmente contra aquellos obispos 
codiciosos que se apropiaban los bienes de las igle-
sias. El cánon que trata de este último asunto, fué 
hecho en confirmación de la ley citada antes de 
Wamba, y aún se alude á ella alguna vez en su 
texto (3). Nada más hallamos en este concilio con re-
ferencia á la legislación civil. Sus cánones son puras 
leyes eclesiásticas, y todo lo que por él puede sa-
berse del monarca que lo convocó, es que los obis-
pos le llamaban el restaurador de la disciplina ecle-
siástica, por haber mandado celebrar sínodo todos 
(1) L . 6, tít. I.0, lib. 5.° 
(2) , L . 7, id. id. 
; (p) O. V. Conc. 9.°, tolet. Ooll. Can. lili enim... qui aliena 
diripiunt juxta leges Excellentisimi Principis sarciant... 
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los años después de algunos que se habia interrum-
pido esta santa costumbre. De modo que en el rei-
nado de Wamba continuó rigiendo el Código de 
t^ñindasvinto, reformado por su sucesor sin ninguna 
alteración notable. Estas nuevas leyes no se inclu-
- yeron tampoco probablemente en aquel Código has-
ta que lo refundió Ervigio algunos años más tarde (1) 
Este principe subió al trono á consecuencia de la 
i-enuncia forzada ó voluntaria que hizo Wamba de 
ia corona; pero no sin la oposición de un partido 
numeroso, que llenó de temores y sobresaltos el res-
to de sus días. Hay muchos motivos para creer que 
Ervigio no fué extraño á la caida de su antecesor y 
por lo mónos es evidente que el pueblo le acusaba 
de cómplice de una conjuración, en virtud de la cual 
se vió Wamba sm saber cómo incapacitado para lle-
var la corona. Temeroso, pues, Ervigio, del partido 
que le era contrario, trató de captarse desde luego 
la voluntad délos obispos y personas influyentes 
del clero, para lo cual fué uno de sus primeros cui-
dados al subir al trono, hacer una multitud de leyes 
contra los judíos, reformando y refundiendo las an-
tiguas que estaban vigentes sobre la misma materia. 
(1) Supone Ambrosio de Morales, sin dar prueba alguna 
Tle su dicho, que Wamba bizo una colección de leyes Pero 
como nxnguno de los escritores antiguos da semeiante noti-
cia, creemos que la suposición se funda en una sentencia mal 
interpretada del obispo de Salamanca Sebastian. Dice este 
Historiador «l116 Ervigio suprimió las leves de Wamba r 
publicó otras en su nombre.» Confirma esta misma noticia 
ei iudense, y tal vez los historiadores más modernos dedu-
jeron de ella que las leyes suprimidas de Wamba formaban 
una colección. Pero á lo que sin duda aludió el obispo Sebas-
^ a la /eforma que hizo Ervigio en el concilio xn de 
ioledo de las leyes de Wamba sobre la milicia, y de las nue-
vas que hizo en su propio nombre, según veremos más ade-
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Decimos que estas leyes fueron las primeras que 
promulgó aquel príncipe, porque el concilio Toleda-
no x n celebrado el mes tercero de su reinado, hace 
ya mención de ellas, y las confirma citando sus epí-
grafes según se hallan hoy en el Forum Judicum 
formando todo el tít. 3.° del lib. 12. Su contenido 
no merece detenernos mucho, porque todas se redu-
cen á prohibir á los judíos que celebren la páscua 
y los sábados, según los ritos de su religión, que 
contraigan matrimonio con arreglo á ellos, que se 
cirpunciden, que dejen de comer la carne de cerdo; 
á privarlos de la facultad de testificar contra los 
cristianos, acusarlos en juicio y tenerlos por escla-
vos; á castigarlos con pena de azotes si impedian á 
sus hijos ó siervos tomar el bautismo ó blasfemaban 
de nuestra santa fe; á mandarles santificar las fies-
tas de los cristianos; á prohibirles leer los libros con-
trarios á la verdadera religión; casarse con sus pa-
rientes próximos, según era permitido en la ley an-
tigua; ejercer toda especie de cargos públicos, y á 
tomar otras precauciones para que no cundiera el 
error de la secta judáica. Todas estas disposicio-
nes fueron distribuidas en veintiocho leyes, todas 
muy difusas, que pueden formar por sí solas un pe-
queño Código sobre la materia. Es de advertir que 
de los Códices del Forum Judicum que tuvo presen-
tes la Academia para hacer su edición de este libro, 
solamente cinco, y no los más antiguos, contienen 
estas leyes7 que son el de Cardona, el de San Juan 
de los Reyes, el Complutense y el Escurialense i y n . 
M el Vigilano, ni el Emilianense, que pertenecen 
al siglo x, dan noticia de ellas, y esto induce á sos-
pechar que tal vez las leyes contra los judíos forma-
ban un cuaderno á parte, no incluido en el Código 
eomun hasta mucho después de la invasión de los 
árabes. Da fuerza además á nuestra sospecha la 
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circunstancia de hallarse en el título de omnium 
hareticorum varias leyes contra los judíos, algunas 
con la inscripción de Egica, lo cual da á entender 
que cuando este príncipe reformó el libro de las le-
yes no formaba parte de él el título especial de no-
véllis legibus judceorum, pues á haber sido así, ó lo 
habría refundido en el de omnium hcereticorum, ó en ; 
aquel y no en este habría colocado sus leyes contra 
los judíos. Es también de notar que las leyes de Er-
vigio componen solas el último título del Forum, 
que su epígrafe dice, de novellis legibus judceorum, y 
habiéndose retocado este Código por Egica y quizá 
por Witiza, ninguno de estos monarcas había de 
llamar leyes nuevas á las dictadas por sus antece-
sores. Ultimamente, de la significación que tenían 
en aquel tiempo las palabras leges novelice se infiere 
que las de que tratamos no formaban parte del Có-
digo visigodo. Leges novelé ó Novelas se llamaban 
las leyes sueltas que publicaban los emperadores ó 
reyes como suplemento á los Códigos, pero que no 
se incluían en ellos. Así las Novelas de Teodosio, 
Valentiniano, Mayoriano y sus sucesores, no se con-
sideraron nunca como parte integrante del Código 
Teodosiano. Del mismo modo creemos que las leges 
novéllm judmrum no hicieron parte del Forum Ju-
dicum, hasta que algunos copiantes las introdujeron 
en él á manera de suplemento. 
Pero de cualquier modo, es lo cierto que promul-
gadas estas leyes convocó Ervigio el concilio x n de 
Toledo, con objeto de legitimar su elección, asegu-
rar la corona en sus sienes, y enmendar y corregir 
las leyes de sus antecesores. Hé aquí cómo habló el 
rey á los padres del sínodo en varios pasajes de su 
tomo regio. «Aunque no ignoráis los sucesos que 
con la ayuda de la providencia me han elevado al 
trono, los conoceréis mejor por los documentos que 
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os manifiesto para que podáis publicarlos; y dando 
desde el principio buena dirección á mi gobierno, 
me ayudareis con vuestros consejos, me consagra-
reis con vuestra bendición, así como me habéis ele-
vado al trono con vuestro asentimiento... Os ruego 
por tanto con lágrimas, que purguéis la tierra del 
contagio de la depravación. Levantaos, pues, y per-
donad á los pecadores, corregid las costumbres de-
pravadas de los delincuentes, castigad á los traido-
res, humillad á los soberbios, perseguid á los opre-
sores y, sobre todo, estirpad radicalmente la mala 
semilla de los judíos que retoña á cada momento. 
Examinad las leyes que acabo de hacer contra elios? 
perfeccionadlas si os parece, y promulgadlas con 
vuestra autoridad... Corregid después las leyes de 
mi antecesor que condenan á infamia á los deser-
tores del ejército y á los que no acuden á la guerra 
cuando son llamados, pues de ellas ha provenido el 
verse hoy infamados la mitad de mis súbditos, y no 
hallarse en muchos pueblos ninguna persona que 
pueda servir de testigo en los litigios. Y aunque 
dispongamos dulcificar el rigor de estas leyes, es 
conveniente que el sínodo devuelva sus antiguas 
dignidades á todos los que las perdieron á conse-
cuencia de ellas. También os exhorto á que corrí jais 
en general cualquier cosa absurda ó contraria á jus-
ticia que halléis en las leyes. Sobre los demás asun-
tos que necesitan nuevas leyes hacedlas claras y or-
denadamente; que los duques y gobernadores de las 
provincias que aquí se hallan, oyéndolas de vues-
tros lábios, al punto las llevarán á ejecución entre 
BUS súbditos... (1) Estas palabras bastan para com-
prender el objeto del concilio y la intención de Er-
vigio al convocarlo. 
(1) Conc. tolet. 12, colum. 488. Coll. Can. Eccl. Hispan. 
Eet. juiíd. 12 
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En efecto, la primera declaración del concilio des-
pués de la acostumbrada de la fé, fué de haber vis-
to varias escrituras presentadas por aquel monarca, 
de las cuales constaba que Wamba habia recibido 
la tonsura monacal en presencia de muchos gran-
des del palacio, que habia renunciado el trono y fir-
mado su renuncia/encargando fuese nombrado por 
su sucesor el mismo Ervigio, y que además habia 
encomendado al metropolitano de Toledo que lo 
ungiera como tal soberano. Aprobados y confirma-
dos estos documentos, ratificaron los Padres la vo-
luntad de Wamba, desligaron á los súbditos del ju-
ramento de fidelidad que le hablan prestado, y man-
daron obedecer á Ervigio como legítimo monarca (1). 
Entre varios puntos extraños á la legislación pro-
fana que decidió este sínodo, estableció otros mu-
chos que tienen relación con ella, ó que la tenían 
por lo ménos en aquel sistema de gobierno. Así es, 
que condenó á los eclesiásticos que negaban la co-
munión á aquellos que habiendo estado privados de 
ella por desleales, habían vuelto después á la gracia 
del soberano (2). Este cánon fué una concesión al 
nuevo gobierno, porque se dirigía á favorecer á los 
rebeldes del tiempo de Wamba, entre los cuales con-
taba gran partido el príncipe recien electo. Interesado 
este en desacreditar á su antecesor, logró asimismo 
se declarara que habia hecho violencia á la Iglesia, 
creando con sobrada ligereza dos nuevos obispados, 
los cuales fueron abolidos (3): obtuvo la modifica-
ción que había pedido de las leyes militares de 
Wamba, en cuanto á la pena que condenaba á los 
desertores á infamia y los inhabilitaba para ser tes-
(1) Conc. tolet. 12, colnm. 488. Ooll. 491 y 492. Id. 
(2) Oán. ni. 
(3) Oán. ir. 
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tigos en los juicios (1) y la confirmación de las vein-
tiocho leyes contra los judíos en los mismos térmi-
nos que él las habia promulgado (2). 
Cumplidos los deseos del rey, dictó el concilio 
otras providencias tocantes á la legislación canóni-
co-civil. Tales fueron la de prohibir bajo pena de 
excomunión y perdimiento de dignidad temporal, 
el divorcio quoad thorum, excepto por causa de adul-
terio (3): extender el asilo de las iglesias hasta 30 
pasos alrededor de ellas (4) y condenar á destierro 
á los idólatras (5). 
Esto es todo lo que se conserva en las actas de 
este concilio acerca de la reforma que hizo Ervigio 
en la legislación; pero en el Forum Judicum, halla-
mos por fortuna otros documentos que completan 
nuestras noticias. Hemos visto, que el rey exhortó á 
los Padres del sínodo á corregir las costumbres de-
pravadas de los delincuentes, castigar á los traido-
res, corregir las cosas absurdas ó injustas que halla-
ran en las leyes, y hacer otras nuevas sobre todos 
los asuntos que las necesitaran, y, sin embargo, se 
habrá notado también que fuera de las leyes encar-
gadas especialmente por el soberano, no aparecen 
(1) Oán. vil, 
(2) Oán. ix. 
(3) Cán. Tin. 
(4) Oán. x. Graciano lo introdujo en su Decreto, muti-
lándolo á fin de acomodarlo á su propósito de estender las 
prerogativas de la Santa Sede. Así es, que el cánon según 
lo estableció el concilio, dice: «Pro his qui quolibet metu 
vel terrore eclesiam appetunt, eonsentiente pariter et juhente 
gloriossisimo Domino nostro Ervigio rege hoc sanctum conci-
lium deñnit: * j Graciano lo insertó empezando por las pala-
bras: «hoc sanctum concilium definivit,> sin duda para que se 
creyera que la potestad civil no habia tenido intervención 
alguna en el establecimiento de la inmunidad eclesiástica. 
(5) Oán. xi. 
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en Jas actas más disposiciones que las tres referidas 
últimamente sobre el divorcio, el asilo y los idóla-
tras.^Es esto todo lo que hizo el concilio en cum-
plimiento del encargó del monarca? ¿La corrección 
general de las leyes que le fué encomendada se 
iimito a estas tres únicas disposiciones? No ha falta-
do quien así lo crea, pero con poca razón en nues-
tro JUICIO. Ya hemos notado en otra ocasión que los 
concilios no mterveman de un mismo modo en la 
íormacion de todas las leyes, puesto que unas las 
insertaron en sus actas con el carácter de cánones y 
otras no aparecen en, ellas, sin embargo de haber 
contribuido también á formarlas. Esto mismo debió 
suceder con las leyes que Ervigio encomendó á este 
smodo. En sus actas se encuentran todas las que 
tienen relación con el órden político y con la Iglesia 
pero las demás es preciso buscarlas en otra parte. ' 
. ünf del mismo Ervigio prueba que la correc-
ción del Código llegó á hacerse en efecto, que em-
pezó á tener observancia en el año segundo de- su 
remado, y que intervinieron en ella los obispos y gran-
des de palacio. Esta ley es la que lleva por epígrafe-
de tempore quo debeantleges emm.endetcevolere, y como 
es un documento importantísimo para conocer la 
historia de la reforma hecha en la legislación en la 
época de que tratamos, creemos indispensable darla 
a conocer á nuestros lectores. Hé aquí su texto- «Ai 
tratar de la enmienda de la legislación debemos 
decir primeramente que así como la claridad de las 
leyes es útil para corregir los excesos de los pueblos 
asi su oscuridad turba el órden y la justicia. Por 
eso sucede á veces que las cosas mejor ordenadas si 
se escriben oscuramente, son resistidas y dan oca-
sión á pleitos, pues donde debían poner término á 
las injusticias, dan lugar á subterfugios para come-
ter otras nuevas. De aquí nacen una multitud de 
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litigios y dudas en los jueces, los cuales no pueden 
castigar á los criminales ó poner fin á los pleitos, 
por no estar nunca seguros de la legalidad de sus 
providencias. Y como todas las cosas que se ponen 
en contienda no se pueden demostrar en pocas pala-
bras, las que poco á poco han ido llegando á nuestro 
tribunal (1) hemos decretado corregirlas y ordenarlas 
en este libro, poniendo así en evidencia las cosas du-
dosas, haciendo útiles las perjudiciales, claras las 
oscuras y completas las faltas, de tal manera que 
obliguen á los pueblos del reino sujetos á nuestra 
autoridad. Por lo tanto, Jas leyes que enmendamos y 
las que hacemos de nuevo (2), las ordenamos y pone-
mos en este libro, por su orden, distribuidas en tí-
tulos, serán observadas desde el dia 12 de las Kalen-
das de Noviembre del segundo año de nuestro rei-
nado, por todas las personas y naciones de nuestro 
imperio (3) según las oyeron de Nos estando en nues-
tro trono los obispos, grandes de palacio y gardin-
gos (4). Las leyes que promulgamos contratos ju-
(1) Saltim vel quse in condone pertractanda sese gloriosis 
nostrae celsitudinis sensibus ingesserunt, ea in hoc libro 
specialiter corrigi... 
(2) Harum legum corretio vel novellarum nostrarum san-
tionum ordinata eonstrutio. 
^ (3) In cunctis personis en gentibus nostrse, amplitudinis 
imperio subjugatis. 
(4) Eeta frase no se halla en todos los Códices latinos, 
pero sí en el de Cardona, San Juan de los Eeyes y Legionen-
se, así como en todos los castellanos que tuvo' presentes la 
Academia para hacer su edición, excepto uno. Dice así el ori-
ginal, según los dos primeros manuscritos citados: «Ut sicut 
siblimi throno serenitatis nostrse celsitudine residente, 
viaentibus cumtis sacerdotibus Dei, senioribusque palatii 
« q u e gardinguiis, earum manifestatis claruit, ita carumdem 
«elebritas vel reverentia, in cunctis regni nostriprovinciis de-
*>eat observan.» 
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dios, deberán guardarse desde el tiempo de su oon-
nrmacion.» 
< Antes de manifestar las consecuencias que leo-í-
timamente se deducen de esta ley, debemos disipar 
una duda acerca de su autor. Todos los Códices 
castellanos Lmdembrogio j Canciani la atribuyen 
á Kecesvmto, y por eso la Academia le ha puesto la 
inscripción de este príncipe en su edición del Fuero 
Juzgo. Pero todos los Códices latinos que merecen 
generalmente más fé en esta parte por ser más anti-
guos le dan por autor á Ervigio. Aún hay otra razón 
más concluyente, y es que del mismo texto de la ley 
se infiere no haberla podido hacer Recesvinto. Píce-
se en ella que las leyes que su mismo autor habia 
promulgado contra los judíos, valieran desde el 
tiempo en que fueron confirmadas. Recesvinto no 
hizo ley alguna sobre esta materia antes del año 
cuarto de su reinado, como lo prueba el haber acu-
dido al concilio v m de Toledo, pidiéndole que toma-
se alguna providencia contra los excesos de la secta 
judaica, y el cánon que aquel hizo en cumplimento 
de este deseo ratificando el establecido sobre el mis-
mo asunto en el concilio iv. Consta por otra parte 
de un modo evidente que Ervigio hizo dichas leyes 
en los primeros meses de su reinado, antes de la ce-
lebración del concilio x u y de la corrección del Có-
digo^ habiendo por lo tanto debido estar en obser-
vancia antes que ella: luego á él y no á Recesvinto 
debe atribuirse la ley en cuestión. Este monarca no 
podía hablar en el primero ó segundo año de su rei-1 
nado de leyes hechas y confirmadas por él contra 
los judíos, porque en aquel tiempo estaba asociado 
al trono por su padre Chindasvinto, y sus leyes son 
todas posteriores al concilio vm que se celebró en el 
año cuarto de su reinado, según se ha visto antes. 
-Por otra parte, la circunstancia de haberse' hecho 
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esta corrección del Código en presencia de los obis-
pos, grandes, etc., antes de terminar el año segundo 
del reinado del monarca, su autor no conviene de 
ningún modo á Recesvinto, que celebró su primer 
concilio el año cuarto de su reinado, y sí á Ervigio 
que convocó el x n en el primero del suyo. De modo 
que según las buenas reglas de crítica, debe atribuir-
se á este príncipe la ley en cuestión (1). 
Según la ley antes citada, la reforma legislativa 
de Ervigio consistió: 1.° en aclarar las leyes oscuras 
ó de sentido ambiguo que existían en el Código: 2.° 
en reducir á leyes generales las decisiones dadas 
por los reyes en los casos y negocios de que habían 
conocido, ó por via de apelación, ó por falta de ley 
escrita que le fuera aplicable, porque entre ios go-
dos cuando no habia ley que decidiera algún l i t i -
gio, nadie podia fallarlo sino el soberano; 3.° en co-
locar en sus títulos y libros respectivos las leyes 
nuevas y las enmendadas. 
Pero es imposible señalar en el Forum Judicum 
todas las leyes decretadas ó enmendadas por este 
monarca, Las corregidas ó aclaradas por él, nunca 
llevaron probablemente su nombre, y por lo tanto 
no es posible designarlas. Quizá pertenezcan á este 
número algunas de las que tienen por inscripción. 
«Antiqua: noviter enmendata;» ¿pero quién es capaz 
de asegurarlo sabiéndose por otra parte que tam--
bien Chindasvinto y Recesvinto enmendaron mu-
chas leyes antiguas? Fuera de las disposiciones 
contra los judíos, solamente siete leyes se conser-
(1) D. Gregorio Mayans la cree de Chindasvinto, pero sin 
razón ninguna plausible, porque ninguno de los manuscritos 
hasta ahora descubiertos se la atribuye, y el primer concilio 
que se celebró en su tiempo fué en el afío cuarto de su rei-
nado. 
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van en el Forum Judicum atribuidas á Ervigio, las 
cuales serian probablemente del número de aque. 
Has que estableció este monarca con ocasión de las 
sentencias que habia dictado en los pleitos de que 
hablan conocido él y sus antecesores. Estas leyes 
teman por objeto garantizar á los litigantes con-
tra la malicia de los testigos; castigar á los funcio-
narios públicos que consultaban á los augures y 
adivinos, impedir la fuga de los esclavos: prohibir 
á los jueces seglares que persiguieran á los infieles 
sin el acuerdo y cooperación de los obispos: permi-
tir al rey que perdonara las penas temporales á los 
que habiendo incurrido en ellas por heregía, vol-
vían arrepentidos al seno de la Iglesia, y determinar 
el tiempo en que hablan de comenzar á regir las 
nuevas leyes. Esto es todo lo que en el Forum Judi-
cum aparece con el nombre de Ervigio, y si este 
monarca no hubiera hecho más por la legislación, 
ciertamente no habría merecido el renombre de le-
gislador que tiene. Pero Ervigio hizo mucho más, 
según consta de su ley Pragmma suum emmendatis 
legibus que insertamos arriba y de las actas de los 
concilios celebrados en su reinado. Sebastian, obis-
po de Salamanca, dice en su crónica que este mo-
narca suprimió las leyes de Wamba ó hizo otras en 
su nombre (1). El Tudense asegura que suprimió 
algunas leyes de sus antecesores, corrigió otras, y 
publicó en su nombre las que habia hecho San Isi-
doro llamándolas antiguas para que no se creyera 
que en el Fuero judicial se obraba en nombre de la 
Iglesia (2). Estas noticias son exactísimas si se ex-
(1) Post Wambanem Ervigius regnun obsti nuit... leges 
á Wambane instituía corrupit et alias ex nomine suo edidit. 
Cnron. n. 4. 
(2) Lúeas Tudem. Chron. era 714. 
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ceptúa la de las leyes heclias por San Isidoro, por-
que, como veremos más adelante, solo dos de las 
del Forum Judicum parecen tomadas de sus obras. 
En el año cuarto de su reinado convocó Ervigio 
el concilio x m de Toledo, con fines más bien polí-
ticos que religiosos. En efecto, todo lo que el rey le 
propuso en su tomo régio, fué la amnistía y devo-
lución de sus empleos y dignidades á los que ha-
blan tomado parte en la insurrección de Paulo, el 
perdón de los tributos atrasados que debian los 
contribuyentes al erario, y que se prohibiera bajo 
graves penas á los siervos y libertos la entrada en 
el oficio palatino. A consecuencia de esta propuesta 
dispuso el sínodo: 1.° Que se devolviera su digni-
dad y nobleza, así como los bienes confiscados, á to-
dos los que los hablan perdido por haberse asocia-
do á la traición de Paulo (1): 2.° Que los sacerdotes 
grandes de palacio y gardingos si eran acusados no 
fuesen puestos á tormentos, ni presos, ni suspendi-
dos de su oficio, n i embargados en su hacienda sin 
que antes fueran oidos públicamente sus descargos ó 
'su confesión por un tribunal compuesto de personas 
de su misma clase; que si era necesario asegurar 
sus personas se hiciese así guardándolas la conside-
ración debida, sin sujetarlas con ligaduras, y que 
no valiera su confesión como no fuese dada volun-
tariamente ó no resultase probada la culpa en el 
juicio: 3.° Que respecto á los ingenuos aunque no 
tuviesen oficio palatino, se guardase el mismo ór-
den, y que cuando fuesen mandados azotar por 
culpas leves, no perdiesen por eso la aptitud de tes-
tificar ni sus bienes (2): 4.° Que se perdonaran los 
(1) Cán. i, conc. tolet. 13. Coll. Can. Eccles. Hisp. 
(2) Oán.n, id . 
170 BIBLIOTECA JUDICIAL. 
tributos vencidos y no pagados hasta el año prime-
ro del reinado de Ervigio j l ) . 5.° Que se respetara 
bajo penas graves la familia del rey, sus descendien-
tes y su mujer Linvigotona (2). 6.° Que ninguno 
osase contraer matrimonio ó cometer fornicio con la 
viuda del rey (3). 7.° Que ningún siervo ni liberto, 
excepto los fiscales, pudiese aspirar nanea, al oficio 
palatino, so pena de volver á la condición de que 
salieron (4). A estos siguen otros varios cánones re-
lativos únicamente á la disciplina eclesiástica. 
Ervigio era un'rey conciliador, muy temeroso d& 
sus enemigos, poco confiado en la lealtad de sus va-
sallos, y por eso procuró captarse la benevolencia 
del partido de Paulo, proscrito por Wamba, defen-
der su familia contrajas asechanzas de que podia 
ser víctima después de su muerte, y ganar popula-
ridad entre todos sus súbditos, ora rebajándoles las 
contribuciones, ora eximiendo á los principales de 
ellos, de ciertas prácticas injustas del enjuiciamien-
to penal. Tan receloso estaba de su seguridad y del 
porvenir de su familia, que sospechando no basta-
ran á protegerle los anatemas de los concilios, y te-
miendo por las pretensiones que pudiese alegar al 
trono un pariente de "Wamba llamado Egica, le dió 
su hija en matrimonio y le ofreció la sucesión dé la 
corona. 
También convocó Ervigio el concilio xiv de To-
ledo, pero no habiéndose tratado en él ningún 
asunto tocante á la legislación profana, no forman 
parte sus actas de la historia de nuestro derecho. 
De lo dicho, se infiere que la reforma hecha en la 
(1) Cán. m, conc. tolet. 13. Coll. Can. Ecdes. Hisp. 
(2) Oán. iv,id. 
(3) Oán. v, id. 
(4) Oán. iv, id. 
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legislación por este monarca, lo mismo que la de 
"Wamba, no varió su tendencia ni alteró su espíri-
tu; fué una reforma más bien en los pormenores de 
las leyes que en la misma legislación; la obra de' 
Ohindasvinto y de Recesvinto quedó íntegra, sien-
do siempre, si así puede decirse, la base de todo el 
Código. 
I X . 
Leyes ele Egica.—Concilios XV, XVI y XVII ole Toledo.-Ultima 
reforma del Código de los godos. 
Ervigio renunció la corona en su yerno Egica, 
después de haberle hecho jurar que ampararla á su 
familia contra todo género de peligros y de asechan-
zas. Mas apenas subió al trono el nuevo soberano,, 
se olvidó de su promesa, bien fuese porque cum-
pliéndola cargarla con la odiosidad en que había 
incurrido su antecesor persiguiendo á los amigos 
de Wamba, ó bien porque su parentesco con éste, 
que vivia aún retirado en el monasterio de Pamplie-
ga, le inclinase más en favor suyo que en el de su 
suegro. Y para desligarse de su juramento, convocó 
Egica el concilio xv de Toledo, al cual manifestó 
hallarse en grave conflicto, porque si bien había 
prometido amparar á la familia de Ervigio al subir 
al trono, también habia jurado hacer justicia á to-
dos sus vasallos, y entre éstos se hallaban muchos 
injustamente agraviados por aquella familia. Cum-
plir ambos juramentos era imposible, porque para 
defender á los parientes del último monarca, era 
necesario despreciar las quejas justísimas denlos; 
nobles que habían sido despojados y perseguidos 
durante su reinado; y de hacer justicia á éstos, por 
fuerza habia de seguirse agravio á los otros. El 
concilio, sumiso como siempre á los deseos del so-
berano, desligó á Egica de su primer juramento. 
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permitiéndole proceder contra la familia de su ante-
cesor para hacer justicia á aquellos que hablan su-
frido persecuciones por su causa. 
Atribúyese á Egica generalmente haber formado 
una nueva colección de leyes en el concilio x v i de 
Toledo celebrado en el año sexto de su remado, y 
se supone que esta colecciones el mismo Forum Ju-
dicum según le conocemos hoy. Pero veamos lo que 
dicen las actas de este concilio y las leyes que se 
conservan de aquel soberano, para conocer si es fun-
dada dicha opinión. 
El rey pidió al sínodo en su tomo régio: 1.° Que 
mandara á los obispos reparar las iglesias que esta-
ban medio arruinadas en muchos pueblos, costean-
do las obras con el tercio de las rentas eclesiásticas 
destinadas á este objeto. 2.° Que tomase nuevas pro-
videncias contra la idolatría, de la cual se conserva-
ban aún en España vestigios numerosos. 3.° Que to-
mase medidas severísimas contra los judíos, prohi-
biéndoles la entrada en los mercados y toda espe-
cie de comercio con los fieles, pero entendiéndose 
que se le hablan de devolver todos sus derechos ci-
viles cuando se convirtieran á la verdadera fé. 4.° 
Que castigara á los sodomitas, cuyo vicio parece 
que era entonces muy común en España. 5.° Que 
conminase á los conspiradores con la privación per-
petua en ellos y sus descendientes de todo oficio pa-
latino, la confiscación de sus bienes, y pagar mr 
tributo al fisco durante toda su vida. 6."° Que corri-
giera, aclarara ó suprimiera todo lo que hallase in-
justo, oscuro ó supérñuo en los cánones ó las leyes, 
respetando siempre las publicadas desde Chindas-
vinto hasta Wamba (1). 
(1) Cuneta vero, quas in canonibus vel legum edictis de-
prevata consistunt aut ex superfluo vel indebito conjuta fore 
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El concilio, satisfaciendo los deseos del soberano; 
mandó: 1.° Que se observaran las leyes promulgadas 
en tiempos anteriores j por el mismo Egica contra 
los judíos, pero que si estos se con vertían á la fé, 
fuesen de la misma condición que los demás inge-
nuos. 2.° Que los obispos y presbíteros, de acuerdo 
con los jueces legos, procurasen estirpar la idolatría 
conminando á los negligentes con graves penas. 3.° 
Que los sodomitas fuesen privados de su dignidad,, 
desterrados perpetuamente, azotados y decalvados. 
4. ° Que los obispos repararan sus iglesias con el ter-
cio que les correspondía de las rentas eclesiásticas. 
5. ° Que ninguno hiciera daño al rey, su familia ó 
descendientes. 6.° Que el metropolitano de Toledo, 
Siseberto, por haber tomado parte en una conspira-
ción contra el rey, fuese depuesto y excomulgado 
juntamente con todos sus cómplices, cabiendo la 
misma suerte á todos los que en adelante se hicie-
sen reos de igual delito. 7.° Que los que quebranta-
sen el juramento de fidelidad prestado al rey, fue-
ran privados con toda su descendencia de ejercer 
oficios palatinos y reducidos á esclavitud (1). 
Gonsérvanse además varias leyes de Egica en la 
colección de las visigodas. Tales son: 1.a Una que 
castiga á los que rehusan prestar juramento al nue-
vo soberano, ó los que siendo del oficio palatino le 
niegan la obediencia (2). 2.a La que prohibe hacer 
patescunt, accomodante serenitatis nostrse consensu, in me-
ridiem lucidse veritatis reducite, illis proculdubio iegum sen-
tentiis reservatis, quse ex tempore divse memorise prsecesso-
riis nostri domini Chindasvinti regis usque ad tempus domini 
Wambani principis ex ratione depromptge ad sinceran justi-
tiam vel negotiorum sufficientiam pertinere noscuntur. Co-
üet. can. Eccl. Hisp. col. 561. 
(1) Cánones i, n, m, r , r a í , ix y x. Cono, xvi tolet. 
(2) L . 7, not. á la 1. 6, tít. l.o, lib. 2.° For. Jud. 
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juramentos contra la vida ó el interés del rey (1). 
La que prohibe firmar escritos cuyo contenido se 
ignora (2). 4.a La que confirma el cánon establecido 
anteriormente en el concilio xv i contra los sodo-
mitas (3). 5.a La que amenaza á los judíos con pe-
nas severísimas, ofreciéndoles al mismo tiempo per-
donárselas por la conversión (4). 6.a La que confir-
ma el cánon referido antes sobre la reparación de 
las iglesias (5). 7.a La que obliga á los libertos del 
rey y sus descendientes á acudir á la guerra (6). 8.a 
La que condena á la esclavitud al liberto ó á sus 
descendientes que no haga al patrono los servicios 
que le debe (7). 
Del concilio toledano xvn muy poco tenemos que 
decir. Casi todos sus cánones se refieren á asuntos 
puramente eclesiásticos que no son de nuestra in-
cumbencia; dos tan sólo pertenecen en cierto modo 
á la legislación civil, y son uno que tiene por objeto 
proteger la vida del rey y la de su familia, semejan-
te á los decretados con el mismo fin en los concilios 
anteriores, y otro disponiendo que los judíos bauti-
zados y relapsos ó conspiradores, fuesen reducidos 
á esclavitud, y que sus hijos, al cumplir los siete 
años les fuesen arrebatados para educarlos bajo la 
dirección de cristianos á toda prueba (8). 
Hé aquí todas las leyes de Egica que han llegado 
hasta nosotros: hé aquí todo lo que se sabe de las 
reformas y mejoras que hizo en la legislación. ¿Basta 
(1) L . 8, not. á la 1. 6, tít. l.o, lib. 2.» For. Jud. 
(2) L . 2, tít. 5.o, lib. 2.o, id. 
(3) L . 6, tít. 5.o, lib. 3.o, id. 
(4) L . 18, tít. 2.o, lib. 12, id. 
(5) L . 5, tít. l.o, lib. 5.0, id. 
(6) L . 19, tít. 7.o, lib. 5.°, id. 
(7) L . 20, id., id., id. 
(8) Cán 7 y 8, concil. xvn tolet. Coll. Cán. Eccl. Hispan. 
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«sto para suponer que bajo su reinado se liizo una 
corrección general en todo el Código visigodo, y que 
este Código así corregido y aumentado, es el que hoy 
poseemos? Del texto de las leyes que hemos enume-
rado no se infiere semejante cosa: en ninguna de 
ellas se alude á esta revisión general; todas, al 
contrario, parecen publicadas separadamente unas 
de otras, y hasta en épocas distintas. En efecto, las 
que tienen por objeto asegurar la vida del rey con-
tra las asechanzas de sus enemigos debieron ser 
ocasionadas por la conspiración del arzobispo de 
Toledo Siseberto. El cánon del concilio xvn contra 
los judíos, fué establecido con motivo de la conspira-
ción que aquellos sectarios tramaron contra los cris-
tianos y señaladamente contra el rey en el año sé-
timo de su reinado. 
El Sr, Lardizabal sostiene que Egiea hizo una 
colección general de leyes, fundándose en que en el 
tomo régio del concilio xvi , encargó á los _ Padrea 
del sínodo que aclararan, corrigieran ó suprimieran 
todo loque hallasen injusto, oscuro ó supérfluo enlos 
cánones ó las leyes, respetando siempre las publica-
das desde Chindasvinto hasta Wamba. ¿Quiere esto 
decir que mandara el rey hacer un nuevo Código? 
Al contrario, lo que se infiere de estas palabras, 
es la confirmación explícita y terminante de la 
mayor parte de las leyes contenidas en la colección 
antigua que se dieron precisamente desde el reinado 
de Chindasvinto hasta Wamba, el propósito de cor-
regir las más antiguas y las publicadas por Ervigio. 
Esta corrección no pudo ménos de ser parcial, limi-
tada á ciertas leyes, é insuficiente para alterar el 
espíritu y carácter del Código. De los monarcas que 
han hecho verdaderas colecciones de leyes se con-
servan en el Forum Judicum gran número de estas: 
¿Cómo es que de Egica no quedan sino las pocas 
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mencionadas anteriormente? ¿Cómo es que de Chin-
dasvinto y Recesvinto que reinaron muchos años-
antes que Egica, se conservan aún cerca de dos-
cientas leyes y de este último no quedan sino ocho,, 
supóniendo que sean suyas todas las que se lo atri-
buyen? 
Las mismas pruebas que alega Lardizabal para 
sostener su aserto convencen de que bajo el reinado 
de aquel monarca no se hizo un nuevo Código de 
leyes. Dice este respetable autor que si es cierta la 
fecha que los Códices castellanos dan á la ley 21, 
tít. I,0, lib. 9.°, debió hacerse aquella colección en 
los últimos tiempos del reinado de Egica, diez años 
después de celebrado el concilio xvi. 
E n efecto, se lee al fin de dicha ley estas palabras: 
«data ef confírmala ¡ex in Cordova anno féliciter sexto-
décimo regni nostre.» De lo cual infiere el Sr. Lardi-
zabal que la tal colección debió concluirse el año-
décimosexto del reinado de Egica (1). Mas no es 
esta la conclusión que nosotros sacamos, porque 
parece extrañísimo que habiendo hecho un nuevo 
Código, aquel soberano no pusiese fecha á su totali-
dad, y sí á una sola de las leyes que habia de in-
cluir en él. Lo que creemos que con más razón debe 
inferirse de dicha fecha, es que la ley que la contie-
ne, era una disposición suelta incluida después en el 
Código general, en el libro y título correspondiente^ 
(1) Es más que probable que dicha fecha esté equivocada. 
De los Códices latinos consultados por la Academia no la 
pone más que el Legionense, y la omiten el Complutense y 
el de San Juan de los Reyes, que insertan, sin embargo, la 
ley. Pero aún más que esto induce á sospechar el error, la 
circunstancia de que ningún historiador le da á Egica diez y 
seis años de reinado, pues aunque no están conformes sobre 
este punto, unos suponen que reinó trece años, y el que má» 
le concede quince. (LAEDIZABAL; Introducción al Fuero Juzgo.) 
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ó por órden del mismo príncipe que la dió ó por la 
diligencia de los copiantes. 
La congetura más verosímil que sobre esta cues-
tión puede hacerse, es, en nuestro concepto, que no 
en el concilio xvi , pero sí algunos años más tarde, 
se introdujeron en Código las leyes de Egica y otras 
más antiguas que hablan sido omitidas por Ervigio, 
sin que esta pequeña reforma alterase en nada el 
carácter de la colección ni fuese una refundición 
completa de todas sus leyes. Fúndase esta suposi-
ción, además de lo que llevamos dicho, en va-
rias notas que se hallan en algunos Códices anti-
guos acerca de las leyes atribuidas á aquel monarca. 
En los Códices Vigilano y Emilianense, que son los 
más antiguos que se conservan y al márgen de la 
ley 2, tít. 5.°, lib. 2.°, hay una nota escrita de la mis-
ma mano que copió lo demás, que dice así: «Incluida 
esfca ley en el lib. 2.°, tít. 5.°, era n del glorioso Fia-
vio Egica rey.» En el Emilianense en la ley 17, 
tít. 5.°, lib. 2.°, se halla otra nota igual que dice que 
esta ley fué incluida en tiempo del mismo soberano. 
No sucede así con las leyes que se introdujeron en 
el mismo Código cuando Chindasvinto, Recesvinto 
y Ervigio lo reformaron, lo cual prueba que estos 
príncipes hicieron refundiciones generales de toda la 
legislación, al paso que Egica se limitó á hacer al-
gunas leves reformas en la ya establecida. 
El propósito de este soberano no fué ciertamente 
hacer un nuevo Código, sino bajo el protesto de 
aclarar lo que fuese oscuro y enmendar lo que 
fuese injusto en las leyes, como decia en su tomo 
regio, reformar las dadas por su predecesor Ervigio, 
bien fuera porque este monarca hubiese introduci-
do en la legislación novedades injustas y corrompi-
do la jurisprudencia nacional, como dió á entender 
Egica, y lo dicen claramente autores muy anti-
Est. jurld. 1S 
178 BIBLIOTECA JUDICIAL. 
guos (1), ó bien porque el nuevo partido que sostenía 
al mismo Egica en el trono y que había sido perse-
guido por Ervigio, exigiese esta mudanza por espí-
ritu de reacción. Así es que no perdió ocasión Egica 
de censurar oficialmente á su antecesor, al incluir en 
el Código una ley de Ilecesvinto que hubo de ser 
omitida por Ervigio, al hacer su colección. Esta ley 
es la que castiga con penas graves al señor que mu-
tila á su siervo (L. 13, tít. 5.°, lib. 6,°), que en va-
rios Códices va precedida del siguiente exordio: 
«procurando imitar las virtudes, no ios vicios,, de 
nuestros predecesores, hallamos que esta ley fué he-
cha justamente y omitida con injusticia. Por lo 
cual y para no relajar el freno que impide al hom-
bre desfigurar con sus excesos la imágen de Dios, 
en el nombre del sefior, yo Flavio Egica rey, hice 
recopilar de nuevo en su lugar correspondiente con 
las mismas palabras y sentencias con que antes ha-
bla sido colocada, la ley que empieza: «En la ley an-
terior, etc.» Yerdad es que en los Códices Emilia-
nense y Vigilano no se halla este prefacio, pero se 
encuentra en casi todos los demás, y esto nos garan-
tiza de que es auténtico. 
(1) Contamos entre estos autores á Sebastian, obispo de 
Salamanca, y á Lúeas de Tuy. Dice el primero en el Cronicón 
que generalmente se le atribuye: «Post Wambanem Ervigius 
regnum obtiiluit quod callide invasit legesque á Wambane 
institutas corruit, et alias ex suo nomine edidit.-» E l segundo 
autor citado da la misma noticia. Esta opinión de que Ervi-
gio había corrompido la jurisprudencia, hubo dé estar por lo 
tanto muy estendida en los últimos años de la monarquía 
goda. Así es, que observa Marina con mucha oportunidad, 
que los célebres copiantes de los Códices Vigilano y Emilia-
nense, habiendo tenido la curiosidad de estampar en ellos 
. los retratos de los compiladores del Código gótico, pusieron 
los de Chindasvinto, Eecesvinto y Egica, omitiendo el de Er-
vigio. (MARINA: Ensayo histórico-crítico sobre la legislación.) 
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Los dos monarcas posteriores á Egica no liicie-
fon nada que sepamos, para enriquecer el Código 
de las leyes. Algunas de las de aquel soberano apa-
recen con su nombre y el de Witiza, lo cual prueba 
que se dieron cuando este último estaba ya asocia-
do al trono de su padre. De este hecho infieren al-
gunos autores que la reforma de Egica, cualquiera 
que fuese su importancia, se hizo en el tiempo que 
medió entre la asociación de Witiza á la corona y 
la muerte de su padre. Podrá ser así, pero esta cir-
cunstancia es de tan poca trascendencia histórica, 
que no nos importa depurarla. De D. Rodrigo, el úl-
timo rey de los godos, no se halla ley ninguna en 
los varios Códices que examinó la Academia para 
hacer su edición del Fuero Juzgo, si se exceptúa éi 
castellano escurialense m , que atribuye á dicho so-
berano la ley 12, tít. 2.°, íib. 7.° Pero no hallándose 
tal indicación en ninguno de los Códices latinos, que 
son los que más fó deben merecernos, ni tampoco 
en ninguno de los demás castellanos, no debemos 
darle crédito (1). 
Con la ligera corrección hecha por Egica termi-
nó, pues, la grande obra de la legislación visigoda, 
en el estado que ha venido hasta nosotros. El Fo-
rum Judicum, según le conocemos hoy, aunque no 
con el mismo nombre, es, según todas las probabi-
lidades, el mismo Código que Egica, en compañía 
de Witiza, enmendó con algunas leyes. Opinan sin 
embargo algunos autores que esta colección es la 
de Ervigió (2), al paso que otros aseguran que el 
(1) También Ambrosio de Morales dice que se encuentran 
en la colección cinco ó seis leyes de D. Rodrigo; pero no sabe-
mos de dónde pudo tomar semejante noticia, cuando basta 
inspeccionar los Códices para convencerse de que es errónea. 
(2) (SOTELO: Historia del derecho español. MARINA: Ensayos 
sobre la legislación.) E l primero de estos autores incurre en 
i^O BIBLIOTECA JUDICIAL. 
Forwm Judicum es el mismo Código que en su sen-
tir compiló Egica de nuevo. Pero admitido el hecho 
para nosotros indudable, de que la reforma de Egicá 
no alteró en su mayor parte el Código dejado por 
Ervigio, y que se limitó á introducir algunas pocas 
leyes nuevas y otras antiguas omitidas en la última 
recopilación, se concillan perfectamente ambas opi-
niones. La colección que hoy poseemos es la misma 
de Ervigio, con las enmiendas hechas por Egica, 
puesto que tal era también la que dejó á su muer-
te este último soberano. Los que se empeñan en 
demostrar que el Fuero Juzgo de hoy es la colec-
ción de Egica y no la de Ervigio, creen que estas 
dos colecciones se diferenciaban mucho entre sí. 
Pero este hecho es erróneo, según lo hemos demos-
trado, y por consiguiente no hay dificultad en que 
el Forum Judicum actual sea al mismo tiempo la 
una notable contradicción. Dice en una parte que la colec-
ción del Fuero Juzgo, publicada por Lindembrogio, es la 
misma de Ervigio, y asegura en otra que la actual colección 
no es la de Egica, sino una mezcla de ella y de las otras an-
teriores, inclusas las de Eurico y Leovigildo, formada des-
pués de la irrupción de los moros. Esta última opinión es tan 
completamente infundada, que no merece nos detengamos á 
refutarla. Del hecho de ser dicha colección la misma . de Er-
vigio, da Sotelo una prueba inadecuada é insuficiente; Con-
siste en una nota que hay al fin del tomo de Lindembrogio, 
en la cual se dice que aquellas leyes se leyeron á todos ios 
judíos en la iglesia de Santa María de Toledo en el año pri-
mero del reinado de Ervigio. Lardizabal, combatiendo la con-
clusión que de esta circunstancia deduce aquel autor, dice 
con mucho acierto, que aun prescindiendo de que en la ma-
yor parte de los Códices no se halla dicha nota, su contesto 
no se refiere á todas las leyes del Códice, sino únicamente á 
las del último título, que tratan de lo que debían hacer y de 
lo que debían abstenerse los judíos, hechas la mayor parte por 
Ervigio. ¿No hubiera sido cosa muy extraña el leer á los ju-
díos todo el Fuero Juzgo? 
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colección de Egica y la de Ervigio. Lo que no se 
puede dudar tampoco es que la colección de hoy 
trae su origen de ejemplares escritos después del 
remado de Egica, puesto que contiene las leyes de 
Játe soberano. 
P R I M E R A S CONTIENDAS D E L A I G L E S I A C R I S T I A N A 
C O N E L D E R E C H O R O M A N O E N E S P A Í l t 
La predicación del cristianismo debió surtir en 
España el mismo efecto que en otros países. Apenas 
fué conocida aquella santa doctrina, que ofrecía tan 
eficaces consuelos al espíritu y al corazón, millares 
de individuos la abrazaron con entusiasmo. El mun-
do necesitaba una creencia que estuviese en armonía 
con las necesidades que Labia ido desarrollando^ la 
civilización, qae hablase, no sólo á los sentidos sino 
á la imaginación y al entendimiento, que dirigiese el 
sentimiento religioso del hombre hacia un objeto 
más grande, más alto, más sublime que los ídolos 
mezquinos del paganismo, y la religión cristiana re-
unía todas estas circunstancias. La idolatría es in-
compatible con un estado de cultura y de civiliza-
ción adelantadas, y por eso cuando el mundo ^ anti-
guo llegó á poseerlo, sin estar iluminado todavía por 
la luz del cristianismo, se hizo escéptico é incrédulo 
en su mayor parte, y sus sábios se burlaban de los^  
dioses, primero en secreto, públicamente después. 
La religión pagana estaba íntimamente enlazada 
con todas las relaciones de la vida social. «La su-
perstición gentílica, dice Jovellanos, había mezclado 
las ceremonias y símbolos de su culto á todos los 
establecimientos públicos y á todas las_ ocupaciones 
de la vida privada. Las entradas y salidas del año, 
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sus varias estaciones, las temporadas de siembra, 
siega y vendimia, los meses y los dias de la semana 
estaban consagrados á alguna divinidad. Los comi-
cios y juntas públicas, los ejercicios del foro, las fe-
rias y mercados, los juegos y espectáculos, se regu-
laban por el ceremonial religioso. Ilabia por todas 
partes templos, aras, altares, y á todas horas sacrifi-
cios, lustraciones, expiaciones y agüeros; pudiendo 
asegurarse que ningún instante ni lugar dejaba de 
estar consagrado á los dioses. Estos se habían mul-
tiplicado hasta un número increíble, porque Roma 
habia adoptado los de los pueblos vencidos y además 
habia divinizado los entes puramente metafísicos, 
como la Paz, la Victoria, la Salud, la Conslancia, el 
Temor, consagrando á cada uno con su culto pecu-
liar. Se veian ídolos y simulacros, no sólo en los 
templos, plazas, calles y plazuelas, en los teatros, 
anfiteatros, circos y basílicas, sino también en las 
casas particulares, donde los Penates, Lares y dioses 
caseros, se tropezaban desde el umbral hasta el últi-
mo retrete. Ni los campos estaban libres de esta 
inundación, puesto que además de los Janos, Sáce-
los, Lucos y bosques sagrados, sepulcros y otros 
lugares religiosos, había dioses rústicos de los cami-
nos, veredas y encrucijadas, en las lindes y cercas 
de las heredades, y hasta en los huertos y cortinales, 
sirviendo de términos y mojoneras y alguna vez de 
espantajos (1).» Recordaremos además que la reli-
gión santificaba el matrimonio, consagraba la pro-
piedad ó. intervenía más ó menos directamente en 
todos los actos de la vida pública. 
En este supuesto, considérese qué perturbación 
tan profunda debió causar en todas las relaciones 
(1) JOVELLANOS, nota p.a al Elogio de D . Ventura Bodrí-
guez. 
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sociales la falta de fó en los dioses y en la eficacia 
de su providencia en todos los negocios humanos. 
De aquí provino la depravación de costumbres que 
lamentan muchos escritores contemporáneos, y de 
la cual quedan todavía tantos testimonios irrecusa-
bles; de aquí la rebelión de los pobres, la tiranía de 
los poderosos, la iniquidad de los tribunales, las ra-
piñas de los gobernadores de las provincias, la falta 
de fé en los tratos, el abuso del divorcio, la prostitu-
ción del matrimonio, el desenfreno de la concupis-
cencia y la dominación de la fuerza bruta sobre la 
virtud y sobre el derecho. Pero Dios, que no abando-
na nunca á la sociedad humana en los grandes peli-
gros, envió entonces al mundo á su Hijo Santísimo 
para que trajese á los hombres el remedio que nece-
sitaban, que era una religión nueva, símbolo de to-
das las virtudes, la redención que habia prometido 
hacia muchos años, por la boca de sus profetas. 
En España se sintieron, como en todas partes, 
los efectos de la decadencia moral del mundo. Re-
cuérdense la lealtad poco segura de Varron y sus 
estorsiones en la Bótica. Longino, nombrado Gober-
nador por César, de la misma provincia, cometió en 
ella tales latrocinios, que estuvo á punto de ser ase-
sinado por el pueblo, en el mismo Tribunal de Cór-
doba, en que administraba justicia; y puso término 
á su gobierno, recorriendo el país al frente de unos 
pocos soldados que le hablan quedado fieles, talan-
do campos, incendiando edificios y asesinando á 
sus moradores. La guerra entre César y los hijos de 
Pompeyo, de que fué teatro nuestra Península, 
ofrece sobrados testimonios de depravación y de fe-
rocidad. Entonces se levantaron españoles contra 
españoles, millares de soldados perdieron la vida 
en Munda, dando fin con esta batalla memorable 
á aquella cruel contienda. Sin embargo de este 
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desastre y de ser numerosísimo en España el parti-
do vencido, todos los pueblos y ciudades adularon 
bajamente al afortunado vencedor, abandonando 
sus propios nombres, con los cuales tal vez se ha-
bían hecho gloriosos en la antigüedad, para to-
mar el del nuevo señor que se levantaba á domi-
narlos. Exi (Almuñécar) se denominó Firmun Ju-
Uum: Ariigi (Alhama) se llamó Jtdiense: los vecinos 
de Castulo (Cazlona) y Salaria (Sabiote) se apellida-
ron Venales á César y denominaciones análogas 
tomaron otras varias ciudades. No acabaron toda-
vía con esto las discordias civiles y las devastacio-
nes materiales. Bajo el imperio de César recoman 
las comarcas de Jaén y Baza partidas de pompeya-
nos que cometían excesos y depredaciones en los 
pueblos, y se amparaban de Sierra Morena cuan-
do eran perseguidas por las tropas romanas. A la 
muerte de César, Sexto Pompeyo se pone á la ca-
beza de sus parciales y después de una lucha en-
carnizada, logra enseñorearse de toda España. 
Tal era el estado de nuestra Península al apa-
recer el cristianismo en el mundo. Considérese si 
un pueblo agobiado por tantas calamidades, debió 
acoger con entusiasmo una religión que predicaba 
la paz y la concordia, la fraternidad entre todos 
ios hombres, la caridad á los ricos, la paciencia 4 
los desgraciados, la humildad á los poderosos, la 
igualdad del género humano ante el Tribunal de 
Dios y la práctica de todas las buenas obras. Esta 
religión estaba destinada á ejercer, propagándose, 
una influencia poderosísima sobre todas las rela-
ciones sociales, como que sus preceptos no guar-
daban armonía con las instituciones y las costum-
bres reinantes. Y como su propagación no podía 
verificarse repentinamente, sino siguiendo la mar-
cha que Dios había determinado en sus altos de-
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signios, produjo necesariamente un nuevo górmen 
de división entre los hombres, si bien para prepa-
rarles un vínculo de unión que liabia de dar más 
tarde sazonados frutos. 
Pero entre tanto los cristianos, atendido el desa-
cuerdo que reinaba entre las costumbres gentílicas 
y las que inspiraba el Evangelio, se vieron precisa-
dos á formar en cierto modo una sociedad separada 
más conforme con la nueva ley. Ellos obedecían á, 
los Césares en todo lo que no era contrario á los 
dogmas de su fé, pero no hacían uso de todos los 
derechos civiles que gozaban como ciudadanos, ni 
tomaban parte en las funciones de la vida pública. 
No acudían á los templos para sacrificar á los 
falsos dioses, pero se juntaban en lugares recóndi-
tos para rendir culto al verdadero Dios: no m pr#-
sentaban ante los Tribunales de justicia para de-
mandar á sus hermanos, pero cuando alguna di-
ferencia había entre ellos, remitían su decisión al 
arbitraje de los obispos: no consideraban legítimo 
el matrimonio contraído según el rito gentílico, por 
más que estuviese autorizado por las leyes, pero se' 
casaban con las ceremonias y solemnidades insti-
tuidas por la Iglesia: y esóusábanse frecuentemen-
te de aceptar cargos públicos, mas no por odio á 
la autoridad, sino por la relación que solían tener 
las funciones del Estado con las del culto poli-
teísta. Cuando comenzaron las persecuciones la 
sociedad cristiana no estuvo ya meramente sepa-
rada de la civil, sino proscrita, quedando abierto 
entre ambas un profundo abismo, que solo pudie-
ron allanar los cadáveres ensangrentados de los már-
tires. Los cristianos fueron excluidos de todos los 
cargos públicos, perdieron sus derechos políticos, 
no pudieron ser dumviros, ni decuriones, ni defenso-
res de la plebe, ni ejercer oficios militares, y queda-
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ron privados, por último, hasta de los derechos civi-
les. Así cuenta Lactancio, escritor casi contemporá-
neo, que el emperador Galerio publicó un edicto, 
no solamente exhonerando á los cristianos de todas 
las dignidades y honores que tuvieran, y conde-
nándolos á sangrientos suplicios, sino incapacitán-
dolos también para presentarse en juicio y quere-
llarse de cualquier delito que se hubiera cometido 
contra ellos (l). Diocleciano, según el mismo escri-
tor, hizo poner aras en todos los Tribunales y ofici-
nas públicas, á fin de que los litigantes sacrificasen 
en ellas á los dioses antes de presentar sus deman-
das ó sus defensas. 
Así es, que dada por Constantino la paz á la Igle-
sia, no podia menos de tratarse de poner la ley di-
vina en consonancia con la ley civil. Desde luego, 
fueron derogados todos los edictos de pei^ ecucion 
fulminados contra los cristianos: también cesaron al, 
punto las leyes que los incapacitaban para el ejer-
cicio de los cargos públicos, y por de pronto fueron 
iguales ante el derecho los discípulos de Jesucristo. 
y los sectarios del gentilismo. Pero aún no era 
esto bastante. Como la legislación antigua contenia 
muchas instituciones no conformes en su índole y 
circunstancias, con la nueva religión, era menester 
que ge modificasen y faesen poco á poco acopiodán* 
dose á los preceptos de esta. De aquí la influen-
cia que, según hemos dicho en otro lugar de este 
mismo volumen (2), ejerció el cristianismo sobre 
todo el derecho romano. De aquí la mudanza que 
(1) Ipsi (Christiani) non de injüria, non de adulterio, non 
de rebus ahlatis agere possunt, libertatem denique ac vocem non. 
haberent, Lactanc, cap. 13, De mortibus persecutorum. 
(2) Véase el artículo Estado del Derecho romano^ en Esjx^ 
ña en el momento de, la irrupción de los bárbaros, pág. 1S. 
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©n su carácter y espíritu experimentó entonces toda 
la antigua legislación. 
Los obispos, llamados por los cristianos para diri-
mir comoárbitros, sus pleitos y querellas, introducen 
una jurisprudencia nueva, fundada en la equidad 
muy ^iperior á la formularia y materialista que regia 
en los Tribunales paganos. El matrimonio santificado 
eon el carácter de Sacramento, deja de ser negocio 
de interés mundano, á cuya celebración no pueden 
obligar las Autoridades civiles, ni los que ejercian 
la patria potestad. El divorcio y el concubinato au-
torizados por las leyes, son aiiatematizados por la 
Iglesia. La voz del apóstol se levanta contra los ex-
cesivos derechos de la patria potestad. La religión 
por último, declarando iguales á los hombres, esta-
blece un principio, cuya última consecuencia habia 
de ser necesariamente la abolición completa de la 
esclavitud. 
Los concilios celebrados en España durante los 
primeros siglos del cristianismo, ofrecen muchos 
ejemplos de los esfuerzos que hacia la Iglesia por 
modificar, conforme á su espíritu, la legislación del 
imperio, proclamando principios contrarios á ella y 
estableciendo nuevas reglas de costumbres que obli-
gabán á los fieles con sanción espiritual. Por eso son 
de tanto interés para la historia del derecho español 
las actas de aquellos concilios: estudiándolas se ve 
la parte que tomó la Iglesia en la reforma de la le-
gislación, particularmente en lo relativo á la orga-
nización de la familia, la limitación de la potestad 
de los señores sobre sus esclavos y de la de los padres 
sobre sus hijos, la libertad del matrimonio, la aboli-
ción del divorcio y la sustitución del principio de " 
equidad al de la tradición rigorista en todas las rela-
ciones sociales. La Iglesia acometió esta empresa pri-
meramente por sí sola, y á pesar de la resistencia 
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de la potestad secular; después con la cooperación 
de esta. En el primer período no se hace sentir el 
influjo del cristianismo sobre el derecho escrito, 
pero sí sobre las costumbres y sobre las ideas: en ei 
segundo período dan al fin resultado los trabajos 
del anterior, y se verifica una alianza provechosa 
entre el Estado y la Iglesia. Los concilios celebra' 
dos en España hasta la conversión de Recaredo dan 
testimonio de lo que hizo la Iglesia española, inde-
pendientemente de la potestad secular, para modifi-
car la legislación' civil: los posteriores á aquella época 
son obra de las dos potestades. Ahora trataremos 
solamente de los primeros. 
El concilio español más antiguo de que hay me-
moria, es el celebrado en la ciudad de Iliberi ó Eli-
beri. Granada hoy según unos, y según otros una 
población antigua próxima á Granada, llamada El-
vira, de la cual quedan algunos, aunque muy po-
cos vestigios. Esta última opinión es en nuestro con-
cepto k más fundada. Túvose este sínodo en uno 
de los cuatro ó cinco primeros años del siglo ivs 
cuando ardía con mayor fuerza la persecución de 
Galerio ó la de Diocleciano, por cuyo motivo proba-
blemente no hubieron de publicarse sus actas hasta 
la celebración del de Nicea en 325. Asistieron á sus 
sesiones 19 obispos de todas las provincias de Espa-
ña; 24 presbíteros, y según congetura de algunos 
historiadores, 54 diáconos con todo el pueblo 
(1) Así consta de las actas de este concilio publicadas^ en 
la Collectio canonum Ecclesice Hispanos, códice antiquísimo 
que se conserva en la Biblioteca de la catedral de Toledo, y 
cuya impresión Se ha publicado sesenta y ocho años hace. 
Los eruditos han disputado largamente acerca de la época de 
la celebración de este concilio! Ciertos escritores consideran 
sus actas como apócrifas: entre los que las tienen por genui-
nas, unos ponen la celebración del concilio en el año S00 
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En él se decretaron 81 cánones sobre la reforma de 
las costumbres y de la disciplina, los ciTales fueron 
recibidos con tanta aprobación por la Iglesia, que 
los adoptaron luego otros concilios así generales 
como particulares, y algunos Sumos Pontífices los 
repitieron en sus decretales. 
Estos cánones no pertenecen propiamente á la 
"época cuya historia vamos trazando; pero como no 
sólo rigieron en ella, sino que después adquirieron 
fuerza civil de obligar, con la sanción de penas tem-
porales que les dio Recaredo en el concilio m de 
Toledo, no podemos pasarlos en silencio. Son las 
actas de Iliberi uno de los documentos que mejor 
revelan la lucha del cristianismo con la vieja y cor-
rompida civilización pagana, y una protesta enér-
gica de la justicia y del interés social contra las 
costumbres disolutas y antisociales que habia en-
gendrado el gentilismo. Pero al mismo tiempo que 
condenan terminantemente aquellas costumbres, 
ofrecen estos cánones una nueva prueba de lo que 
ya hemos dicho en otro lugar, á saber: que la Igle-
sia cristiana, para alcanzar más seguramente su fin, 
tuvo que empezar transigiendo, hasta cierto punto, 
con algunos usos que no eran muy conformes con 
ella, pero que encontró arraigadísimos en la socie-
dad pagana. 
La esclavitud era una de las plagas más funestas 
del mundo antiguo; el cristianismo, sin embargo, no 
ó 801, otros en 305, otros pocos antes de 313, y otros en fin 
en 324 ó 325. No entraremos en esta investigación que no 
importa para nuestro propósito; pero lo que parece más pro-
bable, es que el concilio se celebró en los cuatro ó cinco pri-
meros años del siglo iv; es decir, cuando España era toda-
vía provincia del imperio romano. También hay diversidad 
de opiniones sobre el número de presbíteros que asistieron 
al sínodo. 
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la abolió desde luego, pero privó á los señores del 
derecho de > maltratar á sus esclavos. El concilio 
iliberitano, obedeciendo este precepto, condenó á la 
señora que en un arrebato de ira causara mal á 
su esclava, si ésta moría en los tres dias siguientes 
al castigo, aunque no se pudiese atribuir cierta-
mente á él la muerte de la ofendida. (Canon 5.°) 
La concupiscencia y la corrupción de costumbres 
disolvia los vínculos morales de la familia en aque-
llos calamitosos tiempos; la facilidad del divorcio 
alentaba y promovía los apetitos desordenados de la 
carne. Pues los padres iliberitanos adoptaron pro-
videncias rigorosas contra los adúlteros y los biga-
mos, y contra los que eometían otros delitos contra 
las costumbres que debian ser comunes en aquellos 
tiempos. El cánon 8.° privó de la última comunión á 
la mujer que, sin ninguna causa precedente, dejara 
á su marido y se juntara con otro. El cánon 9.° pro-
hibió el segundo matrimonio á la mujer cristiana 
que dejara á su marido cristiano también, por ser 
adúltero^ y si lo hiciese, mandó que no se le diera la 
comunión mientras viviera el primer marido, excep-
to m articulo mortis. El cánon 12 condenó con la 
más grave excomunión á los padres que comerciaban 
con el cuerpo de sus hijas. El cánon 14 condenó á 
cinco años de penitencia á la mujer que voluntaria-
mente perdia su virginidad con un hombre y des-
pués se entregaba á otros; y á un año de privación 
de sacramento, si se casaba con el varón que la ha-
bla desflorado. El cánon 47 condenó al hombre ca-
sado que incurría en adulterio más de una ve^, á 
carecer de la comunión hasta la hora de la muerte, 
á ménos que prometiese no volver á incurrir en el 
mismo pecado. El cánon 61 impuso cinco años de 
excomunión al viudo que se casara con la hermana 
de su mujer difunta. El cánon 64 privó de comu-
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nion, excepto en la hora de la muerte, á la mujer 
que pasaba su vida en comercio ilícito con un hom-
bre casado, y si lo dejaba antes, no podia reconci-
liarse con la iglesia, sino después de diez años de 
penitencia. El cánon 69 sometió á cinco años de 
penitencia al cónyuge que incurría una vez en adul-
terio. El cánon 7.° castigó con excomunión perpe-
tua é irrevocable al marido que consentía en el 
adulterio de su mujer, y con diez años de la misma 
pena, si después de haber sabido el delito de su 
consorte, la conservaba algún tiempo en su casa. El 
cánon 71 privó perpetuamente de comunión á los 
sodomitas. El cánon 81 prohibió á las mujeres ca-
sadas recibir cartas dirigidas á ellas solas, y escri-
birlas á los legos en su nombre propio, sin el de sus 
maridos. 
Pero adviértase cómo estos cánones, sin aprobar 
la doctrina del divorcio, contraria á los preceptos 
del Evangelio^ transigen hasta cierto punto con su 
uso admitido entonces por las leyes civiles, y tan 
común en la sociedad de aquel tiempo. Así es, que 
el cánon 8.° no condena á la mujer casada que 
contrae segundas nupcias, sino cuando sin causa 
precedente (nulla prcecedente causa), deja á su primer 
marido y toma otro. El cánon 9.° no priva de co-
munion á mujer que deja á su marido por adúltero 
y se vuelve á casar, sino mientras viva el primer 
marido. Y entre tanto, ninguna pena se impone al 
marido que divorciado de su primera mujer, con-
trae segundas nupcias, ni al hombre soltero que 
vive en concubinato con una mujer también soltera. 
La extinción de la idolatría fué otro de los objetos 
que merecieron particularmente la solicitud del con-
cilio. En su consecuencia, se pronunciaron senten-
cias terribles contra los que después de bautizados 
inmolaban á los ídolos, ó leshacian ofrendas (cánones 
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1, 2 y 3): se prohibió á las mujeres cristianas casar-
se, con ios gentiles (cán. 15): se condenó el uso de 
pintar en las paredes de las Iglesias las imágenes de 
PÍOS y de los santos, por temor sin duda de recordar 
las ceremonias de la idolatría (1). Se amonestó á los 
fieles á no tener en su casa ídolos para el uso de sos 
esclavos paganos, en cuanto esto les fuera posible 
(cán. 41). No se prohibió á los cristianos el ejercicio 
de los cargos públicos, pero sí se vedó á los que fue-
sen elegidos dumviros, asistir á los oficios divinos 
durante el año de su magistratura (cán. 66). La Igle-
sia consideraba como esencialmente paganos los es-
pectáculos del circo y los teatros, y así no admitía 
en su seno á los aurigas ni á los histriones, como no 
abandonaran su deshonrosa profesión, y castigaba 
con excomunión á la mujer cristiana ó catecúmena 
que se casaba con un cómico (cáns. 62 y 67). Pero 
aun en este asunto tan esencial para el cristianismo 
como la destrucción de la idolatría, mostraba la 
Iglesia prudencia y moderación. Mandaba á los se-^  
ñores cristianos que no tuviesen ídolos en sus casas 
para sus esclavos paganos, pero en cuanto esto fuera 
(1) Este cánon, que es el 36, ha dado mucho en qué pen-
sar á los intérpretes. Sus palabras textuales son: Placuitpie-
turas in ecclesia esse non deberé, ne quod colitur et adoratur i n 
parietibus depingatur. Unos creen que esta prohibición se 
estendia únicamente á las imágenes de Dios pero no á las de 
los santos, á fin que no creyeran los gentiles que los cristia-
nos adoraban como ellos estátuas de bronce ó mármol. Otros 
suponen que la prohibición alcanzaba también á los santos, 
y hay quien cree que este cánon no tenia más objeto que 
prohibir se pintaran en la parte exterior de los muros de las 
iglesias las imágenes sagradas, para evitar que fuesen objeto 
de irreverencia y escarnio de parte de los gentiles. Pero cual-
quiera que sea el sentido del texto, siempre encierra una 
concesión de la Iglesia á las necesidades del tiempo, muy 
conforme con su espíritu de conciliación y tolerancia. 
Est. juríd. 14 
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posible, sin provocar conflictos. I n quantum possunt, 
proldbeant ne idola in domibus suis habeant: si vero 
vitn metuunt servorum... etc., dice el cánon 41. Otra 
concesión aún más notable á las costumbres del 
tiempo es la que encierra el cánon 60, que declara no 
debe ser tenido como mártir el cristiano que destru-
yere los ídolos y muriere por ello, porque ni el Evan-
gelio manda hacer tal cosa, ni se sabe que los apósto-
les las hicieran jamás, según las palabras del cánon. 
Era duro admitir en la Iglesia á los que ejercian 
ciertos oficios públicos, en los cuales tenian casi pre-
cisión de mancharse con las abominaciones del pa-
ganismo; pero también habría sido poco político in-
capacitar á los cristianos para el desempeño de esta 
magistratura. En tal conflicto, adoptó la Iglesia un 
término medio conveniente y digno, que fuó^ como 
hemos visto, prohibir á los dumviros entrar en la 
Iglegia durante el año de su oficio. 
Las leyes apostólicas no vedaban á los eclesiásti-
cos el uso del matrimonio contraído antes de su or-
denación, sino la bigamia ó las segundas nupcias des-
pués de recibidas las sagradas órdenes. Pero aunque 
la Iglesia no impuso desde luego á los clérigos el ce-
libato absoluto, manifestó su tendencia hácia él como 
estado más perfecto. Por eso el concilio iliberitano 
mandó á los obispos, presbíteros y diáconos, so pena 
de exhoneracion, abstenerse de sus mujeres (cán. 33) 
y arrojarlas de sus casas cuando cometían adulte-
rio, bajo pena de excomunión perpetua (cán. 65). 
•Otros varios cánones dictó el mismo concilio para 
corregir las costumbres y mantener en las relacio-
nes sociales el imperio de la justicia. Condenó la 
usura, pero perdonando al que incurría en ella una 
sola vez y prometía enmendarse en lo sucesivo; de 
modo que lo que vino á castigar fué el hábito de 
perpetrar este delito (cán. 20), Prohibió á las muje-
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res velar de noche en los cementerios, para evitar 
los escándalos que en estas vigilias solían cometer-
se (cán. 35). Anatematizó á los que ponian en las 
Iglesias pasquines ó libelos infamatorios (cán. 52). 
Condenó á los padres que no cumplían las prome-
sas de esponsales hechas en nombre de sus hijos 
(cán. 54). Conminó con las más graves penas á las 
mujeres que mataban á sus hijos recien nacidos 
para ocultar el crimen de que estos eran fruto (cá-
non 63). Impuso castigos severos á los delatores, 
pero proporcionados á la naturaleza del delito que de-
lataran (cán. 73). El mismo rigor empleó contra los 
falsos testigos, y aun contra los que probaran su de-
posición sobre un delito no capital (cán. 74). No se ex-
trañará esta prohibición teniendo en cuenta la des-
cpnfianza que con mucha razón inspiraban á la Igle-
sia primitiva los Tribunales paganos, y que no eran 
á sus ojos delitos todos los hechos que la ley gentí-
lica consideraba como tales. Así es que los cristia-
nos, aunque profesaban el principio de obedecer al 
César en todo aquello que no fuere contrario á la 
religión, no se consideraban obligados á prestar su 
auxilio á la justicia secular, contribuyendo á la efu-
sión de sangre ó tal vez á la aplicación de penas 
que consideraban injustas. Por último, también con-
denó el concilio á un año de excomunión á los que 
jugaban dinero á las tablas (cán. 79). 
_ Las disposiciones que hemos citado de este an-
tiquísimo concilio, resúmen el espíritu y tenden-
cia de la Iglesia en la lucha que por espacio de cua-
tro siglos mantuvo con el derecho antiguo y en su 
participación en la forma y progreso del nuevo. La 
Iglesia combatió con celo y perseverancia el divor-
cio y el concubinato que degradaban el matrimonio 
J relajaban los vínculos de la familia; luchó con la 
esclavitud que envilecía al hombre y desmoralizaba 
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la sociedad; condenó el materialismo del culto que 
reflejándose en las demás relaciones sociales, impe-
dia que reinaran en ellas la verdad y la justicia; y 
anatematizó vigorosamente la corrupción de las cos-
tumbres, que era la causa principal de las desventu-
ras que afligían al mundo. Pero tan grande obra no 
podia consumarse en un dia, ni en un siglo, ni de-
bía emprenderse sino con suma moderación y es-
quisita prudencia^ y sin transigir hasta cierto punto, 
con algunos errores y costumbres de la época. Las 
actas del concilio iliberitano son un testimonio elo-
cuente de esta verdad. 
Otros varios concilios nacionales se celebraron 
después en España con el mismo objeto antes que 
Recaredo diera la paz á nuestra Iglesia. Nada dire-
mos del concilio i de Zaragoza tenido por doce obis-
pos en el año 380, porque habiéndose celebrado ex-
clusivamente para condenar la heregía de Prisci-
liano, sus cánones tratan solamente de materias de 
disciplina (1). Más relación tiene con nuestro asunto 
el concilio i de Toledo, celebrado el año 400 bajo el 
imperio de Arcadio y Honorio, y siendo cónsul Sti-
licon. Asistieron á él diez y nueve obispos de las-
diferentes provincias de España, muchos presbíteros 
y diáconos, y las demás personas que solian •con-
currir á estos sínodos. El objeto principal de su ce-
lebración fué, según consta de las mismas actas, 
uniformar la disciplina de todas las iglesias en cuan-
(1) Entre los cánones de este concilio son notables el 6.°,, 
que manda arrojar de la Iglesia á los clérigos que por vanidad 
y lujo se hacian monges; y el 8.°, que prohibe dar el velo de 
monja ó santimonial, como entonces se decia, á las muje-
res que no hubiesen cumplido cuarenta años. Los priscilia-
nitas sostenían doctrinas erróneas acerca del ayuno, la ma-
nera de recibir la Eucaristía y la facultad de interpretar y 
enseñar la Sagrada Escritura. 
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to .á la ordenación de los clérigos, porque proce-
diendo cada obispo á su manera, resultaban escán-
dalos y aun cismas. 
Uno de los puntos en que debia no ser uniforme 
la disciplina, era el del celibato de los clérigos, y 
por eso repitió el concilio á los presbíteros y diáco-
nos la obligación en que estaban de abstenerse de 
ssus mujeres, privándoles, si no lo hacían, de la fa-
cultad de ascender al sacerdocio ó al episcopado en 
su caso (cán. I.0). Los clérigos de órdenes menores 
podían contraer matrimonio sin perder por eso su 
oficio en la Iglesia y el derecho de pasar á las ór-
denes mayores, pero con la condición de no tomar 
por esposas á las viudas de otros maridos (1). Lo 
que estaba prohibido á los subdiáconos, y no-sabe-
mos si á los demás clérigos menores, pues no lo dice 
el concilio, era contraer segundas nupcias si queda-
ban viudos, so pena de bajar un grado en su jerar-
quía y pasar á la de hostiarios (cán. 4.°). También 
estaban prohibidas las segundas nupcias á la viu-
da del obispo, del presbítero y del diácono (cán. 18). 
Para preservar la castidad de las santimoniales ó 
mujeres dedicadas á Dios, no solamente se les casti-
gaba con diez años de penitencia, si pecaban con-
tra la carne, imponiendo además otra pena á sus 
cómplices: no solamente quedaban impedidas las 
••que se casaban de volver á la Iglesia, aunque hicie-
(1) Dice así el cánon 3.°: Item constitiñt sanefa synodus ut 
lector fidelis, si viduam alterius uxorem acceperit, amplíus 
nihil sit, sed semper lector aut forte subdiacomts habeatur. Lo 
cual prueba que no solamente eran admitidos al clericato los 
que se hablan casado siendo seglares, sino que los clérigos 
de órdenes menores, contándose entre ellos también los sub-
diáconos, podían casarse con mujer virgen y ascender des-
pués al diaconado, pero con la obligación entonces de abste-
nerse del matrimonio. 
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ran aquella penitencia, mientras no se separasen de 
sus maridos (cáns. 16 y 19), sino que les estaba 
prohibido tener familiaridad con personas que no 
fuesen viudas, honestas ó ancianos respetables (ca-
non 6.°). 
El cánon 7.° nos ofrece una prueba más de la 
desconfianza que mostraba la Iglesia de los Tribu-
nales civiles de aquel tiempo. Los clérigos cuyas 
mujeres cometían adulterio, no debian pedit su cas-
tigo á los magistrados del siglo, ni aun siquiera ha-
cer uso del derecho que en tal caso teman por las 
leyes civiles, para castigarlas de muerte. Lo que en-
tonces podia hacer el clérigo, era encerrar á su mu-
jer en su propia casa, atarla, sujetarla á ayunos ri-
gorosos y no comer con ella; pero le estaba prohi-
bido expresamente matarla y aun aplicarle castigos 
que pudieran ocasionarle la muerte... accipiant ma^ -
r i t i earum hanc potestatem prceter necem custodiendi, 
ligandi in domo sua, ad jejunia salutaria non mortífe-
ra, cogentes... 
No bastando las leyes civiles para amparar á Ios-
pobres y desvalidos contra las violencias de los ri-
cos y poderosos, la Iglesia les prestaba su ayuda. 
Cuando el pobre era despojado de su hacienda, de-
bía acudir en queja al obispo, el cual mandaba al 
despojador que devolviese lo que habia usurpado, y 
si no lo hacia, quedaba excomulgado (cán. 11). La 
excomunión llevaba consigo no solamente la exclu-
sión de la Iglesia, sino la prohibición de comunicarse 
con los fieles, aun en los asuntos domésticos y mun-
danos. 
Pero al mismo tiempo que respetaba la Iglesia las 
leyes civiles, mandando que los deudores á fondos 
públicos ó particulares no fueran ordenados sin el 
consentimiento de sus acreedores, para impedir que-
so sujetasen los clérigos á la jurisdicción de los Tri-
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bunales paganos (cán. 10), mostraba su independen-
cia y separación del gobierno y de las funciones ci-
viles, prohibiendo las órdenes mayores á los que 
después del bautismo hubieran entrado en la mili-
cia, aunque no hubiesen derramado sangre, et 
chlamydem sumpserint aut cmgidum, etiamsi gravia 
non admiserint... (cán. 9.°). Esta prohibición se ex-
tendía también á los abogados y funcionarios de 
las curias (1) según se ve en la epístola del Papa 
Inocencio I escrita en 402 á los obispos del sínodo 
toledano. 
Algunos autores hacen mención de otro concilio 
nacional celebrado en Braga ó en Caldas en 447 
por insinuación del Papa San León, para condenar 
la herejía de los priscilianitas. Aunque este sínodo 
llegó en efecto & verificarse, no se conservan sus 
actas, y cualesquiera que se le atribuyan son indu-
dablemente apócrifos. Es cierto que el Papa San León 
encargó en 447 á los obispos de las provincias de 
Galicia, Tarragona, Cartagena, Lusitania y Bética 
que celebrasen un concilio nacional para combatir 
los errores de Prisciliano, y que si no pudiese ser na-
cional por motivo de la guerra que ardia á la sazón 
en Galicia, fuese cuando ménos provincial de esta 
última. También es indudable, por constar de las 
actas auténticas del concilio i toledano, que las 18 
reglas de fó establecidas en él contra los priscilia-
nitas y acordadas por los obispos de Tarragona, 
Cartagena, Lusitania y Bética, fueron enviadas á 
Balconio, obispo de Galicia, por mandato del Papa 
San León. Consta, por último, de las actas del pri-
(1) Los dumviros y empleados en las curias eran gente 
tan mal reputada en aquella edad, que Salviano, escritor con-
temporáneo, decía de ellos; iQuid aliud est curialium quam 
iniquitas? 
200 BIBLIOTECA JUDICIAL. 
mer concilio de Braga, que á consecuencia de las 
exhortaciones de San Leon; celebraron concilio los 
obispos de las provincias antes mencionadas, y en 
él establecieron contra los priscilianistas una regla 
de fé y algunos otros capítulos que fueron envia-
dos á Balconio, prelado de Braga. La regla de fé á 
que se alude es la misma que había sido acordada 
en el concilio i de Toledo- cuarenta j siete años 
antes. 
Además de los concilios nacionales de que he-
mos hecho mención, se celebraron en España otros 
provinciales, cuyos cánones debieron influir como 
los demás en el progreso de la legislación. Teníanse 
estos concilios una ó dos veces al año en cada pro-
vincia eclesiástica, convocándolos y presidiéndolos 
el metropolitano respectivo. Asistían á sus sesiones 
todos los obispos de la provincia, muchos presbíte-
ros y diáconos y aun algunos seglares: los primeros 
tenian voz y voto en las decisiones, los segundos 
manifestaban su parecer cuando se les pedia, y los 
últimos presenciaban la publicación de los decretos 
para enterarse de lo que en ellos se disponía y po-
der llevarlo á ejecución. 
E l primer concilio provincial de que hay memo-
ria es el celebrado en Tarragona en 516, reinando 
Teodorico, al cual asistieron diez obispos de la 
misma provincia. De los trece cánones decretados 
en este concilio debemos hacer notar algunos que 
revelan la tendencia de la Iglesia á modificar la le-
gislación civil. Según el concilio iliberitano no es-
taba prohibido á los clérigos el comercio, sino cuan-
do para ejercitarlo tenian que separarse de sus 
Iglesias: el de Tarragona convirtió esta prohibición 
condicional en absoluta, vedando á los clérigos 
aquella ocupación, aun dentro de su mismo pueblo 
(cán. 2.°). También reprodujo este sínodo la prohi-
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bicion de la usura á los clérigos, añadiendo que si 
por necesidad prestaren .alguna vez dinero para re-
cobrarlo en especie, recibiesen esta por el precio que 
tenia al tiempo de hacerse la venta (cán. 3.°). 
Este concilio ofrece también un testimonio de 
cómo la 'Iglesia sin menoscabar en nada los dere-
chos de la soberanía temporal, levantaba en frente 
de los Tribunales paganos, cuyas injusticias é ini-
quidades eran notorias, otros Tribunales de paz y 
de concordia, en que los litigantes no debían temer 
la corrupción, la parcialidad ni las dilaciones. Los 
obispos, los presbíteros y demás clérigos estaban 
•autorizados terminantemente por los cánones para 
sentenciar pleitos civiles, con el carácter de árbitros, 
y por mutuo consentimiento de las partes; pero se 
les prohibió actuar en ellos los domingos é interve-
nir en todo tiempo en las causas criminales (cánon 
4.°). Y para acreditar y generalizar esta novedad, ale-
jando á los fieles de los Tribunales paganos, mandó 
este' concilio que los obispos y clérigos no percibie-
sen salario ni emolumento alguno por aquel trabajo, 
so pena de ser castigados con la degradación como 
usurarios. Esto no impedia, sin embargo, que los l i -
tigantes fieles hiciesen ofrendas en las iglesias gra-
tuita y voluntariamente, por pura devoción y sin in-
tención de recompensar al obispo. Las palabras del 
cánon lo son muy terminantes y revelan bien el 
propósito de hacer comprender la diferencia entre 
estos jueces pacíficos y misericordiosos y los Tribu-
nales seculares... ne quis sacerdotum vel dericorum 
more secularium judicum, audeat accipere pro impen-
sispatrociniis muñera... etc. 
Entre otros puntos de disciplina que decidió este 
concilio, recordó á los obispos la obligación en que 
estaban, de visitar todos los años sus iglesias, no to-
mando más que la tercera parte de sus rentas, con-
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forme á una costumbre antigua (cán. 8.°): anatema-
tizó á los clérigos que se juntaban ó contraían ma-
trimonio con mujeres adúlteras (cán 9.°), mandó in-
ventariar los espolios de los obispos (cán. 12), y dis-
puso que asistieran á los sínodos provinciales, no 
solamente los presbíteros, sino los seglares que es-
tuviesen bajo el patronato de las iglesias (cán. 13). 
En el año siguiente de 517 se celebró en Gerona 
otro concilio provincial compuesto de siete obispos. 
En él se decretaron 11 cánones relativos á la disci-
plina eclesiástica; los cuales repitieron la prohibi-
ción de usar del matrimonio á los clérigos casados, 
desde los subdiáconos hasta los obispos (cán. 6.°): 
volvieron á encargar á los eclesiásticos que no vi-
viesen con mujeres extrañas (cán. 7.°} y mandaron 
que^ los viudos que contrajeran segundas nupcias 
no fuesen admitidos al clericato (cán. 8.°). 
Cuéntase también en el número de los concilios 
provinciales el segundo celebrado en Toledo en el 
año 527, por ocho obispos de la provincia cartagi-
nense, bajo el reinado de Amalarico. El objeto de 
su convocación fué adoptar aquellas disposiciones 
que hubiesen sido omitidas en los concilios anterio-
res, y recordar las que establecidas desde antiguo, 
se iban olvidando con el trascurso del tiempo. 
El cánon 1.° de este concilio ofrece un ejemplo 
de las limitaciones que impuso la Iglesia á los dere-
chos excesivos de la patria potestad. Como según el 
derecho romano, eran los padres dueños absolutos 
de sus hijos, hubo de parecer muy natural al esta-
blecerse el cristianismo, que pudieran desde la in-
fancia dedicarlos á la Iglesia, obligándolos irrevoca-
blemente á permanecer toda ,su vida en el clericato. 
Pero la Iglesia, que consideraba poco de acuerdo con 
sus tendencias y aun con sus doctrinas la ilimitada 
potestad de los padres sobre los hijos, si bien admi-
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tió desde luego en su seno á los hijos ofrecidos por 
sus padres, no quiso que la simple voluntad de es-
tos ligara á aquellos perpetuamente. Mandó pues 
este cánon: 1.° que los hijos ofrecidos en la infancia 
á la Iglesia por sus padres, fuesen instruidos en ella 
bajo la inspección del obispo, y que al cumplir los 
diez y ocho años fuera explorada su voluntad por 
el mismo obispo delante de todo el clero y del pue-
blo: y si manifestaran su deseo de permanecer cas-
tos y dedicados á la Iglesia, y cumpliesen lo que 
ofrecian, se les confiriera á los veinte años la orden 
de subdiácono y á los veinticinco las de diácono;, 
pero que si optasen por el matrimonio, no se les pu-
siera ninguna dificultad. Así, pues, al mismo tiempo 
que en la sociedad civil se reconocían los derechos 
casi ilimitados de la patria potestad, la Iglesia pro-
clamaba la libertad de vocación y de estado, y l imi-
taba en cuanto podia, la autoridad excesiva de los 
padres. 
El cánon 4.° de este concilio hace mención de una 
especie de contratos que eran muy frecuentes en 
aquellos tiempos. Los clérigos solian tomar tierras 
de sus respectivas iglesias para labrarlas ó plantar-
las y mantenerse con su producto. Pero esta conce-
sión era vitalicia: muerto el que la había obtenido, 
volvia otra vez la tierra á la iglesia de que salió, la 
cual no podia darla sino á alguno de sus propios 
clérigos. Estos contratos, que participaban como se 
vé de la naturaleza del feudo y de la del usufructo, 
eran antiquísimos en la iglesia y ponían grandes di-
ficultades á los eclesiásticos para hacer testamento;, 
pues teniendo la mayor parte de ellos tierras de sus 
respectivas iglesias, ninguno podia testar sino da 
aquellas cosas que le hubiere dado el obispo en re-
muneración de sus servicios. 
Los demás cánones de este sínodo tienen por ob« 
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jeto prohibir la traslación de los clérigos de unos 
obispados á otros, inculcarles la prohibición antigua 
de tener en sus casas mujeres extrañas y castigar 
con excomunión á los que se casaran siendo parien-
tes entre sí, en cualquier grado. Es de notar, por úl-
timo, que los padres del concilio concluyen las actas 
dando gracias al rey Amalarico, á pesar de no ser 
católico, y pidiéndole que les concediera licencia de 
hacer lo que creyesen necesario para el manteni-
miento y esplendor del culto. 
Cerca del año 540 se celebró el concilio primero 
de Barcelona, compuesto de siete obispos de la pro-
vincia Tarraconense. De los diez cánones que en él 
se establecieron, no quedan más que los títulos que 
tratan del oficio divino y de las obligaciones de los 
eclesiásticos, de los penitentes y de los mongos. 
En Lérida, corriendo el año de 546, se celebró 
t)tro concilio por ocho obispos de la provincia Tarra-
conense. En él se condenó á los que causaban ó pro-
curaban el aborto de las mujeres (cán. 2.°). Se con-
minó con penas graves á los catecúmenos que 
cometieran incesto (cán. 4.°). Los que cometieran 
estupro con las viudas ó vírgenes dedicadas á Dios 
fueron castigados con excomunión y penitencia (cá-
non 6.°). El que litigando con otro, se obligára con 
juramento á no hacer nunca la paz con su contrario, 
fué condenado á un año de excomunión y á hacer 
penitencia (cán. 7.°). Se declaró el asilo en favor 
del siervo ó discípulo del clérigo que se refugiara en 
la iglesia huyendo del castigo de su señor ó maestro 
(cánon 8.°). Los demás cánones tenian por objeto la 
disciplina y costumbres de los clérigos y la adminis-
tración de los sacramentos. Entre los primeros debe-
mos hacer mención del 3.°, que concede á los monas-
terios la facultad de adquirir bienes independientes 
tie la autoridad de los obispos, y prohibe á los legos 
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edificar basílicas destinadas á monasterios exentos 
de la jurisdicción episcopal. El cánon 16 estableció 
el modo de custodiar las cosas de la iglesia cuando, 
muriera su obispo, mientras estuviese la sede vacan-
te, amenazando con graves penas al que osara tomar 
ú ocultar alguna de aquellas. 
En el mismo año de 546 ó en el de 549 se cele-
bró otro concilio provincial en Valencia según unos,, 
en una ciudad llamada Valles, según otros manus-
critos de las actas ( l ) . Asistieron seis obispos y acor-
daron otros tantos cánones relativos á la liturgia y 
disciplina de los clérigos. En este sínodo se repitió 
lo dispuesto en los anteriores sobre los expolios 
de los .obispos, y se dispuso además que cuando 
muriera un prelado sin hacer testamento, no to-
maran sus parientes cosa ninguna de su herencia, 
(1) E n la antigua colección de cánones de la Iglesia de 
España publicada en 1808, cuyo manuscrito se conserva en 
la iglesia de Toledo, se titula este Concilium Valletanum y se 
dice celebrado en la era 587 que corresponde al año 649. E l 
cánon 1.° empieza con estas palabras: I n nomine domini nosfri 
Jesu-Cristi Valles in concilio congregati También dicen las 
mismas actas que este concilio se tuvo el año 16 del reinado 
de Teodorico. Según la colección del cardenal Aguirre y de 
Catalani, se llama este Gmcilkm Valentinum tenido en ei 
año 546 (era 584) en el año 15 de Teodorico, en la ciudad de 
Valencia. Estas variantes no podemos explicarlas sin supo-
ner error en alguna de las copias. Háylo desde luego en am-
bas en cuanto al nombre del monarca bajo cuyo reinado se 
celebró el concilio, pues Teodorico murió en el año 526, ha-
biendo cedido cuatro años antes el trono á su nieto Amalaría 
co. E l rey de España en 546 era Theudis, que murió en 548, 
siendo su sucesor Theudiselo. E l año 15 del reinado de Theu-
dis fué el de 546; por lo tanto, en este año debe fijarse con 
toda probabilidad la fecha del concilio. E n cuanto al lugar en 
que se celebró es más difícil formar una opinión probable, 
pero también nos inclinamos á que fué Valencia, atendido á 
que Valles, según se lee en el manuscrito de Toledo, puede, 
ser una abreviatura del nombre de aquella ciudad. 
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sin autorización especial del metropolitano ó del 
obispo sucesor del difunto (cán. 3.°). 
Este es el último concilio celebrado por la Iglesia, 
mientras estuvo separada del Estado ó en guerra 
abierta con la autoridad civil. En los que se tuvieron 
posteriormente, intervino más ó menos la autoridad 
del soberano. Convertidos ios suevos al catolicismo 
Iiácia el año de 560, en el siguiente de 61 convocó 
su rey Theodomiro (1) un concilio en Braga, que era 
la metrópoli de Galicia, al cual asistieron ocho obis-
pos de esta provincia. En qué autoridad se fundó 
el monarca para convocar por sí el concilio no lo 
sabemos: lo cierto es que este fué el primero que se 
celebró bajo el reinado de príncipes católicos, y sus 
actas dicen que los obispos se reunieron por precep-
to del soberano. Quum GaUicice provincice episcopi 
Lticretius, Andreas... exprmcepfo proefati gloriosissi-
mi Ariamiri regís, in metropolitana ejusdem provincice 
Bradiarensis ecclesia convenisent.., Y más adelante, 
hablando ios padres del sínodo de la necesidad que 
habia de celebrarlo, dicen que habia llegado en fin 
el deseado día de hacerlo, porque el rey glorioso y 
piadosísimo se lo habia concedido por decreto real. 
En las actas de este concilio empieza hablando 
su presidente, el obispo de Braga Lucrecio, y dice á 
los padres, que habiendo llegado el dia tan apeteci-
do de su reunión, lo primero de que deben tratar es 
de las reglas de fé, luego de los cánones estableci-
iios por los Santos Padres, y, por último, del culto y 
ios oficios eclesiásticos, á ñn de restablecer las prác-
ticas que hayan podido caer en desuso, y de unifor-
(1) Arriamiro ó Argiamiro dicen las actas de este conci-
lio, pero no consta que los suevos tuviesen nunca ningún rey-
de estos nombres, y se sabe por el contrario que en 561 rei-
naba Theodomiro. 
ESTUDIOS JURÍDICOS, 20T 
mar las que se liayan alterado por la incuria del 
tiempo. Los obispos manifiestan su conformidad en 
que se haga así, y entonces prosigue Lucrecio ha-
ciendo ver la conveniencia de condenar otra vez la 
lieregía de los priscilianitas, y recordando la regla 
de fé lieclia en otro tiempo contra ellos, á excita-
ción del Papa San León, en un sínodo de Galicia (1), 
propone que se reproduzca. Habiendo accedido los 
obispos á esta proposición, se leyó dicha regla, y en 
seguida propusieron los mismos prelados que se re-
dactaran de nuevo algunos capítulos en que se con-
denaran de un modo sencillo y fácil de comprender 
por todos, las doctrinas más execrables de Prisci-
liano. Redactáronse en efecto 17 capítulos condena-
torios de la mayor parte de dichas doctrinas, y apro-
bados y leídos, propuso Lucrecio que se leyeran los 
antiguos cánones de la Iglesia relativos á la disci-
plina clerical. Aprobada esta proposición, dicen las 
actas que se leyó un códice que contenia los cáno-
nes de los sínodos generales y locales celebrados en 
la Iglesia. Este códice contenia sin duda la misma 
colección de concilios que ahora poseemos bajo el 
título de Gollectio canonum Ecclessim Hispance, con 
exclusión de los posteriores al primero de Braga. 
Propuso luego el mismo presidente establecer cier-
tos cánones para uniformar la disciplina entre las 
varias iglesias de la provincia, y conviniendo en 
ello los padres, aludieron á un decreto pontificio en-
viado anteriormente á un obispo de Braga llamado 
Profuturo. Lucrecio responde manifestando la con-
veniencia de leer este documento, y así se verifica. 
(1) Esta regla es la que establecieron los obispos de las 
provincias de Tarragona, Cartagena, Lusitania y Bética, y 
fué enviada á Balconio, obispo de Braga, según se dijo en el 
texto. 
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Por último, se propusieron los cánones que hablan 
de establecerse para la restauración y uniformidad 
de la antigua disciplina, quedando acordados hasta 
22 capítulos sobre las ceremonias del culto, el bau-
tismo y la ordenación, ios oficios eclesiásticos, la 
bendición del crisma, la comunión, el entierro de 
los catecúmenos y la distribución entre el clero de 
las ofrendas que hacian los fieles á los templos. 
Además, se estableció un cánon privando de con-
memoración eclesiástica y de ser enterrado con los 
oficios de la Iglesia al que se suicidaba y al que 
moria por la justicia, en castigo de sus crímenes 
(canon 16). Otro capítulo notable era el que prohi-
bía enterrar dentro de las iglesias, permitiendo ha-
cerlo cuando más fuera de ellas, pero cerca de sus 
muros. La razón de esta prohibición era, como dice 
eí mismo cánon, que teniendo las ciudades el privi-
legio de qne no pueda ser enterrado ningún cadá-
ver dentro de sus murallas, debía alcanzar la misma 
prerogativa á, las basílicas, donde eran venerados 
los mártires (cán. 18). Concluye, en fin, el sínodo 
comprometiéndose todos los prelados asistentes á 
llevar á efecto lo acordado en sus respectivas igle-
sias. 
En la misma ciudad de Braga se celebró otro 
concilio en 572, también por convocación y pre-
cepto del monarca de los suevos, que lo era entonces 
Mirón ó Miro, hijo de Theodomiro. Asistieron doce 
obispos de los dos distritos en que después del con-
cilio de que hemos hecho mención últimamente, se 
dividióla provincia de Galicia, comprendiendo uno 
la iglesia de Braga y otro la de Lugo. Empezó este 
sínodo, como el anterior, por una alocución de su 
presidente que lo era el obispo de Braga, Martin, 
sobre el objeto de su convocación, y después de leer 
los cánones acordados en el precedente^ propusié-
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ronse otros nuevos sobre varios puntos de discipli-
na. Los cinco primeros tratan de las obligaciones 
de los obispos, á quienes se manda visitar sus igle-
sias para enseñar á los clérigos el modo de admi-
nistrar los sacramentos y de desempeñar los demás 
oficios de la iglesia, y para predicar al pueblo la 
moral evangélica. Se prohibe también á los prelados 
exigir por estas visitas parte alguna del tercio de 
las rentas eclesiásticas destinado á las parroquias, 
fuera de los dos sueldos de arancel, y obligar á los 
clérigos de las mismas á ejecutar obras serviles. Se 
condena, en fin, á los obispos que tomen algún es-
tipendio por ordenar, por el sagrado crisma y por la 
consagración de los templos, á menos que el patrono 
quiera darles algo por su voluntad. Se prohibe ri-
gorosamente edificar templos sin dotarlos con las 
rentas necesarias, así como edificarlos y dotarlos, 
con la condición de que el patrono haya de partir 
con los fieles las oblaciones que en ellos se hagan, 
|o cual debia ser entonces un abuso frecuente (cá-
nones 1.° al 6.°). También se mandó no exigir nin-
guna retribución por bautizar, á menos que el bau-
tizado ó sus padres hiciesen alguna ofrenda volun-
taria. Fueron excomulgados los acusadores de los 
cléricos que no probasen su acusación con dos ó 
tres testigos; y se tomaron otras disposiciones sobre 
la celebración de la páscua y de las misas. Aproba-
dos y firmados estos capítulos, se separaron los pa-
dres, prometiendo llevarlos á ejecución y mantener 
su observancia (1). 
(1) E n la colección de cánones de la Iglesia de España 
sigue á las actas de este concilio nna epístola de Martin, 
obispo de Braga, á Nitigio, obispo de Lngo, enviándole un 
extracto de los antiguos cánones de la Iglesia griega, traduci-
dos al latin y enmendados de los errores que habían intro» 
Est. juríd. 15 
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Pero mientras nuestro clero católico se esforzaba 
por introducir en la legislación el espíritu del cris-
tianismo, el cisma y las heregías le embarazaban y 
ponian obstáculos en el desempeño de su obra. Las 
heregías y el cisma menguaban considerablemente 
el influjo de la Iglesia Católica, fomentaban la dis-
cordia entre los españoles, mantenían en desacuer-
do á los gobernantes, y, por lo tanto, aflojaban el 
vínculo de la autoridad: relajábanlas costumbres, y 
retardaban el progreso del derecho. En medio del 
desórden y confusión de todos los elementos socia-
les que habían producido en nuestra Península la 
caída del imperio romano y la invasión de los bár-
baros, sólo un poder único, ilustrado y fuerte podía 
volver á la sociedad su reposo, pues allí donde no 
hay unidad de creencias, es* casi imposible que tal 
poder se levante y se constituya. 
Era España mitad cristiana y mitad gentílica, 
cuando fué invadida por los vándalos, los suevos, 
los alanos y los silingos, que venidos del septentrión, 
buscaban en nuestra tierra el sustento y las como-
didades de que carecían en la suya. Decir cómo se 
verificó esta irrupción, no es de nuestro propósito, 
pero sabido es que ella fué causa de grandísimas 
desventuras. Apoderáronse aquellos bárbaros de las 
haciendas de los españoles, destruyeron los campos 
y las ciudades, y derramados por la Península, á 
todas partes llevaron el hierro, la desolación y la 
muerte. A l saqueo, siguió una hambre general; al 
hambre^ una peste mortífera que diezmó los pue-
blos. Los suevos y parte de los vándalos ocuparon á 
Oalicia, en la cual se comprendía entonces el distri-
to de Castilla la Vieja^los alanos tomaron asiento 
•ducido en ellos los copiantes. Este extracto fórmala colección 
llamada de Martin Bracarense. 
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en la Lusitania y en la provincia Cartaginense: los 
vándalos y silingos tomaron la Bética. Sólo el terri-
torio que ocupaban los carpetanos y los celtíberos 
permaneció sujeto á los romanos. La mayor parte 
de estas tribus, aunque convertidas ya al cristianis-
mo, profesaban la heregía arriana, y las que con-
servaban aún el culto pagánico de sus mayores, lo 
abandonaron por el mismo error, á poco de su entra-
da en la Península. 
Vuelta luego la Galia al dominio del emperador 
Honorio, los godos, como aliados suyos, se apodera-
ron de las faldas del pirineo, para defender y guar-
dar aquella provincia y la de España, que no se 
consideraba aún independiente del imperio. Con 
cuyo motivo y el de las guerras que se suscitaron 
entre las diferentes tribus bárbaras que estaban ya 
dentro de España y entre ellas con los celtíberos y 
los carpetanos, que permanecían como se ha dicho 
á la obediencia de los emperadores, pasaron los go-
dos á España bajo la conducta de su jefe Ataúlfo, y 
se apoderaron de la provincia Tarraconense. Pelea-
ron con ios suevos, domaron á los alanos, escarmen-
taron á los vándalos, concluyeron con los silingos y 
después de muchas y prolongadas guerras, ora con 
estas tribus, ora con los romanos, se hicieron los 
godos dueños de la mayor parte de la Península. 
Desde mucho antes había abjurado esta nación las 
supersticiones de sus antepasados, abrazando, por 
influjo del emperador Valente, la heregía de los ar-
ríanos. Por lo tanto, desde mediados del siglo v la 
religión católica en España era propia tan sólo de 
una parte de la raza vencida: la otra parte permane-
cía fiel al culto antiguo de los dioses, y la religión 
oficial del país, la de sus jefes y señores era el arria-
nismo. Habiendo prevalecido esta secta tantos años 
en nuestra Península sirviendo de rémora al progre-
212 BIBLIOTECA JUDICIAL, 
so de la verdadera religión y por consiguiente á su. 
influjo sobre la legislación del país, no es fuera del 
caso decir algo de ella. 
En los primeros años del siglo iv apareció en 
la Libia un presbítero llamado Arrio, que ó por ven-
ganza del desaire que recibió en no ser nombrado 
obispo de Alejandría, ó por otro motivo menos 
liviano,_ inventó y propaló doctrinas contrarias á la 
fó católica. Su error versaba principalmente sobre 
el misterio de la Trinidad. Si el Padre creó al Hijo, 
decia, hubo un tiempo en que tuvo principio la 
existencia del que fué engendrado;: y por consi-
guiente el Padre no siempre fué Padre, puesto que 
hubo un tiempo en que aún no habia creado á su 
Hijo; el Verbo divino tampoco pudo existir desde la 
eternidad, sino que nació de la nada, puesto que 
Dios, que era el que existia, procreó al que no exis-
tia, habiendo habido un tiempo en que todavia no 
era. Sostema también el heresiarca, que siendo el 
Hijo una criatura y obra de su Padre, no podia ser 
semejante á él en cuanto á la sustancia, ni verda-
dero Verbo divino, ni su misma sabiduría; que por 
consiguiente el Hijo es susceptible de mudanza 
como las demás criaturas racionales, y extraño y 
ajeno el Verbo á la sustancia de Dios: que el Padre 
es invisible y desconocido para el Hijo, puesto que 
no conociendo este la sustancia del otro por no par-
ticipar de ella, no puede ver ni conocer exacta y 
perfectamente á su Padre: que, por último, el Hijo 
fué hecho para nosotros y para que sirviera de ins-
trumento á una obra de Dios y no hubiera existido 
nunca, si Dios no hubiera querido crearlo con este-
objeto (1). 
(1) SÓCEATES, HlSt. 1, C. 6, p. 
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Esta doctrina debió hallar bien preparados los 
ánimos para recibirla y acogerla, pues desde luego 
tuvo muchedumbre de sectarios en todo el Egipto 
y la Libia. En vano fueron condenados Arrio y los 
suyos en diferentes concilios; en vano salieron en 
defensa de la verdadera fé los varones más doctos 
que tenia la Iglesia á la sazón; el arrianismo, á pe-
sar de todo; infestó el Oriente, sedujo á los empera-
dores, se sentó en el sólio, penetró en Occidente y 
hubo un momento en que pareció amenazar la 
existencia de la verdadera fe. Pero la discordia pe-
netró también en el seno mismo de la heregía, y 
esto contribuyó en gran manera á su descrédito y 
á su final ruina. En tanto que dos arríanos puros 
sostenían que el Hijo no era semejante en nada al 
Padre, otros, llamados después semi-arríanos, pre-
dicaban que no habia sido formado de la misma 
sustancia, y sin embargo era en todo semejante á 
él; y otros, por último, negando que fuese el Hijo 
consustancial y semejante en naturaleza al Padre, 
confesaban que lo era en todo lo demás. 
Pero aunque el error de Arrio versaba solamente 
sobre los puntos de doctrina que hemos indicado, 
dió lugar á un cisma peligrosísimo entre los cristia-
nos. La secta arriana negaba, pues, toda autoridad 
y jurisdicción á la iglesia católica; desconocía la 
eficacia del bautismo y de los sacramentos que se 
administraban por ella; consideraba á los verdade-
ros fieles como á paganos ó á judíos colocados fuera 
del gremio cristiano; y como negaba en suma, la di-
vinidad de Jesucristo, menguaba considerablemente, 
si es que no destruía, la autoridad y prestigio de su 
doctrina. Yerran, pues, los que considerando esta 
heregía bajo un punto de vista puramente positivo, 
desdeñan averiguar su influencia sobre la civiliza-
ron , sobre las costumbres y sobre las leyes. La he-, 
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regía de Arrio empezó como se ha visto por una 
mera disidencia en cuanto al misterio de la Trini-
dad, pero concluyó por fundar una iglesia entera-
mente distinta de la católica, con su culto á parte, 
sus sacramentos y su disciplina especial. 
La superioridad del dogma católico sobre el sis-
tema amano, aun considerado bajo un punto de 
vista puramente social y humano, es incontestable. 
Negando Arrio la consustancialidad del Hijo con el 
Padre en la Trinidad Santísima^ negaba también la 
naturaleza divina del primero,, y por consiguiente 
la divinidad de Jesucristo, el cual en tal concepto 
fué un mero instrumento como él decia, de que se 
valió Dios para obrar la redención deí género hu-
mano. Pues hé aquí las consecuencias que se dedu-
cen de este absurdo principio. Si Jesucristo no era 
el mismo Dios, ¿qué será su ley? ¿Tendrá el carác-
ter y origen divinos, que es lo que la dá sus princi-
pales atributos de verdadera, infalible, inmutable y 
eterna? Si Jesucristo no fué más que un mero ins-
trumento de la Providencia que no participaba de la 
naturaleza divina del Padre, ¿cuál será la autoridad 
de la Iglesia que fundó? ¿Qué pensar de la infalibi-
lidad de sus decisiones? ¿Qué del prestigio ó influen-
cia de sus ministros? Y si la ley evangélica no se 
presentaba á los hombres apoyada en la infalibilidad, 
sabiduría y poder infinitos dé su autor, ¿cómo había 
de ejercer en el mundo el influjo necesario para va-
riar el carácter y la tendencia de la civilización, 
modificar las leyes y reformar las costumbres? Si la 
fundación de la Iglesia es obra de los hombres y no 
obra inmediata del mismo Dios, ¿cómo habia de 
bastar su autoridad para conseguir el objeto á que 
estaba destinada? 
De lo cual se infiere que el influjo del arrianismo 
sobre la sociedad fué más bien negativo que positi-
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vo. Tuvo gran importancia esta secta, no porque la 
Iglesia que emanaba de ella diese una dirección de-
terminada á las ideas morales, á la civilización y á 
las costumbres, sino porque no les daba la que era 
propia del cristianismo, y ponia obstáculos á que la 
Iglesia Católica les imprimiese con libertad la suya. 
Los prelados arríanos no podian ser á los ojos del 
pueblo embajadores tan autorizados y tan fidedig-
nos del Altísimo, como los prelados católicos que. 
predicaban, no la doctrina del Hijo de Dios, que no 
era Dios, sino la que Dios mismo y por sí mismo, 
habia establecido y enseñado á los hombres. Por 
eso, aunque no puede decirse que esta horegía fa-
voreciera directamente la subsistencia del elemento 
pagano en la civilización, ni que introdujera otro 
nuevo, distinto del elemento cristiano, se puede ase-
gurar que embarazó y puso obstáculos al completo 
desarrollo de este elemento representado únicamen-
te por la Iglesia Católica. * 
Los vándalos y los godos vinieron á España, 
como se ha dicho, inficionados ya con los errores 
de aquella secta, y al hacerse dueños del territorio, 
establecieron su iglesia á competencia con la cató-
lica. No se sabe si hicieron muchos prosélitos entre 
los naturales del país, pero lo que inferimos de cier-
tos pasajes de las crónicas y escritores contemporá-
neos, es que el pueblo vencido y sojuzgado perma-
neció fiel en su mayoría á la verdadera religión que 
ya habia recibido y practicaba, al mismo tiempo 
que los nuevos señores y sus familias, las autorida-
des, las personas de influjo y de poder eran todos 
sectarios de la heregía. Por lo mismo que era esta 
la religión de los conquistadores, debió ser mirada 
con desconfianza y con ódio por los conquistados. 
Pero como aquellos no solamente eran muchos en 
número, sino también los más poderosos, con qu© 
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«líos profesaran el arrianismo bastaba para que fue-
se la iglesia arriana la predominante. 
Con el tiempo, no le bastó tampoco á esta secta 
dominar y ser privilegiada, sino que pasó á ser 
perseguidora. Las opiniones religiosas tenian enton-
ces una estrecha relación con ' los sucesos políticos; 
de modo, que aunque las primeras no fuesen por sí 
solas bastante eficaces para producir guerras y der-
ramar sangre, relacionadas con los negocios públicos 
y alentadas por el aguijón del interés, producían ne-
cesariamente aquel efecto. Aunque es tan incom-
pleta y falta de documentos nuestra historia en 
aquella edad, podemos citar muchos hechos que 
prueban la influencia de la heregía arriana sobre 
las cosas públicas y sobre el gobierno. El rey Eu-
rico, después de haber extendido sus dominios en 
Francia y en España, y de poner su corte en Arles, 
dió en perseguir á los católicos, y destituyó á mu-
chos obispos de sus iglesias sin poner otros en su 
lugar. En su tiempo andaba disperso y fugitivo el 
clero, los templos desamparados se desplomaban sin 
que nadie los reedificase, y á veces nacía yerba y 
maleza, y las bestias entraban á pacer en ellos, sin 
que hubiese quien lo estorbase. Cuentan también 
las crónicas, que cuando la reina Clotilde, católica 
como hija de Ciodoveo, mujer del rey visigodo Áma-
larico, arriano, entraba en las iglesias, el vulgo la de-
cía afrentas y la ultrajaba de mil maneras, todo lo 
cual disimulaba su marido, y aun la maltrataba de 
obra y de palabra, si por acaso ella se quejaba del 
agravio que le inferían sus súbditos. Entre tanto, 
los obispos católicos no celebraban concilios, ó te-
nían muy pocos, y eso con riesgo de su vida ó de 
su libertad. Así se cuenta como una acción extraor-
dinaria del rey Theudis, la de haber permitido á los 
obispos celebrar en Toledo un sínodo, á pesar de 
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ser él arriano. La conversión de Hermenegildo á 
la fó católica, dió lugar, como es sabido, á una 
•guerra larga y sangrienta entre los partidarios de 
este príncipe, que eran todos católicos, y los arríanos 
que obedecian á su padre el rey Leovigildo; guerra 
en que estuvieron á punto de tomar parte los ex-
tranjeros, y que concluyó con la derrota de los ca-
tólicos y el martirio de su santo jeíe. 
Pero ya en este tiempo iba de caida el arrianismo 
entre los mismos que lo profesaban: no en balde ha-
bian desplegado contra él su celo los varones apostó-
licos defensores de la verdadera fó. Cuentan,los his-
toriadores que Leovigildo, después de derrotar á los 
católicos y de haberse concertado con los romanos 
que quedaban aún en la Península, juntó en Toledo 
un concilio de obispos arríanos en que fué abolida 
la práctica de rebautizar á los que apostatando de 
la verdadera fó, se pasaban á la heregía arriana, y 
se declaró que entre las personas divinas, el Hijo era 
igual y semejante al Padre. No dicen más los cro-
nistas, pero de estas pocas palabras inferimos que 
en España habia reinado hasta entonces la doctrina 
de Arrio pura, según antes la expusimos, la cual s<3 
trocó en este llamado concilio por la de los semi-
arrianos, que según hemos visto también, se acer-
caba más que la otra á la verdad católica. Este fue 
sin duda un paso avanzadísimo para la completa 
abjuración del error, con el cual quiso Leovigildo 
transigir en cierto modo con los católicos, en aten-
ción á la inmensa preponderancia que iban estos 
adquiriendo, según se demostraba por la rebelión 
que tanto trabajo costaba reprimir. 
Leovigildo, sin embargo, se mostró con sus ene-
migos excesivamente severo. Desterró á los princi-
pales católicos de su reino, y en particular á Lean-
dro, metropolitano de Sevilla, y á su hermano Ful-
218 BIBLIOTECA JUDICIAL. 
gencio, obispo de Ecija: lo mismo hizo con otros 
prelados, y entre ellos Mausona, metropolitano de 
Menda, uno de los más célebres varones de acmel 
tiempo, llenándole además de afrentas, y nombran 
do en su lugar á un arriano fanático llamado 
feunna. i amblen se apoderó aquel monarca de las 
rentas eclesiásticas, derogó los privilegios de los cié 
rigos, y dió la muerte á muchos hombres princina 
les por motivos de religión. Por lo cual, no obstan-
te el descrédito en que iba ya cayendo la hereda 
hubo muchos, así entre la gente principal como en-
tre la inferior, que quebrantados por las persecucio-
nes, no solo se sujetaron á la voluntad del rev sino 
que abrazaron la secta arriana (1). ' 
Andaban tan hermanados entonces la relmon v 
el gobierno, que así como cuando Leovigildo ponia 
empeño en ello obligaba á apostatar á muchos ca-
tólicos, asi cuando Recaredo se convirtió al catoli-
cismo, arrastró consigo, en parte con su eiemplo v 
en parte con su industria y artificios, á la mayoría 
de sus subditos arríanos. Sin embargo, menester e» 
confesar que independientemente de estas causas 
el arnamsmo estaba moralmente vencido ñor la 
verdad católica. Prueba de ello es, que cuando el 
obispo amano Athaloco, ayudado por los condes 
de la provincia Narbonense, Granista y Bildigerno 
tomaron las armas y se pusieron á la cabeza de los 
arríanos para oponerse al cambio de religión verifi-
cado por Recaredo, fueron vencidos fácilmente La 
misma suerte cupo á otra conjuración intentada 
(1) Uno de los apóstatas fué Vincencio, obispo de Zarago-
za, el cual atrajo á muchos fieles con su mLl ejemplo Otío de 
i u t o í t í "r168 perseTd0S fuó ^  deVValclara! 
do á Oataiufía a ^ m n0mbre'el cual fué a t e r r a ! 
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poco después con igual objeto por el metropolitano, 
de Mérida, Sumía, que según se ha dicho antes, 
había reemplazado como arriano, al prelado legíti-
mo de aquella diócesis, Mausona, desterrado como 
católico por Leovigildo, y restituido después á su 
silla por liecaredo. También abortó otra conspi-
ración tramada entre Gasuinda, viuda de Leovigil-
do, la cual habia,fingido por respeto al rey su ente-
nado, abrazar la religión católica, y un obispo lla-
mado Uldida, arriano, y que tenia con ella gran 
amistad. Esta intriga tenia por objeto matar á Re-
caredo; pero se descubrió, y Uldida fué desterrado, 
de sus resultas, al mismo tiempo que murió de en-
fermedad Gasuinda su cómplice. Por último, aun-
que no se sabe de cierto, hay motivos para creer 
que Witerico, que reinó en los primeros años del,, 
siglo vn , trató de restablecer en España la secta 
arriana, y esta sospecha irritó tanto al pueblo, que 
se levantó contra él y le mató en su propio palacio. 
Tal fué en nuestro país el origen, progreso y con-
clusión del arrianismo: su influencia sobre el go-
bierno y sobre las costumbres no puede ser máa 
notoria. Si retardó ó aceleró la acción del cristia-
nismo sobre la sociedad, díganlo las guerras, las 
persecuciones y ios trastornos que ocasionó: díganlo, 
la falta de concilios mientras la heregía estuvo do-
minante (1), las iglesias arruinadas, los obispos des-
terrados, los católicos oprimidos, y todos los otros 
hechos que acabamos de referir. Por lo tanto, la le-
gislación debió sentir también los efectos de aque-. 
líos trastornos, por no haber podido participar sino. 
(1) Los concilios era en aquellos tiempos la fuente princi-. 
pal de la legislación de la Iglesia. Eecaredo decía en el con* 
cilio ni de Toledo, que en los tiempos pasados, no habia per 
mitido reunirlos la ¿eregía. 
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muy lentamente del espíritu y tendencia que iba in-
troduciendo en ella el cristianismo. 
En este tiempo se gobernaban los españoles por 
las leyes romanas recopiladas ya en el Breviario de 
Atanco, y los godos por las leyes de Eurico y sus 
costumbres tradicionales. El derecho romano con-
tenido en aquel Código, estaba modificado ya por el 
müujo cristiano, pero aún le quedaba mucho que 
andar en este camino; y sobre todo, faltaba aún su-
jetar á una misma ley, y esa cristiana, las diversas 
razas que poblaban la Península. Era preciso que 
los godos, los españoles, los suevos y los vándalos 
iuesen iguales ante la ley civil y política, así como 
lo eran ante la ley de Cristo; y esta novedad impor-
tantísima, fruto del cristianismo y de la nueva civi-
lización, la rechazó y alejó la secta arriana por tres 
razones principalmente: primera, porque rebajaba 
la autoridad de la Iglesia en el hecho de negar la 
naturaleza divina de Jesucristo: segunda, porque 
poma obstáculo á la acción de la Iglesia católica 
sobre los negocios públicos y á su influencia en la 
lormacion y aplicación de las leyes: tercera, porque 
mantenía la separación y soplaba el fuego de la dis-
cordia entre las razas y clases diversas que forma-
ban entonces la sociedad, y de cuya unión dependía 
nnicamente el porvenir del mundo. 
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I . 
ENSAYO HISTÓRICO 
S O B R E L A D O T E , A R R A S Y DONACIONES E S P O N S A L I C I A S , 
DESDE E L ORÍGEK DE LA LEGISLACION ESPAÑOLA 
HASTA NUESTROS DIAS (1). 
Las dotes y donaciones esponsalicias son tan an-
tiguas como el matrimonio. Las legislaciones primi-
tivas y la historia de los tiempos más remotos de-
muestran, que aunque bajo formas varias, la dote 
ha sido siempre inseparable del contrato matrimo-
nial. Este hecho prueba dos cosas: una, que la dote 
es, en cierto modo, una iustitucion necesaria en el 
<3rden social; otra, que no habiendo sido inventada 
por los legisladores antiguos, como no lo fué tam-
poco el dominio, la facultad de testar, la patria po-
testad y otros derechos semejantes, ha sido tan res-
petada como ellos, sin dejar de recibir por eso las 
modificaciones que le han impuesto las costumbres 
y las necesidades de la sociedad. 
^ Cuando se busca el origen de las más útiles ins-
tituciones legislativas, tal vez se encuentra en cos-
(1) Publicado por primera vez en el tomo V I I del Dere-
cho moderno en el año de 1849. 
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tumbres bárbaras y en prácticas inhumanas de los 
tiempos primitivos. Pero es tal la fuerza y la ten-
dencia de la civilización, que convierte en institu-
ciones provechosas las tradiciones más nocivas y 
en leyes sábias los usos más groseros. La historia 
ofrece de esta verdad abundantes ejemplos; pero la 
dote es uno de los más señalados. En la sociedad 
primitiva se vendían las mujeres; los padres entre-
gabán sus hijas á los hombres que las pedian por 
esposas, mediante el precio de venta que estipula-
ban; á veces los mismos maridos vendian sus muje-
res á otros hombres, cuando la necesidad ó el capri-
cho les impulsaba á ello. Ésta costumbre ha sido 
general en casi todos los pueblos, y dado origen á la 
dote según la conocemos hoy. El precio que el ma-
ndo pagaba por su mujer era la dote de los pueblos 
primitivos. Este uso indigno y degradante para la 
especie humana, se ha convertido en una institución 
noble y eminentemente social: lo que era el precio 
vi l del cuerpo de la mujer, ha llegado á ser con el 
tiempo prenda de unión y alianza entre los cónyu-
ges, garantía de justa independencia para la mujer, 
y medio de subvenir á las cargas del matrimonio. 
En los pueblos primitivos era frecuente el rapto 
de las mujeres: cuando un hombre quería unirse 
carnalmente con una mujer, se apoderaba de ella 
por la fuerza ó por la astucia. Así lo testifica Hora-
cio (1), y lo prueban concluyentemente las leyes pe-
nales más antiguas, todas las cuales contienen penas 
severísimas contra el rapto de las doncellas y de las 
(1) Nam fuit ante Helenam cunnus teterríma 
Causa belli; sed ignotis perierunt mortibus illi, 
Quos venerara incertam rapientes, more ferarum, 
Viribus editior ceedebat, ut in grege taurus. 
(Satyr. 1,1. 3.8, v. 107.) 
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mujeres. Las leyes de los pueblos del Asia y de la 
América, las de los celtas y los germanos, las de los 
eslavones y las de los escandinavos, fulminaron 
castigos crueles contra los reos de un crimen que 
atacaba por su base la constitución de la familia. 
Pero esto no sucedió probablemente basta que 
aquel medio violento de conseguir las mujeres se 
sustituyó con otro pacífico y legal, esto es, cuando 
al rapto sucedió la compra. Bajo este punto de vista, 
puede considerarse la costumbre de vender á las 
mujeres como un progreso social, como el primer 
paso para la constitución regular de la familia. 
Esta costumbre existia entre los salvajes de Amé-
rica en tiempo de su descubrimiento. E l hombre 
compraba á la mujer mediante el precio que entre-
gaba á sus padres. Este precio consistia unas veces, 
en ciertos servicios que el esposo prestaba á los pa-
dres de la esposa, como cazar durante un tiempo 
para ellos, ó ayudarlos á cultivar sus campos ó á 
construir sus canoas, y otras en objetos de valor y 
de utilidad, porque aún no se conocía la mone-
da (1). Todavía los tártaros, los pueblos de Tonqmn 
y de Pegú, conservan esta costumbre. Entre las na-
ciones antiguas, seguíanla los habitantes de las ori-
llas del Ganges, como lo prueban Estrabon y las 
leyes de Manú. Los asirlos, los babilonios, los arme-
nios, los sirios, los caldeos y los hebreos, compraban 
en tiempos antiguos á sus mujeres, para obtenerlas 
en matrimonio. Cuando Abraham envió á Eiiezer 
para que pidiera la mano de Rebeca para su hijo 
Isaac, le cargó de regalos y presentes. Para obtener 
Jacob á las hijas de Laban, le vendió su trabajo y 
(1) EOBERTSON: Eistoria de América, lib. 6.°, p. 822, edi-
ción ingl. de Lónd. 1831. 
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servicio por catorce años. Malioma mandó en el Ko-
rán que los maridos dotaran á sus mujeres con sus 
propios bienes. En China queda consumado el con-
trato matrimonial cuando el futuro esposo determi-
na el regalo que da á su futura. En Thesalia, en 
Thracia y en la Grecia primitiva compraban también 
los maridos á las mujeres. Agamenón dice á Aqui-
les en la Iliada, que le dará una de sus hijas en ma-
trimonio, sin exigirle por ella ningún regalo. El rey 
Danao, no pudiendo casar á sus hijas, á causa del 
crimen que hablan cometido, publicó un edicto di-
ciendo que las daría en matrimonio á los que las 
quisiesen, sin exigir por ellas ninguna retribución. 
Esta costumbre, sin embargo, debió perderse pronto 
en un pueblo tan dispuesto para la civilización como 
lo era la Grecia, y así es, que con el tiempo no se 
compraron en ella más que las concubinas, y fueron 
las mujeres las que trajeron dotes á sus maridos. 
Esto mismo vino á suceder más tarde en casi todos 
los pueblos de Europa. Desde el rapto de la doncella 
hasta la dote ofrecida por el marido, desde la venta 
del cuerpo de la mujer hasta el régimen dotal de 
nuestros dias, hay una inmensa distancia, que reve-
la un gran desarrollo y un cambio profundo en la 
sociedad. 
Esta trasformacion ha sido obra de los siglos, y 
el presente ensayo tiene por objeto estudiarla en su 
origen y en su progreso en España, desde los tiem-
pos más remotos de que quedan noticias. Nuestra 
legislación dotal puede dividirse en tres períodos 
importantes: el primero corresponde á la dominación 
goda; el segundo á la época de los fueros municipa-
les, y el tercero á las Siete Partidas y leyes posferio-
res. Trataremos de ellos con la separación debida, 
á fin de examinar en cada uno las principales tras-
formaciones que ha tenido la dote en nuestro país. 
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PRIMER PEHÍODO. 
La costumbre indígena de España al tiempo de 
la invasión romana, debió ser que el marido com-
prase á la mujer mediante un precio, que entregaba 
al padre de esta ó á su familia. Infiérese así de lo 
que cuenta Estrabon de los cántabros: dice, que en 
este pueblo era el marido quien dotaba á la mujer 
y que las hijas podían ser instituidas herederas. 
Alia smt minus fortasis civília non tamen Mltmia, 
ut quod apud cántabros vir mulieri dotem offert, quod 
filim hceredes instituuntur, et áb is fraires in mafrimo-
nium elocuatur (1). Los demás pueblos de España 
¿abian seguido probablemente la misma costumbre, 
pues hay muchos datos para creer que los usos de 
la Cantabria eran los de toda la península. Pero los 
cántabros defendieron y conservaron los suyos con 
más denuedo y perseverancia que los demás; y así 
es que los romanos al introducir con sus leyes la 
que establecía que la mujer trajese dote al marido, 
debieron tener que combatir y derogar una costum-
bre totalmente contraria. Cuando Estrabon escribió 
su obra ya dominaban las leyes romanas en Espa-
ña; pero al describir las costumbres indígenas, no es 
extraño que notara en los cántabros, que aún se 
resistían á abandonar sus antiguos usos, uno que 
habla ya desaparecido entre los demás pueblos. 
No sabemos hasta qué punto pudo prevalecer ó 
conservarse durante la dominación romana la anti-
gua costumbre española de dotar el marido á la 
mujer, ó comprarla mediante cierto precio, para to-
marla en "matrimonio. Los escritos del tiempo, no 
ofrecen más noticias que las dichas sobre este asun-
(1) STEABON: lib. 3.°, p. 114. 
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to. Lo más probable es que los cántabros y aquellos 
pueblos que resistieron más tiempo el yugo de 
Roma, se negaran á admitir sus leyes sobre el ma-
trimonio; y lo cierto es que estas, así como las de-
más romanas, llegaron á dominar en la mayor par-
te de la península. De cualquier modo creemos que 
debió quedar algún vestigio de la costumbre primi-
tiva, porque cuando los godos introdujeron la suya, 
que era idéntica, como veremos en seguida, la es-
tendieron y acreditaron fácilmente, sin duda por-
que hubo de parecer enlazada con las antiguas tra-
diciones. 
Entre los germanos babia el mismo uso que en-
tre los cántabros; el marido dotaba á la mujer, y 
los padres y parientes autorizaban los regalos que 
la hija recibía del marido. Dotem non uxor marito, 
dice Tácito, sed uxori maritus offert. Interessunf pá-
renles et propinqui et muñera prohant (1). Hé aquí la 
dote primitiva igual á la que describe Estrabon, y 
sin embargo establecida en un pueblo que ninguna 
comunicación tenia con el de Cantabria, y cuyos 
orígenes son completamente distintos. En Germania, 
en tiempo de Tácito, y en España en tiempo de Es-
trabon, rigen unas mismas leyes dótales, cuando no 
hay ni el más ligero motivo para suponer que uno 
de estos pueblos haya podido tomarlas del otro. 
Esto prueba en nuestro juicio que el género huma-
no se desenvuelve de una manera regular y cons-
tante: que hay ciertas costumbres inherentes de 
suyo á ciertos estados de la sociedad: que una de 
estas costumbres es la de adquirir las mujeres me-
diante cierto precio, para usarlas en matrimonio, y 
que los germanos y los cántabros se hallaban en el 
(1) TACITUS: De mor. Germán, núm. 18. 
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período de civilización en que suele reinar este uso,, 
cuando Tácito y Estrabon describieron sus costum-
bres. 
Al salir los godos de los bosques de la Germaniaj 
llevaron consigo esta costumbre, así como las de-
más de su raza, por todas las tierras que invadieron 
y en que habitaron, y cuando últimamente asenta-
ron su dominación en España, la redujeron á ley es-
crita, para reemplazar con ella l ^ romana, que re-
gia entre los españoles, y contenia, como es sabido, 
una disposición enteramente contraria, esto es que 
la mujer fuese quien dotara al marido (1). 
Según las leyes godas, el marido era quien cons-
tituía la dote, pues aunque también podía hacerlo 
el padre, el pariente ó un extraño, no era en nombre 
propio, ni en el de la mujer, sino en nombre siem-
pre del esposo (2). Las mismas leyes consideraban 
expresamente la dote como el precio de la doncella 
que contraía matrimonio. Así es, que una de ellas 
habla del padre que consiente en las nupcias de su 
hija y conviene en él precio de la dote. Si pater defilm 
nuptiis definiérü et de prcetio dotis convenerit... (3). 
Otra hay más terminante, pues manda que cuando 
el padre consienta en el rapto de una hija prome-
tida en matrimonio, sea condenado á pagar al es-
(1) E l Breviario de Alarico, que era el Código de leyes 
romanas que regia en España, ó en una parte de ella^ antes 
que se publicara el Forum Judicum, contenia varias disposi-
ciones tomadas del Código Teodosiano, que suponían que la 
mujer era quien traia la dote al marido. Entre ellas podemos 
citar la que declaraba que los fiadores que respondiesen por 
la mujer de la entrega de la dote, no pudiesen ser obligados 
eficazmente, si ella faltaba á su compromiso, Cod. Theod. L . 2^  
tít. 15. 
(2) Eor. Jud. L . 10, tít. l.o, lib. 3.o 
(3) Id. L . 8, tít. I.0, lib. 3.° 
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poso el cuadruplo del precio que hubiese convenido 
anteriormente en recibir por su hija. Si párenles 
mplorem consenserinl, prmtum film sum, quod cum 
pnon sponso definisse noscunlur, in cuadruplum ei 
sponso cogatur exohere (1). Ultimamente otra ley ha-
blando del matrimonio dice así: dado el precio se-
gún es costumbre, ante testigos: dato prcetio etsicut 
consuetudo est ante testes (2). De modo que todavía 
en la época más brillante de la civilización gótica 
era una idea común y admitida, la de considerar la 
dote como el precio de la venta del cuerpo de la 
mujer, y á esta como una mercancía, que formaba 
parte de la hacienda del padre. 
La prueba de que esto era así, se halla también 
en que, aunque la dote la constituía el marido á fa-
vor de la mujer, no entraba en poder de ella, siuo 
en el de su padre ó su madre; y cuando estos falle-
cían, los hermanos de la misma mujer, y en su de-
iecto sus parientes más próximos, debían restituirle 
la dote que aquellos hubieran recibido (3). Verdad 
es que el padre ó la madre no quedaban dueños 
absolutos de la dote, puesto que como se verá más 
adelante, la mujer podía disponer de ella por testa-
mento, y en algún caso debía volver á poder del ma-
ndo, pero eran usufructuarios de los bienes dótales 
con obligación de acudir con ellos á la hija dotada 
en. caso de necesidad. De modo que la mujer adqui-
ría la propiedad de la dote constituida por el mari-
do; pero su padre ó su madre entraban en su usu-
Iructo y administración, con el gravámen de reser-
varla íntegra, á fin de que pasase á ios herederos 
legítimos o testamentarios de la mujer, ó de que 
(1) For. Jud. L . 3, tít. 3 o lib 1 0 
(2) Id. L . 2, tít. 4.°, lib. 3.o 
'3) Id. L . 6, tít. I.0, lib. 3.° 
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pudieran los cónyuges socorrerse con ella si llega-, 
ban á mala fortuna. Pero de cualquier modo, la 
dote consistía en un contrato mediante el cual el 
padre vendia á su hija por cierto precio al hombre 
que la deseaba en matrimonio, si bien dando á la 
misma hija cierta participación en el precio de su 
venta. 
Veamos ahora cuáles eran los verdaderos dere-
chos de la mujer sobre sus bienes dótales. Durante 
su vida, ya hemos dicho que su único derecho con-
sistía en poder exigir, en caso de indigencia, que la 
socorriera el padre que habia estipulado la dote, y 
la habia recibido para administrarla y disfrutarla. 
Pero si la mujer no tenia hijos, podia disponer por 
testamento de todos sus bienes dótales en favor de 
quien quisiera. Teniendo hijos^ no podia disponer 
más que de la cuarta parte de la dote, porque los 
hijos eran herederos necesarios de lo restante (1). 
Pero estos hijos que tenian derecho á la dote ele su 
madre, eran los que procedian del matrimonio de 
la misma con el marido que habia dado la dote, y 
no los que la madre pudiese tener de otro marido 
diferente. Si la mujer casada moria sin hijos y sin 
disponer de sus bienes dótales, la heredaba el mari-
do que la habia dotado, y en su defecto, los parien-
tes más próximos de este (2). 
También podia ganar el marido la dote de la 
mujer durante su vida, y era cuando la repudiaba 
con causa. Pero las leyes no reconocian más que un 
motivo legítimo para el repudio, el adulterio de la 
mujer (3). Antes de la publicación del Código visi-
godo se acostumbraba también disolver el matrimo-
(1) For. Jud. L . 6, tít. I.0, lib. 3.°, y 1. 2, tít. 5.°, lib. 4.» 
(2) Id. L . 6, tít. I.0, lib. 3.° 
(3) Id. L . 1, tít. 6.o, id. 
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nio por mútuo consentimiento de los cónyuges ma-
nifestado por escrito ó ante testigos; mas este uso 
fué expresamente abolido Como contrario á las leyes 
divinas y eclesiásticas, y para asegurar más su pro-
hibición, se dispuso que la mujer repudiada sin cau-
sa legal, entrara en posesión de la dote que hubiera 
recibido del marido, y distribuyera entre sus hijos 
todos los bienes del mismo, aunque los hijos no 
fueran del marido que la repudió, y que no habien-
do hijos, hiciera ella suyos todos los dichos bie-
nes (1). 
Parece que la mujer no entraba en posesión de 
la dote durante la vida del marido, ni mientras que 
el padre ó la madre que habia recibido y estipulado 
los bienes dótales, tenia derecho para conservarlos 
en su poder. Las leyes del Código visigodo no están 
muy terminantes sobre esté punto. Por una parte, 
resulta de la ley 6, tít. I.0, lib. 3.°, que el padre ó la 
madre de la mujer eran los que debian recibir y á 
conservar los bienes dótales, para acudir con ellos á 
las necesidades de los cónyuges si venian á desgra-
cia. Por otra parte, resulta de diferentes leyes que 
la mujer podia en algún tiempo, manejar su dote, 
puesto que se le imponen ciertas limitaciones en el 
uso de ella. Pero ¿cuándo entraba la mujer en po-
sesión de estos bienes? Creemos que cuando morían 
sus padres y cuando quedaba viuda, pues aunque 
la ley no lo dice terminantemente, lo inferimos de 
su espíritu y de algunas otras disposiciones que su-
ponen esta posesión. Así es, que debia reservar la 
mujer para sus hijos, todos los bienes que hubiera 
adquirido de su marido, sin poder consumir más que 
los frutos (2); y como entre estos bienes debian con-
(1) For. Jud. L . 2, tít. 6.°, lib. 5.o 
(2) Id. L . 4, tít. 2.o, lib. 5.o 
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tarse los dótales, es claro que la prohibición no ten-
dría lugar si alguna vez no entrase la mujer en po-
sesión de ellos. Esta obligación era recíproca, por-
que el marido también estaba obligado á reservar 
para sus hijos todos los bienes que hubiese adqui-
rido de su mujer, aunque con la diferencia de que 
esta podia disponer en testamento de la cuarta par-
te de los dótales^ y como el marido no podia adqui-
rir bienes de esta especie, carecía de la misma l i -
bertad (1). 
Creian los godos que la dote era una circuns-
tancia indispensable del matrimonio solemne. Ne 
sine dote conjugium fiat, dice el epígrafe de una ley-
visigoda, y el texto después añade que no puede ve-
rificarse un matrimonio noble sin dote dada ó con-
firmada (2). No es fácil asegurar con. certeza lo que 
se entendía entonces por matrimonio noble (conju-
gium nolilis), pues esta calificación podia referirse á 
las personas que contraían el enlace ó á la natura-
leza y forma de este. En el primer caso, la prohibi-
ción de contraer matrimonio sin dote, se referia úni-
camente á los nobles, esto es, á los conquistadores, 
los godos; y por consiguiente la mayoría del pueblo 
que no pertecia á esta clase, estaba dispensada de 
aquella obligación. Pero creemos que también po-
día referirse la calificación de noble al enlace mis-
mo, porque en España, en aquel tiempo, los habia 
de dos especies, ambas reconocidas y autorizadas 
por la ley. Habla en primer lugar el matrimonio 
(1) Las cosas donadas por el rey á la mujer, en nombre 
del marido, no podia reclamarlas nunca la mujer, á ménos 
que hubiesen sido dadas por via de dote. Las cosas donadas 
en nombre de la mujer no podian ser reclamadas tampoco 
por el marido, excepto aquellas que la mujer le hubiese do-
nado particularmente. (L. 3, tít. 2.o, lib. 5.° For. Jud.) 
(2) For. Jud. L . 1, tít. I.0, lib. 3.° 
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cristiano que se verificaba con todas las solemnida-
des que requerían las leyes civiles y la iglesia: y La-
bia también el concubinato, que era la unión invo-
luntaria del hombre y la mujer que podian casarse, 
unión que se asemejaba en cierto modo al matri-
monio y que no prohibían las leyes, antes al con-
trario la reconocían, puesto que la sujetaban á cier-
tas condiciones, una délas cuales era que el hijo 
no habia de casarse con la concubina de su padre, 
ni el hermano con la del hermano (1). Tal vez seria 
este el conjugium non nohüis, no solamente porque 
carecía de solemnidad, sino porque las mujeres que 
entraban en él. solian ser todas de la plebe. Pero de 
cualquier modo, sea que la prohibición á que alu-
dimos se refiriese solamente á los nobles godos, ó 
á todos los que contrajesen matrimonio cristiano y 
solemne, prueba la alta consideración en que se te-
nia la dote, y que si no era una circunstancia esen-
cial en el matrimonio, pasaba por una solemnidad 
indispensable, cuya omisión era indigna de todo 
buen ciudadano, 
Prueba es también de la alta importancia que da-
ban los godos á esta solemnidad, la extremada lar-
gueza con que solian dotarlos maridos á sus muje-
res y los padres á sus hijos. Tanto debió ser en esta 
parte el imperio de las costumbres, que los padres 
y maridos se desprendían de una parte considera-
ble de su fortuna, para constituir dotes cuantiosas á 
sus mujeres ó hijos. Estos abusos dieron lugar á la 
intervención del legislador, quien puso límites es-
trechos á la facultad de dotar, para impedir que por 
vana ostentación y por obedecer el capricho de una 
costumbre peligrosa, los padres de familia se ar-
(1) For, Jud. L . 7, tít. 5,°, lib. 3,° 
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ruinaran ó favorecieran á unos hijos con perjuicio 
de los otros. A l efecto, .dispuso la ley que los seño-
res godos y oficiales del real palacio no pudiesen 
dar en dote á sus esposas ó hijas más que la déci-
ma parte de sus bienes; y que los padres, cualquie 
ra que fuese su rango social, no pudiesen constituir 
dote á sus nueras, en nombre de sus hijos, más que 
de la décima parte de los bienes que los mismos hi-
jos hubiesen de heredar de ellos, y de diez mance-
bos de servicio (pueros), diez mancebas (iméllas), 
veinte caballos y mil sueldos en vestidos y ropas. 
Pero estas restricciones no tenian lugar, sino cuan-
do la décima parte de la herencia del hijo valia 
más de mil sueldos, pues cuando no llegaba á esta 
cantidad, era libre el padre para señalar la cuantía 
de la dote (1). Citamos minuciosamente todas estas 
leyes porque, como veremos más adelante, son la 
base de toda nuestra legislación posterior sobre la 
materia. 
La constitución de la dote podia hacerse por es-
critura, pero bastaba para su solemnidad y para que 
fuera irrevocable, que se prometiera al tiempo de 
celebrar los esponsales, y de entregar el esposo á la 
esposa el anillo nupcial. Esta ceremonia se verifi-
caba . generalmente en casa de la esposa, en presen-
cia de los parientes y amigos de los futuros cónyu-
ges. El anillo era prenda no solamente de promesa 
matrimonial, sino también de la dote que se pro-
metía. 
He aquí todo lo que sobre la dote disponían las 
leyes godas. Las donaciones que después conocemos 
con el nombre de arras y propter nupcias, tienen su 
origen en las leyes citadas, pero han variado de for-
(1) For. Jud. L..G, tít. I .0 , lib. 3.o 
Est. juvíd.—T. II. 
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ma. La mujer no podia recibir del marido, mas que 
el décimo de su hacienda y los veinte mancebos, los 
veinte caballos y los mil sueldos en ropas y vesti-
dos, todo lo cual se llamaba dote. Después se llamó 
arras, diezmo y donadío. El marido no podrá recibir 
nada de la mujer hasta un año después de contraido 
el matrimonio, ni la mujer tampoco podia recibir 
nada del marido fuera de la dote, hasta después de 
pasado el mismo tiempo, á no ser que uno ú otro se 
hallaran en peligro de muerte (1). Pasado el primer 
año de matrimonio, podia la mujer hacer donación 
á su marido de un valor igual á aquel que ella 
hubiere recibido del mismo, por razón de dote (2). 
Pero la mera constitución dotal, no producía 
efecto alguno hasta después de celebrado el matri-
monio; de modo que si no llegaba este á verificarse, 
no tenia la mujer derecho alguno, como no fuera el 
que le daban los esponsales, de los cuales no trata-, 
mos ahora, porque no entran en nuestro propósito. -
Sin embargo, en el Fuero Juzgo castellano, hay una 
ley que dispone que cuando muera el esposo des-
pués de celebrados los esponsales y dadas las arras, 
gane la esposa la mitad de todo lo que de él haya re-
cibido, si ha sido besada por el mismo, y que no ten-
ga este derecho, cuando no haya mediado el beso 
nupcial; pero si quien muere es la esposa y el esposo 
ha recibido de ella alguna donación, debe este resti-
tuirla haya á no mediado beso (3). Aunque esta ley 
(1) For. Jud. L . 6, tít. I.0, lib. 3.° Las donaciones que pa-
gado el año podían hacerse recíprocamente los cónyuges, no 
eran válidas, sí no constaban por escritura pública celebrada 
ante tres testigos. 
(2) Quantum sibi ipsa dari pojwsecrit... Esta disposición 
está tomada del derecho romano, y se halla consignada en 
la l . 6,tít. l.0,lib. 3.0For. Jud. 
(3) L . 5, tít. 1 ° lib. 3.° Fuero Juz. 
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ll0 sea auténtica ó del tiempo de la dominación goda, 
supone la costumbre de hacer la esposa donaciones 
al esposo antes de celebrar el matrimonio, lo cual se 
infiere por otra parte de varias leyes. Pero como 
aunque así sucediese, la citada no existe en ninguno 
de los originales latinos conocidos basta ahora del 
Código visigodo, ni hay tampoco alusión á ella 
en ninguna de las leyes auténticas que quedan del 
mismo Código, sospechamos que esa ley fué introdu-
cida muy posteriormente por los copistas, en la tra-
ducción que con el nombre de Fuero Juzgo, mandó 
hacer el rey San Fernando. Confirma también esta su-
posición la circunstancia de encontrarse reproducida 
dicha ley en algunos fueros de la Edad media; lo 
cual prueba en nuestro concepto, que estaba en ob-
servancia al hacerse la traducción del Código visigo-
do, y que se introdujo en las copias que de é . se 
sacaron, para mantenerla vigente, así como se inser-
taron algunas otras que tampoco se hallaban en los 
Códices latinos. Por regla general no debe conside-
rarse como propia de aquel antiguo Código, ninguna 
ley que no se halle en los manuscritos latinos del 
mismo (1). 
La dote, pues, entre los godos, era el precio que 
el marido ú otro en su nombre, pagaba por la ad-
(1) Aunque no se halla esta ley en el Forum Mdieum, 
como dice el texto, se encuentra sin embargo en un Código 
más antiguo, el Breviario de Alarico. Según él, además de 
la dote que la mujer traia al matrimonio, mediaban en este 
ciertas donaciones, que el esposo hacia á la esposa al tiempo 
de celebrar esponsales. Si por culpa del esposo dejaba de 
verificarse el matrimonio, ganaba la mujef estas donaciones. 
Si el matrimonio no se verificaba por muerte del esposo, 
debia la mujer devolver á los herederos de éste aquellas_ do-
naciones íntegramente, si no habia mediado beso, y la mitad, 
si hubiese mediado. (Cod. Theod. L . S., tít. 5.°) Por lo tanto, 
si en los originales latinos del Forum Judicum no se en-
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quisicion de lá mujer. A medida que la condición 
de esta fué levantándose de la abyección en que 
estaba por jas costumbres primitivas; á medida que 
la civilización y el cristianismo fueron ennoblecien-
do á la mujer, se fueron modificando las institucio-
nes que tenian relación con ella. Si la dote era el 
precio de la mujer, y la mujer habia de participar 
en cierto modo de la condición de su marido, es 
claro que el interés y el amor propio del marido 
debían propender á que por la cuantía de ,1a dote, 
se juzgara del, valor y dignidad de la mujer. De 
aquí la costumbre de dar dotes opulentas, que pro-
vocaron las leyes suntuarias de que liemos hecho 
mención: los derechos limitados de la mujer para 
disponer de cierta parte de su dote, y la obligación 
del padre ó de la madre, que recibía los bienes do-
tales, de acudir con ellos á los cónyuges si venian á 
mala fortuna.- Como la mujer no era la esclava del 
marido, ni estaba sujeta al repudio, sino por causa 
de adulterio, no podia menos de tener ciertos dere-
chos sobre sus bienes dótales, que limitaban los res-
pectivos de su marido. A.sí, pues, entre los godos, la 
dote empezaba á salir de su infancia, pues aunque 
todavía conservaba las formas de su primitivo orí-
gen, ya comenzaba á variar de carácter y á trasfor-
cuentra la ley citada del Fuero Juzgo castellano, esto puede 
depender de que aunque el uso á que ella se refiere existiese 
en España, los legisladores godos no quisieron sancionarlo, 
por creerlo contrario á la honestidad y á las buenas costum-
bres. Tal vez los autores de los fueros municipales encentra^ 
ron todavía vigente esta práctica, que habia comenzado con 
la legislación romana, y por eso la adoptaron. Pero si en 
efecto, hubiese hecho esta ley parte del Código visigodo, 
¿cómo era posible que entre tantos manuscritos latinos que 
se conservan de aquella colección, hecho cada uno en época 
diferente y copiado de un original distinto, no la insertara 
ninguno? 
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inarse de precio vi l del cuerpo de la mujer, en ga-
rantía que daba el esposo á la esposa de sufragar 
en lo futuro las cargas del matrimonio. Aún dista-
ba de ser la institución social que conocemos hoy; 
pero tampoco se parecía ya á la venta de las muje-
res que acostumbran los pueblos salvajes, por más 
que conservara sus formas groseras. La dote, según 
el derecho gótico, es el primer paso que da la insti-
tución al salir de la barbarie para acomodarse á las 
necesidades de la sociedad. 
SEGUNDO PERÍODO. 
Al derecho gótico siguió, como es sabido, el de-
recho foral: la sociedad sufrió, con la conquista de 
los árabes, un sacudimiento terrible, que alteró 
y modificó todas las instituciones. Sin embargo, 
el derecho civil, que ha vivido largo tiempo, y está 
profundamente identificado con las costumbres, es 
lo último que se deja arrancar un pueblo conquis-
tado. Es fácil variar la forma de. gobierno y de ad-
ministración; también lo es alterar las relaciones de 
ios súbditos con el Estado; los conquistadores pue-
den suprimir en un di a el derecho público, adminis-
trativo y penal de una nación; pero lo que no pue-
den hacer sino al cabo de mucho tiempo y con el 
consentimiento del pueblo sometido, es variar las 
obligaciones y los derechos privados que nacen de 
ia familia y de las relaciones particulares entre los 
individuos. Así es que los pueblos conquistados no 
suelen abandonar su derecho civil para tomar el de 
los conquistadores, sino cuando ya han consentido 
en la conquista, fundiéndose con la raza enemiga. 
' Esta observación explica por qué los españoles 
conservaron el derecho civil gótico, después de la 
conquista de los sarracenos, sin más alteraciones, 
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que las que naturalmente iban introduciendo las 
costumbres y la civilización, ó independientemente 
de la acción de los dominadores. Sabido es que du-
rante los ochocientos años que estuvieron los ára-
bes en España, no dejaron los cristianos ni ün solo 
momento de resistirles'; y que en las montañas de 
Astúrias primero, y después en las ciudades que 
recuperaban, conservaron cuidadosamente, con la 
religión, sus antiguos usos y sus leyes seculares. Así 
es como se mantuvo en observancia el Código vi-
sigodo, y especialmente el derecho civil contenido 
en él, porque sobre ser este el que siempre se iden-
tifica más con la vida íntima del hombre, es tam-
bién el que más tiempo dura en armonía con las 
costumbres. 
Él nuevo derecho foral que nació entonces, no te-
nia por objeto abolir el derecho gótico, sino comple-
tarlo y acomodarlo á las costumbres, en la parte en 
que ya no estaba en consonancia con ellas. El Có-
digo visigodo continuó, pues, siendo la base y fun-
damento del derecho español, y los fueros eran su 
suplemento, ya en la parte que aquel antiguo Códi-
go tenia de impracticable, ya en la que no ofrecía 
aliciente bastante á los nuevos pobladores de las vi-
llas y ciudades reconquistadas, para abandonar el 
reposo de sus antiguos hogares, por los peligros que 
ocasionaba la defensa de los nuevos. Así es que los 
fueros tratan principalmente del derecho penal y 
administrativo, en los cuales el Código antiguo no 
podia estar ya en uso, y secundariamente del dere-
cho civil; en lo primero hicieron grandes innovacio-
nes; en lo último, pocas y ningunas fundamentales. 
Por eso, al paso que las instituciones administrati-
vas y las disposiciones penales se trasformaban pro-
fundamente en la época foral, las instituciones del 
derecho civil conservaban su antiguo carácter, aun-
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que con la variedad en la forma, que era propia de 
aquel tiempo de descentralización y anarquía. 
Para dar idea de aquella legislación en la parte 
de que tratamos, separaremos las reglas que eran co-
munes á la mayor parte de los^  fueros, de las que 
eran especiales á algunos, y así se verá como casi 
todo lo que era común procedía de la antigua legis-
lación gótica, y lo que era especial, de las nuevas 
costumbres. 
Durante toda la época á que nos referimos, con-
servaron los españoles escrupulosamente la ley an-
tigua, en virtud de la cual era siempre el marido, ú 
otro en su nombre, quien constituia la dote á la 
mujer. Así se usó constantemente en Castilla, León, 
Navarra, Aragón y Cataluña, donde se sabe de cier-
to que no dejó de estar en observancia el Código 
visigodo, y lo mismo debió suceder en el resto de 
la Península, pues los fueros que posteriormente se 
dieron á ciudades de Andalucía, Toledo y Extrema-
dura, suponen igual costumbre. 
• También continuó observándose la de ser los pa-
dres ó parientes de la mujer los que estipularan y 
recibieran su dote. Pruébalo así el Fuero de Sala-
manca, que dice: «Todo vecino de Salamanca que 
más tomar por su fiya ó por pariente, de 30 mara-
vedís, ó 20 en vestidos, peche cada domingo 20 mara-
vedís.» Pero lo que no se sabe fijamente, es si el pa-
dre podría conservar la dote en su poder, como su-
cedía en la época anterior, ó bien si debia entregar-
la á su hija después de verificado el matrimonio. 
Parege probable que no se siguiera sobre este punto 
una regla constante, hasta que el Fuero Real esta-
bleció la siguiente: «Si la mujer era menor de vein-
ticinco años, debia su padre ó pariente más próxi-
mo retener la dote, dándole, sin embargo, sus fru-
tos, y la hija no podía reclamarla hasta que llegaba 
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á la mayor edad (1). El Fuero Real era, como es sa-
bido, un Código formado en su mayor parte de dis-
posiciones tomadas de los fueros municipales; es, 
pues, muy probable que de alguno de estos proceda 
la ley que hemos citado. En tal caso debió ser cos-
tumbre general que el padre ó los parientes en su 
defecto, estipularan y recibieran la dote de'la mujer 
con obligación de devolverla desde luego, si era esta 
mayor de veinticinco años, y con derecho á retener-
la, entregando únicamente los frutos, mientras que 
la mujer no cumpliese aquella edad. 
Puede inferirse también de esta ley, que la mujer 
mayor de edad era administradora de su dote; si no 
fuera así, ¿por qué habia de tener el padre derecho 
á retenerla, mientras no llegaba la hija á la mayor 
edad? Si el marido hubiera de ser el administrador 
de la dote, ¿por qué habia de atenderse á la edad 
de la hija, para entregarle aquella ó retenerla? Según 
el mismo Fuero Real, á los veinticinco años eran 
capaces las personas para administrar sus bienes; 
consecuencia era de este principio el que la mujer 
no recibiera su dote hasta cumplir dicha edad; lue-
go si se le entregaba, era para que la administrase 
y dispusiese de ella conforme á la ley. 
Esta facultad de administración era muy confor-
me con otros derechos que concedían los fueros á 
la mujer sobre su dote. Según las más antiguas 
costumbres de Castilla, la viuda no podia enajenar 
íos bienes dótales que habia recibido de su marido, 
porque los herederos de este tenían derecho á rei-
vindicarlos, entregando por ellos 500 sueldos; y por-
que aunque no la reclamaran, tenian derecho á he-
redarlos ó recogerlos, cuando la viuda moria ó pasaba 
(1) L . 3, íít. 2.°, lib. 8.° Fuero Keal. 
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4 segundas nupcias. Así lo disponía el Fuero Viejo 
de Castilla, que es el Código general más antiguo 
que poseemos, después del visigodo, en el cual se 
recapitularon los usos y costumbres de los castella-
nos en los primeros siglos de la reconquista (1). 
Pero sea porque esta costumbre no existiese fuera 
de Castilla, sea que se modificase con el tiempo, por 
lo que perjudicaba á los intereses de la mujer, los 
fueros posteriores al Viejo, y particularmente el 
Real, extendieron los derechos de aquella sobre sus 
bienes dótales, permitiéndole disponer de todos 
ellos en vida y en muerte, cuando no tenia hijos 
del marido que la habia dotado, y sólo de la cuarta 
parte, cuando los tenia. De modo que la mujer pe-
dia enagenar todos sus bienes dótales ó dejarlos por 
testamento á quien quisiera, si no tenia hijos del 
marido que la dotó; si los tenia no gozaba de la 
misma facultad, sino respecto á la cuarta parte de 
dichos bienes. Tan respetado era este derecho de la 
mujer, que la ley le concedía expresamente la fa-
cultad de enajenar el todo ó la cuarta parte de m 
dote, según los casos, sin hacer mención del consen-
timiento del marido, como no sea para decir que 
este no pedia legalizar la enagenacion que hiciese 
su mujer de más de la cuarta parte de su dote, si 
tenia hijos (2). 
Por otra parte, los derechos del marido respecto 
á la dote eran limitadísimos. Una vez constituida 
(1) L. 1, tít. l.o, lib. 5.° Fuero Viejo. Créese fundadamente 
que este Código se formó en los últimos años del siglo x, 
aunque posteriormente se aumentó con muchas leyes, princi-
palmente las de las Oórtes de Nájera, hasta que D. Pedro el 
Justiciero lo publicó en la forma que lo conocemos hoy. La 
ley citada tiene señales de ser de las más antiguas. 
(2) L. 1 y 4, tít. 2.°, lib. 3.° Fuero Real. 
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esta, salía de su poder, y la mujer, ó sus padres ó 
parientes, eran los que la administraban, según se 
ha visto antes. Tampoco podía enagenarla, aunque 
fuese con el consentimiento de su mujer (1), al paso 
que esta podía hacerlo sin el suyo, con arreglo á la 
ley, puesto que ninguna disposición hallamos que 
exija tal consentimiento. Lo único que quedó al 
marido fueron sus antiguos derechos de recuperar 
los bienes dótales, cuando la mujer cometía adulte-
rio, y heredarlos á falta de hijos, cuando la mujer 
no había dispuesto de ellos en vida ni por testa-
mento (2). Los herederos del marido difunto tenían 
este mismo derecho, cuando la mujer moría sin dis-
poner de la dote. Ultimamente, si después de entre-
gada esta, no se verificaba el matrimonio, el esposo 
podía recuperarla ó no, según los casos. Por costum-
bre ^ antigua de Castilla, consignada en el Fuero 
Viejo, la mujer ganaba la dote cuando su prometido 
la había besado y abrazado. Según fueros posterio-
res, no podía retener más que la mitad, y en nin-
gún tiempo pudo retener nada, sí no había mediado 
beso. 
La antigua ley gótica, que fijaba un límite á la 
cuantía de la dote, continuó observándose en mu-
chas provincias, pero en otras dejó de estar en prác-
tica: unos fueros no señalaban tasa alguna á la 
dote; otros la señalaban, pero con suma variedad. 
En Toledo, León, Andalucía, Aragón y Catalu-
ña, siguió observándose escrupulosamente la ley 
que fijaba, como máximum de la dote, la décima 
parte de la herencia que el marido, en cuyo nombre 
se constituía, había de recibir de su padre. Así lo 
prueban diversas escrituras de los siglos xr, x n y xrv. 
(1) L. 4, tít. 2.°, lib. 3.°, id. 
(2) L. 1, tít. 2.°, lib. 3.°, id. 
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Según una de las más antiguas, otorgó Ansur Gó-
mez carta dotal á su mujer, por la que le dió para 
después de sus días, la décima parte de su hereda-
miento, según lo dispuesto en la ley, un caballo con 
silla y freno de plata, la villa que tenia de su padre 
y una piel de alfaneque (1). En 1039 Ramón Be-
renguer, conde de Barcelona, otorgó carta dotal, en 
que dió á su mujer^ la décima parte de sus bienes, 
expresando que lo hacia así por arreglarse á Jo que 
dispoma la ley de los godos. Quod legem gothicam con-
firmat, dice el texto. Otra escritura se conserva de 
1053, en que Ramón, conde de Pallars, dota á su 
mujer en la décima parte de todos sus bienes, y cita 
textualmente la ley gótica, que señala esta suma 
como tasa de la dote. 
Otro documento curioso existe también de este gé-
nero, que es la carta dotal otorgada, al parecer, por el 
Cid á su mujer Jimena, en la que se cita el Fuero de 
León, pues así se llamaba entonces el Código visigo-
do, y se determina con arreglo á él, la porción de la 
dote. Así habla el otorgante: « Yo Rodrigo Diaz. recibí 
por mujer áXimena... Quando nos desposamos pro-
metí dar á la dicha Ximena las villas aquí nombra-
das, hacer de ellas escriptura y señalar por fiadores 
al conde N.. . Todo esto os doy y otorgo en arras, á 
vos, mi mujer Ximena, conforme al Fuero de León: 
lo qual otorgo y prometo yo Rodrigo Diaz, á vos mi 
esposa, por decoro de vuestra hermosura y pacto de 
matrimonio virginal (2). 
(1) Pro titulo dotis, post obitum meum, X portione tibí 
concedo, secundum in lege continetur... et caballo cum sela 
argéntea et freno argénteo, et villa quse babeo de pater meo., 
et una pele alfaneque et alia delegata. {Historia de Sáhagun) 
(2) Esta escritura fué publicada por Sandoval, y por Rissco 
en su obra La Castilla, apéndice 3.°, y tanto este autor como 
Marina la consideran propia del Cid. Esta aserción parecerá 
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Pero la prueba más incontestable del escrupuloso 
empeño con que se observaba en algunas partes el 
derecho civil de los godos, se halla en una escritura 
otorgada en Toledo en 5 de Julio de 1370, que es un 
verdadero comentario de la ley gótica sobre la tasa 
dotal, Hé aquí lo más notable de este documento: 
«Yo Garci López, hijo de Pero López, é alguacil 
mayor dé Toledo, queriendo rescibir et mantener 
esta orden de matrimonio con vusco Francisca 
Gudiel... et porque es razón et guisado que vos, la 
dicha Francisca Gudiel, hayades diezmó et arras de 
todo mi haber; por ende yo sope todo mi haber así 
mueble como raíz, é así paños, é joyas, é bestias, é ar-
mas, é plata, é heredades ó otros bienes, ó aprecíelo 
todo bien ó verdaderamente é fallé por cierto que es 
tanto de que vos lá dicha Francisca Gudiel, podedes 
é debedes haber por vuestro diezmo, é por vuestras 
arras por honra é derecho de vuestro casamiento con-
migo, 20.000 maravedís de la moneda que se agora 
usa. Et porque yo esto fallo et es así verderamente, 
por ende yo el dicho Garci López do á vos la digha 
Francisca Gudiel, los dichos 20.000 maravedís... Et 
otorgovos que los hayades estos dichos 20.000 ma-
ravedís por vuestras arras et por vuestro diezmo, 
contado hi los diez mancebos, .et las diez mancebas, 
et los veinte caballos, et los 1.000 sueldos de las do-
nas que dice en la ley del Fuero del libro Juzgo, 
que dicen de León, el qual fué fecho en Toledo, del 
quizá aventurada, y los eruditos hallarán razones para pro^ 
bar que es de época posterior á la en que vivió aquel perso-
naje. No hace á nuestro propósito entrar en esta cuestión; 
sea la carta del mismo Cid, ó de algún señor llamado Eodri-
g^o Diaz, que viviera algunos siglos después, siempre probará 
'nuestro aserto, á saber: que en León, en los siglos de que 
tratamos, se constituían las dotes con arreglo al Código vi-
sigodo. 
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qual fuero yo so... et sometome á este fuero... et en 
esta razón yo el dicho Garci López, renuncio _ ex-
presamente lo que en la ley del dicho fuero del libro 
Juzgo se contiene, que contra esto sea, la qual ley 
comienza: «Porque muchas veces nasce contienda en-
tre los que quieren casar sobre Jas arras.» Et otro-
sí renuncio el Fuero de los Castellanos, en que diz 
que nenguno non puede dar á su mujer en arras, ni 
en casamiento más de 500 sueldos...» Este docu-
mento da mucha luz sobre el punto de que vamos 
•tratando, porque además de revelar la exactitud es-
crupulosa con que se observaba en Toledo el dere-
cho civil gótico seis siglos después de la conquista, 
pone de manifiesto lo que sucedía en otras provin-
cias; esto es, que al mismo tiempo no regia en 
otras partes aquel derecho, sino con las modificacio-
nes introducidas en él por los fueros municipales y 
por las costumbres posteriores. El diezmo de la he-
rencia paterna; los diez mancebos y las diez mance-
bas; los 20 caballos y los 1.000 sueldos que Garci 
López dió á su mujer en dote, es todo lo que la ley 
antigua citada antes permitía á los señores godos 
dar á sus mujeres. Pero el Fuero Viejo de Castilla, 
que Garci López, llama de los castellanos, y otros 
fueros particulares, hablan ya modificado esta parte 
de la anterior legislación. 
Entre los varios privilegios que concedieron mu-
chos fueros á los nuevos pobladores de las villas y 
ciudades recien conquistadas á los sarracenos, hubo 
de ser uno sin duda, el dispensarles de la ley que 
limitaba la cuantía de la dote. Esta libertad ele do-
tar debia ser considerada como una ventaja^ por 
que los españoles continuaron hasta muchos siglos 
después de la conquista, haciendo punto de lujo y 
ostentación en las familias el celebrar los matrimo-
nios con dotes cuantiosas, regalos dispendiosos y 
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fiestas brillantísimas. No es extraño, pues, que con-
sideraran como un favor singular, la dispensa de las 
leyes antiguas, que les impedia satisfacer con liber-
tad esta exigencia de las costumbres. 
Entre los varios fueros que no señalaron límite á 
la dote, podemos citar el antiquísimo de Oviedo, pu-
blicado en 1145, que permitía al marido dotar á la 
mujer en cuanto conviniere con los parientes de 
esta, según fuero de la villa (1). El Fuero de Cáce-
res, publicado en 1229, concedía la misma libertad. 
Quien uxorem duxerit, dice, det ei in arras y en ves-
tidos y en 'bodas cuanto se aviniere con los parientes de 
la esposa, et prenda fiadores de arras et por repintaias 
de C maravedis. 
A l mismo tiempo otros fueros reconocian el prin-
cipio de la tasa de la dote, pero ensanchaban consi-
derablemente el límite que Labia establecido la ley-
gótica. Esto era también un privilegio para los nue-
vos pobladores, aunque no tan grande como el que 
concedían los Fueros de Oviedo y Cáceres. 
En Castilla, según antiguo fuero, establecido ó 
confirmado en las Cortes de Najera, y recopilado en 
el Fuero Viejo, todo fijo-dalgo podia dar á su mujer 
en dote la tercera parte de su heredamiento (2). A 
este fuero y libertad es al que renunció Garci López 
en la escritura últimamente citada, sometiéndose al 
Fuero Juzgo, que señalaba por tasa á la dote, la dé-
cima parte del heredamiento, en lugar de la tercera. 
Otros fueros señalaban por tasa dotal una can-
il) Dice así este Fuero: Home que muller prende pedida 
á sus parientes ó á sus amigos e por concelio et arras l l i dier, 
aut que la esposa, diallo fiador de sus arras, qmles se convi-
nieren por foro de la yilla... 
(2) Cortes de Nájera, tít. 99, y Fuero Viejo, ley 1, tít. I.0, 
11b. 5.' 
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tidad fija é invariable, pero de cuya importancia no 
podemos formar cabal juicio, porque se ignora la 
correspondencia de la mayor parte de la moneda de 
aquel tiempo con la nuestra. Sin embargo, puede 
asegurarse que el máximun de 20 ó 30 maravedís, 
que establecen muchos fueros, era en aquella época 
una cantidad de consideración, puesto que favore-
ciendo la libertad de dotar, se trataba de llamar po-
bladores á las ciudades ganadas á los moros, y de 
promover los matrimonios para reparar los estragos 
que la guerra hacia en la población. Los Fueros de 
Cuenca, Plasencia, Baeza y otros lugares permitían 
dar en dote basta veinte áureos (1). El Fuero de 
Uclés señalaba por tasa 20 maravedís, la tercera 
parte de los cuales babian de ser dados al tiempo de 
la boda, y pudiendo dar fiadores por el resto. Con-
tiene además este Fuero una excepción singular, que 
no se halla en ningún otro, y es que si no se recla-
ma al marido en vida la parte de la dote que no hu-
biere entregado, no se le pueda pedir después de 
su muerte á sus hijos ni herederos, excepto al fia-
dor, si lo hubiere (2). El Fuero de Salamanca per-
mitia dar 30 maravedís en dote y 20 en vestidos, 
so pena, si se daba más, de pagar 20 maravedís cada 
domingo. El Fuero de Molina* permitía dotar á la 
mujer, si era doncella, en 20maravedís, 40 medidas 
de vino, un cerdo, siete cameros y cinco cahíces de 
(1) Mando quod quicumque cum puellam desposaverit 
det ei 20 áureos in dotem, vel apreciaturam vel pignus 20 
aureorum. 
(2) Totus homo qui arras bebiere a dar, non det mas de 20 
mdravetinos, tertia pars in boda, per foro de TJcles: et si in 
vida non demandarent, postea non respondeant nec filii nec 
parantes, sed homo qui fiador entrare por arras respondeant 
«t pectet YÍVO, sedendo et qui eam misserit. 
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trigo, y si era viuda, solamente en 10 maravedís (1), 
Pudiéramos citar otros muchos fueros que contie-
nen disposiciones semejantes, pero las dichas bas-
tan para dar una idea completa de la manera cómo 
se modificó en algunas provincias la antigua ley gó-
tica de que vamos tratando. 
Vemos que de todas las leyes posteriores á la con-
quista, que limitaban la cuantía de la dote, sólo las 
de las Córtes de Nájera fijaban como tasa una par-
te alícuota del caudal del marido, pues todas las de-
más establecían un máximum invariable. Pero esta 
libertad no era sin embargo tan absoluta como á 
primera vista parece, pues aunque el marido podia 
dar á su mujer en dote, la tercera parte de su ha-
cienda, cualquiera que fuese el valor de esta, la 
mujer no tenia derecho á disfrutar después, de la 
muerte de su marido, mas que el valor de 500 suel-
dos, puesto que los herederos de aquel podian exi-
gir á la viuda todos los bienes dótales, siempre que 
le diesen en su lugar aquella suma (2). Esta singular 
disposición, que no se halla consignada en los de-
más fueros municipales, da á entender quizá que 
antes de ella, el máximum de las dotes en Castilla 
eran 500 sueldos, y que habiéndose querido favore-
cer la libertad de dotar, sin perjuicio de los herede-
ros de los maridos, se señaló por tasa de la dote,, 
una parte alícuota considerable del caudal del espo-
so, pero sin que sus herederos resultaran perjudica-
(1) «Qui casare con mujer virgen del en arras 20 marave-
dís et 40 mensuras de vino, e un puerco, e 7 carneros, e 5 ca-
fices de trigo; á la viuda. 10 maravedís.» El Fuero de Soria 
mandaba, que «todo aquel que con manceba en cabello, que 
sea de la víella, casare, del 20 maravedís en arras, ó aprecia-
míento ó pennos de 20 maravedís.» 
(2) Fuero Viejo, L. 1, tít. I.0, iib. 6.° 
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dos en la porción á que tenían derecho, como suce-
día, facultándolos para reivindicar la dote, mediante 
la entrega de la suma que anteriormente era su 
máximum. 
Sí efectivamente esto era así, no podemos menos 
de hacer notar una coincidencia notable. La pena 
llamada en todos los fueros del omecíllo, era la in-
demnización que el homicida debía pagar á la ciu-
dad ó á los parientes del muerto, por el daño que 
les había causado, quitando la vida á un hombre. 
Quinientos sueldos era el precio que daban casi to-
dos los fueros á esta indemnización; de modo que 
las leyes que habían apreciado escrupulosamente el 
valor metálico de todos los daños físicos que podia 
sufrir el individuo, había estimado también el va-
lor total de una persona. Sobre el precio de los ojos, 
de los brazos, de las contusiones, solia haber varie-
dad, pero acerca del valor de la persona, había casi 
perfecta concordancia; pues todos los fueros se ha-
bían convenido en apreciarla en 500 sueldos. Aho-
ra bien, si por límite dotal se establece la misma 
suma ¿no se dá á entender que la dote es el precio 
que el marido paga por la persona de la mujer? Si el 
que mata á una mujer no debe por ella más que 600 
sueldos, parece natural que el que la hace suya, to-
mándola por esposa, no debe pagar tampoco mayor 
suma. La ley que señala los 500 sueldos como máxi-
mun de la dote, es tal vez una consecuencia de las 
que estimaban en la misma suma el valor de la per-
sona. Aquella ley ó costumbre hubo de existir en 
Castilla, en los primeros siglos de la invasión de los 
árabes, esto es, cuando la condición de la mujer no 
era todavía mejor que en la época de los godos: y 
he aquí un vestigio incontestable del carácter pri-
mitivo de la dote, precio de venta del cuerpo de la 
mujer. 
Eat. jtwíd.—T, I I . , S 
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Ultimamente, cuando D. Alfonso el Sabio trató 
de reunir en un código las costumbres y fueros 
particulares que más en armonía estaban con las 
necesidades del país, uniformando el derecho y pre-
parando el camino á las leyes de Partida, publicó 
el Fuero Real. Para consignar en este Código algu-
na de las disposiciones vigentes sobre la tasa dotal, 
procuró escoger aquella cuyo uso fuera más co-
mún, y eligió la más antigua, que era al mismo 
tiempo la más razonable. Así es, que en el Fuero 
Real se encuentra reproducida la antigua ley de 
ios godos, que prohibía dar en dote á la mujer más 
del diezmo de la hacienda del marido. «Todo home 
que casare, dice este Código, non pueda dar más en 
arras á su mujer del diezmo de cuanto oviere, ó si 
más le diese, o pleito sobre ello ficiere, non vala;» 
añadiendo que los parientes del marido podrían re-
clamar contra semejante dote, como inoficiosa (1). 
La misma limitación se impuso al padre cuando 
constituía dote á la nuera, en nombre de su hijo, 
mandando que no pudiera exceder aquella de la dé-
cima parte de la herencia que correspondía á este. 
Y por último, se dispuso que cuando se prometiera 
dote superior á la tasa, no pudiera exigirse, sino en 
la parte que cupiera dentro de ella (2). Estas dispo-
siciones empezaron á uniformar el Derecho en Es-
paña, sobre el punto de que tratamos. 
Respecto á la manera y tiempo de constituir la 
dote, las leyes y documentos que hemos citado dan 
bastantes noticias. Hacíase generalmente la consti-
tución dotal por escritura pública, antes del matri-
monio, y mediando, lo mismo que en tiempo de los 
godos, la entrega por el esposo á la esposa, del ani-
(1) Fuero Eeai. L. 1. tít. I.0, lib. 3.° 
(2) Id. L, 1 y 2, tít. I.0, lib. 3.° 
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lio nupcial. En esta parte nada habían variado las 
costumbres. Este anillo se llamaba arra, esto es, 
señal ó prenda de la promesa de contraer matrimo-
nio y de entregar la dote estipulada. Dábanse ade-
más fiadores que respondieran de ella, ios cuales 
en todo tiempo quedaban obligados á satisfacerla, si 
el marido no quería ó no podía entregarla. En al-
gunos pueblos intervenía la autoridad pública en 
estos^  contratos, pues se hacían las estipulaciones 
matrimoniales con la mediación • del concejo (1). 
También se acostumbraba estipular en las cartas 
dótales, que si el marido faltaba á su promesa, pa-
garía cierta cantidad de multa, en pena de su arre-
pentimiento (2). En algunas provincias se entrega-
ba una parte de la dote antes de contraer el matri-
monio- y el resto después, aunque lo más común era 
entregarla toda después de verificado el enlace-(3). 
Otra de las novedades que ofrece la legislación 
de este tiempo sobre la materia de que tratamos, es 
la de haber dividido en dos donaciones distintas la 
dote de los godos, dando lugar así á que la mujer 
tuviera sobre cada una de ellas derechos diferentes. 
Recuérdese que según la ley gótica, podía el marido 
dar á su mujer el diezmo de su haber y además 
veinte mancebos, veinte caballos y mil sueldos en 
vestidos, y que todo esto junto constituía la dote. 
Hemos dicho que en prenda de la palabra de casa-
miento y de la promesa dotal, entregaba el esposo á 
la esposa un anillo llamado arra. Con el tiempo, 
fuera para eludir en cierto modo la tasa de la dote, 
(1) Fuero de Oviedo de 1145. (Véanse las palabras en la 
nota de la p. 30.) 
(2) Fuero de Oáceres... «et por repíntalas de O. maravedís.» 
(3) Fuero de IJclés. (Véanse las palabras en la nota 2, ná-
gmaSl.) ' r 
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fuera para dar una garantía más y una solemnidad 
nueva á los esponsales, se introdujo la costumbre 
de entregar con el anillo nupcial, las alhajas, vesti-
dos y mancebos de que habla la ley gótica. Esta es-
pecie de donación tomó su nombre del anillo que la 
acompañaba, y se llamó arras también. Así es, que 
según las antiguas costumbres de Castilla, el mari-
do podía dar á la mujer, además de los quinientos 
sueldos ó el tercio del heredamiento en dote, una do-
nación en ropas, alhajas y criados. He aquí el orí-
gen de las arras propiamente dichas. 
La noticia más antigua que se encuentra sobre 
ellas, es una ley de las Córtes de Nájera, inserta en 
el Fuero Viejo, que dice era costumbre inmemorial 
en Castilla, que todo fijodalgo pudiera hacer á su 
mujer al tiempo del casamiento, pero antes que se 
juraran, una donación en alhajas, vestidos y cria-
dos, independientemente de la dote, y aunque el es-
poso tuviera hijos de otra mujer. Es tan notable y 
singular esta ley, que no podemos menos de copiar-
la aquí. «Todo fijodalgo puede dar á su mujer en 
donación, á la hora del casamiento, ante que sean 
jurados, habiendo fijos de otra mujer, é non los ha-
biendo. E el donadlo quel puede dar es este: una 
piel de abortones (1), que sea muy grande et muy 
larga: et debe haber en ella tres cenefas de oro; ó 
quando fuere fecha, debe ser tan larga, que pueda 
un caballero armado entrar por una manga é salir 
por la otra; é una muía en sellada ó enfrenada : ó un 
vaso de plata é una mora, é á esta piel dicen 
ofíiz (2).» Tales eran las cosas con que se sustituye-
(1) Llamábanse así los corderos recién nacidos 
(2) i Fuero Viejo. L. 2, tít. I.0, lib. 5.° Sin duda era objeto 
ae lujo en aquel tiempo, el que toda familia noble poseyese 
un offiz de extraordinarias dimensiones; v para que se con-
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ron. en Castilla los veinte mancebos, los veinte ca-
ballos y los mil sueldos en ropas que podían hacer 
parte de la dote en tiempo de los godos. Pero tal vez 
hubo de abusarse de esta facultad de donar; quizá 
los hidalgos gastaban grandes sumas en los efectos 
señalados por la ley anterior; y por eso, sin duda, se 
derogó la antigua usanza, sustituyéndola con la fa-
cultad dada al marido para dar en arras á su mujer 
las cosas que quisiera, siempre que su valor no pa-
sara de 1.000 maravedís. Así lo dice expresamente 
la ley última citada, cuando después de las palabras 
que hemos copiado añade: «E esto (la donación de 
la piel, la muía y demás efectos), solían usar anti-
guamente, é después desto usaron en Castiella de 
poner una contia á este donadío, é pusiéronlo en 
contia de 1.000 maravedís.» 
Pero lo más notable era que la ley también ense-
ñaba al mismo tiempo la manera de eludir esta pro-
hibición, así como la de dar en dote más del tercio 
del heredamiento del marido. Si alguno quería do-
nar á su mujer alguna cosa, cuyo valor no cabia ni 
en el máximun déla dote, ni en los 1.000 maravedís 
de las arras, podía, sin embargo, dársela, haciendo lo 
siguiente. Primero figuraba vender esta cosa á un 
servara esta señal de hidalguía, da la ley las medidas de la 
piel de un modo tan original, como lo es el encargar que un 
caballero armado pueda entrar por una manga y salir por 
la otra. Nos fundamos para creer que era esta una señal de 
hidalguía, en que consistiendo en aquel tiempo la principal 
riqueza de España en ganados, y no siendo entonces ricos 
más que los nobles y los hidalgos, el tener una inmensa piel 
de abortones indicaba la posesión de grandes rebaños, esto 
es, el ser rico, y por consiguiente caballero. Tampoco se ex-
trañará que se diesen los moros en arras, porque en aquel 
tiempo solían ser esclavos de los cristianos, y en su conse-
cuencia eran tenidos como cosas. Regalar una mora á la mu-
jer era darle una doncella esclava para su servicio. 
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amigo de confianza, el cual después de haber gana-
do el juro de ella, por la posesión de año y dia, figu-
raba venderla al mismo que se la vendió y á su 
mujer, ganando esta así la mitad, por vía de ganan-
ciales. «Si algund quisier dar algo á sua mujer en 
casamiento, aviendo fijos ó non los aviendo, cuando 
casa con ella, puede de ios bienes que a, vender en 
tanto como aquello quel quisiere dar en donadlo, é 
venderlo á un amigo en quien ñe, é si este que lo 
vende lo tovier año ó dia gana el juro; é puédelo 
después desto este que lo compra venderlo á este 
mesmo que lo vendió, ó á esta mujer con quien casó, 
é avie la meitat, é sua mujer la otra meitat, é por 
esta razón avra ella en salvo aquello quel quiso dar 
en donadlo (1).» Tan grande debia ser el imperio 
de la costumbre que exigia se solemnizaran los ma-
trimonios con arras cuantiosas y. dotes opulentas, 
que las trampas inventadas para, eludir la ley que 
pretendía corregirla, se escribían ó insertaban como 
reglas de dereclio en los Códigos. 
A l mismo tiempo que entre los fijodalgos, para 
quienes se hizo el Fuero Viejo, se estableció esta 
diferencia entre la dote y las arras, en gran parte 
de la península hubo de perder su nombre la dote, 
y se llamó arras á todo lo que el marido ú otro 
en su nombre, podía dar á la mujer, por razón de 
casamiento. Los fueros municipales, con pocas ex-
cepciones, hablan de las arras y de su tasa, y ni una 
palabra dicen de la dote (2). La traducción del Có-
digo visigodo, hecha, como es sabido, en tiempo de 
San Fernando, llama siempre arras á lo que el origi-
(1) Fuero Viejo. L. 3, tít. l.o, lib. 5.° 
(2) El Fuero de Cuenca es uno de los pocos que nombran 
la dote: todos los demás que hemos citado en el curso de este! 
escrito, nombran únicamente las arras. 
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nal latino denomina dote. E l Fuero Real, por últi-
mo, que recogió sus leyes de los fueros municipales, 
no habla tampoco de la dote, pero sí de las arras, 
cuya tasa toma de la ley visigoda. ¿Qué se deberá 
inferir de estos lieclios? 
La consecuencia que • deducimos del exámen de 
las leyes y de otros documentos de la época, es la 
siguiente. Donde estuvo en observancia el Fuero 
Juzgo, se acostumbraba dar dote y arras, pues aun-
que aquel Código señalaba ambas cosas con el 
nombre de arras, como la distinción existia real y 
verdaderamente, no pudo ménos de manifestarse 
también en el lenguaje foral. Llamóse, pues, á la 
dote diezmo, para significar que no podia exceder 
de la décima parte del caudal del marido; y^las de-
más donaciones de esclavos, alhajas y vestidos, que 
se hacian generalmente al tiempo de entregar el 
anillo nupcial, arras y donas. De modo que el que 
queria usar de todo su derecho, dando á su mujer 
cuanto le permitía la ley, decia que daba diezmo y 
arras. Cuando no se daba todo lo que la ley permitía, 
solia decirse que se constituían arras. De esto ofre-
cen ejemplos las escrituras dótales citadas anterior-
mente, otorgadas con arreglo al Código visigodo. 
Garci López, en la carta dotal citada de 1370, quiso 
dar en casamiento á su mujer todo lo que permitía 
el Fuero Juzgo, bajo el cual vivia, y por eso declaró 
que le otorgaba diezmo y arras de todo su haber, 
dándole por razón de ambas cosas, un valor de 
20.000 maravedís, contados U los 10 mancebos et las 
10 mancebas, et los 20 caballos, et los 1.000 sueldos de 
las donas, que dice en la ley del Fuero del libro Juzgo... 
Rodrigo Diaz, queriendo dar á su mujer la parte de 
sus bienes raíces que le permitía la ley, y no las do-
nas de los caballos y mancebos, no hizo distinción 
de arras y diezmo en la escritura arriba citada, y 
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dijo simplemente... Todo esto (las villas anteriormen-
te nombradas), os doy y otorgo en arras á vos mi mu-
jer Ximena, conforme al Fuero de León... Solamente 
las escrituras más antiguas redactadas en latín, son 
las que llaman dote á la décima parte del caudal 
del marido y á los demás objetos que este donaba á 
la mujer. Así es, que la antigua carta dotal otorga-
da por Ansur Gómez, redactada en latín y citada 
antes también, dice: Pro titulo dotis post obikmi 
meumf X. portione Ubi concedo... et caballo... et villa... 
et una pele alfanegue, etc. 
Donde estaba en observancia el Fuero Viejo, se 
llamaba arras el tercio del heredamiento que el ma-
rido podia dar á su mujer. Los demás objetos que 
según el mismo Fuero, podia dar el marido á la mu-
jer en la hora del casamiento, se llamaba simple-
mente donadío. Así es, que el tít. I.0, lib. 5.° del di-
cho Código, que trata de las arras, en su primera 
ley, permite al marido dar á la mujer en arras, el 
tercio de su heredamiento, y en la segunda le auto-
riza además para hacerle al tiempo del casamiento, 
mi donadío. 
En las ciudades y villas regidas por fueros espe-
ciales no habia más que arras, comprendiéndose 
bajo esta denominación, la dote y todo lo que el 
marido podia dar á la mujer, por razón de matrimo-
nio. El Código gótico y el Fuero Viejo, establecie-
ron una tasa para la dote y otra para las donaciones 
que el esposo quisiera hacer á la esposa á la hora 
del casamiento; los fueros municipales ó no pusie-
ron tasa alguna, ó establecieron una sola, dentro de 
la cual hablan de contenerse la dote y las arras. 
Así es como vinieron á confundirse estas dos es-
pecies de donaciones, aunque tenian orígenes distin-
tos y eran de naturaleza diferente. La dote tenia un 
fin eminentemente social, pues se dirigía á asegurar 
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la subsistencia de la familia. Por eso no podian ena-
genarla el marido ni la mujer cuando tenían hijos, 
excepto la cuarta parte. Las arras eran por una par-
te, la señal ó prenda de la dote y del contrato ma-
trimonial, y por otro un testimonio de gratitud que 
ofrecía el esposo á la esposa, por haber esta consen-
tido en el enlace. Mas los fueros acabaron con esta 
diferencia, la cual no se restableció, sino con la pu-
blicación y observancia de las Partidas, según vere-
mos más adelante. 
Esta confusión en el lenguaje revelaba identidad 
en los hechos. Llamábanse arras todo lo que el ma-
rido daba á su mujer, por razón de casamiento, pero 
era porque los derechos de la mujer eran unos mis-
mos sobre todas las cosas así donadas. Así sucedía 
en tiempo de la legislación visigoda, y así continuó 
sucediendo en el siguiente período. El Fuero Viejo, 
los Fueros Municipales y el Fuero Rea], tratan de 
los derechos de la mujer sobre las arras, y aunque 
el primero reconoce otra especie de donación, no da 
sobre ella á la mujer ningún derecho distinto. Así, 
pues, estos derechos eran ios mismos que hemos re-
ferido antes, tratando de la dote. La mujer podia 
disponer de todo el donadío que le hacia el marido 
al tiempo del casamiento, con arreglo al Fuero Juz-
go, si no tenia hijos, y sólo de la cuarta parte si los 
tenia; mas si esta donación se hacia gegun el Fuero 
Viejo, debia la mujer reservarla con la dote, perci-
biendo solamente los frutos, bien para entregarlo 
todo á los herederos del marido, si éstos le abona-
ban 500 sueldos, bien para que por su muerte, pa-
sara á dichos herederos. Según este último Fuero, 
cuando no se verificaba el matrimonio después de 
entregadas las arras, la mujer estaba obligada á de-
volverlas, á menos que el esposo la hubiese abraza-
do y besado, pues en tal caso, no tenia este derecho 
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á reclamarlas (1). Por último, era costumbre gene-
ralmente recibida que cuando la mujer cometía 
adulterio, ó sin cometerlo, abandonaba sin causa le-
gítima, la casa conyugal, perdia dote y arras en fa-
vor de su marido. 
Hállanse también en los Fueros de este tiempo 
los orígenes de la legislación posterior, relativa á los 
bienes llamados parafernales, esto es^  aquellos que 
la mujer aporta al matrimonio, reteniendo su pro-
piedad y administración. La ley más antigua que 
conocemos sobre esta materia, es una del Ordena-
miento de las Córtes de Nájera, inserta en el Fuero 
Viejo de Castilla, que señala las cosas que la mujer 
puede conservar en su poder, después de la muerte 
del marido, sin obligación de devolverlas en ningún 
tiempo, á sus herederos. Estas cosas eran las que 
componían el ajuar en la mujer, llamado entonces 
ajovar ó asswvar, y lo formaban las ropas y lecho de 
la misma mujer, los muebles y la muía, si los habia 
traído al matrimonio. «Quando el marido muriere, 
dice esta ley, puede ella llevar todos sus paños, é 
su lecho, é su muía ensellada é enfrenada, si la adu-
jo... é el mueble que llevó consigo en casamiento» (2). 
De modo que según se infiere de los términos de 
esta ley, la mujer podía retirar en todo caso sus 
vestidos y su cama, y los muebles y la muía, sola-
mente cuando los tenia propios. 
_ También era ya costumbre en España en aquel 
tiempo, que la mujer hiciese alguna donación al ma-
rido, en remuneración de las arras. Estas donacio-
nes debían ser poco cuantiosas, y no dar lugar á 
muchos pleitos, cuando las leyes de la época no ha-
l l ) Así se decidió en Castilla por una fazaña ó sentencia 
que es la 1. 4, tít. I.0, lib. 5.° del Fuero Viejo. 
(2) Fuero Viejo, 1. 1, tít. I.0, lib. 5.° 
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blan de ellas, sino muy incidentalmente. Además 
debían estar sujetas á las reglas de las donaciones co-
munes, cuando no provocaron ninguna disposición 
especial. Una tan sólo hallamos en el Fuero Real, 
que se refiere al supuesto de que no se verifique el 
matrimonio después de otorgada esta donación. La 
resolución de la ley en este caso, es distinta de la 
que da cuando se trata de las arras. Estas, ó la mi-
tad de ellas, las ganaba la mujer cuando habia sido 
besada por el esposo; pero las donaciones de la mu-
jer no las ganaba el esposo, aunque hubiera media-
do beso, si además no habían cohabitado juntos (1). 
TERCER PERÍODO. 
Tal era el estado de la legislación dotal cuando 
las Partidas vinieron á hacer en ella un cambio no-
table. Hasta entonces no se conocía en España más 
que la dote germánica; desde aquel tiempo se intro-
dujo la dote romana con pocas modificaciones. 
Mas el principio de este período no ha de fijarse 
en la fecha en que se concluyeron las Partidas, ni 
aun siquiera en la de su publicación, pues es sabi-
do que éste Código tardó mucho en ponerse en ob-
servancia, y que nunca lo estuvo generalmente, sino 
como derecho supletorio. Sin embargo, como en las 
leyes del rey Sábio se encerraba toda la doctrina 
que habia de servir de base á la nueva legislación, 
cualesquiera que fuesen los obstáculos que ofreció 
al principio su cumplimiento, bien podemos consi-
derarlas como las primeras que derogaron los usos 
antiguos y las leyes precedentes. Las Partidas son las 
que cambiaron esencialmente el carácter y natura-
leza de la dote, y esta mudanza ha sido aceptada 
(1) L . 5, tít. 2.o, lib. 3.o, Fuero Eeal. 
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después por los legisladores posteriores y por las 
costumbres. 
Conocidos los orígenes de este Código y el espíri-
tu que presidió á su redacción, no se estrañará ver 
en él la institución dotal de Roma, con las obliga-
ciones fundadas sobre ella por el derecho pretorio y 
las constituciones imperiales. Pero las Partidas no 
se propusieron trasplantar á España el Derecho ro-
mano, como único y exclusivo, sino transigiendo 
hasta cierto punto con las antiguas costumbres, esto 
es, armonizándolo en ciertas partes con los usos y 
leyes de los españoles. Así es que al lado de la dote 
romana, colocaron la dote goda ó las arras castella-
nas, haciéndolas compatibles y conservando respec-
to á estas últimas, los mismos derechos y obligacio-
nes consignados en los antiguos Fueros. Pero vea-
mos lo que era la dote romana cuando pasó á nues-
tra legislación. 
í Como son tan pocas y tan incompletas las noti-
cias que quedan de los tiempos primitivos de Roma, 
no sabemos hasta qué punto pudo estar autorizada 
en ellos la costumbre de comprar los maridos á sus 
mujeres. Sin embargo, no debe haber duda de que 
también allí se conoció esta práctica, porque una 
de las formas de contraer matrimonio, y de que la 
mujer entrara bajo la potestad (maniis) del marido, 
era la de coemptio, esto es, una ceremonia mediante 
la cual, figuraba el marido que compraba á su mu-
jer, por ciertas monedas que entregaba á su padre ó 
su tutor. Este modo de contraer matrimonio no se 
usaba ya en el siglo n de nuestra era, pero los 
jurisconsultos de este tiempo lo mencionan, consi-
derándolo como símbolo de otra cosa, la cual no 
puede ser sino la antigua costumbre de vender 
á las mujeres. Así como la emancipación se hacia 
por la triple venta simbólica, que representaba la fa-
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cuitad de los padres para vender á los hijos, así 
también la coenvptio era símbolo de la misma auto-
ridad. Ambas ceremonias tenian el mismo objeto, 
aunque condujeran á distinto fin. Por la emancipa-
ción sallan el hijo de la potestad del padre, pero 
mientras no se verificaba la tercera venta, que le 
hacia sui juris, recala en poder del que le compraba 
ó figuraba comprarle. Por la coempüone, salia tam-
bién la hija de la potestad del padre y entraba en la 
del marido, quedando en ella hasta la disolución 
del matrimonio. 
Pero aunque Roma pagara tributo en sus oríge-
nes, á la costumbre general de constituir la familia 
por medio de la venta de la mujer, lo que en su de-
recho se llamó posteriormente dote, tiene un princi-
pio distinto; pues nació de la organización que dió 
la ley á la misma familia. En el derecho antiguo 
habia dos clases de matrimonio, uno que sacaba á 
/la mujer de la potestad de su padre ó de su tutor, 
para traerla á poder del marido (manus) j otro que 
dejaba á la mujer bajo la misma patria potestad ó 
tutela en que se hallaba, antes de cambiar de esta-
do. El primero se verificaba por confarreatione, por 
usu 6 por cwmptione, esto es, por una ceremonia sa-
grada establecida por la religión, por usucapión 
anual, ó por la venta figurada de que hemos habla-
do antes; el segundo modo de matrimonio, que pu-
diéramos llamar libre, consistia en el mero consen-
timiento de los cónyuges. 
El pasar ó no la mujer al poder del marido pro-
ducía una gran diferencia respecto á los bienes con-
yugales. Por el matrimonio con manus salia la mu-
jer de la familia de su padre y entraba en la de su 
marido, á favor del cual perdía su nombre y sus 
bienes, pero quedando con todos los derechos de 
hija suya. Así es que si el marido estaba bajo la po-
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testad de su padre, ella recaía en la del mismo, no 
á título de hija, sino de nieta, y á él entregaba to-
dos sus bienes. Muerto el suegro, recala la mujer 
en poder del marido, como los demás hijos que 
este tuviera, el cual heredaba entonces, así los bie-
nes paternos, como los que habia adquirido el pa-
dre de su nuera. Este matrimonio era una especie 
de arrogación, y para el jefe de la familia del marido, 
un título universal de adquirir. La mujer no tenia 
nada, no poseia nada hasta la disolución del matri-
monio; si moria en la familia de su marido, nadie la 
heredaba, porque todos sus bienes estaban confun-
didos con los de aquel; si quedaba viuda, no volvía 
por eso á su familia, sino que entraba en poder del 
tutor que el marido la habia nombrado en su testa-
mento, ó que le daba la ley, tomándolo de la familia 
del mismo marido; pero heredaba á este como un 
hijo á su padre, esto es, en todos los bienes, si no 
habia herederos suyos, ó en una porción viril , si 
los habia; y si morian sus hijos ó los de su marido, 
no les heredaba sino á título de hermana. Así, pues, 
sus derechos respecto á la familia de su cónyuge, 
eran los de la agnación ó parentesco civil. 
Este sistema llenaba hasta cierto punto el objeto 
de la dote, porque garantizaba el haber de la mu-
jer. Si esta entregaba todos sus bienes al marido, 
también era del marido la obligación de subvenir á 
las cargas del matrimonio. Si por muerte de la mu-
jer quedaban todos sus bienes en poder del marido, 
también los adquirían los hijos, sucediendo forzosa-
mente á su padre; y, por último, si cuando ella so-
brevivía al marido, no podía exigir la restitución de 
su haber, también lo heredaba ó sola ó en compañía 
de sus hijos. 
La dificultad de este sistema consistía en conci-
liario con el divorcio y con el repudio, que aunque 
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no de hecho, existieron de derecho en Roma desde 
los tiempos antiguos. Pero como el primer divorcio 
no se verificó en Roma hasta el año 520 de su fun-
dación, es probable que cuando la manus era el ré-
gimen ordinario de los matrimonios, aquella mane-
ra de disolverlos no entrara ni en las costumbres, 
ni en la previsión de los legisladores. Pero con el 
tiempo, llegó á usarse el divorcio, y su efecto res-
pecto á los matrimonios constituidos con manus, 
fué emancipar á la mujer j sacarla de la familia 
del marido, por medio de ceremonias análogas á 
las que hablan servido para traerla (Bifarreatio). 
Esto, sin embargo, no era bastante para que el ma-
rido perdiera los derechos que ya habia ganado 
sobre los bienes de la mujer; y entonces inventa-
ron los jurisconsultos un medio para que se resti-
tuyeran á esta aquellos bienes. Este medio fué la 
mutio rei uxorm, por lo cual el padre de la mujer 
estipulaba al tiempo del matrimonio, con el futuro 
marido de su hija, que en caso de divorcio, resti-
tuiría los bienes que ella le hubiese llevado. Des-
pués el pretor introdujo una acción que supliera 
aquellas estipulaciones, cuando los padres ó tutores 
las hablan omitido (adió rei uxorice); y últimamen-
te, la misma estipulación y la misma acción se apli-
caron á todos los casos de disolución del matrimo-
nio. Tales son los primeros gérmenes de la dote ro-
mana, aunque todavía en el tiempo á que nos refe-
rimos, n i se conocía el nombre, ni existían siquiera 
los elementos esenciales de la institución. Pero la 
traslación al marido por título universal, de todos 
los bienes de la mujer, con derecho en esta para he-
redarlos con sus hijos ó reclamar su restitución, era 
ya un modo de asegurar la integridad de la hacien-
da de la mujer en provecho suyo, de sus hijos y de 
la familia. 
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Pero la que más imnediatamente dio origen á la 
dote, fué la otra especie de matrimonio sin manus 
ó libre, por el cual no salia la mujer de la familia 
de su padre, ó de la tutela de sus agnados, ni per-
día la propiedad de sus bienes. De aquí resultaba, 
que aun cuando ella tuviese caudal, no contribuía 
con él á sostener las cargas del matrimonio; y no 
pareciendo esto justo, se inventó que la mujer hi-
ciese una donación á su marido, la cual entraba 
completamente en el dominio del mismo, para no 
volver á salir jamás. Con esta donación, llamada 
dote, ayudaba la mujer al marido al sostenimiento 
de la familia. La dote fué asemejándose cada vez 
más á la universalidad de bienes que adquiría el 
marido en el matrimonio con manus (res uxoria). 
A l principio, ni la una ni la otra se restituían á la 
mujer: después estableció la jurisprudencia que se 
restituyera la dote en caso de divorcio, lo mismo 
que se restituía la res uxoria: luego se estendió esta 
regla al caso de morir el marido antes que la mujer, 
y, por último, Justiniano la aplicó al caso de morir 
la mujer antes que el marido. 
Podía la mujer constituir en dote el iodo ó parte 
de sus bienes, y en el primer caso, ya no se dife-
renciaban apenas los derechos del marido respecto 
á las cosas de su cónyuge, en el matrimonio con' 
manus y en el libre. Tan dueño era el marido de la 
rei usorice, como de la dote; en los mismos casos 
debia restituir la una que la otra; no habla más di-
ferencia, sino que debia hacer parte de la primera, 
todo lo que la mujer adquiriese después del matri-
monio, y la segunda se formaba sólo con los bienes 
que ella designaba al tiempo de casarse. 
Una vez introducida, la dote como donación irre-
vocable hecha por la esposa al esposo, para sostener 
las cargas conyugales, se aplicó también al matri-
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nionio con manus. He aquí cómo: al salir la hija 
por este matrimonio de la patria potestad, perdía 
todos sus derechos eventuales á la herencia pater-
na, de modo, que si por otra parte, no habia adqui-
rido algunos bienes, no podia llevar nada á su ma-
rido, como res uxoria. Esta circunstancia perjudica-
ba á la hija, porque la privaba de un derecho im-
portante y dificultaba su boda. Por eso los padres 
idearon anticipar á sus hijas cuando se casaban, su 
futura porción hereditaria, ó una parte de ella á tí-
tulo de donación, la cual entraba como res uxoria 
en el caudal del marido, y á la disolución del matri-
monio, volvía á poder de la misma hija, por herencia 
ó por restitución. De modo, que la dote fué un me-
dio de remediar una de las injusticias que resulta-
ban de la constitución civil de la familia romana. 
Durante mucho tiempo estuvo en uso la dote, se-
gún la acabamos de explicar, sin que por eso deja-
ran de estar en el comercio los bienes dótales. Sin 
embargo, el espíritu de la legislación era que se con-
servara su integridad, y por eso la mujer no podia 
enagenarlos durante el matrimonio, no temando 
propiedad sobre ellos; aunque el marido podía ena-
genarlos como propietario, era con la obligación de 
devolverlos ó de pagar su importe á la disolución 
del matrimonio; y durante éste, ni la mujer podia 
pedir la restitución de la dote, ni el marido otorgar-
la. Todas estas restricciones tendían á mantener su 
integridad, pero esta no llegó á asegurarse eficaz-
mente, hasta que la ley Julia, dada por Augusto, 
declaró que los bienes dótales inmuebles situados 
en Italia no eran enagenables por el marido, sin el 
consentimiento de la mujer, y que no podían hipo-
tecarse, ni aun con este consentimiento. Después 
Justiniano extendió esta prohibición á los bienes 
dótales inmuebles situados en las provincias, y á las 
Est . juríd — T . 11. 4 
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Mpotecas consentidas por la mujer. Todas estas 
restricciones unidas á la prohibición de las dona-
ciones entre cónyuges, y á la del senado consulto 
Veleyano, favorecieron el derecho y la independen-
cia de la mujer y mejoraron notablemente su con-
dición. 
Pero aunque la dote romana no tenia la menor 
semejanza con la germánica acostumbrada en Es-
paña, sí tenia ésta alguna con la donación llamada 
primero ante nuptias y después propter nuptias, en el 
derecho romano. Desde el tiempo de los grandes ju-
risconsultos, era práctica frecuente que el esposo hi-
ciese á la esposa, antes del matrimonio, una dona-
ción, como en remuneración de la dote. Pero estas 
donaciones estaban al principio sujetas á las reglas 
comunes á todas las demás, y por eso no se revo-
caban de derecho, cuando dejaba de verificarse el 
matrimonio, como no se hubiese estipulado así por 
condición. Así es que no deben confundirse estas 
donaciones con los muñera sponsdlitia, que eran sim-
ples regalos de boda, que debian restituirse cuando 
esta no se realizaba; ni con las arrhce sponsalitice, 
que eran la señal del contrato matrimonial, como 
las arras lo eran de las demás convenciones. A ve-
ces, lo que la mujer recibía del marido á título de 
donación ante nuptias, se lo devolvía á título de dote; 
y por este medio quedaba durante el matrimonio, 
en poder del marido y sujeto á todas las demás con-
diciones de la dote. 
Poco á poco fué adquiriendo esta donación ca-
ractéres propios, que la distinguían de las demás 
donaciones intervivos. Constantino mandó se so-
breentendiera siempre en ella, la condición de que 
seria revocada, en caso de no llevarse á efecto el 
matrimonio. Justiniano varió completamente su 
nombre y hasta su esencia. Llamóla donatio propter 
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nuptias, y sus caractéres principales eran que se ha-
dan por eausa de la dote, propter dotem, como com-
pensación de la misma (antipherna), j debiendo 
asemejarse en un todo á ella: nomine et substantia 
nihil distat á dote ante nuptias donatio. Así sobre la 
base de estos principios, hubo de abandonarse la 
costumbre anterior, de constituir la mujer en dote 
la donación ante nuptias que habia recibido del ma-
rido, y se convino en que la nueva donación llama-
da propter nuptias, no tendría efecto, sino á la muer-
te del marido ocurrida antes de la de la mujer, y 
que entre tanto se conservaría en manos del mismo 
marido, para servir juntamente con la dote, á sopor-
tar las cargas del matrimonio. Igualada, pues, la 
dote á la donación propter nuptias, hubo más igual-
dad entre los cónyuges y un nuevo progreso en la 
institución de la familia. 
El derecho bizantino ofrece abundantes pruebas 
de este hecho. Los padrea del marido constituían la 
donación por causa de bodas, así como los de la 
mujer constituían la dote; en el otorgamiento de la 
primera se hacían las mismas estipulaciones que en 
la segunda, para asegurar su restitución al donante, 
y de cualquier modo se suponía la obligación de 
devolverla al padre que la habia hecho. Justiniano 
indicó que el padre estaba tan obligado á dotar á 
su hija, como á hacer á su hijo donación por causa 
<iematrimonio, ó que por lómenos, habia respecto 
á esta última, una obligación nacida de la costum-
bre. Hubo, pues, en todo lo concerniente á la cons-
titución y á los derechos relativos al donante y al 
esposo donatario, igualdad perfecta entre la dona-
ción propter nuptias y la dote. A l principio, no se 
pedia constituir la primera después del matrimonio, 
y en todo caso necesitaba insinuación judicial. Jus-
tino y Justiniano suprimieron también esta dife-
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rencia, permitiendo hacer en cualquier tiempo, aque-
llas donaciones y dispensándolas en todo caso de la 
insinuación. 
Asi como la propiedad de la dote era del marido, 
aunque de un modo incompleto, así el dominio de-
la donaciónpropfer nuptias era también de la mujer,, 
pero imcompleto del mismo modo, porque la admi-
nistración era del marido. Tampoco podían enaje-
narse las cosas que la constituían: ganábala la mu-
jer superviviente, del mismo modo que el marido 
que se hallaba en igual caso, ganaba la dote en el 
tiempo en que lo primero se estableció. Después se 
redujo á la mitad de la dote ó de la donación, lo que 
el marido ó la mujer podian ganar en su caso, cuan-
do_ el cónyuge muerto dejase padres. Ultimamente, 
privó Justiniano al marido superviviente de todo 
derecho á la dote, á menos que se hubiese estipula-
do lo contrario. Pero esta ley fué después abolida 
por el emperador León, que restableció en su totali-
dad, los derechos recíprocos de los cónyuges sobre 
la dote y las donaciones, cuando no estipulasen nada 
en contrario y muriesen sin hijos. Tal era el estado 
en que los autores de las Partidas encontraron la 
legislación romana sobre dotes y donaciones prop-
ter nuptias, cuando las introdujeron en España. 
Como se ve, esta dote no tenia la menor semejan-
za con la que entre los españoles se acostumbraba, 
pues nacia de instituciones desconocidas entre ellosv 
La donación por causa de boda, aunque tiene cierta 
semejanza con nuestra dote, porque la da el marido 
y porque la adquiere la mujer, también es por otra 
parte muy diferente en su origen, porque es una 
compensación de la dote. 
Entre los germanos no hubo nunca motivo que 
diese lugar á esta institución, porque las hijas here-
daban á sus padres, aunque saliesen de su potes-
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tad. Esto mismo sucedía en España antes de la 
conquista de los romanos. Estrabon, describiendo 
nuestras costumbres de aquel tiempo, contaba como 
cosa notable para Roma, que entre los cántabros, 
podían las hijas ser constituidas herederas. Da Es-
trabon esta noticia inmediatamente después de ha-
ber dicho que los maridos dotaban á sus mujeres, 
de modo que parece querer explicar esta costum-
bre por la otra de heredar las hijas á sus padres 
mr mulieri dotem offert: qiwd filioe hoeredes instituun-
tur No es, pues, extraño que en los dos pri-
meros períodos de nuestro derecho, en los cuales 
predominó el elemento germánico, no se conociera 
la dote romana y que se conservara y enalteciera 
la que ya usaban los cántabros en tiempo de Es-
trabon. 
Pero la dote romana era institución mucho más 
perfecta que la gótica, y llenaba mejor su objeto 
.social: la una era fruto de una civilización adelan-
tada y de una legislación trabajadísima, y la otra 
era el resultado de las primeras costumbres de una 
sociedad en la infancia. Así es que, sea por esto, 
sea por el respeto escrupuloso con que los autores 
de las Partidas miraban el derecho romano, no 
dudaron en trasplantarlo á España, en todo lo 
que tenia relación con la dote. Como nuestra so-
ciedad no estaba aún preparada para esta innova-
ción profunda, tardó en admitirla, pero una vez 
consignado el principio en las leyes, se trasladó 
con el tiempo á las costumbres, y así es como la 
<3ote llegó á ser, según la definen los redactores 
•de aquel Código: «El algo que da la mujer al ma-
rido por razón de casamiento (1).» Como que el 
(1) L. 1, tít. I.0, Part. 4. 
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objeto de ella no era ya que el padre diese á su: 
hija por este medio, lo que no le podia dejar por 
razón de herencia, sino poner en poder del marido 
los bienes de la mujer, conservando su integridad, 
se autorizó la constitución dotal, así sobre los bie-
nes que el padre ó abuelo daba á su hija por razón 
de casamiento (dote profecticia), como sobre los que 
le dieran su madre, sus parientes ó los extraños 
(dote adventicia). Y para facilitar la responsabilidad 
del marido respecto á la dote, sin perjuicio de la 
mujer, se le autorizó, bien para obligarse á respon-
der de las mismas cosas que recibía por aquel con-
cepto (dote inestimada), ó bien para responder tan 
solo de su valor, según el aprecio que se hubiese 
hecho de ellas, al tiempo de otorgar la constitución 
dotal (dote estimada) (1). 
Aunque al principio, era la dote en Roma un 
acto voluntario del padre, se convirtió con el tiem-
po en obligación perentoria, porque equivaliendo 
á la herencia de la hija, el omitirla era una es-
pecie de desheredación. Y como los hijos no eran 
herederos necesarios más que de su padre ó ascen-
dientes, en cuya potestad estaban, estos mismos 
eran también los únicos que estaban obligados á 
dotar á sus hijas. Las leyes de Partida copiaron 
al pió de la letra esta disposición, sin considerar 
que hablan cesado completamente las razones en 
que se fundaba. Según este Código, pues, el pa-
dre está obligado á dotar á la hija que tenga bajo 
la patria potestad, pero no á la que haya salido de 
ella por emancipación. Esta misma obligación tiene 
el abuelo paterno respecto á la nieta, que tenga 
también bajo su patria potestad; disposición que 
(2) L. 2 y 16, tít. 11, id. 
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vino á ser después injustificada é inútil, porque sa-
liendo el padre de la patria potestad por el matrimo-
nio, no pudieron ya sus hijos recaer bajo la del abue-
lo. La madre, según las mismas leyes, no tiene obli-
gación de dotar, excepto cuando es hereje y la hija 
cristiana. En esto no tuvo dificultad el legislador 
en quebrantar el principio, por ódio á la herejía. Y 
al mismo tiempo que la madre quedaba dispensada 
de esta obligación, se le impuso al padre adoptivo, 
según lo hacia también la ley romana, como conse-
cuencia de la patria potestad legal que este ejercía. 
El tutor, por último, estaba obligado á constituir 
dote de los bienes de la pupila, cuando salia de su 
poder, para contraer matrimonio (1). 
Estas leyes, sin embargo, no podian ejecutarse 
en todas sus partes, ni llegaron por lo tanto á for-
mar costumbre. Según se infiere del espíritu y las 
palabras de otras posteriores, los padres ó las ma-
dres, ó ambos juntos, constituían las dotes á sus 
hijas, y no hay noticia de que ningún abuelo haya 
sido obligado á dotar á su nieta. Así es, que antes 
que se publicaran las leyes de Toro, ocurrían cues-
tiones en los Tribunales sobre si la dote que prome-
tía el padre solo, se debia sacar de los bienes ganan-
ciales, ó de los bienes propios del mismo padre, y 
sobre el haber de que debia pagarse la dote prome-
tida por ambos cónyuges. También se dudaba sobre 
si la madre podía constituir dote á su hija, sin el 
consentimiento del marido; todo lo cual prueba que 
la constitución dotal solía hacerla el padre, ó la ma-
dre, ó ambos á la vez. Tampoco hay noticia de que 
haya estado en observancia la obligación del padre 
de dotar á la hija. Las leyes de Toro resolvieron 
(1) L. 8y 9, tít. l l ,Part . é.a 
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aquellas dificultades, disponiendo que la dote pro-
metida por el padre solo ó por ambos cónyuges á la 
vez, se sacara de los gananciales, y que si estos no 
xilcanzaban para cubrirla, se tomara lo que faltase, 
de los bienes parafernales propios del cónyuge que 
hubiese prometido dotar. Respecto á la segunda 
cuestión se decidió que la madre no pudiese consti-
tuir dote sin licencia de su marido ( l) . 
Los derechos que las leyes romanas concedían al 
marido y á la mujer relativamente á la dote, eran 
los consiguientes al origen de esta institución, en los 
primeros tiempos, y á su fin en los últimos. Como 
la hija no podia heredar al padre de cuya potestad 
habia salido, ni era tampoco juris después de ca-
sada, todo lo que recibiera de su padre á título de 
donación, debia pasar á poder del marido. Este, pues, 
se hacia dueño tanto de la' m uxorice como de la 
dote, si bien con las limitaciones que hemos indica-
do, y la obligación de restituir en su caso. De modo, 
que el padre era libre para enagenar sus bienes, y 
en virtud de este derecho, entregaba una parte de 
ellos á su hija; el marido debia mantener á su mu-
jer con arreglo á sus facultades, y por este medio le 
hacia participar de su propia fortuna; y de aquí re-
sultaba, que sin infringir directamente ninguna de 
las reglas del derecho escrito, la hija disfrutaba 
una parte del haber paterno. 
Estos derechos del marido correspondían por otra 
parte cumplidamente al objeto de la institución do-
tal. Para asegurar á la mujer la integridad del cau-
dal que aporta al matrimonio, dispensándola al mis-
mo tiempo del cargo impropio de ella, de manejarlo 
y administrarlo, ningún medio habia más natural y 
(1) L. 53 y 55 de Toro. 
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conveniente, que el derecho del marido para poseer 
y administrar la dote, con las cargas y condiciones 
enunciadas. 
Las leyes de Partida aceptaron esta legislación, y 
en su consecuencia, confirieron al marido la posesión 
absoluta de la dote; con los derechos de hacer pro-
pios los frutos, para subvenir con ellos á las cargas 
del matrimonio, y de enagenarla, si era estimada, ga-
nando sus aumentos, mediante la obligación de de-
volver su importe á la disolución del matrimonio, 
sin responder de sus menoscabos si fuese inesti-
mada (1). 
A la mujer se le declaró el derecho de reivindicar 
el valor total de su dote, si era estimada, ó los mis-
mos bienes dótales, con aumentos ó menoscabos, á 
era inestimada, y el de quitar al marido la adminis-
tración de la dote, cuando la disipase (2). 
Las mismas leyes de Partida establecieron algu-
nos casos en que el marido adquiría en propiedad 
absoluta los bienes de la mujer, contradiciendo en 
parte y en parte confirmando el derecho romano, 
para acomodarse hasta cierto punto, á nuestra legis-
lación indígena, en aquel tiempo. Estos casos eran: 
1.° Cuando por convenio mútuo y no habiendo hi-
jos, acordaban ios cónyuges que el marido hereda-
rla la dote de la mujer. 2.° Cuando era esta la cos-
tumbre inmemorial del país. 3.° Cuando la mujer 
(1) L . 18, 25 y 30, tít. 11, Part. 4 a 
(2) Cuando la dote es estimada, tiene sin embargo opción 
el marido para devolver los mismos bienes dótales ó m pre-
cio, y si escoge lo primero, el aumento ó disminución que 
hayan tenido los dichos bienes, pertenece á la mujer; pero si 
los bienes se han menoscabado por culpa del marido ó toma 
este sobre sí la responsabilidad del menoscabo, debe el mis-
mo marido indemnizar á su mujer. L. 18, tít, 11, Part. 4.a 
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moría sin herederos legítimos. 4.° Cuando la misma 
mujer cometía adulterio (1). Mas estas disposiciones 
fueron derogadas después por leyes posteriores, no 
quedando vigente más, que la que privaba á la mu-
jer adúltera de su dote en beneficio de su marido. 
De que la dote la constituyera el padre ó el abue-
lo, ó de que la dieran la madre ó los parientes, re-
sultaba una diferencia notabilísima respecto á su 
devolución. La dote profecticia debia devolverse al 
padre que la habia dado, si el matrimonio se disol-
vía por muerte de la mujer, y al padre y la hija de 
mancomún, si la disolución se verificaba, viviendo 
ésta; pero siempre en el supuesto de que no hubiera 
alguna de las causas por las cuales ganaba el ma-
rido la dote. Siendo ésta adventicia, debia devol-
verse toda á la mujer, y en su defecto, á sus herede-
ros, cualesquiera que fuesen (2). Este derecho del 
padre á recoger la dote dada á su hija, se fundaba 
en que la patria potestad no concluía por el matri-
monio, y así es que debió cesar desde que la ley 47 
de Toro declaró emancipado al hijo que se casaba 
y velaba. 
Esta especie de dote, introducida en España por 
las leyes de Partida, debia sujetarse á una tasa dis-
tinta de aquellas que regían á la sazón, según los 
Fueros. Siendo una anticipación que el padre debia 
ó podía hacer á su hija del todo ó parte de su legí-
tima, es claro que la tasa dotal debia ser la misma 
legítima. Así lo establecieron leyes posteriores á las 
de Partida, añadiendo que deberían considerarse 
como inoficiosas las dotes, en la parte que excedie-
ran de dicho máximum, y que tampoco podría el 
(1) L. 23,tít. 11, Part. 4 a 
(2) L. 30, tít. 11, i d . 
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padre dar ni ofrecer dote por vía d© mejora de teiv. 
ció Ó quinto (1). , ^ , . , 
Pero al mismo tiempo que las leyes de Partida 
introducian en España la importante novedad de la 
dote romana, transigían con las costumbres del 
país, admitiendo igualmente las arras ó la dote, en la 
forma en que entonces existia, porque, á la verdad, 
no eran ambas incompatibles. La dote española, lla-
mada ya arras, era la garantía dada por el esposo a, 
la esposa de cumplirle su palabra matrimonial, y de 
que no le faltarían en lo sucesivo, medios con que 
subvenir á las cargas del matrimonio. La dote ro-
mana era la forma legal con que la mujer entregaba, 
sus bienes al marido, para preservarlos de la disipa-
ción. Estas dos instituciones se concillaban períec-
tamente y contribuían de común al bienestar de las. 
familias. . , 
Por otra parte, nuestra dote tema, según hemos 
dicho antes, grande semejanza con la donación 
propter nuptias romana, de modo que conservándola 
nuestros legisladores, al mismo tiempo que transí-
gian con un uso antiquísimo, podían apoyarse en la. 
autoridad de la ciencia, pues como tal consideraban 
el cuerpo del derecho romano. En su consecuencia,, 
trasplantaron completamente la dote de Roma sm 
alteración ninguna, y dieron cabida también á la 
donación propter nuptias, pero para aplicar á ella la 
mayor parte de las reglas establecidas en nuestra 
derecho nacional, respecto á las arras. 
Desde entonces, pues, se fijaron las diferencias 
que hoy conocemos entre las arras y la dote. Las 
Partidas establecieron terminantemente ios derechos, 
respectivos del marido y de la mujer sobre las arras. 
(2) L. 6, tít. 3.°, lib. 10. Nov. Rec. 
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Conservando á esta donación su verdadero y primi-
tivo carácter, ordenaron que la perdiera el marido 
en beneficio de la mujer, si por culpa del primero 
dejaba de verificarse el matrimonio (1). Confirmá-
ronla antigua disposición foral, que concedía el mis-
mo derecho á la mujer, cuando sin culpa del marido 
dejaba de realizarse el casamiento y habia mediado 
beso. Y permitieron, por último, mayor latitud de 
la que iiasta entonces habia respecto á esta especie 
de donaciones, porque no fijaron tasa alguna para 
ellas, y autorizaron al marido para hacerlas en cual-
quier tiempo, antes ó después del matrimonio (2) 
Posteriormente se ampliaron y modificaron en 
parte estas disposiciones. Las leyes de Toro resta-
blecieron la antigua prohibición do dar en arras 
más áe la décima parte de los bienes del marido 
consignada en el Códido visigodo y en el Fuero 
¿Ceal, declarando además nula la renuncia que se 
hiciera de esta ley, con objeto de dar una suma ma-
yor (d) A l mismo tiempo se introdujo otra gran 
novedad sobre esta materia, que fué privar al ma-
ndo del derecho que le concedíanlos Fueros para 
heredar las arras, cuando la mujer moría sin hiios 
m haber dispuesto de ellas, declarando que en este 
caso, pasaran á los herederos legítimos de la mujer 
Ultimamente, para establecer un principio que sir-
viera de norte en la resolución de las cuestiones que 
ocurrieran acerca de las arras, se declaró que la pro-
piedad de ellas, aun durante la vida del mando 
correspondía exclusivamente á la mujer (4) Así' 
pues, las arras no perdieron en este último período 
(1) L. 1, tít. 11, Part. 4.a. 
(2) L. 3, id. id. 
(3) L. 50 de Toro. 
(4) L. 51 de id. 
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el carácter legal y social que habían tenido en los; 
anteriores, cualquiera que fuese el nombre con que 
se las designase. Lo que en tiempo de los godos se 
llamaba dote, y después arras, tercio ó diezmo del 
caudal del marido, es lo que definitiva y general-
mente vino á llamarse arras. La dote romana de la 
ley de Partida no fué conocida en España, hasta 
que este último Código se publicó y estuvo en ob< 
servancia, en la parte en que llegó á ejecutarse. La 
dote goda llamada arras después, es la única propia 
y natural de nuestro país. Conocíanla ya los cánta-
bros antes de la conquista de los romanos, y vive to-
davía en nuestros códigos y eñ nuestras costumbres, 
En este último período siguieron también en uso 
las donaciones de la mujer al marido al tiempo del 
matrimonio, pero sin adquirir más importancia de 
la que tenia. Así es, que las Partidas no tratan de 
ellas, sino para confirmar la antigua disposición fo^  
ral que mandaba devolverlas, cuando no se verifica-
ba el matrimonio, aunque hubiera intervenido beso. 
Lo que no confirmaron las Partidas ni las leyes pos^  
teriores, fué la excepción que hizo de esta regla el 
Fuero Real, mandando que el esposo ganase dicha 
donación cuando hubiese cohabitado con la esposa 
y no se llegara á realizar el casamiento (1). 
Se vedó al mismo tiempo al marido dar á la mu-
jer nada más que las arras, pues aunque no se l& 
prohibió que le hiciera una donación esponsalicia, 
no se permitió á la mujer aceptarla juntamente con, 
las arras, y se le obligó á escoger una cosa ú otra 
dentro de veinte dias, pasados los cuales se trasla-
darla esta opción al marido (2). También continua^ 
(1) L. 8, t í t . l l , Part. 4.a 
(2) L. 52 de Toro. La tasa de esta donación esponsalicia 
se fijó en la octava parte de la dote. Y para evitar que se 
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ion prohibidas las donaciones entre cónyuges, aun-
que las Partidas introdujeron respecto á ellas una 
novedad sacada de la jurisprudencia romana. Para 
llenar el objeto de la prohibición, favoreciendo, no 
obstante, la libertad de los cónyuges, se dispuso que 
tales donaciones valieran cuando el marido no las 
revocara expresa ni tácitamente, cuando el donan-
te no perdiera nada por ellas, aunque el donatario 
ganara, y cuando el donatario no ganara nada, aun-
que el donante perdiera (1). 
He aquí cómo y por qué caminos ha llegado á 
formarse nuestra legislación actual sobre dotes, arras 
y donaciones esponsalicias. Hemos visto que estas 
instituciones habiendo representado en su origen, 
costumbres bárbaras y usos groseros, pasaron luego 
á satisfacer las más altas necesidades sociales,, las 
que se refieren á la constitución y conservación de 
la familia; y, por último, han venido modificándose 
y completándose, hasta llegar al estado en que se 
encuentran hoy. En la historia hemos hallado el 
fundamento de la legislación actual, así como en la 
razón hemos encontrado las explicaciones de la his-
toria. El asunto que hemos tratado es vastísimo, y 
para reducirlo á los límites de un artículo, hemos 
tenido que descartar muchas cuestiones, y que in-
dicar solamente los hechos principales y ios puntos 
más notables. Por eso no hemos pretendido escribir 
más que un mero ensayo. 
traspasase este límite, empleando en dichas donaciones canti-
dades de consideración, dispuso además la lev que los mer-
caderes y joyeros no pudieran pedir en juicio lo que Tendie-
ran al fiado con destino á donaciones esponsalicias. (Leyes 6, 
? y 8, tít. S.o, y ley 2.a tít. 8.o, Hb. 10, Noy. Rec.) 
(1) Leyes 4, 5 y 6, tít. 11, Part. 4.a 
I I . 
E N S A Y O H I S T O R I C O 
SOBEB L A S 
LEYES Y DOCTRINAS QUE T R A T A N GE LOS BIENES GANANCIALES 
E N E L M A T R I M O N I O (1). 
E l derecho de los gananciales, propio esclusiva-
mente de la legislación española, y cuyo origen se 
pierde^ sin embargo, en la oscuridad de los tiempos, 
debe ser estudiado bajo el punto de vista de la his-
toria, para descubrir y apreciar acertadamente sus 
relaciones con la civilización y con la constitución 
de la familia. Si las instituciones legales que nos r i -
gen hoy se explican y justifican en gran parte, por 
sus orígenes y antecedentes, la de los gananciales 
entre cónyuges no tiene otra explicación que la que 
le da su historia. Pero no es, por desgracia, tan fre-
cuentado como debiera este género de estudios en-
tre nuestros jurisconsultos, de lo que resultan mu-
cho espíritu rutinario y no pocas opiniones erróneas. 
PRIMERA ÉPOCA.—LEYES DE LOS GODOS. 
Entre los romanos no se conoció jamás este dere-
cho: la condición miserable de la mujer en tiempo 
de la república, y la más favorable, pero muy infe-
rior siempre, que le proporcionó la legislación del 
imperio, eran incompatibles con semejante derecho. 
(1) Publicado en el año de 1860 en el tomo I X del Derecha 
moderno. 
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Cuando la mujer entraba por el matrimonio, bajo la 
potestad del marido, y se hacia como hija suya, con to-
dos los derechos de tal, pasando á él todos los bienes 
que tuviera esta: cuando no podia tener ni poseer 
nada hasta la disolución del matrimonio, heredando 
al marido en una porción viril , igual á la de los de-
más hijos: cuando el marido sólo subvenía á todas 
las cargas conyugales: cuando el mismo se hacia 
dueño de los bienes extra-dotales de la mujer á títu-
lo ^ de res uxoria, si bien con la obligación de resti-
tuirlos á la disolución del matrimonio: cuando la 
condición legal y social de la mujer no le permitía 
tomar parte alguna en la adquisición y aumento de 
la hacienda del marido, no podia ocurrírsele á na-
die que la esposa ganase para sí una parte de aque-
llas adquisiciones. La mujer nada poseia durante el 
matrimonio, no podia obligarse, ni contratar, n i 
servir al príncipe, ni era la compañera del marido 
fuera del hogar doméstico: luego debia suponerse 
que cuanto adquiriese el marido era fruto de su in-
dustria ó de su capital, sin que la mujer tuviese 
parte ninguna en ello. Por eso con mucha razón, los 
romanos no conocieron jamás el derecho de los ga-
nanciales. 
En el Código dado por Alarico á los españoles 
bajo la dominación de los godos, tampoco se hace 
mención de tal derecho. Las leyes romanas y los res-
criptos de emperadores que forman este Código, su-
ponen que el marido hace propio todo cuanto ad-
quiere durante el matrimonio, y solamente conceden 
á la mujer el derecho de suceder á falta de hijos, en 
la mitad de los bienes que el príncipe hubiese dona-
do á su marido, juntamente con ella (1). En todos 
(1) Codex Theodos., lib. 10, tít. 6,o, gegun la compilación 
publicada por Sichardo, que es el Breviario de Alarico. 
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los demás bienes del marido debian suceder sus hi-
jos ó herederos legales, y sólÓfá: falta de parientes, 
que tuvieran aquel derecho, podía entrar á heredar 
la mujer. 
La noticia más antigua que tenemos de los ga-
nanciales se halla en una ley visigoda dada al pa-
recer por el rey Recesvinto y consignada en el Fo-
rum Judicum. Pero aunque esta ley sea el tes-
timonio más antiguo de aquella institución, hay 
muchas razones para congeturar que esta es muy an-
terior á ella, al menos en cuanto á su esencia. Aun 
suponiendo que sea de Recesvinto la ley en cues-
tión, de lo cual no hay una prueba evidente, sabido 
es que aquel monarca encargó al concilio v m de 
Toledo que añadiera al cuerpo de las leyes lo que 
creyese necesario, suprimiera lo que juzgase supér-
fluo, corrigiese lo que considerara digno de enmien-
da, y declarase lo que le pareciera oscuro y dudoso. 
No cabe duda en que Recesvinto llevó á cabo la 
reforma, ora fuese con la ayuda del concilio, ora sin 
ella, pues lo testifica el gran número de leyes que 
llevan su nombre; pero de aquí no se infiere que 
todo lo contenido en ellas fuese obra suya, sino que 
retocó, enmendó y varió mucho délo antiguo, según 
las necesidades del tiempo. Y aun es de suponer, y 
casi nos atrevemos á asegurarlo, que una innova-
ción tan grave y trascendental como el tránsito á 
los gananciales, de un estado en que no se conocían, 
no fué obra de ninguna ley, sino resultado de anti-
guas costumbres y tradiciones venerandas. Casi nun-
ca se deben á la invención de los legisladores las 
instituciones fundamentales del derecho civil de los 
pueblos; todas han sido escritas muchos años des-
pués de estar en uso, autorizadas tan sólo por las 
costumbres. Y mientras más antiguas son las insti-
tuciones, más cierto es que no tienen su origen en 
Est.'juríd.—T. I I . 5 
66 B I B L I O T E C A J U D I C I A L . 
el derecho escrito. Faltaría, pues, esta regla constan-
te y universal de todos los pueblos, si Recesvinto 
hubiese sido el inventor de los gananciales. 
Examinando atentamente el texto de esta ley, que 
es la 16, tít. 2.°, lib. 4.°, y comparándole con el de 
otras, se deduce la misma consecuencia. Hemos ob-
servado que cuando las leyes de este monarca intro-
ducían alguna novedad importante, procuraban jus-
tificarla con un preámbulo más ó menos extenso y 
ampuloso. Sirvan de ejemplo la ley 5.a, tít. I.0, l i -
bro 2.°, que trata do reprimir la codicia de los re-
yes; la 28 del mismo título y libro, que faculta á los 
obispos para corregir á los Jueces que dicten sen-
tencias injustas; la 5.a, tít. I.0, lib. 3.0; que prohibe 
el matrimonio con mujer que sea de más edad que 
el varón, y otras varías. Pero no sucede así en la que 
principalmente trata de los gananciales, porque 
desde sus primeras palabras, se vé que trata de un 
derecho establecido ó por lo menos, que no introdu-
ce una novedad íimdamental, que necesite justifica-
ción. De otro modo no hubiera dejado el legislador 
de escribir un largo preámbulo sobre la justicia de 
la regla que atribuye á ambos cónyuges, lo que se 
adquiere con la industria ó el capital de los dos. 
También es de notar, y esto es aún más decisivo 
en favor de nuestra opinión, que la ley no tiene por 
objeto establecer que los bienes adquiridos constan-
te el matrimonio sean de ambos cónyuges, sino en 
el supuesto de ser éste un derecho establecido, de-
terminar la proporción en que aquellos bienes se 
deben dividir entre los consortes. Si un legislador 
inventara el derecho de los gananciales y quisiera 
consignarlo en una ley, no empezaría, ciertamente, 
como Recesvinto la suya, con estas palabras: <íl)um 
cujuscimque dignüatis autmediocritatis mariti persona 
uxori fuerit nobüiter atque competenter adjunta, et pa-
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fiter viventes, áliquid augmentaverint, vél inquihuscum-
que rébus, quippiam profligasse visi fuerint, atque pro-
ueniat, ut unus ex eis maioris rei et facultatis domi-
MUS sit, de ómnibus augmenfis et profiigationihus pari-
ier conquisitis, tantam partem unusquisque óbtineat, 
.qmntam eius facultatem fuisse omnimodis sibi dehita 
mi habita possessio manifestat. Ita ut si oequalis almn-
dantice domini sunt, pro parvis rébus contentionem in-
iemperantiam non adsumant...» No puede decirse más 
claro que el objeto del legislador era determinar la 
porción de gananciales correspondiente á cada cón-
yuge, cuando eran desiguales los bienes aportados 
por cada uno al matrimonio; y lo que de tal supues-
to se debe rigorosamente inferir, es que el derecho de 
sacar gananciales existia desde mucho antes que la 
ley, pero que ó no estaba determinada la proporción 
en que estos hablan de dividirse entre los cónyuges, 
ó lo estaba, pero de un modo oscuro y ambiguo, que 
daba lugar á dudas, ó bien de una manera clara, 
pero distinta de la nuevamente establecida. Si el 
derecho de sacar gananciales en una proporción 
cualquiera, no hubiese existido, lo primero que ha-
bria hecho el legislador seria establecerlo, para de-
terminar en seguida la parte que cada cónyuge debia 
tener en ellos. No nos queda duda, sin embargo, de 
que Becesvinto introdujo alguna novedad sobre este 
último punto, pero tampoco podemos saber de cier-
to cuál era la diferencia que habia entre la forma 
antigua de los gananciales, y la que les daba la 
nueva ley. Es probable, sin embargo, aunque esto 
no lo presentamos sino como una mera congetura, 
cuyos fundamentos se dirán más adelante, que lo 
que el marido y la mujer adquirían durante el ma-
trimonio se dividiese por iguales partes entre am-
bos, sin consideración al caudal que habia aportado 
cada uno, y que Recesvinto, considerando los ga-
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nanciales como fruto de este caudal, creyese más 
justo dividirlos en proporción al que cada cónyuge 
hubiese aportado al matrimonio. 
Siendo, pues, anterior á Reeesvinto la institución-
de que tratamos, y no procediendo como se ha vis-
to, del derecho romano, ni teniendo con él la menor 
relación, es claro que sus orígenes deben estar en 
el derecho y las costumbres de los godos, quizá en-
aquellas costumbres tradicionales que Eurico redu-
jo por primera vez á escritura, tal vez en las mis-
mas que ya tenian los godos, cuando habitaban en. 
la Tracia y en la Iliria, ó cuando estaban confundi-
dos con las otras tribus germánicas, si en ellas tie-
ne su origen aquel pueblo y no en el Asia como al-
gunos historiadores suponen. 
Sin tratar de decidir esta reñida cuestión, por 
no ser ahora de nuestro propósito, no podemos de-
jar de indicar que la institución de que tratamos 
puede muy bien tener su origen en las costumbres 
primitivas de los germanos, y no puede tenerlo 
sin suponer una contradicción chocante, en las cos-
tumbres y en las instituciones asiáticas. Así como 
la condición especial de la mujer no dió ocasión 
entre los romanos, á que se le reconociera derecho 
alguno sobre lo que ganaba el marido, constante 
matrimonio, así la condición servil y degradada de 
la mujer entre los asiáticos, no pudo tampoco dar 
origen á semejante derecho. Si porque la mujer 
casada era en Roma hija de familias de su marido, 
y no podia tomar parte en la adquisición de su 
hacienda, no se le reconoció jamás derecho á ga-
nanciales, allí donde la mujer era verdadera esclava 
ó mero instrumento para los placeres del hombre, 
mucho menos deberla gozar aquella prerogativa. 
Mas entre los germanos, era muy diferente la 
condición de la mujer. Comprábala el marido me-
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fiante la dote, la cual adquiría ella, bien desde lue-
go ó bien después de la muerte de su padre (1), lo-
grando por este medio cierta independencia. Era la 
mujer compañera del marido, lo mismo en el hogar do-
méstico que en el campo de batalla y en las expedi-
ciones militares, tomando parte con él en todos sus 
trabajos. Le acompañaba á descubrir y ocupar las tier-
ras que invadía, y partia con él la gloria y los pe-
ligros de las campañas; juntos emprendían largos y 
aventurados viajes, luchando con el rigor de las es-
taciones, la furia de los elementos y las armas de los 
indígenas á quienes despojaban. Mientras que estas 
tribus habitaron sus bosques natales, vivían solo de 
la caza, del pastoreo, del pillaje y poco ó nada de 
la agricultura: la propiedad territorial les era desco-
nocida, puesto que moraban en chozas miserables 
y se distribuían de tiempo en tiempo, las escasas 
tierras que habla de labrar cada familia, pasando 
de unas á otras. La mujer entretanto tenia á los ojos 
•del hombre algo diviii®, lo cual en boca de un roma-
no como Tácito, que fué quien hizo esta observación, 
•significa que íá mujer gozaba de una independencia 
y consideración desconocidas en Roma. Las faenas 
domésticas no se hacían tampoco por la mujer, sino 
por los esclavos de la familia; lo cual prueba que 
aun dentro del hogar, no era la mujer una mera ser-
vidora fiel y sumisa del marido, sino su compañera, 
su igual en el sentido propio y genuino de esta pa-
labra. Así es que cuando los germanos salieron de 
«us bosques y con el auxilio y compañía de sus 
mujeres, adquirieron tierras en propiedad y acumu-
laron riquezas, era muy natural se les ocurriese 
(1) Aunque la dote se entregaba al padre de la mujer, 
«esta entraba en posesión de ella por muerte de aquel y quizá 
antee. 
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que la hacienda ganada de tal modo, debía distri-
buirse en cada familia, en proporción á la parte que 
'cada uno de sus jefes y cabezas habia puesto en 
común para adquirirla, Y siendo la mujer igual al 
marido y habiendo trabajado en su compañía para 
la adquisición, justo era que ambos tuviesen una 
parte proporcionada en la ganancia. 
Por lo tanto, así como las costumbres asiáticas 
son enteramente inconciliables con la doctrina de 
los gananciales, las costumbres y tradiciones germá-
nicas se avienen perfectamente con ella. No quere-
mo deducir de este sólo hecho que los godos eran 
de origen germánico, y que los gananciales fueron 
indudablemente conocidos entre las tribus de Ger-
mania; pero en el supuesto de ser aquella institu-
ción de origen gótico, como queda antes demostra-
do, nos parece que la analogía que acabamos de in-
dicar, es otro argumento más contra los que ponen 
en el Asia la cuna de los godos y en favor de los que 
les suponen venidos del Norte de Europa. 
Cualquiera que sea, pues, la opinión que se for-
me sobre este punto, es lo cierto que el derecho de 
los gananciales era una prerogativa propia de los 
cónyuges que habían contraído matrimonio noble-
mente y no de los demás, pues lo dice así la ley 
antes citada. Matrimonio noble era el que se ce-
lebraba con dote é intervención de la autoridad 
pública, por personas nobles (L. 1, t. I.0, lib. 2.°, 
For. Jud,}, esto e^ , entre godos solamente, antes que 
Recesvinto les alzase la prohibición que tenían de 
casarse con españoles. Mientras duró esta prohibi-
ción subsistió también la personalidad del derecho,, 
rigiéndose los españoles por el romano, consignado 
en el Breviario de Alarico, y los godos por las leyes 
especiales de su nación. Ahora bien, la dote propia 
de estos últimos, que era la ofrecida por el marida 
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á la mujer, no la conocía el derecho romano, con 
arreglo al cual se casaban los españoles; luego si no 
había matrimonio noble sin (lote, á la usanza de 
los godos, tampoco podia haberlo sino entre los in-
dividuos de este raza. Y si el matrimonio noble era 
el que daba derecho á gananciales, estos debían ser 
exclusivamente propios de las familias godas. Abo-
lida la prohibición de los matrimonios entre godos 
y romanos, debió estenderse también aquel derecho 
á los españoles^ pero no indistintamente á todos, 
sino á aquellos que se casaban mediante un con-
trato dotal j con intervención de la autoridad pú-
blica: y como esto no era posible hacerlo, sino á 
cronte acomodada, ella solamente también gozaba 
fa prerogativa de adquirir gananciales. _ La ley 16, 
cuyas palabras hemos trascrito arriba, indica bien 
claramente que este derecho era propio tan sólo de 
gente noble; pero su traducción hecha como es sa-
bido en tiempo de San Fernando, y por órden suya, 
es aún más terminante. Dice así la ley 17, tít. 2.°, 
libro 4.° del Fuero Juzgo castellano: «Quantoquier 
que el marido sea noble, si se casa con la muier 
cuerno debe, é viviendo de so uno, ganan alguna 
cosa ó acrecen, etc.» Como se ve por estas pala-
bras, el traductor pone en lugar de mariti, persona, 
uxori nóbiliter adiunda que dice el texto latí-
no, marido noble: la cual variación es consecuencia 
ele'haberse suprimido en el mismo Fuero castellano 
la 1.a tít. I.0, lib. 3.° del original latino, que hace 
consistir la nobleza del matrimonio en la constitu-
ción dotal. Así la ley castellana explica de un modo 
más claro y directo que la latina, cuáles eran los 
matrimonios que daban derecho á gananciales. 
Veamos ahora las demás condiciones y circuns-
tancias de este derecho, según la legislación visigo-
da. Para disfrutarlo los cónyuges, además de haber-
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se casado noblemente, mediando dote é intervención 
de la autoridad pública, debian vivir en uno, bajo 
un mismo techo, pariter viventes, como dice la ley 16 
citada arriba. 
Entendíanse bienes gananciales todo lo que el 
marido y la mujer adquirían durante el matrimo-
nio, por sí ó por medio de su hacienda. En lo que el 
marido adquiría en la guerra, por donación ó heren-
cia de amigos ó de extraños, de su patrono ó del 
monarca, no tenia la mujer derecho alguno. De esta 
clase de bienes podia disponer libremente el marido, 
sucediendo en ellos sus hijos ó herederos. Lo que 
la mujer adquiría por iguales títulos y de las mis-
mas personas, era también exclusivamente suyo. 
(Ley 16, tít. 2.°, lib. 4.°, For. Jud.) Tampoco era 
ganancial lo que el marido adquiría en la guerra 
por medio de los esclavos de su mujer. La ley 15 
del mismo título y libro explica el fundamento de 
esta disposición, diciendo que así como según la Sa-
grada Escritura, tiene el marido á la mujer bajo su 
potestad, así también debe tener bajo la misma á 
los siervos de ella, ganando todo lo que ellos adquie-
ran en las expediciones militares: y, por último, que 
así como el marido debería responder de los daños 
que causasen los esclavos de su mujer, que le acom-
pañaran á la guerra, así también debía disfrutar del 
lucro que estos le proporcionasen. Esta ley, hecha 
como se ve, con las doctrinas del derecho romano, 
tiene trazas de ser anterior en tiempo á la de Beces-
vinto y establece una limitación importantísima al 
derecho de los gananciales, lo cual prueba que la 
ley romana modificó hasta cierto punto la institu-
ción de que tratamos. En rigor de derecho gótico, lo 
que adquiríanlos esclavos de la mujer acompañan-
do á la guerra al marido, debía pertenecer todo á la 
mujer, puesto que era una ganancia obtenida con 
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la hacienda de esta; pero como por otra parte era el 
marido quien ejercia la potestad sobre tales escla-
vos, y quien respondía por ellos, cuando se hacian 
culpables, llevándolos en su compañía á la guerra, 
pareció al legislador que seria justo hiciese también 
suyas el mismo marido las ganancias que ellos 
-adquiriesen. i , ^ 
Hemos dicho que el objeto principal de la ley de 
Recesvinto fué determinar la proporción en que ha-
bían de distribuirse entre el marido y la mujer, los 
bienes gananciales. Esta circunstancia hace presu-
mir que antes de aquel monarca, se hacia la distri-
bución de un modo diferente del establecido por 
dicha ley. ¿Pero en qué consistía la diferencia? Eso 
es lo que no sabemos, aunque nos inclinamos á 
pensar que tal vez, según la antigua costumbre, loss 
bienes que el marido y la mujer adquirían en uno 
durante el matrimonio, se dividían por mitad entre 
ambos. E l primer fundamento de nuestra hipótesis 
se halla en la misma ley de Recesvinto. Según ella, 
cuando apareciere evidentemente y á primera vista 
que la hacienda de uno de los cónyuges era mayor 
que la del otro, debían dividirse las gananciales en-
tre ambos, en proporción al caudal de cada uno, 
pero cuando sus haciendas fuesen iguales ó no hu-
biera entre ellas notable diferencia, debía hacerse 
la división por mitad entre los cónyuges. Si esta-
blecer esta regla fué el objeto principal del legisla-
dor, es muy probable que antes de ella, la ley ó la 
costumbre autorizasen la división por mitad en 
todo caso y sin consideración al caudal de cada con-
sorte. 
Confírmase hasta cierto punto esta sospecha 
cuando se nota que al aparecer otra vez los ganan-
ciales, después de la conquista de los árabes, en las 
leyes más antiguas que se conservan de este tiempo. 
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se presentan también como un privilegio de la noble-
za y con la circunstancia de dividirse por partes 
iguales, según veremos más adelante. Esto da á en-
tender en cierto modo, que la ley de Reces vi nto no 
pudo destruir la costumbre anterior, la cual siguiá 
observándose y fué consignada más tarde, bajo su 
primitiva forma, en las primeras leyes que hicieron 
los fijos-dalgo, según se verá más adelante. Ello es 
cierto que en tiempos de D. Alfonso el V I I I , era ya 
fuero antiquísimo de Castilla, pero propio solo de 
los nobles, que la dueña cuyo marido moria, sacase 
para sí la mitad de las ganancias que hubieren te-
nido durante el matrimonio. (Fuero.Viejo, 1.1, t í t l .0 , 
lib. 5.°) ¿De dónde procedía esta costumbre? Sin 
duda do la ley gótica observada en cuanto á lo 
principal, pero no obedecida en cuanto á la propor-
ción en que ella establecía se dividieran las ganan-
cias del matrimonio. Pero si en esta parte no esta-
ba en observancia la ley antigua, y se cree además 
que sobre ella versó principalmente la reforma de 
Recesvinto, ¿no es probable que esta reforma que-
dase de hecho sin efecto, por prevalecer en la práctica 
la. antigua costumbre, que se había pretendido alte-
rar? Si lo que se usaba en Castilla durante los prime-
ros siglos déla dominación mahometana, era partir los 
gananciales por mitad, ¿no hay muchos motivos 
para suponer que este fuese también el uso de Es-
paña bajo la monarquía de los godos? 
_ Pero júzguese de esta hipótesis como se quiera, lo 
cierto es que el derecho escrito de los visigodos no ad-
mitía la partición de los gananciales en iguales par-
tes, según se practica hoy, sino la división á prorata 
de la hacienda que cada uno de los cónyuges había 
aportado al matrimonio, siempre que habia notable 
diferencia entre las de ambas. El motivo de esta re-
gla es óbvio y justísimo. Considerando que las ga-
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nancias obtenidas en el matrimonio son producto de 
los bienes traidos á él, y conservando cada cónyuge 
la propiedad de los que hubiere aportado, es^  conse-
cuencia rigorosa que tales ganancias se distribuyan 
en la misma proporción en que cada uno hubiere 
contribuido para obtenerlas, es decir, según sus ca-
pitales, sin que deba corresponder al marido más 
parte por razón de su industria, porque ésta se halla 
compensada con la que ejerce la mujer, dirigiendo 
el hogar doméstico, ayudando á su consorte, crian-
do á sus hijos y atendiendo á todos los cuidados de 
la familia. Sólo cuando era corta la diferencia entre 
los bienes del marido y los de la mujer, no debia 
hacerse el prorateo, dividiendo las ganancias por 
mitad, pues como dice la ley Recesvinto... Quia di-
ficüe est ut in tanta aquilate facultas eorum possit 
mqmri, ne in qmcumqm videatur una pars alterisu-
peresse... pro parvis rébus contentionis intemperantiam 
non adsumant. 
Hasta la muerte de alguno de los cónyuges no 
habia propiamente gananciales: entonces era cuan-
do debían investigarse los bienes que cada uno ha-
bla aportado al matrimonio, siendo, por consiguien-
te, de su propiedad, Además, de estos bienes se sa-
caban los que procedían de expediciones militares, 
larguezas de los príncipes, herencias y donaciones 
de extraños, á fin de adjudicarlos al cónyuge que en 
particular los habia adquirido, ó á sus herederos, si él 
era difunto. Sacábanse asimismo los bienes que por 
escrituras, apareciesen adquiridos de mancomún por 
ambos consortes, á fin de adjudicárselos en las 
mismas porciones que resultara de tales documentos 
tener en ellos cada uno. Todo el caudal que queda-
se, hechas estas deducciones, era el que debia par-
tirse como ganancial (ley citada arriba). De él podía 
disponer libremente el cónyuge superviviente, en la 
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porción que le correspondiese, según la regia an-
tes dicha, y en la porción restante sucedian con ar-
reglo á derecho, los herederos testamentarios ó legí-
timos del cónyuge difunto. Tales eran los ganancia-
les según el derecho de los godos; semejantes y aun 
idénticos á los que actualmente conocemos, con la 
diferencia dicha en cuanto á su distribución. Vea-
mos ahora cómo se ha conservado y modificado 
•esta institución en las edades posteriores. 
SEGUNDA ÉPOCA.—COSTUMBRES Y LEYES MUNICIPALES. 
Como las leyes y costumbres de los godos no de-
jaron de observarse entre los cristianos, después de 
la invasión de los sarracenos, y particularmente en-
tre los que pudieron salvarse del yugo de los con-
quistadores, el derecho de los gananciales siguió en 
práctica durante los primeros siglos de esta nueva 
dominación. Hay escrituras antiquísimas del reino 
de Castilla que prueban esta verdad. En el año 947, 
el presbítero Suario, en unión con sus hijos Gonza-
lo y Velasco, donaron al convento de San Cosme y 
San Damián varias tierras, molinos y viñas, y dice 
la escritura que en una de las viñas, tiene otro hijo 
de Suario la octava parte, y en otra la mitad corres-
pondiente á su madre (1). Pero en Castilla al me-
nos, no estaba en uso la ley gótica, en cuanto á la 
manera de distribuir los gananciales, sino la costum-
bre que suponemos anterior á aquella ley; la misma 
que Recesvinto quiso abolir sin poderlo lograr, esto 
es, la división por mitad entre los cónyuges de todo 
lo que hubieren adquirido durante el matrimonio. 
(1) Esta escritura se conservaba en el archivo de la igle-
sia de Santa Fé de Toledo, y la insertó el P. Merino en su 
Faleografia española, pág. 90. 
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En el año 1003, Ordeño Sarraciniz hizo donación 
al monasterio de Sahagun de la mitad de un moli-
no que liabia comprado á Pedro Eriz, y dice en la 
escritura: «pero como compró esta finca viviendo en: 
uno con mi mujer, Mayor Ovezquiz, y es suya la 
mitad según el fuero de la tierra, hago donación de 
la otra mitad que me corresponde (1).» En el año 
1006, Gontroda, mujer de Ablavel Gudestis, pidió-
ai rey Don Bermudo, le devolviese la mitad de los 
bienes de su marido, muerto sin sucesión, y de los 
cuales se habia apoderado el ñsco como heredero. 
El rey otorgó esta pretensión (2). Ansur Gómez en 
1048 otorgó carta dotal á favor de su mujer, ofre-
ciéndole, además déla dote, la mitad íntegra de todo 
cuanto ganaran y adquirieran durante el matrimo-
nio. Por el mismo tiempo la mujer de Pedro Froi-
laz, conde del Bierzo, hizo donación á la iglesia de-
Astorga, de todos sus bienes gananciales. Es, pues, 
evidente, que en los siglos x y x i , así en Castilla 
como en León, estaba en uso este derecho. 
También tratan mucho de las ganancias entre ma-
rido y mujer los fueros especiales y cartas pueblas 
de más antigüedad, que se han conservado hasta 
nuestros dias. La reina doña Urraca, confirmando 
en 1147 los Fueros de León y Carrion, les agregó 
algunos capítulos, y entre ellos, uno en que dispuso 
que la mujer del caballero que fuese á la guerra, no 
perdiese su heredad, ni las cosas que ambos cónyu-
ges hubiesen comprado á medias, las cuales eran 
indudablemente los gananciales. La carta de la rei-
(1) Sed quia emi J U B O sedem cum uxore mea. Mayor Ove-
quiz, et secundum foro de térra, medietas sua erat, dedi ei 
medietatem meam. (Escritura inserta en la historia de Sa-
hagun.) 
(2) Escritura inserta en dicha historia de Sahagun. 
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na los llama en su latín bárbaro, suas medias com-
paraciones. Según el Fuero dado á Cuenca en los úl-
timos años del siglo xn , cuando el marido y la mu-
jer se separaran, debian dividir entre sí todo lo que 
hubieran ganado en común, así como las labores y 
mejoras que ambos hubiesen hecho en la propiedad 
de alguno de los dos; y cuando este matrimonio se 
disolviera por muerte de uno de ellos, el que sobre-
viviese no heredaría nada de lo que correspondiere 
al difunto (1). Según otra ley del mismo Fuero, 
cuando el marido y la mujer no tuvieren hijos y 
cambiaren ó vendieren algún inmueble propio de 
uno de ellos, adquiriendo otro en su lugar, ó cuando 
hicieren mejoras ó plantaciones en la propiedad de 
uno de los mismos, hablan de dividir entre sí, por 
iguales partes, las mejoras hechas ó los bienes gana-
dos por este medio, siempre que fuere necesario, tan-
to en vida como en muerte; y cuando uno de los 
cónyuges muriere, el superviviente debia recibir la 
mitad de las labores y mejoras, los parientes más 
próximos del difunto la otra mitad y los demás 
bienes raíces aquel de quien procedieran (2). E l Fue-
_ (1) Cum maritus et uxor aliqua occasione ad invicem .volue-
r m t separari, dividant de qualiter inter se, quacunque simul 
acqmsierint et non aliud; et dividant laborem quem ambo in 
radicem alterius fecerint. E t postquam imm eorum qui i n vita 
fuerint separati decesserii, Ule qui superviserit, nihil de honk 
ejus accipiat, sed hrceedes defuncti omnia bona sua accipiant 
et dividant inter se. (Fuero de Cuenca, ley 8.a cap. 8.o) 
(2) Si vir et uxor steriles fuerint et insimul cambium aut 
comparationem fecerint in radice alterius, sive domus aut mo-
lendinos aut talium laborem aut plantationem fecerit, pariter 
dividant il lud cum fuerit necesse, tam in vita quam in morte. 
Cum alter eorum decesserit, vivus habeat medietatem prcedicti 
labons et propinquiores consanguinei defuncti aliam medieta-
tem: alia radix redeat ad radicem. (Ley 81, cap. 8.°, id.) 
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ro de Plasencia, dado probablemente en el tiempo 
de Alfonso V I I I , y el de Baeza, que aunque de fecha 
incierta, se sabe fué confirmado por San Fernando, 
contienen también iguales disposiciones. En el si-
glo x m , los Fueros de Alcalá y de Fuentes (3) dan 
testimonio de la subsistencia de aquel derecho. Se-
gún una ley del primero: «Toda la buena que com-
praren ó ganaren marido ó mujer de mueble ó raíz, 
»pártanlo por medio.» Por último; en el mismo si-
glo x m estaba en uso, que la ceremonia de la ve-
lación fuese una circunstancia legal, indispensable, 
para que la mujer adquiriese derecho á los ganan-
ciales. El Fuero dado á Cáceres por Don Alfonso I X 
en 1229, lo prueba: «Todo home, dice, que compra-
ble herencia ó mueble con su mujer, dé su. haber 
»entre la mujer en medietate, después que fueren 
» velados.» 
Por lo tanto, la historia y los documentos legales 
contemporáneos nos ofrecen una série de pruebas 
irrecusables de la subsistencia de la institución que 
vamos analizando desde el siglo x hasta el x m , sin 
interrupción alguna. Durante este tiempo se consi-
deraban bienes gananciales los bienes raíces que el 
marido y la mujer compraban durante el matrimo-
nio, viviendo unidos: todas las cosas que ganaban ó 
adquirían en el mismo tiempo^ fuesen muebles ó 
raíces, y por la industria de uno sólo ó la de ambos: 
el valor de las labores y mejoras que se hacian en 
los bienes de uno de los cónyuges; pero no las pro-
piedades adquiridas por cambio de otras porteoe-
(3) El Fuero de Alcalá de Henares dado primeramente 
por D. Eaimundo, arzobispo de Toledo, fué aumentándose con 
disposiciones nuevas agregadas por sus sucesores. El Fuero 
de Fuentes fué dado por el arzobispo de Toledo D. Gonzalo I I , 
en 1298. . 
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cientes á uno de los mismos, ni las compradas con 
el precio de la venta de algunas de estas. 
Dábanse los fueros, como es sabido, por vía de 
privilegio y merced á los pueblos, á fin de que sir-
viesen de estímulo á sus moradores, para continuar 
en ellos, y á otras personas para venir á avecindar-
se en los mismos. De lo cual se infiere, que los de-
rechos que en los fueros se concedian, no eran co-
munes á todas las clases del Estado, ó cuando me-
nos, no formaban una legislación constante y 
universalmente establecida; porque de otro modoy 
¿qué beneficio hubiera hecho el monarca á aquellos 
á quienes quería distinguir y favorecer? Y si la ley 
de los gananciales la hallamos establecida en mu-
chos de estos fueros, ¿será aventurado suponer que 
no siendo ella el derecho común de todos los espa-
ñoles, quisieron darla sin embargo algunos monar-
cas por privilegio especial, á todos los vecinos de 
ciertos pueblos de cualquier condición y calidad que 
fuesen? 
Pero la prueba más convincente de este hecho se 
encuentra en el Fuero Viejo de Castilla. En el año 
1212, hallándose el rey D. Alfonso V I I I en el hos-
pital de Búrgos, confirmó los fueros que sus ante-
pasados D. Alfonso V I y D. Alfonso V I I y él 
mismo hablan concedido á muchos pueblos: encargó 
á los ricos hombres y á los fijos-dalgo que regis-
trasen las historias, fueros, costumbres y preceden-
tes y sacasen de ellos y escribiesen las reglas de 
derecho por las cuales se reglan: que hecha esta 
compilación se la presentasen y él la examinaría, 
confirmando lo que fuese bueno y enmendando lo 
que fuera menester. No llegó el rey á hacer lo que 
habla prometido por falta de tiempo ó por otro mo-
tivo que se ignora, pero los ricos hombres y fijos-
dalgo continuaron gobernándose por los fueros y 
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costumbres escritos en su compilación, hasta que 
I ) . Alfonso el Sábio publicó el Fuero Real (1). m 
ella, que con aumentos y variaciones posteriores, 
es el Fuero Viejo de Castilla que conocemos boy, 
se hallaba una ley que decia así: «Esto es fuero de 
Castiella... cuando el marido murier, puede ella 
(la mujer) levar todos suos paños e suo lecho, e 
sua muía ensellada e enfrenada, si la adujo... e el 
mueble que trajo consigo en casamiento e la mev 
tat de todas las ganancias que ganaron en *mo.» De-
cimos que esta ley formaba parte de la colección 
hecha en tiempo del rey D. Alfonso, no porque este 
en el Fuero Viejo (ley 1, tít 1.°, lib. 5.°), sino porque 
se halla en los manuscritos antiquísimos de dicho 
Fuero, que contienen solamente las 110 leyes que lo 
componían, antes que el rey D. Pedro lo reformase 
y aumentase (2). En esta colección primitiva se 
m Esta es la noticia que da el rey D. Pedro de Castilla, 
de la formación del Fuero Viejo, en el Prólog0 q u r e p ^ n ^ 
poner, cuando lo aumentó con nuevas leyes, y lo reformo e« 
el año de 1856. <E entonces, dice este Prol«P'^^0/rraesy 
(D. Alfonso VIH) a los ricos ornes e a los fijosdalgo de Cas-
tiella, que catasen las istorias e los buenos fueros, e las ^ 
ñas costumbres, e las buenas fazañas que avien e que las 
escriviesen, e que se las levasen escritas e quel las vene e 
aquilas que fuesen de enmendar el gelas e-mendane e lo 
que fuese bueno a pro del pueblo, que gel« c0A^™fien^ 
después por muchas priesas que ovo el rey A ^ 0 ; ^ ' 
el pleito en este estado, e judgaron por este fuero según que 
es escrito en este libro, e por estas fazanas fasta que el rey 
D. Alfonso, su viznieto... dió el fuero del libro...> „ 
(21 Uno de estos manuscritos se baila en la Biblioteca 
real de Madrid, contenido en un Códice donde hay otroe va-
rios documentos legales. (Est. D. núm. 61-) El Sr. Pul al ha 
confrontado este manuscrito con el JieJ0n 
impreso, tomando nota de las leyes de este ultimo que se ha-
Uan en el primero. Una de estas leyes es la que trata de los 
gananciales, y queda citada en el texto. (Adiciones al Fuero 
Est . j u r í d . - T . TI. 6 
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insertaron solamente «los buenos fueros e las buenas 
costumbres e las buenas fazañas que los ricos bo-
rnes e los fijos-dalgo avien;» luego el derecho de 
los gananciales era uno de estos buenos fueros, y de 
estas buenas costumbres de los hidalgos y los ricos 
hombres. Lo cual concuerda perfectamente con la 
ley del Fuero Juzgo, que tampoco atribuye aquel 
derecho más que á los nobles, según hemos visto 
anteriormente. 
Veamos ahora cuáles eran la extensión y los lí-
mites del derecho en cuestión, entre la clase privi-
legiada que de él disfrutaba. Por muerte de la mu-
jer debía sacar el marido para sí, no solamente la 
mitad de los bienes muebles, sino también por vía 
de mejora, su caballo, sus bestias y sus armas de 
fuste y hierro. Por muerte del marido, la mujer, ade-
mas de la mitad de todas sus ganancias, sacaba 
tres pares de vestidos, su muía con silla y freno, su 
cama y una bestia de acémila, la mejor que hubiere 
(Fuero Viejo, ley 5.a tít. 1 o, lib. 5.°) Estas mejoras, 
que ademas de sus gananciales, sacaban el marido 
y la mujer, cada uno en su caso, eran también cono-
cidas en Aragón, bajo el nombre de aventajas f orales. 
Pero no debían reputarse gananciales divisibles 
entre el cónyuge superviviente y los hijos, el usu-
fructo de cualquier cosa que marido y mujer hubie-
ren adquirido de mancomún por vida, á ménos que 
ambos estipularan lo contrario. De modo que en ta-
ies casos, los herederos del cónyuge muerto no po-
dían reclamar del superviviente ninguna parte de las 
rentas que produjeran los bienes adquiridos de aquél 
modo. (L. 6.* tít. I.0, lib. 5.°) Tampoco eran ganan-
Yiejo de Castilla por el Excmo. Sr. D. Pedro José Pidal, in-
sertas en los Códigos españoles concordados y anotados, 
tomo 1.°) J J 
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-cíales los bienes que confesaba el marido haber com-
prado con el producto de la venta de los bienes de su 
mujer, ó de la de los suyos propios, con la diferencia 
de que en el primer caso hacia prueba la confesión 
del marido, y en el segundo se necesitaba una prue-
ba legal; no bastando siquiera la confesión de la 
mujer, como no fuese hecha en testamento otorgado 
en peligro de muerte. Los bienes adquiridos de este 
modo, correspondían á aquel cónyuge cuya here-
dad habia sido vendida para comprarlos. No se con-
sideraban, en fin, gananciales las cosas que alguno 
de los cónyuges adquiriera por donación de señor, 
pariente ó amigo. (L. 7.a, tít. 1.° lib. 5.° id.) Así, 
pues, todos los bienes, muebles ó raíces traídos al 
matrimonio, los comprados en lugar de algunos de 
ellos y para reemplazarlos y ios adquiridos después 
por título gratuito y en particular por uno de los 
cónyuges, volvían al tronco donde tenian su orí-
gen. Todos los demás bienes que no se hallasen en 
ninguno de estos casos, debiau repartirse como ga-
nanciales 
Habia además ótra ley singular. El marido pedia 
vender, contra la voluntad de la mujer, los bienes 
traídos por ella al matrimonio; pero esta venta no 
era irrevocable, sino durante la vida de ambos cón-
yuges, pues faltando alguno de ellos, la mujer ó sus 
herederos podían reclamar el inmueble vendido, sin 
que sirviera de escusa al comprador la posesión de 
año y dia, ni le quedara más recurso que el de re-
petir contra los fiadores de eviccion y saneamiento 
que le hubiere dado el marido. Igual facultad tenia 
este para vender los bienes adquiridos, viviendo en 
uno con su mujer, pero respecto á ellos, no tenia 
esta el mismo derecho de restitución. (Leyes 7.a y 
8.a, id. id.) 
Consiguientes á estas doctrinas sobre ganancia-
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les eran las que determinaban la responsabilidad de 
las deudas contraidas por el marido ó por la mujer 
durante el matrimonio. Así como la mujer hacia 
suya lñ mitad de las ganancias hechas por el mari-
do, viviendo en su compañía, así también era razón 
que respondiese de las deudas contraidas por el 
marido, en provecho de ella ó en el de ambos. Por 
eso, cuando el marido tomaba prestado, ó salía por 
fiador de alguno, en negocio de utilidad común del 
matrimonio, la mujer era también responsable; pero 
no podia ceder en su perjuicio la fianza hecha por 
el marido en favor de un tercero y sin provecho de 
ella, ó cuando encubiertamente tomaba aquel dine-
ro prestado á los judíos, como no se probara á pos-
teriori, que esta deuda habia cedido en provecho de 
entrambos cónyuges. (L. 10, id. id.) Las deudas 
contraidas por la mujer sin licencia de su marido^ 
no la obligaban, sin embargo; mas era porque las 
mujeres casadas no podian obligarse sin aquel con-
sentimiento, excepto en muy pocos casos. No dice-
el Fuero Viejo de un modo terminante los bienes 
con que debia responder la mujer de las deudas del 
marido, en los casos en que esto procediese; pero 
según se infiere de la ley 13 del mismo tít. I.0, li-
bro 5.° y del espíritu de las demás leyes citadas, la 
mujer era responsable con sus bienes gananciales, y 
á falta de ellos con los suyos propios, cuando la 
deuda se convertía en su provecho ó el de los dos-
consortes; y cuando no sucedía así, sacaba libre, no 
sólo sus propios bienes, sino también su parte de 
gananciales. Esto último indicaría que entonces po-
día haberlos, aun sin la disolución del matrimonio; 
pero así debia suceder, cuando la ley 13 citada, 
dice que si al embargar el Juez al deudor, alega la 
mujer de este que ella no hizo ni confesó la tal 
deuda, no debe ejecutarse el embargo, sino sobre 
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los bienes propios exclnsrvamente del marido, y si 
lio los tuviere y se hallaren solamente hienes comu-
nales del e della se pueden embargar estos bienes 
pero sólo qmnto en la parte del, mas non en lo suo 
Mía . Bienes comunales del marido y la mujer no 
pueden ser otros que los ganados durante el matri-
tíionio; si no se podían embargar, sino en la parte 
correspondiente al marido, es claro que la mujer 
tenia derecho á reclamar su parte, ó lo que es lo 
mismo, á sacar gananciales en vida de su mando. 
Cuando el marido y la mujer contraían una deu-
da en común, cumplido el plazo, podia el acreedor 
reclamarla de la mujer sola, si el marido se hallaba 
ausente, sin obligación de darle un término para 
avisar á su cónyuge; pero si la deuda había sido 
contraida en nombre del marido solamente, de-
bía concederse á la mujer este término. (Ley 12, 
idem id.) Según el Fuero de Sepúlveda, conforme 
en esta parte con el Fuero Viejo: «Toda debda que 
marido con su mujer ficiere, si alguno de ellos mu-
riere, péchenlo por meetad, e si amos murieren, pa-
guenlo aquellos que obieren de heredar su hereda-
miento.» Mas según el mismo Fuero, no eran tan 
amplias las facultades que el marido tenia sobre los 
bienes de la mujer, como por el Fuero Viejo. «Todo 
orne que mujer oviere, non haya poder el mando de 
vender raíz de la mujer, si á ella ploguiere.» Luego 
el derecho de vender esta raíz contra la voluntad de 
la mujer, en los términos que antes digimos, debía 
ser exclusivamente propio de los hidalgos y los neos 
hombres. 
Hemos indicado ya, que aun antes de la disolu-
ción del matrimonio, podia la mujer en ciertos casos 
sacar sus gananciales. Según la ley 8.a del Fuero 
de Cuenca, anteriormente citada, el mando y^ la 
mujer debían dividir la hacienda que juntos habían 
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ganado, «cuando por alguna ocasión, quieran se-
pararse el uno del otro» dliqua occassione adivicem 
vóluerint separari. Según la ley 31 del mismo Fuero, 
los bienes raíces adquiridos durante el matrimonió 
y las mejoras hechas en los propios de uno de 
los cónyuges, se habian de dividir cuando fuera. 
menester, así en vida como en muerte divi-
dant .ülud qum fuerit necesse, tam im vita quam in 
morte. Por último, según la ley 13, tít. l.o, lib. 5.o 
del. Fuero Viejo citado anteriormente, la mujer po-
día sacar sus gananciales cuando el marido tenia 
que pagar deudas contraidas sin provecho ni anuen-
cia de ella. Lo que no resulta de los Fueros ni dé-
los demás documentos legales que hemos consmlta-
do, son los otros casos, fuera de los ya dichos, en 
que los cónyuges podían constante matrimonio, sa-
car su ganancial. Según las palabras copiadas del 
Fuero de Cuenca, parece que estaba en el arbitrio' 
de los casados, separarse cuando quisieran, lleván-
dose cada uno su haber. El Fuero Viejo no les con-
cedía tan ámplia libertad. Y como lo dispuesto en 
el Fuero de Cuenca, no lo vemos reproducido en otro 
alguno, nos inclinamos á creer que constituía ex~ 
cepcion de la costumbre general que autorizaba sólo 
la división de los gananciales, después de disuelto el 
matrimonio, por la muerte de alguno de los cón-
yuges. 
_ Resulta también de las leyes citadas, que en Cas-
tilla al menos, no se repartían los gananciales de la 
manera proporcional que había establecido la ley 
de Recesvinto, á prorata de los bienes que cada cón-
yuge había aportado al matrimonio, sino por mita-
des iguales entre ambos consortes, y prescindiendo 
de aquella consíderaeion. Ya hemos visto que las 
escrituras otorgadas en los siglos x, x i y x n esta-
ban contestes sobre este punto. Los fueros dados á 
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pueblos de la corona de Castilla, establecen 6 su-
ponen también la misma igualdad en la división de 
los bienes gananciales. E l Fuero de Cuenca dice de 
ellos que parüer dividant y que cuando muriere uno 
de los cónyuges, vivus hdbeat medktafeni de las la-
bores hechas en la propiedad de alguno de ellos y 
los herederos del difunto aliam mediefatem. Los b ñe-
ros de Alcalá y de Fuentes mandan que «la buena 
que ganaren marido y mujer, pártanla por medio.» 
Y por último, el Fuero Viejo cuando trata de este 
asunto, habla siempre de la meitad de todas las 
ganancias que ganaron en uno, mando y mu^r 
" ;Pero se guardaba la misma regla en los pueblos de 
la corona de León? En ellos se observó más constan-
te y umversalmente que en Castilla, el Fuero Juzgo, 
pero ni en las escrituras ni en los fueros especiales 
fiados á varios pueblos de aquel remo en la Edad 
- Media, hay noticia alguna cierta del uso que se se-
P-uia en cuanto á la división de los gananciales. Las 
palabras de la carta de la reina D.a Urraca de 1147, 
adicionando los fueros de León, no dan luz bastante 
sobre este punto. De que la mujer cuyo mando iba 
á la guerra, pudiera reservar suas medias compara-
times, no se sigue que estas fuesen la mitad exac-
ta de todo lo que ambos hubiesen adquirido, pues 
podían ser también las cosas que hubiesen, compra-
do á medias, y esta traducción menos libre es tam-
bién más conforme al texto. Pero como la observan-
cia del Fuero Juzgo estaba tan recomendada y vigi-
lada en este reino (1), no es extraño que se guardase 
en él también la ley de Recesvinto. En los primeros 
(1) En León, de las sentencias de los alcaldes se apelaba 
al Fuero Juzgo. Para decidir estas apelaciones había un clé^ 
rigo nombrado por la iglesia catedral, á quien daba e\ rej un 
ejemplar de aquel Código. La entrega del libro significaba la 
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siglos de la dominación de los árabes, tal vez se si-
guió en este punto la costumbre antigua del mismo 
modo que en Castilla, pero después hay documentos 
que prueban estaba en ejecución la ley visigoda. 
En el año 1442, Yañez de Ulloa, consejero del 
rey D. Juan 11, otorgó su testamento en Santa Ma-
ría de Meva y en él asegura el Escribano cartula-
rio que á la sazón regia en Toro el Fuero Juzgo ó 
de León. E l testador poseia bienes en este reino 
y en el de Castilla, por lo cual tenia que arreglar 
sus disposiciones á las diferentes leyes que se guar-
daban en aquellas provincias. En su consecuencia, 
declaró haber contraído dos matrimonios, el prime-
ro con D a Isabel de San Juan, celebrado en Toro 
(reino de León), y el segundo con D.a Juana de Her-
rera, en Santibañez de la Mota (Castilla). En segui-
da manifestó los bienes que cada una de estas mu-
jeres le hablan llevado en dote, los que hablan gana-
do con cada una de ellas y las deudas que viviendo 
con una y con otra, habia contraído. Declaró asimis-
mo los hijos que habia tenido de cada matrimonio, 
determinando el modo de que hablan de partir los 
bienes dótales, los gananciales y las deudas. Respecto 
á ios bienes situados en Santibañez de la Mota, dijo 
que se repartieran con arreglo á les leyes de Casti-
lla; y en cuanto á los de Toro, que se atuviesen sus 
herederos al Fuero de León ó Juzgo. He aquí cómo 
se expresaba Yañez en una de las cláusulas de este 
testamento: «Al tiempo que Isabel de Sant Johan, 
mi mujer (que Dios perdone) e yo casamos de con-
sano, nos desposamos en Toro por palabras de pre-
confirmacvon ó aprobación del monarca al nombramiento del 
juez de apelación. Estos pleitos debian decidirse por las 
leyes de Fuero Juzgo, que formaban el derecho común de 
aquel reino. Hasta de las sentencias dadas en corte del rey, 
esto es, en las chanciilerías, se podía apelar al Fuero Juzgo'. 
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senté, e después solepnizamos las bodas, eso mesmo 
la cibdad de Toro, la cual es fundada á fuero de 
tierra de León: el qual fuero es: que quando algunos 
casan, que lo que ganaren, que lo partan segund 
qae cada uno truxo.» Y más adelante: «e segund la 
ley del Fuero de León, su herencia e las debdas han-
se de contar á los herederos (1).» Esta doctrina es, 
-como se ve, la misma que habia establecido Reces-
vinto, pero muy diferente de la que se usaba en los 
pueblos de Castilla y que al cabo prevaleció en todo 
•el reino. 
Otro derecho reconocían también varios fueros 
á los casados, que tenia íntima relación con el de 
los gananciales. Llamábase en los fueros latinos 
mitas viri et uxoris, y en los castellanos hermandad 
.de tienes. Oonsistia en un contrato, que podian ha-
cer los cónyuges al tiempo de casarse, por el cual 
•se comprometían á ceder todos sus bienes en favor 
del que sobreviviese de ellos, sin que los herederos 
del muerto pudiesen demandar cosa alguna de su 
herencia, hasta que faltase el superviviente. Para 
que este contrato fuese válido, era preciso celebrar-
lo con toda solemnidad, en presencia de los herede-
ros de ambos contrayentes, en domingo y después 
de misa. Así, n i aun los hijos podian heredar nada 
de su padre ni de su madre, hasta que muriesen 
ambos. E l Fuero de Cuenca lo dice expresamente 
en una ley cuyos términos son: X X X V I c a p . X. Be 
uninate viri et uxoris.—Quamvis superius sit dictum 
quod post mortem mariti sui sive uxoris, heredes cum 
superstite dividant; tamen si vir et tixor unitatem fece-
rint, sicut forum est, in vita utriusque, mdlus hares 
sivefilius, dividat cum superstite, quamdiu vixerit. Los 
(1) Marina da noticia de esta escritura en su Ensaya 
histórico-crítico sobre la legislación. 
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Fueros de Plasencia j Cáceres reprodujeron y con-
firmaron esta disposición. Pero como en vano he-
mos buscado sus orígenes en leyes y documentos 
más antiguos, creemos que este debió ser uno de 
los muchos usos ilegales que se introdujeron en al-
gunos pueblos de Castilla, poco después de su re-
conquista por los cristianos, y que duraron y se 
mantuvieron luego largo tiempo á favor de la anar-
quía y de la falta de una autoridad vigorosa que 
hiciese cumplir las leyes. Tan persuadido estaba el 
autor del Fuero de Cáceres de que más que como 
costumbre, deberla esta mirarse como corruptela, 
que exigió para la validez de tales contratos, la pre-
sencia é intervención de los herederos, toda la ma-
yor publicidad que era posible en aquellos tiempos, 
y que los contrayentes no los celebrasen sino inme-
diatamente después de practicar un acto de religión, 
que debia recordarles sus deberes morales y llamar-
les al interior de su conciencia. 
Algunos pueblos tenian también por Fuero otro 
derecho llamado de viudedad. Consistía en que el 
viudo ó la viuda que prometiesen guardar su esta-
do, sin volverse á casar, después de la muerte de su 
consorte, pudiesen retener para sí una porción de-
terminada de los bienes muebles ó inmuebles del 
haber matrimonial, para mantenerse con ella. Este 
derecho tenia lugar cuando el cónyuge supervivien-
te carecía de bienes propios y de gananciales, de-
biendo pasar todos los del difunto á sus herederos, 
y también, aunque con ciertas limitaciones, cuando 
había gananciales. Según el Fuero de Salamanca, 
las cosas que el marido ó la mujer podía reservarse 
por razón de viudedad, eran: «una tierra sembradura 
de tres cafices en barbecho, e una casa, e una aran-
zada de vinna, e una vez de acenia, e un yugo de 
bues, e un asno, e un lechen, e un quenaba, e un 
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lichero, e un fieltro, e dos sabanas, e dos cabezales, 
espetes, mesa, escudiella, vasos, cuchares quantas 
hovieren de madera, escaños, cedazos, archas, va-
dil, calderas, escarnidos, cubas e un carral de 30 
medidas: todo esto cuando lo hubiere de consuno, 
tómelo entero, e aquello que fore de parte del mari-
do tome el medio.» De modo, que cuando en el ma-
trimonio habia todas estas cosas como gananciales, 
podia la viuda llevárselas íntegras, cupieran ó no 
en su mitad; pero cuando existían como propiedad 
del marido, solamente la mitad de ellas podia lle-
varse la viuda. Concuerdan con estas disposiciones 
los Fueros de Cáceres y de Cuenca, variando sola-
mente en cuanto á la determinación de las cosas 
que constituian la viudedad: el primero nombra, 
sin embargo, las mismas con poca diferencia; el se-
gundo se separa más del texto antes citado. Todos 
convienen también en privar al viudo ó viuda que 
pasaba á segundas nupcias, de los bienes retenidos 
por viudedad, los cuales se trasmitían entonces á 
los herederos del cónyuge de quien procedían. Ade-
más, para adquirir y conservar la viuda este de-
recho, debia llevar manto y velo, y asistir ciertos 
dias á la iglesia, para hacer ofrendas y llorar sobre 
el sepulcro de su marido. 
E l derecho de viudedad no era exactamente el 
mismo que con el título de mejoría, reconocía á los 
nobles el Fuero Viejo de Castilla, porque ni tenia 
igual objeto, ni se daba con condiciones idénticas. 
El primero se concedía al viudo ó viuda para que 
se alimentasen, y con la condición de no volverse 
á casar; la segunda era como galardón de nobleza, 
y no obligaba á abstenerse de las segundas nupcias. 
Basta comparar las cosas que se adquirían por viu-
dedad y las que se ganaban por mejoría, para hacer 
patente esta diferencia. 
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TERCERA ÉPOCA.—LEYES DE LOS CÓDIGOS GENERALES. 
En los diferentes ensayos de una legislación ge-
neral que hicieron nuestros reyes desde D. Alfonso 
el Sábio, contaron siempre con el derecho de los 
gananciales, pero de la manera que se practicaba 
en Castilla. El Código llamado del Espéculo, que 
si bien nunca tuvo autoridad legal, encierra el pen-
samiento de un rey legislador, consignó el principio 
de los gananciales, aunque sin determinar todavía 
la forma en que hablan de dividirse. «Que hayades 
vuestra parte en quanto Dios nos diere á ganar de 
aquí adelante et mejoraremos con nuestro haber,» 
dice la ley 39, tít. 12, lib. 4.° de este Código. 
Pero donde se estableció ya aquel derecho, en la 
misma forma en que le conocemos hoy, y con el pro-
pósito de que fuese universal para toda la monar-
quía, es en el Fuero Real, llamado también antigua-
mente Fuero del Libro. Publicólo Alfonso X, con ob-
jeto de darlo por Fuero especial á todos" los pueblos 
que le pidiesen leyes, consiguiendo así, aunque len-
tamente, la uniformidad de la legislación. Uno de 
los derechos que se necesitaba uniformar, era el de 
los gananciales, á fin de que no se diferenciasen en 
cuanto á ellos, los nobles de los pecheros, ni se r i -
giesen por distintas leyes en Castilla que en León. 
La empresa de uniformar la legislación en aquellos 
tiempos de descentralización y anarquía, era supe-
rior, sin duda, á las fuerzas del rey Sábio; pero aun-
que el Fuero Real no pudo realizarla, contribuyó 
mucho á prepararla para tiempo más oportuno. E l 
rey no logró con este Código abolir los privilegios 
que establecía á favor de la nobleza, el Fuero Viejo 
de Castilla, pues que sublevados los ricos hombres, 
tuvo que ceder á su pretensión, devolviéndoles sus 
antiguas leyes; pero consiguió al menos, asentar las 
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bases de una legislación que en lo futuro había de 
ser general á toda la monarquía. 
E l Fuero Real consignó, pues, el derecho de los 
gananciales, pero no como un privilegio en favor de 
cierta clase. Cuando el Fuero Viejo trata de este 
derecho, se refiere siempre á los hidalgos y ricos 
hombres. Así es, que la ley 1.a del tít. I.0, lib. 5 o, da 
facultad á la mujer para sacar gananciales, cuan-
do se la concede también para sacar su mejoría de 
la «muía ensellada e enfrenada;» y como en aquel 
tiempo sólo las mujeres nobles usaban tales cabal-
gaduras, claro es que á ellas se refiere toda la ley. 
Las otras leyes del mismo Código que tratan de 
este asunto, hablan casi siempre de dueña y caballe-
ro, esto es, de hidalgos y ricos hombres. «Si un ca-
vallero e dueña son casados en uno, e muere la 
dueña, etc....» son las palabras con que comienza la 
ley 5.a del mismo título y libro. Mas en el Fuero Real 
no vuelve á hacerse ya mención de las dueñas ni 
de los caballeros, sino de marido y mujer, cuales-
quiera que sean su condición y calidad: el derecho 
á percibir gananciales se hace, pues, común á todos 
los casados. 
Es también digno de notarse, que en este Código 
prevaleció absolutamente y sin limitación alguna, la 
costumbre de Castilla, en cuanto á la manera de di-
vidir los gananciales. «Toda cosa que el marido e 
la mujer ganaren ó compraren áyanlo amos por 
medio...» dice la ley 1.a, tít. 3.°, lib. 3.° Si la cos-
tumbre de León en este punto, hubiera estado gene-
ralizada en muchos pueblos, es probable que se le 
hubiera dado alguna parte en un Código redactado 
con el objeto de que llegara á regir con el tiempo, en 
toda la monarquía. Y para que no quedara duda 
sobre este punto, y como si la declaración de la 
ley 1.a no fuese bastante explícita, la 3 a del mismo 
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título y libro declaró que: «Maguer el marido aya 
mas que la mujer ó la mujer que el marido, quier en 
heredat, quier en mueble, los frutos sean comunales 
á amos á dos, e la heredat ó las otras cosas, donde 
vienen los frutos, ayalas el marido ó la mujer cuyas 
eran ó sus herederos.» 
Este Código abolió también en su mayor parte, 
la ley del Fuero Viejo, que determinaba las cosas 
que además de sus gananciales, podian sacar la mu-
jer y el marido por razón de mejoría. La mujer, se-
gún este Fuero, heredaba por muerte del marido, 
tres vestidos, su muía, su lecho y una acémila: el 
marido heredaba por muerte de la mujer, su caballo, 
sus bestias y sus armas. Pero como estas mejoras 
no podian tener lugar sino respecto á los nobles, y 
como el Fuero Eeal se hizo para toda clase de per-
sonas, quedaron aquellas abolidas, reservándose úni-
camente ála mujer, el derecho de heredar el tálamo, 
por muerte de su marido. (L. 6.a, tít. 6.°, lib. 3.o) 
En cuanto á no calificar como gananciales los 
bienes adquiridos por uno de los cónyuges, por 
donación del rey ó de otra persona, por herencia, 
en la guerra, por permuta ó con el precio de venta 
de otros bienes de la propiedad exclusiva de cual-
quiera de los consortes, se reprodujeron y confirma-
ron las costumbres establecidas en los fueros ante-
riores. (Leyes 2.a y 11.a tít. 4.°, lib. 3.°) Solamente 
se añadió, que cuando el marido se sostenía en 
campaña á costa de sus propios bienes ó de los de 
su mujer, se reputasen gananciales los que adquirie-
se en tales expediciones; porque como dice la ley 2.a, 
título 3.°, lib. 3.° «así como la costa es comunal, así 
lo que ganaren sea comunal de amos.» 
También reconoció el Fuero Real la costumbre 
de que antes hicimos mención, llamada ahora pacto 
de hermandad, según el cual podian el marido y la 
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mujer convenir al tiempo de casarse, en que el ha-
ber de ambos lo conservara íntegro el superviviente 
durante su vida, aun con perjuicio de los herederos 
legítimos. Pero al consignar el nuevo Código entre 
sus leyes, este uso injusto, lo reformó y limitó consi-
derablemente, de modo que se remediasen sus prin-
cipales inconvenientes. Permitióse á los cónyuges 
hacer aquel pacto, pero sólo después de un año de 
contraído el matrimonio, y no habiendo habido hi-
jos de él, n i de otro anterior, que tuviesen derecho 
á heredar, y si nacieran estos después del convenio, 
quedaba este nulo, porque, como dice la ley 9.a, 
tít. 6.°, lib. 3.°, «non es derecho que los fijos, porque 
son fechos los casamientos, sean desheredados por 
esta razón.» Beducido á estos términos el pacto de 
hermandad, no podia celebrarse en un tiempo en 
que era muy de temer procediesen los contrayentes 
con más pasión que buen acuerdo, y sólo podia per-
judicar á los herederos que no fuesen descendientes 
del cónyuge difunto. Los autores del Fuero Eeal 
transigieron, pues, en cierto modo, con la costum-
bre, pero reformándola y corrigiéndola en lo que 
tenia de más injusto y peligroso. 
Llevada á la práctica la legislación sobre ganan-
ciales que acabamos de exponer, suscitáronse algu-
nas dudas y dificultades, y para resolverlas, se hi-
cieron varias leyes de las llamadas del Estilo. Nada 
habia dicho el Fuero sobre la facultad del marido 
para enajenar los gananciales, y aunque el Fuero 
Viejo se la concedía, sabido es que este Código que-
dó de derecho derogado, desde la publicación del 
Real, y aunque fué restablecido algunos años más 
tarde, no regia sino entre la nobleza. Para llenar 
este vacío respecto á los gananciales de los peche-
ros, declaró una ley del Estilo que el marido pu-
diera enajenarlos, siempre que fuera necesario y no 
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procediese con malicia y ánimo de perjudicar á su 
mujer (ley 205). 
Cuando al faltar uno de los cónyuges, hubiese 
duda sobre la procedencia de los bienes hallados 
en el matrimonio, ¿á favor de quién estaría la pre-
sunción legal? Según el derecho romano conocido 
ya en España cuando se escribieron las leyes del 
Estilo «todas las cosas que han marido e mujer, 
que todas presume el derecho que son del marido^ 
fasta que la mujer muestra las que son suyas »' 
Pero la costumbre no admitía esta regla, y por el 
contrario, declaraba que «los bienes que han ma-
rido e mujer, que son de ambos por medio, salvo las 
que probare cada uno que son suyas apartadamente 
(ley 203). > 
Mas á pesar de ser tan terminante la ley que re-
servaba á cada cónyuge los bienes que aportaba al 
matrimonio, no debiendo partirse entre ambos sino 
las ganancias, habia algunos pueblos en que los 
mismos bienes propios de cada consorte, se reputa-
ban desde la celebración del matrimonio, adquiridos 
á medias por los dos, de modo que se consideraba 
ganancial de la mujer la mitad de los bienes apor-
tados por el marido, y gauancial de este la mitad 
de los traídos por la mujer. Esto sucedía cuando el 
marido era comerciante y traia la mayor parte de 
su caudal en bienes muebles y la mujer en inmue-
bles ó muebles también. En tal caso, si el marido 
vendia el todo ó parte de los bienes de la mujer con 
consentimiento de esta, se hacia dueño de la mitad 
de todo el haber común; y si la mujer no quería 
que se vendiesen sus bienes, se entendia que optaba 
porque el marido adquiriera la mitad de los suyos y 
ella la mitad de los de su marido (1). Este derecho 
(1) Esto es lo que entendemos de la ley 206 del Estilo 
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constituia un régimen enteramente distinto _ del de 
los gananciales en sn forma propia y primitiva. De 
dónde nació aquella costumbre lo ignoramos, pero 
tal vez fué importación extranjera, traida por los 
comerciantes que venian de Francia á negociar en 
nuestro país. Lo cierto es que en la vecina na-
ción, se conocía ya entonces el régimen de manco-
munidad de bienes entre marido y mujer y dura 
todavía consignado en el Código civil de Napoleón. 
Los tribunales superiores de la córte respetaban 
esta costumbre en el siglo x m , en los pueblos don-
de estaba establecida, á pesar de ser inconciliable 
con las leyes generales, que regían sobre la materia. 
En cuanto á la responsabilidad de la mujer por 
las deudas contraidas por el marido, las leyes del 
Estilo confirmaron en parte la misma doctrina, que 
respecto á la nobleza, habia ya sancionado el Fuero 
Viejo, pero modificándola también en parte. De la 
deuda contraída por el marido sin otorgamiento n i 
asistencia de la mujer, era esta responsable en cuan-
to á la mitad, sin que para ello fuese menester pro-
bar que se habia convertido en utilidad suya. De la 
deuda contraída mancomunadamente por el marido 
y la mujer, respondían ambos in solidum, sin que en 
cuja redacción es sin embargo, algo confusa. Dice así: < Otro-
sí,'han por uso en algunos Lugares, do son los Mercaderes, 
porque han lo suyo todo lo más en mueble, y que si las mu-
jeres con quien son casados, han heredad, ó otras cosas de 
su matrimonio, ó que son suyas en otra manera, y vende el 
marido con consentimiento de su mujer, alguna heredad de 
las suyas, ó si vende todo lo de la mujer, habia el marido su 
meytad en todo; y sí la mujer no consiente que se vendan 
sus bienes, es así de uso, que habia el marido la meytad en 
todos sus bienes de la mujer, y esto es porque la mujer 
quiere haber la meytad en todo lo que ha su marido, que lo 
ha en todo en mueble, á lo más; y es así comunaleza, que 
haya el marido la meytad en los bienes de la mujer.» 
Est . jtiría.—T. n. 7 
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ningún caso, sirviera de excusa á la mujer el ser 
menor de edad, excepto cuando ella no se obligaba 
en la escritura, ni concurria á su otorgamiento 
(ley 207). La razón que dá la ley de esta disposi-
ción es fundadísima, pues dice que habiendo de lle-
var la mujer una parte de las ganancias que obten-
ga el marido, con el capital que tomó á préstamo, 
justo es también que lleve una parte proporcionada 
en la carga de la deuda. Y para ser consecuente 
con este principio, estableció el legislador que cuan-
do el marido ejerciese algún cargo, de que pudiese 
resultar deudor á fondos públicos, no pudiese librar-
se la mujer de la responsabilidad de estas deudas, 
como no renunciase ante hombres buenos, á la parte 
que le correspondía en las ganancias, que su marido 
hubiera de obtener, por el ejercicio de aquel cargo 
(ley 223). Disposiciones acertadísimas que por des-
gracia olvidaron los legisladores posteriores, dando 
así lugar á que el derecho que rige hoy sobre la ma-
teria,carezca de equidad y justicia y sea origen de 
cuestiones y pleitos infinitos. 
Aunque los autores de las Partidas se propusie-
ron dar con ellas un Código, que rigiese en toda la 
monarquía, no trataron de innovar el estado de la 
legislación, ni de las costumbres respecto á bienes 
gananciales, sino en un punto que diremos después. 
De todas las cosas que pueden ser objeto dé la legis-
lación y muchas más, hablan aquellas leyes; y ni 
una sola trata especialmente de nuestro asunto. Tan 
arraigada y general debia ser la costumbre de que 
vamos tratando, que sin embargo de ser contraria 
al derecho romano, que los autores de las Partidas 
tomaron por norma, no procuraron aboliría, ni aun 
reformarla siquiera, como no fuese en la parte que 
era inconciliable con la doctrina nueva que estable-
cieron en cuanto á las dotes v arras. 
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No puede decirse tampoco que las Partidas guar-
dando silencio sobre el derecho de los gananciales 
que existia en España, lo declararon suprimido táci-
tamente, como hicieron respecto á otras leyes y cos-
tumbres que habia á la sazón. Aunque es cierto que 
ninguna ley de aquel Código trata especialmente de 
los gananciales, adoptando una forma general para 
ellos, ó aboliéndolos en todas las varias con que 
eran conocidos, en más de una se hace mención de 
e^ste derecho, suponiéndolo subsistente al par de la 
nueva legislación, y reconociéndolo con todas las 
variedades y circunstancias con que lo autorizaban 
las costumbres distintas de los lugares. La ley 24, 
tít. 11, Part. 4.a, dice que «contesce muchas vega-
das, que quando casan el marido, e la mujer fa 
cen su auenencia, en que manera ayan lo qué 
ganaren de consuno. E después que son casados 
acaesce, que vienen á morar á otra tierra, en que 
usan costumbre contraria de aquel pleito, ó de aque-
lla auenencia que ellos pusieron. E porque podría 
aeaescer dubda, quando muriese alguno dellos, si 
•deue ser guardado el pleito que pusieron entre sí, 
ante que casassen, ó cuando se casaron ó la costum-
bre de aquella tierra do se mudaron, por ende los 
queremos departir. E dezimos que el pleito que ellos 
pusieron entre sí, deve valer en la manera que se 
avinieron e non deve ser embargado por la cos-
tumbre contraria de aquella tierra do fuesen á mo-
rar. Esso mismo seria maguer ellos non pussiesen 
pleito entre sí: ca la costumbre de aquella tierra do 
ficieron el casamiento, deve valer, quanto en las do-
tes, e en las arras, e en las ganancias que fizieron; 
e non la de aquel lugar do se cambiaron.» 
Resulta de esta ley que en los siglos x m y xiv, 
•era distinta y varia, según los pueblos, la costumbre 
de sacar gananciales: que en unos era permit'do á 
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los cónyuges hacer sobre ellos, al tiempo de casarse, 
ciertas estipulaciones y avenencias como el pacta-
de hermandad, que se usaba en Cuenca, Plasencia y 
Cáceres; que en otros habia una ley fija sobre la 
manera de distribuir el ganancial, bien fuese por 
partes iguales, como sucedía en Castilla, ó bien á 
prorata de los bienes que cada esposo trajera al ma-
trimonio, como se Yerificaba en León: y que en al-
gunas partes no se conocía el derecho de los ganan-
ciales, como sucedía en Córdoba. D. Alfonso X 
aprobó todas estas diferentes y aun contrarias cos-
tumbres, mandando que valiese la del lugar en que 
se contraía el matrimonio, aunque los cónyuges se 
trasladasen después á otro, donde hubiera fuero di-
verso. El texto que hemos citado no puede ser más 
esplícito. 
Otra prueba de que las leyes de Partida no trata-
ron de abolir los gananciales, ofrece la ley 15, tít. 17, 
Partida 7.a Dice esta ley que «si alguna mujer 
casada saliesse fuera de casa de su marido, e fuesse 
á casa de algún orne sospechoso^ contra voluntad 
de su marido ó contra su defendimiento debe 
perder por ende la dote, e las arras, e los otros bie-
nes que ganaron de consuno, e ser del marido.» 
Bienes ganados de consuno fuera de la dote y las 
arras, no pueden ser otros que los gananciales. 
Pero aunque los autores de este célebre Código 
reconocieron, como se vé, la antigua costumbre de 
que vamos tratando, procuraron, por otra parte, l i -
mitarla indirectamente. Según ella, no perdían los 
casados la propiedad de sus bienes; mas los produc-
tos, incluso el de los dados en dote ó donación ^ro^-
ter nuptias, constituían los gananciales. Por la nue> 
va legislación, calcada, como es sabido, sobre la ro-
mana, el marido se hacia dueño de los bienes dota-
Ies y de los que ól habla .dado á la mujer por razón* 
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-de bodas, adquiriendo para sí los frutos de todos, 
mediante la obligación que habia contraído de sub-
venir á las cargas del matrimonio. (Leyes 7.a y 25, 
tít. 11, Part. 4.a) Y este derecho lo tenia el marido, 
no sólo sobre la dote estimada y los frutos natura-
les de la misma, sino también sobre los de la dote 
inestimada y sobre la pró, que además de los frutos, 
tuviesen los bienes dótales estimados. (Ley 18, idem, 
idem.) Así, cuando la mujer traia en dote estimada 
alguna sierva, como el marido respondía en todo 
caso de su valor, liacia suyos también los hijos, he-
rencias y donaciones que aquella tuviese. Sólo cuan-
do la dote era inestimada, ó cuando se reservaba 
al marido la opción entre devolver los mismos bie-
nes dótales ó su estimación, y escogía lo primero, 
pertenecían á la mujer los aumentos ó daños que 
habla experimentado la dote. (Leyes 9.a, 20 y 21, 
idem, id.) Disuelto el matrimonio, no tenia la mu-
jer, según estas leyes, más derecho que el de sacar 
los bienes que hubiere aportado por cualquier títu-
lo, incluso el de dote y donación propter nuptias, 
• con ios aumentos que la dote hubiera tenido, si la 
dió inestimada, y el marido debía sacar, no sólo sus 
bienes propios, sino también cuantos hubiese ad-
quirido durante el consorcio. Sólo cuando la mujer 
no tenia bienes ningunos de que subsistir, y el ma-
rido era rico, podía heredarle en la cuarta parte de 
su hacienda; con tal que no excediese aquella de 100 
libras de oro. (Ley 7.a, tít. 13, Part. 6.a) Y tan res-
petado y expedito era el derecho del marido sobre 
los bienes ganados durante el matrimonio, que á su 
muerte se reputaban suyos todos los que se halla-
ban bajo su dominio, excepto aquellos que la mujer 
probare pertenecerle. 
Toda esta doctrina está, como se vé, en abierta 
contradicción con la que los fueros y costumbres 
102 B I B L I O T E C A J U D I C I A L . 
establecían respecto á gananciales. ¿Cuál seria a l 
declararla, el propósito del legislador? ¿Cómo conci-
liaria con la ley 24, tít. 11, Part. 4.a, que manda-
guardar la costumbre de cada tierra, en cuanto á las-
ganancias que se hacen durante el matrimonio? 
De aplicarse las nuevas leyes, en los lugares que tu-
viesen por fuero, el derecho de los gananciales, re-
sultaría que estos quedaran reducidos al producto 
de los bienes libres de la mujer y del marido, y el de 
la industria de ambos: estas ganancias pertenecerían 
por mitad al marido y la mujer, pero los frutos y 
aumentos de la dote y los de las cosas dadas por ra-
zón de bodas, serian todos del marido. De lo cual 
resultaría tal complicación en el patrimonio de las 
familias, que cada dote daría lugar á un pleito, sien-
do imposible vigilar y hacer efectiva la aplicación. 
del nuevo derecho combinado con el antiguo. Tal: 
vez el propósito del legislador fuera que sus dispo-
siciones respecto á ganar el marido los frutos de la 
dote, no tuvieran lugar sino en aquellos pueblos 
donde no rigiera la costumbre de los gananciales, lo-
en al nos parece más probable, aunque no resulte 
expresamente del texto de la ley. Y por último, 
también pudo suceder, que el encargado de redactar 
las leyes en cuestión no tuviera presentes las otras 
que sancionaban la costumbre antigua. Pero más 
nos inclinamos á admitir la primera de estas hipó-
tesis, porque además de la ley 24 citada, que manda 
guardar las costumbres establecidas respecto á ga-
nanciales en general, hallamos otra que deroga aún 
las que declaran el derecho de la mujer á sacar sus 
bienes dótales á la disolución del matrimonio, cuan-
do la costumbre del lugar disponga otra cosa. La-
ley 23, tít. 11, Part. 4.a, autoriza, en efecto, el pacto' 
de hermandad entre los cónyuges, en los mismos tér-
minos en que, según hemos visto, lo permitía el. 
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Fuero Real, y declara además, que cuando sea cos-
tumbre del pueblo que el marido gane la dote y do-
nación de la mujer por muerte de ésta, ó la mujer 
por muerte del marido, los bienes de éste, valga la 
costumbre, á pesar de lo que dicen en contrario otras 
leyes. De lo cual puede inferirse con acierto, que toda 
la doctrina de las Partidas contraria al derecho de 
los gananciales, no habia de valer, sino cuando no , 
se opusiesen á las costumbres establecidas. Tal vez 
contaba el legislador con que estas costumbres des-
apareciesen pronto; pero como así no sucediese, y 
como por otra parte, fueran propias aquellas costum-
bres de la mayor parte de las provincias, el nuevo 
derecho apenas llegó á estar en uso, ó no lo estuvo 
nunca. 
Pero de la variedad y confusión de fueros y cos-
tumbres que reinaban en España, sobre esta mate-
ria, resultaban, como era consiguiente, dudas y cues-
tiones, que dieron lugar á que D. Enrique I V hicie-
se una declaración en las Córtes celebradas en Nie-
va en 1473. Por ella mandó que los bienes castren-
ses, oficios reales y donaciones adquiridas por el 
marido ó la mujer durante el matrimonio, fuesen de 
la propiedad exclusiva del cónyuge que los hubiere 
ganado, pero que sus frutos y rentas perteneciesen 
á los dos consortes: que los bienes no castrenses n i 
casi castrenses adquiridos en el mismo tiempo, pu-
dieran ser enajenados por el marido, sin consenti-
miento de su mujer, á ménos que la enajenación 
tuviera por objeto defraudarla: y que si la mujer vi-
viera deshonestamente después de quedar viuda, 
perdiera los gananciales que la correspondieran, pa-
sando estos á los herederos del marido difunto. 
(Ley. 5.a tít. 4.0, lib. 10, Nov. Rec.) Esta ley tuvo 
por objeto, según ella misma dice, declarar las leyes 
del Fuero Real y del Estilo, que hemos citado ante-
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riormente y estaban en observancia á la sazón, á pe-
sar de las novedades que sobre esta materia, hablan 
pretendido introducir las leyes de Partida. También 
resulta de esta ley. que los gananciales debian par-
tirse por mitad. 
Tal era el estado de la legislación, cuando los reyes 
católicos encargaron al doctor Alfonso Diaz de Mon-
talvo. que compilase las leyes de España que esta-
ban en uso. Publicáronse, pues, las Ordenanzas rea-
les de Castilla, y en ellas aparecieron las leyes sobre 
gananciales que estaban en práctica; tales eran las 
tres del tít. 3.°, lib. 3.° del Fuero Real, que antes he-
mos citado y la de las Córtes de Nieva de que acaba-
mos de hacer mención. Omitió, pues, Montalvo las 
leyes del Estilo que tratan del mismo asunto, y par-
ticularmente la que contradiciendo á la ley de Par-
tida, declaraba gananciales todos los bienes hallados 
por muerte del marido, y cuya propiedad no proba-
ra la mujer. Tampoco hizo mención de la ley que 
autorizaba los pactos de hermandad, ni de otras cos-
tumbres que hemos dicho se usaban en Castilla. 
Hechas después las leyes de Toro, para aclarar 
multitud de dudas y cuestiones que habia en los 
Tribunales, sobre varios puntos de la legislación, no 
podia olvidarse uno de los más importantes, y tam-
bién de los más intrincados. Dudábase si el cónyu-
ge superviviente, que habia tomado sus ganancia-
les y casaba segunda vez, tenia obligación de reser-
varlos para sus hijos del primer matrimonio. La ley 
14 de Toro declaró que el viudo ó viuda podian dis-
poner tan libremente de estos bienes como de los 
suyos propios, adquiridos por otro cualquier título. 
Era también punto dudoso si se debia imputar á la 
mujer en sus gananciales, la manda que el marido 
le hubiese dejado en testamento. Las Córtes de Toro, 
mostrándose favorables á la antigua costumbre, de-
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clararon que la mujer debia recibir en tal caso, ade-
más del legado del marido, la mitad de los bienes 
ganados de consuno. (Ley 16 de Toro.) Era prácti-
ca de los Tribunales superiores, según lo habia de-
clarado una ley del Estilo, que la mujer se librase 
de la responsabilidad que contraía el marido como 
funcionario público, cuando renunciaba á la parte 
que pudiera corresponderle en las ganancias, que 
por razón de aquel cargo, obtuviese el marido. Dudá-
base si la mujer podría hacer uso de este mismo de-
recho, respecto á todos sus gananciales, y la ley 60 
de Toro declaró que «cuando la mujer renunciare á 
las ganancias no sea obligada á pagar parte alguna 
de las deudas, que el marido hubiere hecho durante 
el matrimonio.» Tampoco estaba bien definida por 
las leyes anteriores, la responsabilidad pecuniaria 
de la mujer, cuando el marido cometía algún delito 
que le obligase á ella. La ley 77 declaró, que por 
cualquier delito que cometiera un cónyuge, no pier-
da el otro sus bienes, ni la mitad de las ganancias 
habidas durante el matrimonio; pero sin que alcan-
zase este beneficio á la mujer, cuando era ella la que 
cometía el delito. (Ley 78.) Dudábase cómo se ha-
blan de considerar las mejoras hechas en bienes de 
mayorazgo: la ley 46 dispuso que estas mejoras pa-
saran al inmediato sucesor, sin que el cónyuge del 
poseedor que las hizo, pudiera reclamar parte algu-
na de su importe, por razón de gananciales. 
Abolieron además las leyes de Toro las antiguas 
que reglan en España, acerca de la responsabilidad 
de la mujer, por las deudas que contraia su marido. 
Ya hemos dicho en otro lugar, lo que acerca de este 
punto, habian declarado el Fuero Viejo y las leyes 
del Estilo: pues la 61 de Toro mandó que no pu-
diese la mujer fiar á su marido, aunque se convir-
tiese la deuda en provecho de ella, y que no fuera 
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responsable, cuando se obligara de mancomún con 
su marido, sino en la parte que esta deuda resultase 
en su utilidad, entendiéndose no liabia de consistir 
esta en adquirir ninguna de las cosas que el marido 
debia darle, como alimentos, vestidos y otras de este 
género. 
Después de aquella época no se ha hecho en la le-
gislación sobre gananciales ninguna mudanza nota-
ble. En la Nueva Recopilación se insertaron las mis-
mas leyes contenidas en las Ordenanzas reales he-
chas en tiempo de los Reyes Católicos, las del Estila 
y las de Toro de que acabamos de hacer mención. 
Mas no se crea por eso que en tiempo de Felipe I I 
era ya uniforme en toda España la legislación y la 
costumbre en cuanto á gananciales. Las leyes del 
Fuero Real y las del Estilo tenian aplicación en los 
pueblos y provincias donde no habia una costumbre 
contraria. La de comunicarse los cónyuges entre sí 
la propiedad de todos los bienes que aportaban al 
matrimonio, ora por el pacto de hermandad, ora por 
uso de la tierra^ en la forma que reconocía la ley 
206 del Estilo, no habia cesado de estar en práctica.. 
En la villa de Alburquerque, en Jeréz de los Caba-
lleros y en otros varios pueblos y distritos, estaba en 
observancia el Fuero llamádb del Baylio (1), confor-
me al cual, todos los bienes que los casados llevaban 
al matrimonio ó adquirían por cualquiera razón, se 
comunicaban y sujetaban á partición como ganan-
ciales. En el antiguo reino de Córdoba se observaba, 
según hemos dicho antes, la costumbre de que lasr 
mujeres casadas no tuviesen parte alguna en los 
bienes ganados durante el matrimonio; es decir, 
que reglan allí las leyes de Partida, en cuanto á que 
(1) Este Fuero lo dió Alfonso Tellez, fundador de la villa 
de Alburquerque y yerno de Sancho 11, rey de Portugal. 
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el marido ganase los frutos de la dote de la mujer. 
Entre tanto, en el reino de León, se guardaba en el 
siglo xv, la ley de Eecesvinto, en cuanto á distribuir 
á prorata entre el marido y la mujer, los bienes ga-
nanciales. 
En el siglo pasado regia ya en León la ley de Cas-
tilla sobre esta materia; pero en Córdoba y en Extre-
madura se guardaban las costumbres que hemos in-
dicado. Cárlos I I I en 1778, confirmó el Fuero del 
Baylio de que hicimos mención, mandando que to-
dos los Tribunales se arreglaran á él para la decisión 
de los pleitos que, sobre particiones, ocurrieran en 
Alburquerque, Jerez de los Caballeros y demás pue-
blos donde se habia observado hasta entonces. (Ley 
12, tít. 4.', lib. 10, Nov. Eec.) La costumbre de Cór-
doba subsistió hasta que en 1801 la abolió Cár-
los IV , mandando que la ley general de la partición 
de las ganancias en los matrimonios, fuera extensi-
va á las mujeres cordobesas, según se practicaba en 
Castilla y León. (Ley 13, tít. 4.°, lib. 10, Nov. Rec.) 
Tal es el último estado de la legislación en la ma-
teria de que vamos tratando. 
DECISIONES DE JURISPRUDENCIA, 
Réstanos hablar ahora de las cuestiones á que ha 
dado lugar su aplicación á la práctica y que sólo 
puede resolver la jurisprudencia. Una de las más 
importantes era si lo que uno de los cónyuges ad-
quiría por accesión natural á bienes propios, se de-
bía considerar como ganancial de ambos ó como de 
la pertenencia de aquel cuya fuera la cosa aumen-
tada. Casi todos los autores convienen en que lo 
adquirido por aquel medio, no debe comunicarse 
entre el marido y la mujer, sino tomar el carácter 
de los bienes que hayan servido de base á la adqui-
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sicion. Si se atiende á la naturaleza del derecho de 
accesión, parece debe ser así, porque la propiedad 
de la cosa á que se agrega otra, es el título principal 
para adquirir la agregada; y esta propiedad sobre 
«us propios bienes, la conserva cada cónyuge duran-
te el matrimonio. Pero ¿cómo conciliar esta resolu-
ción con las palabras terminantes de la ley: «Toda 
cosa que el marido e la mujer ganaren... ayanlo 
amos por medio?» Lo que se adquiere por accesión 
natural, durante el matrimonio, es cosa que gana la 
mujer ó el marido: luego debe partirse. Por otra 
parte, las únicas excepciones de esta regla están 
consignadas en la ley: luego si el legislador hubiera 
querido que lo que un cónyuge ganara por accesión 
no se partiese, lo hubiera dicho, así como lo dijo 
respecto á los bienes adquiridos por herencia ó do-
nación. Tampoco puede decirse que hay identidad 
de razones en estos casos, y en el de la accesión, 
pues aunque todos son títulos gratuitos, no es tanto 
el serlo la donación y la herencia lo que exceptúa 
de la regla de los gananciales las cosas adquiridas 
por su medio, como el respeto hácia la voluntad del 
donante ó testador, quienes al donar ó dejar una 
cosa á un sólo cónyuge y no á ambos, indicaron 
que querían favorecer exclusivamente á uno de ellos. 
Sin embargo, la opinión contraria es la que ha pre-
valecido, y casi la única admitida por los tribu-
nales. 
Puede suceder también que uno de los cónyuges 
traiga al matrimonio el usufructo de una cosa, cuya 
propiedad pertenezca á un tercero, y que durante 
el matrimonio se consoliden en el usufructuario, 
usufructo y propiedad: ¿deberá ésta dividirse enton-
ces como los demás gananciales ó acrecerá al cón-
yuge que poseyera el usufructo? La jurisprudencia 
ha establecido que en tal caso, no se comunique el 
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derecho de usufructuar, porque es personal, y como 
propiedad que pertenece á su legítimo dueño, se 
juzga provenir de la causa que es una misma cosa 
con ella y no distinta; y porque no siendo este dere-
cho cosa nueva sino incremento de la primera, debe 
seguir su misma condición (1). Esto mismo sucede 
cuando el cónyuge trae al matrimonio la propiedad 
de una cosa y después gana el usufructo. 
La misma decisión se dá generalmente en la prác-
tica, cuando el marido adquiere después de casado el 
usufructo de algunos bienes, esto es, cuando su hijo 
adquiere por donación ó herencia la propiedad de 
alguna cosa, pero con la condición de que el padre 
perciba sus frutos, mientras le tenga en su poder. Si 
el padre vuelve á casarse y el hijo continúa en su 
dominio, la mujer segunda no tendrá parte en el 
derecho de usufructuar, pero tendrá la mitad de los 
frutos que su marido haya percibido, mientras el 
hijo no salió de su poder (2). 
No están conformes los autores sobre si deben 
comunicarse á los cónyuges los frutos de la parte de 
herencia ó legado que el testador dejó á uno de ellos, 
cuando tarda en tomarlos, por moverse pleito que lo 
impida, acerca de la validez del legado ó sobre la 
partición. Unos afirman que el legatario ó heredero 
debe llevar solo estos frutos, porque no se posee per-
fectamente una cosa, mientras no se tiene realmente, 
y porque no habiendo puesto los cónyuges trabajo 
alguno en la producción de tales frutos, falta el mo-
lí) PALAO. EUB., i n Bepet. ruhr. de donat, inter vir. , etc. 
§ 62, núm. 13. GUTIÉRREZ, lib. 2,° Pract. quces. 1, 6, núm. 4. 
GHEGOR. LOP., en la ley 18, tít. 11, Part. 4>, glosa 2.a GÓMEZ, 
en la ley 50 de Toro, núm. 78, y en la 70, núm. 28. 
(2) PALAO. EÜB. en dicho § 60, núm. 11 al 13. AYORA, de 
pa r t , Part. 6.a, cap. 8.o, núms. 20 al 22. 
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iivo fundamental de los gananciales. Los que opinan 
de contrario modo, que son los más, y su dictámen 
el más seguido, se fundan: 1.° en que el legatario 
desde el instante en que fallece el testador adquiere 
el dominio del legado específico, y desde el dia 
de su adquisición se le deben los frutos, y sobre 
todo, desde la contestación del pleito, que es cuando 
se constituye en poseedor de mala fé el co-litigan-
te; 2.° en que la ley no requiere precisamente, para 
•que haya gananciales, la industria de los cónyuges; 
3.° que por la sentencia dada en el pleito no adquie-
re el legatario ó heredero cosa nueva, sino la decla-
ración de un derecho adquirido (1). 
La ley no hace distinción entre las donaciones 
•cuando las declara incomunicables entre los cónyu-
ges, pero la práctica y los autores distinguen en este 
particular. Cuando la donación es remuneratoria, 
debe considerarse ganancial, en la parte que se prue-
be que fué remuneración de un servicio prestado 
por el donatario, pero no en el exceso. De modo, que 
será ganancial la parte de la donación que represen-
te el precio del servicio, y la restante será propiedad 
exclusiva del donatario. Con la misma limitación 
entiende^la jurisprudencia lo que dispone la ley so-
bre considerar gananciales los bienes que el marido 
adquiriese en la guerra, cuando se mantiene en elía 
á sus expensas ó á las del haber matrimonial. Si el 
valor de lo adquirido por este medio excede al de los 
servicios hechos, el exceso no se comunicará á la 
mujer y será propio del marido. 
_ La ley no dice terminantemente que para adqui-
rir derecho á gananciales, hayan de cohabitar los 
cónyuges en un mismo pueblo y casa, aunque si 
(1) TAPIA, Feb. Nov., t. l.o, pág. 99, núm. 11. 
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atendemos á su fin y al espíritu de sus palabras, 
lo que marido y mujer ganaren de consuno, no debie-
ra quedar duda de que los cónyuges que viven se-
parados, sin ayudarse mútuamente en la adminis-
tración de su hacienda, ni en la dirección de su fa-
milia, no deberían tener derecho á ganancial. To-
dos los fundamentos que tuvo la ley para conceder 
este derecho faltan en aquel caso. Sin embargo, la 
jurisprudencia y la práctica, favorables siempre á la 
causa de los gananciales, han resuelto esta cuestión 
de distinto modo, declarando que mientras subsista 
-el matrimonio y la sociedad conyugal, no se pierde 
aquel derecho (1). 
Cuando el marido redime durante el matrimonio 
una finca que tenia vendida antes de él, con pacto 
de retroventa, no se considera como ganancial la 
misma finca, sino el precio por el cual ha sido redi-
mida, sea mayor ó menor que el valor de aquella. 
Fúndase esta decisión de jurisprudencia en que el 
dinero que se dá por el predio y no este, es lo que 
sale del haber matrimonial (2). 
A lo que dicen la ley del Fuero Real y otras an-
teriores, sobre no deberse considerar como ganancia-
les, los bienes que por permuta de otros suyos pro-
pios, adquiera uno de los cónyuges, ni los que com-
pre este con el precio del fundo propio que vendió, 
añade la jurisprudencia que esta circunstancia ha 
de expresarse en la escritura ó probarse por otro 
medio legal, teniendo por poco concluyente la con-
fesión del otro cónyuge, por reputarse en tal caso, 
como donación entre los dos, la cual sólo se confir-
(1) PALAC. EUB. Rubr. de donat. ínter vir. et ux., § 16, 
número 15. GÓMEZ DE LEÓN, Centur. cap. 1.°, núm. 11. 
ACEV. en la ley 2.a, núm. 14, verh. de consuno y otros autores. 
(2) TAPIA. Feb. Nov., t. 1 o, pág. 101, núm. 17. 
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ma con la muerte, en lo que permite el derecho. 
Quieren también los autores que los bienes así ad-
quiridos se apliquen al cónyuge adquirente, por el 
mismo valor que tenian los vendidos ó permutados, 
y como si estos existieran en su poder (1). 
Ha sido objeto de largas cuestiones entre los ju -
risconsultos, si las joyas, alhajas ó cosas muebles 
que regalan á un cónyuge los parientes del otro, al 
tiempo del casamiento, deben estimarse como capi-
tal del donatario ó de aquel por cuya consideración 
se dan, ó bien como gananciales de ambos. La ju-
risprudencia ha reconocido en estos bienes distinta 
naturaleza, según las circunstancias con que se dan. 
Si por el parentesco del donante con el cónyuge del 
donatario, ó por las palabras con que se hace la do-
nación, ó por costumbres del pueblo, se infiere que 
el donante obró en contemplación y obsequio del 
cónyuge á quien no hace directamente la merced, se 
tendrá esta por esponsalicia y como si se la hiciera 
uno á otro consorte. Si por el parentesco ó amistad 
del donante con el donatario, ó por no servir la cosa 
donada más que para el uso de este ó por costum-
bre ó voluntad expresa, resulta que ha querido fa-
vorecerse al mismo donatario, será capital de este 
la donación. Estos casos y otros citan los autores, 
que seria prolijo enumerar aquí, y que pueden ver-
se en las obras de cualquiera de ellos (2). 
Pero aunque la mujer es duefia de la mitad de 
todas las ganancias, su posesión es, como dicen los 
autores, revocable y ficta durante el matrimonio, y 
(1) MORQUECHO de divis. lib. 2.°, cap. 11, núm. 6. MATIEXZO 
en la ley 2.a, tít. 9.», lib. 5.o, EEC. glos. 2 a, núm. 4. 
(2) AYOBA de ^ aríií. GARCÍA de acquazstu eonjugali. GÓMEZ 
en la ley 50 de Toro. PALAC, EÜB. in repet. Rubr. GUTIÉRREZ 
Frac qucest. TAHA, Feb. Nov. t. l.o, pág. 102. 
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así es que no puede disponer de ellas, ni donarlas, n i 
aun darlas en limosnas, como no sea con licencia de 
su marido. A la disolución del matrimonio es cuando 
se trasñere á la mujer la posesión efectiva é irrevo-
cable de sus gananciales. No así el marido que des-
de luego, es verdadero dueño de todos, pudiendo 
administrarlos, permutarlos y venderlos, con tal de 
que no lo haga en fráude de su mujer. No es punto 
decidido si podrá donarlos, pero nos parece más 
probable la opinión de los autores que creen seria 
válida esta donación, siempre que la hiciese á sus 
consanguíneos, y fuera tan moderada, que no irro-
gara perjuicio grave á la mujer (1). 
Aunque la jurisprudencia entiende haber lugar á 
gananciales, cuando los cónyuges viven separados, 
limita también esta regla, si la mujer, después de 
casada, subsiste en su casa, sin ir á habitar con su 
marido, ó si se separa de él, mediante legítima dis-
pensación, y este adquiere bienes con su caudal y 
su industria. De modo, que la mujer no pierde el 
derecho á su mitad, si después de habitar con su 
marido, se separa de él, por consentimiento mútuo, 
pero no adquiere derecho á gananciales, cuando per-
manece en su casa, ó se separa con dispensa, mien-
tras que su consorte se mantenga con su caudal 
propio, y lo aumenta con su industria. Sobre este 
punto hay conformidad entre los jurisconsultos; 
pero no la hay en si deberá observarse la misma 
regla, cuando el marido, dado igual caso, percibe la 
dote de su mujer, y con ella se granjea fortuna. 
Opinan algunos jurisconsultos que lo ganado en-
tonces por el marido, no es ganancial, fundándose 
en que para que lo haya, es indispensable la cohabi-
(1) ACEVEDO y FEBRERO. 
Est. j B r í d . - T . I I . 
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tacion; y en que si en vez de adquirir ganancias el 
marido, menoscabara la dote, tendría que reinte-
grarla, con su propia hacienda. Otros juzgan, por el 
contrario, que tales ganancias deben comunicarse á 
la mujer, y se apoyan en que la sociedad se supone 
contraída entre los que negocian juntos, aunque vi-
van separados, y en que por el hecho de recibir la 
doté el marido, debe suponerse que acepta la compa-
ñía conyugal. Esta opinión es la más seguida, pues 
seria gran inconsecuencia dar á la mujer parte en 
lo que gana el marido separado de ella, pero des-
pués de haber estado unidos, cuando la mujer no 
lia traído nada al matrimonio, y negársela, cuando 
ha traído una dote, con que subsiste su marido (1). 
Tampoco há lugar á partir gananciales, según la 
jurisprudencia, cuando se divorcian los cónyuges, 
por culpa de uno de ellos, perdiendo su parte el 
culpable, á favor del inocente (2). Explicando los au-
tores la ley 15, tít. 17, Part. 7.a, que priva á la mu-
jer de gananciales, cuando comete adulterio, advier-
ten que no sólo adquiere el marido en propiedad, 
cuantos bienes tenga la mujer adúltera, en el mo-
mento en que la acuse de este delito, sino también 
todos los que adquiera por cualquier título, durante 
el proceso; fundándose en que la declaración del 
adulterio se verifica por la sentencia, y no antes, y 
entonces es cuando se debe aplicar la pena. 
La jurisprudencia ha dado una interpretación ex-
tensiva á la ley de Toro, que permite á la mujer re-
nunciar sus gananciales. Dudábase si esta facultad 
alcanzaba también al marido, y si comprendía asi-
(1) MONTALVO, glos. á la ley 1.a, tít. 4.°, lib. 3.o, Fuero 
Eeaí. PALAC. EUB. en la ley 16 de Toro. COVARE. de espons. MA^ 
•TIENZO, en la ley 2.a, tít. 9 o, lib. 5.°, Eec. 
(2) AOEVBDO, MATIENZO, GAECÍA. 
E S T U D I O S J U R Í D I C O S . 115 
mismo los bienes ya ganados. Los intérpretes, resol-
viendo esta duda, han opinado, que en cuanto á la 
renuncia, debian ser ambos cónyuges de igual condi-
ción, y que podian hacerla así de los gananciales fu-
turos, como de los adquiridos, durante el matrimonio 
é después, pero jurando la escritura, para no poder 
reclamar contra ella. Creen los mismos autores que 
la mujer no puede hacer esta renuncia, siendo me-
nor, como no preceda licencia judicial, con informa-
ción; y algunos opinan que cuando los acepta una 
vez, no puede ya renunciarlos; mas esta opinión nos 
parece poco conforme con el texto de la ley (1). 
Piensan, por último, algunos autores, que en el 
caso de que muerto un cónyuge, continúen sus he-
rederos viviendo en comunión de bienes con el su-
perstite, se entienda continuada tácitamente la so-
ciedad conyugal, dividiéndose las ganancias, como 
si no hubiera muerto el otro cónyuge. Otros intér-
pretes más sensatos, opinan de contrario modo, y su 
4ictámen es el que prevalece hoy. Disuelto el ma-
trimonio, ¿cómo no ha de cesar también la razón 
que introdujo la sociedad conyugal? Siendo esta de 
una naturaleza especial, distinta de la de las socie-
dades regulares, ¿qué razón puede haber para am-
pliarla, cuando los principios de derecho aconsejan 
que se interprete estrictamente? Y , por último, 
¿qué razón de conveniencia pública puede haber, 
para que se presuma renovada una sociedad, sin vo-
luntad ni convenio expreso de las partes? Más na-
tural y justo es que en el caso supuesto, se considere 
formada una sociedad nueva entre los contrayentes, 
pero de las comunes que reconoce el derecho. 
(1) GÓMEZ, en la ley 60 de Toro. GUTIERE. Pract. qucesf. 68. 
FEBRERO, TAPIA, tít. I.0, pág. 113. 
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Nos hemos limitado á exponer las decisiones de 
la jurisprudencia, sin entrar á discutirlas. Si lo hi-
ciéramos, podríamos demostrar que muchas de ellas 
están en oposición abierta con la justicia, y á veces 
con el espíritu y recta inteligencia del texto de las 
leyes. La práctica ha desnaturalizado hasta cierto 
punto, el principio y objeto de los gananciales. Son 
estos el premio del trabajo y capital que cada uno-
de los cónyuges pusiera en la sociedad conyugal; y 
partiendo de este principio, se deberían calificar los 
bienes que hubieran de participar del carácter de 
gananciales, se deberían determinar los derechos 
que el marido y la mujer hubieran de tener sobre 
ellos, y se deberían dictar las reglas para su parti-
ción. Los intérpretes, prescindiendo á veces de estas 
esenciales consideraciones, se han extraviado en el 
campo de las hipótesis y las sutilezas, bien para 
ensanchar más de lo justo el derecho de los ganan-
ciales, ó bien para restringirlo más de lo que quiere 
la ley. Por lo tanto, es esta institución una de las 
que necesitan ser reformadas en el nuevo Código, 
civil. 
III . 
D E L D E R E C H O D E L S E Ñ O R 
EN LA ANTIGUA CATALUÑA (1). 
§1.0 
Las aberraciones del espíritu humano han sido á 
veces tan extraordinarias y graves, que no compren-
diéndolas apenas los que vivimos en períodos de la 
civilización distantes del en que ocurieron, nos resis-
timos á dar fé á los documentos auténticos que ofre-
cen de su realidad histórica el más claro testimonio. 
Consiste esto, á mi ver, en que no apreciamos con 
exactitud el grande influjo que ejerce en las ideas y 
en los sentimientos morales del hombre, la atmósfera 
que forman á su alrededor, las costumbres, los senti-
mientos y las ideas de la sociedad en que vive. Cuan-
do esta se corrompe ó estravía, no de un golpe, sino 
lentamente, por la acción simultánea y sucesiva de 
unos individuos sobre otros, forma un criterio espe-
cial para el juicio de los actos, ó de ciertos actos hu-
manos, y desde entonces son contados los hombres 
que, teniendo la desdicha de nacer en esta atmósfera 
inficionada, no se identifican con ella, n i participan 
(1) Publicado por primera vez en el núm. 4.o de la Revis-
ta de la Universidad correspondiente al mes de Abril de 1874. 
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de los errores y de los vicios que la caracterizan. Y 
no es que hayan faltado en ningún tiempo, almas 
elevadas, génios independientes, que inspirándose en 
los verdaderos sentimientos del deber y de la justi-
cia, que nunca se extinguen por completo en las pro-
fundidades de la conciencia humana, protestáran 
contra los errores y los vicios de su edad; pero su 
voz se ha perdido en el tumulto de las pasiones, y la 
muchedumbre ha calificado sus protestas de extra-
vagancias y excentricidades de espíritus extraviados. 
La atmósfera social tiñe de su propio color, si así 
puede decirse, todos los seres humanos que caen 
bajo su influjo, y aunque esta circunstancia no les 
exime de responsabilidad moral, la atenúa un tanto 
y explica muchos fenómenos históricos, que sin 
ella, serian incomprensibles. ¿Cómo comprendería-
mos de otro modo, la existencia de Sodoma y Gomor-
ra, los gladiadores romanos, la esclavitud , antigua, 
la tiranía consentida de algunos emperadores, los 
juicios de Dios en la Edad Media, y tantas otras 
aberraciones de la razón humana, de que da noticia 
la historia, ó que aún subsisten en nuestros dias, en 
los pueblos ménos civilizados? 
No de otro modo se comprende tampoco, cómo ha 
podido existir en la sociedad cristiana, el inmoral ó 
inverosímil derecho, cuyo nombre sirve de epígrafe 
á este artículo. De nada se abusa tan fácilmente 
como de la fuerza, y tal abuso es inevitable, siem-
pre que la fuerza viene á parar en manos de hom-
bres poco educados, de costumbres brutales y vio-
lentas pasiones, alternativamente enervados por el 
ocio, ú ofuscados por los ardores de la guerra. To-
davia se pudiera evitar el abuso, si la fuerza hubie-
ra de ejercerse sobre hombres libres, que tuvieran 
el sentimiento de su propia dignidad y el conoci-
miento de sus naturales derechos, ¿pero qué obstácu-
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lo ha de encontrar el abuso, cuando los que hu-
bieran de resistirlo, son séres degradados por la ser-
vidumbre en que viven y vivieron sus ascendientes 
de generación en generación, miserables siervos de 
la gleba, cosas, como los animales de labranza, sin 
sentimientos de honor, según hoy los comprende-
mos, y cuya vida y hacienda están siempre pen-
dientes del arbitrio de sus señores? Así, pues, la at-
mósfera social que formaban la servidumbre de 
unos, la tiranía de otros, el predominio de la fuerza 
bruta y las costumbres licenciosas de todos,_ expli-
can cómo pudo existir en algunas tierras, el infame 
, derecho de señor. 
Hay testimonios, á mi parecer, incontestables, del 
uso de este derecho en la vieja Cataluña; pero como 
no falten entre los catalanes, críticos muy ilustrados 
que lo nieguen, ó lo pongan en duda, no es quizá 
fuera de propósito examinar las razones y autori-
dades en que se fundan, para compararlas con las 
-que justifican el hecho controvertido. Hé aquí pri-
mero la noticia que de él hallamos, en los monumen-
tos de la historia y del derecho de Cataluña. 
Entre las varias clases de vasallos conocidos en 
el Principado, habia los llamados de remensa, por-
que no podían dejar de serlo, sin redimirse como los 
esclavos. Hallábanse sujetos á prestar á sus señores 
doce servicios ó tributos gravosísimos, llamados ma-
los usos; pero á mediados del xv siglo, después pro-
bablemente de otras tentativas infructuosas para l i -
brarse de ellos, solicitaron su abolición de D. Alfon-
so I V en forma de justicia, ofreciendo por ella, 
como rescate, una cierta suma. E l rey, que se ha-
llaba á la sazón en Ñápeles, dió traslado de esta de-
manda á los señores, en cuyo perjuicio se deducía; 
y como no acudiesen á contestarla, alegando que no 
podían ser emplazados fuera de la tierra, sentenció 
120 B I B L I O T E C A J U D I C I A L . 
la causa en rebeldía, suspendiendo el ejercicio de los 
doce malos usos, en tanto que los señores no justifi-
caran los títulos legítimos, conque cada uno en par-
ticular ios poseyera. Pero la reina Doña María, que 
á la sazón gobernaba en el Principado, no llevó á 
efecto la sentencia, sino en cuanto á seis de los doce 
tributos suspendidos; de lo cual se originó una lar-
ga guerra entre señores y vasallos; y así, ni estos 
volvieron á satisfacer los malos usos, ni aquellos tu-
vieron por legal ni válida la sentencia que les habia 
condenado. Coincidió con esta guerra el levantamien-
to de Cataluña contra el rey D. Juan 11 de Aragón, 
en el cual tomaron parte los vasallos de remensa, ora 
favoreciendo al príncipe de Viana D. Cárlos, cabeza 
de aquella insurrección, contra su padre, ora ponién-
dose á servicio de éste, contra los sublevados. Repri-
mida al fin con su auxilio, tan peligrosísima suble-
vación, pero no resuelta la contienda de los malos 
usos, volvió á encenderse la lucha entre vasallos y 
señores, y después de muchas vicisitudes y de la in-
tervención vacilante de D, Fernando el Católico, 
cuando sucedió en la corona, unos y otros conten-
dientes comprometieron sus diferencias en este mo-
narca, para que decidiera sobre ellas, como Juez ár-
bitro y soberano. 
D. Femando pronunció en efecto su sentencia 
arbitral en 21 de Abril de 1486, la cual corre impresa 
con las Constituciones de Cataluña (1) y compren-
de 28 largas cláusulas numeradas. En la señalada 
con el núm. I.0, después de calificar de pecaminosos 
y de intolerables los malos usos, declara el monarca 
abolidos, aunque conmutándolos por una reducida 
pensión en dinero, los conocidos en el idioma vulgar 
(i) Vol.JI, lib. 4.o, tíí. 13,2. 
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de la tierra, con los nombres de remensa personal, 
intestia, cugucia, xorquia, arda y firma de spóli for-
mda, pero sin definirlos ni expresar los servicios ó 
tributos en que consistían. En las cláusulas siguien-
tes, confirma las obligaciones á que, esto no obstan-
te, quedaban sujetos los vasallos, respecto á sus se-
ñores, señalando los derechos que eran consecuencia 
de la abolición del primero de los malos usos referi-
dos. La cláusula 9.a dice así en su propio idioma: 
«Item setentiam, arbitram ó declaram que los dits 
asenyors no pugan pendre per didas (tomar por no-
»drizas) pera sos filis, ó altres qualsevol creaturas, 
»las mullers deis dits pagesos de remensa, ab paga 
»ne sens paga, menys de luz voluntat, ni tampoc pu-
rgan la primera nit que lo pages pren muller, dor-
»mir ab (con) ella, ó en senyal de senyoria la nit de 
»las bodas, apres que la muller será colgada en lo 
»lit (acostada en el lecho), passa sobre aquell sobre la 
»dita muller...» 
§n. 
No cabe duda en que el acto inmoral y punible, 
tan minuciosamente descrito en la segunda parte de 
esta cláusula, es lo que se llamaba derecho de señor 
en otras partes, mas sí dudan y áun niegan algunos 
que este escandaloso derecho fuese el mismo que en 
la cláusula primera, se denomina j ^ma de spoli for-
zada, conmutándose en un corto censo. Abonan, sin 
embargo, esta identidad, el mismo contesto déla sen-
tencia y el testimonio de escritores antiguos y res-
petables. Como los cuatro primeros malos usos, ess 
decir, la remensa, la intestia, la cugucia y la xorquia, 
se fundaban en usajes y constituciones, y en cuanto 
á su significación, había perfecta conformidad entre 
los jurisconsultos, la sentencia se abstuvo ele defi-
nirlos y explicarlos, limitándose á determinar los 
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derechos que resultaban de la abolición del primero. 
Pero los dos últimos malos usos, es decir, el arda y 
l&Jirnm despoli, se apoyaban únicamente en costum-
bres, y ni siquiera habia conformidad entre los ju-
risperitos, sobre lo que originariamente significaban. 
Natural era, pues, que la sentencia los definiera y 
explicara, para que no se dudase quiénes quedaban 
sujetos si censo de su redención. Con declarar la 
sentencia abolidas la remensa, la intestia, la cugucia 
y la xorquia, no cabia disputar sobre las cargas que 
quedaban suprimidas, puesto quedas definían los 
Usajes de Barcelona, sus glosadores y sus comenta-
dores; pero diciéndose lo mismo del arda y Infirma, 
podia ser objeto el asunto de larga controversia, no 
habiendo textos que lo explicaran, y callando sobre 
él, Montejudaico, los dosVallesicas, Calicio, Marqui-
lles (pues como diré luego, su alusión incidental es 
insuficiente), Mieres, Socarrats y otros jurisconsul-
tos que hablan ya escrito, cuando se dictó la sen-
tencia. 
De la falta de conformidad, en cuanto á la inteli-
gencia de estos dos malos usos, y de la consiguien-
te necesidad de explicarlos en aquel documento, dan 
testimonio el jurisconsulto Francisco Solsona y el 
docto historiador Gerónimo Pujados, escritores casi 
contemporáneos y eco fiel, según entiendo, de opi-
niones anteriormente sustentadas. El primero pre-
sumía, aunque confesando no estar seguro de ello, 
que el arda era la multa, que el vasallo debia pagar 
al señor, cuando por su culpa, se quemaba su ma-
sía (1): el segundo creia con más fundamento, que 
este mal uso significaba el servicio de nodrizas, que 
debian prestar á los señores las mujeres de los va-
(1) Stylus capibrevandi. Edic. de 1594, f. 71. 
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salios (1), según refiere la cláusula 9.a de la senten-
cia antes citada, Solsona pensaba que la firma de 
spóli consistía en cierto laudemio que debia pagar 
el vasallo, por asegurar la dote de su mujer (2): Pu-
jades afirmaba, á mi parecer con más razón, que 
este mal uso no era otro que el definido y proscrito 
en la cláusula 9.a de la sentencia (3). De modo que 
la racional interpretación de este documento y una 
autoridad tan respetable como la del historiador úl-
timamente citado, dan á entender de consuno, que 
el derecho de señor, no solamente fué condenado, 
sino uno de los seis malos usos abolidos y conmuta-
dos por D. Fernando el Católico. 
Lo que contra esta conclusión se alega, no proba-
ria que el derecho de señor no haya jamás existido, 
que es lo que pretenden demostrar los que lo nie-
gan, sino qae la firma de spoli forjada significaba 
cosa diferente de ól. Pero examinemos los funda-
mentos de esta opinión, que juzgo más bien inspira-
da por el noble celo de la patria, que por el juicio 
imparcial de los hechos, y veamos si alcanzan^ á 
desvanecer los que sirven de apoyo á la contraria. 
De que los jurisconsultos anteriores y contempo-
ráneos á la sentencia de 1486, no hablaran clara-
mente del arda, ni tampoco de la firma de spoli, en 
el sentido que le atribuye Pujades, se pretende de-
ducir que estos dos malos usos no debieron signifi-
car lo que aquel historiador supone. En efecto, ni 
del uno n i del otro hacen mención alguna, en el sen-
tido indicado^ los escritores aludidos, pero como tam-
poco mencionan las otras muchas gabelas feudales 
(1) Chronica universal de Cathalunya, lib. 6.o, c 152. _ 
(2) Lucerna lauclemiorum 8.a cellul, núm 86, f. 48, edic. de 
1575. Styl. capibrev., f. 72. 
(3) Chronica ibicl 
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que suprimió también la misma sentencia, seria 
menester deducir de su silencio que estas nunca 
existieron, y que el rey D. Fernando las inventó, 
para tener el gusto pueril de abolirías. Los juriscon-
sultos escribían generalmente sobre el texto de las 
leyes y de las costumbres escritas, comunes á todo 
el Principado ó particulares de algunos de sus terri-
torios, y como el llamado derecho de señor no fué 
nunca consignado, á lo que entiendo, en ninguna 
ley, ordenanza, reglamento, ni colección de Usajes y 
costumbres, no es de extrañar el silencio de los glo-
sadores y comentaristas, sobre una materia tan re-
pugnante y espinosa. Si, como yo creo, fué un abu-
so derivado de un derecho legítimo, pero abuso que 
con el tiempo vino á confundirse con el mismo de-
recho, y que últimamente se hallaba generalmente 
reducido á un mero impuesto, no es de admirar que 
los jurisconsultos omitieran su historia y se limita-
ran á considerarlo en su estado á la sazón presente. 
Mas para hacer ver que la firma despoli no había 
significado nunca el derecho de señor, se alega ade-
más el testimonio de Solsona, que, como se ha visto 
antes, entiende de otro modo la significación de 
aquel mal uso. Dice, en efecto, este jurisconsulto, 
que \& firma en cuestión, abolida por el rey D. Fer-
nando, era la que se llamaba en latin firma sponsa-
Morum, en cuya virtud, cuando el payés ú hom-
Ire propio se casaba, otorgando carta dotal, en que 
obligaba todos sus bienes á la restitución de la dote 
de su mujer, debia pedir á su señor que firmase es-
te contrato y pagarle por ello, cierto laudemio (1). 
Pero Solsona no alega otro fundamento de su inter-
pretación, que un texto de Jacobo Marquilles, mu-
(1) Styl. capibrev., lug. cit.—Lucerna, ibid. 
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cho menos explícito por cierto. Decia este docto ju-
risconsulto, comentando los Usajes de Barcelona (l)y 
á mediados del siglo xv, poco antes de que se dic-
tara la primera sentencia de los malos usos, que «el 
payés poseedor de masía sujeta, por pacto escrito 
ó costumbre local, á las firmas de esponsalicios y otros 
malos usos, cuando al casarse otorgaba por la dote 
de su mujer, instrumento esponsalicio, con la firma 
del señor directo, satisfaciéndole por ella un laude-
mio de dos sueldos por libra, si después se presenta-
ba en concurso y para pagar sus deudas se enagena-
ba la masía señorial, debia ser pagado con su precio 
el crédito dotal de la mujer, antes que los demás 
acreedores (2). La razón de tal laudemio era obvia; 
devengándolo todas las obligaciones hipotecarias, 
por cuanto podian dar lugar á la enagenacion forzo-
sa del predio hipotecado, contra la voluntad del se-
ñor directo, era lógico que lo devengase también la 
carta dotal, si por ella quedaba obligada la masía 
á la restitución de la dote. 
No dice claramente este autor si el laudemio de 
los dos sueldos habia de descontarse de tantas libras 
cuantas importara la dote, ó de las que montara lo 
que en Cataluña se llamaba propiamente esponsali-
cio. Según Tomás Hieres, docto jurisconsulto gerun-
dense y contemporáneo de Marquilles (3), en Gero-
na, en Barcelona y en su Audiencia, se entendía por 
esponsalicio aquello que^ según pacto ó costumbre lo-
cal, lucraba la mujer, como donación propter nuptias, 
á la muerte de su marido. Añade el mismo autor que 
(1) Commentaria super Vsaticis harchinonensis.—Barcelo-
na, 1505. 
(2) Sup. usat. Si quis suum fcudum. 
(3) Apparatus super constitutiones curiarwm generaliun Ca-
thalonice, 1.a Pars Ooll. 6.a De jure dotium, núm. 186. 
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en Barcelona, donde no era costumbre estipular ta-
les donaciones, cuando la mujer se habia casado 
doncella y sobrevivía á su marido, podia tomar de 
la herencia de éste, una suma igual al tercio de su 
dote, que se llamaba aumento de dote ó esponsalicio, 
y debia reservarse para que á su tiempo, lo hereda-
ran sus hijos, y no habiéndolos, los herederos del 
marido, pero que estos mismos derechos correspon-
dian á la mujer, sobre toda la donación propter nup-
tias, en los lugares en que era costumbre estipularla, 
cualquiera que fuese su cuantía. Ahora bien, deven-
gándose el laudemio por toda trasmisión efectiva ó 
virtual del dominio, y debiendo ser su cuantía pro-
porcionada al precio de la enajenación, parece que 
los dos sueldos debian descontarse, no del importe 
de la dote, sino del esponsalicio, puesto que signifi-
caban la licencia del señor para que se trasfiriese del 
marido á la mujer, el dominio de una parte de su 
hacienda. 
§3.° 
, Tal era la firma sponsalitiormn á que aludia Mar-
quilles, en el pasaje anteriormente citado, y que más . 
de un siglo después sirvió de único fundamento á 
Solsona, para afirmar que era la misma firma de 
spoli forzada, derogada como mal uso, por el rey 
D. Femando. Mas para ello es preciso suponer que 
esta última denominación sea traducción fiel y lite-
ral de la primera, y que además la palabra spoli fue-
ra usada como abreviatura de sponsalias 6 esponsa-
licia en el idioma catalán, y no en su sentido natu-
ral de despojo, que tiene en el mismo idioma. Haré 
notar desde luego que el mal uso en cuestión se lla-
maba firma de spoli forzada, y Marquilles, en vez 
de traducir como Solsona esta locución por firma 
sponsalitiormn coacta, habla simplemente de una fir-
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ma sponsalitiorum. Lo de ser forzada esta firma, de-
bía constituir una circunstancia distintiva del mal 
uso, cuando la palabra formaba parte de su denomi-
nación, y así es muy extraño que Marquilles no la 
emplease nunca, siendo en todas sus locuciones tan 
exacto. ¿Habría dos firmas de esponsalicio, una for-
zada y otra libre? Hay también motivos para dudar 
de la abreviatura, no hallándola usada en los impre-
sos de la época, y sobre todo, en los volúmenes de 
las constituciones catalanas. En ellos no se ve más 
abreviación de sponmlici, que sposalici, j de spon-
salias ó sponsallas, que esposallas, y por el contrario, 
se usa siempre la palabra spoli en el sentido de des-
pojo. Es, pues, muy extraño que sólo en la senten-
cia arbitral, y precisamente en un nombre propio, 
se empleara una abreviatura tan arbitraria y ambi-
gua. Mas razonable seria suponer, una vez admiti-
da la abreviatura, que spoli lo fuese de sponsdlias, 
en cuyo caso, consistiría el mal uso en la necesidad 
de que el s e ñ o r / m a s e ó autorizase los esponsales 
de sus vasallos, por cuya firma llegaron á exigirse 
servicios inmorales ó tributos gravosísimos. 
N i se diga que el laudemio del esponsalicio cons-
tituía uno de los seis malos usos, por exigirse en 
contravención de una ley promulgada por Don Pe-
dro I I I , en las Cortes de Cervera de 1359, que exi-
mió de aquel gravámen, las obligaciones que contra-
jeran los maridos, en seguridad de las dotes de sus 
mujeres (1), pues esta ley se dió expresa y exclusi-
vamente para los feudos, y el laudemio, que según 
Marquilles, debían pagar los vasallos, por aquel con-
cepto, no era exigible. sino en el caso de que la ma-
sía gravada con la responsabilidad de la dote, fuese 
(1) , Const. I I , t; 28, lib. 4, vol. I . 
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alodio del señor directo (1). No consistía, pues, la 
ilegitimidad de este mal uso en contravenir á la 
constitución del rey D. Pedro. 
Nótase, por último, cierta incongruencia entre los 
orígenes que atribuye Marquilles á la. firma sponsa-
Utiorum y lo que de Infirma de spoli se lee en la sen-
tencia arbitral. Supone aquel jurisconsulto que el 
payés «podia estar obligado á la firma de esponsa-
licio y otros malos usos, por pacto instrumental ó 
por costumbre antiquísima, la cual, según los anti-
guos jurisperitos barceloneses, trajo origen de cierta 
costumbre de Barcelona no escrita (es decir no pro-
mulgada ni comprendida en el Código de los Usajes) 
que empezaba: Item de pignoris obligatione.* Por 
donde se ve que el mal uso en cuestión habia sido 
reducido á escritura y fué uno de los antiguos usajes 
que constaban en los libros de los jurisconsultos, 
aunque quedó excluido de la compilación mandada 
hacer por D. Jaime I , y andaba citado en la misma 
forma que los incluidos en ella. ¿Puede decirse que 
hay entera conformidad entre estos conceptos y los 
de la sentencia, que dicen ser el arda y la firma de 
spoli, meras costumbres introducidas, de las cuales 
se habia hecho justicia algunas veces, y que por los 
abusos que se seguían de ella, contenían evidente 
iniquidad y no podían tolerarse sin pecado? 
Pero prescindamos de todos los motivos, por los 
cuales pudiera ponerse en duda la identidad entre 
la firma sponsaliciorum y la de spoli, y teniendo en 
cuenta la multitud y arbitrariedad de las abrevia-
turas usadas en el siglo xv, admitamos que aquellas 
(1) Obr. y lug. cit. dice que la mujer no tiene por la firma 
de sponsalicio, preferencia sóbrelos demás acreedores, nisiso-
lun in mansis et certis terris, suh alodio ipsius domini firman-
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dos locuciones significaban lo mismo en sus respec-
tivos idiomas, es decir, el pago del iaudemio de 
que trata Marquilles: ¿se infiere de aquí necesaria-
mente que bajo la primera de aquellas denomina-
ciones, no se ocultase, además de los dos sueldos de 
inismo, otro tributo más vergonzoso? Nótese que al 
afirmar incidentalmente Marquilles, que «los paye-
ses poseedores de masías con firmas de esponsali-
cios y otros malos usos,» pagaban al señor el referi-
do Iaudemio, por asegurar con escritura, las dotes y 
donaciones propter nupfias de sus mujeres, no niega 
(antes bien se puede entender que lo afirma con su 
frase de oíros malos usos) que estos vasallos, por 
efecto de su propia condición, estuvieran sujetos 
á otras muchas y diversas cargas. Tampoco dice 
aquel jurisconsulto, que la ll&maáa firma sponsalitia-
rum consistiera únicamente en el pago del Iaudemio, 
sino que debian satisfacerlo los hombres sujetos á 
tales firmas. La cuestión que Marquilles se propuso 
resolver, era solamente la de la prelacion del crédito 
dotal sobre los demás créditos, en caso de concurso, 
y para ello, supuso entre otras, la hipótesis de un 
payés sujeto al mal uso de la firma sponsalüiormn, 
que habiéndose casado y asegurado la dote de su 
mujer, con su propia masía, pagando al señor el 
Iaudemio antes referido, se encuentra después con-
cursado por acreedores diferentes, anteriores y pos-
teriores á la fecha de la carta de esponsalicio. No 
trató, pues, aquel escritor de explicar todo lo en que 
consistía el mal uso de las firmas, sino de determi-
nar uno de sus efectos legítimos, como lo era el de 
que, mediante la aprobación del señor á la carta de 
esponsalicio y el pago del Iaudemio, adquiriese pre-
lacion el crédito dotal, aun sobre los créditos ante-
riores en fecha. Pudo, por lo tanto, consistir además 
aquel mal uso en otras varias cosas, sobre todo, por 
Est . jurícl . --T. I I . 9 
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corruptela y malas prácticas y no haber incurrido 
en omisión Marquilles, prescindiendo de ellas, en el 
lugar citado de su obra. 
Ni dice más tampoco el texto citado de Solsona. 
De que el rey D. Fernando hubiere abolido el mal 
uso, que obligaba á los vasallos, á pagar laudemio á 
sus señores, por las donaciones esponsalicias, con 
que aseguraban las dotes de sus mujeres, que es 
todo lo que este autor afirma, no se infiere que en 
su concepto, no hubiese significado nada más la 
firma de spóli. Si por consecuencia de la obligación 
de recurrir los vasallos á sus señores, para contraer 
matrimonio y garantir las dotes de sus mujeres, se' 
introdujo en algunos señoríos, el abuso abominable 
que la sentencia arbitral refiere, y si este abuso no 
fué nunca consignado en ninguna ley escrita, Mar-
quilles acertó en no mencionarlo, limitándose á se-
ñalar otros efectos no disputados de la firma de 
spoli; y Solsona obró con no menor acierto, contra-
yéndose á afirmar que la obligación de pedir y pagar 
al señor su firma, en las cartas de esponsalicio, ha-
bla sido corregida y moderada. Lo que le importaba 
advertir era, que el derecho vigente sobre esta mate-
ria, en tiempo de Marquilles, habla dejado de regir, 
en virtud de la sentencia de los malos usos. Cono-
ciendo este documento, no habría aventurado una 
opinión en desacuerdo con su contenido, sin procu-
rar justificarla muy cumplidamente. Prueba de que 
Solsona no creyó decir nada, que contradijese las 
afirmaciones de la sentencia, es su mismo silencio 
sobre el punto controvertido. 
§ IV. 
Demostrado ya que Marquilles y Solsona, no sola-
mente no negaron la realidad histórica del derecha 
de señor, sino que tampoco excluyeron la posibilidad 
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<ie que tal derecho estuviese comprendido en la fir-
ma de spoli, veamos ahora si de ciertas prescripcio-
nes de los Usajes y Costumhres de la ciudad de Gero-
na (1), se deduce alguna afirmación en opuesto sen-
tido. Bajo la rúbrica segunda Be statu hominum, se 
lee en aquel antiguo documento, que los vasallos de 
ambos sexos, excepto las doncellas, debian redimirse 
antes de casarse, dando la tercera parte de sus bie-
nes muebles al señor por ello, y que las vírgenes in-
corruptas debian pagar solamente dos sueldos y ocho 
dineros. Bajo la rúbrica Be redemptione hominum et 
muíierum, se lee más adelante, que el señor no debia 
obligar al vasallo á redimirse, sino cuando hubiera 
de contraer matrimonio, y que entonces no podría 
exigir por la redención, más precio que el antes di-
cho; pero añadiendo que también la virgen incor-
rupta debería dar la tercera parte de sus bienes mue-
bles,^  cuahdo fuese cabeza ó heredera única de la 
masía. Esta parte alícuota de bienes era precisamen-
te la que por razón de xorquia ó mañeria, debia he-
redar el señor del vasallo que moría soltero ó sin 
hijos, y por eso era también el precio máximo de su 
redención, cuando el señor le obligaba á solicitarla 
ó recibirla. 
Ahora bien; ¿hay alguna relación de identidad 
entre esta costumbre y la firma del contrato de spon-
salicio de que trata Marquilles? Ninguna al parecer. 
La redención por precio, era obligación de todos los 
hombres y mujeres de remensa que contraían ma-
trimonio: la firma de esponsalicios significaba úni-
camente la aprobación del señor, al contrato en que 
el vasallo obligaba su masía, á la restitución de la 
(1) XJsantm et comuefudines civitafis Gerundensis á libris 
peritorum etusibu utensium ohserva fce etá Tho. Mieres, in un uní 
eollectceanno 1439. 
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dote de su mujer. Por lo tanto, el tributo que se 
exigía por este concepto, ni era igual en su cuantía, 
al que se pagaba por la redención antes de la boda, 
n i tenia lugar más que en los matrimonios en que 
mediaba dote, cuando el de la redención era exigible 
en todos los que se celebraban, con dote ó sin ella. 
Pero ya que este tributo no tuviese relación algu-
na con el laudemio por esponsalicio, ¿la tendría con 
la firma de spoli, entendiendo por tal, el derecho de 
señor? En todos los reinos y provincias sujetos al 
régimen feudal, era obligación común de los vasallos 
pedir licencia al señor, para contraer, matrimonio, 
pagándole por ella un cierto tributo. Hasta en Cas-
tilla, donde aquel régimen fué en lo general ménos 
rigoroso, se conoció este gravámen con los nombres 
de ossas, vessas y hodas. 'En Gerona existió del mis-
mo modo, y quizás para colionestarlo y disimularlo, 
fué convertido en precio de la redención y libertad 
del vasallo; lo cual, sobre ser generalmente señalado 
beneficio, estaba justificado, siempre que los futuros 
cónyuges pertenecian á señores diferentes, por cuan-
to siendo vasallos de soliu los deremensa,no podian 
reconocer más de un señorío. Tal vez, lo que en su 
origen fué licencia directa para contraer matrimonio, 
se convirtió allí, con el tiempo, en redención del va-
sallaje; y en su consecuencia, debió estimarse des-
pués derogado este mal uso, no con el de firma de 
spoli, sino con el de remensa 6 redención personal. 
En Gerona, á lo que entiendo, no podia el señor 
obligar á su vasallo á redimirse, sino cuando hubie-
ra de casarse, y á fin de que el precio de esta reden-
ción no quedase al arbitrio del redimente, se fijó y 
tasó en los usajes referidos. No tenían, al parecer, 
otro objeto las disposiciones en ellos contenidas. 
Ni convienen tampoco á costumbres tan admiti-
das y toleradas al parecer, como la del laudemio y la. 
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licencia para casarse, las terribles censuras y odio-
sas calificaciones, que el Rey Católico fulminó en su 
sentencia, contra los malos usos. De ellos, dice 
.aquel monarca, «se hablan seguido tantos y tan di-
versos abusos, y contenian tan notoria iniquidad, 
-que no podia tolerarlos sin pecado, ni sin cargar su 
conciencia;» y estos conceptos son más aplicables al 
inicuo derecJw de señor, que al inocente tributo por 
obligar la masía ó á la redención personal tasada, 
por causa de boda. Yo creo que aquel infame dere-
cho, no sólo no llegó nunca á ser escrito en ninguna 
ley ni ordenanza local, sino que ni siquiera fué siem-
pre pacíficamente practicado, y lo infiero de la mis-
ma sentencia arbitral, que dice que el arda y l& firma 
de spoli no se fundaban, como los otros malos usos, 
en usajes y constituciones, sino en costumbres intro-
ducidas, por las cuales tenian que hacer justicia á 
veces los tribunales del rey. Pedro Albert no las re-
copiló, en efecto, en sus Conmemoraciones ó Costum-
tres generales de Cataluña, redactadas en el siglo xiv, 
y si á pesar de esto, los litigios á que daba lugar su 
aplicación, en los señoríos jurisdiccionales, solían lle-
gar en última instancia á la Real Audiencia, debie-
ron ser estos muchos, y no poca la seguridad con que 
los señores disputaran su derecho. N i de lo que se 
practicaba sin contradicción, á mediados del siglo xv, 
según Marquilles y Mieras, cuando los vasallos con-
traían matrimonio, ya por redimirse ó ya por asegu-
rar la restitución de las dotes de sus mujeres, hubie-
ra dicho el Rey Católico que era una intolerable ini-
quidad, de que se hacían cómplices los magistrados 
superiores de la tierra, fallando de conformidad con 
la costumbre. Cosa mucho más grave debió signifi-
car la firma de spóli: algo, sin duda, que careciendo 
4e todo fundamento legítimo, pugnara además con 
los sentimientos honrados y las ideas cristianas. Sin 
1 3 4 B I B L I O T E C A J U D I C I A L . 
duda fué uno de los abusos pecaminosos é intolera-
bles, que según la sentencia, se seguían de los malos 
usos y particularmente del que obligaba á los vasa-
líos á pedir al seflor su licencia y su firma para con» 
traer matrimonio. 
Los jurisconsultos catalanes no dicen en verdad 
que el mmoral derecho de señor se ocultase baio la 
denominación de U firma de spoli. Los que escribie-
ron antes de la sentencia de los malos usos, como 
Montejudaico, los dos Vallesicas, Calicio, Marquilles 
y otros, no hacen mención alguna de costumbre 
tan vituperable, sin duda por no encontrarla fun-
dada en ninguno de los textos que comentaron. 
Mieres (1) hace memoria de la primera sentencia 
dictada en su tiempo, por D. Alfonso IV, en rebel-
día de los señores, declarando libres á los payeses 
de los malos usos, y afirma que cuando escribía, se 
Hallaban aquellos en posesión de su libertad, por lo 
que sm duda no creyó necesario explicar en qué 
consistían tales servidumbres. Los que escribieron 
después de 1486, fecha de la sentencia arbitral, 
conw Luis Peguera (2), Fontanellas (3), Jacob¿ 
Cáncer 4) Acacio Ripoll (6), Antonio Oliban (6), 
i)espujol (7), y otros, ó no tratan de los malos usos 
ó se limitan á hacer constar su abolición, sin entrar 
en explicaciones de lo que significaban. El notario 
francisco Solsona, que es el único que hubo de des-
(1) Apparatm super constit, curiarum Gathalonice, Ooll. 4> 
(2) 8up. Oonst. iVe sup. laudemio. 
3) De pactis nuptialibm.-Decissiones senatus OathcOmm, 
(4j Varice resoluüones. 
(5) Megaliarwm tractatus. 
(6) jure fisei. 
(7) Comment sup. Const. Aquesta nostra. 
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cribirlos, aunque muy someramente (1), ya se ha 
^isto cómo entendió el arda y la firma de spoli, 
omitiendo toda alusión á la cláusula 9.a de la sen-
tencia. Explicación tiene su silencio, siendo el asun-
to tan repugnante de suyo, y no habiéndose pro-
puesto el autor escribir la historia de los derechos 
señoriales, sino exponer tan sólo, como curial prác-
tico, el derecho á la sazón vigente, sobre cabreracio-
nes y laudemios. Hasta el erudito Zurita, que refirió 
menudamente los sucesos de la guerra, en que to-
maron parte los vasallos de remensa, por sacudir el 
yugo de su servidumbre, y extractó traducidas, al-
gunas cláusulas de la sentencia, que puso fin á los 
malos usos, juzgó prudente no explicarlos, excepto 
el de la redención, quizás para que se perdiese la 
memoria de ellos. Pero Gerónimo Pujad es, docto 
historiador de Cataluña (2), prescindiendo de los 
escrúpulos, que detuvieran tal vez, la pluma de otros 
escritores, al exponer claramente, lo que significa-
ban los nombres con que eran conocidos, dice de la 
, firma de spoli que era la mayor iniquidad que podia 
imaginarse, por cuanto consistía en el derecho del 
señor á yacer con la desposada de su vasallo, ó á 
pasar sobre su lecho, en la primera noche de boda. 
Copia en seguida literalmente la cláusula de la sen-
tencia arbitral, que dice esto mismo, ó impugna de 
de paso la definición antes referida, que da Solsona 
de la. firma de spoli, fundándose en que este mal uso 
no era otro que el que proscribe aquella cláusula, y 
en que este jurisconsulto no daba de su dicho razón 
alguna. 
(1) Obras y lugares citados. 
(2) Chronica universal de Cathalunya, libro 6.°, 152, escrita 
en los últimos años del siglo xvi. 
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§5 .0 
Pero prescindamos, si se quiere, de todas estás 
consideraciones, y admitamos la hipótesis de que el 
derecho de señor no constituia ninguno de los seis 
malos usos comprendidos en la cláusula 1 a de la 
sentencia arbitral, no significando la firma de spoli 
mas que el laudemio de los dos sueldos: siempre 
quedaría el texto de la cláusula 9.a sobre cuyo sen-
tido no puede quedar la menor duda. En tal supo-
sición no habría sido conocido con el nombre de 
firma de spoh el infame derecho á que aludo mas 
no por eso habría dejado de ser una de las otras 
vanas servidumbres y gabelas que, además de ios 
seis malos usos, fueron abolidas por la misma sen-
tencia. Según se lee en este documento, las cuestio-
nes y pleitos entre señores y vasallos, versaban tanto 
sobre aquellos seis males usos, como sobre otras 
cargas y servidumbres dependientes de ellos v de 
las cuales se habia hecho mención en el poder con-
ferido al rey D Fernando. Así es que la sentencia 
además de la abolición y conmutación de los seis 
malos usos, derogó la facultad, que pretendían tener 
los señores, para maltratar á sus vasallos, fundada 
por cierto en una constitución de paz y tregua de 
1206 que impedía á ios payeses maltratados y des-
pojados por sus señores, acudir en queja al rev- pro-
hibió á estos exigir á sus vasallos, empréstitos ó do-
nativos forzosos; servirse de sus hijos ó hijas no 
siendo por su voluntad; tomarles la mejor nmnía 
ele su casa cuando moriau; reservarse el monopolio 
del comercio de ciertos artículos de general consu-
mo; y exigir otros muchos censos y tributos intro-
ducidos por la costumbre y no justificados en su 
^Jwf r 1? ^ si7la firma de sPoli no hubiese 
-sigmíicado el derecho de señor, la cláusula 9.a daria . 
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«n todo caso, testimonio de su existencia en las pa-
sadas edades, del mismo modo que la existencia de 
aquellos otros gravámenes resulta harto demostrada, 
por las cláusulas que tratan de ellos, aunque no se 
hallen comprendidas en ninguno de los seis malos 
usos abolidos, por la cláusula 1.a Así es que para 
negar la realidad histórica del derecho de señor en 
Cataluña, no basta limitar la firma de spoli á un 
modesto laudemio, es menester borrar además la 
cláusula 9.a de un documento tan auténtico y feha-
ciente, como la sentencia de los malos usos. 
No ha faltado quien sospeche que esta cláusula, 
en lo que se refiere al derecho en cuestión, fué in-
gerida subrepticiamente y por mano extraña^ en 
aquel importante documento. ¿Mas en qué se fun-
da tal suposición? ¿Quién fué el autor de esta false-
dad? ¿Qué objeto se propuso al cometerla? ¿Cuándo 
se verificó? Todo esto se ignora, y sin embargo, se 
afirma el hecho, apoyándolo en presunciones vagas 
y arbitrarias^ tales como la de que no es de supo-
ner que el mismo rey D. Femando hubiese resta-
blecido los malos usos, después de veintidós años de 
suspensión y antes cíe aceptar el compromiso del 
arbitraje, si el de firma de spoli hubiera significado 
la profanación del tálamo nupcial: que no es de 
creer, dada esta significación, que hubiese dicho de 
ellos la sentencia que serian tolerables «si se tem-
plasen, redujesen y moderasen;» y que no es de 
presumir que un monarca tan severo con los nobles, 
les hubiera otorgado una renta, en compensación 
de un uso tan inmoral. Pero aun admitidas estas 
hipótesis, probarían que el derecho de señor no cons-
tituía uno de los malos usos abolidos y conmutados 
en la cláusula 1.a de la sentencia, mas no que hu-
biese dejado de existir la inicua costumbre descrita 
y condenada en la 9.a Dado que esta costumbre y 
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aquel mal uso fuesen cosas diferentes, ni D. Fer-
nando la habría restablecido, ni habría dicho de 
ella que templada y reducida habría sido tolerable, 
ni la habría conmutado por dinero, pero nada de 
esto probaria que aquel monarca no pudo haber 
pronunciado la abolición del derecho de señor, y que 
la cláusula que á él se refiere, fuese interpolada con 
falsedad, en la sentencia. 
Mas ni se necesita conceder que \& firma de spoli 
fuese cosa distinta de este derecho, para demostrar 
la poca eficacia de ios argumentos, que del texto de 
la sentencia han pretendido deducir algunos críti-
cos. I)ícese que el rey D. Fernando no habría resta-
blecido, como lo hizo, los malos usos, si la. firma de 
spoli hubiese tenido la significación á que aludo: 
¿pero quién ignora que esta disposición fué forzada 
y no obedecida? La misma sentencia y Zurita (1) 
declararon que el rey la dictó apremiado por las 
Córtes, con la negativa del subsidio, y que los paye-
ses no volvieron á contribuir con tales prestaciones, 
desde que las abolió el Príncipe de Viana D. Cárlos. 
Además se ve por el propio documento, que algu-
nos de los malos usos estaban ya convertidos en 
pensiones convenidas entre muchos de los interesa-
dos (2); y ciertamente no seria uno de los últimos 
que se conmutasen, el más repugnante y deshonrosa 
de ellos. 
También se ha alegado que D. Fernando no ha-
bría dicho en la sentencia, que los malos usos serian 
tolerables, si se templasen, redujesen y moderasen,, 
(1) Anales, lib. 20, c. 67. 
(2) Dice la cláusula 2.a de la sentencia: «Item pronuntiam 
e declaram que los que se hauzan remut delt dits mals usos 
ó de algu ó alguns dells, per pactes ó concordias fetas ó fet®. 
ablurs senyors.» Gonst yol. 11, lib. 4, t. 13-2. 
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hallándose el derecho de señor comprendido entre 
ellos. Como si tal reducción y moderación no fuera 
posible, sin que todos los malos usos conservaran 
su forma primitiva; como si cuatro de ellos no hu-
bieran consistido siempre en tributos más ó ménos 
gravosos; como si convertidos los otros dos en pen-
siones, no se hubiera podido decir con propiedad 
de todos, que serian tolerables, reduciéndolos y mo-
derándolos. Si en el tiempo á que aludo, consistían 
en meros tributos casi todos los malos usos, por con-
venios privados ó costumbres locales, aunque de 
varia y no escasa cuantía; y si generalmente tam-
bién, como creo, se hallaba reducido á pensión en 
dinero ó frutos, aquel mal uso tan inmoral en su 
origen, ó cuando más á pasar el señor sobre el le-
cho de la desposada, en señal de soberanía, no es 
de admirar que el Rey Católico templase y moderase 
esta mala costumbre, convirtiéndola en un corto 
tributo. 
Pero dejando á salvo la rectitud y severidad de 
aquel monarca, el hecho es que no hay prueba al-
guna de que la cláusula de la sentencia que prohi-
bió á los señores profanar el tálamo nupcial de sus 
vasallos, fuese introducida furtivamente en aquel 
documento, y las hay eficacísimas de que no pudo 
esta falsedad cometerse, sin que fuera al punto des-
cubierta. Dictada la sentencia en 1486, debió ser 
conocida desde luego de las numerosas personas que 
debían cumplirla, los no pocos jueces y magistra-
dos que debian aplicarla, y los muchos letrados y 
notarios que debian intervenir en su ejecución y 
cumplimiento. Su original debió guardarse en el 
archivo del Palacio Real de Barcelona ó en el de la 
Diputación del General. Hubo de andar en copia 
algún tiempo, pero al incluirla, como se incluyó, en 
la primera Recopilación de los Usajes y Constitucio-
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Bes, por orden de materias y títulos, que se hizo en 
virtud de lo dispuesto en las Córtes de Barcelona 
de 1564 y 3585, se tomó, como todos los demás do-
cumentos de su especie, según certifican los mismos 
compiladores, de los originales custodiados en el 
primero de aquellos dos archivos; y con la cláusula 
en cuestión, según hoy la leemos, fué dada á la es-
tampa en la primera edición del Código que lleva 
por título Gonstitutions y altres drets de Gathahmja, 
dada á luz en Barcelona en 1588. Desde entonces, 
aún m á s que antes, fué umversalmente conocido en 
todo el Principado, aquel famoso documento. Ahora 
bien: ¿puede presumirse que si en él se hubiese in-
gerido una disposición que suponía la existencia de 
una costumbre inverosímil, jamás conocida, pero tan 
criminal y tan inicua como la de que se trata, no 
habría habido quien advirtiese, la falsedad, ni se ha-
bría salvado después el error cometido? ¿Es posible 
imaginar que los jurisconsultos y los historiadores 
catalanes, que escribieron después de la sentencia, y 
que de ella trataron más ó menos ámpliamente, ig-
noraran que el derecho de señor no había existido 
nunca en su tierra? Si hubieran dudado siquiera de 
su pasada existencia, sí no se la hubiera dado á co-
nocer la tradición por lo menos, ¿habrían guardado 
silencio, al ver consignado en sus leyes, un hecho 
tan falso y monstruoso? Soisona y Peguera, que es-
cribieron especialmente sobre feudos y vasallos, des-
pués de dictada y ejecutada la sentencia, aunque 
poco antes de su impresión en el Código de las Cons-
tituciones y otros derechos, no ignoraban sus disposi-
ciones. Fontanellas, Cáncer, Oliban, Ferrer, Eipolí, 
Tnstany, Despujol y Xammar escribieron después 
que aquel documento corría impreso, según lo cono-
cemos, entre las leyes catalanas, y nada se les ocur-
rió observar sobre la cláusula á que aludo. Soisona, 
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que trató de explicar todos los malos usos, disminu-
yendo, como se ha visto, la importancia de algunos 
y haciendo constar su derogación, ¿cómo liabia de 
haber callado sobre aquella cláusula, si hubiera crei-
do inexacto el hecho á que ella se refiere, y obra de 
un falsario su propio texto? Cáncer, O liban y Zu-
rita, que escribieron teniendo á la vista la misma 
sentencia impresa, recopilada en la primera edición 
de las Constituciones, ¿cómo no advirtieron la false-
dad y rechazaron por calumnioso, el hecho que su-
pone la referida cláusula? Sobre la significación del 
mal uso de firma de spóli, podían formarse juicios y 
apreciaciones diferentes; mas sobre el sentido de la 
cláusula 9.a, no cabia variedad de interpretaciones. 
Si la costumbre á que alude no hubiera existido, el 
suponerla, aunque fuese para prohibirla, seria un 
acto tan extraño, que no tendría explicación razona-
ble, ya se atribuya á un interés privado, que no se 
concibe, ó ya al mismo rey sentenciador. ¿Ni cómo 
se habría escapado un hecho tan extraordinario á 
la diligente investigación del docto Zurita y á los 
otros historiadores, que consultaron los archivos de 
la Corona de Aragón, para dar á conocer las institu-
ciones y las costumbres de su patria? 
Sin profundas investigaciones en los archivos pú-
blicos y privados del territorio, en que rigieron los 
malos usos, no hace muchos años, que el notario 
entonces, D. N . Tomaso, halló en el archivo del du-
cado de Cardona, un proceso formado á instancias 
del señor feudal, contra uno de sus payeses, por no 
haber querido permitirle que pasara sobre su lecho 
nupcial, en la primera noche de su boda, á lo cual 
tenia derecho, en virtud del mal uso llamado firma 
de spóli forzada. El docto jurisconsulto catalán Don 
Félix María Falguera, antiguo profesor de Derecho 
en la Escuela del Notariado y en el Ateneo Barcelo-
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nés, me ha asegurado haber visto casualmente 
hace ya años este proceso, añadiendo que el payés 
íue condenado, aunque no recuerda ahora, por el 
mucho tiempo trascurrido desde que vio el docu-
mento, si la condena consistió en obligar al vasallo 
á permitir al señor el ejercicio de aquel derecho ó 
en una pena, por haberlo resistido. Probable es ¿or 
lo menos, que una investigación especial y diligente 
ofreciese otros muchos testimonios de la realidad 
histórica del mal uso controvertido. Pero el citado 
basta para asegurar que se practicaba, y que los 
iribunales obligaban á su cumplimiento. 
Sin embargo, pugna tanto esta inicua costumbre 
con la moral cristiana, y con las tendencias de la ci-
vilización, desde que decayó y desapareció el feuda-
lismo, que no es extraño procuraran todos olvidar-
la y que haya parecido después inverosímil y aun 
falsa. Pero si nos trasladamos á los tiempos bárba-
ros en que rigió; si consideramos que en ellos ape-
nas predominó otro principio que el de la fuerza; si 
recordamos la condición miserable de los hombres 
sujetos á tales servidumbres, y si advertimos que 
estas no pesaron exclusivamente sobre los desgra-
graciados vasallos de remensa, pobladores de una 
parte de Cataluña, no parecerá tan inverosímil, ni 
tan inexplicable, ni será tanto nuestro asombro.' 
Los vasallos de remensa, como descendientes de 
los antiguos siervos, eran cosas de sus dueños á 
cuya merced y disposición estaban. Hallábanse ads-
critos a la tierra y se trasmitían con ella, como ape-
ros de labranza. Sus señores podían maltratarlos y 
quitarles sus bienes, y exigirles, de los frutos de sus 
Heredades, la porción que estimaban conveniente á 
su libre vo untad. No era quizá inferior este estado 
al dé los solariegos de fuera de Castilla del Duero 
á quienes, según el texto de las Córtes de Naje-
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ra (1), podia el señor «tomar los cuerpos, e todo 
quanto en el mundo han,» n i al de los vasallos de 
parada de Aragón, cuyos señores podían matarlos 
de hambre, sed ó frió, sin formarles proceso (2). 
No es, pues, de admirar que los que sufrían tan 
dura servidumbre, tolerasen el derecho de señor, no 
más gravoso quizá, que otros derechos de que eran 
víctimas. Sí los solariegos castellanos y los villanos 
de parada aragoneses no lo experimentaron, más 
debe esto atribuirse á causas accidentales, que á su 
mayor independencia. Los que ponían su vida y su 
hacienda á merced de su señor, sin garantía ni de-
fensa, no es muy extraño que les sometiesen tam-
bién el honor y la pureza de sus mujeres. 
§6.0 
Mas si en nuestra Península no llegó á conocerse 
tal derecho, fuera de Cataluña, puede asegurarse, 
que el que se practicó en la provincia de Gerona y 
parte de la de Barcelona, fué introducido de otro 
territorio mucho más cercano, y unido entonces á 
aquellas provincias más estrechamente que los otros 
reinos de España. Los reyes francos, que domina-
ron en la Marca hispánica durante algún tiempo, 
trajeron á ella, como es sabido, las instituciones y 
las costumbres feudales establecidas en las Gallas; 
luego si al otro lado del Pirineo, y precisamente en 
los territorios inmediatos á los de la vieja Cataluña, 
hubiese existido el derecho de señor, no sería aven-
turado asegurar que de allí vino también á los va-
sallos catalanes, aquella inmoral gabela. ¿Cómo ex-
(1) Fmro Viejo de Castilla, 1. 1», tít. 7°, lib. 6.o 
(2) Ohservantice Arag., lib. 6.°, Deprivi l . , milit, 11. 
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trañar que se exigiese ésta en Gerona, cuando se 
practicaba sin contradicción, en el inmediato con-
dado de Bigorra? De allí vinieron los que, remando 
Ludo vico Pió y Cárlos el Calvo, vivían en el Prin-
cipado, more Francorum; ¿por qué admirarse de que 
conservando las mismas costumbres, los que que-
daron establecidos en el país, continuaran en el ejer-
cicio de los que por abuso ó corruptela, estimaban 
sus derechos? 
Del uso del de señor, en aquel condado y en otros 
territorios, hay testimonios irrecusables, que convie-
ne conocer, aunque no sea sino por la luz que dan 
sobre los varios estados que hubo de tener en Cata-
luña, el mismo derecho. De él hacen expresa y for-
mal mención algunos títulos ó inventarios de bienes 
y derechos feudales, que citan Mr. Lagréze en su 
Ensayo sobre el derecho de señor en Francia, y Mr. La-
ferriere en su excelente, aunque no acabada, Histo-
na del derecho francés. En uno del señorío de Lou-
vie, del año 1538, se lee que los vecinos de ciertas 
casas, cuando se casaban, debían, antes de conocer 
matrímonialmente á sus mujeres, presentarlas al 
señor, en la primera noche, para que las disfrutara, 
ó pagarle en otro caso, cierto tributo; si tenían su-
cesión, estaban obligados á contribuir con determi-
nada suma; y sí el primer hijo era varón, debía ser 
tenido por franco y libre, en atención á que podía 
ser fruto de las obras del señor, según dice el docu-
mento (1). Por donde se vé que ya en el tiempo á 
(1) Este documento está tomado de los archivos de Pau, 
por Mr. de Lagréze, Magistrado del Tribunal superior de 
aquella ciudad, publicado por él en su Essai sur le droit du 
seigneur. Las cláusulas á que alude el texto, dicen así: «Item 
que quant auguns de tais maissons, que pardessus será 
deelarades, se mariden, daban (antes) que connexen lors 
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que éste se refiere, y en el lugar á que alucie, los 
vasallos podían redimir su deshonra, pagando cierto 
tributo. 
En dos inventarios feudales del señor de Bizanos, 
fechados, uno en 1538 y otro en 1674, procedentes 
también del archivo de Pau (1), se dice que los an-
tiguos poseedores de aquel señorío tenian el derecho 
de yacer con las mujeres de sus vasallos, la primera 
noche de boda; pero que después habia sido con-
mutado por el de exigir de los mismos vasallos, 
cuando se casaban, «una gallina, un capón, un 
lomo de carnero, dos panes ó una torta y tres escu-
dillas de una especie de caldo llamado hiharom. E l 
presidente Bohier, que habia sido haylto del Palada 
y de las Justicias del arzobispado de Bourges, dice 
en sus Decissiones aurece, haber visto un proceso en 
el siglo xv i , en que cierto párroco alegaba ante el 
metropolitano, la costumbre ya abolida en ese tiem-
po, de primam habere carnahm sponsm cognitio-
nem (2). Boutarie, que escribía un tratado De tos de-
rechos señoriales, en el primer tercio del siglo x v m , 
aseguraba haber conocido «señores que pretendían 
tener aquel derecho señorial, aunque estaba ya sá-
biamente proscrito con otros muchos, por las sen-
molhers, sont tenguts de las presenter per la prumiere neyt 
á nostre dit senhor de Lobie, per en far á son plazer, ó 
autrement lor bailhar son tribut.»—«Item: si ben casan 
enfant que engendren (si llegaren á tener algún hijo) lo son 
tenguts portar certaine somme de deners, et si advient que 
lo prumer nascut sie enfant máseles, es franc, per 90 qui 
pourra star engendrat de las obras deu dit senhor de - Lobie 
en la dite prumere neyt de son sucedits plasers.^  (LAFEERIÉBE 
Histoire du droit frangais, lib. 7.», ch. 3.°, sect. 8.°; LAGRÉZE, 
Histoire du droit dans les Pyrennees, lib. 5.°, cap. 5.°) 
(1) Documentos copiados también por Mr. Lagréze y pu-
blicados en su Essái sur le droit du seigneur, p. 29. 
(2) LAFERKIÉRB, ibid. 
Est . j u r í d . - T . TI. 10 
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tencias de los tribunales (1)». De modo que la cos-
tumbre no existia solamente en la falda del Pirineo, 
sino eu otros territorios del Mediodía de Francia. Y 
sin que yo crea que la Iglesia la. aprobase nunca, 
hay graves indicios de que convertida ya en simple 
tributo pecuniario, se trasmitiera éste con los seño-
ríos de que formaba parte, á personas y corporacio-
nes eclesiásticas. 
Por todo lo .cual se ve que en Francia, fué mejo-
rándose con el tiempo, la condición de este brutal 
y repugnante derecho. Según las más antiguas no-
ticias que de él se conservan, quedaba á opción del 
vasallo, redimir por dinero su honra, concertándose 
con el señor, que podia impunemente arrebatársela; 
después se fijó el precio de esta redención, y por úl-
timo quedó convertido en tributo, cuyo origen igno-
rarían quizás muchos de los que lo pagaban. No 
quiero decir que estos varios estados de la costumbre 
se sucedieran en perfecto orden cronológico, puesto 
que en la Edad Media andaban revueltos y confun-
didos elementos sociales de tiempos muy diversos, 
pero sí que, considerado en absoluto el derecho de 
señor, pasó por aquellos tres estados diferentes. 
Otro tanto sucedería probablemente en Cataluña, 
' aunque faltan documentos con que comprobarlo, 
tal vez porque no han sido aún registrados sufi-
cientemente nuestros archivos, con este objeto. Pero 
habiendo venido el mal uso en cuestión á la Marca 
hispánica, de las provincias del Mediodía de Fran-
cia y del lado allá del Pirineo, puesto que de allí 
fueron importadas otras instituciones y costumbres 
feudales, razón hay para creer que el derecho de se-
ñor experimentaría aquí, si no las mismas, parecidas 
(1) LAFERRIÉP.E, ibid. 
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vicisitudes. Don Femando el Católico lo hallaría 
probablemente en unas partes, con la facultad en 
los vasallos para elegir entre el deshonor y el tribu-
to, y en otras conmutado ya irrevocablemente en 
carga pecuniaria, aunque conservando, como sím-
bolo gráfico de su impuro origen, la ceremonia de 
pasar el pié sobre el lecho de la desposada. De la 
doble forma en que podia prestarse la servidumbre, 
deduzco una prueba más de que la firma de spóli 
forzada y el derecho derogado, en el párrafo 9.° de 
la sentencia, constituían un sólo mal uso. 
A l proscribir D. Femando, en la cláusula 1.a, la 
firma de spóli, aludia sin duda, al tributo ó laudemio 
que pagaran los payeses, para librar el honor de 
sus mujeres;mas como la malicia pudiera pretender 
que esta derogación dejaba á salvo el derecho pri-
mitivo, de que era triste emblema aquel inicuo im-
puesto, juzgó el rey necesario advertir, que no por 
eso conservaban los señores la facultad de disponer 
del lecho nupcial de sus vasallos. Así se relacionan, 
se explican y se completan las dos cláusulas de la 
sentencia, que han sido objeto de controversia. 
En Francia hubo también quien negara la rea-
lidad histórica del derecho de señor. Mr. Veuillot, 
escritor insigne, pero más celoso de las glorias de 
la Edad Media que de la verdad de la historia, sos-
tuvo aquella infundada tesis, en empeñada polémi-
ca contra Mr. Dupin (mayor). Con motivo de ella, 
y terciando en el debate, escribió el Magistrado 
Mr. Lagróze, que antes he citado, su Ensayo sobre 
el punto controvertido, y tales documentos y pruebas 
adujo, que no fué ya posible dudar de la pasada 
existencia de aquella brutal costumbre. Aun mucho 
ménos puede ésta hoy ponerse en duda, después 
que aquel sábio Magistrado ha dado á luz su Éisto-
ria del derecho en los Pirineos, en la cual ha justifi-
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cado con nuevos textos y documentos, la realidad 
histórica del hecho controvertido, no solo en el Me-
diodía de la Francia, sino en otros territorios de la 
misma nación y en algunos de Alemania, Italia y 
Rusia. Cataluña tenia ya una prueba irrecusable de 
él, en la sentencia de los malos usos, pero si aún 
ésta no fuera bastante, se completarla con la noti-
cia del proceso de Cardona, que antes he citado, y 
con los testimonios dados á luz recientemente, del 
ejercicio del derecho de señor, en las provincias con-
tiguas, de donde recibió sus instituciones y sus 
abusos feudales nuestra Marca hispánica. 
IV. 
L A S L E Y E S D E I N Q U I L I N A T O . 
I K JEH O K M I D 
PRESENTADO i UNA COMISION DE LA REAL ACADEMIA 
DE CIENCIAS MORALES Y POLÍTICAS (}). 
Por Real órden de 25 de Febrero último, se ha 
servido S. M. disponer que informe esta Real Aca-
demia sobre la conveniencia de reformar la ley de 
inquilinatos de 9 de Abril de 1842, partiendo de la 
base de la libre contratación, pero previniendo al 
mismo tiempo los abusos que á su sombra cometen 
algunos propietarios, con grave menoscabo de los 
intereses del comercio y de la industria, representa-
dos por los inquilinos dueños de tiendas, almacenes 
ó establecimientos públicos. En el supuesto de esti • 
(1) Habiendo consultado el Exorno. Sr. Ministro de la 
Gobernación en 1863 á dicha Academia sobre la convenien-
cia de reformar la ley de inquilinatos de 1842, esta docta cor-
poración nombró una Comisión de su seno que redactase 
la consulta, compuesta de los Sres. D. Florencio Eodriguez 
Vaamonde, D. Santiago de Tejada, D. Salustiano de Olózaga, 
D. Laureano Figuerola y el autor de estos Estudios, quien 
siendo ponente en la misma, presentó á sus colegas el si-
guiente proyecto de dictámen. La Comisión lo aceptó, y apro-
bado después por la Academia, fué trasmitido al Gobierno. 
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inar la Academia oportuna esta reforma, desea el 
Gobierno de S. M. que se le propongan las bases á 
que podrá ajustarse un proyecto de ley sobre la 
materia, consultando si deberían tomarse en consi-
deración para ello, en todo ó en parte, las bases si-
guientes: 
1. a Si los contratos de arrendamiento por tiem-
po fijo deberán subsistir en todo ó en parte de lo 
estipulado, cuando la finca arrendada cambie de 
duefkvpor cualquiera de los títulos que para la 
traslación del dominio reconoce el derecho. 
2. a Si cuando el contrato de arrendamiento, en 
que no se ha pactado tiempo ni desahucio, continúe 
por la tácita y tenga por objeto tiendas, talleres 6 
edificios destinados á establecimientos públicos, po-
dría limitarse la facultad del dueño para subir los 
alquileres, prohibiéndole hacerlo de otro modo, que 
simultánea y proporcionalmente á la subida que 
tuvieren las demás habitaciones comprendidas en 
el mismo edificio. 
_ 3.a - Si aumentado el valor de una finca, podrían 
fijarse reglas para subir también su alquiler, según 
que dicho aumento proceda de causas independien-
tes de la voluntad del dueño y de la del inquilino, 
ó de mejoras hechas por aquel ó por este. 
4. a Si no habiéndose pactado tiempo, precio ni 
desahucio, y en el supuesto de haber competencia 
entre varios aspirantes á una finca, podría conce-
derse al inquilino industrial el beneficio de tanteo 
conocido en nuestra legislación, ó algún derecho de 
preferencia. 
5. a Si para decidir las cuestiones que puedan 
suscitarse entre propietarios é inquilinos, así como 
para interpretar y aplicar la nueva ley de inquilina-
tos, convendría establecer consejos locales de prud-
hommes, conocidos con ventaja en otros países, y en 
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tal caso, cómo deberían ser elegidos, cuáles podrían 
ser sus atribuciones y su forma de proceder en ios 
juicios de que conocieran, y á qué tribunal podría 
apelarse de sus fallos. 
Para formar su juicio la Academia sobre cuestio-
nes tan graves y delicadas, estimó necesario pedir 
al Ministerio el expediente que hubiera dado motivo 
á esta resolución de S. M., por si hallaba en él datos 
ó documentos que la ilustrasen. Los únicos que se 
le han remitido son dos exposiciones dirigidas á las 
Oórtes, una por varios industriales de Madrid, y 
otra por algunos industriales también de Barcelona, 
en las cuales se pide la reforma de la legislación 
vigente sobre inquilinatos, en el sentido de limitar 
la libre contratación de los arrendamientos de casas, 
á fin de remediar el abuso, que hacen de sus facul-
tades algunos propietarios. Pero como estos abusos 
se denuncian de un modo general y sin determinar 
los hechos concretos en que consistan, no es posible 
su justificación, ni por tan vagas indicaciones es 
fácil apreciar con exactitud la gravedad é impor-
tancia de la denuncia. Sin duda no existen en las 
oficinas del Gobierno otros antecedentes sobre este 
asunto, ni quizás son absolutamente indispensables, 
en lo que se refiere á hechos notorios, y que están 
al alcance de todos, por más que no lo estén, sino 
al de pocos, sus verdaderas causas, sus naturales 
consecuencias, la posibilidad del remedio y la com-
petencia del legislador para aplicarlo. En estos mis-
mos hechos, conocidos solo por notoriedad y no 
comprobados oficialmente, habré por lo tanto de 
apoyar todos mis juicios, en el exámen de esta de-
licada materia. Y para proceder con el método que 
requiere el asunto, y que tanto contribuye á la cla-
ridad, en la exposición de las ideas, examinare, pri-
mero, la naturaleza, las causas y los efectos econó-
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micos de los abusos de que se quejan los indus-
triales exponentes, y que en general deploran los 
arrendatarios; analizaré después los remedios hipo-
téticamente consultados en la Real órden antes re-
ferida, y propondré, por último, los únicos que en 
mi concepto, pudieran adoptarse, sin menoscabo de 
los derechos de la propiedad y con beneficio de la 
industria y del comercio. 
ABUSOS DENUNCIADOS, SU NATURALEZA Y SUS EFECTOS ECONÓMICOS. 
Desde mediados del último siglo, y más aún des-
de principios del actual, vienen experimentando las 
tierras, sus productos y los salarios un aumento de 
valor progresivo y considerable, no sólo en España, 
sino en toda Europa. Las causas de este fenómeno 
son perfectamente conocidas; su extensión y sus lí-
mites se hallan también averiguados, y no hay, por 
tanto, necesidad de recordarlos. La renta de las tier-
ras y de los edificios ha venido creciendo, en la 
misma proporción que el precio de todas las demás 
cosas comerciables, si bien no siempre con la misma 
libertad que éste, por las restricciones que, tanto las 
leyes antiguas como las dictadas á fines del siglo 
pasado, imponían á los propietarios, en cuanto á la 
facultad de arrendar sus fincas. Pero desde que con 
el decreto de las Górtes de 13 de Junio de 1813, res-
tablecido en 1836, y con la ley de 9 de Abril de 1842 
desaparecieron todas aquellas restricciones y se de-
rogaron las leyes que las imponían, no ha conocido 
ya otros límites el precio de los arrendamientos, que 
los que le señala la ley económica de la oferta y la 
demanda, creciendo en casi todas partes con nota-
ble rapidez, y en algunas con grave perjuicio de los 
arrendatarios y de los inquilinos. 
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No se consigue siempre este aumento de renta, 
en determinadas fincas, por efecto de una verdadera 
libertad en la demanda y en la oferta de ellas, sino 
por circunstancias excepcionales, que violentan la 
contratación, de las cuales se prevalen algunos propie-
tarios, con sobrada codicia. Es sabido que, tanto en 
las grandes poblaciones en que escasean los edifi-
cios arrendables, como en los lugares, en que son 
pocas las tierras disponibles, no faltan propietarios 
que, contando conque sus colonos ó inquilinos no 
pueden abandonar las fincas que ocupan ó cultivan, 
sin grave pérdida de sus intereses (bien porque la 
traslación á otro edificio de una industria ó comer-
cio ya acreditado les ocasionarla gastos cuantiosos 
y menguarla considerablemente sus ganancias, ó 
bien porque no haya en el término otro prédio 
disponible y adecuado, adonde trasladar su labran-
za), le desahucian, para obligarle á ofrecer por el 
nuevo arrendamiento, una renta muy superior á la 
que corresponde, según los precios corrientes, ó se 
la exigen desde luego, con la amenaza del desahu-
cio. E l inquilino que tiene comprometida toda su 
fortuna, tal vez, en el establecimiento industrial con 
que ocupa el edificio, se vé obligado á optar entre 
la pérdida segura que le ocasiona su traslación y la 
que también habrá de producirle la subida de los 
alquileres, resignándose las mas veces á sufrir esta 
última, quizás porque su cuantía puede determinar-
se anticipadamente con más exactitud que la pri-
mera, ó tal vez porque la esperanza de futuras uti-
lidades y el deseo de evitar una pérdida cierta, le 
inducen á aventurar en su especulación, una parte 
mayor de sus capitales. A su vez el colono que tie-
ne invertida una buena porción de su capital en 
instrumentos y aperos de labranza, y que quizá ha 
gastado otra no menor en semillas, en obras ó en 
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labores preparatorias del cultivo, con la esperanza 
de recoger el fruto, y que, ó no puede trasladarlas á 
otro predio, ó no lo halla, aunque las pudiera tras-
ladar, con las condiciones que necesita, tiene tam-
bién que optar entre su propia ruina, suspendiendo 
por lo ménos la especulación en que se halla empe-
ñado y perdiendo una parte de su capital y todos 
sus rendimientos, ó pagar una renta desproporcio-
nada, que consuma la mayor parte de sus utilida-
des. Para evitar una pérdida actual y cierta, suele 
entonces el colono aventurarse á sufrirlas mayores 
en lo futuro, pasando por la subida de la. renta y 
comprometiendo con ello gravemente el éxito de su 
especulación. 
Son harto frecuentes en verdad, las ocasiones que 
tanto las leyes antiguas y modernas, como el poder 
de inveteradas costumbres, ofrecen al propietario 
para ejercer esta especie de coacción moral sobre 
sus colonos é inquilinos. Si no hay contrato pen-
diente por tiempo señalado, en cualquiera puede 
desahuciarles, para hacerles aceptar las condicio-
nes que tenga á bien imponerles, con la única limi-
tación de denunciar el desahucio algunos dias antes, 
si se trata de finca urbana, ó algunos meses, si la 
finca fuera rústica. Si el contrato se hizo por térmi-
no fijo, que aún no haya trascurrido, también tiene 
el propietario muchas ocasiones de eludirlo, como 
la de enajenación por título singular, la de pasar él 
mismo á habitar la casa, y la de hacer en ella obras* 
ó reparos más ó ménos indispensables. Y, por últi-
mo, siempre tiene el dueño el recurso de ó. no esti-
pular plazo en los arrendamientos, ó estipularlo 
brevísimo, con lo cual, rara vez carece de medios 
expeditos para lanzar al arrendatario ó forzarle á 
pasar por la subida de la renta. 
Por fortuna, esta falta de libertad moral en la 
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contratación de los arrendamientos, por parte de los 
arrendatarios, no es común á todos estos contratos, 
ni tampoco á todos los pueblos y lugares. Súfrela 
el inquilino, que teniendo establecida alguna indus-
tria ó comercio en paraje privilegiado de alguna ciu-
dad populosa, no puede trasladarlo á otro ménos 
favorecido, sin grave quebranto de sus intereses. 
Igual coacción experimenta el colono, que no te-
niendo otras tierras acomodadas á sus circunstan-
cias á que trasladar su labranza, ó habiendo hecho 
en las que disfruta anticipaciones considerables, que 
no puede llevarse consigo, se vé forzado á abando-
narlas ó á pagar por ellas una renta exorbitante. 
Pero fuera de estos casos excepcionales, no creo que 
la subida que ha tenido el precio de los arrenda-
mientos, pueda atribuirse á la desmesurada codicia 
de los propietarios, ni á otras causas que las que 
naturalmente han acrecentado todos los precios, y 
muy particularmente el de las tierras. Creciendo 
como crece cada dia, el valor de la propiedad terri-
torial, no por el capricho de sus poseedores, sino 
por efecto de aumentarse á la vez y en mayor pro-
porción, el vecindario y el consumo, es forzosa la 
subida de la renta de la tierra, que no es sino el 
producto del capital invertido en adquirirla, sin que 
de este fenómeno sean moralmente responsables los 
propietarios. 
¿Pero no podrá ejercer alguna influencia en la su-
bida del precio común de los arrendamientos, el pre-
cio excepcional que, por circunstancias extraordina-
rias, suele arrancarse á determinados inquilinos ó 
colonos? Tiónela ciertamente: el ejemplo de la renta 
que paga un arrendatario obligado por sus persona-
les circunstancias, estimula á los dueños de otros 
edificios ó prédios análogos á regular por aquella, la 
que han de exigir por estos: obtenido por coacción 
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moral un alquiler desproporcionado de edificios sitos 
en los parajes favorecidos de las grandes poblacio-
nes, sirve después de regulador al de los demás edi-
ficios no tan bien situados: la renta arrancada por 
los mismos medios á un colono, es pretexto plausi-
ble para subir la suya á los colonos de otros prédios 
cercanos. Pero esta inñuencia es limitada á las po-
blaciones ó distritos en que la coacción puede tener 
lugar, y en ellos, solamente á los edificios ó prédios 
destinados á industrias ó cultivos análogos. Así la 
subida de los alquileres de una tienda situada en 
paraje favorecido del público, puede ser parte para 
que suban también los de las demás tiendas estable-
cidas en el mismo lugar, y este incremento en los 
alquileres de todas puede influir en el precio de las 
otras fincas destinadas también al comercio, en dis-
tintos barrios; pero no producirá igual efecto en 
otras poblaciones, ni tampoco en todos los edificios 
de la misma ciudad, excepto en circunstancias ex-
traordinarias de escasez y carestía general de babi-
taciones. 
La subida forzada de la renta de un predio rústi-
co destinado á la labor, podrá contribuir á ia de otros 
prédios de igual naturaleza, sitos en el mismo tér-
mino ó pago, por cuanto indica la dificultad de ha-
llar en él, otro semejante, pero no surte el mismo 
efecto en los montes^ dehesas ó huertas del término, 
ni en las tierras labrantías de los demás, puesto que 
no es la falta de estas fincas la que obliga al colono 
de la de labor á dar por ella un precio desproporcio-
nado, El motivo de esta diferencia es óbvio. Si la 
subida procede de la necesidad en que se ve el arren-
datario de sufrir la ley del dueño, por falta de otros 
edificios arrendables con condiciones especiales, ó 
por el daño que, trasladándose, recibirla en sus in-
tereses, es claro que no puede tener efecto sino en 
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cuanto á aquellos inquilinos ó colonos, que por ha-
llarse en circunstancias análogas, puedan sufrir 
iguales consecuencias, y que no afectará á los que 
no tengan la misma dificultad para trasladarse. 
También debe tenerse muy en cuenta que admi-
tida la influencia limitada de los precios forzados en 
algunos de los comentes, es imposible determinar, 
n i aun por aproximación, la parte de estos precios 
ya alzados, que es efecto de tal influencia y la que 
sea resultado del encarecimiento necesario de la 
propiedad territorial. Y es tanto más imposible fijar 
el límite de una y otra influencia, cuanto que la úl-
tima no los tiene conocidos, en cada una de sús di-
versas aplicaciones. La escasez y la necesidad de 
tierras de cultivo y de edificios habitables son la cau-
sa de la carestía; pero como escasez y abundancia 
son términos relativos y variables, según la clase 
de edificios ó de tierras que cada uno necesite, no se 
puede determinar el influjo del alto precio que se 
ven forzados á pagar ciertos arrendatarios, sobre el 
precio de otros arrendamientos. Para el dueño de un 
establecimiento industrial, que debe gran parte de 
sus ganancias al paraje en que se halla situadq, y 
que por lo mismo, no puede abandonarlo sin pérdi-
da, hay muchos menos edificios arrendables, que 
para aquel que debe menor parte de sus utilidades 
á esta circunstancia. Para el labrador que puede 
cultivar á mayor distancia del lugar de su residen-
cia y cuenta con el capital suficiente para labrar 
fincas de mucha extensión, debe de haber ménos 
escasez de tierras, cuando se viere amenazado de te-
ner que abandonar las que beneficia, que para el 
pelantrín, que sólo puede cultivar tierras de exten-
sión más limitada y próximas al lugar en que ha-
bita. Natural es, por consiguiente, que cuanto más 
reducido sea el número de fincas, entre las cuales 
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haya de escoger cada arrendatario, según sus cir-
cunstancias, sea tanto mayor para él, el precio de su 
arrendamiento, sin que este fenómeno pueda atri-
buirse á otra causa, que á la inflexible ley económica 
de la demanda y la oferta. Si cuando en una ciudad 
viene á ser menor el número do sus casas que el 
que su creciente población exige, suben los alquile-
res, lo mismo debe suceder respecto á los que nece-
sitan cierta clase de edificios, si el número de estos 
es menor que el de aquellos, aunque en lo general 
no escaseen ni se encarezcan todos los del pueblo. 
II. 
MEDIDAS PROPUESTAS T ADOPTADAS EN OTRO TIEMPO PARA IMPEDIR 
LA CARESTÍA DE LOS ARRENDAMIENTOS. 
Pero de que la sabida forzada del precio de los 
arrendamientos sea efecto en último resultado de la 
ley económica de la demanda y la oferta ¿se sigue 
que la ley civil no pueda ni deba hacer nada para 
remediar los inconvenientes que aquella ofrece, en 
algunas de sus aplicaciones? Siempre que ha subido 
el precio de las cosas comerciables, con alguna más 
rapidez que la ordinaria, han elevado los perjudica-
dos sentidas quejas al Gobierno, pidiéndole que in-
terviniera en la contratación y pusiera á raya la 
codicia de los especuladores. Cuando descubierta la 
América, menguó el valor en cambio de los metales 
preciosos, por su propia abundancia, creciendo por 
consiguiente el precio de todas las cosas, se levantó 
un clamor universal contra los productores y los 
expendedores de ellas, al cual dió satisfacción el 
Gobierno con nuevos reglamentos de tasa y con la 
modificación de los existentes. Desde antes de me-
diar el último siglo, con la paz y con el mejor go-
bierno que entonces disfrutó España, crecieron sus 
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fuerzas productoras, y con ellas el valor de las tier-
ras: en la misma proporción fué tomando incremen-
to el precio d© los arrendamientos. Entonces los co-
lonos perjudicados acudieron al Gobierno, para que 
les protegiese contra los propietarios, abriéndose 
con este motivo un célebre expediente, en que fue-
ron oidas las personas más autorizadas y competen-
tes, acerca de los remedios que podrían adoptarse, 
entre otras cosas, para establecer la Justa proporción 
de las rentas de las tierras, por medio de una ley 
agraria. Ya en el siglo anterior la Real pragmática 
de 1680, dictada á petición de los ganaderos, habia 
reducido el precio de las tierras de pasto al que te-
man en 1633. Después el Consejo, por su auto acor-
dado de 1702, dispuso quedas dehesas no pudieran 
ser arrendadas por más precio que el que tenian 
en 1692, reservando al mismo tiempo á los ganade-
ros y á los propietarios el beneficio de la tasa. Seis 
años después se trató de hacer extensivas estas pro-
videncias á las tierras de labor, para cuyo efecto 
dictó el Consejo su auto acordado de 1708, conce-
diendo á los colonos el beneficio de la tasa; pero 
considerando después el mismo Consejo la injusta 
desigualdad que resultaba, de hallarse tasadas las 
rentas y no los frutos, proveyó otro auto en 1754, 
mandando que no tuviese fuerza de acordado el an-
terior, sino para aquel año; y como luego lo hubiese 
restablecido en 1764, mandó recoger á los pocos 
meses la provisión dictada con tal objeto (1). 
Instruido en 1766 el expediente de que queda 
hecha mención, averiguáronse en él las causas del 
atraso en que á la sazón se hallaba la agricultura, 
siendo una de ellas, según la mayoría de los infor-
mantes, el alto precio de las tierras. Para remediar 
(1) Expediente de ley agraria, pág. 105. 
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este daño, fué uno de los medios propuestos y más 
generalmente aceptados, el de la tasa de las rentas. 
Pidiéronla varias ciudades y comunidades de labra-
dores, muchos Intendentes y hasta la Junta gene-
ral de Comercio, que tan acertada estuvo en otros 
puntos de sir informe. Quién pretendía se fijase el 
importe de las rentas por el que hablan tenido en 
época anterior; quién proponía hacerlo por justi-
precio de peritos, al empezar á correr el plazo de 
cada arrendamiento; quién señalaba por renta for-
zosa de toda tierra, una parte alícuota de sus frutos, 
desde la octava hasta la décima, con prohibición 
expresa de pagarla en dinero; quién, en fin, preten-
día reducirla á un tanto por ciento del valor de la 
propiedad. A la tasa de las rentas debia agregarse, 
según los informantes, otra multitud de restriccio-
nes del dominio, como el derecho de tanteo á favor 
del último colono, ó de los vecinos del pueblo, en 
cuyo término estuviera sita la finca: la fijación de 
un número máximo de fanegas de tierra, á que ha-
bía de limitar cada labrador su cultivo, aunque 
fuese propietario de mayor número de ellas: la pro-
hibición de dar tierras en arrendamiento á las cor-
poraciones eclesiásticas y de otorgar toda especie de 
subarriendos: el privilegio de posesión, que respecto 
á los pastos disfrutaban ya los ganaderos, y en , 
cuya virtud podrían perpetuarse los colonos en sus 
tierras, sin alteración en las rentas: la obligación de 
los propietarios á conceder en arrendamientos pe-
queñas suertes de tierra, siempre que las pidieran 
labradores pobres, comprometiéndose á fabricar ca-
sas y á habitar en ellas: la prohibición también de 
otorgar arrendamientos por menos de cinco años, y 
otras providencias análogas. Verdad es que algunos 
informantes más versados ya en la ciencia económi-
ca de su tiempo, contradijeron estas medidas, de-
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fendieron la libertad de la contratación y se limita-
ron á proponer remedios indirectos, encaminados á 
aumentar las tierras cultivables, único modo de im-
pedir, con la concurrencia, su carestía. Mas el espí-
ritu del mayor número era el que revelan las pro-
videncias indicadas, y el que al fin prevaleció en 
parte, en el Gobierno, pues por Real provisión de 
1768, se prohibió desahuciar á los renteros de tier-
ras y despoblados; y si bien por Real cédula de 1770, 
dispuso el Consejo que terminados los arrendamien-
tos, fuesen libres los dueños y los colonos para des-
ahuciarse recíprocamente, excepto en los lugares en 
que hubiere costumbre contraria (1), después se 
mandó por otra de 1785, que los dueños no des-
ahuciaran á los colonos, al terminar sus contratos, 
so pretexto de cultivar por sí las tierras, como no 
fueran labradores, con el ganado propio correspon-
diente y residencia en el pueblo, en cuyo término 
radicaran las fincas (2). 
Consecuencia del mismo espíritu que habia pre-
valecido en la mayoría de los informantes, en el ex-
pediente ley agraria, fué el célebre auto acordado 
de 31 de Julio de 1792 (3) dictado primero tan solo 
para el arrendamiento de las casas de Madrid y ex-
tendido después á todo el reino. Ya por disposicio-
nes anteriores, disfrutaban los militares y ciertos 
funcionarios públicos derecho de preferencia en el 
arrendamiento de las casas vacantes. Teníanla, los 
catedráticos y doctores de la Universidad de Sala-
manca, por Real provisión de 1771 (4): gozábanla 
(1) Expediente de ley agraria, números 1.065 y siguien-
tes. Ley 3.» tít. 10, lib. 10, Nov. Eecop. 
(2) Nota 2.a á la ley 4.a tít. 10, lib. 10, Nov. Eecop. 
(3) Ley 8.a tít. 10, lib. 10, Nov. Eecop. 
(4) Nota á la ley 6.a tít. 10, lib. 10, Nov. Eecop. 
Est. j u r l d . - T . 11. 11 
162 B I B L I O T E C A J U D I C I A L . 
también los empleados de Rentas, siempre que ne-
cesitaran casa para la custodia y despacho de los 
géneros y efectos de la Real Hacienda, según Real 
órden de 1784; concedióse después á los Oficiales 
militares, por otra Real órden de 1790; y por últi-
mo, á todos los empleados públicos, que vinieran á 
residir á Madrid, según otra Real órden del mismo 
año (1). Y como esta prelacion era un vano dere-
cho, si el propietario de la casa objeto de la compe-
tencia, habia de señalar libremente su precio, toda 
vez que por este medio podia eludirse la obligación 
de darla, suscitáronse pleitos numerosos en todos 
los Tribunales, se exigió y aun se mandó alguna 
vez, el justiprecio de las fincas, cuando parecía ex-
cesivo el alquiler que se pedia por ellas, en virtud 
de antiguo auto acordado, que disponia se tasasen 
todas las casas de la Corte; aunque las partes no lo 
pidiesen, quedando así harto-menoscabados los de-
rechos de los propietarios (2). Para evitar estos l i t i -
gios, y «para que no se pusiera impedimento á la 
facultad de arrendar los edificios y estipular su pre-
cio con los nuevos inquilinos,» se dictó el auto 
acordado de 1792, según sus propias palabras, y no 
como generalmente se cree, para restringir más de 
lo que á la sazón se hallaba, la libertad del domi-
nio, en provecho tan solo de los arrendatarios. Ta-
les eran entonces los inpedimentos que las leyes y 
las costumbres oponían á la libre contratación de 
los arrendamientos, que hubieron de parecer al 
Consejo harto favorables á ella, las disposiciones de 
este auto. Por él se declaró, en efecto, que «los due-
(1) Ley 6.a y 8.a, y nota 7.a á la ley 8.a, tít. 10, lib. 10, 
Nov. Eecop. 
(2) Auto 5.°, tít. 6.°, lib. 2.o, dictado por el Consejo 
en 1564. 
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ños podían arrendar libremente sus casas á las 
personas con quienes se conviniesen, sin que nin-
guna, por privilegiada que fuera, pudiese alegar 
preferencia, salvo los Alcaldes de Casa y Córte, que 
habrían de conservar la que les correspondía en las 
casas vacantes de sus cuarteles, por la obligación 
en que estaban de vivir dentro de ellos.» Los inqui-
linos disfrutaban ya por otra ley, el beneficio de ia 
tasa de los alquileres, así como el de perpetuarse 
en los arrendamientos; y «para evitar los perjuicios 
que la continuación de estos podría causar á los 
dueños,» les concedió este auto el mismo derecho, 
del cual podrían usar cada diez años. Se prohibió 
á los inquilinos subarrendar y traspasar sus casas, 
como no lo hiciesen con expresa licencia de los 
dueños, así como retenerlas, so pretexto de dejar 
en ellas, parte de sus familias, cuando se ausenta-
ran de Madrid por largo tiempo, y ocuparlas con 
almonedas más de seis meses y tomar en arrenda-
miento más de una habitación, como no fuera ne-
cesaria para tienda ó taller, y recibir precio ó ade-
hala por la mera cesión ó traspaso de las casas ar-
rendadas. Los dueños, por su parte, no podrían dis-
poner de las fincas, aunque muriesen los inquilinos 
con quienes contrataran, si las viudas ó los hijos 
de estos desearan continuar en ellas por el mismo 
precio: no hablan de tener derecho á retener los al-
quileres anticipados, cuando el inquilino abandona-
se la casa, antes de cumplirse el tiempo á que cor-
respondiera la cantidad adelantada; no habían de 
tener cerradas sus casas bajo ningún protesto, de-
biéndoseles obligar á que las alquilaran, por el pre-
cio que tasasen los peritos; y cuando, en uso de su 
derecho, desalojaran al inquilino, para habitar ellos 
•sus propias casas, habían de dar fianza, de hacer-
lo así y de no arrendarlas hasta después de cuatro 
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años. Tal era la ley célebre, que aunque no pro-
mulgada en beneficio exclusivo de los inquilinos,. 
sino al contrario, para favorecer á los dueños, cu-
yas facultades se hallaban ya harto menguadas por 
disposiciones anteriores, dejó sin embargo excesi-
vamente restringidos sus derechos, en utilidad tan 
solo de los arrendatarios. 
Contra las leyes que limitaban el ejercicio del do-
minio sobre las fincas rústicas, y en cuyo favor 
habia abogado tanto la mayoría de los informantes, 
en el expediente de ley agraria, levantaron su voz. 
desde fines del último siglo, los economistas libera-
les de la escuela de Smith, los que creian que la 
libertad absoluta en la contratación, era la garantía 
más eficaz de la justicia y el medio más adecuado 
de favorecer la producción de la riqueza. Jovella-
nos, el más ilustre de todos los de su época, en su 
inmortal informe sobre la ley agraria, explicó la su-
bida de las tierras por la concurrencia de colonos y 
el aumento del consumo; combatió el privilegio de 
posesión concedido á los arrendatarios, por la Real 
cédula de 1785, anunciando que las rentas de las 
tierras subirían repentinamente, hasta buscar su 
nivel, en los posteriores arrendamientos de ellas, y 
calificando esta ley de injusta y de inútil, «como ya 
lo era la que otorgaba el privilegio de inquilinato 
á los moradores déla Córte.» Se opuso asimismo, á 
la prolongación de ios arrendamientos por ministe-
rio de la ley, al beneficio de tanteo, que pretendían 
los colonos, á la prohibición de subarrendar y á 
otras medidas semejantes, que se proponían en el 
expediente de ley agraria, por derogatorias de la 
propiedad, en cuanto lo eran de la libertad de los 
propietarios. Fundadas en estos principios, las Cór-
tes de Cádiz dictaron su decreto de 8 de Junio 
de 1813, con el cual abolieron todos los derechos 
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«de preferencia, de tasa y de tanteo en los arrenda-
mientos de las fincas rústicas, declarando que los 
dueños podrían arrendarlas libremente, por los pre-
cios que convinieran con los colonos: dispusieron 
que los arrendamientos por tiempo fijo, cesaran ter-
minado éste, sin necesidad de desahucio, y que los 
hechos sin tiempo determinado, concluyeran á vo-
luntad de las partes, pero avisándose con un año 
de anticipación; y fijaron en otro año el plazo de los 
arrendamientos que continuaran por la tácita vo-
luntad de los contrayentes, con expresa prohibición 
en todo caso, de subarrendar, sino con consenti-
miento del dueño. Contra el auto acordado antes 
referido, clamaron á su vez los propietarios de ca-
sas, cuyos derechos continuaban menospreciados, 
á pesar de haberse restablecido los de los dueños 
de tierras, obteniendo al fin su derogación, por la 
la ley de 9 de Abril de 1842, que les declaró la fa-
cultad de arrendar libremente sus fincas, con las 
-condiciones que quisieran estipular, disponiendo que 
los arrendamientos á plazo fijo concluyeran sin des-
ahucio, y que los verificados sin plazo terminaran á 
voluntad de los contrayentes, con aviso recíproco 
en el tiempo acostumbrado, ó cuarenta dias antes, 
en los lugares en que la costumbre no señalara otro 
término. 
I I I . 
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Pero si las leyes del siglo pasado en materia de ar-
rendamientos, sacrificaron la justicia y los derechos 
de la propiedad á pasajeras ó parciales conveniencias, 
las dos últimas del siglo presente, sin violar ningún 
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verdadero derecho, porque bajo este punto de vista 
no pueden censurarse, no han consultado bastante 
la conveniencia general, en lo que cabe hacerlo, sin 
menoscabo del dominio, y ni siquiera han reforma-
do todo lo que de nuestra antigua legislación se 
conserva contrario á la justicia. Esto no obstante, 
se acusa á nuestra actual legislación de que desco-
noce y desampara un nuevo género de propiedad, 
obra muchas veces y patrimonio siempre de los in-
quilinos de tiendas y establecimientos industriales. 
Esta propiedad es la que en la Real órden que pro-
mueve este informe, se designa con el nombre de 
«crédito personal,» de la cual se dice que está hoy 
á merced de los propietarios, toda vez que pende 
de su arbitrio destruirla ó perjudicarla, lanzando al 
inquilino de su habitación, ó exigiéndole por el al-
quiler, un precio desproporcionado. Mas para apre-
ciar la fuerza y valor de este argumento, es necesa-
rio inquirir la naturaleza y caractéres esenciales del 
crédito personal, y los derechos que respectivamente 
debe limitar y conferir. 
Es el crédito personal la buena reputación que 
justamente se adquiere en el desempeño de algún 
arte ó comercio, bien por la bondad del género que 
se fabrica ó expende, ó bien por la honradez y ha-
bilidad con que se practica su expendicion, y la 
confianza que en su virtud se inspira al público, 
haciéndole buscar y preferir tan ¡sólo por efecto de 
ella, los géneros de tal procedencia. Un fabricante 
acreditado es aquel cuyos productos son conocidos, 
estimados y recibidos, casi sin exámen, por cuanto 
ios garantiza el nombre de su autor: un comercian-
te acreditado también, es aquel cuyas mercancías 
se reciben de la misma manera, en consideración a l 
nombre de su expendedor. Este crédito, resultado 
del trabajo y de las cualidades personales del que 
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lo disfruta, conseguido á fuerza de tiempo y de sa-
crificios pecuniarios, constituye indudablemente un 
capital productivo, digno de la atención del legisla-
dor, pero con circunstancias especialísimas, que le 
distinguen de los otros que forman la riqueza pú-
blica. Estos capitales pueden ser trasmitidos libre-
mente, sin perder su virtud productiva, cualquiera 
que sea quien los adquiera, ni en el momento de la 
trasmisión ni después. 
E l crédito personal, por el contrario, no es comu-
nicable, sino en cuanto puede servir de medio para 
facilitar la adquisición de otro semejante, dado que 
el adquirente tenga las mismas cualidades persona-
les que su antecesor. Este capital no puede trasmi-
tirse sino á condición de desaparecer, con la única 
diferencia de ser ó no reemplazado por otro,, según 
fuere la persona que lo haya pretendido adquirir. 
El que logra acreditar un establecimiento comercial 
y después lo traspasa, el único valor que enajena, 
independiente del de los efectos que con él trasmi-
ta, es el que representa la facilidad del adquirente 
para acreditarse y recoger el fruto del crédito del 
establecimiento, sin el sacrificio de trabajo, dinero y 
tiempo que tuvo que hacer su predecesor. Verifica-
da la cesión y enterado de ella el público, ó el cesio-
nario fabrica ó expende tan buen género como el 
cedente, y tiene la misma honradez y habilidad que 
él, ó carece respectivamente de estas circunstancias; 
si sucede lo primero, el establecimiento continuará 
produciendo las mismas utilidades, mas no por el 
crédito personal de su dueño anterior, sino por el 
que imitándole, haya sabido granjearse el nuevo 
propietario: si sucede lo segundo, desaparecerá por 
completo el valor trasmitido con el nombre del es-
tablecimiento. 
Así, pues, el único valor trasmisible y legítimo del 
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crédito industrial es el que representa el trabajo, di-
nero y tiempo que ahorra aquel á quien se comuni-
ca, para formar otro crédito propio, si reúne las cir-
cunstancias necesarias para merecerlo. La propiedad 
de este valor corresponde indudablemente al que lo 
ha creado ó adquirido, y como pueda perturbarse y 
usurparse en perjuicio de su dueño y también del 
público, ha sido necesario que las leyes la reconoz-
can y garanticen. El que se prevale del nombre de 
otro fabricante, para facilitar la expendicion de sus 
propios productos, ó el que vende como de una fá-
brica acreditada, artefactos de otra que carece de 
crédito, comete una especie de estafa, que las leyes 
castigan severamente y procuran además prevenir, 
garantizando la propiedad industrial y señalándola 
con los signos y marcas convenientes para distin-
guirla. 
A ñn de sacar más fruto de. su crédito, suele nece-
sitar también el comerciante, colocar su estableci-
miento en un paraje ventajoso, para la expendicion 
de sus productos. Esta ventaja puede consistir, ó en 
la proximidad del punto de la expendicion de un ar-
tículo al de su consumo, ó en la mucha concurren-
cia de personas al lugar de la misma expendicion, ó 
en el hábito contraido ya por el público, de acudir 
á este lugar y no á otro alguno, para proveerse de 
géneros determinados. Pero la bondad de los lugares 
de tráfico, cualquiera que sea su causa, no es nunca 
mi valor intencionalmente creado por el inquilino 
para su particular y exclusivo provecho, sino un re-
sultado independiente de su voluntad, y que por lo 
mismo no puede pertenecerle. Ciertamente no depen-
de de ella ni la proximidad de los puntos de consu-
mo, ni la concurrencia de pasajeros; y aunque el há-
bito del público de acudir á parajes determinados, 
para proveerse de ciertas mercancías, traiga su orí-
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•gen de haber en ellos establecimientos en que estas 
se expendan, y que no habrían existido sin la volun-
tad de sus dueños, también es evidente que no ha-
brían podido existir, sin la voluntad de los propieta-
rios que alquilaron y tal vez dispusieron sus edifi-
cios para este objeto. De modo, que si lo que da al 
sitio un valor especial para determinados tráficos, es 
la circunstancia de ser muy frecuentado ó de hallar-
se cercano á los consumidores, este valor como no 
creado por el inquilino, no puede pertenecer más 
que al dueño, por ser cosa inherente á su propiedad; 
y si es el hábito contraído por el público, de pro-
veerse en él de ciertos artículos, sin intervención de 
ninguna de las otras dos causas, habrán concurrido 
á crear el valor de que se trata, en primer lugar, los 
propietarios que dispusieron sus casas y las alquila-
ron para el tráfico; en segundo lugar, los inquilinos, 
pero no los actuales, sino la larga serie de todos los 
•que se hayan sucedido, en el no corto espacio de 
tiempo que se necesita, para que venga á arraigarse 
el hábito indicado, y, por último, el público que lo 
contrae. Pero ninguno de estos tres creadores del 
valor concurre intencionalmente á formarlo, á fin de 
dar más estimación á un lugar determinado, sino 
para su personal y exclusivo provecho; el dueño por-
que juzgó que alquilando su casa para un estableci-
miento industrial, podría exigir mayor renta, ó qui-
zá porque no tuvo otro inquilino que solicitara su 
finca: el inquilino porque estimó aquel sitio adecua-
do para establecer su industria, ó porque en él y no 
en otra parte, halló un edificio desocupado; y el pú-
blico porque siempre va á proveerse de lo que nece-
sita, allí donde lo encuentra con más abundancia y 
ventaja. Si del concurso de estos tres agentes resulta 
un nuevo valor, no es porque ellos se reúnan con el 
propósito de formarlo con su trabajo, que es el caso 
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en que tendrían derecho á repartírselo. Y si á pesar 
de todo, quisiera repartirse ¿cuál seria la regla de 
semejante distribución? ¿Cuál el criterio para deter-
minar la parte que hablan puesto en la formación 
de este valor, los propietarios, cuál los inquilinos, j 
cuál el público? 
Pero aunque no fuese materialmente imposible 
esta distribución, tampoco en buenos principios de 
derecho, se puede admitir la hipótesis de que debe-
rla hacerse, si se pudiera en justicia. Es sabido que 
de las trasformaciones que un propietario hace en 
sus fincas, suelen resultar beneficiadas otras que no 
le pertenecen. El que edifica un mercado público 
un teatro, ó casas, donde antes no las hubiese, au-
menta, sin que tal sea su propósito, el valor de los 
edificios inmediatos. El que planta un jardin y con 
él da luces y buenas vistas á habitaciones que antes 
no las tuvieran, acrecienta también el valor de estas. 
Los ferro-carriles y los caminos ordinarios suelen 
hasta duplicar y triplicar el valor de las propiedades 
contiguas ó cercanas. Y si estos nuevos valores 
creados indudablemente por obra de un tercero, sin 
el menor concurso de los dueños de los predios be-
neficiados, no pertenecen, á pesar de esta circuns-
tancia, al que los crea, ¿cómo hablan de pertenecer 
al inquilino los producidos con el concurso directo 
del propietario? Y si todos los que contribuyen indi-
rectamente y de cualquiera de los modos antes ex-
puestos, á avalorar un sitio, debieran tener parte en 
este nuevo valor, independientemente de la que les 
corresponda en la cosa propia, que haya servido 
como de instrumento en la nueva producción, la ló-
gica exigiría que el dueño del teatro, ó del mercado, 
ó del jardin recien construidos, tuviese derecho á 
una parte de la propiedad de las fincas beneficiadas,, 
y que también la tuvieran las compañías de ferro-
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carriles, de caminos ó de canales. De este modo, los 
Ayuntamientos y el Gobierno mismo, que son los 
que generalmente emprenden obras públicas^ que 
suelen acrecentar el valor de las propiedades parti-
culares, vendrían á ser con el tiempo, partícipes en 
todas estas. 
^ Pero si tal doctrina se admitiese, la lógica y la jus-
ticia exigirían también, que cuando por efecto de las 
mismas obras, en vez de darse más valor á las pro-
piedades agenas, se disminuyera el existente, el pro-
pietario que las ejecutara en uso de su derecho, y 
sin quebrantar ninguna regla de policía municipal, 
indemnizara á todos los otros del valor de que les 
privase. De modo, que si la traslación de un teatro 
ó de un mercado público hace desmerecer el barrio 
de donde se traslada; si el dueño de un jardín, con-
virtiéndolo en edificio, amengua el valor de las casas 
que participaban de sus luces y de sus vistas, y si la 
construcción del ferro-carril ó del camino amengua 
el valor de las fincas inmediatas á otros caminos, 
que por efecto de los nuevos, quedan abandonados 
ó son mónos concurridos, los dueños y empresarios 
de tales obras atentarían contra la propiedad agena, 
verificándolas sin el consentimiento de todos los pro-
pietarios perjudicados, ó al mónos sin indemnizarles 
próviamente, cuando lo aconsejase la utilidad públi-
ca. Esto equivaldría á sacrificar los derechos de la 
propiedad, y á veces, la conveniencia pública, no á 
otro derecho semejante y más respetable, sino á un 
interés gratuitamente adquirido en su origen, por 
cuanto no es obra del trabajo propio. Por eso es doc-
trina de derecho que todos estos valores contingen-
tes y gratuitos, que no son producto intencional de 
quien los crea, sino resultado directo del acaso ó in-
directo de actos legítimos del dominio encaminados 
á otro fin, cedan siempre en beneficio también gra-
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tuito ó en perjuicio no reparable, de las mismas pro-
piedades á que afecten, compensándose el daño que 
por ello deban estas sufrir, con las ventajas que pue-
dan en otros casos reportar. 
Infiérese de toda esta doctrina, que si bien el cré-
dito industrial, propiamente dicho, es patrimonio 
exclusivo de la persona que lo crea y lo disfruta, el 
crédito de los lugares, que es cosa muy distinta y 
que nada ó muy poco tiene de personal, no debe 
pertenecer á los inquilinos, sino á los dueños de los 
edificios, como valores accesorios, que según las 
eternas reglas del derecho, siguen siempre la suerte 
de los principales. En algún caso, podrán haber 
concurrido á crear este valor los inquilinos pasados 
ó presentes; pero como contribuye, y ménos que 
como contribuye á crear valores idénticos, el que 
trasformando una finca, da mayor estimación al si-
tio en que radica, y por lo tanto, sin que tal concur-
so les dé ningún derecho, sobre edificios que no son. 
suyos. En su consecuencia, el dueño que disponien-
do de su finca, con arreglo á las leyes, priva al in-
quilino de continuar ejerciendo su industria en el 
lugar aventajado que habita, no menoscaba en nada 
su crédito industrial, resultado de la confianza que 
inspiran sus productos y de sus cualidades persona-
les: prívale, sí, del beneficio que pudiera proporcio-
nar á su tráfico, la ventaja del lugar, y por lo tanto, 
de un valor inherente á la finca misma, que solo 
corresponde á su dueño. El inquilino desahuciado, 
trasladándose á otro paraje ménos favorecido, expe-
rimentará quizá alguna disminución en sus utilida-
des; pero no de aquellas que provinieran de su cré-
dito personal, puesto que no desaparece la causa que 
lo origina, sino tan solo de las que fueran conse-
cuencia del crédito del lugar, que pertenece al dueño, 
y con el cual no ha debido contar nunca, sino como 
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valor contingente y accesorio al del edificio que lle-
vaba en arrendamiento. Y así como el propietario, 
que ve menguar el valor de su finca, por consecuen-
cia de disponer otros propietarios de las suyas, del 
modo que estiman más conveniente, no tiene dere-
cho á impedirlo, n i á ser indemnizado por ello, así, 
y con mucha más razón, no debe tener tampoco 
este derecho el inquilino que padece pérdidas seme-
jantes en su tráfico, porque el dueño de la casa que 
habita disponga libremente de ella, en uso de las 
facultades del dominio, puesto que obrando de este 
modo, no viola ningún verdadero derecho. 
IV . 
REMEDIOS CONSULTADOS QUE TIEXEÍÍ POR OBJETO LIMITAR EL 
DERECHO DE LOS PROPIETARIOS, PARA PIJAR LOS ALQUILERES DE 
LOS EDIFICIOS DESTINADOS Á LA INDUSTRIA Ó AL TRAPICO. 
Olvidando en parte estos principios, por favorecer 
intereses muy respetables, nuestra antigua legisla-
ción sobre arrendamientos, dejó harto desatendidos 
los derechos de la propiedad. Respetando ciegamen-
te estos derechos, y deseando restablecerlos, como lo 
exigían la justicia y la ciencia económica, nuestras 
leyes modernas sobre la misma materia, han conse-
guido ciertamente su objeto, pero sin tener bastante 
en cuenta intereses de grande importancia, que pue-
den ser hasta cierto punto atendidos, sin mengua de-
la justicia. Ahora, para favorecer estos intereses, se 
pide una especie de retroceso, si no á la letra de las 
leyes antiguas, á la doctrina y al espíritu que las en-
gendraron. Para hacerlo, se consultan diferentes me-
dios, que como bases de la nueva ley que se proyec-
ta, deberán ser examinados y juzgados por la Aca-
demia. Entre estos hay algunos que no parecen 
admisibles, así como hay otros aceptables; y debien-
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do hacerme cargo de todos, empezaré por los prime-
ros, aunque para ello tenga que alterar el órden en 
que vienen indicados en la Real órden. 
En la hipótesis de ser conveniente y oportuna la 
reforma de la ley de 9 de Abril de 1842, se consulta 
á la Academia si podría ser una de sus bases la de 
que la subida de los alquileres de las tiendas, alma-
cenes y locales destinados á establecimientos públi-
cos, cuando su arrendamiento continúe por consen-
timiento tácito de las partes, sea proporcional y 
simultánea á la que sufran las demás habitaciones 
del mismo edificio. Entiendo que esta base tiene por 
objeto sujetar el alquiler de las tiendas, cuando pue-
da alterarse por concluir el contrato del arrenda-
miento anterior, á una especie de tarifa proporcio-
nada al precio que tuvieren las demás habitaciones 
de la misma casa, de modo que no pueda subirse el 
uno, sin el otro, ni sin guardar la subida del primero 
cierta proporción con la del segundo. 
Si es este el sentido de la base, no puedo menos 
de considerarla, ó ineficaz para su objeto y frustra-
toria, ó inconciliable con el libre ejercicio de los de-
rechos esenciales del dominio. La tarifa propuesta 
no ha de tener aplicación al parecer, sino á los ar-
rendamientos que continúen por consentimiento tá-
cito de las partes, y en que no se haya pactado tiem-
po ni desahucio. Nuestras leyes, siguiendo á las ro-
manas, y de acuerdo en este punto, con casi todas 
las de Europa, admiten esta clase de arrendamien-
tos, fundándose en la presunción vehemente de que 
ambas partes quieren continuar ligadas por el con-
trato, cuando terminado el plazo de este, no signi-
fican su voluntad de disolverlo, y por el contrario, 
demuestran su intención de seguirlo, el inquilino 
permaneciendo en la finca y el dueño recibiendo su 
renta, ó consintiéndolo con su silencio. Pero por lo 
E S T U D I O S J U R Í D I C O S . 17o 
mismo que el único fundamento de esta nueva y tá-
cita convención es la presunción indicada, ni nues-
tras leyes, ni las de ninguna otra nación, ni la lógi-
ca admiten la posibilidad de que semejante arrenda-
miento pueda continuar bajo distintas condiciones 
qi^e el primero. Puede presumirse por el silencio de 
ios contrayentes, su voluntad de prorogar el con-
trato anterior; pero desde el momento en que cual-
quiera de ellos signifique su propósito de modificar 
cualquiera de sus condiciones, ya no puede supo-
nerse la prorogacion del mismo contrato, por tácito 
consentimiento, sino la intención de formar otro 
nuevo. Así es, que según nuestras leyes, concluido 
un arrendamiento y continuado después por la táci-
ta voluntad de las partes, puede el dueño desalojar 
al inquilino, cuando lo tenga por conveniente, de-
nunciándole el desahucio, con la anticipación que 
corresponda, puede asimismo poner fin cuando gus-
te, al prorogado arriendo, exigiendo desde luego la 
formación de un nuevo contrato,bajo condiciones di-
ferentes; mas por el tiempo que haya durado el táci-
to, no puede exigir más precio que el convenido en 
el anterior. 
Siendo esta la ley vigente, entiendo que no hay 
necesidad de reformarla en favor de los inquilinos, 
para impedir la subida inmotivada de los alquileres 
en los arrendamientos por convenio tácito, puesto 
que ya está limitada la facultad de los dueños del 
modo más favorable posible á los arrendatarios. 
Pero como entendida de este modo la base, es inne-
cesaria ó ineficaz la reforma propuesta, presumo que 
la regulación de alquileres que se consulta, no es 
para el tiempo que dure el arrendamiento por con-
venio tácito de las partes, sino para su renovación 
por medio de un contrato expreso y solemne. En tal 
supuesto, no dudo en afirmar que la tasa de los al-
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quileres, idea fundamental de la base, es contraria 
á la justa y esencial libertad del dominio, opuesta á 
la justicia, peligrosa é inoportuna en sumo grado, é 
insostenible en el terreno de la ciencia económica. 
Ha sido tan debatida en otro tiempo, la cuestión 
de la tasa de las cosas comerciables, y son tan cono-
cidas las razones por las cuales han sido derogadas 
en todas partes, las leyes que la establecían, que no^  
parece necesario reproducirlas. Supongo admitida 
por todos la doctrina que en general condena aque-
lla institución, y no me haré cargo sino de sus apli-
caciones á los alquileres, como excepción de la mis-
ma doctrina. 
No siendo la propiedad una concesión de la ley 
positiva, no puede esta imponerle otras limitaciones, 
que aquellas que sean indispensables para la sub-
sistencia y progreso de la sociedad, que tampoco es 
obra de la ley. Siendo asimismo la propiedad, y par-
ticularmente la inmueble, una garantía necesaria de 
la libertad individual, no cumple su objeto, sino me-
diante la libertad de su ejercicio. Por eso es un 
hecho constante, tanto en las sociedades antiguas, 
como en las modernas, que la libertad individual 
no existe en los pueblos ó clases, cuyos individuos 
no tienen la libre disposición de sus bienes, y con 
especialidad de la tierra. Pues bien: el propietario á 
quien se tasan los alquileres de su finca, no dispone 
libremente de su propiedad, lo mismo que aquel á 
quien se tasara el precio en venta de la misma finca 
ó de sus frutos, puesto que el arrendamiento no es 
sino la enajenación del uso de una cosa, que no se 
diferencia económicamente de la enajenación del 
fruto de cualquiera otra. No dispone libremente de 
su propiedad aquel que al enajenarla en todo ó par-
te, no puede aspirar á obtener por ella, el precio-
más alto que pueda ofrecérsele. 
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El único límite que á esta facultad puede señalar-
se, es aquel que requiere indispensablemente, ó el 
respeto debido al derecho de un tercero, ó la conser-
vación ó progreso de la sociedad, en tanto que cons-
tituyen un derecho de la misma, como ley de su na-
turaleza. En estos principios se fundan las expro-
piaciones por causa de utilidad pública, con tasa-
ción de precio, á falta de avenencia y ciertas reglas 
de policía urbana y rural acerca de la construcción 
de edificios ó de la conservación y deslinde de las 
heredades. ¿Pero qué derecho individual ó colectivo 
viola el propietario que exige por el alquiler de su 
finca, el precio que estima conveniente? Ya se ha 
demostrado que el actual inquilino no tiene derecho 
verdadero: la sociedad tampoco lo tiene, por cuanto 
ni su existencia ni su progreso resultan comprome-
tidos de que los propietarios contraten libremente 
el precio de sus habitaciones; luego el único funda-
mento de cualquiera restricción que se impusiese á 
esta facultad del dominio, sacrificaría el derecho del 
dueño al interés particular del inquilino. No negaré 
que si en algún caso extraordinario y poco probable, 
originado siempre por circunstancias pasajeras, re-
sultara gravemente comprometido el orden público, 
por causa del subido precio de los alquileres, podría 
el Gobierno adoptar las providencias transitorias, 
que juzgase indispensables, para defender el orden 
social, inclusa la de exigir de los propietarios el sa-
crificio de alguna parte de sus derechos; pero seme-
jante caso no debe ocurrir con una administración 
previsora; si llegara, no debería remediarse sino con 
medidas excepcionales, y de cualquier modo, no es 
para tales casos, para los que se hacen las leyes, sino 
para los frecuentes y comunes. 
Seria además contraria á la justicia la tasa indi-
cada, por la desigualdad con que resultarían trata-
Est . jra-íd.--T. I I . 12 
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dos los propietarios, respecto á todos los demás pro-
ductores y aun entre ellos mismos. Uno de los más 
graves inconvenientes de la tasa consiste en no po-
derse aplicar á productos determinados, sin exten-
derla á todas las cosas comerciables, á ménos de in-
currir, no solo en una inconsecuencia, sino en una 
grave injusticia. Si tasado un producto, no se tasan 
á la vez todos los otros, el dueño del primero queda 
sujeto á todas las vicisitudes de los cambios, en 
cuanto á la adquisición de las primeras materias, 
que necesita para la producción, y de las cosas que 
personalmente consume,, y no en cuanto á la ena-
jenación de aquellas, con cuyo importe ha de pro-
curárselas. Por eso, admitido en la Edad Media este 
sistema, con aplicación tan solo á pocas mercancías, 
no solo la lógica, sino la misma justicia, llevaron 
de consuno á extenderlo á casi todos los efectos 
enajenables y á todos los servicios. Por eso tam-
bién, cuando el Consejo de Castilla mandó por su 
auto acordado de 1754, que no tuviera fuerza de 
tal el de 1708, el cualhabia sujetado á tasación las 
rentas de las tierras, según en otro¿lugar queda di-
cho, se fundó precisamente en la desigual condi-
ción en que se hallaban los propietarios y los colo-
nos, por estar tasadas las rentas que hablan de per-
cibir los primeros, y no los frutos que necesitaban 
adquirir de los últimos (1). Tasados hoy los alqui-
leres de las casas, quedarían exentas las utilidades 
de la propiedad urbana de la ley general de la ofer-
ta y la demanda, que regula, en último resultado, 
el precio de todas las cosas que se cambian libre-
mente, y como permanecerían sujetas á ella las uti-
lidades de todas las demás industrias, se limitarían 
los ingresos del propietario, por reglas independien-
(1) Expediente de ley agraria, núm. 105. 
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tes de las que determinan los precios, al paso que 
sus salidas ó consumo y los ingresos de todos ios 
demás productores no tendrían otra limitación que 
la que resultara de estas reglas, Y si la justicia 
«exigiera que el propietario no pudiese recibir más 
de cierto precio, por el uso de sus fincas, segura-
mente no consentiría que se le obligase á pagar 
precio no tasado por los materiales que empleara 
en repararlas ó construirlas, por el pan que comie-
ra y por las ropas que vistiese. 
Ni la circunstancia de haberse de limitar la tasa 
á las tiendas y establecimientos de las grandes 
poblaciones, y regularse por el precio libre de las 
habitaciones comprendidas en los mismos edificios, 
remediaría esta dificultad, antes al contrario^ la 
aumentaría considerablemente. En los pueblos de 
segundo y de tercer órden, crece también propor-
cionalmente el vecindario, y como á la vez, y en la 
misma proporción, no se aumente su riqueza y el 
número de sus edificios, lo cual suele suceder más 
fácilmente en ellos que en las grandes capitales, se 
-puede experimentar como en estas, la misma esca-
sez de habitaciones é igual subida en el alquiler de 
las existentes. Y si la tasa en casos tales, es un be-
neficio ¿por qué ha de concederse al industrial que 
vive en las ciudades populosas y no á los que ha-
bitan en villas ó lugares ménos poblados? Por otra 
parte, no habiendo más regulador del alquiler de 
las tiendas y establecimientos públicos que el de 
las habitaciones comprendidas en el mismo edificio, 
es claro que quedarían eximidos de esta regulación 
todos los dueños de casas que no tuvieran habita-
ciones independientes de los almacenes ó estableci-
mientos á que se hallaran destinadas, y aquellos 
que alquilasen juntamente á una misma persona y 
por un solo precio, el local del tráfico y el de la ha-
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bitacion. Quedarían, pues, exentos de la tasa mu-
chos de los edificios que hoy existen destinados á 
establecimientos públicos, y todos los que de nuevo 
se construyesen ó trasforrnasen, lo cual produciría 
una injusta desigualdad en la condición de los pro-
pietarios. Y cuanto más se hiciese por remediarla, 
llevando á rigor el cumplimiento de la nueva ley, 
ó tomando por norma del alquiler de las tiendas 
el de las habitaciones, no del mismo edificio, sino 
del respectivo cuartel ó barrio, tanta más ventaja 
encontrarían los dueños de fincas en destinarlas á 
morada que á establecimientos, no dispondrían 
para este objeto las que edificaran de nuevo, no 
alquilarían para el mismo, muchas de las existentes 
á él destinadas, y lejos de remediarse la escasez 
que hoy se lamenta, se aumentaría considerable-
mente. Pero como al fin es menester que haya al-
gunas casas destinadas á la industria y el tráfico, 
los inquilinos mismos en cuyo beneficio se hubiera 
establecido la tasa, procurarían eludirla, ofreciendo 
por aquellas á los propietarios, un precio mayor 
que el tasado, aunque en las escrituras ó contratos 
no aparecería sino el legítimo. Se reproduciría, 
pues, el mismo fenómeno que ocurría, cuando esta-
ban tasados también por la ley, casi todos los artí-
culos de comercio, á saber: que la tasa contribuía á 
su escasez y no remediaba su carestía. 
Por otra parte, concedido semejante favor álos in-
quilinos, ¿cómo habría de negarse á los arrendatarios 
de heredades? Comunes son á ambos las circunstan-
cias con que algunos pretenden justificar la tasa de 
los alquileres. Si el inquilino, por falta de otro edifi-
cio adecuado para su tráfico, puede verse forzado á 
recibir sin defensa la ley del dueño, en el mismo 
caso puede y suele hallarse el colono, cuando despe-
dido, no halla otro prédio adecuado para su labran-
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za. Si la industria y el comercio requieren el favor de 
las leyes, no lo exige ni merece.menos la agricultu-
ra. No hay, pues, medio: ó se ha de incurrir en una 
inconsecuencia notoria, ó ha de quedar sometida la 
propiedad rural á las mismas condiciones de la urba-
nía, en todo lo que se refiera á la tasación de su precio. 
A estos inconvenientes gravísimos, que en todo 
tiempo ofrecería semejante restricción de las facul-
tades del dominio, deben agregarse otros originados 
por las circunstancias críticas que en el dia está 
atravesando la propiedad. Hay una escuela que in-
tenta conmover los cimientos de esta institución 
fundamental, y que para desacreditarla y destruirla, 
no perdona ninguna ocasión favorable. Uno de los 
principales argumentos de que se sirven estos ad-
versarios, para negar ó reducir á su expresión más 
mínima el derecho de propiedad, es el que deducen 
de las restricciones numerosas á que ya está sujeto 
este derecho, por razones más ó ménos sólidas de 
general conveniencia. Proudhon, el jefe y el más 
atrevido dialéctico de esta escuela, intenta convencer 
con la historia de la propiedad, de que á medida que 
la humanidad ha ido progresando, han venido suce-
sivamente limitándose los derechos del dominio. A 
sus ojos, la expropiación por causa de utilidad pú-
blica, las conversiones de la deuda del Estado, el sis-
tema hipotecario de publicidad y especialidad, y otras 
instituciones semejantes, son otros tantos testimo-
nios de que la sociedad moderna no reconoce el prin-
cipio absoluto de la propiedad individual. «La cons-
piración contra la propiedad, dice, es general, es fla-
grante, anima á todos los espíritus ó inspira todas 
nuestras leyes (1).» Y aunque estos juicios sean exa-
(1) PROUDHON. Qu'est que ce que la propriété. Seconde 
«uemoire. 
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gerados ó falsos, aunque las restricciones que hoy 
señalan las leyes al derecho de propiedad, emanen 
siempre en último resultado de otro derecho no me-
nos respetable, y tengan por objeto la conciliación 
de ambos, aunque no es cierto que con los progre-
sos de la civilización, se hayan ido menguando los 
derechos del dominio individual, cuando tales doc-
trinas se proclaman y amenazan el orden social, 
¿será ocasión oportuna para imponer á la propiedad 
nuevas limitaciones, que no están rigorosamente 
exigidas por un derecho perfecto? Si se privara á los 
dueños de la libre disposición de sus fincas, en 
cuanto á contratar libremente el precio de los arren-
damientos, para satisfacer, no un derecho, sino un 
interés de los inquilinos, ¿no se darla pretexto plau-
sible por lo menos, para que Proudhon y sus adep-
tos volvieran á exclamar: «la conspiración contra ía 
propiedad es flagrante, anima á todos los espíritus, 
é inspiró todas nuestras leyes?» El autor de las 
«Contradicciones económicas» podría, sin incurrir 
en ninguna inconsecuencia, defender la tasa de los 
alquileres y de cualesquiera efectos de comercio, toda 
vez que niega la mayor parte de los principios de 
la economía política; pero los que reconocen las ver-
dades de esta ciencia, los legisladores que se inspi-
ran de ella, al dictar sus preceptos, los que en su 
nombre condenan el antiguo régimen económico de 
la sociedad, no pueden, sin incurrir en una contra-
dicción palmaria y sin renegar antes de sus princi-
pios, poner trabas semejantes á la libre contratación. 
Es otra de las bases consultadas, si aumentado el 
valor de una finca por caso fortuito, ó á consecuen-
cia de mejoras hechas en ella, por el dueño ó por el 
inquilino industrial, pudieran fijarse reglas para la 
subida de su alquiler. Consecuente con la doctrina 
expuesta, contraria á toda tasa, no puedo ménos de 
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aplicarla también á la que por esta base, se consul-
ta. Si el aumento de valor tiene lugar, cualquiera 
que sea su causa, mientras dura el arrendamiento 
contratado á plazo fijo, no hay derecho en el dueño 
para variar las condiciones del contrato, el cual de-
berá cumplirse siempre, á menos que sobrevenga 
alguna imposibilidad material, ó que las partes con-
vengan libremente en modificarlo ó disolverlo. Si 
tal aumento ocurre, cuando cualquiera de los con-
trayentes pueda separarse del arrendamiento ó va-
riar sus condiciones, tampoco puede la ley regular 
los alquileres, sin menoscabar los derechos de la 
propiedad. 
Cuando el nuevo valor dado al edificio proceda, 
no de la voluntad del dueño n i de la del inquilino, 
sino de actos de la Administración, como la apertu-
ra de una plaza, el ensanche de una calle ú otras 
obras semejantes, debe ceder esta ventaja en bene-
ficio del dueño, como compensación de los perjui-
cios que por actos semejantes, puede y suele sufrir. 
La Administración, no tiene, sin embargo, por ello, 
derecho para tasar el aumento, que á consecuencia 
de estas ventajas, deban sufrir los alquileres, toda 
vez que ni siquiera, puede hacer depender la ejecu-
ción de las obras del consentimiento de los propie-
tarios en la tarifa que establezca. El dueño particu-
lar de terrenos ó edificios, que puede disponer de 
ellos como tenga por conveniente, podría decir á los 
propietarios vecinos: yo haré en mi finca tal obra 
que aumentará el valor de las vuestras, si os obli-
gáis conmigo á no subir vuestros alquileres ó á su-
birlos hasta cierto límite; pero si no contraéis esta 
obligación, ó dejaré mi predio en el estado en que 
se halla, ó lo destinaré á otro uso de que no repor-
tareis ningún provecho. Mas como la Administra-
ción no dispone de las cosas públicas, con la misma 
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libertad que los particulares de las suyas privadas, 
no puede proponer ni hacer semejante contrato. Si 
la nueva plaza ó el ensanche de la calle ó la obra 
de que se trate, es necesario ó conveniente, no pue-
de depender su ejecución de que los propietarios 
acepten ó no el indicado convenio, pues esto equi-
valdría á sacrificar el bien común, al interés ó al ca-
. pricho de algunos individuos. Y si para evitar este 
escollo, se prescindiera del consentimiento de los 
propietarios, y dándolo por supuesto, se procediera 
á tasarles los alquileres, tampoco seria esto justo, 
porque semejante suposición no es por regla gene-
ral, admisible, pues por fundada que sea la presun-
ción de que todos consienten en lo que les convie-
ne, no es buen juez el legislador de la conveniencia 
individual y privada, ni se compadece con la l i -
bertad civil, la facultad de imponer lo útil al hom-
bre mayor de edad, que se .halla en la plenitud de 
sus derechos y no se allana á recibirlo. 
Si el aumento de valor ó estimación del edificio 
procediera de obras ejecutadas por el dueño, aún 
habría menos razón para tasar los alquileres. Sien-
do en tal caso la subida de estos el rédito del capi-
tal invertido en las obras, solo podría justificarse la 
tasa de ellos, cuando se tasaran también las utili-
dades de todos los capitales que se invirtieran en 
otras empresas. Y si el aumento de valor indicado 
resultara de obras hechas por el inquilino, no pro-
cedería equitativamente el dueño, aumentando por 
ello el alquiler, al mismo que las haya costeado; 
mas para remediar este abuso no es menester que 
la ley intervenga en la contratación, fijando los 
precios; basta el interés del inquilino, el cual no 
se aventurará á hacer tales gastos, sin asegurar 
por cierto tiempo y por un alquiler proporcionado, 
la posesión de la finca. En ningún caso por lo tan-
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to, debe admitirse la regulación de los alquileres, 
Cuando aumente el valor de las casas arrendadas. 
No seria menos derogatorio de los derechos del 
dominio el beneficio de tanteo á favor del inquilino 
industrial, en los casos en que hubiera competen-
cia, que es otra de las bases consultadas. Si el due-
ño no pudiera disponer libremente de su finca, pre-
firiendo al inquilino que más garantías le ofrezca 
de la seguridad del pago ó del buen trato j cuida-
do de su habitación, el arrendatario actual vendría 
á ser co-partícipe en la propiedad, sin más título 
que su particular conveniencia, puesto que ningu-
no le da el derecho. ¿Por qué ha de obligarse al 
propietario á preferir un inquilino mal pagador, ó 
cuyos alquileres haya cobrado en el arrendamiento 
anterior, con suma dificultal, á aquel que habrá de 
pagárselos fácil y seguramente? ¿Por qué ha de 
obligársele á sufrir perpetuamente á un inquilino, 
cuyo tráfico deteriora la finca, sin poder recibir á 
otro que se. la conserve? Pues qué ¿el dueño de un 
edificio destinado á una industria no ha de poder 
nunca dedicarlo á otra de que saque mayor prove-
cho, tan solo porque convenga al actual inquilino, 
continuar ocupándolo y pague para ello tanto como 
ofrezca cualquiera otro? Con restricciones semejan-
tes, no atribuiría el dominio la libre disposición de 
las cosas, sino una co participación en ellas, con los 
que las llevaran en arrendamiento. 
Ni con semejante privilegio, seria la competencia 
un medio eficaz de buscar seguramente el precio 
más alto de los alquileres. Porque ¿quién iría á dis-
putar en una licitación el arrendamiento de una 
finca, si sabia de antemano que deseaba conservar-
la y tenia derecho para hacerlo, aquel, que pudien-
do perder más, si fuese vencido en la competencia, 
puede con mónos costo, pujar más alto en la subas-
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ta? Pocos serian ciertamente, y ninguno tal vez en 
muchos casos, con lo cual, ni habría la competen-
cia que se supone, toda vez que la frustraría el pri-
vilegio, y cuando la hubiera, seria entre un núme-
ro reducido de postores, y por consiguiente sin las 
ventajas propias de este modo de contratación. Así 
como no hay dominio verdadero allí donde falta la 
libre disposición de las cosas, así no hay competen-
cia eficaz, cuando los concurrentes no tienen segu-
ridad de adquirir lo que desean, aunque ofrezcan 
por ello el más alto precio. 
Tampoco juzgo que seria oportuno el estableci-
miento de consejos locales de homhres-huenos, que 
en otros países llaman prud-hmimes, destinados á 
conocer de las cuestiones que se suscitaran entre 
propietarios ó inquilinos, y á interpretar y aplicar 
la nueva ley de arrendamientos, según se propone 
hipotéticamente también, en otra de las bases con-
sultadas. Son los prud-hommes en Francia unos Jue-
ces de paz especiales que deciden sin forma de juicio 
y verdad sabida y buena fó guardada, las cuestiones 
que se suscitan entre los fabricantes y los maestros, 
oficiales ó aprendices de las fábricas y talleres, ó bien 
entre los mismos obreros, sobre derechos y obliga-
ciones concernientes á su industria, concillando á 
las partes, si es posible, ó fallando en justicia, 
cuando no hay conciliación: que conocen igual-
mente de las faltas cometidas en las fábricas, por 
los mismos obreros, castigándolas hasta con tres 
dias de prisión, y que velan por el cumplimiento y 
observancia de los reglamentos de las artes y ofi-
cios, en cuanto se refieren á las industrias á que 
extiende su jurisdicción cada consejo. Aunque esta 
institución trae su origen en Francia, del antiguo 
régimen de los gremios de artesanos, abolido du-
rante la revolución de 1789, y del cual era en cier-
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to modo, una consecuencia necesaria, fué restable-
cida después, bajo distinta forma, siendo uno da 
sus racionales fundamentos, la conveniencia de que 
cuestiones tan especiales y en cierto modo tan téc-
nicas, como las que suelen ocurrir entre fabricantes 
y obreros, se resolvieran por personas competentes 
en las industrias respectivas y que mereciesen ade-
más, la confianza particular de los industriales. 
Por eso se dió á cada industria ó á cada grupo de 
industrias análogas, un consejo especial de pnid-
. hommes, periódicamente elegido y compuesto siem-
pre de fabricantes y obreros de las mismas. 
Mas estas consideraciones no son aplicables, en 
mi concepto, á las diferencias que puedan suscitarse 
entre propietarios é inquilinos, como no se diera á 
los consejos de hombres buenos que se indican, la 
facultad de mediar entre aquellos, para fijar el pre-
cio controvertido de los alquileres, lo cual no se 
puede admitir de modo alguno, por las razones an-
teriormente expresadas. Una vez reconocida la fa-
cultad de los dueños para contratar libremente el 
arrendamiento de sus fincas, ninguna cuestión es-
pecial y técnica puede suscitarse entre ellos, que no 
puedan resolver los Tribunales, por su criterio propio, 
ó á lo más con el auxilio de peritos en arquitectura. 
Si el inquilino no paga al corriente sus alquileres, 
basta el Juez para exigírselos; si maltrata y deterio-
ra su habitación, ó si se necesita repararla inmedia-
tamente, para evitar que se arruine, un arquitecto 
ó más, son harto competentes para hacerlo constar, 
y los Tribunales pueden resolver seguramente, apre-
ciando su declaración. Del mismo modo se pueden 
decidir con todas las garantías posibles de acierto, 
las desavenencias que se susciten, por exigir el in-
quilino obras que el dueño se niegue á ejecutar, 
por innecesarias ó por no creerse obligado á eos-
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tearlas, ó sobre responsabilidades que pueda con-
traer el mismo inquilino, por daños causados en la 
finca, ó con opasion de ella. 
Faltaría además á esta nueva jurisdicción otro de 
sus fundamentos, que es cierta disciplina necesaria 
entre todos los sujetos á ella, y el principio de la su-
bordinación de estos mismos á determinados jefes 
ó maestros. Estas circustancias, que son propias de 
las fábricas, en que se reúnen muchos obreros de 
distintas categorías, los cuales no pueden trabajar 
ordenada y provecliosamente, si no se someten á un 
régimen especial, y si no reconocen la autoridad de 
ciertos jefes inmediatos, no concurren de modo al-
guno entre inquilinos y propietarios, que no tienen 
entre sí más relaciones que las de pagar y cobrar 
respectivamente los alquileres, que ni siquiera ne-
cesitan conocerse, y á quienes seria absurdo impo-
ner reglas especiales de subordinación y disciplina. 
Por eso los consejos de prud-hommes de Francia no 
ejercen su jurisdicción, sino sobre los industriales 
respectivamente ligados por derechos y obligacio-
nes recíprocas concernientes á su oficio, y de nin-
gún modo sobre los fabricantes en sus relaciones 
con otros de la misma especie y de quienes no re-
conozcan ninguna dependencia. 
V. 
NECESIDAD DE KEFORMAR EN PARTE LA LEGISLACION CIVIL SOBRE 
INQUILINATOS.—GENERALIDAD DE ESTA REFORMA. — CARÁCTER DE 
LOS REMEDIOS QUE PUEDEN ADOPTARSE CONTRA LOS ABUSOS 
DENUNCIADOS. 
Pero si no puedo convenir en las bases de refor-
ma hasta ahora examinadas, por las graves conside-
raciones que dejo expuestas, acepto y aplaudo desde 
luego otras de las que también se consultan. Dicho 
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queda en otro lugar, que si las leyes de arrenda-
mientos de 1813 y 1842 han restituido á la propie-
dad sus menoscabados derechos, siendo bajo este 
concepto irreprochables, no han consultado la conve-
niencia general todo lo que permitía la justicia, ni 
han reformado tampoco la antigua legislación, en 
puntos en que lo exigia el derecho de los arrendata-
rios. Estas leyes adolecen de cierto espíritu ele reac-
ción contra antiguos abusos, que hubo de inspirar-
las, por lo cual, ni tuvieron bastante en cuenta todos 
los intereses legítimos dignos de ser atendidos, ni se 
propusieron más fin que remediar aquellos abusos, 
sin cuidarse de otros, que también necesitaban algún 
remedio. 
En tal concepto, juzgo necesaria y oportuna la re-
forma que se consulta, pero no limitada á la ley de 
inquilinatos de 1842, ni á las casas destinadas al 
tráfico ó á la industria, en las poblaciones de vecin-
dario numeroso. Si como en otro lugar queda de-
mostrado, puede sufrir iguales perjuicios el inquili-
no que el colono, por consecuencia del uso que haga 
el dueño de su derecho de disponer libremente de 
la finca arrendada, no hay razón para que en este 
punto queden los predios rústicos sujetos á condi-
ciones diferentes que los urbanos. Otro tanto puede 
decirse de las grandes y de las cortas poblaciones, 
toda vez que en unas y en otras, puede haber esca-
sez de edificios, que obligue á ciertos inquilinos á 
sufrir, sin defensa, la ley del propietario. Y aunque 
no considero que haya abuso remediable por la ley, 
en el libre ejercicio del dominio, cuando de resultas 
de este, se ve forzado el arrendatario á abandonar la 
finca que le conviene, ó á pagar por ella un precio que 
le perjudica, como existen otros injustificables á los 
ojos de la justicia y defectos en la legislación, que po-
drían remediarse, siendo todos comunes á los arren-
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damientos de heredades y á los de edificios, tanto en 
las grandes como en las pequeñas poblaciones, no 
hay fundamento bastante para limitar la reforma á 
las casas destinadas á determinados usos, en las ciu-
dades populosas. 
Esta reforma debe partir, como dice muy bien la 
primera de las bases consultadas, del principio de la 
«libre contratación y de la facultad declarada á los 
dueños de casas, para arrendarlas libremente.» Todo 
lo que no sea conforme con esta doctrina será dero-
gatorio de la propiedad, por cuanto lo seria de la jus-
ta libertad del propietario. Si esta es una verdad re-
conocida, que constituye un principio en la materia 
de que se trata, ha de ser igualmente cierta en todas 
partes, y se incurriria en una lamentable inconse-
cuencia, admitiéndola en las grandes poblaciones y 
negándola en las de menor vecindario. Por no ser 
conformes con ellas la tasa de los alquileres, ni el 
privilegio de tanteo, ni las restricciones, que sin ha-
ber contrato pendiente, priven al dueño de la facul-
tad de disponer de lo suyo, juzgo que no deben adop-
tarse estos remedios, y que no los hay tampoco di-
rectos, capaces de conciliar completamente los res-
pectivos intereses de los propietarios y los inquilinos. 
Es ciertamente muy lamentable que estos intere-
ses no se hallen siempre en perfecto acuerdo, y que 
prevaliéndose los dueños de la escasez de edificios, 
levanten los alquileres de modo que dejen de estar 
en proporción con los recursos de sus actuales inqui-
linos. ¿Pero es menos de lamentar que los dueños de 
tierras exijan también por ellas, rentas muy creci-
das, que ó no pueden ser pagadas por los actuales 
colonos, ó den por resultado el encarecimiento de los 
frutos? ¿No es también muy deplorable que los trafi-
cantes en artículos de primera necesidad, se preval-
gan de la escasez, que en ocasiones suele haber de 
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ellos, para venderlos á mayor precio, con grave daño 
de los intereses del consumidor? Pero si esto es un 
mal, en las circunstancias críticas y pasajeras en que 
acontece (nunca de un modo permanente, puesto 
que no lo es el crecimiento gradual y justificado de 
los precios), es un mal necesario, que no pueden re-
mediar las leyes, semejantes á otros muchos, á que 
no alcanza tampoco su potestad. Y no porque dejen 
de ocurrirse al más ignorante, medidas directas y al 
parecer, decisivas para impedirlo, sino porque ó son 
ineficaces, ó no pueden adoptarse, sin ocasionar un 
daño mayor. ¡Cuántos actos inmorales se cometen, 
que por estas consideraciones, deja la ley impunes 1 
Lo primero que se ocurre, al ver lastimados los inte-
reses del inquilino, por las exigencias del propieta-
rio, los del consumidor de artículos de primera ne-
cesidad, por las del expendedor de ellos, ó los del que 
há menester tomar prestado, por las del prestamista, 
es sujetar á justiprecio y tasa las fincas, el interés 
del dinero y los mantenimientos. Pero aunque al 
adoptar una medida semejante,, no se advierta que 
con ella se causa otro mal más grave, por cuanto se 
ataca el derecho de propiedad, en sus más esencia-
les elementos, luego viene á demostrar la experien-
cia que ni siquiera se consigue el objeto apetecido, 
porque la tasa aumenta la escasez y por consiguien-
te la carestía verdadera, toda vez que disminuye al 
cabo, de un modo permanente, el género tasado, 
•cuando la subida de precios que se ha querido re-
mediar, fué tal vez accidental y transitoria. 
Fuera de estos remedios directos, injustos ó iluso-
rios que condena la ciencia, no veo otros que los in-
directos, los cuales, si no extirparán por completo, 
inmediatamente y para siempre, los abusos denun-
ciados, ni pondrán término definitivo á todas las 
quejas, á que suele dar lugar el uso que los propie-
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tarios hacen de su derecho, mejorarán mucho la 
condición actual de los arrendatarios y desvirtuarán 
las causas que las producen. Estos remedios perte-
necen unos á la legislación civil y otros al órden ad-
ministrativo. 
V I . 
ÍTECESIDAD DE REPOEMAR LA. LEGISLACION CIVIL 8ORRE ARRENDA-
MIENTOS PARA DAR MAYOR SEGURIDAD Y DURACION Á ESTE CONTRATO. 
Lo que el colono y la agricultura en general ne-
cesitan, es seguridad y duración en los arrendamien-
tos, á fin de que por el temor de no recoger el fruto 
de sus afanes, no se abstenga el labrador de invertir 
en la tierra todo el capital y todo el trabajo, que re-
quiere su mejor y más abundante cultivo. Nada per-
judica tanto á la producción, como aquel recelo que 
en una de sus églogas cantaba Virgilio: 
Impius hcec iam culta novalia miles habebit, 
Barbarus hm segetes. 
Lo que el inquilino, dueño de un establecimiento 
industrial, necesitaba también, es seguridad y dura-
ción en su inquilinato, puesto que sin ellas, estará 
siempre expuesto á perder en la traslación de su ha-
cienda y su domicilio, una parte de aquella y otra 
no menor de sus utilidades. Para remediar la cares-
tía de los alquileres, no hay otro medio efectivo que 
el de favorecer la nueva edificación, ensanchando 
las poblaciones y procurando que el número de ca-
sas se aumente en progresión más rápida que el ve-
cindario respectivo y su riqueza. A la seguridad y 
duración de los arrendamientos puede contribuir 
algo la ley civil: al aumento de los edificios puede 
cooperar mucho la Administración. 
Una de las causas que más directamente dan oca-
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sion á la inseguridad del arrendamiento, es el carác-
ter que nuestra antigua legislación atribuye á los 
derechos nacidos de este contrato. Tomada aquella 
legislación de la romana, que consideraba estos de-
rechos como personales, la fuerza de la lógica obligó 
tanto á una como a otra, á declarar, que si bien el 
heredero universal debia mantener el arrendamiento 
otorgado por su causante, como sucesor en todas 
sus obligaciones y derechos, ni el comprador, n i el 
sucesor singular tenian semejante deber, como no 
les hubiera sido impuesto, á título de condiciop ex-
presa, ó como el arrendamiento no fuera vitalicio ó 
perpetuo (1). Y en efecto, admitido el principio de 
que este contrato solo atribuye é impone derechos y 
obligaciones personales, era consecuencia forzosa 
que unos y otras no se trasmitiesen, sino á aquellos 
sucesores, que siendo como la continuación jurídica 
de la persona del difunto, le debian suceder también 
en todas sus obligaciones y derechos. 
Lo mismo, con poca diferencia, dispusieron las le-
yes especiales de Aragón y Cataluña, aunque sin 
llevar tan á rigor la ficción legal del derecho roma-
no. En el primero de estos reinos puede el dueño 
desahuciar al inquilino cuando decida vender la 
finca y no tuviere otra de que disponer (2), bastando 
que jure llevar á efecto la enajenación (3); mas si el 
comprador adquiere el predio sabiendo que está 
arrendado, presúmese que consiente en el arrenda-
miento, y queda obligado por él, hasta su conclu-
sión; sólo no sabiéndolo, es cuando puede disponer 
(1) § últim. Instit. tít. Locati et conducfi.—Dig. tít. ídem 
1. 19, § 8, y 1. 1.a y 25, § l.o—Ood, tít. id. 1. 10.—L. 7, tít. 17, 
lib. 4.0 Fuero Eeal.—Leyes 2 y 19, tít. 8, Partida 5.a 
(2) Fueros de Aragón, tít. Locati et conducti, lib. 4.» 
(3) MOLINO, Repertorium Fororum Aragón, verb. Locati», 
Est . j u r í d . ~ T . I I . 13 
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libremente de la finca (1). En Cataluña obliga tam-
bién el arrendamiento al sucesor universal del due-
ño, y aun al singular necesario, como la mujer á 
quien se devuelve el predio dotal, disuelto el matri-
monio, ó el que sin ser antes dueño, adquiere una 
finca por sentencia judicial; pero no al sucesor sin-
gular voluntario, como el legatario ó el compra-
dor (2), excepto, en cuanto á este último, si adquie-
re el predio sabiendo que está arrendado, pues en-
tonces también, como en Aragón, debe pasar por el 
arrendamiento (3). Hay además, según los intérpre-
tes, otra singularidad, y es que el arrendamiento por 
largo tiempo (entendiéndose por tal el de cinco años 
con arreglo á costumbre) confiere al arrendatario un 
derecho real ó dominio útil, en cuya virtud no pue-
de ser desahuciado, ni por el sucesor singular vo-
luntario (4). 
No habiendo sido reformada en este punto nues-
tra legislación antigua por las leyes modernas, han 
seguido considerándose como personales, los dere-
chos nacidos del contrato de arrendamiento, con la 
facultad consiguiente en el comprador y en todo su-
cesor singular, de ponerle término, aunque esté pen-
diente, y cualquiera que sea el tiempo de su dura-
ción. Esta causa permanente de la inseguridad de 
los arrendatarios y de la brevedad de los arrenda-
mientos, carece de todo motivo legítimo y envuelve 
en sus resultados, una violación notoria de la justi-
(1) FKAKOO, Fororum atque observantiarum Aragonise co-
dex. lib. 4.° super íor. Locati et conducfi. 
(2) CAKCÉR. Varige resolutiones juris, &c. Pars. 1.a, cap. 14. 
(3) PEGUERA. Decisiones ex S. E. O. Cathaloniase collectse. 
Decis, 50, y jurisprudencia de la Audiencia de Cataluña cita-
da por Oancér. 
(4) OANCÉR: Obra y lugar citados. 
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cia. Si el arrendamiento es, como en otro lugar se ha 
dicho, una enajenación temporal del uso de la cosa 
arrendada ¿qué razón puede haber para que en la 
misma, no produzca un derecho? La servidumbre, 
el censo, el usufructo, el enfitóusis y otros derechos 
considerados como reales ¿qué son sino enajenacio-
nes de una parte del dominio, ó sea de la facultad 
de disponer de las cosas que son objeto de tales 
contratos, lo mismo que el arrendamiento? ¿No es 
acaso ménos completa que en este contrato, la ena-
jenación parcial del dominio que se verifique en la 
hipoteca, y, sin embargo, pasa esta por un derecho 
real? El que impone un censo se priva de la facul-
tad de disponer del producto íntegro de lañnca acen-
suada, concediendo al censualista el derecho de 
percibir una parte ñja det mismo, mediante el pre-
cio que á título de capital, recibe. E l que concede 
una herédad en enfitéusis enajena el derecho de be-
neficiarla y de percibir sus frutos, mediante la obli-
gación que el adquirente contrae, de pagarle anual-
mente lo convenido. Esto mismo hace el dueño que 
arrienda un prédio: se priva del derecho de disfru-
tarlo, de disponer de él y de percibir sus frutos, por 
tiempo determinado, esto es, de una parte de su 
dominio, enajenando este derecho á un tercero, por 
un precio que se llama alquiler ó renta. Siendo, 
pues, igual la condición de estos contratos, puesto 
que producen una desmembración -del dominio, 
¿cuál puede ser el fundamento de que todos produz-
can derechos reales, ménos el arrendamiento, que 
no los confiere sino personalísimos? 
Nacen de esta doctrina las consecuencias más 
trascendentales en las relaciones entre dueños y ar-
rendatarios; siendo una de ellas, la de no tener es-
tos en las cosas que llevan en arrendamiento todos 
los derechos que deberían corresponderles, ni en el 
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ejercicio de estos derechos, la necesaria independen-
cia. El C O I O D O y el inquilino no poseen por sí la fin-
ca, cuyo disfrute tienen adquirido, con las mismas= 
condiciones y circunstancias con que podrían po-
seer cualquiera otro derecho: hácenlo solamente en 
nombre y representación del dueño de quien depen-
den. Si un tercero les priva de su precaria posesión 
ó les inquieta en ella, no pueden entenderse con él 
para impedirlo ó recuperar lo suyo, sino con el due-
ño. Y lo que es aún más injustificable, si el dueño 
quiere romper el vínculo de su contrato y dejar sin 
efecto las obligaciones contraidas y burlarse del ar-
rendatario, puede hacerlo cuando quiera, enajenan-
do ó fingiendo que enajena la finca, con lo cual el 
otro contrayente, si bien podrá demandarle por su 
obligación personal, no recuperará por eso su arren-
damiento, y ni aun siquiera tendrá la seguridad de 
ser indemnizado de todos sus perjuicios, porque ni 
la ley reconoce expresamente este derecho, limitan-
do en tal caso, como lo hace, la obligación del due-
ño á devolver los alquileres correspondientes al 
tiempo no vencido, ni aunque lo declárenlos Tribu-
nales después de un costoso litigio, aplicando la 
doctrina de los intérpretes, hay siempre medios ex-
peditos de hacerlo efectivo. De modo que aunque el 
arrendamiento produce de hecho, una desmembra-
ción del dominio, aunque por consecuencia de ella, 
no puede disponer por sí el dueño de los derechos 
desmembrados, por ser el del arrendatario un dere-
cho personal, puede disponer á favor de otro, de lo 
mismo que él no tiene, á saber: el uso é inmediato 
disfrute de la finca arrendada. Así, por respeto á 
la arbitraria personalidad de aquel derecho, viene 
á autorizar la ley actos, que en otros casos, castiga 
como delitos, pues lo es la enajenación de cosas 
ajenas verificada á sabiendas y con el propósito de 
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lucrarse de ellas, circunstancias que concurren en 
la venta de cosa arrendada, por tiempo no trascur-
rido en el momento de celebrarse el contrato. El 
dueño vende en tal caso un derecho que no tiene; 
el comprador lo recibe de quien no es su dueño, y 
el arrendatario que lo adquirió á título oneroso, y 
lo posee al amparo de la ley, lo pierde, porque los 
romanos, fidelísimos observantes de sus fórmulas y 
tradiciones jurídicas, creyeron deber calificar como 
personal el derecho de arrendamiento. 
Tan notoria injusticia dió sin duda lugar á que 
nuestra ley de Partida negara al comprador seme-
jante derecho, cuando mediara un arrendamiento 
vitalicio ó perpétuo, conformándose con la opinión 
de los más célebres glosadores de las leyes romanas, 
y á que muchos de nuestros más celebres intérpre-
tes extendieran esta restricción, aun contra el texto 
expreso de la misma ley, á las enajenaciones de pre-
dios arrendados por diez ó más años en Castilla, y 
por cinco en Cataluña. Deseosos estos intérpretes 
de conciliar con la justicia la personalidad del dere-
cho de arrendamiento, entendieron que cuando se 
celebraba este contrato por largo tiempo, equivalía 
al enfitóusis, coníeria un derecho real, útil por lo 
menos, y ampararon al arrendatario contra el des-
pojo del nuevo adquirente. 
Inspiradas del mismo sentimiento de justicia la 
mayor parte de las leyes extranjeras modernas, aun 
aquellas que han tomado por norma el derecho ro-
mano, no admiten, por regla general, que la muer-
te del. dueño ni la enajenación de la cosa arrendada 
pongan término al arrendamiento convenido solem-
nemente y á plazo cierto. Tal es la ley de Francia, 
la de Inglaterra, la de las Dos Sicilias, la de Cerde-
ña, la de Austria, la de Dinamarca, la de Holanda 
y la de otros Estados: solo en Prusia, en el Cantón 
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de Vaud, en Baviera, en Suecia y en algún otro 
país ménos importante, se acaba el arrendamiento 
por aquellas dos causas ó por alguna tan solo de 
ellas. 
En fuerza de esta doctrina y de tan señalado» 
ejemplos, me complazco en reconocer la justicia y la 
conveniencia de la base consultada, que tiene por 
objeto declarar la subsistencia de los arrendamien-
tos contratados á tiempo fijo, cuando las fincas ar-
rendadas cambien de dueño, por cualquiera de los 
títulos que para la traslación del dominio, reconoce 
el derecho. Estos arrendamientos deben subsistir, en 
mi concepto, no por una parte del plazo que falte 
por trascurrir al verificarse la enajenación, sino 
por todo el estipulado, que no se satisface con nada 
ménos el derecho estricto del arrendatario. Mas al 
alterar en este punto la legislación actual, debe te-
nerse presente que esta disposición ha de ser conse-
cuencia de otro principio, nuevo también, el que 
atribuye carácter real al derecho de arrendamiento, 
pues de no hacerlo así, se incurriría en una incon-
secuencia semejante á la cometida en el Código ci-
v i l de Francia, donde admitida la subsistencia de 
aquel contrato, á pesar de la enajenación, y no de-
clarada de un modo terminante la realidad del de-
rceho que produce, niegan esta cualidad ó dudan 
de ella muchos jurisconsultos, y no están de acuerdo 
los intérpretes acerca de cuestión tan importante. 
La nue va ley hipotecaria ha dado ya un paso muy 
avanzado en este camino, sujetando á inscripción, 
como los derechos reales, los arrendamientos por 
seis ó más años y aquellos en que se anticipen las 
rentas de tres ó más, con lo que surtiendo efecto 
tales contratos en perjuicio de tercero, desde la fe-
cha de su inscripción, no podrá dejar de subsistir el 
derecho adquirido en virtud de ellos, á pesar de 
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cualquier acto de enajenación posterior del dueño. 
Sólo falta completar la obra, declarando real el de-
recho de arrendamiento, siempre que conste por es-
critura pública y se inscriba en el registro, cualquie-
ra que sea la duración del contrato, disponiéndose 
en su consecuencia, que no sean parte á ponerle 
término, mientras esté pendiente, y salvo estipula-
ción contraria, n i la muerte del dueño, ni la del 
arrendatario, ni ningún acto de enajenación por tí-
tulo singular. Este es el derecho en casi toda Euro-
pa, y uno de los medios de contribuir á la seguri-
dad de los arrendamientos, que es como queda di-
cho, uno de los fines principales á que debe dirigir-
se la reforma. 
Aún puede hacerse más, en el órden de la le-
gislación civil, para conseguir el mismo resultado. 
Según nuestra ley de Partida, puede el dueño 
desahuciar al inquilino, aunque haya contrato pen-
diente, cuando resuelva ocupar la casa arrenda-
da, por arruinarse la que habite, ó no pueda per-
manecer en ella, ni tenga otra á que trasladarse, ó 
cuando se casare alguno de sus hijos, ó fuere ar-
mado caballero, necesitando como cabeza de familia 
casa separada en que establecerse (1). Y aunque 
esta ley pudiera entenderse implícitamente deroga-
da por la de 9 de Abril de 1842, que manda cum-
plir á la letra, las condiciones que se estipulen en 
los arrendamientos, una de las cuales suele ser el 
plazo, también es indudable que esta última ley 
tiene más bien por objeto, derogar el auto acordado 
de 1792, favorable á los inquilinos, que las leyes de 
Partida dictadas en beneficio de los dueños. Sino 
cumpliéndose tampoco lo estipulado, cuando por 
(1) Ley 6 a, tít. 8.», Partida 5.a 
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enajenación de la finca, cesa el arrendamiento, se 
cree, sin embargo, que la ley que esto dispone, se 
halla vigente, á pesar de la de 1842, hay razones 
para dudar por lo menos de la derogación de las 
otras leyes, que autorizan también al dueño en cier-
tos casos, á rescindir su contratos. Esta circunstan-
cia y la de carecer hoy de todo fundamento los mo-
tivos de rescisión indicados,, bastan en mi concepto, 
para justificar una derogación expresa de la ley que 
ios reconoce como suficientes, para poner término á 
aquel contrato. 
. La costumbre de otorgar arrendamientos sin tiem-
po fijo, contribuye mucho también á su instabilidad 
y escasa duración. Los inquilinos suelen aceptar 
estos contratos en gracia de la libertad en que que-
dan, para abandonar la casa, si llegara á no conve-
nirles, y los dueños, con el propósito de subir el al-
quiler, en la primera ocasión favorable. La ley no 
puede prohibir que se celebren arrendamientos, re-
servándose las partes la facultad de rescindirlos, 
cuando cualquiera de ellas lo tenga por conveniente; 
j)ero siendo de interés público la larga duración de 
estos contratos, particularmente si se refieren á pre-
dios rústicos, y no debiendo suponerse que los hom-
bres contraen obligaciones, sin un interés formal y 
legítimo, que rara vez suele compadecerse con la 
rescisión inmediata de lo pactado, puede ky debe la 
ley fijar un plazo á los arrendamientos en que no se 
señale ninguno, ni se estipule expresamente la res-
cisión, á voluntad de cualquiera de los contrayentes. 
E l mismo decreto de las Córtes de 1813 reconoce ya 
este principio, al declarar que el arrendamiento de 
prédios rústicos, en que no se estipule tiempo, no 
se puede rescindir sin aviso prévio de un año, lo 
cual equivale á disponer que tales contratos duren 
por lo común aquel período. Los códigos de Fian-
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cia, de Holanda, de las Dos Sicilias, de Cerdefia y 
éí derecho común alemán determinan que el arren-
damiento de casas, en que no se estipule tiempo, 
dure por lo ménos, el período que sirva de tipo para 
cómputo de los alquileres. En casi todas las legisla-
ciones modernas de Europa, se fijan á estos arren-
damientos plazos más ó ménos largos, según que la 
finca así arrendada sea rústica ó urbana. En Ingla-
terra el contrato llamado léase, que equivale á nues-
tro arrendamiento, puede estipularse por tiempo in-
determinado, aunque muy rara vez se hace de este 
modo; de año en año, en cuyo caso se perpetúa has-
ta que cualquiera de los contrayentes denuncie el 
deshaucio, con seis meses de anticipación, y es la for-
ma más usada; y á plazo fijo, con la circunstancia de 
que, para considerar hecho así un arrendamiento, 
basta la presunción, y la de producir tal contrato 
una carga real sobre el inmueble, y de conferir al 
arrendatario una participación en la propiedad de 
él, la cual puede enajenarse y trasmitirse á un ter-
cero, por otro contrato ó por última voluntad. Tanto 
procura allí la ley la duración de los arrendamien-
tos, que por dos estatutos publicados en 1856, se ha 
concedido á los usufructuarios vitalicios el derecho 
de arrendar sus fincas por plazo de veintiún años, 
obligando al sucesor á pasar por este contrato, con 
tal de que se haya otorgado escritura pública, y re^ 
servádosele las rentas correspondientes, así como el 
derecho de desahuciar al arrendatario, si deteriorare 
la finca ó retardare el pago del alquiler. Los mismos 
estatutos permiten también al usufructuario arren-
dar con intervención del tribunal de la Cancillería, 
por cuarenta años, las minas, las aguas y los moli-
nos movidos por éstas; por sesenta años las fincas 
cuya reparación se encargue de hacer el inquilino; 
por noventa y nueve años los prédios que se arrien-
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den, con la obligación de que el arrendatario edifi-
que en ellos, y por más tiempo aún, si el tribunal 
reconociere ser esto costumbre del lugar ó prove-
choso para la finca (1). 
_ Desenvolviendo el principio reconocido en la ley 
citada de 1813, debiérase, pues, señalar un plazo á 
todo arrendamiento, en que no se hubiese estipula-
do, pero no inflexible, n i común á todas las fincas, 
sino diferente, según su naturaleza de rústicas ó ur-
banas y proporcionado al período que sirva de tipo 
á la renta y al uso á que aquellas se destinen. E l de 
un afio en los pródios rústicos no es conveniente en 
todos los casos, porque suponiendo que el propósito 
del colono sea por lo méuos recoger una cosecha ó el 
producto del primer capital que invierta en la tierra, 
hay cultivos y predios en que esto exige más largo 
tiempo. M la forma de cultivo más generalmente 
adoptada en nuestro país, permite recoger en un 
afio todo el fruto de las heredades de siembra, ni el 
colono prudente suele librar la suerte de su especu-
lación en una sola cosecha. Convendría, por lo tan-
to, extender el plazo de la ley de 1813 á tres ó cua-
tro años por lo menos, en las heredades de labor, y 
á más tiempo en las otras, atendidas la especie de 
cultivo que requieran y la naturaleza de sus produc-
tos. En cuanto á las casas, pudiórase también seña-
lar al arrendamiento sin tiempo fijo, un plazo pro-
porcionado, según el uso á que se destinen y el perío-
do que se haya tomado por tipo, para regular el 
alquiler. En las destinadas meramente á habitación, 
debería ser este plazo más breve, como, por ejemplo, 
el mismo período, tipo del alquiler, no bajando de 
treinta dias; y en las fincas destinadas á fábricas, 
(1) WILLIAMS. Principies of the real property. Part. 4.» 
cap. l.o 
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tiendas ó establecimientos públicos, un plazo mucho 
más largo, como dos ó tres ó más de estos períodos, 
segUn sea la clase de establecimiento y el costo de 
su traslación. Con esto, ni se menoscabarla el dere-
cho del propietario, ni sufriría perjuicio ninguno de 
los contrayentes, toda vez que no se les privarla de 
la facultad de estipular otro plazo diferente que les 
convenga, ó la condición de poner fin al contrato á 
voluntad de cualquiera de ellos. 
Estas consideraciones son también aplicables á la 
próroga de los arrendamientos por la tácita volun-
tad de las partes. La ley presume con mucha razón, 
que cuando el arrendatario permanece en la ñnca 
arrendada, concluido el tiempo del contrato, sin dar 
á conocer su intención de abandonarla y el dueño 
se lo consiente, sin significar la suya de despedirle, 
queda renovado por este solo hecho, el arrendamien-
to anterior, bajo las mismas condiciones. Perb al fi-
jar la duración de este nuevo contrato, no satisfacen 
á su propio objeto, por guardar consecuencia con la 
regla establecida para los arrendamientos sin tiempo 
fijo. Entendiéndose estos obligatorios por un año 
solamente, cuando se refieren á un pródio rústico y 
solo por los cuarenta dias del desahucio, cuando el 
pródio es urbano, natural era que se sujetara á los 
mismos plazos el arrendamiento tácito, que por serlo, 
carece de toda fijación de tiempo. Mas si los arren-
damientos expresos, en que se omite esta circunstan-
cia, han de sujetarse á otra regla, en cuanto á su 
duración, será forzoso aplicar la misma á los que se 
renueven por ministerio de la ley y el tácito consen-
timiento de los contrayentes. Si aquellos deben du-
rar uno ó más meses, ó tres ó más años, según la 
naturaleza del pródio arrendado, el uso á que este 
se destine y el período que sirva de tipo á la renta, 
porque de estas circunstancias combinadas puede in-
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ferirse la intención de los contrayentes acerca del 
tiempo, por el cual piensan ocupar el uno y ceder el 
otro la finca, lo mismo deben durar estos otros 
arrendamientos, puesto que en ellos hay que inter-
pretar también la voluntad de los contrayentes y 
puede esta inferirse de idénticas circunstancias. 
Todas las legislaciones de Europa renocen esta 
especie de contrato, aunque con alguna variedad en 
cuanto al término de su duración. El Código fran-
cés le señala, si la finca es urbana, el término por 
el cual sea costumbre hacer los arrendamientos en 
el lugar, y si rústica, el tiempo necesario para re-
coger la cosecha, como en los arrendamientos con-
venidos sin plazo fijo. Esta misma regla siguen otros 
varios Códigos publicados con posterioridad al fran-
cés. Los de Austria, de Argovia, de Vaud y de Ber-
na entienden renovado el contrato por otro período 
igual al que acabe de trascurrir, pero sin que en 
ningún caso, pueda el nuevo término exceder de un 
año. Este último plazo señalan las leyes de Ingla-
terra, Prusia, Módena y Portugal; y otras como las 
de Suecia y Parma, el término que en cada lugar 
se acostumbre. Pero el sistema más lógico y más 
conforme con su objeto, es el francés y el de los 
demás Códigos modernos, que en este punto le si-
guen, pues considerando como verbal este arrenda-
miento, le aplican las reglas establecidas para los 
de su clase. 
La prohibición de subarrendar es otra de las cau-
sas que contribuyen á la brevedad de los arrenda-
mientos. Temerosos los arrendatarios de que, si lle-
ga á no convenirles la finca arrendada, no se podrán 
eximir de la obligación de ocuparla y de pagarla, 
no suelen aceptar fácilmente los arrendamientos lar-
gos, lo cual aumenta la facilidad de los dueños para 
subir los alquileres con mayor frecuencia. Si aque-
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líos tuvieran la seguridad de poder utilizar sus ar-
rendamientos; cuando no les conviniesen, exigirían 
por regla general, plazos más largos. 
La ley romana, adoptada entre nosotros como 
jurisprudencia, autorizaba al arrendatario para su-
barrendar á otra persona igualmente idónea y para 
el mismo uso á que estuviese destinada la finca, á 
menos que en el contrato se hubiera estipulado lo 
contrario (1). Pero como los subarriendos fuesen 
ocasión de granjeria para los arrendatarios, y de 
subida en las rentas y alquileres, la mayoría de los 
informantes en el expediente de ley agraria, de que 
antes se ha hecho mérito, propusieron su prohibi-
ción, como medida favorable á la agricultura. No se 
adoptó ésta por entonces, en cuanto á las fincas 
rústicas; pero el auto acordado en 1792 la dictó en 
cuanto á las urbanas, salvo el caso de que el due-
ño consintiera en el subarriendo; y la ley de 1813 
la hizo después extensiva á los mismos predios rús-
ticos, con igual limitación. Así, de ser la facultad 
de subarrendar la regla y la prohibición de hacerlo 
su excepción, vino esta á convertirse en regla y en 
excepción aquella facultad. 
Es la potestad de subarrendar, si bien se conside-
ra, una consecuencia necesaria de la calidad del de-
recho adquirido por virtud del arrendamiento. Si 
este derecho es real por su naturaleza, esté ó no de-
clarado así explícitamente, envuelve el de ser tras-
mitido por aquel que lo disfruta, con entera inde-
pendencia del cedente ó propietario. A l arrendar 
una finca, se desprende el dueño de la facultad de 
disfrutarla, cediéndola á un tercero, mediante la 
merced convenida, y es propia de todo derecho así 
(1) L . Nemo. Oód. tít. De Locati et. ANT. GÓMEZ VAR. Ee-
solut. tom. 2, n. 11. 
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adquirido, la calidad de trasmisible, salva estipula-
ción contraria. Así como el propietario puede enaje-
nar su finca, cuando le convenga, sin menoscabo 
del derecho ni del interés del arrendatario, siempre 
que el comprador ó adquirente quede obligado á 
pasar por el arrendamiento, así el mismo arrenda-
tario debe tener la facultud de ceder su derecho, sin 
usurpar por eso el del dueño. En el primer caso, que-
da á salvo todo lo que ai arrendatario corresponde, 
que es el disfrute de la finca; y en el segundo, todo lo 
que pertenece al dueño, que es la merced conveni-
da y la libre disposición de su hacienda, una vez 
terminado el contrato que la obliga. Ocasiones hay, 
sin embargo, en que no es indiferente para el due-
ño la persona del arrendatario, toda vez que de ser 
una ú otra, puede depender el bueno ó mal trato ó 
el mejor ó peor cultivo de la finca, aunque no el 
uso de ella, porque nunca podría cambiarlo por sí 
el subarrendatario, ni la facilidad del cobro de la 
renta, puesto que siempre quedaría obligado á su 
pago el arrendatario. Pero en su mano tiene el due-
ño el remedio de aquel peligro, bien reservándose la 
facultad de excluir al subarrendatario que no le 
convenga, sin dar razón de su negativa, ó bien con-
signando en el contrato la prohibición absoluta de 
subarrendar, sin su consentimiento, del mismo 
modo que el vendedor podría convenir con el com-
prador las restricciones que juzgara conveniente de 
la facultad de enajenar la cosa vendida. Mas cuan-
do el dueño no se haya reservado aquel derecho, 
debe presumir la ley que le es indiferente la perso-
na del arrendatario, toda vez que cumpla las con-
diciones del contrato, y que no hay motivo para 
que los derechos nacidos de este pierdan la comu-
nicabilidad propia de su naturaleza. 
Este, que era nuestro antiguo derecho, es tam-
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bien el establecido en la mayor parte de las nacio-
nes de Europa. E l Código francés, el de las Dos 
Sicilias y el de Austria autorizan los subarriendos, 
salvo estipulación contraria entre los contrayentes. 
Lo mismo disponen el derecho común alemán y las 
leyes de Módéna y Noruega. En Inglaterra y en 
Suecia se puede ceder el arriendo, con la condición 
de que el concesionario sea persona acepta al dueño. 
En Prusia no se puede subarrendar sin licencia del 
propietario; pero si este la niega sin fundado moti-
vo, puede el arrendatario rescindir su contrato. So-
lamente en algunos cantones suizos se .encuentra 
erigida en regla la prohibición de subarrendar sin 
licencia del dueño y en excepción la facultad de ha-
cerlo. 
V I I . 
MEDIDAS ADMINISTRATIVAS DE CARÁCTER TRANSITORIO QUE CONTRI-
BUIRIAN Á LA BAJA DE DOS ALQUILERES Y Á REMOVER LAS CAUSAS 
DE SU CARESTÍA. 
Tales son las reformas en la legislación civil, que 
contribuirían á la mayor seguridad y duración de 
los arrendamientos. Si bien hay otras que hacer en 
ella, no me cumple indicarlas, no dirigiéndose al 
mismo fin, ni habiendo sido objeto de la consulta. 
Pero se dirá tal vez: y si los dueños de fincas se re-
servan en los contratos de arrendamiento que cele-
bren, la facultad de enajenarlas, sin obligar al ad-
quirente á pasar por tales contratos y fijan para su 
duración plazos brevísimos, ó estipulan la no fija-
ción de plazo, á fin de estar siempre en aptitud de 
subir las rentas, y evitan con el aviso prévio, la tá-
cita renovación de los arrendamientos y se reservan 
asimismo la facultad de ocupar la finca cuando 
para sí la necesiten, y prohiben todo subarriendo, 
¿cuál será la eficacia de estas reformas? Si por la 
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escíisez de fincas arrendables, consintieran los in-
quilinos todas estas condiciones, no darían cierta-
mente las medidas propuestas el resultado apeteci-
do; pero esto revelarla la existencia de una crisis 
local y pasajera, resultado del desnivel entre el nú-
mero de la población y el de los edificios, para cuyo 
mal no hay en la legislación común, dictada con 
relación á tiempos normales, remedios directos y 
eficaces. Ni convendría tampoco que para casos 
nada frecuentes, estableciera la ley común sus dis-
posiciones, porque de seguro no serian adecuadas, 
luego que pasada la crisis, se restableciera el nivel 
de los intereses. Lo único que puede pedirse á la 
legislación común, es que en estas circunstancias 
extraordinarias, no contribuya á agravar el mal con 
disposiciones que en las ordinarias no sean indis-
pensables. Fundado precisamente en estas conside-
raciones, no me limito á proponer las indicadas re-
formas en la legislación civil, y discurro otros re-
medios de carácter administrativo y transitorio. 
La escasez general y relativa de edificios en po-
blaciones determinadas, es la causa principal de su 
carestía y del uso poco equitativo que hacen de su 
derecho algunos propietarios. Es la causa principal, 
no la única, toda vez que hay otras generales que 
han encarecido y vienen encareciendo todas las 
mercancías, lo cual sea un mal ó sea un bien, es un 
fenómeno inevitable. E l remedio más eficaz y di-
recto de la 'subida de los alquileres que sea conse-
cuencia de la falta de casas, seria por lo tanto, au-
mentar el número de las existentes, hasta ponerlo 
en proporción con el vecindario. Para ello deberían 
adoptarse medios indirectos de promover la nueva 
edificación, suspendiendo entre tanto toda medida 
de que pudiera resultar el encarecimiento de los 
edificios existentes. 
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Mucho ha hecho ya la Administración promo-
viendo el ensanche de algunas grandes poblaciones, 
y particularmente el de la córte; pero no lo bastan-
te para que esta medida reduzca todo lo posible el 
precio de los alquileres. Aumentándose el número 
de casas, habrá más libertad moral en la contrata-
ción de ellas y serán menos exigentes los dueños en 
procurar su lucro; pero si los costos de la edificación 
no se disminuyen, y por el contrario crecen, no po-
drán los mismos dueños reducir ó dejar de au-
mentar los alquileres en proporción análoga, por-
que el precio de todas las cosas tiene su límite na-
tural en el coste de la producción, del cual no des-
ciende sino en los momentos de crisis. La edifica-
ción es cada dia más costosa, no sólo porque se 
haya encarecido la producción de los materiales y 
la mano de obra, sino también porque tienen aque-
llos un sobreprecio considerable, debido á los dere-
chos con que está gravada su introducción en algu-
nas ciudades, y con especialidad en Madrid, donde 
en vez de disminuirse estos derechos, como lo exi-
gía la necesidad de nuevos edificios, se han aumen-
tado considerablemente en estos últimos años. Así 
es, que en vez de promoverse la nueva edificación, 
poniéndola al alcance del mayor número de fortu-
nas posible, se han opuesto á ella graves obstácu-
los: y en vez de procurarse la baratura de los nue-
vos edificios y de sus alquileres, se ha contribuido 
indirectamente á encarecerlos. En estos dias, sin 
embargo, acaba de publicarse un nuevo arancel, en 
el cual aparecen notablemente rebajados los dere-
chos que al fisco pagaban los materiales de cons-
trucción; pero continuando los derechos municipa-
les no menos gravosos, no dará su fruto la reforma, 
mientras que estos no se modifiquen ó desaparezcan 
del todo. En vano será ensanchar las poblaciones, 
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si siendo proporcionalmente más costosos los edifi-
cios nuevos que los existentes, no pueden competir 
con ellos en cuanto á la baratura de sus alquileres. 
Pero exentas de todo derecho de entrada las prime-
ras materias para la edificación, se reduciría el costo 
de esta, al menos en la parte correspondiente á 
aquellos derechos, y bajarían igualmente los alqui-
leres de los nuevos edificios, luego que su número 
estuviese en la debida proporción con el vecindario. 
También han de dificultar y encarecer en gran 
manera la nueva edificación, en los terrenos desti-
nados al ensanche de la córte, algunas de las reglas 
de policía urbana á que deberán sujetarse los cons-
tructores, según las ordenanzas recientemente de-
cretadas por la Administración local, Siendo tan 
necesario y urgente aumentar el número de vivien -
das, es forzoso estimular á fabricarlas, ofreciendo 
para ello todas las facilidades compatibles con los 
intereses generales, cuya defensa y vigilancia están 
encomendadas á la Administración, rudiera pade-
cer la salud pública, si los nuevos edificios no tu-
vieran la indispensable solidez ó carecieran de la 
ventilación, de la luz ó del espacio necesarios para 
la vida de sus habitantes. Sufriría el aspecto públi-
co y no se aprovecharía bien el terreno edificable, 
con perjuicio del vecindario, si se levantasen los 
nuevos edificios sin regularidad ni órden, prescin-
diendo de formar con ellos anchas y cómodas calles 
y plazas ventiladas, combinadas hábilmente para el 
transito y comunicación del público. La Adminis-
tración, en su consecuencia, debe procurar que por 
una insensata y mal entendida codicia, no se cons-
truyan edificios, que amenacen con su ruina, la 
vida de los transeúntes: que no se alquilen como vi-
viendas, lugares mal sanos, por íalta de ventilación 
ó de espacio, y que las casas nuevas se sujeten á 
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alineaciones preestablecidas, guardando entre sí la 
armonía necesaria, en cuanto no ofendan gravemen-
te el aspecto público. 
Pero una vez asegurados estos intereses, nada 
más tiene derecho á hacer la Administración y para 
nada más puede intervenir en el uso de la propie-
dad privada, sin grave violación de sus derechos. 
La Administración local de Madrid ha debido pues 
ofrecer a los nuevos edificadores todas las facilida-
des y estímulos compatibles con la defensa de aque-
llos intereses; pero en vez de hacerlo así, y juzgan-
do equivocadamente garantizarlos mejor, ha dicta-
do algunas reglas para la nueva edificación, que 
habrán de embarazarla y encarecerla. Para que los 
alquileres de las nuevas casas fueran ménos creci-
dos y contribuyeran á reducir el de las antiguas, 
convendria que so aumentase el número de sus 
constructores; poniéndose la nueva edificación al 
alcance de las más pequeñas fortunas que sea po-
sible. Deberíase con este fin, procurar que los gran-
des capitalistas no monopolizaran las nuevas cons-
trucciones, permitiendo hacerlas de manera, que 
ofreciesen útil empleo á capitales relativamente cor-
tos, bien no limitando de un modo inflexible la al-
tura en los edificios, ó bien señalando como espa-
cio mínimo para fabricarlos, el absolutamente pre^ 
ciso para la sana vivienda de una familia pobre, y 
como condiciones de construcción, las indispensa-
bles para su solidez ordinaria. Pero cuando esto 
era lo más que podia hacer la Administración, sin 
menoscabo de la propiedad, y lo ménos con que 
podia contribuir á las nuevas edificaciones, impo-
ne tales reglas para ellas y exige requisitos tales 
de solidez y grandeza , en las casas que de nue-
vo se construyan, que solo los fuertes capitalistas 
ó las grandes compañías podrán hacerlas. La edi-
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ficacion por lo tanto continuará siendo muy cos-
tosa, y monopolizada además la especulación, los 
alquileres bajarán poco é influirán menos en la 
baja general de los de ios otros edificios. Ya que ha 
de ensancharse tanto el perímetro de la corte, ¿por 
qué no habia de procurarse en lo posible, que el 
actual sistema de viviendas aglomeradas en unos 
mismos edificios, fuese cambiando, á fin de que 
cada familia pudiese habitar sola una casa? Si el 
hombre opulento levanta un palacio para su lujosa 
habitación, y si el capitalista más codicioso fabrica 
una casa para vivir como en comunidad con nume-
rosos inquilinos, ¿por qué las familias mediana-
mente acomodadas no hablan de poder vivir tam-
bién sin lujo, pero con independencia, ocupando 
un solo edificio con el espacio que exigieran sus 
necesidades? ¿Por qué han de ser tan inflexibles las 
reglas á que deberá sujetarse la nueva edificación, 
que solo puedan tomar parte en ella, los que po-
sean los cuantiosos medios, que exige la construc-
ción de casas en que han de vivir muchas y nume-
rosas familias? ¿Por qué se aleja de este modo la 
concurrencia de constructores, cuando lo que más 
importa hoy, es promoverla, á fin de que bajen en 
su consecuencia los alquileres? 
El alto precio de los terrenos es motivo también 
del subido coste de la edificación y del exceso con-
siguiente de los arrendamientos. La Administra-
ción no puede obligar á vender por un precio deter-
minado los solares de propiedad privada; pero 
aquellos que le pertenecen y cuya enajenación dis-
pone, ¿por qué no hablan de ser vendidos de modo 
que resultase ménos costosa su edificación? No 
aconsejaré que se regalen estos terrenos á los par-
ticulares, ni mucho ménos que se construya en 
ellos, por cuenta de la Administración; pero si s& 
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cedieran á censo reservativo^ por un rédito módico, 
con la obligación de levantar en un breve período, 
edificios de la especie que en cada lugar fueran 
más necesarios, y con la de arrendarlos bajo con-
diciones determinadas, más favorables á los inqui-
linos que las que suelen exigir algunos propietarios, 
e^stas nuevas habitaciones competirían ventajosa-
mente con las antiguas, tanto por el coste menor 
-de su edificación, cuanto por las circunstancias fa-
vorables de su arrendamiento. Estos censos debe-
rían redimirsse necesariamente en un largo período 
ele tiempo, mediante la entrega sucesiva y periódi-
ca de su capital. La licitación para adquirir tales 
terrenos no debería tener por objeto sacar de ellos el 
mayor lucro, sino obtener el menor alquiler posible 
para los inquilinos, dadas iguales condiciones de 
edificación, por cada pió de terreno. Así, sin dejar 
de aprovecharse ventajosamente los solares edifica-
bles de dominio público, se les daría el destino más 
adecuado para combatir la carestía actual de las ha-
bitaciones. 
Pero todas estas providencias serian ineficaces, si 
la Administración no suspendiera la ejecución de 
otras, que siendo muy laudables en sí mismas, con-
tribuyen sin embargo, á agravar mucho el mal^ en 
las actuales circunstancias. A l mismo tiempo que 
al ensanche de las. poblaciones, dedica la Adminis-
tración su cuidado y sus capitales á la reedificación 
y embellecimiento del interior de ellas, abriendo 
nuevas calles y plazas y levantando soberbios edifi-
cios, donde antes los habia modestos ó mezquinos. 
Estas grandes obras que aumentan sin duda algu-
na la riqueza pública y dan una muy alta idea de 
la civilización de un pueblo, contribuyen, por otra 
.parte, en las actuales circunstancias, á la carestía 
: •<me se lamenta, por la manera con que se ejecutan. 
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Para llevarlas á efecto, empiézase por expropiar á 
los dueños, lo cual obliga á pagar por los terrenos 
un precio muy superior al que valen. Indemnízase 
después expléndidamenté á los inquilinos industria-
les de las casas expropiadas de los perjuicios que 
sufren por su traslación á otras, aunque sus arren-
damientos no sean á plazo fijo y pendiente; y el 
importe de esta cuantiosa indemnización debe ne-
cesariamente acumularse al costo de los terrenos. 
Derríbanse luego, no sólo edificios ruinosos ó de' 
poco valor, sino sólidas y lujosas casas recien cons-
truidas tal vez, y que al desparecer se llevan consi-
go todo el capital que representan su construcción,, 
sus materiales (excepto en la pequeña parte en que-
pueden ser aprovechados), y el costo deL derribo, 
cuyo capital debe agregarse también al valor de los 
solares. Por último, se procede á la edificación, la. 
cual por ser simultánea, exige la cooperación de un 
gran número de industriales y obreros, hace crecer 
la demanda de ellos y encarece por lo tanto, el precio 
de la mano de obra y de los jornales. Así es que por 
este sistema, tienen los nuevos edificios sobre su 
costo natural, otro muy considerable, nacido de pa-
sajeras circunstancias, del cual se libran los cons-
truidos antes ó fuera de la influencia de estas. 
Concluida la nueva edificación, llega el momento 
de decidir quién ha de pagar este sobrecosió. Si las 
casas abundan, y por ello no pueden alquilarse los 
nuevos edificios por más precio que el corriente, ó 
sea el que correspondería, habiendo sido construi-
dos en circunstancias ordinarias, perderán los due-
ños todo el capital representado por el sobrecosto. 
Si escasean las habitaciones, y en su consecuencia 
pueden los dueños obtener de las recien construi-
das, las utilidades correspondientes á todo el capital 
invertido en ellas, los inquilinos sufrirán la pérdida,,-
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pagando más caros los alquileres de fincas que, 
construidas en circunstancias ordinarias, podrían 
ocupar por ménos precio. 
Todavía este mal no seria tan grave, si la cares-
tía se limitara á los nuevos edificios, pero por des-
gracia, tampoco sucede así. Sabido es que la renta 
territorial va creciendo á medida que se va exten-
diendo el cultivo á tierras de inferior calidad, ó sea 
á aquellas en que la producción es relativamente 
más costosa, porque todo lo que gasta de más el 
colono que labra estas tierras y se ahorra el que 
cultiva las de superior calidad, es un valor que cede 
en beneficio del dueño. Es también un hecho noto-
rio, que cuanto más costosa viene á ser la produc-
ción de una mercancía, tanto mayor ganancia rea-
lizan aquellos que ya la poseen, producida con me-
nor costo. Pues una cosa parecida, aunque no idén-
tica, sucede respecto á los edificios. Cuando á la vez 
se construyen muchos nuevos, con mayor costo que 
el ordinario y suben en su consecuencia sus alqui-
leres, estos por la natural ó irresistible tendencia de 
todos los precios á su nivelación, vienen á regular 
ai cabo, todos los demás alquileres. Porque si hay 
inquilinos que paguen por las nuevas casas los pre-
cios subidos correspondientes á su costo, lo que sa-
tisfacen de más sobre los precios antiguos, es lo que 
vienen á ahorrarse los inquilinos, que ocupando las 
casas anteriores, no tienen necesidad de buscar las 
nuevas, y lo que los dueños no tardan en exigirles 
como aumento de sus actuales rentas, luego que 
tienen ocasión de hacerlo. Así es que el sistema de 
simultáneas y costosas edificaciones en parajes ya 
edificados, viene á aumentar la carestía de todas 
las viviendas á costa de los inquilinos y á regalar á 
los antiguos propietarios el incremento consiguiente 
del valor y de la renta de sus fincas. 
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Muy lejos estoy, sin embargo, del propósito do con-
denar las mejoras que se proyecten en las grandes 
poblaciones para su embellecimiento y la comodidad 
de su vencindario: pero convencido de que verifica-
das á la vez y con premura, contribuirán á agravar 
la crisis que atravesamos, creo que deberían ejecu-
tarse lenta y gradualmente, así como las de verda-
dero ensanche de las mismas poblaciones, siempre 
que se verificaran del modo antes indicado, deberían 
llevarse á efecto en el menor tiempo posible. Ejecu-
tadas aquellas sucesivamente ó cuando se haya dis-
minuido la escasez actual de habitaciones, no ofre-
cerán peligro, así como verificadas estas desde luego 
y en el plazo más breve prosible, contribuirán eficaz-
mente á remediar los males de la carestía. 
Resumiendo, por último, mi parecer, opino: 
1.° Que si bien el legislador no tiene en su mano 
remedios directos é infalibles, que hagan desaparecer 
el conflicto que se lamenta entre los intereses de los 
propietarios y los de los inquilinos, puede aplicar 
algunos indirectos y eficaces que contribuyan á des-
virtuarlo, 
_ 2.° Que estos remedios pueden procurarse con 
ciertas reformas en la legislación civil y con medi-
das administrativas de carácter transitorio. 
3. ° Que seria conveniente, no solo la reforma de 
la ley de U de Abril de 1842, sino también la de otras 
leyes más antiguas sobre la misma materia, pero to-
das, partiendo de la base de la libre contratación y 
de la facultad declarada á los dueños de arrendar sus 
fincas libremente. 
4. ° Que esta reforma no deberla limitarse á po-
blaciones determinadas, ni á los arrendamientos de 
casas destinadas á tiendas ó establecimientos pú-
blicos, sino ser general á toda la nación y á toda 
clase de edificios, y aun también á los arrendamien-
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tos de fincas rústicas, en la parte en que sea nece-
saria. 
5. " Que la reforma debería tener por objeto dar 
mayor seguridad y duración á los arrendamientos, 
para lo cual seria necesario convertir en real el de-
recho adquirido en virtud de este contrato por el 
arrendatario, y no solo convendría, sino que seria de 
rigorosa justicia, declararlo subsistente todo el tiem-
po de su convenida duración, aunque entre tanto, la 
finca cambie de dueño. 
6. ° Que. con el mismo fin, deberían declararse 
expresamente derogadas las leyes antiguas, que ad-
miten como causas para la rescisión de tales contra-
tos, la necesidad que tenga el dueño de ocupar la 
casa arrendada por sí ó por alguno de sus hijos. 
7. ° Que debería fijarse un plazo á los arrenda-
mientos, en que las partes no lo estipulasen, cuando 
estas no se reservaran la facultad de rescindirlos, al 
arbitrio de cualquiera de ellas, cuyo plazo podría 
ser más ó menos largo, según el uso á que se desti-
nara la finca arrendada y el período de tiempo que 
sirviera de.tipo á su renta; y debería ser aplicable 
-en todo caso, á los arrendamientos que se proroguen 
por el tácito consentimiento de los contrayentes. 
8. ° Que se, conceda á los arrendatarios la facul-
tad de subarrendar, siempre que no se altere por 
ello, el uso á que estuvieren destinadas las fincas, á 
menos que por el contrato queden privados de este 
derecho. 
9. ° Que sin menoscabo , del derecho de propie-
dad, y sin retroceder en principio al sistema injus-
to, antieconómico é ineficaz de la tasa, no se podría 
-obligar á los propietarios á no subir los alquileres 
<le las tiendas y locales destinados á la industria, si-
no en proporción al incremento que tuvieran los de 
las habitaciones comprendidas en el mismo edificio. 
218 B I B L I O T E C A J U D I C I A L . 
10. Que sin incurrir en los mismos inconve-
nientes, no se puedon fijar reglas para la subida d© 
los alquileres, cuando las fincas arrendadas aumen-
tan su valor, á consecuencia de mejoras hechas por 
el dueño ó de causas independientes de la voluntad 
de este y de la del arrendatario. 
11. Que sin mengua de la justa libertad del do-
minio y del derecho que tiene todo propietario para 
elegir las personas con quienes ha de obligarse por 
medio de sus contratos, no se puede conceder al ar-
rendatario industrial el beneficio de tanteo. 
12. Que en el supuesto de no admitirse en nin-
gún caso la tasa forzosa de los alquileres, no tiene 
objeto la institución de los Consejos de hombres bue-
nos éprud-Jíommes, que entiendan en las cuestiones 
que se susciten entre dueños ó inquilinos. 
_ 13. Que las medidas administrativas deberían 
dirigirse á promover y á abaratar la nueva edifica-
ción, sobre todo en el ensanche de las ciudades po-
pulosas, poniéndola al alcance de medianas fortu-
nas en cuanto la salud pública y el interés común 
lo permitan, influyendo indirectamente en la reduc-
ción de los alquileres, y removiendo las causas que 
pueden contribuir á su incremento. 
14. Que con este objeto, deberían suprimirse 6 
reducirse cuanto más sea posible, los derechos de 
entrada de los materiales de construcción: facilitar 
y abaratar su trasporte, mejorando los caminos que 
conduzcan á los lugares en que se producen: formar 
nuevos centros de población en el ensanche de Ma-
drid, llevando á él los edificios públicos, siempre que 
esto pueda hacerse sin perjuicio del Erario; y ceder 
á censo reservativo redimible por partes, los terre-
nos edificables de que la Administración pueda dis-
poner, en las grandes poblaciones que necesitan en-
sanche, pero adjudicándolos á los que con iguales 
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condiciones de construcción, ofrezcan arrendar á 
precios más reducidos, los nuevos edificios de la cla-
se que sea más necesaria. 
15. Por último, que para no aumentar la cares-
tía de los alquileres, no se lleven á efecto las obras 
costosas de nueva edificación en terrenos ya edifica-
dos en el interior de las ciudades populosas, sino-
lenta y sucesivamente, ó cuando acrecentado sufi-
cientemente el número de habitaciones, desaparezca 
aquel peligro. 
No discurro providencias más eficaces para re-
mediar el mal que se lamenta, sin incurrir con ellas 
en otros más graves inconvenientes. Las indica-
das podrán no surtir su efecto tan pronto como, 
fuera de desear, pero no hay mal que se cure radi-
calmente, sin el auxilio del tiempo, ni remedio pru-
dente que no necesite su ayuda para obrar sobre el 
enfermo. En el hombre, como en la sociedad, la 
fuerza de la naturaleza es el primer agente de su 
curación; las leyes económicas como las físicas, aun 
abandonadas á sí mismas, pugnan siempre por el 
restablecimiento de la salud del paciente; la ciencia 
del médico, como la del legislador, consiste sólo en 
ayudarlas en aquella saludable tendencia. 
V. 
B E L A CENTRALIZACION A D M I N I S T R A T I V A S 
MVEESOS SISTEMAS DE ORGANIZACION ADMINISTRATIVA EN SUS 
RELACIONES CON LA ECONOMÍA POLÍTICA. 
La ciencia administrativa es la que investiga y 
tia á conocer los principios y regias fundadas en la 
experiencia y en la justicia, según las cuales se de-
ben regir y fomentar los intereses públicos y la que 
determina los deberes del Gobierno y de los indivi-
duos respecto á la sociedad, y los de la sociedad y 
los individuos respecto al Gobierno, en todo aquello 
que tiene relación con los intereses comunes y no es 
del dominio de las leyes civiles ó penales, de la reli-
gión ni del derecho político. Dispútanse hoy el do-
minio de esta ciencia tres diversos sistemas,, que se 
diferencian en puntos esenciales relativos al límite 
de la autoridad pública. Así es, que todas las cues-
tiones entre las varias escuelas administrativas, se 
podrían reducir á una sola, que las abrace y com-
prenda, á saber: cuál es el límite de la competencia 
(1) Publicado por primera vez en 1850, en el tomo 8.° del 
Derecho moderno. 
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de la Administración, en el manejo de los intereses 
públicos y cuál el de sus obligaciones con la socie-
dad y con los individuos. 
Este problema lo resuelve de un modo diverso en 
cada uno de los tres sistemas indicados. La escuela 
que llamaremos de los economistas, por traer su orí-
gen de las doctrinas económicas del último siglo, es 
la que más restringe la competencia de la Adminis-1 
tracion; la escuela que puede llamarse de los políti-
cos, porque no admite los principios de la ciencia 
que sirven de base á los anteriores, sino' en cuanto 
ios cree compatibles con los intereses políticos del 
momento, ensancha más la esfera dé la autoridad 
administrativa; la escuela socialista, por último, lleva 
la acción de la autoridad hasta los más pequeños 
intereses, con menoscabo de la libertad individual. 
Hasta ahora no se han fijado con precisión las dife-
rencias entre estos tres sistemas, y es muy importan-
te tener de ellos una idea cabal y distinta, porque 
envuelven el germen de las más graves cuestiones 
sociales que se agitan hoy en el mundo. 
Los economistas sostienen que los intereses socia-
les son esencialmente armónicos entre sí; de modo 
que, abandonados á sí mismos, y sin más dirección 
que la de su propia naturaleza, aunque parezcan con-
tradictorios y lo sean en algunos momentos, acaban 
por armonizarse y ponerse de acuerdo. Así el interés 
del fabricante consiste en pagar al obrero un corto 
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crecido que sea posible; estos dos intereses tienen las 
apariencias de estar en contradicción; pero la ley de 
la concurrencia llega á armonizarlos, porque si bien 
es cierto que la baja de los jornales disminuye los 
costos de la producción, también lo es que esta dis-
minución produce otra análoga en el valor en cam-
bio de los mismos productos, y por consiguiente, el 
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interés de pagar poco salario está limitado por el de 
vender caros los productos. Si las utilidades del fa-
bricante fuesen proporcionales exclusivamente al 
costo de la fabricación, serian ciertamente contradic-
torios sus intereses con los del operario; pero depen-
diendo aquellas utilidades de otras causas, que están 
en armonía con la ganancia de estos últimos, en 11c-
.gando la contradicción á cierto punto, desaparece. 
Los jornales son más baratos allí donde, dada la 
igualdad de concurrencia de trabajadores, cuestan 
menos los alimentos, y como el precio de estos suele 
estar en proporción con el de los demás productos, 
resulta que el fabricante que gastara ménos en sala-
rios, seria el que sacara ménos utilidades. Mas aun-
que esto no fuera así, de la contradicción entre los 
intereses del obrero y los del fabricante resultarla la 
armonía entre ambos, porque las dos se limitan mú-
tuamente, por la recíproca concurrencia; ni el uno 
puede reducir todo lo que deseara el precio de los 
jornales, ni el otro puede hacerlo subir todo cuanto 
-apetece. 
El interés del productor parece también contra-
dictorio con el del consumidor, pues el del uno con-
siste en vender caro y el del otro en comprar barato. 
Pero ambos tienen un límite; el primero quiere ven-
der caro, en cuanto esto no le obligue á comprar 
caras también todas las demás cosas que necesita y 
no produce; el segundo quiere comprar barato en 
-cuanto esto no sea señal de que tiene que vender 
baratas todas las cosas que produce, para el con-
sumo de los demás. Y como en la sociedad, todos 
somos^  á la vez productores y consumidores, y guar-
dan cierta proporción entre sí los precios de todas 
las cosas útiles, el interés exclusivo del consumidor 
está limitado por el del productor y viceversa; de lo 
cual resulta la armonía entre ambos intereses. 
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Lo mismo sucede entre el propietario y el arren-
datario y en todas las demás clases de la sociedad, 
cuyos intereses parecen también contradictorios. 
Cuando el bajo precio de todas las cosas, así de los 
productos manufacturados, como de los jornales, 
como de los arrendamientos, proviene de circuns-
tancias extraordinarias, que arguyen desequilibrio 
entre la producción y el consumo, es señal infalible 
de una carestía próxima y desastrosa. Si el precio 
del trigo, por ejemplo, baja tanto en un año que no 
cúbrelos costos de la producción, al siguiente deja-
rán los labradores sin cultivo, una parte de sus tier-
ras, la producción será inferior al consumo y la ca-
restía del pan inevitable. Se ha observado basta 
ahora que cuando el consumo excede á la produc-
ción en un quinto ó menos, es doble ó más que do-
ble el valor del producto que escasea. Siendo esto 
así, ¿será cierto que el verdadero interés del consu-
midor consista en que baje indefinidamente el pre-
cio de los artículos que consume? Por la misma ra-
zón, la baja extraordinaria del precio de un artícu-
lo sucede á su gran carestía. Si el valor del' trigo se 
desnivela en un año con el de las demás cosas, al 
siguiente acuden á su producción y acopio, capita-
les que estaban destinados antes á otras industrias, 
la oferta excede en mucho á la demanda y á la ca-
restía sucede una baratura que arruina á ios pro-
ductores. ¿Consistirá, pues, el interés bien entendido 
de estos en hacer pagar á los consumidores el precio 
más alto posible? Cuando los jornales suben tanto, 
que aumentan considerablemente el costo de la pro-
ducción, disminuyendo ó haciendo desaparecer las 
utilidades del fabricante, si el consumo no se au-
menta en la misma proporción, sube, como es na-
tural, el precio de los artículos fabricados; mengua 
por consiguiente, la demanda de ellos, se disminuye 
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de sus resultas, la producción, quedan desocupados 
muchos obreros, se aumenta la oferta del trabajo, y 
como consecuencia de todo, sucede á la carestía de 
los jornales, una baratura ruinosa. ¿Es esto lo que 
conviene al trabajador? Si los propietarios de tier-
ras se propusieran subir sus rentas de modo que 
absorbieran todas las utilidades del arrendatario, los 
capitales destinados á la agricultura buscarían otra 
ocupación, se disminuiría el cultivo, menguaría la 
demanda de tierras, y á la carestía de ellas sucede-
ría su menosprecio. En el caso contrario, si los due-
ños de tierras no encontraran utilidad en arrendar-
las para el cultivo, las destinarían á pastos ó las 
cultivarían por sí mismos, con lo cual, disminuyén-
dose la .oferta de este artículo, tendrían que pagarlo 
mucho más caro ios arrendatarios. ¿Es esto lo que 
conviene á los propietarios ó á los cultivadores? 
Así, pues, los intereses de las varias clases que com-
ponen la sociedad, abandonados á su propio impul-
so, se limitan recíprocamente y producen la armonía 
social, que no se conseguiría, si un poder superior 
tratara de dirigirlos y reglamentarlos. Así como al 
lado de un interés individual hay otro interés aná-
logo, que le sirve de contrapeso, así también junto, 
al interés colectivo de una clase, está el interés de 
otra, que le impide extralimitarse, y de esta combi-
nación, obra admirable de la naturaleza, resulta el 
orden. 
Pero si todo esto es así, exclaman los adversarios 
de esta doctrina, ¿cómo es que hay en la sociedad 
desórden, miseria, padecimientos y crímenes? Si son 
armónicos los intereses, ¿cómo vemos que su con-
tradicción da origen á tantas desdichas ? Los males 
de la sociedad, responden los economistas, no pro-
ceden de tal contradicción, sino de otras causas, 
unas accidentales y otras necesarias. Aunque los in-
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tereses son armónicos por su naturaleza, dejan de 
serlo cuando los Gobiernos tratan de contrariar su 
acción ó de dirigirlos por donde ellos, abandonados 
á sí mismos, no irian naturalmente. 
Cuando se dan leyes para que desaparezca la con-
tradicción aparente que resulta entre el interés del 
consumidor y el del productor, entre el del obrero 
y el del fabricante, el del propietario de tierras y el 
del arrendatario, se quebranta el órden de la natu-
raleza, y por evitar un mal transitorio ó imaginario^ 
se destruye la armonía real y permanente que existe 
entre aquellas clases sociales. Pues esto es lo que 
está sucediendo y lo que ha sucedido casi siempre: 
liay hoy, en efecto, contradicción entre los intereses 
sociales, pero que proviene de dirigirlos y gobernar-
los por un falso sistema económico. No es esta, sin 
embargo, la única causa del mal, añaden los econo-
mistas, pues hay otras permanentes y esenciales á 
la naturaleza humana, que son independientes del 
sistema económico. El hombre, elemento necesario 
de la sociedad, es libre; para serlo, tiene que escoger 
entre el bien y el mal, entre lo inútil y lo prove-
choso: si puede escoger, puede también equivocarse, 
y no solamente puede, sino que tiene forzosamente 
que equivocarse muchas veces, porque empieza por 
la ignorancia; y si puede y debe equivocarse, claro 
es que debe y puede padecer el mal que es conse-
cuencia de su error. No hay, pues, necesidad de 
acudir á la contradicción de los intereses sociales 
para explicar los males que se deploran. Así como 
hay armonía entre los derechos y deberes de todos, 
de manera que si cada uno se atuviera á los suyos, 
reinaría la justicia en el mundo, así. también existe 
el mismo acuerdo y correspondencia entre todos los 
intereses abandonados á su proxjio impulso. Cuando 
un individuo falta á su deber y turba el órden de 
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la justicia, no obra así porque estén en contradic-
ción sus deberes con los de los demás^ sino porque 
lo cree así equivocadamente, ó porque sin creerlo, 
usa de este modo, de su libre albedrío. Cuando de 
la libre acción de los intereses sociales, resulta mo-
mentáneamente la desgracia de un individuo ó la 
miseria de una clase, no ha de atribuirse á que los 
intereses de esta pugnen con los de las demás, sino 
á algún error individual ó á alguna de esas calami-
dades inevitables, que de tiempo en tiempo aquejan 
á la humanidad. Si algunos capitalistas se proponen 
explotar una industria poco fecunda, y pierden en 
su especulación, culpa suya será, porque no^  se de-
dicaron á otra granjeria más provechosa. Si uno ó 
muchos individuos se ocupan en un arte fabril, para 
el cual hay ya un número excesivo de obreros, y á 
consecuencia de esto, aumenta la concurrencia de 
trabajadores y ganan un jornal insuficiente, error 
suyo ha sido el no dedicarse á otra industria más 
lucrativa. Si la guerra ó una sequía extraordinaria 
producen una crisis industrial, culpa será de los 
hombres ó efecto de los inescrutables decretos de 
la Providencia. 
Y no es un misterio impenetable á la razón hu-
mana la causa de esta armonía, que ella se explica 
satisfactoriamente por las leyes de la naturaleza. El 
conocimiento de lo útil es tan inherente al hombre 
como el sentimiento de la justicia, y aun es más 
frecuente obrar en consideración al primero, que 
por inspiración del segundo. Obrando cada uno se-
gún su verdadero interés individual, obra según los 
verdaderos intereses de todos. Verdad es que mu-
chas veces erramos en este juicio, y por hacer lo que 
nos es útil, hacemos lo que nos es dañoso; pero el 
error produce el mal, y este el escarmiento, por el 
cual, reconociendo que nos hemos equivocado, de-
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sistimos de nuestro mal propósito y rectificamos 
nuestro juicio. De aquí esos choques pasajeros entre 
ios varios intereses sociales, que restablecen por su 
propia virtud, el nivel momentáneamente perdido 
entre ellos. Así el comerciante en vinos sabe, por 
ejemplo, que hallará utilidad enviando este artículo 
á Inglaterra; el labrador cree que sacará provecho, 
sembrando sus tierras todos los años, alternando las 
cosechas; el tejedor de cintas juzga que sacará me-
jor jornal^ ocupándose en la fabricación de este ar-
tículo, que si se dedicara á tejer telas de hilo; y como 
es regla general que cada uno sepa lo que más le 
conviene, obrando todos en consecuencia de este 
cálculo, encuentran su lucro. Sin embargo, puede 
suceder y sucede muchas veces, qué se equivocan 
algunos; que, por ejemplo, el comerciante en vinos 
no debió enviar este producto á Inglaterra, porque 
estaba cubierto el consumo, ó que el labrador hizo 
mal en alternar las cosechas en la tierra que labra-
ba, ó que el tejedor eligió mal, prefiriendo la fabri-
cación de cintas á la de telas, de lo cual resultará 
una pérdida y un escarmiento, que enseñarán al 
obrero, al labrador y al comerciante á estudiar me-
jor sus intereses, y á ocupar su capital, su industria 
ó sus brazos en negocios de más provecho. Pues lo 
que sucede de individuo á individuo, no puede me-
nos de verificarse también de una clase respecto á 
otra, y así, aunque se turbe por un momento la ar-
monía entre ciertos intereses,, pronto se equilibran, 
por el efecto mismo de aquella perturbación transi-
toria. 
¿Mas no podría impedirse este desequilibrio mo-
mentáneo entre los intereses, sometiendo la suprema 
dirección de ellos al poder público, que siendo más 
ilustrado que cada uno de los individuos, está mónos 
expuesto á equivocarse? De ningún modo, respon-
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den los economistas: lo primero, porque es una pre-
tensión contraria á las leyes de la naturaleza huma-
na, la de librar al hombre del error y de los males 
que son su consecuencia; lo segundo, porque por 
más ilustrado que sea el poder público, nunca es tan 
competente para juzgar de los intereses de cada uno, 
como el propio individuo. Para evitar el error y el 
mal de cualquiera clase, seria necesario antes su-
primir el libre albedrío, y así es que hay en la socie-
dad una cierta cantidad de padecimientos necesaria, 
que podrá ser mayor ó menor, pero que tiene un lí-
mite intraspasable. Mas aunque esto no fuera así, 
aunque los males de la sociedad se pudieran impe-
dir por completo, no seria el poder público quien 
haria este milagro. Por limitada que sea la capaci-
dad del individuo, es muy superior á la del Gobier-
no, aplicada á la gestión de sus propios negocios. E l 
Estado no puede pensar, calcular ni obrar por cada 
uno de sus miembros, y si pretendiera hacerlo, no 
solo obraría, calcularla y pensaría mal, sino que 
ejercería el más insufrible despotismo. Lo que se 
dice del interés de un individuo^ se puede decir del 
de tres ó cuatro, ó del que es común á una clase 6 
á una localidad, en tanto que no llegue á convertirse 
en un interés general. El móvil de la propia conve-
niencia es más activo y más previsor que la acción 
del Estado; allí donde el interés individual empieza 
á disminuirse y á confundirse en la masa general 
de los intereses comunes, comienza á ser eficaz y con-
veniente la acción del poder. Por ejemplo, nadie 
sabe mejor que el propietario si le conviene vender 
ó arrendar sus propiedades, porque es tan grande el 
interés que tiene en adoptar una resolución acertada, 
que no se decidirá sino después de haberlo medita-
do muy detenidamente; pero si estas propiedades 
son de una provincia, el interés que cada uno de 
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sus habitantes tiene en que se vendan ó se arrienden 
es tan pequeño, que no basta para ocupar su aten-
ción individual sóriamente, y suele ceder ante otro 
interés contrario más personal. Por eso, si en el pri-
mer caso la acción del Estado seria inútil ó embara-
zosa, en el segundo es eficaz y necesaria, siendo ya 
insuficiente el interés del individuo. 
Aplicando estas doctrinas á la ciencia de la Ad-
ministración, dicen los economistas: si los intereses 
sociales son esencialmente armónicos; si los males 
que resultan de su contradicción aparente ó mo-
mentánea son inevitables, ó proceden de querer dar-
les una dirección violenta, y si la acción del Estado 
es ineficaz para manejarlos, mientras que no toman el 
carácter de verdaderos intereses generales, la Admi-
nistración no debe empezar á ser competente, sino 
cuando el interés individual no sea un móvil de 
bastante eficacia para lograr el acierto, esto es, 
cuando la acción del interés de que se trate, pierda 
tanto en intensión respecto á cada uno, cuanto gane 
en extensión sobre todos. La regla para conocer dón-
de acaba la eficacia del interés individual, y empie-
za, por consiguiente, la intervención del Estado, es 
la siguiente: Mientras que un asunto cualquiera in-
teresa más á un individuo ó corporación que al Es-
tado, la intervención del poder público es innece-
saria; cuando interese más al Estado que á la cor-
poración, ó á la corporación más que al individuo, 
la intervención de la corporación ó del Estado res-
pectivamente es indispensable. 
De estos principios deduce la escuela economista 
consecuencias fecundísimas sobre la organización y 
competencia administrativas. El interés individual 
no es juez competente para decidir las cuestiones 
relativas á los derechos y deberes de cada uno: esto 
sólo puede hacerlo bien, un poder superior é impar-
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cial que no participe de las pasiones, ni de los inte-
reses de los contendientes. De aquí la competencia 
del Estado para arreglar y dirigir todo lo concer-
niente á la administración de la justicia; la necesi-
dad de centralizar esta administración; el nombra-
miento por el Monarca, de todos los Jueces y Magis-
trados; el órden gerárquico en su establecimiento; 
la necesidad de dar al Gobierno cierta facultad de 
inspección y disciplina sobre los Tribunales; la ins-
titución del Ministerio público, dependiente del Po-
der ejecutivo y abogado de sus intereses; y, por úl-
timo, la completa independencia de la autoridad 
judicial del influjo de las corporaciones ó los indivi-
duos. Por eso la Judicatura no debe ser de elección 
popular, n i retribuida con fondos municipales, ni 
agente en elecciones políticas. Muchos creen que 
los Alcaldes y sus Tenientes no debían ejercer ju-
risdicción, ni aun en el grado ínfimo en que hoy la 
tienen, por lo que deben en su origen electivo, al 
interés local ó individual (1). Por las mismas razo-
nes creen otros que los Jueces y Magistrados no 
deberían ser elegibles ni aun electores en las eleccio-
nes políticas. 
Pero los Estados no sólo necesitan justicia, sino 
que tienen también otras muchas necesidades, que 
el individuo ó la colectividad local no pueden apre-
ciar y satisfacer con acierto. Un Estado necesita man-
tener con los demás relaciones diplomáticas, soste-
ner y dirigir el Ejército y la Marina, proveer á su 
conservación y reemplazo, cuidar de la salud públi-
ca, y de los montes, ríos y edificios pertenecientes á 
la nación; precaver los desórdenes, facilitar la corres-
pondencia entre los pueblos por medio de los cor-
(1) Esto se escribía en 1850, cuando los Alcaldes teniaifc 
aún jurisdicción como Jueces de paz. 
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reos, conservar y reparar los caminos públicos, re-
mover los obstáculos que impiden el desarrollo de 
la agricultura, de la industria y del comercio, pro-
veer á la instrucción pública sin perjuicio de la 
libertad de enseñanza, y recaudar y distribuir los 
impuestos generales. La gestión de ninguno^ de estos 
intereses se puede confiar á la localidad, ni al indi-
viduo; sólo el Estado es competente para manejar-
los, porque nadie lo baria tampoco con más conoci-
miento, ni más celo. No habria Ejército ni Marina, 
si cada pueblo y cada puerto tuviesen sus buques 
y sus soldados: las enfermedades contagiosas se 
propagarían más y harían mayores extragos, si sólo 
el interés local hubiere de precaverlas; los edificios 
públicos se arruinarían y los montes serian talados, 
si estuvieran al cuidado exclusivo de la Administra-
ción local, que tiene escaso interés en conservarlos 
para el resto de la nación; los pueblos se perjudica-
rían unos á otros en el aprovechamiento de las 
aguas de dominio público, si su administración se 
subdividiese éntrelas localidades que hubieran de 
disfrutarlas; no habria regularidad ni buen servicio 
en los caminos, si cada distrito dispusiese exclusi-
vamente de los suyos; y, en suma, habria desorden 
y anarquía en la administración de todos los inte-
reses públicos. 
Pero que estos intereses pierdan el carácter_ de 
generalidad que tienen, que se localicen, por decirlo 
así, y ya no es el Estado buen administrador de 
ellos. Por eso los economistas piden centralización 
para la justicia y para la dirección de los intereses 
generales; descentralización para los intereses loca-
les é individuales. Si en vez de precaver enfermeda-
des que pueden afectar á toda una nación, se trata 
tan sólo de mirar por la salud de un pueblo, procu-
rando que no se pongan en venta alimentos mal 
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sanos; si en lugar de administrar los montes, edifi-
cios ó aguas de propiedad nacional, se trata de cui-
dar y conservar bienes municipales, tierras ó aguas 
de aprovechamiento puramente local; si se trata, 
no ya de grandes vías de comunicación, sino de 
modestos caminos vecinales, que interesan sólo á un 
corto número de individuos; si en vez de remover 
obstáculos contrarios al comercio, la industria ó la 
agricultura, se trata de intervenir en sus operacio-
nes, reglamentándolas y dirigiéndolas; si, por últi-
mo, en lugar de proveer á la instrucción superior, 
se procura extender y fomentar la primaria, el in-
terés local ó individual es más celoso, ilustrado y 
activo que el general del Estado. ¿Quién mejor que 
el propio interesado sabe si le conviene preferir uno 
ú otro género de cultivo, trabajar en su fábrica ocho 
ó doce horas al dia, exportar sus mercancías ó des-
tinarlas al consumo interior? ¿Quién sino el mismo 
pueblo interesado cuidará con más acierto y esmero 
de la policía urbana y sanitaria, de los bienes de 
propios ó de aprovechamiento común, de los cami-
nos vecinales, de las escuelas de instrucción prima-
ria y de las demás cosas de interés exclusivo de sus 
vecinos? Así es, dicen los economistas, que la direc-
ción de los intereses locales colectivos, en tanto que 
no pueda perjudicar al interés general, es de la 
exclusiva competencia de la Administración local. 
Por consiguiente, libertad de trabajo, libertad de 
industria y libertad de comercio para los individuos; 
independencia de administración local para los pue-
blos, en todo aquello en que esta independencia no 
pueda perjudicar á los intereses generales. Podrá ha-
ber perjuicio, siempre que la localidad pueda sacrifi-
car á su interés, el de otras localidades, ó al interés 
del momento, el de las generaciones futuras. 
De modo, que así como la acción del poder públi-
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co sobre el individuo se extiende tanto cnanto lo 
exige el mantenimiento de la justicia en la sociedad 
y el cumplimiento de los deberes de cada uno, así 
la competencia del Estado en el manejo de los in-
tereses locales tiene por límite la conservación de 
la armonía entre los intereses de las varias locali-
dades y la defensa de los intereses permanentes de 
cada una. 
A esta doctrina sobre la competencia del poder 
público corresponde una organización administra-
tiva adecuada. Tal es la de un Gobierno central, 
fruto de la mayoría parlamentaria, que decide en 
último término, sobre todos los asuntos de interés 
general, con un consejo consultivo para la delibera-
ción; autoridades provinciales amovibles, que bajo 
la responsabilidad del Gobierno, ejecuten sus provi-
dencias relativas á los mismos asuntos; autoridades 
ó corporaciones de elección provincial, que vigi-
len los intereses propios de cada provincia, que no 
tengan relación con los demás del Estado; autori-
dades y corporaciones electivas en los pueblos, en-
cargadas exclusivamente y bajo su responsabilidad, 
de la administración de los intereses puramente lo-
cales; agentes de la autoridad provincial, que cuiden 
en los mismos pueblos, de la ejecución de las provi-
dencias del Gobierno supremo, y Tribunales que de-
cidan en primera y segunda instancia, por reglas de 
justicia, las cuestiones entre el interés público y el 
privado, sin que el primero pueda sobreponerse al 
segundo, sino mediante la indemnización prévia de 
daños y perjuicios. En esta organización, no puede 
haber Alcaldes de real nombramiento, ni los Ayun-
tamientos pueden ser suspendidos ó separados como 
no cometan algún delito que merezca formación 
de causa; las sociedades industriales ó de otra espe-
cie, que no comprometan el órden público, infrin-
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giendo las leyes, no necesitan ser autorizadas por 
el Gobierno central; las aduanas no recaudan dere-
chos llamados protectores de la industria; los teatros 
y espectáculos públicos no están bajo la inspección 
del Gobierno,, sino en cuanto es necesario para de-
fender la moral y el órden público; las instituciones 
de beneficencia se rigen y administran localmente, 
sin que el Gobierno tenga más intervención en ellas, 
que la que baste para impedir que se distraigan sus 
fondos: para abrir un camino vecinal, para reparar 
una finca de propios, para establecer con limosnas 
voluntarias, un asilo de mendicidad, para poner 
alumbrado público donde no lo haya, ó para hacer 
otras cosas semejantes, no se necesita obtener el be-
neplácito de la Administración central. Y, por últi-
mo, en esta organización, no hay autoridades admi-
nistrativas, que tengan el doble carácter de agentes 
del poder público y administradores de intereses lo-
cales; no hay Alcaldes electivos con jurisdicción or-
dinaria, ni Alcaldes corregidores con atribuciones de 
administración local, n i Gobernadores de provincia 
con facultad de disponer á su arbitrio de intereses 
meramente provinciales, ni Ayuntamientos que no 
pueden celebrar más que cierto número de sesio-
nes por mes ó por semana. En cambio de todo esta 
que falta, sobra vida propia en los pueblos, y no 
se acumula toda la de la nación en la capital, resi-
dencia del Gobierno, donde el mismo exceso de vida 
puede fácilmente matar todo el cuerpo: hay tal vez 
menos unidad en las cosas puestas á cargo de la 
Administración, pero también se rigen y manejan 
de un modo más acomodado á la índole varia de los 
pueblos y de las localidades, y se deciden los nego-
cios, tal vez con ménos preparación y formalidades 
burocráticas, que no siempre son garantía de acierto^ 
pero no se dilatan las providencias importantes, n i 
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quedan desatendidos muchos y muy caros intereses,, 
por un respeto supersticioso á las fórmulas. ¿Qué se 
gana con atribuir al Gobernador la resolución de una. 
gran multitud de negocios locales, si él no puede 
materialmente enterarse de ellos, y tiene que con-
fiarlos á un subalterno, quizá ignorante y de cierto 
ménos autorizado? Seria una prenda de acierto en 
las decisiones administrativas el confiarlas á una 
autoridad superior, libre por su posición y por sus 
antecedentes, de malas influencias; ¿pero qué garan-
tía es esta, cuando aquella autoridad no pone nada 
de sí en la resolución, como no sea la firma á cie-
gas, quedando reducida su intervención á una fór-
mula vana? Así, pues, dicen los economistas, haya 
en buen hora centralización política y administrati-
va, en cuanto á los intereses generales, que por ser 
pocos en número y difíciles de apreciar y satisfacer 
aisladamente y en pequeñas fracciones, no pueden 
ser bien administrados sino por el poder central, pero-
nada de centralización para cuidar y dirigir los in-
tereses locales é individuales, que se pueden cono-
cer y fomentar acertadamente en cada pueblo, y 
que por ser infinitos en número y prolijos en sus; 
pormenores, no pueden ser apreciados debidamente 
por el Gobierno supremo. 
Verdad es, dicen los de la escuela política, que los in* 
tereses sociales son por su naturaleza armónicos; pero 
como esto no impide que momentáneamente se con-
traríen^ produciendo graves males, el Gobierno debe 
precaver estas contradicciones y corregir sus efectos. 
Ciertamente la acción del Poder supremo no puede 
sustituir por completo á la del interés individual 6 
local, pero sí ayudarla en muchas ocasiones transi-
toriamente y por vía de excepción. Si las contradic-
ciones entre los intereses sociales nacen del error ó 
del extravío del individuo ó de la clase, el Gobierna 
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puede ilustrarle ó corregirla. Así no se evitará todo 
el mal, pero se enmendarán en parte sus efectos. Es 
preciso, pues, no abandonar completamente á su 
propio impulso, aquellos intereses, sino precaver, en 
cuanto sea posible, sus choques, moderando y diri-
giendo su acción. Si no se pusiera algún límite, por 
ejemplo, á la libre concurrencia, perderla mucho con 
ella la riqueza nacional, en un país cuyos productos 
industriales no pudieran competir con los de otro, 
en perfección ni en baratura, porque abandonado 
á sí mismo el interés del consumidor, buscarla estos 
productos en el extranjero, y por falta de consumo, 
jamás prosperaría la industria indígena. Si no se 
restringiese el mismo principio de la libre concur-
rencia entre los fabricantes y los obreros, Ta codicia 
de los unos obligaría la necesidad de los otros, á tra-
bajar diariamente más tiempo del que es compatible 
con la conservación de la salud y de la vida, ó con 
el desarrollo de las fuerzas del niño, si tal fuese el 
trabajador. Por el mismo motivo, si no se prohibiese 
la exportación de ciertos artículos, cuya producción 
no suele ser bastante para el consumo interior, la 
codicia de los productores privaría al país de aquel 
beneficio ó se lo haría pagar con exceso. Mas si se 
adoptan, por el contrario, estas restricciones, aunque 
el consumidor pague algo más caras ciertas cosas 
que necesite, obligado á buscarlas en su propio mer-
cado, aunque el productor venda algo más baratos 
algunos artículos, por no poder extraerlos á donde 
tendrían mayor precio, y si el fabricante aumenta 
sus costos de producción, por no poder trabajar el 
tiempo que le convenga, también se favorece y pro-
teje la industria nacional y con ella la pública ri-
queza. De este modo concluyen los políticos por sos-
tener el sistema protector y aun el prohibitivo en 
•economía, como medio de favorecer el interés del 
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productor contra el del consumidor, y por admitii 
cierta intervención del poder público en el régimen 
de la industria, para proteger el interés del obrem 
contra el del fabricante, ó el del fabricante contra el 
obrero. No creen que el Estado pueda suplir siempre 
al interés individual, ni que este sistema de inter-
vención del poder en los asuntos privados ó de clase 
deba adoptarse como regla, pero sí como excepción 
en circunstancias dadas, y sobre todo, por necesidad 
política. 
Aplicando este principio á la ciencia administra" 
tiva, dicen, pues, los políticos: si el Estado debe y 
puede evitar en parte, el choque y la contradicción-
éntrelos intereses sociales; si su intervención en ellos 
es provechosa, empleada con parsimonia y acierto; 
si el interés individual es un móvil insuficiente casi 
siempre, y suele producir perturbaciones desastro-
sas, aunque momentáneas, la Administración debe 
empezar á ser competente, cuando el interés indivi-
dual ó local pueda producir conflictos, aunque sean 
pasajeros, y aunque de ellos pueda venir, más tarde, 
el restablecimiento del órden. El Estado debe inter-
venir con su acción, no solo cuando se quebrante la 
eficacia del interés individual ó de clase, que es lo 
que conceden los economistas, sino también cuando 
este mismo interés pueda extraviarse por error y en 
perjuicio propio. 
En su consecuencia, no solo corresponde á la Ad-
ministración el cuidado y dirección de los intereses 
generales que antes hemos enumerado, sino el de 
otros muchos locales ó individuales, que los econo,-
mistas creen deben regirse por sí mismos; y así, se-
gún este sistema, el régimen de unos y otros debe 
estar centralizado todo lo posible, en el poder supre-
mo. De aquí es que los intereses exclusivamente 
provinciales deben ser administrados por el Gobor-
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Mador de la provincia, sin que los elegidos de esta 
tengan en ellos más que una intervención somera é 
ineficaz. Como consecuencia del mismo principio, la 
gestión de los intereses puramente locales está so-
metida á la vigilancia é intervención del Gobierno 
supremo, y, por lo tanto, los pueblos no pueden ha-
cer una obra en las fincas de su propiedad, ni acor-
dar una medida de policía, ni construir un camino 
vecinal, ni adoptar ninguna otra disposición de con-
veniencia meramente local, sin pedir el beneplácito 
al Gobierno supremo. En este sistema de centraliza-
ción no hay como en el otro, un poder central que 
cuida de los intereses generales y pueblos que arre-
glan sus particulares intereses, sino un poder que 
los administra todos, así los generales como los lo-
cales, unos directamente por sus delegados, otros por 
medio de los mismos, pero en unión con los delega-
dos de los pueblos. Así es, que todo cuanto acuer-
den los Ayuntamientos sobre la administración de 
los propios y arbitrios, sobre el disfrute de los pas-
tos, aguas y demás aprovechamientos comunes, so-
bre conservación y reparación de veredas y puentes 
vecinales, y sobre cualquiera mejora material de la 
población, puede revocarse de oficio y sin queja de 
nadie, por el Gobierno. Tampoco tiene efecto de 
hecho ni de derecho, sin la terminante aprobación 
del Gobierno, ninguna providencia que acuerden los 
pueblos relativas á la policía urbana ó rural, á obras 
de utilidad pública que se costeen con fondos del 
común, á la formación y alineación de calles ó arren-
damientos de fincas del Municipio, al plantío y apro-
vechamiento de montes de su propiedad, al modo 
de repartir y recaudar los arbitrios municipales, á 
ferias y mercados y á otros asuntos de igual natu-
raleza. De lo cual se sigue que la administración 
local queda centralizada toda en manos del Gobier-
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no, y que nada puede hacerse en los pueblos, sin un 
expediente gubernativo y muchos informes, acuer-
dos y providencias d© la Administración central. 
Preténdese justificar este sistema con la necesidad 
de que el Gobierno mire por los intereses permanen-
tes de los pueblos, que podría sacrificar la genera-
ción presente á los intereses pasajeros de actuali-
dad, y con la conveniencia de dirigir y vigilar el 
régimen de los intereses locales para precaver sus 
extravíos. Y como los Ayuntamientos podrían to-
mar alguna providencia desacertada sobre la admi-
nistración de sus Propios y Arbitrios, ó sobre el dis-
frute de pastos comunes, ó sobre la reparación y en-
tretenimiento de las veredas vecinales; como por 
otra parte, se supone que el Gobernador de la pro-
vincia, aunque sea representado por el último de 
sus subalternos, es más competente para juzgar del 
acierto de tales providencias, que los pueblos mis-
mos, se les concede el derecho de revocarlas aun sin 
reclamación de partes. Por igual razón, y como los 
acuerdos sobre policía urbana, obras de utilidad co-
mún, arrendamientos de fincas de propios ú otras 
cosas semejantes, pueden ser gravosos á los pueblos 
y el gravámen irreparable, una vez puestos en eje-
cución, no tienen efecto alguno, mientras que la Ad-
ministración central, más previsora y perita en la 
materia, no le dé su exequátur. 
También es parte esencial de este sistema la crea-
ción de una justicia administrativa distinta de la 
ordinaria, administrada por Tribunales amovibles 
dependientes de la misma Administración, y que en 
último resultado, no tienen jurisdicción ninguna, 
porque sus decisiones carecen de fuerza, mientras 
el mismo Poder ejecutivo, que ha sido parte en el 
litigio, no les preste su autoridad. Para que los in-
tereses públicos no queden á la merced de Tribuna-
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les independientes, aunque responsables, cuyos fa-
llos pudieran alguna vez turbar, aunque momentá-
neamente, su armonía en los negocios contencioso -
administrativos, no se ejerce verdadera jurisdicción 
sino por el poder ejecutivo, como jefe de la admi-
nistración activa. Así, cuando los funcionarios pú-
blicos violen algún derecho privado garantido por las 
leyes comunes y se dé lugar á una cuestión conten-
cioso-administrativa, esta la fallará en último térmi-
no, el superior gerárquico de aquellos funcionarios, 
y si en esta decisión hiibiera injusticia, no queda 
más recurso que el de la responsabilidad contra los 
Ministros. 
La organización que á este sistema de atribucio-
nes corresponde, es aquella que mejor asegura la ac-
ción del Gobierno sobre todos los intereses. Así es, 
que á los Ministros responsables, con intervención 
en todos los asuntos del territorio, corresponden Go-
bernadores en las provincias, que abarquen toda la 
administración de ellas, cuya autoridad no esté 
templada más que por el mero consejo de corpora-
ciones consultivas y eso en un reducido número de 
negocios. Son así mismo esenciales á este sistema. 
Alcaldes de nombramiento real y con el doble ca-
rácter de administradores del pueblo y agentes del 
Poder ejecutivo. Este doble carácter del Alcalde es 
lo que sirve de lazo á la Administración general con 
la local, lo que lleva la acción del Poder supremo 
hasta el último rincón del territorio y lo que some-
te los intereses municipales, á la influencia de la Ad-
ministración central. En vano es distinguir las atri-
buciones que tiene aquel funcionario como delegado 
del Gobierno, de las que le corresponden como ad-
ministrador del común: en vano es también limitar 
el arbitrio de la Administración, obligándola á nom-
brar Alcalde á alguno de los elegidos del pueblo. 
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Para ejercer este funcionario unas y otras atribucio-
nes, ha tenido que recibir la investidura del Poder 
central, no puede usar de ella sino bajo su inspec-
ción y vigilancia, y en todo caso la restricción del 
arbitrio gubernamental resulta es ilusoria, dada la 
facultad de establecer Alcaldes corregidores en to-
dos los pueblos. Así los Alcaldes vienen á ser en 
realidad, unos delegados del Gobierno, por cuyo 
medio preside este todos los Ayuntamientos, ejecu-
ta ó suspende la ejecución de sus acuerdos, entien-
de en la administración de los bienes municipales, 
cuida de la policía urbana, ó interviene en la direc-
ción de los intereses locales. Los Ayuntamientos, 
que son los que en este sistema deben toda su exis-
tencia á la elección popular y los que conservan 
puro su carácter de delegados del pueblo, son cor-
poraciones casi consultivas, cuyos acuerdos son po-
cas veces ejecutorios, sin la sanción del delegado del 
Gobierno, y cuyas atribuciones no tienen fuerza 
sino con el beneplácito de la autoridad. 
En este sistema, no diremos cada individuo, pero 
sí cada grupo en que se reúna media docena de 
ellos, no marcha sino por el camino, y al paso que 
le señala el Poder supremo.. Los que se asocian 
para hacer cualquier cosa públicamente, sea para 
ejercitar la caridad, ó para encomendarse á Dios, 
necesitan del beneplácito del Gobierno; y no sola-
mente lo necesitan, sino que no lo obtienen, coma 
no se sujeten á condiciones reglamentarias, encami-
nadas á mantener cierta uniformidad en el servicio 
de que se trate, ó á defender á los incautos. Así es 
que para fundar una institución de beneficencia, no 
basta dotarla con bienes suficientes, sino que ha de 
ser en la forma y manera que determine el Gobier-
no: para establecer una sociedad anónima, es preci-
so que tenga por objeto alguna de las especulacio-
Est . jur id .—T. I I . 16 
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nes, que la ley haya declarado adecuadas á este 
géneró de compañías; para abrir un teatro ó cual-
quier otro espectáculo, es indispensable sujetarse 
á las condiciones propias del monopolio, que ejerce 
el Gobierno sobre esta industria; y ¡ay de aquellos 
pobres devotos que se asociaran para hacer vida 
común y llevaran algún distintivo que lo indicase! 
la centralización no permite tales extravagancias. 
¿Quién mejor que la Administración sabe la forma 
en que ha de dar un cristiano sus bienes á los es-
tablecimientos de beneficencia, el destino que una 
docena ó dos de capitalistas asociados han de dar 
á su fortuna común, el género de espectáculos que 
debe ofrecerse en tai ó cual teatro y el modo más 
adecuado de practicar la religión? 
Verdad es que todo este complicadísimo sistema 
tiene un digno y laudable objeto; ¿pero acaso se 
consigue siempre? ¿no son más sus inconvenientes 
que sus ventajas? Esto es lo que vamos á ver. 
El Gobierno debe á la sociedad toda la protec-
ción y dirección que sean necesarias, para conser-
var y fomentar sus intereses, en tanto que esto sea 
compatible con el derecho y la libertad de cada in-
dividuo. Pero como la medida de esta protección 
no está en el buen deseo de los legisladores, sino 
en la realidad de los hechos, á esta es preciso ate-
nerse para determinarla. ¿Y cuáles son los hechos 
que han de tenerse en cuenta? Hélos aquí. De dos 
maneras se pueden proteger los intereses de otro: 
obligándole ó estimulándole á conservarlos y fo-
mentarlos, ó poniéndose en su lugar, para dirigirlos 
con acierto. ¿Tiene medios el Gobierno para obligar 
á los particulares ó á las corporaciones á dirigir 
acertadamente sus intereses? ninguno que sea com-
patible con el derecho privado: lo único que puede 
hacer es ofrecer estímulos indirectos, que sin per-
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juicio ageno, les conduzcan á aquel resultado. Con 
mandar á unos que no se vistan con ciertas telas ex-
tranjeras, á otros que no vendan sus frutos á ios ex-
traños, á estos que no pongan sus fondos en compa-
ñías anónimas, á aquellos que no trabajen en las fá-
bricas más que tantas horas al dia, etc., no se habrá 
conseguido, en realidad, que todos y cada uno me-
joren sus intereses, porque el productor de las telas 
no habrá ganado en los suyos, sino á beneficio de 
un privilegio injusto, á cargo del mayor número: el 
consumidor del artículo, cuya extracción se prohi-
ba, dará por él tanto menor precio, cuanto mayor 
sea el que pague por los productos extranjeros que 
se habrían introducido, en cambio de la parte de 
aquel artículo que se extrajera, y que queda estan-
cada por la prohibición: y en todo caso, el contra-
bando se encargará de cubrir las necesidades, el 
obrero perezoso no trabajará las horas de la ley, 
ni menos, al paso que el menestral activo, indus-
trioso y honrado sufrirá una disminución de jor-
nal; y, por último, el capitalista descuidado ó im-
prudente no colocará sus fondos en la sociedad 
prohibida, pero su desidia ó su ignorancia le condu-
cirá por otros caminos, quizás peores. 
Si el mandamiento centralista dice: no legarás 
los bienes de cierta especie á los hospitales, la mali-
cia descubrirá medios de eludirlo, ó por un interés 
insignificante, se pondrá, una remora injusta á la ca-
ridad privada. Si otro precepto de la misma especie 
dice: no alabarás á Dios en comunidad, ni vestirás 
un traje que indique este ejercicio, se privará á al-
gunos individuos de un derecho, que ellos estiman 
tal vez en mucho, y cuyo ejercicio no cede en per-
juicio de nadie. Si para fomentar la literatura ó las 
artes, el Gobierno monopoliza los espectáculos, es 
•dudoso que las artes florezcan, Y si. florecen, será á 
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costa de otros intereses más importantes. Y, en 
suma, cualquiera que sea el objeto de que se trate,, 
la acción directa del Gobierno sobre los intereses 
individuales, ó será ineficaz, ó no logrará eficacia, 
sino á costa de la justicia. 
Si abandonada esta empresa por imposible, exa-
minamos la intervención del Poder público en el 
manejo de los intereses puramente locales, hallare-
mos los mismos inconvenientes, aunque en menor 
grado. Para administrar bien cualesquiera intereses,, 
es menester conocerlos, y por homogénea que sea 
una _nación, son tan varios, diversos y numerosos 
sus intereses locales, que no hay ningún Gobierno 
capaz de conocerlos todos, como no sea en aquello 
poco que tengan de común, y de aquí la necesidad 
de encomendar su dirección á un número crecidísi-
mo de funcionarios locales. Pero si estos funciona-
rios no sólo dependen del Gobierno, que no puede 
conocer bien aquellos intereses,, sino que han de 
administrarlos por reglas que el mismo Gobierno 
les dicte, y con sujeción en todo á su voluntad, re-
sulta que quien en último término administra, es 
una autoridad imperita para el caso, y que resuelve 
casi siempre sin el suficiente conocimiento de causa. 
Verdad que por esto, corresponde álos mismos pue-
blos la iniciativa de los actos administrativos, que 
son de su interés; pero, ¿cuál es el resultado? Que 
el Gobierno, ó conociéndose incompetente para juz-
gar con acierto de la conveniencia de estos actos, 
los aprueba siempre, sin exámen, en cuyo caso su 
intervención es inútilmente embarazosa; ó creyendo 
que puede examinar y resolver con tino, la multitud 
de cuestiones administrativas locales de su compe-
tencia, confia su conocimiento á empleados subal-
ternos, que no tienen, por lo común, la instrucción 
y la capacidad que debe suponerse en los altos fun-
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cionarios, ni la experiencia y conocimientos espe-
ciales de la Administración local, y entonces la in-
tervención del Gobierno en el manejo de los intere-
ses de los pueblos, no ofrece ninguna de las garan-
tías que con ella se buscan. Si los Gobernadores de 
las provincias pudieran conocer bien todos los intere-
ses locales de las suyas, si una sola persona bastara 
para cuidarlos y dirigirlos con acierto, tal vez sal 
drian mejor librados con la centralización; pero 
siendo ambas cosas materialmente imposibles, y su-
pliéndose esta imposibilidad con hacer de la'inter-
vención central, ó una fórmula vana ó un medio 
administrativo peligroso, ¿qué ganan los intereses 
locales con tal centralización? 
Tampoco es esta un medio eficaz de impedir to-
dos los abusos que las administraciones locales pue-
dan cometer, en perjuicio de los pueblos, porque 
cuando no se conocen bien unos intereses, mal se 
pueden conocer todos los medios que se pueden 
emplear para menoscabarlos. Así es que, á pesar de 
la centralización, pasan ignorados por el Gobierno, 
mnchos actos irregulares y abusivos de la adminis-
tración local, y lo que es peor aún, á Veces con su 
beneplácito, y sólo se impiden ó enmiendan aque -
llos que, aun en el sistema contrario, pudieran corre-
girse ó precaverse. Bueno es que sin autorización 
superior no puédan los pueblos comprometer sus 
intereses permanentes, ni obligar á las generaciones 
futuras; justo es también que la autoridad central 
oiga y provea á las quejas de los vecinos contra los 
actos de su Administración: ambas cosas son posi-
bles y fáciles, porque aunque las reclamaciones 
versen sobre intereses poco conocidos de la autori-
dad, como se ventilan contradictoriamente, de la 
discusión puede salir la luz y la verdad. Es igual-
mente indispensable que el Poder público interven-
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ga en todos los actos administrativos locales, que 
puedan comprometer los intereses públicos. Mas 
todo esto puede hacerse, sin perjuicio de que cada 
pueblo provea á su propio bienestar, sin encadenar 
la administración de sus intereses exclusivos con la 
del Estado, y sin sujetarla á fórmulas vanas y em-
barazosas, ó al capricho de empleados subalternos 
sin capacidad, sin instrucción y sin garantías. 
Así el resultado de esta centralización desmedida 
será que, por obtener lo mismo que se conseguiría 
sin ella, y sin mejorar la administración municipal, 
quizá empeorándola, se creará la necesidad de un 
número considerable de funcionarios públicos, que 
consuman, sin provecho, la mejor parte de las ren-
tas; se arraigarán y generalizarán la empleomanía 
y la funesta costumbre de vivir del presupuesto; se 
dilatará y embarazará innecesariamente el curso de 
los negocios administrativos más insignificantes, y 
que se podrían resolver de plano, con acierto; se 
confiará el cuidado y dirección de los intereses lo-
cales á funcionarios que, por pasar una gran parte 
del tiempo en trasladarse de unas á otras provin-
cias, sin permanecer en ningunas, por ocuparse 
más en las luchas políticas que en los negocios ad-
ministrativos, ó porque el entendimiento humano 
es limitado de suyo, no podrán materialmente cono-
cer y apreciar con acierto todos los intereses pues-
tos á su cuidado; se aumentarán prodigiosamente 
los medios corruptores en tiempo de elecciones ó de 
revueltas políticas, y se convertirán en instrumen-
tos de partido, los que debieran serlo de fomento y 
bienestar. Gracias á la centralización^ serán elegi-
dos Alcaldes, no los vecinos más aptos y probos en 
la Administración de sus pueblos^sino los más adic-
tos á la parcialidad reinante; se encomendará la di-
jeccion de intereses que nada tienen de políticos, no» 
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á los más dignos, sino á los más hábiles para ganar 
elecciones, y la Administración central será más ó 
mónos activa y más ó menos escrupulosa en el des-
pacho de los negocios locales, según la docilidad po-
lítica del pueblo interesado. 
La historia contemporánea de otras naciones en-
seña bien claramente que son tales los resultados 
del sistema administrativo que hemos llamado de 
los políticos. La Administración debe corresponder 
al estado de la sociedad, y como esta no se halla 
mecánicamente montada, con la exactitud y regu-
laridad de un reloj, aquella no puede tener la uni-
dad y precisión de ios movimientos de esta máqui-
na. Así es, que la centralización ha sido siempre 
un sistema pasajero con cuyo auxilio han prolon-
gado algo su vida los grandes imperios y los Es-
tados democráticos, mas no ha podido ser nunca un 
método estable y permanente de administrar. Los 
grandes imperios formados por las conquistas, com-
puestos de pueblos diferentes y de razas distintas, 
han tenido la centralización como único lazo de 
unión entre sus partes heterogéneas; gracias á este 
vínculo artificial, han podido conservarse algunos 
años más que los que habrían durado sin él, pero 
al cabo han sucumbido, abrumados por su propio 
peso. La Administración romana, en tiempo de los 
emperadores, es uno de los ejemplos de mayor cen-
tralización que nos ofrece la historia: en virtud de 
ella, se prolongó algún tiempo la dominación de 
Roma, pero al cabo se vió que aquella unidad arti-
ficial, que por la centralización tenia el imperio, era 
insuficiente para suplir á la homogeneidad natural 
que han menester las naciones. La centralización 
puede servir también de rémora y contrapeso á la 
democracia, en los países en que esta predomina, 
pero no sin que conduzca al cabo de algunos años, 
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á las utopias del socialismo, como luego veremos. 
Después de los economistas de la escuela liberal 
y de los políticos de la escuela ecléctica, vinieron 
otros estadistas medio filósofos, medio políticos que, 
reflexionando sobre la índole y recíproca combina-
ción de los intereses sociales, dijeron: No hay tal 
armonía natural entre estos intereses: lo único que 
hay en ellos es una relación necesaria de contradic-
ción, que mantiene entre las clases de la sociedad y 
entre sus individuos, una lucha encarnizada y desas-
trosa. Los intereses individuales abandonados á sí 
mismos, no producen más resultado que la anar-
quía, y por eso el objeto de la sociedad es armoni-
zarlos artificialmente, á fin de que de esta armonía, 
resulte la justicia en las relaciones sociales y la feli-
cidad de los pueblos. De aquí el socialismo en el 
Estado, como medio de regeneración universal. Y 
téngase entendido que cuando hablamos del socia-
lismo, no nos referimos á ninguna de sus escuelas 
en particular, sino á aquellos principios que son co-
munes á todas, cualesquiera que sean las aplicacio-
nes que de ellas haga cada una. 
Las leyes de la producción y distribución de la 
riqueza en la sociedad actual, conducen forzosamen-
te, según los socialistas, á la miseria del mayor nú-
mero y á la destrucción, más bien que al desarrollo 
de los intereses sociales. Examinando bien cada una 
de estas leyes, se ve en su concepto, que el resultado 
de su aplicación es siempre algún hecho injusto ó 
peligroso. Una de las principales es, por ejemplo, la 
que declara que con la división del trabajo, se au-
mentan y perfeccionan los productos, porque el há-
bito de hacer siempre una sola cosa sencilla en su 
elaboración, aumenta prodigiosamente la facilidad 
de ejecutarla. Pues bien; dividiendo y subdividien-
do demasiado las operaciones de la industria, el ira. 
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bajo de cada obrero queda reducido á una opera-
ción mecánica, que para nada necesita el ejercicio 
de las facultades intelectuales, que las embota con 
la inacción y que degrada y envilece á la persona. 
Luego el interés de aumentar la riqueza con la di-
visión del trabajo, es contrario al interés de los obre-
ros y de la clase trabajadora en general. 
Mas los socialistas, al indicar esta contradicción, se 
olvidan de que á medida que se dividen las opera-
ciones industriales, se van inventando nuevas má-
quinas conque ejecutarlas, y la parte de aquellas 
que se va sustituyendo con estas, es precisamente la 
más mecánica y material; de modo, que la acción 
del hombre se va empleando más cada dia, en la 
parte de las operaciones industriales que más nece-
sitan el auxilio del entendimiento. De lo cual resul-
ta, que á pesar de la división del trabajo, van sien-
do ménos materiales las operaciones del obrero, y 
por consiguiente, que este, en vez de degradarse y 
embrutecerse, se enaltece y se perfecciona. Luego 
no existe la contradicción que deploran los socia-
listas. 
Pero las máquinas, dicen estos reformadores, son 
otra de las pruebas de la actual contradicción entre 
los intereses sociales. Verdad es que las máquinas 
aumentan y abaratan los productos de la industria; 
pero cada una de las que se inventan deja en la mi-
seria muchos millares de individuos que quedan 
sin ocupación: y como el resultado de la maquina-
ria es disminuir más cada dia el número de opera-
rios, sin que por eso se disminuya la población, la 
consecuencia de este medio de producción es aumen-
tar el número de la gente ociosa y miserable, en be-
neficio del capitalista. 
Esta contradicción seria indudable, si la aplicación 
de la maquinaria no tuviese más resultado que dis-
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mimiir el costo de la producción; pero ofrece otros 
más importantes. Disminuidos los gastos de produc-
ción, se abaratan los productos; esta baratura los 
pone al alcance de una multitud de personas, que 
antes no podían disfrutarlos; crece el consumo, se 
multiplican los pedidos, se aumenta la producción; 
y como á pesar de las máquinas, no se pueden su-
primir todos los obreros en ciertas operaciones in-
dustriales, en ellas encuentran ocupación ios traba-
jadores que hablan quedado parados, á consecuencia 
de la máquina nuevamente inventada. Si una in-
dustria ocupa 100 brazos, en una producción como 
1.000, y se inventa una máquina, con la cual se sus-
tituye el trabajo de 60 brazos, el producto que antes 
valia 20, puede reducirse á 15; con lo cual, dupli-
cándose el consumo, se necesita una producción co-
mo 2.000, y por consiguiente, el empleo de las má-
quinas nuevamente inventadas, mas el trabajo de 
los mismos 100 hombres que antes de la invención 
se ocupaban. ¿Dónde está, pues, la contradicción en-
tre la producción por máquinas y el interés de los 
obreros? 
Esto no obstante, siguen los socialistas enume-
rando sus contradicciones y dicen: la libre concur-
rencia, ó la ley de la oferta y de la demanda, es la que 
determina en cada momento el precio de todas las 
cosas: este precio contiene la retribución y premio 
del trabajo, que pone el hombre en la producción de 
cada objeto; luego la recompensa del trabajador no 
es obra de la justicia, ni efecto de su inteligencia, 
ni de su aplicación, ni de ningún principio racional^ 
sino resultado de la arbitrariedad, del capricho y de 
las circunstancias. El hombre, obligado á ganar el 
sustento con el sudor de su frente, tiende á produ-
cir todo lo más que le sea posible, y no sabe el in-
feliz que mientras más produzca, ha de ser menor 
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el fruto de su trabajo, porque aumentará la concur-
rencia y hará bajar el precio de los artículos que 
fabrique, es decir, que perderá más cuanto más tra-
baje. Gracias á esta ley inflexible de la oferta y de 
la demanda, cuantos más hombres laboriosos haya 
en un país, tanto menor será la recompensa de cada 
uno; cuantos más sean los capitalistas que empleen 
sus fondos en empresas útiles, tanto menores serán 
sus beneficios respectivos, y, en una palabra, cuanto 
más se haga por aumentar la riqueza pública, mé-
nos provecho sacarán los que lo intenten, y más in-
justa y desproporcionada será la distribución de las 
ganancias. El fabricante medrará con la miseria del 
obrero: el obrero con la ruina del fabricante: el pro-
ductor hará buenos negocios, cuando los haga malos 
el consumidor: el consumidor no comprará ventajo-
samente, sino cuando el productor venda con pér-
dida, y así habrá desavenencia, oposición y guerra, 
no sólo entre las diferentes clases de la sociedad,, 
sino entre los individuos de cada una de ellas. 
Estas doctrinas económicas de la escuela socia-
lista, que recordamos sólo por vía de ejemplo, ado-
lecen del mismo vicio que las relativas á la división 
del trabajo y á las máquinas, esto es, de formarse, 
olvidando algunos de los elementos esenciales de la 
cuestión. Así es, que aunque la concurrencia deter-
mine en cada momento el precio de las mercancías, 
también entra por mucho en este cómputo, el costo 
de producción, el cual no suele ser obra del capri» 
cho, sino resultado del valor del trabajo, y éste del 
precio de los alimentos. Por otra parte, la concur-
rencia de un artículo es indicio casi siempre de la 
necesidad que hay de él, y esta necesidad no es 
tampoco cosa arbitraria. Por eso, el principio de que 
se trata, aplicado en toda su extensión, cura siempre 
los males pasajeros que causa. Si baja tanto el pre-
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ció de un artículo, que no cubre los costos de su 
producción, el que lo tiene lo conserva mientras pue-
de, con la esperanza de que suba su valor; y de este 
propósito que hacen todos ó la mayor parte de los 
tenedores, resulta la disminución de la oferta, y por 
consiguiente la subida del precio. Solamente tarda 
más en restablecerse el nivel, cuando se trata de 
algún objeto que no se puede conservar sin daño; 
pero también sube el precio cuando, á consecuencia 
de la baratura de la mercancía, se haya extendido 
su consumo y disminuídose simultáneamente su 
producción. De modo que la recompensa del traba-
jo, aunque sujeta á vicisitudes inevitables y mo-
mentáneas, tiene una medida normal en la dura-
ción del trabajo mismo. Las circunstancias alteran 
excepcionalmente y de una manera sensible la justa 
distribución de los productos sociales; pero esta mis-
ma alteración restablece pronto el nivel perdido. 
Aún es menos cierto que haya contradicción en-
tre el interés individual que impulsa á producir 
mucho y el resultado de esta producción. Verdad 
es que baja el precio de una cosa, cuando se produ-
ce en más cantidad que la que se necesita, pero sea 
porque pocos trabajan todo lo que pueden, ó porque 
todos procuran producir sólo lo que creen vender, 
el interés del productor no es racional, sino en tanto 
que aspira á lo posible. Este interés consiste, no 
sólo en trabajar mucho, sino también con utilidad. 
E l hombre para vivir, no está condenado á trabajar 
más de lo que puede, ni en un sólo género de in-
dustria; y no cumple su destino, si no procura tra-
bajar en lo que mejor sepa y de lo que saque más 
provecho: sólo de este modo, será tanto más rico 
cuanto más produzca. Producir objetos que no cu-
bren los costos de la producción, es lo mismo que 
trabajar en cosas que no prestan al hombre ningún 
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servicio ni utilidad. En cuanto á la contradicción 
entre los intereses de las diferentes clases sociales, 
ya liemos dicho bastante al principio de este estudio. 
_ Mas los socialistas preocupados de estas contra-
dicciones y juzgándolas remediables, por atribuir-
las á la organización social, creen posible un siste-
ma que haga desaparecer todos los males que de-
ploran. Tales contradicciones, dicen, son el resulta-
do del predominio que ejercen en nuestra sociedad, 
los intereses individuales sobre el interés colectivo, 
predominio injusto y anárquico, que sacrifica el de-
recho y la conveniencia del mayor número, al ca-
pricho ó la codicia de pocos, que si aumenta la r i -
queza de la nación, es á costa de la pobreza de la 
mayoría de sus individuos, que roba al trabajador 
la recompensa que merece, premiando al capitalista 
con más de lo que necesita y de lo que justamente 
se le debe, y que engendra el egoísmo, da pábulo á 
todas las pasiones anti-sociales, produce la miseria 
y provoca los crímenes. Siendo esto así, a fía de la 
utopia, es necesario organizar y dirigir los intere-
ses individuales, bajo la ley del interés colectivo, 
sustituir este á aquellos y producir artificialmente 
el fenómeno, que no ofrece de suyo la naturaleza. 
Búscase, pues, una organización para los intereses 
individuales, en la cual no puedan estos tener otro 
desarrollo, ni seguir otra dirección, que la que sea 
compatible con la conveniencia común, bajo el pun-
to de vista de cada uno. Esta organización no pue-
de venir sino del Estado, ni puede imponerse sin la 
coacción. El Estado no puede organizar bien un ser-
vicio, como no lo dirija por sí mismo; de cuyas pre-
misas se sigue la necesidad de un sistema de cen-
tralización administrativo, en el cual se convierta el 
Gobierno en gerente de los intereses de cada uno y 
los individuos en pensionistas y obreros del Estado. 
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Aún se puede llegar al mismo sistema ú otro pa-
recido, sin necesidad de remontarse á tan alto ori-
gen: basta tomar por base la centralización, según 
se entiende y practica hoy en algunos países. Dicen 
los políticos que la industria nacional tiene derecho 
á ser protegida con prohibiciones, es decir, asegu-
rándose á los fabricantes la venta de sus artículos 
por un precio que les deje una ganancia capaz de 
servirles de estímulo. Siendo esto así, no sabemos 
por qué no han de tener derecho los trabajadores á 
que se les asegure el trabajo y un. precio tal por sus 
jornales, que les estimule también á trabajar. La 
utilidad en el precio de venta es el jornal del fabri-
cante, así como el jornal es la utilidad del obrero: 
¿por qué razón ha de asegurarse al uno con prohi-
biciones; y no al otro con la ley de la tasa y la del 
derecho al trabajo? ¿Es por ventura mónos legítimo 
el salario que gana un menestral con el sudor de su 
frente, que la utilidad que reporta un labrador ó un 
fabricante de su capital y de su industria? Sostienen 
también los políticos que la Administración debe 
velar por los intereses de todos y de cada uno, pre-
caviendo y enmendando nuestros errores, diciéndo-
nos el tiempo que hemos de trabajar, procurándo-
nos buenos espectáculos que nos diviertan, asegu-
rándonos la baratura de ciertos artículos que pu-
dieran escasear, quitándonos de la vista las tenta-
ciones que pudieran inducirnos á hacer malos 
negocios, y cuidándonos, en suma, como un buen 
padre de familias. A lo cual contestan los socialis-
tas: ¿pues antes que todos estos intereses, no está 
el derecho á la vida, y por consiguiente al trabajo, 
que es el único medio de sustentarla? Si la Adminis-
tración debe á los individuos todos aquellos servi-
cios ¿cómo no ha de deberles el de alimentarlos 
cuando lo necesiten? 
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Así, pues, la tasa de los jornales y el derecho al 
trabajo son consecuencias lógicas de la centraliza-
don exagerada j conducen derechamente al socia-
lismo. El derecho al trabajo no puede realizarse, sin 
que el Estado ofrezca ocupación á todo individuo 
ocioso, y por consiguiente, sin una industria nacio-
nal de todas especies, dirigida por el Gobierno, y que 
haga la competencia á la industria privada. En esta 
competencia, suponiendo que los talleres nacionales 
se organicen como es necesario, para que cumplan 
su objeto, sucumbiría necesariamente la industria 
privada, de lo cual resultarla que la miseria iria 
obligando á todos á hacerse trabajadores del Esta-
do, y llegaría un dia en que la nación se compusiese 
sólo de proletarios. 
En este sistema de centralización socialista mue-
ren el interés y la libertad del individuo, para dar 
paso á la acción del Estado y el interés colectivo. 
Todo lo ha de hacer el Estado; el individuo cumple 
con desempeñar la tarea, que el mismo le señale; la 
ciudad es un monasterio. La Administración recoge 
al niño al nacer y le cria en un establecimiento co-
mún: á la edad conveniente descubre su inclinación, 
y en consecuencia de ella, le enseña lo que debo 
saber: más tarde le destina á la profesión que le 
conviene. Cada individuo ó cada familia recibe del 
Estado las cosas que há menester, para satisfacer 
todas las necesidades de la vida, en cambio de su 
trabajo. La Administración se encarga de curar á 
los enfermos, de consolar á los tristes con divertidos 
espectáculos, de satisfacer con bibliotecas suntuo-
sas á los aficionados á la lectura, y de proporcionar 
todos los placeres del cuerpo y del espíritu. Nadie 
tiene que pensar en sí mismo ni en su familia: el 
Gobierno piensa y obra por todos. ¡Qué estado tan 
feliz! 
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Si, ménos optimistas, nos contentamos con un 
estado ménos perfecto, nos ofrecen los reformadores 
una sociedad, cuya administración se encargue de 
proporcionar trabajo y jornal á todos los que lo ne-
cesiten, de fijar el precio de las tierras, de los ar-
rendamientos, de los salarios y de los artículos de 
primera necesidad, de abrir un crédito sobre los r i -
cos á todos los jornaleros, que descontentos de su 
condición, aspiren á la de empresarios de industria, 
de escribir libros y periódicos oficiales que instru-
yan á los ignorantes y entretengan á los ociosos^ 
una Administración, en suma, que por medios in-
geniosos, distribuya los productos de la riqueza pú-
blica, según las necesidades y merecimientos de 
cada uno. 
A semejante organización de los intereses indivi-
duales corresponde en los intereses locales, una cen-
tralización fuertísima, ó más bien puede decirse que 
en este sistema, no existen tales intereses; porque si 
el Estado provee por sí á todas las necesidades del 
individuo ¿con cuánta más razón no proveerá tam-
bién á las de la localidad? Así los socialistas orga-
nizan el Estado á su manera, teniendo únicamente 
en cuenta la necesidad de igualar las condiciones y 
de repartir, vcon igualdad entre todos, los goces y los 
placeres, y para conseguirlo, no reparan en obstá-
culos; los derechos individuales, los intereses loca-
les callan y desaparecen ante esta suprema nece-
sidad. 
Tales son los principios fundamentales de los tres 
sistemas que dividen hoy el campo de la ciencia de 
la Administración. Nos hemos limitado á bosquejar-
los sucintamente, porque si hubiéramos de exponer-
los con alguna extensión, y de determinar sus apli-
caciones, necesitaríamos muchos volúmenes. La di-
ferencia esencial entre ellos y de donde nacen 
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todas las otras, consiste, como se ha visto, en la 
manera de resolver el problema de la competencia 
administrativa. ¿Hasta qué punto debe intervenir el 
Estado en la dirección y manejo de los intereses 
sociales, ó más bien^ cuáles deben ser los límites de 
la centralización administrativa? Según los econo-
mistas, el Estado debe dirigir por sí los intereses 
generales: limitar su intervención en el manejo de 
los intereses locales, á impedir que se sacrifiquen 
los de las generaciones futuras á los de la presen-
te, y á que se dirijan estos mismos intereses locales 
con menoscabo de los generales: y proteger por me-
dios indirectos y sin ninguna especie de coacción, 
los intereses individuales. Según los políticos, debe 
el Estado, no sólo dirigir los intereses generales, 
sino intervenir muy principalmente en los locales y 
dar á los individuales el impulso que baste, para 
precaver y corregir sus extravíos. Según los socia-
listas, todos los intereses, así los generales como los 
individuales y los locales, deben ser dirigidos por el 
Estado. El primero de estos sistemas es insuficiente 
para precaver las crisis accidentales que suele su-
frir la sociedad: el segundo no mejórala administra-
ción local, n i garantiza su buen desempeño y con-
duce al socialismo: el tercero lleva necesariamente 
á la disolución social, ó al más opresor de todos los 
despotismos. 
I I . 
LA UNIDAD POLÍTICA Y LA CENTRALIZACION ADMINISTRATIVA. 
No hace muchos años oíamos clamar á todos por 
la centralización del poder, y atribuir á la falta de 
este eficacísimo elemento de gobierno, la mayor parte 
de los males y desventuras que sufría nuestro país. 
¿Cómo queréis que haya órden, se decia, cómo que-
E«t. jn idd. -T. n. 17 
258 B I B L I O T E C A J U D I C I A L . 
reis que haya regularidad en la marcha de las insti-
tuciones y progreso en la Administración, si carece-
mos de unidad y centralización, así en el órden 
político, como en el económico, en el judicial como 
en el administrativo? Pero de algún tiempo á esta 
parte ha cesado casi de repente este clamor; á la 
queja del malestar ha sucedido primero el silencio 
de la esperanza, después el vago rumor de la duda; 
y, por último, la amargura del desengaño. Ya no se 
pide más centralización; ya se cree, por el contrario, 
que tenemos demasiada; se deploran sus natura-
les inconvenientes, y se temen otros más graves 
en el porvenir. Y no son solamente ciertos partidos 
políticos los que piensan así, sino los hombres más 
extraños á ellos, los que viven lejos del centro en que 
se lucha por el poder; los que ó no sienten ya ó no 
han sentido nunca el ardor de las pasiones políticas 
y miran la cuestión de que tratamos bajo su aspec-
to puramente administrativo y de conveniencia ge-
neral. 
¿Cómo explicaremos este fenómeno? ¿Deberemos 
calificarlo como una mera veleidad de la opinión 
pública? ¿No habrá nada de cierto en el juicio de 
antes? ¿No habrá nada de verdad en la opinión de 
ahora? A ambas preguntas no dudamos en respon-
der con una negativa. Faltaba centralización antes; 
sobra centralización ahora; pero ni ahora ni antes, se 
ha realizado la unidad tan necesaria para que aque-
lla sea provechosa y conveniente. Lo que sí ha su-
cedido con frecuencia, es confundir la unidad con la 
centralización, siendo por su naturaleza y condicio-
nes, cosas tan diferentes. 
La unidad es un elemento de vida y de fuerza en 
las naciones, que las conserva, las vivifica y las hace 
progresar. En el órden moral hay unidad de creen-
cias, de ideas morales y de costumbres; en el órden 
E S T U D I O S JURÍDICOS. 259 
económico hay unidad de intereses; en el orden po-
lítico hay unidad de gobierno, de instituciones y de 
derechos; en el órden administrativo hay unidad en 
el modo de administrar los intereses públicos, de 
impuestos, de moneda y de pesos y medidas; en el 
•órden legal hay unidad de leyes civiles y penales, 
de derechos y deberes civiles 3^  de administración de 
justicia. A. la realización, en lo posible; de estas di-
versas unidades, que juntas formarían una grande 
y bella unidad social, deben encaminarse pacífica y 
lentamente los esfuerzos de los gobiernos, y á ella 
tienden todos en verdad, unos con más energía que 
otros, arrastrados por un impulso secreto de la civi-
lización hácia aquel fin. 
Pero no hay que confundir esta gran unidad ni 
ninguna de las unidades, que son sus elementos 
constitutivos, con lo que llamamos centralización 
del poder, que puede existir independientemente de 
ellas. La centralización consiste en reunir en una 
sola autoridad un número crecido de atribuciones; 
la unidad consiste en que se ejerzan estas atribucio-
nes de una manera uniforme y constante, sin distin-
ción de lugar ni de tiempo, ya sea por una ó ya por 
muchas autoridades. En un país en que no haya 
unidad en el órden moral, en el político, en el eco-
nómico, en el administrativo, ni en el judicial, pue-
de, sin embargo, haber monopolizado una sola per-
sona el ejercicio de toda la autoridad pública, esta-
bleciendo así una gran centralización. En otro país 
donde haya gran unidad moral, política, legal y 
administrativa, puede tener la autoridad central 
pocas atribuciones, por estar distribuida una gran 
parte del poder público entre muchas autoridades 
locales. 
De la primera combinación es ejemplo irrecusable 
«1 imperio romano. Ninguno otro de los antiguos ni 
260 B I B L I O T E C A J U D I C I A L . 
de los modernos ha tenido ménos unidad, ninguno 
tampoco ha tenido más centralización. El imperio 
romano tenia súbditos que profesaban casi todas 
las religiones, y hablaban casi todas las lenguas co-
nocidas en el orbe; que se diferenciaban profunda-
mente en costumbres y en intereses; que aunque re-
conociendo todos á un mismo señor, se gobernaban 
por instituciones distintas, usaban pesos y monedas 
diferentes, pagaban desigualmente los impuestos, y 
hasta obedecían á leyes diversas. Una ciudad era 
colonia, otra hacia parte del territorio del imperio, 
aquella era meramente tributaria; aquíhabia muni-
cipio, allá convento jurídico; una ciudad gozaba el 
privilegio de batir moneda, otra se regia por leyes es-
peciales y todo era variedad y confusión en las insti-
tuciones. Pero al mismo tiempo ¡qué centralización 
tan poderosa la del imperio, cuando los emperadores 
monopolizaron en su persona y reunian en su mano 
todos los poderes públicos! En ellos residían el sa-
cerdocio y el imperio, la facultad de hacer las leyes 
y la de ejecutarlas, el poder judicial y el administra-
tivo; ellos eran verdaderos señores de vidas y ha-
ciendas, dueños absolutos del imperio en general, y 
de cada pueblo y persona en particular, ejerciendo 
esta autoridad omnímoda por sí, ó por medio de sus 
delegados, según cumplía mejor á su capricho; pero 
con tan ilimitado poder ¡qué inmenso caos de cos-
tumbres diversas, de leyes diferentes, de religiones 
distintas, de intereses contrarios y de instituciones 
antitéticas! 
La Grecia, al contrario, ofrece un ejemplo de uni-
dad sin centralización- No hay necesidad de recor-
dar su historia, ni la índole de su gobierno, para 
que el lector comprenda á primera vista, cómo 
aquella nación pudo gobernarse y progresar durante 
muchos años, bajo el influjo de unas mismas leyes, 
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unas mismas instituciones administrativas y políti-
cas y una potestad central poco poderosa. 
Pero aunque la unidad y la centralización sean 
cosas distintas y puedan existir separadamente, no 
por eso deja de haber íntima relación entre am-
bas, ni de ejercer notable influencia una sobre otra. 
Así la unidad suele traer y allanar el camino á la 
centralización, pues de la uniformidad en el modo 
de ejercer los poderes públicos, se sigue naturalmen-
te la reducción del número de sus depositarios. 
También la centralización se lia empleado mu-
chas veces, como remedio contra la falta de unidad, 
como lazo de unión entre los elementos heterogé-
neos de una sociedad, que no está unida por otros 
vínculos que los de la fuerza ó los del acaso. Tal fué 
la centralización en el imperio romano; un medio 
ideado por los emperadores para dar unidad y co-
hesión á los diversos y lejanos pueblos que forma-
ban aquella vastísima monarquía; un modo de su-
plir la falta de homogeneidad entre los varios ele-
mentos constitutivos de aquella sociedad artificial; 
un expediente para mantener la dominación de Roma 
sobre los muchos y variados países que habia suje-
tado con la fuerza de sus armas. Pero la fuerza de 
las cosas fué más poderosa que el ingénio de los 
hombres: y como sin unidad no son duraderos los 
imperios, el lazo artificial de la centralización fué 
insuficiente con el tiempo para suplir la falta de 
aquella condición; el Imperio romano cayó abruma-
do bajo el peso de su propia grandeza, saltando en 
mil pedazos, apenas se quebró el aro de hierro que 
mantenía juntas, pero no unidas, sus infinitas pie-
zas. El Estado ha de ser como una máquina, en que 
haya diferentes resortes perfectamente combinados 
entre sí, para que por su propia acción, mantengan 
y regularicen el movimiento, sin que el maquinista, 
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que es la autoridad central, tenga otra cosa que lia-
cer, dado el impulso, más que vigilar la marcha de 
la máquina, evitar y corregir sus descomposiciones 
y mantener el equilibrio de las diferentes fuerzas-
que obran en ella. Si en vez de esta tarea, se impone-
ai maquinista la de dar movimiento y dirección 
con sus propias manos á cada uno de los resortes 
que carecen de combinación, la marclia será más-
lenta, el resultado menos perfecto, y la menor dis-
tracción, el más ligero descuido del maquinistay 
producirá el desarreglo general de todas las piezas 
ó la completa suspensión de su curso. 
No puede negarse, sin embargo, que la centrali-
zación sostenida mucho tiempo, ha producido á ve-
ces cierta unidad. Ejemplo de ello fué España bajo 
la monarquía visigoda. La conversión de Recaredo-
al catolicismo, al mismo tiempo que un vínculo 
moral, fuertísimo, entre la raza conquistadora y con-
quistada, dió origen á una centralización vigorosa 
de todos los poderes públicos. Desde entonces, más 
que nunca, residió toda la autoridad en el rey y en 
la iglesia, siendo sus únicos, agentes los obispos y 
los condes, como delegados del monarca ó de los 
concilios. Las dos razas se mezclaron y confundie-
ron hasta cierto punto, por el matrimonio: el tiempo 
borró los recuerdos de la usurpación de la conquista: 
los godos, por razón de su origen, y los españoles 
por medio del sacerdocio, tuvieron parte en el po-
der, y así en los últimos años de aquella monar-
quía, creemos que habia en España cierto grado de 
unidad, debido exclusivamente á la centralización. 
Mas no olvidemos que este fenómeno no se verificó, 
sino á costa de grandes sacrificios, que tuvieron 
sobre el porvenir una influencia funestísima. Godos 
y romanos se hicieron unos: suevos, astures, carpe-
tanos, turdetanos entraron en cierta mancomunidad 
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de costumbres y de leyes, de religión y de institu-
ciones; pero todos también perdieron casi al mismo 
tiempo el sentimiento de su nacionalidad y de su 
independencia; todos confiaron ciegamente su des-
tino á la autoridad central, que se babia encargado 
de gobernarlos y de dirigirlos, ó más bien, cada uno 
concentró en sí mismo y en su hogar, el amor que 
antes tuviera á su tribu y á su escaso territorio; y 
cuando los moros. se presentaron en la frontera á 
pelear con D. Rodrigo y sus huestes, casi todos di-
jeron «qué nos importa: combatan en buen hora 
nuestros señores, que nosotros no hemos de derra-
mar nuestra sangre por defender lo que no es 
nuestro.» 
La buena centralización ha de ser hija de la uni-
dad, y no la unidad fruto de la centralización. La 
razón y la historia enseñan, que tanto más dispues-
to se halla un pais á la centralización del poder, 
cuanto más unidad tiene en él el órden moral, el 
legal, el político y el económico; y que, por lo tanto, 
no todas las naciones consienten el mismo grado de 
centralización. Cuanta mayor unidad haya en el 
modo de ejercer los poderes públicos, tanto más fá-
cil será concentrar en pocas manos su ejercicio. 
Pero cuando el ejercicio de aquellos es vário y dife-
rente, no sólo por razón de la índole de cada uno, 
sino también por la de las personas y la del territo-
rio; cuando las costumbres, los intereses, las institu-
ciones, las leyes son distintas en cada lugar, la cen-
tralización ó es imposible ó supone un régimen 
absurdo de violencia y de despotismo. Cuando esto 
sucede, no hay entendimiento humano que pueda 
abarcar tantas ideas y noticias como son necesarias 
para gobernar tales pueblos, ni hay voluntad, por 
enérgica que sea, capaz de semejante esfuerzo, y lo 
que sucede es que, ó se confia á manos muy subal-
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ternas el gobierno del Estado, ó se perjudican los 
intereses públicos, imprimiendo á la Administración 
una marcha lenta y perezosa. Pero establézcase la 
centralización en el grado que permita la unidad de 
cada país, y se verá cómo no se tocan los mismos 
inconvenientes. Entonces cada autoridad será apta 
para el desempeño de sus respectivas atribuciones, 
la sociedad marchará por sus fuerzas propias, los 
poderes públicos ejercerán su acción, sin violencia 
y con acierto, y no será de temer un estallido en la 
máquina del gobierno. Así, pues, la unidad es con-
dición precisa de la centralización; y como cada Es-
tado tiene un grado de unidad diferente del de los 
demás, á cada uno debe corresponder un grado de 
centralización distinta. Y como mientras más ex-
tensos y populosos son los Estados, suponen menos 
homogeneidad de ideas, costumbres, intereses é ins-
tituciones, también suelen permitir en la misma 
proporción que se centralice más ó menos el poder 
público. Sin embargo, en los grandes imperios es 
donde se han hecho los mayores esfuerzos para es-
tablecer la centralización, lo cual proviene, como ya 
hemos indicado, de que en ellos es donde más co-
munmente se ha tratado de suplir con este remedio 
artificial, la falta de unidad de todas especies. 
Esta unidad tan indispensable para la duración 
de ios imperios es hija casi siempre de la naturale-
za y de la historia, y pocas veces de la ley y de la 
voluntad del hombre. Allí donde la naturaleza ha 
puesto un sólo clima y hace producir á la tierra fru-
tos semejantes, y cria hombres de un mismo color 
y les da necesidades idénticas y medios iguales 
para satisíacerlas, la unidad social no está lejos de 
manifestarse. Allí donde se juntan hombres de una 
misma raza, con unas mismas costumbres, con tra-
diciones idénticas, con ideas é intereses análogos. 
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allí nacen instituciones homogéneas y una vasta 
unidad social, que permite establecer sin esfuerzo 
una centralización poderosa. De lo contrario, rara 
vez puede suplir el arte lo que no han hecho la na-
turaleza ni la historia. 
Supuesta la verdad de estos hechos, no debemos 
extrañar que en España haya faltado centraliza-
ción en el grado conveniente ¿Cómo habia de ha-
berla en un país que carecía de unidad? ¿Ni cómo 
habia de haber unidad, si la naturaleza y la histo-
ria se habían puesto como de acuerdo para negárse-
la? La variedad es el carácter distintivo de nuestra 
tierra, y por eso, antes de la conquista de ios roma-
nos, España no era una nación, sino el conjunto de 
varios pueblos, cada uno de los cuales tenia sus le-
yes, sus costumbres, su idioma y su gobierno pro-
pio. Roma hizo con ellos el primer ensayo de cen-
tralización: los godos hicieron el segundo, porque 
tal es la tendencia de toda civilización; pero luego 
vino la conquista de ios sarracenos, la cual fué en 
nuestro juicio, y á pesar de cuanto se haya dicho en 
contrarío, un verdadero retroceso en la marcha de 
la humanidad. Entonces desapareció en España 
toda especie de unidad y de centralización. Los con-
quistadores no pudieron establecer una ni otra, por-
que aunque profesaban la misma ley, pertenecían 
á razas diferentes y aun enemigas entre sí, y por-
que á pesar de su reconocida tolerancia con los 
conquistados, y de los ocho siglos de su dominación, 
nunca se mezclaron con ellos hasta el punto de for-
mar todos un mismo pueblo. Así nuestro territo-
rio estuvo dominado por jefes independientes en-
tre sí, ya de hecho ya de derecho, los cuales presi-
dian otros tantos reinos ó Estados diferentes. Los 
cristianos llamados muzárabes, por permanecer en 
el territorio dominado por los moros, conservaron 
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sus leyes y costumbres, su religión, su cuito y hasta, 
sus autoridades especiales con el nombre de con-
des (1). Los pocos godos que protestaron en Astú-
rias en nombre de la religión y de su independen-
cia, coutra la iniquidad de la conquista, no formaron 
un pueblo ni una nación, sino al cabo de muchos 
años. Los primeros reyes de Astúrias no fueron 
más que nobles y esforzados partidarios de una 
causa santa^ pero entonces impotente. Todo pereció 
en aquella inmensa catástrofe: sólo se salvó una 
cosa, por fortuna, bastante grande por sí misma, 
para suplir con el tiempo, la falta de las demás y 
servir de lazo de unión entre los miserables venci-
dos. El amor á la religión, que permaneció vivo y 
radiante en el pecho de los cristianos, les impulsaba 
secretamente á sacudir el yugo de los dominadores, 
y les sirvió de vínculo de unión y de esperanza para 
la grande obra de la reconquista. 
Pero durante ella no resucitaron ya los godos que 
habían sucumbido para siempre en Guadalete: se 
formó sí un pueblo nuevo, que no conservó del an-
tiguo sino la religión y algunas pocas tradiciones. 
Este pueblo no se llamó ya godo ni romano, sino 
cristiano, cuando se trataba de diferenciarlo de los 
(1) Aunque no han quedado muchas noticias acerca de 
la organización de los muzárabes que vivian bajo la domina-
ción de los moros, se sabe lo bastante para poder asegurar 
que no se fundieron nunca las dos razas conquistadora y con-
quistada. Dentro de los mismos pueblos habia variedad de 
religión, de leyes y de costumbres. Los cristianos conservaron 
muchas de sus iglesias donde, pagando el tributo que les ha-
bia sido impuesto, practicaban á puerta cerrada todas las ce-
remonias del culto. Tenian condes y censores que juzgasen sus 
pleitos. Los censores eran nombrados por los mismos cristia-
nos y ejercian su jurisdicción en los pueblos pequeños: los 
condes no sabemos ciertamente por quién eran nombrados, 
pero sí que los habia en las ciudades y grandes poblaciones. 
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conquistadores, j astur, leonés, castellano ó vascon, 
aragonés ó catalán, según el territorio que ocupaba. 
Todo se sacrificó á las necesidades de la guerra, y 
como esta se hacia por el país y para el país, es clara 
que en cualquier sistema de organización social que 
se estableciese, la autoridad no podia centralizarse, y 
era, por el contrario, una necesidad distribuirla en el 
mismo país que la creaba y la defendía con su san-
gre. De aquí el predominio del sistema foral y la 
concesión de privilegios y exenciones personales, la 
división del territorio en monarquías independien-
tes, el feudalismo á medias; la falta de unidad en las 
costumbres, en el idioma, en el órden político, eco-» 
nómico, legal y administrativo, y la completa des-
centralización del poder. 
Desde los Reyes Católicos y aun antes, las leyes, 
las guerras y los tratados lian tendido á poner ór^ 
den en este cáos inmenso, estableciendo en lo po-
sible, la unidad, con la fuerza de la centralización. 
Los antiguos reinos de España se reunieron baja 
una misma corona, pero continuaron rigiéndose 
por diversas leyes ó instituciones, y teniendo distin-
tas lenguas y costumbres y no siempre los mismos 
intereses. La autoridad del poder central fué cre-
ciendo con el tiempo, á costa de los fueros y privi-
legios locales, y á veces, hasta se llevó al último ex-
tremo la potestad soberana, para dirigir y reglamen-
tar las acciones más individuales é indiferentes de 
la vida. Pero nótese bien que la variedad de institu-
ciones y de costumbres permaneció en todo aquella 
que no menguaba la potestad del monarca; de moda 
que la falta de unidad subsistió, á pesar de la cen-
tralización. 
Hay una ley en el Fuero Viejo de Castilla que 
indica claramente cuáles eran los límites de la au-
toridad central antes délos Reyes Católicos. Cuatro 
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son, según esta ley, los atributos esenciales de la 
soberanía: «justicia, moneda, fonsadera et suos yan-
tares (1).> La justicia era el derecho de administrar-
la en última instancia, en los lugares de señorío, 
abadengo y behetría, y en primera directamente ó 
por medio de delegados, en los lugares de realengo. 
Moneda era el derecho de batirla, que el rey no 
compartía con ningún otro señor territorial vasallo 
suyo, por grande y poderoso que fuese. Fonsadera 
era el derecho que tenian los reyes para exigir de 
sus vasallos que acudiesen á su llamamiento á 
la guerra, con el número .-de lanzas ó peones que 
debiese cada uno, según las tierras que poseyesen 
en feudo ú honor (2), así como el derecho de cobrar 
una contribución en metálico ó en especie, de los 
que estaban exentos de aquel servicio. Yantares, 
por último, se denominaba la obligación que tenia 
todo vasallo de dar alojamiento j comida al rey y 
á los que le acompañaban, cuando pasaban por su 
respectivo pueblo. l i é aquí todas las atribuciones 
de la autoridad central en aquellos remotos tiempos. 
Fuera de ellas, todas las demás indispensables para 
el gobierno de los pueblos, se ejercían por los pue-
blos mismos ó por los señores feudales, según los 
territorios. La justicia se administraba en primera 
(1) Fuero Viejo, ley 1.a, tít. l.o, lib. I.0 
(2) Sabido es que en la Edad Media, se poseian las tierras 
por dos títulos, por juro de heredad, ó en honor. Las prime-
ras eran aquellas sobre las cuales se tenia propiedad absolu-
ta, pudiéndose disponer de ellas en vida ó para después de 
la muerte. Las segundas eran las que el rey daba á alguno, 
para toda su vida, con la condición de prestarle por ellas, 
cierto servicio, esto es, acompañarle á la guerra en persona 
y con hombres y caballos, en el número que se estipulaba. 
Muerto el poseedor, el rey podia dar esta tierra á quien qui-
siese, con las mismas ó distintas condiciones. 
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instancia por jueces elegidos por los vecinos ó nom-
brados por los señores. Los Ayuntamientos cuida-
ban de todo lo concerniente á la policía municipal. 
Los señores y las ciudades se hacian la guerra en-
tre sí, y aun se la declaraban ai rey, sin obrar por 
eso contra derecho. Los ricos-hombres se desnatura-' 
llzában cuando les parecía, por cuyo medio, devol-
viendo al monarca las tierras y castillos, que de él 
hubieran recibido en honor, y saliendo de su reino, 
quedaban libres de toda obediencia y con derecho 
para hacerle la guerra (1). No se consideraba el ter-
ritorio como verdadera propiedad nacional, pues 
como todo él habia sido conquistado, debia haber 
sido distribuido según la costumbre del tiempo, esto 
es, el quinto para el rey y el resto para los conquis-
tadores; y la tierra que era del rey, ó la poseía éste 
por sí, aprovechándose de todos sus frutos, ó la 
daba como hemos dicho, en honor á alguno de sus 
vasallos, es decir, con la obligación de hacer por 
ella algún servicio. Entre tanto el derecho penal, el 
civil y el administrativo, no solamente variaban de 
provincia á provincia, sino también de pueblo á 
pueblo; y en suma, no se conocía ai monarca sino 
por la moneda que batía, por las sentencias que al-
guna vez dictaba en apelación, cuando personal-
mente iba á buscársele á su corte, para que hiciera 
justicia, por las contribuciones que exigía y por sus 
llamamientos á la guerra. 
(1) La desnaturalización se verificaba despidiéndose el 
rico-hombre del rey y entregándole los castillos y tierras que 
tenían por su merced. Para verificarlo así, se daba primero 
al rico-hombre un plazo de treinta dias, después otro de nue-
ve, y, por último, otro de tres, en cuyo tiempo podían salir 
del reino con toda seguridad, él y los suyos, y quedaba libre 
para servir á quien quisiere, sin nota de haber faltado á 1» 
obligación del vasallaje. 
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^ Lo dicho basta para comprender cuán difícil ha-
bia de ser introducir la unidad y el órden, en una 
nación organizada de aquella manera. Don Alfonso 
el Sábio procuró establecer la unidad en la legisla-
ción, uniformando en cuanto lo permitía la resisten-
cia de los privilegiados, el derecho civil y penal; y 
aunque sus esfuerzos dieron por el pronto poco fru-
to; fueron fecundísimos en lo venidero (1). 
Los Reyes Católicos y Cárlos I trataron de esta-
blecer la unidad política, regularizaron y centrali-
zaron en cuanto pudieron, la administración de 
justicia (2), ejercieron ampliamente y más allá de lo 
(1) Este monarca publicó, como es sabido, el Fuero Real, 
con objeto de darlo como fuero especial á todos los pueblos 
de sus dominios, preparando así el camino á las Partidas y 
sustituyendo el derecho privilegiado con el derecho común. 
Pero los nobles y ricos-hombres se sublevaron contra Don 
Alfonso, entre otras causas, por suponer que el Fuero Beal 
derogaba una parte de sus inmunidades contenidas en el 
Fuero Viejo y los sujetaba á la misma ley que el común de los 
vasallos. El rey cedió á las amenazas de la nobleza, y aunque 
sus obras de legislación quedaron como monumentos glorio-
sos de su sabiduría y de la de su época, no lograron por el 
pronto establecer unidad y ni aun siquiera semejanza en el 
derecho. Más tarde sí contribuyeron algo estas mismas obras 
é. poner cierto órden en ei inmenso caos de las leyes. 
(2) Para uniformar la administración de justicia se esta-
blecieron en aquel tiempo Corregidores, que eran Jueces de 
primera instancia, ^ om brados por el rey y que ejercían la ju-
risdicción como delegados suyos, en lugar de los Jueces nom-
brados por los pueblos que había antes. Pero como si esto se 
hubiera hecho por medida general y por la sola voluntad del 
monarca, se habría considerado como una usurpación de los 
derechos populares, no se daban corregidores más que á los 
pueblos que los pedían, es decir, á los que renunciaban en el 
soberano el derecho de nombrar sus justicias. Con el mismo 
fin de uniformar la justicia en lo penal, y de corregir los abu-
sos que resultaban de que cada pueblo castigase á su manera 
á los criminales, estableciéronlos Eeyes Católicos la, Santa 
hermandad, que. ejercía una jurisdicción independiente de 
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justo y de lo necesario á veces, atribuciones admi-
nistrativas en todo lo concerniente á la protección 
de la industria y del comercio (1), y mantuviéronla 
unidad religiosa con el establecimiento de la inqui-
sición y la expulsión de los judíos; si bien sacrificando 
para ello otros muy respetables intereses. Felipe I I , 
siguiendo el pensamiento de sus predecesores, dió 
un paso más hácia la unidad política, aboliendo los 
fueros de Aragón, en todo lo que se oponían á ella 
y al pleno ejercicio de la autoridad soberana; defen-
dió la unidad religiosa contra el peligro de las nue-
vas doctrinas protestantes, ó hizo lo posible para 
centralizar en su persona toda la potestad adminis-
trativa. Los monarcas posteriores, con más ó menos 
fortuna, aspiraron al mismo fin; mucho adelanta-
ron, ciertamente, pero cuánta resistencia debieron 
encontrar en su camino, cuando á la muerte de Fer-
nando V I I distaba tanto aún esta nación de la unidad 
tan apetecida. En esa época tan reciente, era todavía 
España un país donde además de hablarse, como 
hoy, distintos idiomas, reglan diferentes institucio-
nes civiles y administrativas, se pagaban desigual-
mente los impuestos, dominaban diversas leyes eco-
nómicas, y todo esto habia engendrado las costum-
bres más contradictorias. En medio de este desór-
todo fuero local, sobre los delincuentes que hallaba en los ca-
minos y despoblados. 
(1) Con objeto de proteger la industria y de cuidar de los 
intereses individuales de los vasallos, establecieron los reyes 
multitud de reglamentos sobre la manera de fabricar las te-
las, los vestidos, que según su clase y estado, habia de traer 
cada uno, el modo de celebrar las bodas y número de convi-
dados que hablan de asistir á ellas, y otros muchos asuntos, 
que ninguna relación tienen con el interés público, y en los 
cuales no puede mezclarse el legislador, sin infracción notoria 
de los buenos principios económicos. 
272 B I B L I O T E C A J U D I C I A L . 
den, no faltaba cierta centralización, puesto que el 
monarca habia recabado para sí una multitud de 
atribuciones y facultades que antes no tenia, y el 
Gobierno, cuando lo consideraba necesario, en todo 
se entrometía y mandaba; pero la centralización por 
sistema y tal como después se ha establecido, estaba 
aún muy lejos de realizarse. 
En este estado ocurrió la revolución, la cual, par-
ticipando, como era natural, del carácter de nuestro 
país, si por una parte parecía favorable á la unidad, 
por otra se mostró contraria á toda centralización 
administrativa. En estas circunstancias, cuando se 
notaban los tristes efectos de la descentralización 
exagerada, sin que las tendencias á la unidad no hu-
bieran dado fruto alguno, se acometió la árdua em-
presa de reformar toda nuestra Administración, bajo 
el influjo de las doctrinas más centralizadoras, que 
imperaban en Francia. Pero no existiendo en Espa-
ña la misma unidad social que en la nación vecina, 
¿cómo hablan de sentarle bien idénticas institucio-
nes administrativas? ¿Se fundan estas por ventura 
en esas verdades morales eternas, que subsisten 
desde el principio de los siglos y que se comprenden 
y surten su efecto en todos los pueblos, bajo todos 
los climas, y á pesar del influjo de cualesquiera cir-
cunstancias? No; en nuestra tierra, más que en otras, 
hay falta de unidad social, hay variedad de costum-
bres y de intereses; y por lo tanto, en ella no puede 
plantearse la centralización sino con cierta medida. 
No sucedía lo mismo en Francia, cuando estable-
ció su sistema administrativo. Aunque antes de la 
revolución de 1789 quebrantaban la unidad social de 
aquel país ciertas diferencias de legislación y de cos-
tumbres entre algunas de sus provincias, la revolu-
ción las borró de un golpe y haciéndolas desaparecer 
en un mar de sangre, dió unidad á la Francia. Veri-
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ficóse este importante fenómeno, porque las varias 
necesidades que nacian del antiguo estado social, ca-
llaron y cedieron ante una gran necesidad común 
mucho más apremiante, la necesidad del órden ma-
terial y del reposo. Así como el cuerpo humano ne-
cesita descanso después de un ejercicio violento y lo 
toma en cualquiera parte, sin sentir al pronto la du-
reza de la piedra sobre que se sienta, ni el ardor del 
sol que cae sobre su cabeza, así la sociedad necesita 
también reposo, después de un gran sacudimiento, 
y sacrifica al deseo de tenerlo, cualesquiera otros in-
tereses que juzgue de menor cuantía, y olvida sus 
tradiciones y sus costumbres pasadas, y no regatea 
las condiciones que se le exijan para satisfacerla. 
' La centralización fué allí primero un instrumento 
rovolucionario, de que se sirvió la Convención para 
dominar á la Francia: después fué un gran instru-
mento de órden, de que se sirvió Bonaparte para 
asegurar su poder y reparar, en lo posible, los extra-
gos causados por la revolución. Todos los franceses 
la aceptaron desde luego con gusto, como remedio 
para lo pasado y esperanza para lo futuro; mas no 
trascurrieron muchos años sin que advirtieran que 
lo que habían escogido para su descanso no era un 
lecho de rosas, como al principio se hablan figurado, 
sino el lecho de Procusto. Sin embargo, la centrali-
zación subsistió á pesar de la caida del imperio, 
como contrapeso de la libertad política, y con el mis-
mo fin subsiste todavía, á pesar de los trastornos 
ocurridos en estos últimos tiempos y tal vez por cau-
sa de ellos. 
¿Pero España ha pasado acaso por los mismos 
trastornos que Francia? ¿Tiene aquí la centraliza-
ción los mismos precedentes? ¿Ha sido preparada 
por iguales ni semejantes acontecimientos? Nuestra 
unidad social ya- se ha visto lo que fué durante inu-
Est. jnrld.—T. TI. 18 
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chos siglos y lo que era en estos últimos tiempos, 
esto es, muy diferente de la de Francia, aun bajo el 
antiguo régimen : nuestra revolución sabido es tam-
bién que no ha tenido el carácter centralista que 
mostró la francesa. Las tradiciones, los hábitos, las 
costumbres, los intereses de nuestro país eran más 
adecuados á una descentralización administrativa 
moderada, que á la rigorosa centralización francesa. 
Verdad es, sin embargo, que la necesidad de refor-
mar y corregir los abusos de la antigua administra-
ción era umversalmente sentida: verdad es que ha-
biendo progresado mucho nuestra unidad social 
desdo los tiempos de Cárlos I , convenia centralizar 
en la misma proporción el sistema administrativo: 
verdad es, en fin, que las ideas modernas reclama-
ban para nuestra Administración más regularidad y 
armonía; pero todo esto no justificaba la adopción 
de un sistema inspirado en necesidades y apoyado 
en antecedentes que no eran nuestros. En materias 
de administración caben muy pocas doctrinas abso-
lutas: un país puede soportar un grado de centrali-
zación que no sea posible en otro: en una parte pue-
de ser necesario lo que en otra sea perjudicial. Y pa-
ra hacer más perceptible esta idea y fijar sus lími-
tes, analizaremos sus diferentes aplicaciones al prin-
cipio de la centralización. 
I I I 
EXÁMEN DE LOS FUNDAMENTOS Y APLICACION DEL PRINCIPIO 
DE CENTRALIZACION. 
Aunque la potestad social considerada en abstrac-
to, es una y simple, examinando sus diversas funcio-
nes, la encontramos múltiple y varia. La primera y 
principal distinción que hallamos en ella, es la de 
que comprende el derecho de hacer las leyes y el de 
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proveer á su ejecución. Los gobiernos absolutos tie-
nen por base principal y esencialísima la centraliza-
ción de estos dos poderes, el legislativo y el ejecuti-
vo. Los gobiernos constitucionales hacen consistir en 
su separación el fundamento de todo su mecanis-
mo. Son demasiado conocidas las razones de esta 
distinción, para que tengamos necesidad de recordar-
las; además podemos omitirlas, no tratando ahora 
de la centralización de aquellos poderes. 
El ejecutivo comprende también muchas y varia-
das funciones, pues la ejecución de las leyes no con-
y siste tan solo en aplicarlas en interés dé la sociedad 
de los individuos, á los que infringen sus preceptos, 
sino también en dirigir y administrar con arreglo á 
ellas los intereses públicos, ora conservando el ór-
den material, ora favoreciendo el desarrollo de la ri-
queza pública, ya cuidando de la policía local, ya, 
en fin, promoviendo las mejoras materiales y morales 
de que el país es susceptible. De aquí ha nacido la 
conocida división del poder ejecutivo en autoridad 
judicial y autoridad administrativa. ¿Deben centrali-
zarse estas dos potestades? En los gobiernos consti-
tucionales están también separadas, y esta separa-
ción es una de sus bases esenciales. Verdad es que 
en el monarca reside todo el poder ejecutivo, pero la 
autoridad judicial se ejerce por magistrados indepen-
dientes, delegados suyos, y la administrativa por mi-
nistros responsables. No hay, pues, centralización 
respecto á estas dos ramas del poder ejecutivo. 
Pero la autoridad administrativa comprende tam-
bién un número infinito, de funciones, actos que 
obligan ó interesan á todos los súbditos, ó á una 
corta parte de ellos, medidas que afectan al inte-
rés común ó al interés local, y providencias que 
han de tener trascendencia á las generaciones futu-
ras ó que sólo atañen y dicen relación á la actual. 
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¿Conviene centralizar también estas varias especies 
de funciones? Hé aquí la cuestión. 
La autoridad judicial y la administrativa se dife-
rencian profundamente, porque launa es necesaria-
mente delegada por el monarca á toda la magistra-
tura, única responsable de sus actos; y la otra es 
retenida en los Ministros, quienes la ejercen parte 
por sí y parte por medio de sus agentes, pero res-
pondiendo de todos sus actos. El Ministro no es res-
ponsable de ninguna providencia que dicten los 
Tribunales, pero sí lo es de todas las que acuerden 
las autoridades administrativas sus subordinadas, ya 
sea por haberse dictado con su aprobación, ó ya 
por no haber corregido el mal que causaran y cas-
tigado al autor del abuso cometido. De esta regla 
vaga y flexible en sus aplicaciones, se deduce la ne-
cesidad de la centralización, no sólo como cosa con-
veniente, sino como equitativa y justa. Silos Minis-
tros, se dice, han de responder de todos los actos de 
sus subordinados, es indispensable que tengan ám-
plia autoridad sobre ellos, derecho absoluto para 
nombrarlos y separarlos, la inspección inmediata y 
constante de todos sus actos y, en una palabra, es 
menester que todos los funcionarios de la adminis-
tración civil se consideren como meros ejecutores de 
las providencias ministeriales, más bien que como 
partícipes de una autoridad independiente, ¿No se-
ria injustísimo, se añade, imponer al Gobierno la 
responsabilidad y negarle los medios para librarse 
de incurrir en ella? ¿No es absurdo que uno se obli-
gue á responder de aquello que no hace, ni puede 
evitar que sé haga? Luego si la responsabilidad mi-
nisterial no ha de ser una exigencia injusta y tirá-
nica, es indispensable centralizar en el Ministerio 
toda la autoridad administrativa, y además organi-
zaría de manera que todos sus actos pasen á la vista 
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del Ministro respectivo, á fin de que si comprome-
ten su responsabilidad, pueda evitarlos ó corregir-
los oportunamente. 
Estas razones serian conduyentes si no flaquea-
ran en nuestro concepto, por su propia base, que es 
la naturaleza y límites de la responsabilidad minis-
terial: punto sobrado oscuro y vago de suyo, no re-
suelto aún por la ley positiva, y sobre el cual es muy 
aventurado forjar todo un sistema. En efecto, los 
Ministros deben ser responsables ante las Córtes de 
todos sus actos y de los que se verifiquen con su 
aprobación, pues así lo declara la ley fundamental; 
¿peío esta responsabilidad es ó puede ser siempre 
material y efectiva? ¿Alcanza ó puede alcanzar en 
absoluto á todos los actos administrativos? Si así 
fuera quedarían completamente justificadas las con-
secuencias que se deducen de ella. 
Una larga y bien probada experiencia demuestra 
y enseña que la responsabilidad de los Ministros es, 
y no puede menos de ser, exclusivamente moral en 
la mayor parte de los casos, y que el exigirla ó dis-
pensarla es siempre, en último resultado, no una 
cuestión de justicia, sino una lucha entre partidos 
políticos adversos. Este es un hecho que se puede 
deplorar y censurar, pero que no se puede negar ni 
impedir. Las cuestiones de responsabilidad ministe-
rial afectando siempre á los intereses de partido, se 
convierten en cuestiones políticas y se resuelven en 
•definitiva, menos por razones pertinentes á la cues-
tión misma, que por razones de lo que cada parcia 
lidad entiende por conveniencia del país. Cuando 
los Ministros conservan el apoyo de la mayoría par-
lamentaria, tienen siempre de su parte la razón le 
gal; cuando lo pierden, rara vez logran convencer á 
sus jueces; si la minoría los acusa, la mayoría los 
absuelve menos por inocentes que por necesarios; y 
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si los acusa la mayoría, la minoría toma su defensa 
por motivos semejantes. Así es, que aunque en dife-
rentes ocasiones y en casi todos los países constitu-
cionales, se ha clamado ardientemente por una ley 
de responsabilidad ministerial, no sabemos que has-
ta ahora se haya hecho ninguna, porque cuando se 
ha tratado de ponerla por obra, se han convencido 
sus autores de la imposibilidad de determinar con 
acierto y con justicia, los delitos de los Ministros, las 
circunstancias que pueden atenuarlos ó agravarlos 
y las penas que deben aplicárseles. 
Ahora bien; siendo esto así, se establece como 
garantía de la buena gestión administrativa en todas 
sus esferas, tanto en la de los intereses más genera-
les y trascendentales, como en la de los locales y 
pasajeros, una responsabilidad puramente moral en 
la mayor parte de los casos j siempre marcada con 
el sello apasionado de la política. Cubriendo el Mi-
nistro con su responsabilidad parlamentaria todos 
los actos de la autoridad administrativa, se pueden 
hacer cuestiones de partido todas las providencias 
de la Administración, así como el condenar ó absol-
ver á los acusados en el ejercicio de sus funciones, 
en asuntos de interés local. Y como, por otra parte, 
á pesar de cuanto se diga sobre la unidad del poder 
administrativo y la inspección y vigilancia de todos 
sus actos por la autoridad central, es sabido que en 
la práctica esto no pasa de ser una mera hipótesis, 
porque los Ministros no tienen ojos para ver todo 
aquello de que son responsables, resulta que las 
Córtes no ponen á prueba ni áun su responsabilidad 
moral, como no se trate de actos de general impor-
tancia; que el buen sentido y la equidad de los Di-
putados no imputan á los Ministros aquello que se-
f abe no han hecho, por más que se les repute res-
ponsables; y, en suma, que la decantada responsabi-
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lidad ministerial, base del sistema de centralización, 
es por su naturaleza ilusoria ó injusta, en la mayor 
parte de los casos. 
¿Pero no se traspasan también los límites justos 
y convenientes de la responsabilidad ministerial, 
comprendiendo en ella la de todos los actos de la 
autoridad administrativa? ¿Es razonable, es necesa-
rio que el Ministerio responda de los acuerdos de un 
Ayuntamiento sobre intereses puramente locales, de 
las providencias de un alcalde pedáneo ó de ios ac-
tos de un administrador de hospital? Porque el al-
calde ordinario cubre con sus responsabilidad al 
pedáneo y responde por él ante el Gobernador civil: 
porque este cubre también con su responsabilidad 
al alcalde ordinario, respondiendo ante el Gobierno, 
y porque el Gobierno, en fin, acepta la responsabili-
dad del Gobernador y responde ante las Córtes, se 
dice que el Gobierno tiene la responsabilidad de toda 
la administración; pero en tales conceptos hay 
suma inexactitud. En la gerarquía administrativa, 
las autoridades superiores pueden reasumir ia res-
ponsabilidad de sus inferiores inmediatos, pero nin-
guna obligación tienen de hacerlo, ni lo hacen tam-
poco, sino cuando aprueban expresamente el acto 
por el cual se exige aquella. Así es, que el Ministe-
rio no es moral ni legalmente responsable de lo que 
hacen sus subordinados, como por su voluntad ex-
presa, no acepte la responsabilidad; y esto basta 
para echar por tierra todo el argumento que funda 
la centralización en el principio de la responsabili-
dad ministerial. Seria injusto que una autoridad de-
biera responder de actos en que no habia podido 
intervenir; pero no lo es que se deje á su elección 
aceptar ó no la responsabilidad de estos mismos 
actos. Así, aunque se suponga conveniente la fa-
cultad del poder central para reasumir en sí la 
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responsabilidad de los actos mónos importantes de 
la administración, cosa, á nuestro parecer, innecesa-
ria, todavia no hay motivo bastante para justificar 
el sistema á que aludimos. Responsables son los Mi-
nistros, pero de sus actos propios, y no son tales 
más que aquellos que ellos mismos ejecutan por sí 
ó sancionan expresamente con su autoridad; luego 
no hay necesidad de atribuirles más facultades que 
las que basten para desempeñar con acierto sus pro-
pias funciones. De que una autoridad sea siempre 
responsable de sus actos y pueda serlo también 
cuando quiera, de los de sus subordinados, no se si-
gue que deba necesariamente intervenir en todas las 
operaciones de estos, sino que le corresponden las 
atribuciones indispensables para desempeñar las 
propias. 
Desechado este argumento por poco concluyente, 
pasamos á otros de apariencias más seductoras, que 
se hacen con el mismo objeto. La uniformidad en el 
régimen administrativo, se dice, es una condición 
importantísima para ía buena administración; ella 
simplifica los procedimientos, asegura su buen re-
sultado y permite que se formen en poco tiempo 
hábiles funcionarios. Con ella además, se facilita y 
generaliza el conocimiento de los intereses públicos 
y de la manera de dirigirlos, así como la publicidad 
de los actos administrativos, que es una de las ga-
rantías más eficaces contra los abusos de los fun-
cionarios públicos; y la centralización es la que me-
jor asegura todas estas ventajas. Pero si meditamos 
bien este punto, hallaremos que la uniformidad en 
el régimen administrativo supone, cuando ménos, 
analogía en los intereses administrados, porque á 
objetos diversos mal pueden convenir reglas idénti-
cas. Debe aspirarse, ciertamente, á la uniformidad 
en el régimen administrativo, pero solamente en 
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cuanto lo permita la diversa calidad de los intereses 
que tienen por objeto; y como estos no son ni pue-
den ser idénticos, la uniformidad no podrá nunca 
llevarse hasta los últimos pormenores de la admi-
nistración. Aun sin la centralización en el grado en 
que la combatimos, podrá haber armonía y homo-
geneidad en el sistema, en cuanto á sus bases y re-
glas fundamentales, que es lo único posible y tam-
bién lo que más importa. Puede, pues, existir un 
régimen de administración general y homogéneo, 
pero servido por diversos funcionarios, con autori-
dad propia é independiente en muchos casos. 
; Otra de las ventajas que se atribuyen á la centra-
lización es la de garantizar el acierto dé los actos ad-
ministrativos, porque limita á pocos y muy autori-
zados funcionarios la facultad de dictar providen-
cias ejecutorias. La Administración, se dice, exige 
un número crecidísimo de agentes subalternos, que 
cuiden de la multitud de objetos confiados á ella. Es 
imposible que tantos cargos públicos, la mayor 
parte de escasa importancia, estén desempeñados 
por personas que ofrezcan todas las garantías ape-
tecibles do rectitud y acierto; luego para tener todas 
las necesarias en las cosas de más interés, sin re-
nunciar por eso el auxilio de los agentes subalter-
nes, no hay más medio que centralizar en los fun-
cionarios superiores todas las facultades resolutivas, 
encomendando únicamente á sus subordinados, ios 
actos de mera ejecución. De aquí el haber confiado 
á las autoridades superiores de provincia casi toda 
la administración municipal, reduciendo las atribu-
ciones de los Alcaldes y Ayuntamientos á las de me-
ros ejecutores de las órdenes superiores; y de aquí 
también la intervención del Gobierno supremo en 
gran parte de los actos que se refieren únicamente 
á intereses locales. 
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¿Pero es cierto que con esta concentración de la 
autoridad administrativa, se consiga el resultado que 
la centralización se propone? La experiencia y el 
buen sentido dicen lo contrario. Tantas atribucio-
nes se acumulan por este sistema en las autorida-
des superiores, que es materialmente imposible que 
las desempeñen todas por sí mismas y con comple-
to conocimiento de causa. Por lo tanto, tienen que 
encomendar este cuidado á agentes muy subalter-
nos, que por su posición y su categoría, ofrecen 
muchas menos seguridades de acierto que sus supe-
riores. Estos se limitan, pues, á autorizar con sus 
firmas todas las resoluciones que son de su compe-
tencia; pero los que realmente las dictan, son sus 
subordinados más ó menos inmediatos, encargados 
de preparar y proponer la resolución délos negocios,, 
esto es, empleados que tal vez no conocen los intere-
ses locales, ni han adquirido experiencia de negocios 
públicos, ni tienen responsabilidad suficiente^ ni ofre-
cen las garantías de saber y probidad correspondien-
tes á la cuantía de los asuntos que se les encomien-
dan. ¿Y será este procedimiento preferible al de cen-
tralizar en las autoridades superiores tan sólo aque-
llas atribuciones que pueden y deben desempeñar por 
sí mismas, dejando las demás al cuidado de funciona-
rios subalternos locales, que bajo su responsabilidad 
los resuelvan? ¿Por ventura ofrece más garantías 
un modesto oficial de gobierno civil dotado con un 
escaso sueldo, poco experimentado en negocios y 
expuesto á las tentaciones de la necesidad, que un 
Ayuntamiento compuesto de vecinos acaudalados, 
conocedores de los intereses de su lugar y responsa-
bles de todos sus actos, ante la ley y la opinión pú-
blica? Si hiciéramos la comparación entre un alto 
funcionario de provincia y el Alcalde, dudaríamos 
en decidirnos: pero como á pesar de todo cuanto 
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diga la ley, los heclios no pasan ni pueden pasar 
así, no titubeamos en optar por el Ayuntamiento. 
Pues todavía resulta otro inconveniente de esta 
acumulación de facultades, de grande importancia 
también. Si la autoridad central de la nación ó de la 
provincia se empeñase en resolver por sí y con cum-
plido conocimiento de causa, todos los negocios, la 
Administración marcharía tan lentamente, que ape-
nas advertiríamos su curso. Pero aun admitido el ex-
pediente peligrosísimo de confiar á manos subalter-
nas, una parte muy considerable de los negocios, 
todavía marchan estos tan perezosamente, que su-
fren de ello grave menoscabo los intereses públicos. 
¿Quién no ha oido en España sentidas y generales 
quejas contra la Administración central, porque pa-
raliza el curso de los negocios y los resuelve á veces 
tan tarde que ha dejado de ser oportuna cuando re-
cae, su resolución? Esto proviene en parte, de que á 
pesar de ser tan crecido el número de los empleados 
públicos, es todavía insuficiente, supuesta la centrali-
zación, y en parte, de que las oficinas tienen, por lo 
general, Mbitos antiquísimos de pereza y obedecen 
formalidades á veces innecesarias. Y aunque se 
diga que estas malas prácticas van reformándose y 
llegarán al cabo á corregirse, contestaremos que 
esta no es obra de un dia ni un año, sino fruto de 
largos y pacientes esfuerzos. 
_ ¿Y no es también consecuencia funesta del mismo 
sistema la necesidad que supone de un número cre-
cidísimo de funcionarios públicos, que son otras 
tantas personas robadas á las profesiones sociales y 
que consumen improductivamente la mayor parte 
de las renías públicas? Pues una de las plagas de 
la sociedad moderna, es el hábito que va formando 
la clase media, de vivir á costa del Estado, por me-
dio de los infinitos cargos lucrativos, que la Admi-
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nistracion en su estado actual necesita. Pues uno 
de los mayores obstáculos que se ofrecen al desar-
rollo de la riqueza pública, es la necesidad de con-
sumir en sueldos y emolumentos la mayor parte de 
las rentas públicas, sin que quede lo necesario para 
promover obras y empresas de utilidad común, que 
nos pongan económicamente al nivel de las nacio-
nes más adelantadas. 
Otra de las ventajas que se atribuye al sistema 
en cuestión, es la de prevenir y evitar oportuna-
mente los errores y los abusos de los agentes su-
balternos de la Administración. Vale más, se dice, 
impedir á tiempo los desaciertos que puedan come-
ter los funcionarios inferiores administrativos, que 
tratar de remediarlos cuando estén ya consumados y 
causado el mal que originen: es irreparable á veces 
el daño que ocasionan las providencias administra-
tivas, y aunque no lo sea, de su fácil y frecuente 
revocación, resulta siempre el descrédito de la auto-
ridad. Pero aunque es muy cierta esta doctrina, no 
tiene aplicación al presente caso. Lo que negamos 
precisamente, es que con la centralización se pre-
vengan más errores y abusos que con el sistema 
contrario. Si las autoridades centrales gozaran una 
condición intelectual y física superior á la de los 
demás mortales, y pudieran realmente desempeñar 
por sí las infinitas obligaciones que se les imponen, 
tendrían los centralistas razón; pero como aquellas 
autoridades son hombres como los demás y se-
gún hemos ya dicho, tienen que delegar la mayor 
parte de sus facultades á otros muchos agentes su-
balternos, muy inferiores á ellas bajo todos con-
ceptos, resulta que ó no se evitan los errores de los 
funcionarios locales, ó se evitan unos á costa de 
otros, en lo cual no vemos ciertamente ninguna 
ventaja. Si la intervención de la autoridad central 
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fuese siempre inteligente, activa y no sujeta á los 
abusos y deficiencias de las autoridades inferiores, 
no se podría sostener la comparación. ¿Pero acaso 
es ni puede ser así en la resolución de todos los ne-
gocios puestos á su cuidado? Luego si el número de 
errores no ha de disminuirse, vale más que se co-
metan por la autoridad local que por la central, 
pues más fácil será enmendarlos y menos sufrirá 
por ello el prestigio del poder público. 
Y no se diga que por salir todos los negocios lo-
cales fuera del lugar en que radican y encomen-
darse á personas extrañas á los intereses del mismo, 
se resolverán más imparcialmente. La imparciali-
dad es hija del buen juicio, y este supone profundo 
conocimiento de los hechos; luego allí donde falta 
este saber, no se suele juzgar con rectitud, ni re-
solver por lo tanto con imparcialidad. Verdad es 
que los funcionarios administrativos de las capita-
les no participan de las pasiones locales, que á ve-
ces suelen mezclarse en la resolución de los más 
árduos negocios; pero en cambio están rodeados de 
más estímulos corruptores, y aunque estos sean 
ineficaces, también la falta de conocimiento de los 
hechos de la localidad les expone más al error y á 
formar juicios desacertados^ por informes interesa-
dos ó inexactos. 
Entiéndase bien, sin embargo, que cuando seña-
lamos los vicios de la centralización, no abogamos 
por la completa descentralización de la autoridad 
administrativa. Nuestros principios capitales en la 
materia los expusimos ya en la primera parte de este 
estudio. Allí digimos que siendo de dos especies los 
intereses públicos, objeto de la Administración, el ré-
gimen para dirigirlos y administrarlos debe corres-
ponder á esta diferencia. Hay intereses generales 
propios de toda la nación ó de una parte considera-
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ble de ella: hay también intereses locales, propios 
solamente de un lugar, y en que tiene parte un nú-
mero escaso de habitantes. Los primeros por su 
misma generalidad, afectan menos en particular á 
cada uno de los individuos que participan de ellos, 
y por lo tanto no debe encomendarse su direc-
ción y fomento, sino á la autoridad central. Los se-
gundos, por su misma limitación, afectan más á los 
individuos á quienes se refieren, y por lo tanto, 
ofrecen estos garantías suficientes de administrarlos 
con acierto, sin que haya necesidad de encomendar 
este cuidado al Gobierno supremo. Los intereses 
generales son pocos en número, y como compuestos 
de multitud de intereses particulares análogos, no 
solamente se pueden conocer todos con facilidad, 
sino que la manera de comprenderlos mejor, es colo-
carse en una altura desde donde todos se abracen y 
dominen con una sola mirada. Los intereses locales, 
por el contrario, siendo infinitos y variados, no hay 
capacidad humana que pueda conocerlos todos, y 
como pequeños de suyo, mientras más alto nos co-
loquemos para contemplarlos, más difícil nos es 
percibirlos. De aquí la necesidad de encomendar su 
dirección á agentes locales, que estén si puede de-
cirse así, familiarizados con ellos. Esta división nos 
parece clara, evidente, y la consecuencia que de ella 
deducimos, legítima, irrecusable. 
Hay también otra diferencia entre los intereses 
públicos, que debe tenerse presente, cuando se trata 
de averiguar el modo mejor de administrarlos. Hay 
actos administrativos que afectan solamente á la 
generación actual, porque son temporales y pasaje-
ros: hay otros que obligan y comprometen á las ge-
neraciones futuras, porque son de naturaleza per-
manente. Y como el Gobierno central es á quien 
corresponde mirar por las generaciones venideras. 
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y quien más garantías ofrece de desempeñar acer-
tadamente esta obligación, deben excluirse de la 
administración puramente local, no sólo los intere-
ses generales, sino también aquellos locales que 
comprometan el porvenir del lugar respectivo. Pero 
los intereses verdaderamente locales y los actos re-
lativos á ellos, que no obligan perpetuamente á las 
generaciones venideras, deben ser de la competencia 
exclusiva de la administración municipal. Tales 
son los límites, que en nuestro juicio deberían fijarse 
á la centralización: la que ios traspasa es la única 
•que combatimos. 
Y no se diga que los intereses públicos son soli-
darios: que lo que toca á unos aíecta también á ios 
demás: que los intereses generales no son indepen-
dientes de los locales, aunque sean diferentes, y, que 
por lo tanto, el mismo régimen y las mismas precau-
ciones exige la administración de los unos que la de 
los otros. La solidaridad que puede existir entre los 
intereses generales y los locales es tan poco sensible, 
que no basta para justificar la identidad de régimen 
que se pretende. Si se tratara de intereses puramente 
morales, tendría más fuerza el argumento, porque 
como esos afectan á la opinión y á la conciencia, 
son más comunicativos y solidarios; pero los intere-
ses materiales, que son de los que tratamos, no tie-
nen entre sí la misma correspondencia, ni influyen 
los unos sobre los otros del modo que se supone. 
Esta es una verdad de intuición, que no necesita de-
mostrarse con razones, ni justificarse con ejemplos, 
para que todos la comprendan. 
Limitada la centralización á los intereses genera-
les y aun á los locales del porvenir, es en nuestro 
concepto, muy suficiente para asegurar la buena 
administración de todos los intereses públicos y evi-
tar abusos y dilapidaciones. Si la autoridad central 
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pudiera ejercer sobre cada uno de los ramos y de los 
actos de la administración local, una vigilancia ac-
tiva y permanente, la centralización podría evitar 
muchos abusos, descuidos ó irregularidades que se 
cometen en los pueblos; pero como ya liemos visto 
que la autoridad central es incapaz de ejercer aque-
lla vigilancia, y como es un hecho probado por la 
experiencia, que su intervención en todos los nego-
cios locales, es ineficaz para conseguir aquel resul-
tado, ni aun esta ventaja puede atribuirse á la cen-
tralización, con fundamento. ¿Pues qué, á pesar de 
ella, no se ven también hoy abusos y dilapidaciones 
en que la misma Administración central aparece 
como cómplice, sin serlo tal vez realmente? ¿Hoy, 
como antes, no hacen los pueblos contratos ruino-
sos, no entablan litigios temerarios y no adoptan pro-
videncias que comprometen sus intereses presentes 
y futuros? Sin la centralización llevada al grado 
en que la combatimos, puede ejercer la autoridad 
central una inspección saludable sobre todos los ac-
tos de la administración local, que sean suscepti-
bles de ello. Esta inspección puede surtir su efecto 
antes que se verifique el acto sobre que recaiga ó 
después de ejecutado este. Los actos administrativos 
que afectan á otros intereses distintos de los del lu-
gar á que directamente se refieren y los que por su 
naturaleza comprometan irrevocablemente los inte-
reses de las generaciones futuras, no deberían lle-
varse á efecto sin acuerdo de la autoridad central. 
La razón es óbvia; en cuanto á lo primero, porque 
la autoridad local no puede ser competente para 
decidir sobre intereses de un lugar en que no tiene 
jurisdicción. Siempre que se trate de actos de esta 
naturaleza, debe trasferirse la competencia á la au-
toridad común á los varios lugares interesados en 
ellos. En cuanto á los actos administrativos, que 
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afectan á los intereses locales del porvenir, también 
corresponde al Gobierno una inspección preventiva, 
semejante á la anterior, porque él es más capaz de 
mirar por ellos, evitando que la pasión ó el egoismo 
los sacrifique á la conveniencia presente. Pero no se 
confundan los act.os que afectan irrevocablemente al 
interés de las generaciones futuras, con los que, te-
niendo también trascendencia á lo porvenir, no sur-
ten un efecto permanente, ni imposible de remediar 
con oportunidad. Estos últimos no los consideramos 
sujetos á la centralización, por más que para hacer 
lo contrario, se les haya calificado en el sistema ac-
tual, lo mismo que los primeros. 
Si consideramos ahora los efectos sociales y polí-
ticos de la centralización, tampoco la hallaremos 
justificada. Dícese de ella que robustece la autoridad 
moral del Gobierno, algo quebrantada por el régi-
men constitucional y mantiene los hábitos de obe-
diencia. No negaremos que estas consideraciones 
poderosas han contribuido en gran manera á esta-
blecerla y á conservarla. Combatido el principio de 
autoridad por las ideas revolucionarias, menoscaba-
das las atribuciones del poder público por el régi-
men representativo, se buscó en la centralización 
administrativa un medio indirecto de suplir las de-
ficiencias de la potestad suprema, un contrapeso á 
la división constitucional de los poderes. Ella fué 
uno de los más eficaces instrumentos que sirvieron 
para restablecer en Francia el órden material y la 
autoridad pública, después de la revolución. Pero 
de que sea útil la centralización en circunstancias 
extraordinarias, no se sigue que lo sea también 
como sistema permanente. Util es también la dicta-
dura en algunas épocas, y sin embargo, no puede 
sostenerse que sea el régimen natural de las socie-
dades. Si la centralización sirvió en Francia para 
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restablecer el órden y la autoridad pública, también 
sirvió de apoyo al despotismo imperial que trajo los 
desastres de 1814. 
¿Y se halla España por ventura en la misma si-
tuación que Francia cuando el cónsul Bonaparte 
dió principio á su reforma administrativa? Aquella 
sociedad estaba casi disuelta; el Gobierno carecia 
de fuerza y de influencia en el país; las antiguas 
instituciones hablan desaparecido, para dar lugar á 
otras nuevas, que la experiencia habia reconocido 
como eficaces para cumplir el fin social á que esta-
ban destinadas; se necesitaba, por tanto, una dicta^ 
dura política, y como consecuencia indispensable de 
ella, una vigorosa centralización administrativa. 
Por eso comprendemos, y aun aplaudimos en su 
origen, este sistema. Pero como la revolución, por 
fortuna, no ha llegado nunca en España á ios mis-
mos excesos, ni produciendo en el país un estado 
igual de anarquía, tampoco ha sido menester una 
dictadura semejante, ni está justificada la necesidad 
de una centralización tan poderosa. 
En situaciones normales, y con instituciones po-
líticas adecuadas, sin acudir á aquel extremo reme-
dio, puede tener la autoridad, la fuerza y el presti-
gio que necesita para gobernar con acierto. Con la 
centralización mandará más, pero no gobernará 
mejor. Ahí esta Inglaterra, el país de ménos centra-
lización de Europa, y donde sin embargo, están 
más arraigados que en ninguna otra parte, los hábi-
tos de obediencia á la ley y respeto á las autorida-
des constituidas. Ahí está Bélgica, país también de 
poca centralización y donde sin embargo, la autori-
dad pública no carece de prestigio ni fuerza. Y en-
tre tanto, Francia con toda su centralización, no pu-
do evitar la catástrofe de 1848. Los Gobiernos no 
ganan autoridad moral y prestigio por mandar mu-
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cho, sino por gobernar bien; y como es imposible go-
bernar bien cuando se pretende gobernar mucho, re-
sulta que mientras más completa es la centraliza-
ción, más expuesto está el Gobierno á desautorizarse. 
El espíritu de localidad tiene sus inconvenientes, 
pero ¡ay del país en que llegue á extinguirse por 
completo, porque con él perecerá también el espíri-
tu público, y todo sentimiento de nacionalidad! 
El patriotismo, en el buen sentido de la palabra, 
no es para la generalidad de los hombres una idea 
abstracta, que signifique amor á todo el país, á to-
das las instituciones, á todas las costumbres y á 
todos los individuos de una nación; es por el con-
trario, un sentimiento más concreto de cariño hacia 
la tierra y lugar en que cada uno ha nacido, hácia 
los intereses locales de que ha participado, y hácia 
las instituciones por que se ha regido; y el espíritu 
público se forma en su mayor parte, de la suma de 
estos diversos sentimientos individuales y locales, y 
se fomenta y vivifica con la intervención más ó me-
nos directa de todos en el manejo de los intereses 
comunes. Si esta intervención cesa del todo, ó se re-
duce á términos ilusorios, faltará uno de los víncu-
los más poderosos del,patriotismo local, si puede de-
cirse así, y con él desaparecerá también el espíritu 
público y la vida nacional á que sirve de base. En-
tonces no quedan más vínculos entre los ciudada-
nos, que los que nacen de vivir bajo un mismo Go-
bierno y obedecer á las mismas leyes; y estos lazos, 
sin los otros que provienen de la mancomunidad 
respectiva de intereses locales, son insuficientes para 
alimentar el patriotismo. Se dice que en los pueblos 
regidos por el despotismo, viven los súbditos en la 
abyección moral más profunda, están dominados 
por un egoismó grosero, y miran con la mayor indi-
ferencia,' los negocios de público interés: pues la 
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causa principal de este fenómeno, es que en esos 
pueblos no hay vida ni intereses locales, y todo per-
tenece ó al individuo ó al soberano como represen-
tante de los intereses colectivos de la nación. 
Si admiramos todavía los prodigios obrados por 
el patriotismo de las repúblicas antiguas, es porque 
aquel sentimiento era nacional y local á la vez, 
puesto que cada república estaba encerrada dentro 
de una ciudad. Desde el momento en que aquellas 
extendieron sus límites y se generalizaron sus inte-
reses, se extinguió completamente el patriotismo an-
tiguo. Cuando en una nación cesa la vida local, y 
toda la autoridad y tocia la vida pública se centrali-
zan en la corte, sucede lo que al cuerpo humano 
cuando se retira la sangre de los miembros y se agol-
pa al corazón, que primero quedan aquellos sin 
vida y después perece de plétora todo el individuo. 
He cuidado de señalar al principio de este Estu-
dio, la época en que salió á luz la primera vez, para 
advertir al lector que se escribió cuando regia en 
España y en otras naciones un sistema administra-
tivo diferente del actual y, por lo tanto, sin las en-
señanzas de la experiencia en los últimos treinta 
años. Si hubiera de escribir hoy sobre el mismo 
asunto, tendría que añadir no poco á todo lo dicho, 
y tal vez que modificar algunos de los conceptos 
precedentes, aunque manteniendo siempre la doc-
trina fundamental expuesta. Las vicisitudes por que 
ha pasado nuestra administración civil desde enton-
ces, me darían lugar á consideraciones importan-
tes, que corroborarían la misma doctrina, aunque 
atenuaran en parte algunas de sus consecuencias. 
Noviembre de 1884, 
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